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PRESENTACION

Juio C. Telepor Bietsa

Las instituciones aragonesas, pese a las graves dificultades de los dltimos
afios, han impulsado una profunda renovacién de la normativa que rige el sector
publico en el marco del vigente Estatuto y la més reciente normativa estatal.
En ese contexto, ciféndonos a leyes en sentido formal, se aprobaron ya en la
legislatura anterior normas que resolvieron problemas pendientes desde veinte
afios atrds, desde la normativa reguladora de la administracién aprobada en
1996, como la Ley 1/2017, de 8 de febrero, de medidas de racionalizacién
del régimen retributivo y de clasificacién profesional del personal directivo y
del resto del personal al servicio de los entes del sector pdblico institucional
de la Comunidad Auténoma de Aragén. También en la anterior legislatura
fue aprobada la ley 5/2017, de 1 de junio, de integridad y ética piblicas,
que introdujo relevantes novedades en la materia en nuestra Comunidad aun
cuando todavia hoy estd pendiente parte de su desarrollo, como la creacién
de la Agencia de Integridad y Etica Piblica por las Cortes de Aragén y, sobre
esa base, el registro de lobbies y lobistas.

Pero ha sido en la actual legislatura, pese a la gravedad de la crisis pan-
démica, mostrando la fortaleza y resiliencia de las instituciones aragonesas,
cuando se han aprobado un conjunto de normas que afectan muy directamente
a la organizacién y funcionamiento del sector piblico autonémico.

Desde una primera perspectiva, no pueden dejar de mencionarse la Ley
1/2021, de 11 de febrero, sobre simplificacién administrativa, recientemente
desarrollada, conforme preveia su programa de aplicacién, por la Ley 2/2022,
de 19 de mayo, de aplicacién y desarrollo de la anterior. Estas normas inciden
decisivamente sobre diversos aspectos entre los cuales, a mi juicio, han de
destacarse el impulso a la gestién por proyectos, aun de forma compatible con
el mantenimiento de la fundamental estructura departamental, la revisién de
los procedimientos de policia impulsando de forma efectiva los que comportan
una menor intervencién sobre la actividad de los particulares y la modificacién
de diversas normas legales estructurales para el sector piblico autonémico,
como las de hacienda, subvenciones o contratacién, entre otras, para lograr
los objetivos de agilizacién pretendidos.
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Por ofra parte, también en esta legislatura se ha afrontado la renova-
cién de la normativa reguladora de la organizacién y funcionamiento de la
Presidencia, del Gobierno y del sector piblico autonémico, adapténdola en
la medida precisa a la normativa bésica. Esta tarea se ha llevado a cabo
mediante la aprobacién de la ley 5/2021, de 29 de junio, de organizacién
y régimen juridico del sector piblico autonémico de Aragén, por un lado, y
la Ley 4/2021, de 29 de junio, de modificacién de la Ley 2/2009, de 11
de mayo, del Presidente y del Gobierno de Aragén, recientemente refundida

mediante Decreto legislativo 1/2022, de 6 de abril.

Este conjunto de normas, que han producido un profundo impacto sobre
el sector publico autonémico aragonés, constituyen el objeto fundamental del
nimero monogrdfico que esta Revista ha tenido a bien acoger. La némina de
este nimero monogrdfico la integran once trabajos redactados por acadé-
micos y profesionales del sector publico autonémico que abordan, de forma
coordinada, el régimen juridico del sector piblico autonémico. El primero de
los trabajos, titulado «evolucién estatutaria de la administracién autonémica
aragonesa y desarrollo de su sector piblico», es obra del profesor Angel
Garcés Sanagustin. Sobre el «concepto y estructura general del sector pdblico
aragonés» trata el estudio que aporto a este monogrdfico, en el que trato de
contextualizar en el ordenamiento europeo y estatal la actual definicién del
sector publico autonémico. Al andlisis de «la Administracién de la Comuni-
dad Auténoma de Aragdn y los organismos piblicos autonédmicos», y de los
«consorcios y fundaciones del sector piblico autonémico» dedica su atencién
Manuel Guedea Martin, mientras que Vitelio Tena Piazuelo y Luis Biendicho
Gracia analizan detalladamente «la regulacién de las sociedades mercantiles
autonémicas en la nueva ley de organizacién y régimen juridico del sector
pUblico de Aragén».

Se incluyen también en este nimero monogrdfico trabajos sobre cuestiones
més especificas como el estudio de la regulacién de «los érganos adminis-
trativos. Cuestiones generales, relaciones interorgdnicas, érganos colegiados,
abstencién y recusacién», obra de Javier Esteban Rios, de los «principios
generales de actuacién administrativa. Programacién, formas de actuacién
administrativa, control de eficacia y eficiencia y derechos de las personas que
se relacionan con la administracién», elaborado por Elisa Moreu Carbonell, o
las «potestades y actos administrativos. Régimen juridico, revisién y recursos,
de Gerardo Garcia Alvarez. En esta linea se ubican también los estudios de
Miguel Angel Bernal Blay «la identificacién y autenticacion electrénica ante la
administracién de la comunidad auténoma de Aragdn», y sobre las «relaciones
interadministrativas. Convenios y érganos de cooperacién», del profesor José
Luis Bermejo Latre. Finalmente, se ha incorporado un imprescindible andlisis
sobre «la capacidad normativa del Gobierno de Aragén: novedades introdu-
cidas por la Ley 4/2021, de 29 de junio, de modificacién de la ley 2/2009,
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de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de Aragén», realizado por
Miguel Angel Gil Condén.

Esta obra, en definitiva, proporciona una visién global de las novedades
de régimen juridico del sector piblico aragonés introducidas en los dltimos
afios, un régimen juridico moderno, evolutivo, que trata de adaptar nuestras
instituciones a las demandas y necesidades de una sociedad que ha cambiado
mucho, que demanda un control adecuado del poder, sin duda, pero también,
y sobre todo, la maxima eficacia y eficiencia en la funcién constitucional de
servicio al interés general que incumbe a la administracién y al conjunto del
sector publico.

No puede concluir esta presentacién sin agradecer al Instituto Aragonés
de Administracién Piblica, al Consejo de esta Revista y al proyecto estratégico
S22_20R del grupo de investigacién ADESTER (Derecho administrativo de la
economia, la sociedad y el territorio), para los afios 2020-2022, financiado
por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) y el Departamento de
Ciencia, Universidad y Sociedad del Conocimiento del Gobierno de Aragén,
entre cuyas actividades investigadoras se incluye esta obra, los excelentes
apoyo y acogida a esta iniciativa editorial.

Villanueva de Gdllego, julio de 2022.
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EVOLug:léN HISTQRICA DE LA
ADMINISTRACION AUTONOMICA ARAGONESA
Y DESARROLLO DE SU SECTOR PUBLICO

ANGEL GARCES SANAGUSTIN

Profesor Titular de Derecho Administrativo
Universidad de Zaragoza

SUMARIO: I. EL ORIGEN EXPLICADO A TRAVES DE UNA ANECDOTA.— II. ALGU-
NAS TENSIONES QUE MARCAN NUESTRO MODELO DE ORGANIZACION: 1. Violen-
cia y proceso autondmico. 2 La dificultad de gestionar la diferencia. 3. La primacia de
la descentralizacién territorial. 4. Historia versus modernidad. 5. La paulatina extensién
del sector publico institucional.— lll. EL PROCELOSO CAMINO HACIA LA AUTONOMIA
Y LAS PRIMERAS LEYES REGULADORAS DE LA ADMINISTRACION AUTONOMICA.-
IV. LA PAULATINA ESCISION DE LA REGULACION RELATIVA AL GOBIERNO Y A LA
ADMINISTRACION.- V. LA ULTIMA REFORMA ESTATUTARIA Y EL IMPULSO NORMATIVO
QUE CONILLEVO.= VI. EL ULTIMO SALTO DE CALIDAD NORMATIVA HACIA LA MODER-
NIZACION ADMINISTRATIVA.- VIIl. CONCLUSIONES.- VIll. BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN: La evolucién de la Administracién autondmica aragonesa ha ido al
unisono con las diferentes olas de descentralizacién politica que han acontecido en
nuestro pais, aunque siempre ha intentado singularizarse. Todo ello ha generado no sélo
el incremento cuantitativo de las estructuras administrativas sino también la paulatina
creacién de entes de naturaleza distinta que conforman lo que se ha dado en llamar el
sector publico institucional.

Palabras clave: Administracién publica; sector poblico institucional; evolucién
normativa.

ABSTRACT: The evolution of the Aragonese autonomous administration has gone
hand in hand with the different waves of political decentralization that have taken place
in our country, although it has always tried to make itself unique. All this has generated
not only a quantitative increase in the administrative structures but also the gradual
creation of entities of a different nature that make up what has come to be known as
the institutional public sector.

Key words: public Administration; institutional public sector; regulatory developments.

I. EL ORIGEN EXPLICADO A TRAVES DE UNA ANECDOTA

Los juristas tendemos a centrarnos exclusivamente en las normas que ano-
lizamos, pero, en ocasiones y sin que sirva de precedente, tal vez deberiamos
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realizar una pequefa incursién en la realidad que nosotros mismos hemos
conocido. Valga esta breve anécdota que paso a narrar para explicar en qué
consistia la Administracién autonémica hace 35 afios. El dia del referéndum
sobre la permanencia de nuestro pais en la OTAN, el miércoles 12 de marzo
de 1986, acompaiié al profesor Bermejo Vera a la Plaza de los Sitios. Nos
ibamos a entrevistar con el director general que gestionaba las competencias
sobre asistencia social. El objeto de la reunién era empezar un estudio sobre
los servicios sociales, competencia exclusiva de la Comunidad Auténoma de
Aragén, segin disponia el Estatuto de 1982.

En aquel tiempo, yo era un mero alumno de quinto de Derecho, por lo que
durante unos meses y hasta que obtuve el fitulo, les realicé algunos informes
y propuestas normativas sin percibir, obviamente, cantidad alguna por ello.
Era una especie de voluntario, lo que era muy apropiado con el contenido
del encargo. Satisfechos por mi trabajo, al afio siguiente, ya suscribi, como
licenciado en Derecho mi primer «contrato de asistencia técnica.

Mi colaboracién se extenderia en los afios siguientes. Durante esa época,
contamos, gracias a un reducido pero animoso grupo de empleados publicos,
con una normativa pionera en materia de servicios sociales, tal como deter-
miné el Defensor del Pueblo en su informe de 1989 (1). En aquel momento,
el presupuesto de la comunidad auténoma era inferior al del ayuntamiento de
Zaragoza. Para entender cémo se gestd inicialmente esa incipiente organiza-
cién son especialmente significativas las palabras de quienes estuvieron en
esos momentos embrionarios (2).

Pero esto no es lo realmente importante. Lo relevante era la sensacién de
precariedad y provisionalidad de aquella Administracién, que ain no se habia
trasladado al edificio Pignatelli, y que podia concentrarse en un inmueble de
una plaza del centro de Zaragoza. Recuerdo que, enfrente, existia un edificio

(1) En la pdgina 266 de dicho Informe se afirma lo siguiente en relacién a las resi-
dencias privadas: «Tan sélo dos comunidades auténomas (Aragén y Cataluia), disponen de
una regulacién que abarca la totalidad de los aspectos que afectan al régimen juridico de las
residencias privadas, es decir, la autorizacién de apertura, modificaciones, traslado y cierre;
las condiciones minimas materiales y funcionales; el régimen de precios; los derechos de los
usuarios y las obligaciones en relacién con la prestacién de los servicios; la inspeccién y las
infracciones y las sanciones, referido todo ello a los servicios sociales en general y , por tanto,
aplicable también a las Residencias privadas de la tercera edad».

(2) José Angel Biel Rivera (VW.AA., Memoria del Estatuto, 2002: 277) lo expresa
con especial ingenio: «No puedo menos de recordar que el primer presupuesto de aquella
Diputacién General de Aragén preautonémica ascendié a cuarenta millones de pesetas, que
el dnico vehiculo del que disponia el entonces presidente de la Comunidad Auténoma era un
Renault 12 con mds de doscientos mil kilémetros cedido por la Diputacién de Zaragoza, o
que mi propio despacho, al que llamdbamos la topera, carecia de ventilacién hasta que el
extremo de que debiamos usar la puerta a modo de abanicos.
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del Ministerio de Defensa y unos soldados pertenecientes al Ejército del Aire
hacian guardia en la azotea, pertrechados con las correspondientes metralle-
tas. Se divisaban perfectamente desde aquella pequefia habitacién, en la que
una jefa de servicio y ofra funcionaria ejercian sus tareas. Ambas procedian,
como el propio director general, de prestigiosos cuerpos funcionariales de la
Administracién General del Estado. En aquel despacho sélo habia papeles,
boligrafos, una mdaquina de escribir y un par de teléfonos conectados a una
centralita. Y, sin embargo, todo funcionaba.

El incremento de las competencias —y, en su dia, de las correspondientes
transferencias— y la multiplicacién de érganos y entes de dispar naturaleza
permitié el paso de aquella diminuta organizacién a la actual, que algunos,
quizds exageradamente, califican de mastodéntica.

Por otro lado, al abordar esta obra colectiva, de manera sistemdtica, la
naturaleza juridica del conjunto de la organizacién administrativa autonémica
y de los diferentes entes en que se concreta, en esta parte histérica e introduc-
toria no se van a tratar cuestiones de dogmdtica juridica, que serdn objeto de
desarrollo en el correspondiente capitulo.

Tampoco esta parte podia limitarse a ser una mera enumeracién cronolé-
gica de un sinfin de normas que han ido conformando, como una colada de
volcdn, nuestra organizacién administrativa. Por ello, la mera enunciacién de
las més importantes se hard, conforme se analicen las principales cuestiones
juridicas, encuadrdndolas, en su caso, en el tiempo histérico en que se pro-
ducen. El Derecho, aunque parta con una vocacién de aplicacién indefinida
en el tiempo, estd influido, radicalmente en ocasiones, por las contiendas del
momento.

En efecto, la evolucién normativa —y la de las diferentes instituciones
juridicas en que se concreta— no ha sido pacifica y ha estado marcada
por interesantes debates, no exentos de las correspondientes tensiones. Unas
veces, las disputas se han enmarcado en un conflicto que afectaba al conjunto
del Estado. En otras ocasiones, sin embargo, hemos generado controversias
internas, pretendidamente singulares, vinculadas a cuestiones histéricas o rela-
cionadas con nuestra peculiar demografia y ocupacién del territorio.

Cabe recordar, no obstante, que lo administrativo estd supeditado a lo
politico, y ambos espacios lo estdn a la legalidad. Al andlisis de las referidas
tensiones y a los diferentes productos normativos en que se han concretado,
vamos a dedicar el siguiente epigrafe.
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Il. ALGUNAS TENSIONES QUE MARCAN NUESTRO MODELO DE
ORGANIZACION

1. Violencia y proceso autonémico

Aunque sea de manera muy sucinta, de vez en cuando viene bien recordar
que un proceso constitucionalmente abierto, como es el autonémico, ha estado
marcado por la violencia, al menos en sus inicios, lo que explica parte de los
itinerarios emprendidos y de los ritmos utilizados.

En ese sentido, la violencia politica de ETA serd clave para entender las
diferentes vias de acceso a la autonomia e, incluso, que la Comunidad Auté-
noma vasca sea la primera en alcanzar el méximo nivel de autogobierno. La
célebre metafora del «drbol y las nueces» explica claramente lo que pretendo
explicar (3).

Pero tampoco debemos olvidar las consecuencias que generé la violencia
«de la ofra parte». El fallido golpe de Estado del 23 de febrero de 1981 no
truncd, por fortuna, el camino hacia la democracia, pero contribuyé a modular
algunos debates del momento.

La consolidacién del sistema democrdtico pasé a ser la cuestién fundamen-
tal y ello pasaba por reducir algunas pretensiones en relacién a la estructura
politica del pais, es decir, al sistema autonémico, que se consideraba una
causa de las tensiones existentes.

El Gobierno, con la aquiescencia del PSOE, encargé a una comisién
de expertos, presidida por el profesor Garcia de Enterria (4), la elaboracién
de un informe sobre el desarrollo autonémico. Aunque la entrega formal del
informe sea posterior a la culminacién del trabajo de la Mesa de Partidos, sin
él es imposible explicar los acuerdos autonémicos posteriores entre la UCD

y el PSOE.

Entre las propuestas mds llamativas del comité de expertos figuraban la
conveniencia de limitar la proliferacién de comunidades auténomas unipro-
vinciales, una ley orgdnica que desarrollara globalmente el titulo VIII de la
Constitucién, la utilizacién de las diputaciones provinciales como instrumentos
de actuacién del Gobierno autonémico, asi como una transferencia forzosa a
éstas de determinados cuerpos de funcionarios nacionales.

(3) «No conozco ningin pueblo que haya alcanzado su liberacién sin que unos arreen
y otros discutan; unos sacudan el drbol, pero sin romperlo para que caigan las nueces, y
ofros las recogen para repartirlas». Esta frase, atribuida a Xavier Arzalluz, se contiene en un
documento de Herri Batasuna en el que recoge lo hablado, en 1990, con el dirigente del
PNV. Véase El Pais, en su edicién de 3 de abril de 1994.

(4) Hemos tenido la suerte de contar, afios después, con la opinién del principal res-
ponsable de dicho informe. Véase, Eduardo Garcia pe Enterria (2008: 242-247).
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La homogeneizacién de competencias no es ébice para que se consideren
dos niveles diferenciados: los estatutos del 151 —incluido el andaluz— vy los
que se tramiten por el 143, que deberian seguir un estatuto tipo.

En suma, el dictamen examinaba el mapa autonémico y sostenia la genera-
lizacién a todos los territorios del proceso, si bien es cierto que las comunidades
ya constituidas (Catalufia, Pafs Vasco, Galicia) y una de las que se encontraban
en proceso de constitucién (Andalucia) quedarian al margen de la ordenacién
propuesta para el resto de las regiones, que accederén a la autonomia por la
via del articulo 143 de la Constitucién. También Navarra, cuya ley paccionada
en 1841 estaba en proceso de revisién, tendria un tratamiento singular a través
del denominado amejoramiento del Fuero.

En el origen del proceso autondmico, por tanto, se disefia lo que podria
denominarse una «escala del autogobierno», encontrdndose Aragén en la
ancha franja de la parte més baja del «escalafén».

Fruto de estas conclusiones y de los acuerdos que propiciaron, se aprobé
la Ley Orgdnica de Armonizacién del Proceso Autondmico, que fue declarada
parcialmente inconstitucional por la Sentencia 76/1983, de 25 de agosto,
como consecuencia de unos recursos previos de inconstitucionalidad. Dicha
resolucién del Tribunal Constitucional establecié que las materias sobre las que
versaba el proyecto no tenian carécter de ley orgdnica, por lo que no podian
prevalecer sobre lo dispuesto en los estatutos de autonomia. La sentencia
negd también el cardcter armonizador de la ley, ya que el legislador posee
ofros titulos especificos para realizar la armonizacién de las disposiciones
normativas de las comunidades auténomas. Y, quizd lo mds importante, es que
el Tribunal Constitucional proclamé de manera inequivoca que las Cortes no
pueden colocarse «en el mismo plano del poder constituyente, realizando actos
propios de éste, salvo en el caso de que la propia Constitucién les atribuya
alguna funcién constituyentes.

En resumen, la violencia, por desgracia, contribuyé a modelar el proceso
autondmico, permitiendo que los enemigos de la democracia influyeran en el
mismo, a pesar de su escaso, o précticamente nulo, respaldo electoral.

2. La dificultad de gestionar la diferencia

Desde la perspectiva de la igualdad juridica y de la igualdad de oportu-
nidades, lo realmente dificil es gestionar la diferencia. El Estado autonémico se
ha desarrollado a diferentes velocidades. Al final, cada comunidad auténoma
ha encontrado su camino y sus peculiaridades. Una parte nada desdefiable de
la sociedad aragonesa siempre ha creido que nuestra regién habia sido pos-
tergada en el proceso autonédmico. De ahi la necesidad de reformar el estatuto
de autonomia con mds asiduidad que ningln ofro territorio de nuestro pais.
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La cuestién clave era no estar en la media, habia que pertenecer al grupo de
cabeza, y los principales partidos politicos, no sélo los de corte nacionalista,
han jugado con ese sentimiento de agravio, sobre todo cuando se encontraban
en la oposicién y se pretendia desgastar al Gobierno de turno.

El mimetismo politico produce un «Estado ciclostil» en el que las normas,
estructuras administrativas y organismos publicos tienden a reproducirse, sin
perjuicio del gusto por la singularidad, que aflora periédicamente.

Por ofro lado, los juristas solemos quedarnos en el andlisis de las com-
petencias que asumen los diferentes entes territoriales, pero la negociacién
de su traspaso, con la consiguiente valoracién de los servicios transferidos y
la identificacién de los medios humanos y materiales que corresponden a su
gestién, puede llevar més tiempo que la elaboracién, tramitacién y aprobacién
de la norma que recoge la transferencia de los correspondientes servicios.

Tampoco debemos obviar que para poner en marcha una Administracién
eficaz y eficiente fue preciso homogeneizar las distintas situaciones de los
funcionarios transferidos e incorporar los necesarios para cubrir las vacantes,
lo que requiere, desde un inicio, configurar toda una normativa de ordena-
cién de la funcién poblica. En ese sentido y para entender el significado y la
dimensién de esa primera Administracién autonémica cabe recordar que los
directores generales debian ser funcionarios, con arreglo a lo establecido en
el articulo 44 del Estatuto de 1982.

Curiosamente, en los afios noventa se produce un intento en el Estado
por «profesionalizar» los cargos intermedios de su Administracién, mientras
que en nuestra comunidad auténoma se opta por una mayor «politizacién»,
que llega hasta el nivel de director general.

Tampoco debemos olvidar que no existe autonomia real sin autonomia
financiera, por lo que las cuestiones presupuestarias vy tributarias alcanzan una
gran relevancia desde que se dan los primeros pasos del proceso autonémico.
También, desde el inicio del autogobierno, se implementan politicas de capta-
cién de inversiones y de reequilibrio territorial, que hoy se han perfeccionado.
En efecto, las medidas contra la despoblacién no sélo se han centrado en la
organizacién administrativa, también se han adoptado politicas de ordenacién
territorial, como las relacionadas con la logistica o aquellas relativas a los pla-
nes y proyectos de interés general, que han dado sus frutos y que permiten un
desarrollo industrial en zonas aparentemente poco atractivas para la inversién.

No podemos terminar este apartado dedicado a analizar la gestién de la
propia diferencia sin aludir al desarrollo social. En este sentido, cabe recordar
que Aragén fue pionera en la regulacién propia de los servicios sociales, una
materia a la que el Estado no habia dado hasta ese momento una especial
importancia. Nuestra comunidad se adelanté en la creacién de los servicios
sociales de base, pilar fundamental para abordar, en el territorio y desde el
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territorio, las cuestiones mds bdsicas relacionadas con las necesidades de los
ciudadanos.

En fin, con la autonomia, Aragén encontré su propia identidad diferencial
y la aplicé, con mayor o menor éxito, para lograr, con el sano propésito de
alcanzar una mayor igualdad y unas mejores condiciones de vida para el
conjunto de la ciudadania aragonesa.

3. La primacia de la descentralizacién territorial

Una de las caracteristicas propias de la histérica configuracién de nuestra
organizacién administrativa es que ha existido una mayor preocupacién por la
organizacién territorial que por la propia organizacién interna. La necesidad
de consolidar el mapa comarcal o las propias exigencias de la autonomia
local han provocado una abigarrada normativa en este dmbito, que contrasta
con la habitual dejadez en otros dmbitos. Frente a la opinién dominante de
que el territorio no ha importado, de que el Aragén despoblado —hoy, deno-
minado incomprensiblemente «vaciado»— ha sido abandonado a su suerte,
cabe resefiar que, al menos, y aunque sea desde la perspectiva normativa,
ha existido siempre un intento por determinar su organizacién y garantizar
sus servicios bdsicos.

El Aragén rural ha sido oido, al menos por las instituciones autonémi-
cas. Es mds, se ha afirmado certeramente que en nuestra tierra cabe hablar
de la organizacién territorial «propia» de Aragén y no, simplemente, de la
organizacién territorial de Aragén. En ese sentido, cabe recordar que se ha
institucionalizado en el Estatuto la existencia de ciertos entes territoriales, como
las comarcas (5).

Ademds, por razones de liderazgo politico en los principales partidos
que se turnan en el Gobierno de Aragén, ha existido en los Gltimos lustros
un incremento del provincialismo, que también ha conllevado un mayor peso
politico de las diputaciones provinciales, agentes tacitos decisivos para la reso-
lucién de determinados problemas. En efecto, las entidades provinciales, bien
dotadas de medios humanos y recursos econdmicos, desarrollan todo tipo de
actuaciones en el territorio, apoydndose en las mds variopintas modalidades
de actividad administrativa y ampardndose en una interpretacién extensiva
y omnicomprensiva del articulo 36 de la Ley Reguladora de las Bases del
Régimen Local. Lo curioso del caso es que, a pesar de su carencia de compe-

(5) Asi lo recuerda Gloria MetENDO SEGURA en «la organizacién ferritorial propia de
Aragén», que forma parte de Estudios juridicos sobre el Estatuto de Autonomia de Aragén,
obra colectiva editada por el Gobierno de Aragén y coordinada por la Asociacién de Letrados
de la Comunidad Auténoma de Aragén (2008: 181-204).
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tencias materiales y de la absorcién en su dia de algunos de sus servicios por
la Administracién autonémica, siguen siendo relevantes para entender nuestra
estructura territorial.

Todo ello ha contribuido a la existencia de una Administracién periférica
de la comunidad auténoma relativamente reducida y de cardcter vicarial. En
ese sentido, cabe resefiar el escaso peso politico y administrativo que han
tenido los delegados territoriales del Gobierno de Aragén, a pesar de que su
regulacién se encuentre en la norma reguladora del presidente y del Gobierno.

Lo que interesa en el territorio es la prestacién de servicios conforme a
unos estédndares minimos aceptables. De ahi que no sea tan relevante la pre-
sencia de lo que podriamos denominar «Administracién burocrdtica» como los
establecimientos y centros en los que se concreta. Aunque tampoco debemos
olvidar que la desconcentracién territorial ha ido acompafiada de una timorata
desconcentracién funcional. La regulacién actual en la ley 5/2021, de 29 de
junio, sigue la inercia anterior, caracterizdndose, por tanto, por el traslado a
las leyes sectoriales educativas, sanitarias o de servicios sociales la regulacién
de cada organizacién prestacional concreta.

Por dltimo, cabe recordar, una vez mds, que el proceso de descentraliza-
cién politica acometido hace mds de cuatro décadas sigue abierto y que la
Constitucién marcé la linea de salida, pero la linea de llegada sigue difusa,
a pesar de lo establecido en el articulo 149 de la Constitucién. Quizds haya
llegado el momento de cerrar un proceso que siempre acarrea las consiguien-
tes convulsiones politicas. En ese sentido, la descentralizacién administrativa,
apoyada en el principio de autonomia local, también plantea contornos difusos,
aunque estemos en un momento de relativo sosiego.

4. Historia versus modernidad

Lo acaecido en la Segunda Repiblica fue clave para acceder a la auto-
nomia a través de una via u ofra, por mor de lo establecido en la disposicién
transitoria segunda de la Constitucién, que da un trato especial y preferente
a los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente pro-
yectos de estatuto de autonomia. Aragén, durante ese proceloso e ilusionante
periodo histérico, contdé con varios proyectos estatutarios, aunque ninguno
llegé a refrendarse (¢).

Otro aspecto que ha ido generando una cierta tensién es la recepcién de
las antiguas instituciones histéricas con la necesidad de emular la organizacién
estatal. En ambos casos se trata de no quedarse atrds, pero se hace desde
perspectivas absolutamente diferentes.

(6) Véase al respecto E. CesriAN Zazurca (2019: in totum).
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Asi, por ejemplo, la inicial recuperacién del histérico término de «Dipu-
tacién General de Aragén», con los equivocos que podia producir el término
«diputacién» y la imposible asimilacién con el concepto de Generalidad de
Cataluiia, han dado paso a ofros términos como el de Gobierno de Aragén,
cuyas funciones se intentan homologar, en la medida de lo posible, con las
del Gobierno estatal. En la actualidad, el término «Diputacién General de
Aragén» se mantiene de modo residual en el Estatuto de Autonomia de 2007.

En lo relativo a los aspectos relacionados con nuestro pasado, baste la
mencién a la ley 8/2018, de 28 de junio, de actualizacién de los derechos
histéricos de Aragén. Supone un ejemplo mds de recreacién histérica y de
revisionismo juridico, que se pone de manifiesto en un texto plagado de afir-
maciones sorprendentes, que fue ampliamente podado por el Tribunal Consti-
tucional en su Sentencia 158/2019, de 12 de diciembre (7).

No obstante, en la regulacién que hace el articulo 11 de la Ley 2/2009,
de 11 de mayo, se encuentra también un cierto interés por emular y trasladar
al Gobierno de Aragén las funciones inherentes al Gobierno de la Nacién,
incluso con la mencién expresa a lo que se da en denominar en la normativa
aragonesa «accién exterior». En general, todas las comunidades auténomas
han intentado copiar el modelo institucional existente en el Estado, tal como
se refleja en sus estatutos de autonomia y en las principales normas que los
desarrollan.

Por otro lado, no es baladi recordar que, aunque sea por impulsos mimé-
ticos, la regulacién separada del Gobierno y de la Administracién autonémica
tiene sus consecuencias. La mds importante de ellas es el reforzamiento de
los aspectos que conciben al Gobierno como un érgano politico y, en conse-
cuencia, la decantacién de la definicién de los consejeros como miembros del
Gobierno, antes que como titulares de un departamento.

5. La paulatina extension del sector publico institucional

Con anterioridad, hemos analizado que lo relevante en el territorio no
es tanto la tramitacién de procedimientos administrativos como la prestacién
de unos servicios bésicos aceptables. Ello requiere la creacién de entes de
naturaleza distinta a la estrictamente «administrativa», que actien con celeri-
dad y flexibilidad. No se trata de «huir» del Derecho administrativo sino de

(7) Ya en su momento, la STC 76/1988, de 26 de abril, afirmé respecto de la Cons-
titucién que «no es el resultado de un pacto entre instancias territoriales e histéricas que
conservan unos derechos anteriores a la Constitucién y superiores a ella, sino una norma del
poder constituyente que se impone con fuerza vinculante general en su dmbito, sin que queden
fuera de ella situaciones histéricas anteriores».
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dar plasticidad a una organizacién que se multiplica en entidades de muy
diferente naturaleza.

Cuando hablamos de «sector piblico institucional» aludimos a una pano-
plia de entes de dispar creacién, naturaleza y régimen juridico, que ponen
de manifiesto la existencia de una Administracién indirecta o derivada, por
contraposicién a las Administraciones territoriales, que serian las originarias.

Obviamente, estos entes «segregados» o creados ex novo son entidades
dependientes de las Administraciones territoriales, aunque ese nivel de depen-
dencia varie en funcién de diversas circunstancias.

Se trata, en definitiva, del reconocimiento de personalidad juridica dife-
renciada a una funcién o servicio administrativo que no se encuentra integrado
en la organizacién de una Administracién de tipo territorial, de conformidad
con los postulados que dimanan del principio de descentralizacién funcional.
A lo largo de este nimero monogrdfico se abordard la descripcién legal de
todas estas figuras.

Asimismo, cabe recordar la existencia de una Administracién corporativa
vinculada a la comunidad auténoma. Es el caso, por ejemplo, de los colegios
profesionales. Mds sorprendente es la extensién de este concepto a supuestos
sin habilitacién legal o histérica previa, como en el supuesto de la Academia
Aragonesa de Gastronomia.

No es objeto de un trabajo de estas caracteristicas analizar toda una
panoplia de 6rganos y entidades de cardcter consultivo o de participacién que
ha aflorado en las Gltimas décadas. Sélo en el dmbito de la contratacién nos
encontramos, por ejemplo, con la Junta Consultiva de Contratacién Administra-
tiva de la Comunidad Auténoma de Aragén o el Foro de Contratos Piblicos.
Algunas tienen capacidad para dictar resoluciones administrativas, como es
el caso de la Comisién de Reclamaciones del Ingreso Aragonés de Insercién.

En fin, no podemos terminar este epigrafe sin recordar que la frontera
que separa el sector piblico del privado es cada vez més permeable y difusa.

lil. EL PROCELOSO CAMINO HACIA LA AUTONOMIA Y LAS PRI-
MERAS LEYES REGULADORAS DE LA ADMINISTRACION AUTO-
NOMICA

El proceso hacia la autonomia no estuvo exento de dificultades y tensiones.
No es baladi evocar que algunos consideran que el primer acto de ese camino
data de 1976 y es la conmemoracién en Caspe del cuadragésimo aniversario
del fallido Estatuto de autonomia de 1936. En esa ciudad se presentard el
afio siguiente un proyecto estatutario elaborado por una comisién de juristas
del Colegio de Abogados de Zaragoza, lo que no deja de ser un significativo
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remedo histérico, aunque con ofras pretensiones, de lo acaecido en la década
de los afos treinta del pasado siglo (8).

Por ofro lado, también cabe recordar que la aprobacién del Real Decreto-
Ley 8/1978, de 17 de marzo, por el que se establecia el régimen preauto-
némico para Aragén, vino acompafiado de la aprobacién del Real Decreto
475/1978, de 17 de marzo, por el que se regulaba la composicién de algunos
4rganos, aunque no existié propiamente una transferencia de competencias
al ente preautondmico.

Los primeros traspasos de competencias se producirdn con el Real Decreto
298/1979, de 26 de enero, que entraria en vigor el 1 de junio. Su contenido
aludia a diversas funciones sobre actividades molestas, insalubres, nocivas y
peligrosas, agricultura, urbanismo y turismo. Posteriormente, el Real Decreto
694/1979, de 13 de febrero, complementard la transferencia de competencias
con las materias relativas a organizacién, régimen juridico, bienes y servicios
de las corporaciones locales, aunque su entrada en vigor se demoraré al 2
de julio.

Pasard un tiempo hasta que, sin olvidar las limitaciones inherentes a la
provisionalidad del ente preautonémico, se sienten las bases de una ordenacién
mds sistemdtica de la Administracién autonémica, esfuerzo que se acometerd
con el Decreto de 18 de mayo de 1981 de ordenacién juridico-administrativa
de la Diputacién General de Aragén. Hasta entonces, su regulacién se habia
establecido por el Reglamento de Régimen Interior, que fue aprobado el 6 de
diciembre de 1978.

En la redaccién del borrador de esta normativa participé una denominada
Comisién Juridica Asesora, integrada por prestigiosos juristas, que presentarian
su dimisién solidaria tiempo después por algunos desacuerdos producidos
con la Diputacién General de Aragén. Aunque es encomiable que se contara
desde la etapa preautonémica con un érgano asesor y de colaboracién en la
redaccién de normas juridicas, lo cierto es que esta simpar iniciativa terminé
de manera brusca, con una carta manuscrita de dimisién, datada el 3 de
diciembre de 1979 y dirigida al presidente Juan Antonio Bolea Foradada, que
fue firmada por todos los miembros del 6rgano. La causa que se esgrimié para
la dimisién fue que la citada Comisién Juridica Asesora era en ese momento
un «érgano desprovisto absolutamente de funciones», aunque en documentos

(8) El Colegio de Abogados de Zaragoza realizé un importante papel en la activacién
del proceso autonémico aragonés. No sélo a través de la redaccién del referido proyecto
estatutario, también incorporé a su Revista interesantes trabajos, como el de Ramén SaiNz be
VARANDA (1977: 25), quien no duda en criticar el denominado «Estatuto de los notables»,
elaborado durante el periodo de la Segunda Repdblica. Dicho proyecto ha sido tildado de
«historicista» o «tecnocrédtico». De lo que no cabe ninguna duda es de la ideologia conser-
vadora subyacente.
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previos también se constata el malestar por la difusién de algunas noticias en
los medios de comunicacién.

Lo curioso de este precedente es la existencia tan temprana de un érgano
de cardcter consultivo, que serd el precedente més remoto de lo que luego fue
la Comisién Juridica Asesora, creada por la Ley 11/1996, de 16 de febrero,
del Presidente y del Gobierno de Aragén, que posteriormente seria sustituida
por el Consejo Consultivo de Aragdn, creado y regulado por la Ley 1/2009,
de 30 de marzo.

Por otro lado, la aprobacién de la Ley Orgdnica 8/1982, de 10 de
agosto del Estatuto de Autonomia de Aragédn supondré un hito histérico y juri-
dico, pues, como indicaba su articulo primero, «como expresién de su unidad
e identidad histérica», Aragén accedia a su autogobierno, «de conformidad
con la Constitucién espariola y con el presente Estatuto que es su norma ins-
titucional bdsica» (9).

Tras su entrada en vigor se procederd a la constitucién de la Asamblea
provisional de la Comunidad Auténoma de Aragén y también a la eleccién,
en sentido estricto, del primer presidente de la comunidad, que recaerd en la
figura de Gaspar Castellano de Gastén, cuyo nombramiento se formalizaré
a través del Real Decreto 2515/1982, de 30 de septiembre. Constituido el
nuevo Gobierno aragonés, se procederd a la aprobacién del Reglamento de
ordenacién juridico-administrativa y financiera de la Diputacién General de
Aragén, mediante el Decreto 72/1982, de 18 de octubre.

En su exposicién de motivos se indicaba lo siguiente:

«Careciendo la Asamblea Provisional de competencias legislativas que el
Estatuto de Autonomia reserva a las Cortes de Aragdn, es necesario que determi-
nadas materias, que en su dia deberdn ser objeto de leyes aragonesas, se regulen
de modo provisional por la Diputacién General en el ejercicio de la potestad
reglamentaria que le reconoce el articulo 23.1 del Estatuto.

Por ello, en el presente Reglamento reciben tratamiento normativo, por un
lado, cuestiones que el Estatuto integra en la reserva de ley, cuya efectividad estd
condicionada a la eleccién de las primeras Cortes de Aragén y, por otro lado,
materias que pertenecen al dmbito natural de incidencia de la potestad reglamen-
taria que podrdn en el futuro ser reguladas también por normas de este cardcter».

A la existencia de un Estatuto de autonomia controvertido, porque Aragén
entré en la entonces denominada «via lenta» prevista en el articulo 143 de la
Constitucién, y de un Gobierno de Aragén nacido a su amparo y de cardcter
tecnocrdtico, hay que unir la ausencia de legitimidad democrdtica, ya que adn

(9) Aun sigue siendo muy recomendable la lectura de los «Comentarios» al Estatuto
de Autonomia de 1982 que dirigié6 Bermejo Vera, y cuya referencia exacta se encuentra en
el anexo bibliogréfico.
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no se habian constituido unas Cortes que surgieran directamente de la voluntad
popular y que designaran al presidente de la comunidad auténoma. Por ello,
durante unos meses, el ente preautonémico, que se hallaba en una especie de
estado latente o «durmiente», fue presidido por funcionarios de buen curriculo,
pero que carecian de ambiciones politicas.

Por fin, y tras los oportunos comicios, el 27 de mayo de 1983, el pleno
de las Cortes de Aragén, reunido en la Lonja de Zaragoza, eligié como pre-
sidente de la Comunidad Auténoma de Aragén al candidato propuesto por el
Grupo Socialista, Santiago Marraco Solana (10).

Obviamente, con un érgano parlamentario plenamente activo para el
ejercicio de las competencias autonémicas y un Gobierno legitimado por las
urnas, se abre un nuevo camino para el disefio de las politicas publicas y de la
organizacién administrativa que ha de servir de soporte para su implantacién.

En efecto, con unas Cortes elegidas democréticamente con capacidad
para dictar leyes en el dmbito competencial de la Administracién autonémica
no tardé mucho en aparecer la primera ley destinada a regular estas cuestiones
con carécter general y omnicomprensivo. En efecto, la Ley 3/1984, de 22 de
junio, del Presidente, de la Diputacién General y de la Administracién de la
Comunidad Auténoma, representa el primer intento por regular en su conjunto
la organizacién juridico-administrativa de la Comunidad Auténoma.

De este primer hito regulador se pueden extraer algunas conclusiones:

a) No se ha producido todavia la disociacién normativa entre el Gobierno,
llamado todavia Diputacién General, y el conjunto de la Administracidn
autondmica.

b) En segundo lugar, se determinan las lineas maestras de la organizacién
de la Administracién de la comunidad auténoma y los principios bdsicos de
su funcionamiento de conformidad con las pautas establecidas en el articulo
44.2 del Estatuto de autonomia, que reproducia, casi literalmente, el articulo
103.1 de la Constitucién.

c) Se pretende, asimismo, adaptar a la organizacién administrativa propia
de nuestra comunidad auténoma determinadas instituciones del procedimiento
administrativo comin, como la delegacién de atribuciones, el régimen juridico
de los reglamentos y actos administrativos y la elaboracién de disposiciones
generales, con sujecién, en todo caso, a lo establecido en la legislacién del
Estado.

d) La dimensién politica del Gobierno se recoge en otras normas pre-
viamente aprobadas, tales como la Ley 2/1983, de 28 de septiembre, por

(10) Su visién de aquella época la expone en VV. AA. Memoria del Estatuto (2002:
287-312).
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la que se regula la responsabilidad politica de la Diputacién General y su
Presidente ante las Cortes de Aragén, y la Ley 4/1983, de 28 de septiembre,
por la que se regula la iniciativa legislativa ante las Cortes de Aragén. La ley
de 1984 se limita a dar cumplimiento al mandato estatutario, regulando el
estatuto personal del Presidente y los Consejeros, sus atribuciones respectivas
y su régimen de incompatibilidades, asi como las relaciones entre los diversos
érganos que conforman el poder ejecutivo de la comunidad auténoma: Presi-
dente, Consejeros y Diputacién General, en su conjunto.

En resumen, estamos ante una regulacién timorata, que reproduce los
principales conceptos regulados en la legislacién estatal, pero que resulta
acorde con aquella reducida Administracién publica que no habia recibido
todavia el aluvién de transferencias competenciales.

IV. LA PAULATINA ESCISION DE LA REGULACIéN RELATIVA AL
GOBIERNO Y A LA ADMINISTRACION

En 1992, el Estado —que conserva la competencia sobre las bases del
régimen juridico de las Administraciones pdblicas, garantizando a los adminis-
trados un tratamiento comin ante ellas, y también la relativa al procedimiento
administrativo comdn, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la orga-
nizacién propia de las comunidades auténomas— aprobé la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Administraciones Piblicas y del
Procedimiento Administrativo Comin. Esta innovacién requeria la adaptacién
general de las normas autonémicas a sus disposiciones. No es baladi recordar
que dicha Ley derogaba, parcialmente, leyes de los afios cincuenta, como la Ley
de Régimen Juridico de la Administracién del Estado y la Ley de Procedimiento
Administrativo, que habian contribuido a dotar de una apariencia de «Estado
de Derecho» al régimen dictatorial existente en aquel momento.

Ademds, en los inicios de la década de los noventa, se produce una
fuerte presién social para que la Comunidad Auténoma de Aragédn equipare
sus competencias e instituciones a las de otras comunidades auténomas, que
llevaban disfrutando de un autogobierno pleno desde hace dos lustros, al
menos para la mentalidad de esa época (11).

No hemos de olvidar lo que supuso la Ley Orgdnica 9/1992, de 23 de
diciembre, de transferencia de competencias a comunidades auténomas que

(11) Desde el afio 1992, se celebran multitudinarias manifestaciones, a las que asisten
decenas de miles de personas, encabezadas en su momento por el presidente del Gobierno de
Aragén, Emilio Eiroa. Dichas marchas recorren las calles de Zaragoza tras lemas en los que
no sélo estd presente la exigencia de una «autonomia plena», también se corean consignas
contra un supuesto trasvase del Ebro.
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accedieron a la autonomia por la via del articulo 143 de la Constitucién,
aprobada en desarrollo de los previsto en el 150.2 de la Constitucién, y que
propicié la entrega a las comunidades auténomas mencionadas en su articulo
primero, entre ellas Aragén, de diversas competencias, siendo las mds signi-
ficativas la educacién y la gestién de las prestaciones y servicios sociales del
sistema de la Seguridad Social.

No obstante, la férmula constitucional no implicaba un ejercicio pleno de
las competencias delegadas y de ahi la reivindicacién de una modificacién
estatutaria que las configurara como propias. Con estas premisas, tiene lugar
la primera de las reformas del Estatuto de Autonomia de Aragén operada por
Ley Orgdnica 6/1994, de 24 de marzo, que se inserta en un proceso com-
partido con otras comunidades auténomas y se limita a aspectos estrictamente
competenciales (12).

En ese mismo momento en que tiene lugar esta modificacién estatutaria
se estaba tramitando un proceso de reforma estatutaria. El resultado final es
la Ley Orgdnica 5/1996, de 30 de diciembre. A diferencia de lo acontecido
en 1994, esta reforma no se limita a los aspectos competenciales, sino que
abarca a todo el conjunto de las materias y temas tratados por el Estatuto.
Como consecuencia de la misma, Aragén se define como nacionalidad (articulo
primero), se suprimen las limitaciones en el funcionamiento de las instituciones
que habian caracterizado el Estatuto original (articulos 9 y ss.), se introducen
nuevas competencias, de las que la més significativa es la gestién de la asis-
tencia sanitaria de la Seguridad Social (articulos. 35 y ss.) y se modifican
determinados aspectos del régimen financiero y econémico.

Por otro lado, y en consonancia con lo que ocurria en otras comunidades
auténomas, se decide deslindar la regulacién relativa al Gobierno de Aragén
de la estrictamente fijada para la Administracién autonémica. En ese sentido,
cabe recordar que la disposicién adicional primera de la Ley 3/1993, de 15
de marzo, de modificacién de la Ley 3/1984, de 22 de junio, del Presidente,
de la Diputacién General y de la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén, encargé al Gobierno la presentacién de dos proyectos de Ley,
uno regulador de la actividad del presidente y del Gobierno de Aragén y otro
relativo a la actividad de la Administracién de la comunidad auténoma. En
cumplimiento de dicho mandato, se aprobard, con anterioridad a la reforma
general de la Administracién autonémica, la Ley 1/1995, de 16 de febrero,
del Presidente y del Gobierno de Aragén.

(12) Resulta de interés recordar, desde la perspectiva actual, la controversia que supuso
la concrecién de algunas competencias. Véase al respecto Javier Ouvan DeL CacHO (1994:
189-208).
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Una divisién temdtica como la propuesta por la ley 3/1993 tiene su
fundamento en la necesidad de deslindar los conceptos de Gobierno y Admi-
nistracién, tal como hace la propia Constitucién. Igualmente, el Estatuto de
Autonomia de Aragén llevaba a cabo una regulacién separada del Gobierno
—Diputacién General— (articulos. 23 y ss.) y de la Administracién (articulos
43 y ss.).

Y todo ello con independencia de que el érgano supremo colegiado de
gobierno es también la cabeza de la Administracién y sin perjuicio, igualmente,
de que los consejeros, miembros del Gobierno, son los érganos que encabezan
las ramas sectoriales de la Administracién, los departamentos. Como se indica
en la exposicién de motivos de la Ley 1/1995:

«En lo que interesa y desde el prisma particular de la Comunidad Auténoma
de Aragdn, la separacién legislativa de ambas realidades puede cooperar hasta
pedagdgicamente a la configuracién de un dmbito normativo directamente depen-
diente de la voluntad politica popular en su efectividad y, paralelamente, de un nivel
administrativo encargado de ejecutar los fines generales que fije el ordenamiento
juridico y de aplicar las directivas que legitimamente y dentro de ese mismo orde-
namiento se deriven de los distintos programas politicos. En otro orden de cosas,
ello contribuird, sin duda, al perfeccionamiento de los necesarios mecanismos de
control judicial de la entera actividad administrativa que se deducen directamente
de la Constitucién [articulo 106)».

Por ofro lado, y en cumplimiento del mandato anteriormente indicado y
en el contexto que hemos contemplado, se procederd al afio siguiente a la
aprobacién de la ley 11/1996, de 30 de diciembre, de la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragén, que contuvo ya una regulacién com-
prensiva del marco organizativo de la Administracién autonémica, asi como
de las distintas adaptaciones de su procedimiento de actuacién exigidas por
las peculiaridades de su organizacién propia.

Sin embargo, ya muy pronto, el contenido de dicha Ley se vio afectado
por la modificacién de ciertos aspectos del procedimiento administrativo comin,
de cardcter juridico, operados por la Ley 4/1999, de 13 de enero. Estas
modificaciones, junto a ofras relacionadas con mejoras de cardcter técnico,
fueron recogidas de modo sistemdtico por la Ley 11/2000, de 27 de diciem-
bre, de medidas en materia de Gobierno y Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén.

La Disposicién final primera de esta Ley autorizaba al Gobierno para apro-
bar, en el plazo de un afio desde su entrada en vigor, un Decreto Legislativo
que refundiera las leyes citadas, incluyendo la facultad de regularizar, aclarar
y armonizar los textos legales que han de ser refundidos. En cumplimiento de
dicho precepto legal se elaboraron y aprobaron sendos Decretos Legislativos

p p 9 y ap 9
por el Gobierno de Aragén: el Decreto Legislativo 1/2001, de 3 de julio, por
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el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Presidente y del Gobierno
de Aragén, y el Decreto Legislativo 2/2001, de 3 de julio, por el que se
aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén.

V. LA ULTIMA REFORMA ESTATUTARIA Y EL IMPULSO NORMATIVO
QUE CONLLEVO

Las reivindicaciones de las instituciones aragonesas en pos de un mayor
nivel de autogobierno continuaron a lo largo de la primera década del presente
siglo. Como consecuencia de ellas, se produjo la Gltima reforma estatutaria,
articulada a través de la Ley Orgdnica 5/2007, de 20 de abril, que sigue la
estela del proceso legislativo autonémico emprendido durante ese periodo y
que afecta a varias comunidades auténomas (13).

El Preémbulo de dicha Ley muestra ya el interés por hallar un entronque
histérico que legitime el autogobierno aragonés, pretendiendo dotarle de una
determinada singularidad, aunque sea desde el mimetismo normativo. En efecto,
en él se dice:

«Aragén, nacionalidad histérica, ejerce su derecho a la autonomia al amparo
de la Constitucién Espafola... () El Reino de Aragén es la referencia de una
larga historia del pueblo aragonés que durante siglos dio nombre y contribuyd
a la expansién de la Corona de Aragén. Sefia de identidad de su historia es el
Derecho Foral, que se fundamenta en derechos originarios y es fiel reflejo de los
valores aragoneses de pacto, lealtad y libertad. Este cardcter foral tuvo reflejo en
la Compilacién del siglo Xlll, en el llamado Compromiso de Caspe de 1412 y en
la identificacién de sus libertades en el Justicia de Aragéns.

En cualquier caso, la reforma, que se plasma en la redaccién de un nuevo
Estatuto, pretende incorporar disposiciones que profundicen y perfeccionen
los instrumentos de autogobierno y mejorar el funcionamiento institucional.
Asimismo, recoge un elenco de derechos de los aragoneses y pretende ampliar
y, en su caso, consolidar determinados espacios competenciales (14).

(13) Javier BarNes (2007: 294-298) insiste en que el proceso de descentralizacién
acometido durante ese periodo carece de modelo previo y se caracteriza por «resolver cues-
tiones del comin en clave singular». Asimismo, recuerda que «toda reforma de los Estatutos
de Autonomia supone e implica por definicién y a su través una reforma del Estado». José
Tubela ARANDA (2007: 154-155) considera que la introduccién de la Disposicién Adicional
Quinta, que reproducia la existente en el Estatuto vasco sobre la no renuncia a los «derechos
histéricos», constituia una reparacién simbélica sin apenas trascendencia juridica.

(14) Una de las materias més controvertidas ha sido la relacionada con los recursos
hidricos. Por ello, resulta especialmente interesante el trabajo de Gonzalo Castro MARQUINA
resefiado en la bibliografia.
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Entre las novedades que incorporé el nuevo Estatuto tenia especial signifi-
cacién la facultad del presidente de Aragén para la disolucién anticipada de
las Cortes sin las limitaciones que se le imponian anteriormente. De acuerdo
con el articulo 52 del Estatuto de Autonomia, el Presidente de Aragén podrd
disolver las Cortes de Aragén y convocar elecciones en cualquier momento
de la legislatura, siempre y cuando haya transcurrido un afio desde la Gltima
disolucién y cuando no esté en trédmite una mocién de censura.

En cuanto a la composicién del Gobierno, por primera vez se introduce
en el Estatuto la figura del vicepresidente, que serd miembro del Gobierno
sin necesidad de ostentar la condicién de Consejero. Ademds, se admite la
posibilidad de que puedan existir varias vicepresidencias.

Obviamente, el reguero de modificaciones que afecté a la normativa sobre
el Presidente y del Gobierno de Aragén, asi como el impulso que el Estatuto
pretende dar a las diferentes instituciones aragonesas, motivan que, a mucho
no tardar, se apruebe la ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del
Gobierno de Aragén. En general, la Ley opta por la flexibilidad de las normas
para formacién del Gobierno, su estructura, asignacién de competencias y
funcionamiento, con objeto de lograr una mayor eficacia en el ejercicio de
sus funciones.

En todo caso, se pone de manifiesto en la misma la necesidad de con-
figurar un auténtico «poder ejecutivo» aragonés, habida cuenta de que la
Administracién autonémica se percibe como la «Administracién ordinaria» en
nuestro dmbito territorial y requiere, por tanto, que, al frente, se encuentre un
Gobierno dotado de plenas facultades administrativas, pero también politicas.

No podemos terminar este epigrafe sin advertir que, a pesar de que hemos
abordado lo que parecia la definitiva reforma estatutaria, en estos momentos
se han iniciado los trdmites para modificar nuevamente el Estatuto, aunque,
en principio, las modificaciones previstas no deberian afectar al modelo de
organizacién administrativa, ya que se aborda, por un lado, la supresién de los
aforamientos de los diputados de las Cortes y de los miembros del Gobierno
de Aragén y, por ofro lado, el mantenimiento de un ndmero de escafos minimo
por provincia en las elecciones autonémicas.

VI. EL l:II.TIMO SALTO DE CALIDAD NORMATIVA HACIA LA MODER-
NIZACION ADMINISTRATIVA

Recientemente, se han aprobado dos importantes normas sobre esta mate-
ria. Se trata, por un lado, de la Ley 4/2021, de 29 de junio, de modificacién
de laley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de Aragén, y,
por ofro lado, de la Lley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen
Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragén.
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Ambas leyes suponen el culmen del proceso normativo que hemos ana-
lizado anteriormente y colocan a Aragén entre las entidades publicas que
mejor han regulado el Gobierno y el conjunto del sector piblico. Obviamente,
estas normas pretenden, asimismo, adaptar la normativa aragonesa a algunas
previsiones establecidas por la legislacién estatal y, en su caso, por la juris-
prudencia del Tribunal Constitucional que la ha enjuiciado.

Vayamos por partes. Como, acertadamente, formula la exposicién de
motivos de la ley 4/2021:

«la calidad normativa ha ido ganando importancia en los iltimos afos,
influenciada por una sociedad cada vez mds regulada, con normas que inciden
en el dmbito publico y privado de la ciudadania desde los distintos niveles de
administraciones publicas. Lla calidad técnica supone la materializacién positiva
de un principio propio de todo Estado de Derecho, como es la seguridad juridica,
tal y como establece la Constitucién espafiola en su articulo 9, garantizando y
protegiendo los derechos de la ciudadania. Su importancia se refleja en los distintos
estudios que ponen de manifiesto la estrecha relacién entra las normas de calidad
y el crecimiento econémico».

Las modificaciones que aborda esta norma, tal como recoge la propia
exposicién de motivos, estdn directamente relacionadas con lo dispuesto por
algunas sentencias del Tribunal Constitucional y, en concreto, por la STC
55/2018, de 24 de mayo, y por la STC 91/2017, de 6 de julio. En esta dltima,
se arguye que, en la regulacién que se haga de toda iniciativa normativa, el
procedimiento legislativo debe quedar excluido de su dmbito de aplicacién,
mientras que los procedimientos que tengan por objeto la elaboracién de las
disposiciones reglamentarias si que pueden ser objeto de interferencias por
parte de la legislacién bésica.

En consonancia con lo anterior, la STC 55/2018, de 24 de mayo, sobre
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, estima el recurso y declara que los articulos
129 (con excepcién de los pdrrafos segundo y tercero del apartado 4, que se
analizan en un fundamento juridico separado), 130 y 132 no son aplicables
a las iniciativas legislativas de las comunidades auténomas, salvo cuando se
ejerce la potestad reglamentaria.

Todo ello afecta a algunas novedades o reformulaciones de la Ley
39/2015, de 1 de octubre. En relacién a la denominada consulta piblica
previa, el Tribunal Constitucional sélo mantiene el carécter bdsico, y Gnicamente
respecto a iniciativas reglamentarias, del primer inciso del apartado 1, asi
como del primer pdrrafo del apartado 4 del articulo 133.

Por lo que se refiere a la reformulacién de los trdmites de audiencia e
informacién publica, la dnica regulacién aplicable es la Ley aragonesa 2/2009,
de 11 de mayo, en tanto en cuanto lo dispuesto en el articulo 133 de la Ley
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39/2015, de 1 de octubre, respecto a estos trdmites no tiene cardcter bdsico,
conforme a lo establecido en la referida STC 55/2018, de 24 de mayo.

En consecuencia, la doble reforma del 2021 tiene por objeto tanto la
modificacién del Titulo VIII de la Ley 2/2009 del Presidente y del Gobierno
de Aragdn, incorpordndose algunas cuestiones que se desprenden de la nor-
mativa bdsica estatal y otras derivadas de la simultdnea aprobacién de la
Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector
Péblico de Aragén, como la configuracién de una regulacién coherente, estable
y omnicomprensiva del sector pdblico.

Como sefiala la exposicién de motivos de la Ley 5/2021, cuya lectura
es muy diddctica para comprender las grandes cuestiones abordadas en la
norma, las novedades incorporadas son especialmente relevantes en el dmbito
del funcionamiento electrénico del sector piblico. En la normativa estatal se
apela a las comunidades auténomas para que adopten medidas destinadas
a una efectiva y completa implantacién de la Administracién electrénica tanto
en las relaciones con la ciudadania como en las interadministrativas, «si bien
dichas medidas en algunos casos son de cardcter puramente técnico y, en otras,
se precisardn medidas normativas de naturaleza reglamentarias.

Obviamente, no se pueden soslayar las reformas exigibles para atender
las nuevas demandas de la ciudadania en la actuacién de los poderes pdblicos
vinculadas a una mayor participacién ciudadana y transparencia pdblica. Se
incorpora a la ley una regulacién adecuada de la organizacién administrativa
propia de la comunidad auténoma y se incluye la regulacién estrictamente
indispensable del procedimiento administrativo derivado de las especialidades
de dicha organizacién propia.

Asimismo, se incorporan medidas precisas sobre planificacién y la eva-
luacién posterior de la actuacién del sector piblico, con objeto de lograr una
racional y equilibrada gestién de los recursos publicos.

Tampoco debemos olvidar una cierta finalidad compiladora, de codifica-
cién en una sola norma de las cuestiones esenciales y estructurales que afectan
al sector publico aragonés.

Una de las novedades mas destacables es la sistematizacién de las formas
de ejercicio de la actividad administrativa, «ya sea mediante gestién directa
o con medios propios, mediante gestién indirecta con arreglo a la normativa
vigente en materia de contratos del sector pdblico o a través de los acuerdos
de accién concertada con entidades publicas o entidades privadas sin dnimo
de lucro para la prestacién de servicios a las personas».

En relacién a los aspectos relativos a la estructura orgénica que afectan
a los diferentes departamentos en los que se divide la accién administrativa,
cabe sefialar la supresién de las viceconsejerias, asumiendo las personas titu-

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 10-34 29



ANGEL GARCES SANAGUSTIN

lares de las secretarias generales técnicas las funciones hasta ahora atribuidas
a aquellas.

En cuanto al sector piblico institucional, se mejora la definicién de las
entidades que forman parte del mismo, «donde se incluyen los organismos
publicos —categoria que comprende a organismos auténomos y entidades
de derecho piblico—, las sociedades mercantiles autonémicas, los consorcios
autondmicos, las fundaciones del sector piblico y las universidades publicas
integradas en el Sistema Universitario de Aragdn» (15).

Resultan especialmente relevantes, a efectos de evitar determinados com-
promisos financieros con ofros sujetos, las disposiciones que tienen por objeto
limitar la participacién de la Administracién autonédmica y de sus organismos o
entidades dependientes en cualquier ofro tipo de ente o asociacién no integrada
en el concepto de sector piblico institucional autonémico. En estos casos, se
exige el acuerdo previo del Gobierno de Aragén, que habré de ir acompafiado
de informes del departamento competente en materia de Hacienda.

También se crea un Registro de Entes de la Comunidad Auténoma de
Aragén, que no sélo contendréd informacién respecto a los entes integrantes del
sector pUblico autonémico, sino también en relacién a cualesquiera otros en
los que participen los érganos y entidades de dicho sector, con independencia
de su naturaleza juridica y porcentaje o forma de participacién.

Asimismo, resulta especialmente esclarecedora la nueva regulacién sobre
régimen de personal de las entidades de derecho publico, que serd funcionario
o laboral, y sélo excepcionalmente se podrd seleccionar personal laboral pro-
pio. Como resulta l6gico, también se introducen especialidades en materia de
régimen juridico, contratacién y personal para aquellas entidades de derecho
pUblico que se financien mayoritariamente con ingresos de mercado.

Respecto a las sociedades mercantiles autonémicas, la exposicién de
motivos vuelve a explicar, diddcticamente, su nuevo régimen juridico al decir
que «se supera la definicién de las mismas que venia incluida en la normativa
anterior y que estaba vinculada, dnica y exclusivamente, al porcentaje de par-
ticipacién en su capital social.», de conformidad con la evolucién de la legis-
lacién comunitaria y estatal y la irrupcién del criterio de influencia dominante.

(15) Todo este entramado organizativo supera la mera relacién de entes u organismos
en que se concreta y afecta a la propia comprensién de nuestra disciplina. Jorge GARCIA-ANDRADE
Gomez (2019: in fotum) analiza la ampliacién subjetiva del Derecho administrativo, las caracte-
risticas de este dmbito de nuestra discipling, la relativizacién de la personalidad juridica frente
a la unidad material del sector piblico y la necesidad de unos criterios generales de denomi-
nacién y adscripcién al referido sector piblico, habida cuenta de la disparidad existente en las
normativas de contratacién, de presupuestos, de empleo piblico, de subvenciones o, incluso, de
transparencia y buen gobierno. Todo ello sin olvidar las cuestiones cruzadas con la contratacién
y el concepto de «recursos propios», tal como estudia Lorenzo Mewabo Ruiz (2016: 290).

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
30 ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 10-34



EVOLUCION HISTORICA DE LA ADMINISTRACION AUTONOMICA ARAGONESA Y DESARROLLO. ..

Por otro lado, se definen y regulan por primera vez los consorcios auto-
némicos y se desarrolla exhaustivamente la regulacién de las fundaciones del
sector publico autonémico.

En cuanto a las relaciones interadministrativas, se aclara el concepto de
convenio y se enuncian los diferentes tipos, quedando su regulacién integrada
en esta ley, lo que conlleva la derogacién de la Ley de Convenios de la Comu-
nidad Auténoma de Aragédn. Se incluyen también los 6rganos de cooperacién
ya definidos en el Estatuto de Autonomia de Aragén como son la Comisién
Bilateral de Cooperacién, la Comisién Mixta de Asuntos Econémico-Financieros
o la Comisién Mixta de Transferencias.

La Disposicién final segunda de la Ley 4/2001 autoriza al Gobierno de
Aragén para que, en el plazo maximo de un afio desde su entrada en vigor,
apruebe un texto refundido que compendie la Ley 2/2009, de 11 de mayo,
del Presidente y del Gobierno de Aragén y las normas legales que la modifi-
can. Dicha previsién ha tomado cuerpo en el Decreto Legislativo 1/2022, de
6 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Presidente
o Presidenta y del Gobierno de Aragén.

Vil. CONCLUSIONES

El largo e interminable camino hacia el autogobierno también ha influido
en nuestra organizacién administrativa, que ha evolucionado conforme se asu-
mian nuevas competencias, se gestionaban mds recursos presupuestarios, se
profundizaba en la descentralizacién politica y se multiplicaban los diferentes
entes pUblicos, tan variopintos en su naturaleza como en las normas aplicables
a sus diferentes dmbitos de actuacién.

Uno de los conceptos claves que inspira e impregna todo este proceso
es el de descentralizacién, en todas sus manifestaciones: territorial, politica,
administrativa y funcional. Si la centralizacién fue el gran mantra jacobino que
permitié crear el Estado moderno, la descentralizacién se reivindica hoy desde
las més dispares instancias. También ha generado nuevos principios juridicos,
como el de subsidiariedad. El actual encumbramiento de la llamada «Espafia
vacia», otrora despoblada, hace pensar que la descentralizacién seguird en
auge en los préximos lustros.

En efecto, Aragén no estd vacia, estd despoblada. En realidad, es una
mufieca rusa repleta de Administraciones locales (provincias, comarcas, man-
comunidades, municipios, entidades locales menores...). Las medidas contra
la despoblacién no sélo se han centrado en la organizacién administrativa,
también se han adoptado politicas de ordenacién territorial, como las relacio-
nadas con la logistica o aquellas relativas a los planes y proyectos de interés
general, que han dado sus frutos.
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Si hace un milenio, los fueros, que garantizaban un minimo espacio de
libertad, contribuyeron a repoblar Aragén, ahora son los servicios rurales los
que evitardn, en parte, su despoblacién. Dicho esto, cabe recordar, una vez
mds, que «abrir a las ocho de la mafana» este territorio de poblacién dispersa
y envejecida supone un coste mucho mayor por habitante que el asumido por
otras Comunidades, como Madrid o Valencia.

Por otro lado, cuanto mds lejos se halla la Administracién competente
para resolver las demandas planteadas més se demora la solucién. Lo estamos
apreciando con el paulatino empeoramiento del servicio ferroviario.

En ofro orden de cosas, los principios que rigen la actuacién de las
Administraciones publicas, a tenor de lo dispuesto en el articulo 103 de la
Constitucién, han sido complementados por otros, que se han ido imponiendo
como consecuencia de algunas demandas sociales. Asi, por ejemplo, a la
eficacia se le ha desglosado el principio de eficiencia. Y también se han pro-
clamado ofros: participacién, transparencia, economia y agilidad, cooperacién
y colaboracién entre los diferentes entes poblicos...

Tampoco debemos soslayar que la paulatina implantacién de la Adminis-
tracién electrénica deberia permitir una mejora de las relaciones interadminis-
trativas, asi como las que mantienen las diferentes Administraciones publicas
con los ciudadanos. También la generalizacién de los medios telemdticos podria
hacer mds factible la deslocalizacién de algunas instituciones del Estado fuera
de la capital.

En la actualidad, y como consecuencia de la normativa aprobada en el
afio 2021, nos encontramos en Aragén con una legislacién que redne todos los
requisitos de calidad normativa y que coloca a nuestra comunidad auténoma
en la vanguardia de una regulacién moderna de sus Administraciones y del
conjunto del sector piblico institucional.

Y aunque todo sigue abierto en el conjunto del pais, tarde o temprano
habrd que acordar una solucién que, con vocacién de definitiva, sirva para
cerrar un proceso que dura més de cuatro décadas y cuya conflictividad ha
puesto en entredicho la propia estabilidad del sistema. En efecto, las Cons-
tituciones escritas también pueden ser abiertas, como lo es la nuestra en el
Titulo VIII, pero cuatro décadas de desarrollo autonédmico exigen un «cierre»
definitivo del sistema. La necesaria ductilidad inicial no puede convertirse en
una indefinicién permanente (16).

(16) Germdn FerRNANDEZ FARReres (2008: 75-78) aborda la tesis de la «desconstitucio-
nalizacién» del sistema a raiz de la polémica sentencia del Tribunal Constitucional relativa
al Estatuto valenciano. Le llama poderosamente la atencién que se haya asumido la nueva
configuracién del reparto de competencias entre el Estado y las comunidades auténomas
contenida en el Estatuto de Catalufia, esto es, que se haya validado la referida tesis mediante
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Mucho me temo que esto Gltimo no sea mds que un buen propésito con
pocas perspectivas de prosperar en la prdctica, pues en Espafa las fuerzas
centrifugas siguen siendo relevantes para la composicién de las mayorias
parlamentarias. Si bien esta realidad también es consecuencia de la cortedad
de miras de los grandes partidos de dmbito estatal y defensores del actual
sistema constitucional.

Por ello, parece oportuno recordar, en medio de esta ciénaga de intransi-
gencia que nos absorbe, que ceder por el bien comin es también una muestra
de patriotismo.
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«El verdadero leit motiv de las Administraciones se encuentra, pues,
en el cumplimiento de su finalidad».

J. BermEjo VERA (2010) «La administracién poblica de la Comunidad
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SUMARIO: I. LA REGULACION DEL SECTOR PUBLICO EN UN CONTEXTO DE
CAMBIOS EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO.- II. INCIDENCIA SOBRE LA ORGANI-
ZACION ADMINISTRATIVA DE LA INTEGRACION EUROPEA, LA DESCENTRALIZACION
AUTONOMICA Y LOS PRINCIPIOS DE SOSTENIBILIDAD FINANCIERA Y ESTABILIDAD
PRESUPUESTARIA.— Ill. LA EVOLUCION DESDE LA ADMINISTRACION GENERAL HASTA
EL CONCEPTO «CONTABLE» EUROPEO DE SECTOR ADMINISTRACIONES PUBLICAS:
1. De la administracién general al sector publico. 2 Los ofros «sectores publicos». 3. Del
sector publico al perimetro del sistema europeo de cuentas.— IV. EL SECTOR PUBLICO
AUTONOMICO EN EL ESTATUTO DE AUTONOMIA DE ARAGON.- V. EL SECTOR
PUBLICO AUTONOMICO: CUESTIONES GENERALES: 1. Concepto del sector piblico
autondmico. Entidades que lo integran. 2. Principios generales, organizativos y de fun-
cionamiento, del sector piblico aragonés. 3. Potestades y prerrogativas.— VI. LA ADMI-
NISTRACION GENERAL DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DE ARAGON: 1. Régimen
general y estructura. 2. Los departamentos. La administracién autonémica central. 3. Las
delegaciones territoriales. La Administracién autonémica periférica.— VII. EL SECTOR
PUBLICO INSTITUCIONAL DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DE ARAGON: 1. Tipolo-
gia de entes del sector publico institucional y régimen de participacién en otros entes.
2. Régimen general, principios de actuacidn y evaluacién continua. 3. Registro de entes

de la Comunidad Auténoma de Aragén.— Vill. BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN: La ley aragonesa 5/2021, de 29 de junio, de organizacién y régi-
men juridico del sector pdblico autonémico, junto a la ley 4/2021, de 29 de junio,
de modificacién de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de
Aragén, objeto de refundicién mediante Decreto legislativo 1/2022, de 6 de abril, y la
Lley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificacién administrativa, han afrontado una pro-
funda renovacién del régimen juridico y organizativo del sector piblico autonémico con
objeto de adecuarlo a los elevados niveles competenciales alcanzados por la Comunidad
Auténoma, por un lado, y a las relevantes novedades introducidas por la normativa bésica
estatal, por otro. Ademds, dichas normas incorporan medidas para impulsar, al mismo
tiempo, la transformacién digital del sector piblico autonémico aragonés y de simplifi-
cacién administrativa, en sus tres vertientes, regulatoria, organizativa y procedimental.
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ABSTRACT: Aragonese law 5/2021, of June 29, on the organization and legal
regime of the autonomous public sector, together with Law 4/2021, of June 29, amending
Law 2/2009, of May 11, on the President and the Government of Aragon, consolidate
by legislative Decree 1/2022, of April 6, and Law 1/2021, of February 11, on admi-
nistrative simplification, have faced a profound renewal of the legal and organizational
regime of the autonomous public sector in order to adapt it to the high levels of powers
achieved by the Community Autonomous, on the one hand, and the relevant innovations
introduced by the basic state regulations, on the other. In addition, these regulations
incorporate measures to promote, at the same time, the digital transformation of the
Aragonese regional public sector and administrative simplification, in its three aspects,
regulatory, organizational and procedural.

Key words: Administrative law, Aragén Autonomous Community, Public adminis-
tration, Public sector.

I. LA REGULACION DEL SECTOR PUBLICO EN UN CONTEXTO DE
CAMBIOS EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO

La Ley aragonesa 5/2021, de 29 de junio, de organizacién y régimen
juridico del sector piblico autonédmico (en lo sucesivo LRISPAr), junto a la Ley
4/2021, de 29 de junio, de modificacién de la Ley 2/2009, de 11 de mayo,
ya refundida mediante Decreto legislativo 1/2022, de 6 de abril, del Presidente
y del Gobierno de Aragén (en adelante LPGA), y la Ley 1/2021, de 11 de
febrero, de simplificacién administrativa (en adelante LSAr), han afrontado una
profunda renovacién del régimen juridico y organizativo del sector publico
autonémico con objeto de adecuarlo a los elevados niveles competenciales
alcanzados por la Comunidad Auténoma, por un lado, y a las relevantes
novedades introducidas por la normativa bdsica estatal, por otro. Ademds,
dichas normas incorporan medidas para impulsar, al mismo tiempo, la trans-
formacién digital del sector piblico autonémico aragonés y de simplificacién
administrativa, en sus tres vertientes, regulatoria, organizativa y procedimental.

Todo andlisis de la estructura y organizacién del sector piblico autonémico
debe partir, a mi juicio, del contexto que proporcionan normativa estatal y
europea. El ejercicio de la amplia autonomia organizativa otorgada a las Comu-
nidades estd, pues, condicionado por la normativa estatal, que proporciona
ademdés un modelo organizativo, el del Estado, que ha inspirado claramente
a los legisladores autonémicos, incluso por imperativo estatutario en Aragén
hasta el afio 2007. Pero también el ordenamiento europeo estd ejerciendo un
notable influjo sobre la organizacién del sector piblico, tanto estatal como
autonémicos, por razones muy diversas vy, entre ellas, de forma destacada,
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la existencia de unos detallados criterios de contabilidad nacional conforme
a los cuales se clasifican —sectorizan— todas las entidades que desarrollan
actividad en los diferentes Estados miembros.

Lo anterior, ademds, ocurre en un contexto de cambio y tronsformocién,
acaso permanentes, del ordenamiento juridico administrativo, un proceso vincu-
lado a la propia evolucién y necesidades sociales, determinado, a la postre, por
el interés general tal cual resulta este configurado en cada momento histérico.
Tres son, a mi juicio, los fundamentales dmbitos de transformacién reciente, o
evolucién si se prefiere, del Derecho administrativo. El primero, y fundamental
a los efectos del presente trabajo, es el de las transformaciones institucionales
y organizativas y su impacto sobre el concepto de Administracién, derivadas
en gran medida del proceso de integracién en la Unién Europea, pero también
de la compleja relacién trabada en el contexto de la crisis econémica entre los
principios de autonomia y descentralizacién, bésicos en el modelo de Estado
autondmico, y los de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera,
también llegados de Europa con evidente impacto, restrictivo, sobre los prime-
ros (1). En este contexto, organizativo, hay que prestar especial atencién a la
relevante evolucién desde la administracién piblica hasta el llamado perimetro
SEC, producto de una intensa regulacién de la administracién institucional que
alumbré el concepto de sector piblico que, a efectos de contabilidad nacional,
se ve desbordado por el adn mds amplio de perimetro SEC.

Junto al dmbito organizativo, la transformacién del Derecho administrativo
se produce también en lo relativo al régimen juridico del sector piblico, espe-
cialmente como consecuencia de la dilucién de los limites entre lo piblico y lo
privado en el complejo sector piblico actual, generando asi un uso instrumental
del Derecho administrativo por parte de entidades no encuadradas, propia-
mente, en el sector pdblico (aunque puedan estar incluidas en el perimetro SEC)
y, en sentido contrario, un uso igualmente instrumental del Derecho privado
por parte de entidades, incluso de naturaleza juridico-pdblica, encuadradas
en el sector piblico (que pueden, sin embargo, excluirse del perimetro SEC).

El tercer y Gltimo vector de cambio del Derecho administrativo afecta a la
accién administrativa, sometida en los dltimos afios a cambios profundos, que
han repercutido también sobre la organizacién (2), tanto desde la perspectiva

(1) M. SANCHEZ MORON, «El retorno del Derecho administrativo», RAP, n°. 206, 2018,
pp. 48-60, vincula esos tres factores, integracién europea, crisis y estabilidad presupuestaria,
a la recuperacién de espacios para el derecho administrativo, a su retorno.

(2) Cuestién a la que otorga capital importancia L. Pareio Atronso (2012), Transfor-
macién y sreforma? del Derecho administrativo en Espaia, Global Law Press, pp. 108-117.
Fdcilmente se comprende, y se constata, el impacto organizativo que producen los roles de la
administracién «prestadorax, la administracién «reguladora», la administracién «inspectora»
o la administracién «garante.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXll, Zaragoza, 2022, pp. 35-76 37



JULIO TEJEDOR BIELSA

interna, con nuevas exigencias de transparencia, sometiendo a sus agentes
a las del principio de integridad, a sus procedimientos a las del proceso de
transformacién digital y a las decisiones sobre forma de gestién a los principios
de eficacia y eficiencia del gasto publico, que condicionan decisiones sobre
la forma de gestién directa o indirecta, con medios propios o recurriendo, por
via contractual, al mercado; como externa, dada la expansién del principio de
competencia, impulsada desde la Unién Europea, unida a la desregulacién y
el aligeramiento de controles administrativos sobre determinadas actividades
econdmicas, su entrega al mercado y la privatizacién de las entidades que
actuaban antafio bajo control pdblico (3).

Il. INCIDENCIA SOBRE LA ORGANIZACION ADMINISTRATIVA DE
LA INTEGRACION EUROPEA, LA DESCENTRALIZACION AUTO-
NOMICA Y LOS PRINCIPIOS DE SOSTENIBILIDAD FINANCIERA Y
ESTABILIDAD PRESUPUESTARIA

La descentralizacién autonédmica y la integracién europea estdn siendo
procesos simultdneos que, tendencialmente, son opuestos, centrl'fugo uno, cen-
tripeto ofro. Esas tensiones han provocado que nuestro sistema institucional
haya estado sometido, y continie estdndolo, a fuerzas contrapuestas que, a
la postre, inciden sobre su funcionamiento y configuracién y, por supuesto,
también sobre su regulacién. Probablemente, la dltima gran crisis econémica
ha proporcionado el mejor ejemplo de lo que supone el choque entre esas
fuerzas, con el Estado entre medias, y la tensién que provoca en nuestro
entero sistema institucional, especialmente atendiendo a la intensidad de los
controles, normativos y de gestién, derivados de los principios de sostenibilidad
financiera y estabilidad presupuestaria, en suspenso en gran medida como
consecuencia de la pandemia COVID-19. La emergencia sanitaria provocada
por esta pandemia, sin embargo, nuevamente ha puesto de manifiesto la exis-
tencia de fuerzas contrapuestas, tensiones y disfunciones en nuestro modelo
de organizacién territorial.

El Estado autondmico es un modelo evolutivo, no predeterminado en la Cons-
titucién y producto, en gran medida, de pactos politicos, de los pactos posibles
en cada momento, construidos sobre convenciones histéricas coyunturales (4), lo

(3) L. Pareso Awronso, 2012: 78-80.

(4) A. Garces SANAGUSTIN, El derecho de la historia: Memoria democrdtica y derechos
histéricos, lustel, Madrid, 2020, p. 22, afirma, incisivamente, que «al final, entre tanta inter-
pretacién y tanta afirmacién estrafalaria, bien puede afirmarse que el pasado de Espafia es
ya imprevisible. Cualquier fantasia puede ser pretenciosamente sustentada por un documento
mal insertado en su contexto histérico o interpretado de manera sesgada.
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cual explica su indefinicién (5). Sin embargo, el avance hacia la descentralizacién
y el refuerzo de las instituciones autonémicas, incluido su sector pdblico, en las
sucesivas oleadas de aprobacién y reformas de Estatutos, ha sido imparable y,
aunque inicialmente fue protagonizado por Pais Vasco y Cataluia, hoy se ha
generalizado en todos los territorios constituidos en Comunidades Auténomas. Y
de esa evolucién han surgido los actuales problemas estructurales (6). Continuar
avanzando por este camino, simultanedndolo con la cesién parcial de soberania
a la Unién Europea, abocaria al pais a un proceso de dilucién del Estado que
acabaria desdibujado entre la Unién Europea —que, paradéjicamente, actia
como factor de integracién— y comunidades de dmbito inferior constitucional-
mente «blindadas» mds allé de toda posible incidencia del hecho nacional que la
Constitucién, hoy por hoy y aunque éste sea un punto en el que existe un debate
de gran intensidad politica y social, contina reconociendo como dnico (7). En
todo caso, hoy dia el sector piblico autonédmico es reconocido por los ciudadanos
como el fundamental prestador de servicios en Espafa.

Ciertamente, esa tensién no afecta en gran medida al dmbito organizativo
interno de las Comunidades Auténomas. Pero la dimensién y estructura del
sector pUblico autonémico, aun cuando nazca del modelo que proporciona
la administracién del Estado, se ven condicionadas en mayor o menor grado
por el posicionamiento del territorio de que se trate en el debate territorial.
No hay un modelo organizativo autonémico Gnico, aunque todos ellos resulten
muy semejantes. Es esta ofra cuestién mds en las que el tiempo ha demostrado
que no es fécil encontrar soluciones homogeneizadoras que la Constitucién

(5) T. R. FerNANDEZ RopriGUEz, La Espafia de las Autonomias: un Estado débil devo-
rado por diecisiete «estaditos», Fundacién Transicién Espafiola, 2013, Madrid, pp. 17-24.
Concreta las causas de esa indefinicién G. FErNANDEZ Farreres, «El Estado autonémico ante la
encrucijada de la igualdad o la diversidad de los Estatutos», Revista Espafiola de Derecho
administrativo, n°. 196, 2019, pp. 11-28 (ee). L. CosculluelA MONTANER, en «La reconstruccién
del Estado autonémico», El Cronista del Estado Social y Democrdtico de Derecho, n°. 51,
2015, pp. 16-31, analiza también las alternativas planteadas y elementos fundamentales para
la reconstruccién del Estado autonémico.

(6) Dos valiosos andlisis del Estado autonémico realizan E. Aia, El Estado autonémico.
Federalismo y hechos diferenciales, Alianza Editorial, Madrid, 2°. edicién, 2003; y, mas
recientemente, estudiando el impacto de la Gltima crisis econémica y de la crisis catalana,
J. Tubeta ArRANDA, El fracasado éxito del Estado autonémico. Una historia espaiiola, Marcial
Pons, Madrid, 2016. Ambos concluyen proponiendo diversas reformas constitucionales para
estabilizar, perfeccionar o reconducir aspectos del actual modelo. Por su parte, F. Sosa WAGNER,
«Para el debate entre colegas sobre la reconstruccién del Estado autonédmico», El Cronista del
Estado Social y Democrdtico de Derecho, n°. 51, 2015, pp. 32-35, apunta a la ausencia de
lealtad constitucional como presupuesto para la reforma constitucional y reconstruccién del
Estado autondmico.

(7) Sobre esta cuestidn reflexioné en mi monografia La garantia constitucional de la
unidad del ordenamiento en el Estado autonémico. Competencia, prevalencia y supletoriedad,
Civitas, Madrid, 2000, pp. 25-43.
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no incluyd, mds alld de la genérica referencia al control judicial de las admi-
nistraciones autondmicas en su articulo 153.c), porque cualquier medida que
tienda a estabilizar, a cerrar, el modelo autonémico es percibida por algunos
territorios como una involucién atentatoria contra el autogobierno. El progre-
sivo reforzamiento de las Comunidades, y de sus administraciones, unido a la
simultdnea retirada de la administracién del Estado, ha determinado durante
mucho tiempo la evolucién del modelo territorial esbozado en la Constitucién.

La organizacién del Estado autonémico, y de las propias Comunidades,
se vio significativamente afectada por la crisis econémica iniciada en 2006,
todavia no totalmente superada cuando sobrevino la actual crisis sanitaria
generada por la pandemia del COVID-19. Ambas, crisis econdémica y crisis
sanitaria, han puesto de manifiesto problemas e ineficiencias de la actual estruc-
tura territorial del Estado. Ambas, ademds, han supuesto la recentralizacién de
palancas clave del poder, financiero y presupuestario la primera, regulatorio y
ejecutivo la segunda, favoreciendo la preeminencia del Estado y de los ejecu-
tivos sobre los legislativos (8). Los mercados pretendieron imponerse, incluso,
a la voluntad soberana del pueblo (9). En situaciones extremas, por tanto, la
crisis de crecimiento del Estado de las Autonomias se pone crudamente de
manifiesto; en situaciones extremas el Estado resurge, y lo hace con fuerza (10).
Las propuestas estatales de supresién de instituciones autonémicas equivalentes
a las del Estado, instituciones conformes con el marco competencial y validadas
por la justicia constitucional, la reduccién del nimero de empleados publicos,
bastante por debajo de la media por habitante en nuestro entorno, y el con-
siguiente envejecimiento de las plantillas hay que ubicarlos en este contexto.

(8) Sobre el impacto recentralizador de la crisis econémica y la posterior accién del
Estado, basada en la reforma constitucional y de la normativa de estabilidad presupuestaria
y sostenibilidad financiera, vid. P. GuerrRero VAzauez, Freno constitucional al endeudamiento
y descentralizacién politica, Fundacién Manuel Giménez Abad, Zaragoza, 2019, pp. 274-
281; J. Tubeta AraNDA, 2016: 185-207; |. UrrutiA LisBARONA, «Crisis econdmica, estabilidad
presupuestaria y recentralizacién de competencias», en el volumen colectivo Crisis, derechos
sociales e igualdad, Tirant lo Blanch, Valencia, 2015, pp. 71-115; y A. AcuilaR CALAHORRO, «El
impacto de la crisis econémica en Espafia: el renacimiento de la politica frente a la economia»,
en el volumen colectivo Estudios en homenaje al profesor y magistrado Luis Ortega Alvarez,
Aranzadi, Pamplona, 2016, pp. 203-212. La crisis del COVID-19, como puede facilmente
comprobarse, ha hecho resurgir ambas redistribuciones de poder con gran crudeza.

(9) T. De 4o QuaDrA SaLcEDO FerNANDEZ DEL CAsTILO, «Sobre la reconstruccién del Estado
autonémicox, El Cronista del Estado Social y Democrdtico de Derecho, n°. 51,2015, p. 58 afirma,
criticamente que «la soberania del pueblo que ha querido la descentralizacién politica parece que
deberia de someterse a la voluntad de los “mercados”, que invoca las libertades de circulacién
de mercancias, capitales y servicios por encima de todo; mientras, la libertad de circulacién de
trabajadores desfallece, en cambio, frente a las necesidades de la seguridad y el orden piblico».

(10) J. Tubea Aranpa, 2016: 207, afirma, con acierto, que «la crisis econémica no
es la causa de la crisis del Estado autonémico, pero ha puesto en evidencia los defectos del
Estado autondmico».
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Parejo AtFoNso ha explicado licidamente el impacto que el principio de
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, impuesto por el pacto de
estabilidad y sancionado por la grave crisis econémica iniciada a mediados
de la primera década del siglo ha producido sobre nuestro ordenamiento vy,
l6gicamente, sobre la Constitucién misma (11). Considera que se ha decantado
la balanza hacia la economia de mercado y sus requerimientos en detrimento
de la dignidad de la persona en una sociedad justa respetuosa con el medio
ambiente, prevaleciendo asi una visién interesada y sesgada del Estado de
Derecho sobre el Estado democrdtico y social. La cuestién no es baladi desde
el punto de vista organizativo y estd en la base de la constante pretericion
del sector piblico institucional tras el mercado en la reciente normativa bésica
estatal de régimen juridico o contratos del sector piblico.

También la situacién de emergencia sanitaria provocada por la pandemia
del COVID-19, que determiné la declaracién del estado de alarma, inconstitu-
cional en sus dos versiones, aunque sea por razones ajenas o no directamente
vinculadas al nicleo del debate territorial (12), y la adopcién progresiva de
duras medidas restrictivas de derechos fundamentales y actividades econémi-
cas, sin precedente en democracia en tiempos de paz, ha puesto sobre la mesa
las tensiones y disfunciones presentes en el Estado autonémico. Obviamente,
la concentracién de poder regulatorio y gestor en el Gobierno de Espafia y la
Administracién General del Estado, dando lugar a lo que Velasco CagAlLero ha
considerado una competencia estatal extraordinaria, latente y muy cualificada
del Estado (13), deriva de la declaracién del estado de alarma, pero también
de la legislacién sanitaria, intervencién del Estado, en suma, entre el viejo
derecho sectorial y el derecho de excepcién, entre lo viejo y lo inexplorado,
como grdficamente ha sefialado Nocueira Lopez (14).

No son descentralizacién autonédmica y crisis econémica o pandémica
los dnicos vectores de cambio en los que autores como Parejo perciben una
mutacién constitucional. El mismo autor apunta otros por obra del legislador
ordinario, de la doctrina constitucional y, en lo que ahora interesa, del proceso
de integracién europea como consecuencia de la transferencia masiva de com-
petencias a la Unién, limitando asi el poder legislativo interno y alterando la
posicién que corresponde a poder legislativo, ejecutivo y judicial; subordinando
el Derecho estatal interno al Derecho comunitario conforme al principio de

(11) L. Parejo Alronso, 2012: 58-59.

(12) Sentencias del Tribunal Constitucional 148 y 183/2021.

(13) F Veasco Casauero, «Estado de alarma y distribucién territorial del poder», El
Cronista del Estado Social y Democrdtico de Derecho, n°. 86-87, 2020, pp. 82-86.

(14) A. Nocuera Lorez, «Confinar el coronavirus. Entre el viejo derecho sectorial y el

derecho de excepcién», El Cronista del Estado Social y Democrdtico de Derecho, n°. 86-87,
2020, pp. 22-31.
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primacia y efecto directo de este, implicando a juzgados y tribunales y a la
propia administracién en su garantia; y alterando también, en fin, la distribucién
territorial del poder, cuestién irrelevante a los efectos del Derecho comunitario
europeo (15), pero que condiciona, a través de los criterios de contabilidad
nacional y su conexién con la sostenibilidad financiera y estabilidad presupues-
taria, la organizacién, funciones y funcionamiento del sector piblico.

La confluencia provocada por el Derecho comunitario ha dado lugar a
la uniformizacién de los Derechos nacionales en muy diversas materias hasta
el punto de generar lo que se ha dado en llamar un Derecho administrativo
europeo (16), al cual quedarian subordinados los Derechos administrativos de
los Estados miembros, resultante del proceso de europeizacién del Derecho
pUblico. SiecEL distingue la europeizacién material que se refiere a la produc-
cién normativa de la Unién, que crea normas que desplazan las nacionales;
la procedimental que comporta el desplazamiento por el Derecho de la Unién
de las normas procedimentales nacionales; y la institucional, por Gltimo, la
mds relevante al objeto del presente estudio, que implica la creacién de auto-
ridades europeas o la imposicién a los Estados de una determinada forma
organizativa (17).

lll. LA EVOLUCION DESDE LA ADMINISTRACION GENERAL HASTA
EL CONCEPTO «CONTABLE» EUROPEO DE SECTOR ADMINISTRA-
CIONES PUBLICAS

1. De la Administracién general al sector publico

La historia reciente de la organizacién administrativa es la de la prolifera-
cién de entes de muy diversa naturaleza que han asumido funciones nuevas u
otrora propias de la Administracién piblica. En Espafia el fenémeno se acentué
tras la Guerra Civil y, posteriormente, se vinculé directamente al debate sobre
la huida del Derecho administrativo. Lo cierto es que la creacién de nuevos
entes, dotdndoles de un régimen juridico mas flexible que el propio del Dere-
cho administrativo, combinando en ocasiones lo mejor de ambos mundos, el
del Derecho privado y el del Derecho administrativo, era y es una tentacién

(15) L. Parejo Atronso: 2021: 58-67. Sobre esta cuestion, S. MuRoz MacHApo, La Unién
Europea y las mutaciones del Estado, Alianza Editorial, Madrid, 1993.

(16)  Muy tempranamente se refirié a este fenémeno J. Rivero, «Vers un Droit Commun
Européen: nouvelles perspectives en Droit Administratifs, en el volumen colectivo dirigido por
M. Cappelletti, Nouvelles perspectives d’un Droit Commun de I'Europe, Florencia, 1978,
pp. 389-406. Posteriormente, J. ScHwarze, European Administrative Law, London, 1992.

(17) T. Siectl, Europeizacién del Derecho piblico. Marco de condiciones y puntos

de interaccién entre el Derecho europea y el Derecho (administrativo] actual, Marcial Pons,
Madrid, 2016, pp. 49-52.
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demasiado fuerte que ha multiplicado los entes del sector piblico (18) y frente
a la cual han fracasado, hasta el momento los intentos de reconduccién que
representaron en Espafa la LEEA (19), la anterior LGP (20), desbordada en su
texto refundido de 1988 (21), la LOFAGE o, en el contexto del informe CORA,
el més reciente, el de la LRJSP, rapidamente desbordada por la recuperacién
de las agencias (22). En todo caso, en paralelo a ese proceso parece claro el
creciente protagonismo que estd ganando el concepto de sector piblico sobre
el concepto de administracién piblica hasta el punto de haberse llegado a
afirmar que es el sector piblico el «referente actual del Derecho administrati-
vo» (23) y que esta tendencia del Legislador implica un «retorno al Derecho
administrativo» (24).

La aprobacién de la LRJSP, aun enmarcada en el informe CORA, emitido
por la Comisién para la reforma de las Administraciones publicas creada

(18) De interés a este respecto resulta la exposicién que realiza, diferenciando los entes
instrumentales de Derecho publico de los de Derecho privado, R. Rivero OrTeGA, Administracio-
nes publicas y Derecho privado, Marcial Pons, Madrid, 1998, pp. 80 y ss. Posteriormente,
sobre el fenémeno de la huida y sus consecuencias para el Derecho administrativo, vid. el
trabajo de F. J. BauzA MaRrTOREL, La desadministracién publica, Marcial Pons, Madrid, 2001.

(19) La LEEA traté de establecer un régimen uniforme, especialmente sobre gestién
econémica y financiera, para los servicios administrativos sin personalidad juridica, los orga-
nismos auténomos y las empresas nacionales, configurados como Administraciones piblicas.

(20) Lla ley 11/1977, de 4 de enero, General Presupuestaria distinguié, a efectos
presupuestarios y contables, los organismos auténomos «de cardacter administrativo» de los
«de cardcter comercial, industrial, financiero o andlogo».

(21) El art. 6.5 del texto refundido de la anterior LGP, aprobado por Real Decreto—
Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, amparé el surgimiento de entidades al margen
de las categorias generales, que llegaron a ser muy numerosas, como explicé en su dia S.
pEL Saz Coroero, «la huida del Derecho administrativo: dltimas manifestaciones. Aplausos y
criticas», RAP, n°. 133, 1994, pp. 57 vy ss.

(22) Disposicién final trigésima cuarta, apartado ocho, de la Ley 11/2020, de 30 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el afio 2021.

(23) J. Garcia-AnprADE GOMEZ, «El “sector pdblico” como referente actual del Derecho
administrativo», RAP, n°. 209 (2019), pp. 175-208, afirma que «el derecho administrativo
estd viviendo un replanteamiento en su dmbito subjetivo de aplicacién como respuesta al
fendémeno de la huida del derecho administrativo. Frente a la concepcién tradicional, cons-
truida exclusivamente en torno a las Administraciones piblicas, en el derecho espafiol crece
el némero de regulaciones sectoriales de contenido administrativo que se aplican también a
las personificaciones privadas en mano piblica, para evitar asi que desarrollen su actividad
bajo la autonomia de la voluntad que les dispensa el derecho privado» (p. 177). Al respecto,
matizando los conceptos de Administracién piblica en sentido amplio y estricto, E. Gamero
Casapo, Desafios del Derecho administrativo ante un mundo en disrupcién, Comares, Granada,
2015, pp. 6470.

(24) En tal sentido, E. Gamero Casapo, «El sretorno al derecho administrativo?: mani-
festaciones en las leyes de procedimiento, régimen juridico y contratos del sector pdblico»,
REDA, n°. 189, 2018, pp. IVIIl; M. SANcHEZ MorON, 2018: 37-66.
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mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 26 de octubre de 2012, que
contaba entre sus objetivos la reestructuracién del sector piblico empresarial
y fundacional (25), no ha supuesto un cambio sustancial en la situacién pre-
cedente, méxime tras la reintroduccién de las agencias (arts. 108bis a 108
sexies LRISP). Introduce quizd complejidad adicional, pues al concepto de sector
pUblico que establece, a sus efectos, hay que afiadir el de entidades pertene-
cientes al sector Administraciones piblicas a efectos del Sistema Europeo de
Cuentas Nacionales y Regionales de la Unién Europea (SEC2010), aprobado
por el Reglamento 549/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21
de mayo de 2013.

El articulo 2.1 LRJSP concreta su dmbito de aplicacién ya no por refe-
rencia a la administracién piblica sino al sector pdblico, que comprende la
Administraciéon General del Estado, las administraciones de las Comunidades
Auténomas, las Entidades que integran la Administracién Local y el sector
pUblico institucional. El sector piblico institucional queda integrado, conforme
al articulo 2.2 LRJSP, por cualesquiera organismos publicos y entidades de
derecho piblico vinculados o dependientes de las Administraciones Piblicas,
por las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Admi-
nistraciones Piblicas que quedardn sujetas a lo dispuesto en las normas de la
LRISP que especificamente se refieran a las mismas, en particular a los prin-
cipios previstos en su articulo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potestades
administrativas (26), y por las Universidades pdblicas que se regirdn por su
normativa especifica y supletoriamente por las previsiones de la presente Ley.
El articulo 2.3 LRJSP reconoce la condicién de Administraciones Piblicas a la

(25) Asi se recogié en la medida de cardcter general nimero ocho y, especificamente,
en el bloque VI, de la subcomisién de administracién institucional. El contraste entre los datos
a octubre de 2019 de INVESPE, que incluye en el sector piblico estatal 449 entes, con los del
propio informe, en el que se afirma que «si bien el INVESPE es actualizado periédicamente,
ya que experimenta variaciones constantes, a 31 de diciembre de 2012 se referencian un
total de 438 entes, frente a los 452 existentes a 31 de diciembre de 2011, y 440 a 31 de
diciembre de 2003» pone de manifiesto que los resultados no parecen excesivamente rele-
vantes. Al respecto, vid. D. DE.cabo Ramos, «La reforma de las Administraciones publicas en
Espafia (2012-2015)», en el volumen colectivo dirigido por C. VipaL Prabo, Crisis econémica y
reforma de las Administraciones piblicas. Un estudio comparado 2011-2015, INAP, Madrid,
2017, pp. 141-172. Sobre la cuestién, vid., también, J. M. Socias CamacHo, «Huida del
derecho publico y racionalizacién administrativa en el sector publico instrumental», REDA, n.°
161, 2014, pp. 263-297 (ee).

(26) Esta previsién aparecia ya en los articulos 2.2 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de régimen juridico de las administraciones piblicas y del procedimiento adminis-
trativo comin, y 53.2 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organizacién y Funcionamiento
de la Administracién General del Estado, respecto de las entidades de derecho publico y las
entidades publicas empresariales, respectivamente, asi como, por remisién, en el articulo 2.2
de la Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias estatales para la mejora de los servicios
pUblicos, y se generaliza en el articulo 2.2.b) LRJSP.
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Administracién General del Estado, a las Administraciones de las Comunidades
Auténomas, a las Entidades que integran la Administracién Local, asi como a
los organismos puoblicos y entidades de derecho pdblico previstos en la letra
a) del apartado 2 del mismo articulo 2 LRJSP (27).

El sector publico institucional estatal quedaria integrado, de conformidad
con el articulo 84 LRSJP, por los organismos pdblicos vinculados o dependientes
de la Administracién General del Estado, que comprenderian los organismos
auténomos y las entidades piblicas empresariales, las autoridades administra-
tivas independientes, las sociedades mercantiles estatales, los consorcios, las
fundaciones del sector piblico, los fondos sin personalidad juridica y las uni-
versidades publicas no transferidas (28). Taxativamente, tras ello, se establece,
con clara intencién de impedir el surgimiento de nuevas entidades o categorias
de ellas, configurando el listado trascrito como numerus clausus, que, con la
excepcién de la participacién del Estado en organismos internacionales o
entidades de dmbito supranacional y de la participacién en los organismos de

(27) Lo que suscitaba dudas acerca de la dificilmente cuestionable condicién de adminis-
traciones poblicas de las Universidades Piblicas [arts. 2.2.c) LRJSP y 2.2.b) LPAC]. Inicialmente,
dos informes de la Abogacia General del Estado, los informes AG Servicios Juridicos Periféricos
25/15 (R-869/2015), de 4 de junio de 2018, y, posteriormente, AG Entes Piblicos 22/19
(R-175/2019), de 5 de abril de 2019, se pronunciaron sobre la condicién de administracién
piblica de las Universidades publicas en sentido distinto al que se desprende de la literalidad
de la LRISP y la LPAC. El Tribunal Supremo zanjé definitivamente la cuestién en Sentencia
de 10 de julio de 2019 (rec. 3373/2018), afirmando la naturaleza de administraciones
piblicas de las Universidades publicas, en linea con la doctrina que se habia pronunciado
sobre la cuestién (M. Vaauer CasaLLeriA, «La Universidad como servicio publico...», cit., p. 44,
tras apuntar que la Universidad piblica no merece «en la LPAC y la LRJSP la calificacién de
Administracién piblica, sino de ente del sector publico institucional», precisa que «a efectos
estrictamente constitucionales, las universidades publicas tienen la consideracién de Adminis-
traciones publicas», con las pertinentes consecuencias de régimen juridico, siguiendo, con cita
expresa, aJ. M. SOUVIRON MoreNiLLA, La Universidad espariola. Claves de su definicién y régimen
juridico institucional, Universidad de Valladolid, 1989, p. 151; R. Rivero ORrTEGA, «La aplicacién
de las leyes 39 y 40/2015 a las universidades piblicas: eliminando interrogantes», RAP, n°
200 (2016), p. 285; y J. TornOs Mas, «El régimen juridico de las universidades publicas»,
en el volumen colectivo Estudios sobre las leyes 39/2015 del procedimiento administrativo
comin de las Administraciones publicas y 40/2015 del régimen juridico del sector publico,
Atelier, Barcelona, 2017, p. 146). Afirma el Tribunal que «ante todo, debemos recordar lo
dispuesto en los articulos 1, 3 y 4 de la Ley Orgdnica 6/2001, de 21 de diciembre, de
Universidades, en cuanto alli se establece que la creacién de las universidades piblicas ha
de hacerse por norma con rango de ley (estatal o autonémica) y que su creacién tiene por
objeto la prestacién de un servicio piblico consistente en la realizacién de todas las funciones
que se enumeran en el articulo 1.2 de la propia Ley Orgdnica 6/2001» (FD tercero), para
examinar a continuacién los regimenes de actuacién, patrimonial, de personal, contractual y
tributario que ratifican su interpretacién.

(28) Segun prevé el articulo 84.3 LRJSP, las universidades piblicas no transferidas se
regirdn por lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, que les sea de aplicacién
y por lo dispuesto en esta ley en lo que no esté previsto en su normativa especifica.
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normalizacién y acreditacién nacionales o en sociedades creadas al amparo
de la Ley 27/1984, de 26 de julio, sobre reconversién y reindustrializacién,
la Administracién General del Estado o entidad integrante del sector piblico
institucional estatal no podrd, por si misma ni en colaboracién con ofras enti-
dades publicas o privadas, crear, ni ejercer el control efectivo, directa ni indi-
rectamente, sobre ningin ofro tipo de entidad distinta de las antes enumeradas,
con independencia de su naturaleza y régimen juridico (art. 84.2 LRJSP) (29).

La propia LRISP, consciente de la tradicional y notable complejidad del
sector publico, regula con cardcter bdsico, conforme a su disposicién final
decimocuarta, los inventarios del sector piblico estatal, autonémico y local
(arts. 81 a 83 LRJSP, desarrollados mediante Real Decreto 749/2019, de 27
de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de funcionamiento del
Inventario de Entidades del Sector Pdblico Estatal, Autonédmico y Local). Todas
las entidades del sector pdblico institucional quedan por ello sometidas a los
mismos principios generales de actuacién, legalidad, eficiencia, estabilidad
presupuestaria y sostenibilidad financiera, asi como al principio de transparen-
cia en su gestidén. Asimismo, se someten a sistemas de supervisién continua,
incluso de su misma existencia en funcién de las razones de su creacién,
bajo la dependencia de la Administracién de que dependan. El inventario de
entidades del sector piblico estatal, autonémico y local es un registro pdblico
administrativo que garantiza la informacién piblica y la ordenacién de todas
las entidades integrantes del sector piblico institucional cualquiera que sea su
naturaleza juridica, gestionado y publicado por la Intervencién General de
la Administracién del Estado (art. 82.1 LRJSP) (30). La inscripcién se realiza

(29) En conexién con lo anterior, hay que tener presente que la disposicién final octava
LRJSP modificé los articulos 2 y 3 LGP trasladando su definicién del sector piblico estatal y
la clasificacién dentro del mismo del sector piblico, administrativo y fundacional. Por ello,
y atendiendo a la cldusula de cierre del articulo 84.2 LRJSP, sorprende que se mantenga la
referencia a «cualesquiera organismos y entidades de derecho puiblico vinculados o depen-
dientes de la Administracién General del Estado» en el articulo 2.2.i) LGP, méxime cuando
no aparece referencia en tal sentido en el precepto citado de la LRJSP, del que trae causa.
Es més, dentro del sector piblico empresarial se incluyen también «cualesquiera organismos
y enfidades de derecho publico vinculados o dependientes de la Administracién General del
Estado» en el articulo 3.2.c) LGP. La intencién del legislador estatal, al mantener tales cldusulas
en la LGP, obviando la subsistencia transitoria de las agencias estatales, a las que ya me he
referido, resulta dudosa y cuestiona, una vez més, su inicial intencién de convertir el listado
de entidades del sector piblico estatal en un numerus clausus.

(30) Los inventarios actualizados, elaborados y mantenidos por la IGAE y el Ministerio
de Hacienda, para todos los sectores publicos de Espafa, puede obtenerse en http://www.
minhap.gob.es/es-ES/CDI/Paginas/Inventario/Inventario.aspx (a 15 de enero de 2022). La
estructura del Inventario resulta de su regulacién legal, légicamente, conforme a la cual ha de
contener, al menos, informacién actualizada sobre la naturaleza juridica, finalidad, fuentes de
financiacién, estructura de dominio, en su caso, la condicién de medio propio, regimenes de
contabilidad, presupuestario y de control, asi como la clasificacién en t#érminos de contabilidad
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por conducto de la intervencién competente y ha de promoverla el titular del
méximo érgano de direccién de la entidad de que se trate. La inscripcién ha
de entenderse como reglada, sin que pueda entenderse en ningin caso que el
articulo 83.3.c) LRJSP confiere facultad alguna de control a la Administracién
General del Estado en linea con lo ya declarado por el Tribunal Constitucional
en relacién con la base de datos nacional de subvenciones en su sentencia

33/2018, de 12 de abril.

2. Los otros «sectores publicos»

Expuesto lo anterior, conviene apuntar que la proliferacién de conceptos
diversos de «sector piblico» a los efectos de la definicién del dmbito de apli-
cacién de muy diferentes normas no ayuda a limitar la «huida» del Derecho
administrativo, sea esta del legislador o de las entidades invitadas a ella por
aquel (31). Al concepto de sector piblico se refieren instrumentalmente normas
como el articulo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del
Sector Publico, por la que se transponen al ordenamiento juridico espafiol las
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UEy 2014/24/UE,
de 26 de febrero de 2014, que combina conceptos europeos provenientes de
las directivas en la materia con conceptos propios de nuestro derecho interno;
el articulo 4 de la Ley Orgdnica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de
Cuentas, claramente superado por la normativa actual; y, especialmente, el
articulo 2 de la Ley Orgdnica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presu-
puestaria y Sostenibilidad Financiera (en adelante LOEPSF).

Lo cierto es que, mds allé de la definicién general en la LRISP y la LPAC,
son muy numerosas las leyes que concretan su dmbito subjetivo de aplicacién
recurriendo a las categorias que conforman el conjunto del sector piblico. Pero
lo hacen, especialmente cuando se trata de materias afectadas por el derecho
europeo, modificando instrumentalmente tales categorias o, directamente, defi-
niendo el sector piblico por referencia a conceptos propios de la normativa
europea. En cambio, en materias como la de la contratacién, donde para

nacional, de cada una de las entidades integrantes del sector publico institucional. Ha de inscri-
birse, al menos, la creacién, transformacién, fusién o extincién de cualquier entidad integrante
del sector pdblico institucional, cualquiera que sea su naturaleza juridica (art. 82.2 y 3 LRJSP).

(31) Reflexionando sobre los criterios de clasificacién de las organizaciones administra-
tivas afirma F. B. Lopez-Jurapo, «Los criterios doctrinales de clasificacion de las organizaciones
administrativas», Revista de Derecho Piblico: teoria y método, vol. 1, 2020, p. 141, que «la
idea de sector publico, abusada por el Derecho positivo, carece de virtualidad explicativa;
no hay uno, sino varios sectores publicos, segin el dmbito normativo que contenga esa deno-
minacién, a los que se asocian consecuencias juridicas diversas». Frente a ella opta por la
nocién de organizaciones administrativas, distinguiendo aquellas con funciones generales de
las que sélo las ostenten especificas.
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concretar el dmbito subjetivo hubiera bastado en su dia, y hoy, con establecer
que la normativa reguladora de los contratos piblicos se aplica a los poderes
adjudicadores espafioles tal cual resultan definidos en las directivas europeas
de contratos, reflexionando en profundidad sobre la conveniencia y alcance
de su aplicacién a otras entidades, mds alld de las anteriores, se opté por
mezclar conceptos europeos y espafoles, no siempre con un resultado armé-
nico, claro y adecuado a las caracteristicas de las entidades sujetas conforme
a la normativa espafola (32).

La Directiva 2014/24/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de
26 de febrero de 2014, sobre contratacién publica y por la que se deroga
la Directiva 2004/18/CE (en adelante DC), define en su articulo 2 que ha
de entenderse por poderes adjudicadores y otros conceptos instrumentales,
como el de organismo de derecho publico (33), que utiliza para definirlos.
Pero con ello no justifica, ni requiere en realidad, forzar nuestras categorias
conceptuales o deformar los perfiles del sector piblico. Lo cierto es que los
circulos concéntricos que definen el dmbito de aplicacién de la normativa
bdsica de contratacién piblica no lo son sino por puro voluntarismo legal (34).
Pero las cosas son lo que son, y no por mucho proclamarlo son sector pdblico,
aun mayoritariamente financiados por entidades del sector piblico, partidos
politicos, sindicatos, organizaciones empresariales u otras entidades del todo

(32) Sorprende que, cuando estamos ya incorporando la cuarta generacién de
Directivas de contratacién publica, el Consejo de Estado continie criticando en su Dictamen
1116/2015, de 10 de marzo de 2016 (apartado II, 2), la incorporacién de conceptos
provenientes de las Directivas en si misma, y no tanto una adecuada integracién de dichos
conceptos con los de nuestro derecho interno, desplazéndolos si es preciso en aras de la
claridad y la seguridad juridica. Pefendiendo la directa aplicacién de conceptos europeos,
por todos, J. A. Moreno Motina, «El derecho europeo de los contratos publicos como marco
de referencia de la legislacién estatal», en el volumen colectivo Estudio sistemdtico de la Ley
de Contratos del Sector Piblico, dirigido por J. M Gimeno FeuU, Aranzadi, Pamplona, 2008,
p. 148, afirma que «para cumplir de forma cabal con el Derecho de la Unién Europea, la
LCSP/2017 deberia haber definido su dmbito subjetivo de aplicacién por referencia exclusiva
al concepto de poder adjudicador.

(33) J. M. Baro LedN, «la influencia del derecho comunitario en la interpretacién de la
Ley de contratos de las administraciones publicas», RAP, n°. 151, 2000, pp. 14-34, defendiendo
la necesidad ineludible de interpretacién en sentido amplio el art. 2 LCAP cuando define los
«poderes adjudicadores» en nuestro pais. En similar sentido, interpretando las Directivas a la luz
de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, J. A. MoreNo MotiNa, «La reciente jurisprudencia
del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas», RAP, n°. 151, 2000, pp. 321-328;
asi como J. M. GimMeno FEld, «La necesaria interpretacién subjetivo-funcional del concepto de
poder adjudicador en la contratacién poblica», RAP, n°. 151, 2000, pp. 421-439.

(34) Sobre la imagen de los circulos concéntricos F. Sosa WaGNER "M FuerTes Lopez, «La
Ley de Contratos del Sector Piblico y el murciélago», Actualidad juridica Aranzadi, n°. 743,
2008, p. 6, anticiparon ya muchos de los problemas que el tiempo demostrd, y algunos de
los cuales temo que la LCSP tampoco resolvié.
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ajenas al mismo, pero que, cualificadas por determinadas caracteristicas, pue-
den considerarse entidades del sector pdblico, aunque el legislador pretenda
hacerlo al amparo del consabido «a los efectos de esta Ley».

El caso de la LOEPSF resulta especialmente interesante a los efectos de este
trabajo, porque, al definir el sector piblico a sus efectos, recurre a conceptos
europeos como el de unidad institucional, incluyendo en el sector pdblico,
en lo que ahora interesa «el sector Administraciones Piblicas, de acuerdo
con la definicién y delimitacién del Sistema Europeo de Cuentas Nacionales
y Regionales aprobado por el Reglamento (CE) 2223/96 del Consejo, de
25 de junio de 1996» y «el resto de las entidades publicas empresariales,
sociedades mercantiles y demds entes de derecho piblico dependientes de
las administraciones pdblicas, no incluidas en el apartado anterior, tendrdn
asimismo consideracién de sector pdblico y quedardn sujetos a lo dispuesto en
las normas de esta Ley que especificamente se refieran a las mismas».

Ciertamente, el recurso a conceptos europeos en cuestién tan relevante
como la definicién de que deba entenderse por sector piblico en Espafia
es cuestion sobre la que conviene reflexionar. Pero no puede ignorarse que,
precisamente tales conceptos de contabilidad nacional determinan de forma
decisiva el régimen juridico al que queda sujeta la actuacién y financiacién de
las diferentes entidades y que, como es habitual en el ordenamiento europeo,
la naturaleza publica o privada de las entidades de que se trate poco afecta
en lo que respecta a su sectorizacién en el sector administraciones publicas de
contabilidad nacional. Conviene, por ello, detenerse en esta cuestién.

3. Del sector publico al perimetro del sistema europeo de cuentas

El fenémeno de la huida del Derecho administrativo, y del retorno, bien
pudiera conectarse con la regulacién que, a otros efectos, la huida del sec-
tor administraciones puiblicas de contabilidad nacional, maneja el RSEC (35).
Desde esta perspectiva, si la huida del Derecho administrativo perseguia ampa-
rar la actuacién de entes encuadrables en el sector piblico en el Derecho pri-
vado, considerado mas flexible, la huida del sector administraciones publicas
pretendia evitar el cémputo de déficit y deuda de determinadas entidades con
el del conjunto de las administraciones publicas.

Y ello porque los conceptos de contabilidad nacional, especialmente los
que permiten distinguir entre unidades de mercado y no de mercado, en
conexién con la delimitacién del sector «administraciones piblicas», inciden
directamente sobre normas como los articulos 103.1 y 107.3 de la LRJSP,

(35) En este sentido C. CHiNCHILLA MariN, «El derecho de la Unién Europea como freno
a la huida del Derecho administrativo», RAP, n°. 200 (2016), pp. 371-376.
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el articulo 2 de la LOEPSF. Dejando al margen la remisién puntual de los
primeros en cuanto al régimen de financiacién en mercado de las entidades
pUblicas empresariales y la general remisién al derecho europeo que realiza el
segundo de los preceptos citados, el articulo 3.2 LCSP, tras considerar directa-
mente administraciones pUblicas a las entidades de las letras a), b), ¢ y I) del
articulo 3.1, prevé que igualmente lo son «los consorcios y otras entidades de
derecho pdblico, en las que dandose las circunstancias establecidas en la letra
d) del apartado siguiente para poder ser considerados poder adjudicador y
estando vinculados a una o varias Administraciones Pdblicas o dependientes
de las mismas, no se financien mayoritariamente con ingresos de mercado. Se
entiende que se financian mayoritariamente con ingresos de mercado cuando
tengan la consideracién de productor de mercado de conformidad con el
Sistema Europeo de Cuentas». Nada més y nada menos que la consideracién
como administraciones puiblicas, con los efectos consiguientes, depende en el
dmbito contractual, que no general, de los criterios de contabilidad nacional
que establece la normativa de la Unién Europea (36).

Asi, aunque los criterios del sistema europeo de cuentas 2010 tienen
por objeto que la Unién obtenga «datos comparables, actualizados y fiables
sobre la estructura de la economia y la evolucién de la situacién econémica
de cada Estado miembro regién» para facilitar «la elaboracién de las politi-
cas en la Unién y la supervisién de las economias de los Estados miembros
y de la unién econémica y monetaria» (considerando 1 RSEC), su influencia
sobre la normativa de los Estados, a otros efectos, resulta creciente. Para
ello, el RSEC establece una rigurosa metodologia, que clasifica las diferentes
«unidades institucionales» entendidas como «entidades econémicas capaces
de ser propietarias de activos, contraer pasivos y participar en actividades
y operaciones econdmicas con ofras entidades» y que «constituyen los com-
ponentes esenciales para definir las economias en términos geogrdficos, |...)
para agrupar las unidades en sectores institucionales (...) y para decidir que

flujos y stocks se registran» (pto. 2.01 anexo A RSEC) (37).

A partir de ahi, en lo que respecta a lo que en Espafia entendemos como
sector publico, la clave de béveda, y el centro de la discusién, se encuen-
tra en la definicién de los sectores de «sociedades no financieras (S11)» y

(36) M. SincHEz MorON, 2018: 61, explica el alcance y consecuencias de dicha
previsién que convierte en contratos administrativos los de numerosas entidades puoblicas
empresariales que no son productores de mercado.

(37) Lainformacién actualizada sobre entidades pertenecientes al sector Administracio-
nes Piblicas a efectos de contabilidad nacional, para todos los sectores piblicos de Espafa,
elaborada y mantenida por la IGAE, puede consultarse en la direccién https://www.igae.
pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/es-ES/Contabilidad/ContabilidadNacional /InformacionGe
neral/Paginas/InformacionGeneral.aspx (a 15 de enero de 2022).
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«administraciones piblicas (S13)». El primero «estd compuesto por las unida-
des institucionales dotadas de personalidad juridica que son productores de
mercado y cuya actividad principal es la produccién de bienes y servicios no
financieros» (pto. 2.45 anexo A RSEC). El segundo, el sector «administraciones
pUblicas», «incluye todas las unidades institucionales que son productores no de
mercado cuya produccién se destina al consumo individual o colectivo, que se
financian mediante pagos obligatorios efectuados por unidades pertenecientes
a ofros sectores y que efectan operaciones de redistribucién de la renta y de
la riqueza nacional» (pto. 2.111 anexo A RSEC). Para la normativa europea
de cuentas publicas la naturaleza juridico-piblica o privada de la unidad insti-
tucional de que se trate resulta irrelevante. Son otros los pardmetros decisivos,
sentado que «los productores piblicos pueden ser productores de mercado o
no de mercado. Los productores de mercado se clasifican en el sector de las
sociedades no financieras o en el sector de las instituciones financieras. Si la
unidad institucional es un productor no de mercado, se clasifica en el sector
de las administraciones pdblicas» (pto. 3.37 anexo A RSEC).

El sector de las administraciones publicas (S13) comprende todas las
unidades de las administraciones poblicas y todas las instituciones sin fines de
lucro (ISFL) no de mercado controladas por las unidades de las administraciones
pUblicas, asi como a otros productores no de mercado conforme a lo indicado
en los puntos 20.18 a 20.39 (pto. 20.05 anexo A RSEC). La normativa europea
de contabilidad reconoce la existencia de una entidad preeminente en el sector
administraciones puoblicas, coincidente con el Estado, entidades regionales o
locales (38). Pero junto a esas entidades principales, la metodologia SEC cons-
tata la existencia de otras entidades de las administraciones publicas, creadas

(38) Dado que se trata de un concepto fundamentalmente contable, no es de extrafar
que la metodologia SEC defina de forma descriptiva y extraordinariamente amplia al sector
administraciones pUblicas como «entidades juridicas establecidas mediante un proceso politico
que disponen de autoridad legislativa, judicial o ejecutiva sobre ofras unidades institucionales
dentro de un drea determinada» y cuya «funcién principal es ofrecer bienes y prestar servicios
a la comunidad y a los hogares sobre una base no de mercado y redistribuir la renta y el
patrimonio» (pto. 20.06 anexo A RSEC). Confirmando la percepcién inicial de atribucién
de personalidad juridica dnica al Estado (administracién central, en la terminologia SEC) se
reconoce que «en todos los paises existe una entidad principal, en particular dentro de la
administracién central, que ejerce competencias ejecutivas, legislativas y judiciales nacionales»
y que «a pesar de su tamafo y diversidad, esta entidad es generalmente una Unica unidad
institucional. Departamentos ministeriales, organismos, consejos, comisiones, autoridades
judiciales y érganos legislativos forman parte de esta unidad principal de la administracién
central. Los diferentes ministerios que la integran no estdn reconocidos como unidades institu-
cionales independientes, al no tener la facultad de poseer activos, contraer pasivos o realizar
transacciones por su cuenta» (pto 20.08 anexo A RSEC). De hecho, tal situacién se reconoce
igualmente en relacién con los subsectores de administraciones piblicas regionales y locales
(pto. 20.09 anexo A RSEC).
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habitualmente para desarrollar funciones especificas, que tienen identidades
juridicas independientes y una autonomia importante, ademds de la posibilidad
de decidir sobre el volumen y la composicién de sus gastos y una fuente directa
de ingresos, como los impuestos para fines especificos (39).

También desde esta perspectiva se ha puesto de manifiesto una cierta
voluntad de huida, coincidente en ocasiones con la tradicional en nuestro pais.
Y ello porque el recurso a entidades susceptibles de ser clasificadas como
«sociedades no financieras» o «instituciones financieras» hace que, de confor-
midad con el capitulo 20 del anexo A del RSEC, sus cuentas no consoliden
con las del sector «administraciones publicas», lo cual ha sido utilizado por
los Estados miembros, también por Espafia, como mecanismo para encubrir
déficit o deuda o, en su caso, incrementar el gasto. De conformidad con la
metodologia SEC2010 las actividades del sector administraciones piblicas
se presentan separadas de las del resto de la economia, indicando ingresos,
gastos, déficit o superdvit, financiacién, otros flujos econémicos y balance,
porque sus competencias, motivacién y funciones son diferentes de las de otros
sectores (pto. 20.01 anexo A RSEC). Entre tales competencias, motivacién y
funciones se incluyen la oferta de bienes y prestacién de servicios a la comuni-
dad, ya sea para el consumo colectivo, como la administracién de los asuntos
publicos, la defensa y la aplicacién de la ley, o para el consumo individual,
como los servicios de educacién, salud, ocio y cultura, y financiarlos por medio
de impuestos u otro tipo de ingresos, redistribuir la renta y el patrimonio por
medio de transferencias, como los que constituyen los impuestos y las presta-
ciones sociales y, en su caso, participar en ofros tipos de produccién no de
mercado (pto. 20.02 anexo A RSEC). Coherentemente, aunque el presupuesto
general de cualquier nivel de las administraciones pdblicas puede incluir a
las empresas no constituidas en sociedad que son productores de mercado y
cuasisociedades, si se trata de unidades institucionales, estas empresas no se
consideran parte de las administraciones publicas, sino que se clasifican en el
sector de las sociedades no financieras o en el de las instituciones financieras

(pto. 20.11 anexo A RSEC).

Sobre la base de lo anterior, resultan muy relevantes el concepto de control
por las administraciones pUblicas de otras unidades institucionales (pto. 20.18
anexo A RSEC), que inspira el dmbito subjetivo de aplicacién de muy diversas

(39) En determinadas condiciones la metodologia SEC reconoce a estas entidades
como unidades independientes de las administraciones piblicas, calificandolas (junto con las
instituciones sin fines de lucro controladas por las administraciones piblicas) como «unidades
extrapresupuestarias» porque, no siendo productores de mercado, tienen presupuestos indepen-
dientes, reciben importantes transferencias del presupuesto principal y sus principales fuentes
de financiacién se complementan con fuentes propias de ingresos externas al presupuesto
principal (pto. 20.10 anexo A RSEC).
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normas internas, con regulacién especifica, y los criterios para la delimitacién de
productores de mercado y no de mercado (ptos. 20.19 a 20.34 anexo A RSEC).
La metodologia SEC configura el control de una entidad sobre otra como la
capacidad de la primera para definir la politica general o el programa de dicha
entidad, si bien en el caso del control de administraciones sobre sociedades
pUblicas, entre ofros, establece criterios especificos (pto. 2.38 anexo A RSEC).
Asi, en primer lugar, la administracién piblica puede asegurarse el control de
una sociedad mediante una disposicién legal, decreto o reglamento especial que
la autorice a determinar la politica de la sociedad. Pero, ademds, en segundo
lugar, se establece un sistema de indicadores que han de considerarse para
decidir si una sociedad estd controlada por una administracién piblica, de
modo que la presencia de un Unico indicador puede bastar para determinar
el control en algunos casos, pero en otros puede indicarse colectivamente el
control mediante una serie de indicadores diferenciados. Tales indicadores son
la titularidad poblica de la mayoria de los derechos de voto, el control pdblico
del consejo de administracién o del érgano ejecutivo, el control piblico del
nombramiento o de la revocacién del personal directivo, el control piblico de
los principales comités de la entidad, la posesién publica de una accién de
oro, la existencia de normativas especiales, que la administracién represente
el grueso de la demanda o que la administracién preste. No faltan supuestos
limite, en los que se estd planteando fundamentalmente la consideracién de
entidades sujetas a control de las federaciones deportivas nacionales (Sentencia
del Tribunal de Justicia de la Unién Europea de 11 de septiembre de 2019,
C-612/17 y 613/17) o los centros educativos concertados (Sentencia del Tri-
bunal de Justicia de la Unién Europea de 28 de abril de 2022, C-277/21).

Finalmente, igualmente decisivos son los criterios para delimitar los pro-
ductores de mercado y no de mercado. Concretamente, la metodologia SEC
utiliza para ello la oferta de la produccién a terceros a precios econédmica-
mente significativos (ptos. 20.19 a 20.22 anexo A RSEC) y el universo de los
compradores de la produccién y las condiciones de la compra (ptos. 20.23 a
20.28 anexo A RSEC). De este modo, un productor no de mercado ofrecerd
sus productos de forma gratuita o a precios econémicamente no significativos
y, por ejemplo, cuando los ofrezca Gnicamente a administraciones pUblicas sin
competir con ningln otro operador privado (40). Para que pueda considerarse

(40)  Pero la metodologia SEC regula especificamente lo que denomina «la prueba de
mercado/no mercado» (pto. 20.29 anexo A RSEC), conforme a la cual, tras constatar que «la
clasificacién sectorial de las unidades principales de las administraciones piblicas, dedicadas
a la provisién de bienes y la prestacién de servicios sobre una base no de mercado y/o a
la redistribucién de la renta y el patrimonio, es clara, (...) en cuanto a otros productores que
operan bajo el control de las administraciones piblicas, es necesario realizar una evaluacién
de su actividad y recursos».
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que una unidad bajo control de una administracién piblica es de mercado y
cobra precios econémicamente significativos ha de ser, obviamente, una uni-
dad institucional, no ha de ser un mero proveedor especializado de servicios
auxiliares de otra unidad, en cuyo se clasificaria con ella, no ha de ser el Gnico
proveedor de bienes y prestador de servicios a las administraciones pdblicas
o, si lo es, debe tener competidores, y ha de tener un incentivo para ajustar
la oferta con el fin de realizar una actividad viable y lucrativa, con el fin de
poder operar en condiciones de mercado y cumplir con sus obligaciones finan-
cieras. En todo caso, la capacidad para emprender una actividad de mercado
se verificard, sobre todo, a través del criterio cuantitativo habitual (el criterio
del 50%), utilizando la ratio de las ventas sobre los costes de produccién, de
modo que, para ser productor de mercado, una unidad piblica deberd cubrir
como minimo la mitad de sus costes mediante sus ventas a lo largo de un
periodo que se prolongue varios afos (41).

La normativa europea, como la espafiola, utiliza criterios distintos de
delimitacién del dmbito de lo publico a diferentes efectos. Expuestos han que-
dado los casos de la contratacién y la contabilidad nacional. En ambos, en lo
que respecta a lo que tradicionalmente hemos considerado la administracién
institucional, el concepto de control, centrado en la definicién de la accién del
ente de que se frate y en su financiacién, resulta esencial. Nuestra normativa
bdsica de régimen juridico, sin embargo, no le otorga la misma relevancia.

IV. EL SECTOR PUBLICP AUTONOMICO EN EL ESTATUTO DE AUTO-
NOMIA DE ARAGON

El vigente Estatuto de Autonomia de Aragédn, aprobado mediante Ley
Orgdnica 5/2007, de 20 de abril (EAAr en adelante), dejando al margen

otras referencias incluidas a lo largo de su articulado (42), dedicé su titulo llI

(41) A estos efectos «las ventas de bienes y servicios corresponden a ingresos por
ventas, es decir, a la produccién de mercado (P.11) incrementada con los pagos por la produc-
cién no de mercado (P.131), si los hubiera. La produccién por cuenta propia no se considera
como parte de las ventas en este contexto. De las ventas se excluyen también todos los pagos
recibidos de las administraciones piblicas, a menos que se concedan a otros productores
que realicen la misma actividad» (pto. 20.30 anexo A RSEC). En cuanto a los costes de pro-
duccién serdn «la suma de los consumos intermedios, la remuneracién de los asalariados, el
consumo de capital fijo y los otros impuestos sobre la produccién. A efectos de la prueba de
mercado/no de mercado, a los costes de produccién se suman los gastos netos por intereses
y se resta el valor de la produccién imputada, en especial la produccién por cuenta propia.
Las subvenciones a la produccién no se deducen» (pto. 20.31 anexo A RSEC).

(42) Al respecto, J. Bermeio Vera (2010) «La administracién piblica de la Comunidad
Auténoma», en el volumen colectivo Tratado de derecho piblico aragonés, dirigido por J.
Bermeio VerA y F. LoPEz RamON, Civitas, Madrid, pp. 579-580.
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a la Administracién Poblica en Aragén, simplificando notablemente la regula-
cién prevista en el titulo Ill del primer Estatuto de Autonomia, aprobado por
Ley Orgdnica 8/1982, de 10 de agosto (EAAr1982) (43), no afectada por la
reforma en su dia realizada por Ley Orgénica 6/1994, de 24 de marzo (44).
Actualmente, prevé el Estatuto que la Comunidad Auténoma de Aragédn crea
y organiza su Administracién propia conforme a la ley, reconociendo de este
modo el amplio margen que corresponde a los reglamentos organizativos
(art. 61.1 EAAr) y prescindiendo de la expresa invocacién supletoria de los
principios que rigen la organizacién y funcionamiento de la administracién

general del Estado, hoy bdsicos (art. 43.1 EAAr1982) (45).

Desde una perspectiva competencial, el articulo 71.1.% del EAAr, atri-
buye a la Comunidad Auténoma de Aragén la competencia exclusiva para
la creacién, organizacién, régimen y funcionamiento de sus instituciones de
autogobierno, mientras que el articulo 71.7.° del EAAr le asigna la competencia
igualmente exclusiva para regular el procedimiento administrativo derivado de
las especialidades de su organizacién propia. La calificacién de la compe-
tencia como exclusiva, en cualquier caso, ha de ponerse en conexién con las
competencias exclusivas del Estado y, en particular, con las que le atribuye el
articulo 149.1.18° de la Constitucién, y, consecuentemente, con la normativa
estatal dictada en desarrollo de este (46).

La Administracién de la Comunidad Auténoma gozard, en el ejercicio
de sus competencias, de las potestades y prerrogativas que el ordenamiento
juridico reconoce a la Administracién del Estado (art. 62.5 EAAr), previsién
coherente con lo previsto en los articulos 12 y 13 de la Lley 12/1983, de
14 de octubre, del proceso autonémico. El EAAr1982 establecia la persona-
lidad juridica dnica de la administracién piblica aragonesa, constituida por
érganos jerdrquicamente ordenados y dependientes de la Diputacién General
(art. 44.1 EAAr1982). La omisién de tal previsién en la actualidad resulta
inocua, en todo caso, pues al margen de lo establecido en la propia normativa

(43) Sobre el proceso autonémico en Aragén, por todos, C. Garripo Lorez (1999),
Demanda regional y proceso autondmico. La formacién de la Comunidad Auténoma de Ara-
gén, Tecnos y Gobierno de Aragén, Madrid, especificamente sobre la gestién del EAAr1982,
pp. 224-321; y los diversos trabajos incluidos en el volumen colectivo, Memoria del Estatuto,
Asociacién de ex-parlamentarios de las Cortes de Aragén, Zaragoza, 2002.

(44) A. Eme Irujo, «El gobierno y la administracién. El presidente de la Comunidad
Auténoma de Aragén», en el volumen colectivo Derecho piblico aragonés, El Justicia de
Aragén, 2014, p. 222, tras analizar las previsiones constitucionales directamente aplicables
a las administraciones autonémicas, considera que el vigente Estatuto de Aragén ha regulado
con parquedad la administracién aragonesa, evitando reproducir innecesariamente preceptos
constitucionales.

(45) ). Bermeso Vera, 2010: 594-595.

(46) J. Bermelo Vera, 2010: 596-599.
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autondémica reguladora de la administracién aragonesa, la legislacién bésica
vigente al aprobarse el Estatuto de 2007 (art. 3.2 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de régimen juridico de las administraciones publicas y del
procedimiento administrativo comin) y la que la ha sustituido (art. 3.4 LRJSP)
establecen que cada administracién publica actia para el cumplimiento de sus
fines con personalidad juridica dnica.

La Administracién aragonesa ostenta la condicién de Administracién ordi-
naria en el ejercicio de sus competencias (art. 62.2 EAAr) (47). Esta previsidn
estatutaria supera totalmente el sistema de gestién ordinaria de los servicios
periféricos autonémicos a través de las Diputaciones Provinciales previsto en
1982 (art. 45.1 EAAr1982), y nunca implementado, proveniente del apar-
tado cinco de los Pactos Autonémicos de 1981, plasmados en el articulo 5
de la LPrA. Lo mismo ocurre con la coordinacién autonémica de las funciones
provinciales de interés general a la Comunidad (art. 45.2 EAAr1982) vy la
transferencia o delegacién en las Diputaciones y en los Ayuntamientos de
facultades de su competencia (art. 45.3 EAAr1982), cuestién que actualmente
regula con carécter general el articulo 85 del EAAr.

Sobre tal base, el Estatuto aragonés se limita a garantizar la funcién
constitucional de servicio al interés general de la administracién aragonesa,
constitucionalmente establecida (art. 62.1 EAAr), lo que no es poco (48), incor-
porando los principios rectores de su actuacién, otorgando especial preeminen-
cia a los de buena fe y confianza legitima, por un lado, y lealtad institucional
en sus relaciones con el resto de las administraciones piblicas espafiolas, por
otro (art. 62.2 EAAr) (49). De este modo, la administracién pdblica aragonesa
ajustard su actividad a los principios de eficacia, eficiencia, racionalizacién,
transparencia y servicio efectivo a los ciudadanos (art. 62.3 EAAr), previsién
que hay que inferpretar actualmente en conexién con lo establecido al efecto en
el articulo 3 de la LRISP, que regula con cardcter bdsico los principios generales
aplicables a todas las administraciones pdblicas. El vigente Estatuto, por lo
demds, ha prescindido de las referencias que se establecieron en el anterior
a la prohibicién de duplicidad de cargos o funciones y la proliferacién de la
burocracia (art. 44.3 EAAr1982) y al personal eventual, con dnimo limitativo,
y el nombramiento de todos los cargos con responsabilidades administrativas

(47) Sobre el concepto de administracién ordinaria aplicado a la aragonesa, A. Git
Costa, «La administracién aragonesa como administracién ordinaria», en el volumen colectivo
Estatuto de autonomia de Aragén 2007. Politicas publicas ante el nuevo marco estatutario,
Gobierno de Aragén, Zaragoza, 2010, pp. 301-321.

(48) ). Bermeso Vera, 2010: 583.

(49) M. Diaz MuiRA, «Principios de organizacién y funcionamiento», en el volumen
colectivo Estatuto de autonomia de Aragén 2007. Politicas piblicas ante el nuevo marco
estatutario, Gobierno de Aragén, Zaragoza, 2010, pp. 323-346.
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directas, incluidos los directores generales en régimen de designacién libre,
entre funcionarios (art. 44.4 EAAr1982).

Por lo demds, el Estatuto, acaso anticipdndose al actual debate suscitado
en relacién con instituciones estatales y autonémicas, pero como ya ocurrié en
1982 (art. 44.2 EAAr1982) establece que los érganos e instituciones de la
administracién piblica aragonesa podrdn establecerse en diversas localidades

de Aragén (art. 62.4 EAAr).

V. EL SECTOR PUBLICO AUTONOMICO: CUESTIONES GENERALES

1. Concepto del sector publico autonémico. Entidades que lo inte-
gran

La LRJSPAr es la tercera ley reguladora de la administracién autonémica
aragonesa tras la primera, la Ley 3/1984, de 22 de junio, del Presidente, de
la Diputacién General y de la Administracién de la Comunidad Auténoma de
Aragén (50), y la que la siguid, la Ley 11/1996, de 30 de diciembre, de la
Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragédn, que, tras su modifi-
cacién mediante Ley 11/2000, de 27 de diciembre, de Medidas en Materia
de Gobierno y Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, fue
objeto de refundicién legislativa mediante Decreto Legislativo 2/2001, de 3
de julio, que aprobé el texto refundido de la Ley de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén (51).

La nueva legislacién aragonesa reguladora de su administracién no es
ajena a la expuesta evolucién de la normativa estatal, deudora del impacto de
la integracién europea, la ampliacién del autogobierno aragonés y las crisis
econémica y pandémica. No se trata de una legislacién puramente organi-
zativa, como no lo es la LRJSP. Siguiendo el modelo que esta norma estatal
proporciona, e incorporando también contenidos de la LPAC, la LRJSPAr, junto
a la recientemente refundida Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y
del Gobierno de Aragén, para renovar el régimen juridico del procedimiento

(50) G. FerNANDEZ Farreres, «La Administracién Piblica en Aragén», en el volumen
colectivo Comentarios al Estatuto de Autonomia de la Comunidad Auténoma de Aragén,
dirigido por J. Bermeio Vera, IEAL, Madrid, 1985, pp. 529-544.

(51) J. Bermeio Vera, 2010: 579-630. De especial interés, sobre la evolucién de la
administracién autonémica aragonesa, resultan los trabajos del malogrado M. GiMENEZ ABAD
(2001), «La Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén», en el volumen colectivo
Derecho de las instituciones piblicas aragonesas, Justicia de Aragédn, Zaragoza, pp. 339-
346, y J. M. HernANDEZ DE (A ToRRE, «La administracién aragonesa ante el nuevo Estatuto de
autonomia de Aragén: Génesis, evolucién y perspectivas», en el volumen colectivo Estatuto
de autonomia de Aragdn 2007. Politicas pdblicas ante el nuevo marco estatutario, Gobierno
de Aragén, Zaragoza, 2010, pp. 273-287.
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de elaboracién de disposiciones de cardcter general, aborda la regulacién
del régimen juridico de la administracién piblica autonémica aragonesa, las
especialidades del procedimiento administrativo que le son de aplicacién,
incluidas las relativas al procedimiento de elaboracién de disposiciones de
carécter general, los principios de responsabilidad patrimonial y de la potes-
tad sancionadora y la organizacién y funcionamiento de la Administracién
autondémica y de su sector piblico institucional.

Su dmbito subjetivo comprende todo el sector pdblico autonémico, es decir,
la administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén y su sector piblico
institucional (art. 2.1 LRJSPAr). A su vez, el sector pUblico institucional lo integran
los organismos publicos vinculados o dependientes de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén, ya sean organismos auténomos o entidades
de derecho piblico, las sociedades mercantiles autonémicas, los consorcios
autondmicos, las fundaciones del sector pdblico y las universidades poblicas
integradas en el Sistema Universitario de Aragén (art. 2.2 LRJSPAr). Cada una
de las entidades que integran el sector piblico autonémico aragonés, conforme
a lo que se acaba de precisar, «actia para el cumplimiento de sus fines con
personalidad juridica dnica» (art. 2.4 LRJSPAr), cubriendo asi, en linea con lo
establecido en la legislacién bdsica estatal, la omisién del EAAr.

Siguiendo el modelo de la LRJSP, la norma aragonesa limita la condicién de
administracién poblica a la administracién que pudiéramos denominar general
de la Comunidad Auténoma de Aragén, los organismos auténomos, las entida-
des de derecho publico y los consorcios autonémicos, excluyendo también a
las universidades pdblicas, Gnicamente la de Zaragoza en el caso aragonés.
Tal exclusién, a mi juicio, ha de ser interpretada en el sentido ya apuntado
con anterioridad al analizar la andloga exclusién realizada por la legislacién
estatal, de modo que no cabe negar la condicién de administracién pidblica
a las universidades publicas aragonesas (art. 2.3 LRJSPAr).

No es la expuesta en Aragdn, como ocurre en la normativa estatal, la
dnica definicién del sector piblico autonémico. Otras normas, en las que resulta
perceptible el cada vez mayor influjo del derecho de la Unién, definitorio como
he explicado del sector administraciones piblicas a los efectos de contabilidad
nacional, también definen, a sus propios efectos, lo que por sector piblico ha
de entenderse. Asi, el articulo 2.1.c) de la Ley 11/2009, de 30 de diciembre,
de la Cémara de Cuentas de Aragén, recurrié a conceptos diferentes de los de
la normativa reguladora del sector publico al sustituir el criterio patrimonial por
el funcional para delimitar los organismos, consorcios, empresas, fundaciones,
asociaciones y demds entidades sujetas a fiscalizacién (52). Todavia mds expli-

(52) En el sector piblico estatal se mantiene el criterio patrimonial como determinante de
control de las sociedades estatales en los articulos 114.1 LRISP y 166.1 de la Ley 33/2003,
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cita fue la Lley 1/2017, de 8 de febrero, de medidas de racionalizacién del
régimen retributivo y de clasificacién profesional del personal directivo y del
resto del personal al servicio de los entes del sector pUblico institucional de la
Comunidad Auténoma de Aragén, cuyo articulo 1.e) incluyé en su dmbito de
aplicacién «aquellos ofros entes no incluidos en los apartados anteriores que
determine el departamento competente en materia de hacienda, de acuerdo
con los criterios establecidos en el Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y
Regionales». En cambio, la LSAr, en su articulo 1, al regular objeto y dmbito
subjetivo, evité reproducir otras normas al establecer que «el objeto de esta ley
es establecer medidas de simplificacién administrativa para promover la mejora
de los procesos regulatorios, de gestién y la organizacién de la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragén y su sector piblico», remitiendo impli-
citamente a la normativa reguladora del sector pdblico autonédmico y evitando
problemas interpretativos.

La situacién expuesta no resulta satisfactoria, ni favorece la seguridad
juridica. La rectificacién parece haberse iniciado con la LSAr, pero debiera
consolidarse. Conviene tener presente, a este respecto, el intento del proyecto
de Ley de integridad y ética piblica de superar la situacién expuesta evitando
reproducir, con cambios como suele ser habitual, la definicién «a sus efectos»,
del sector publico u ofros dmbitos subjetivos. Asi, el articulo 2 del proyecto de
Ley evitaba reproducir, una vez mdés, la definicién detallada del dmbito del
sector pUblico remitiendo a normas vigentes que ya lo hacian (53). Pero las

de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Piblicas. En cambio, la normativa
aragonesa de régimen juridico del sector piblico, apartdndose del criterio de la normativa
estatal ha adoptado los criterios de contabilidad nacional que lucen en la citada Ley 11/2009
en el articulo 117.1 LRISPAr. Al respecto, defendiendo la opcién expuesta, A. Peria OcHoa, «La
Cémara de Cuentas de Aragédn», en el volumen colectivo Estatuto de autonomia de Aragdn
2007. Politicas piblicas ante el nuevo marco estatutario, Gobierno de Aragén, Zaragoza,
2010, pp. 234-239, explicando que procede de la concrecién del émbito de las actuaciones
de control financiero de la Intervencién General autonémica.

(53) Dicho articulo 2 del proyecto de ley, en lo que ahora interesa, preveia lo siguiente:
«1. Se entiende por sector piblico de Aragén, a los efectos de esta Ley, el definido como tal
en la normativa reguladora de la Cédmara de Cuentas de Aragédn. 2. Se entiende por sector
piblico autonémico, a los efectos de esta Ley, el definido como tal en la normativa reguladora
de la administracién de la Comunidad Auténoma». En la norma legal vigente, el articulo 3
define el concepto de sector piblico de Aragén, duplicando equivocamente la referencia a las
empresas en las letras a) y d) de su apartado primero, generando inseguridad juridica. Por
su parte, el articulo 4.1, de nuevo generando inseguridad juridica, limita la consideracién de
sector publico autonémico a la administracién general, los organismos piblicos y las empre-
sas, obviando la existencia de otras enfidades, como fundaciones o consorcios, por ejemplo,
que también estdn integradas en el sector publico autonémico. Resulta llamativa, ademds, la
aparente contradiccién entre dicho precepto y el articulo 4.2.f), conforme al cual se extiende la
aplicacién del régimen de autoridad y cargos del sector piblico a los que lo son en entidades
que, segun el articulo 4.1, no forman parte del sector piblico autonémico a los efectos de la
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Cortes de Aragén optaron por incorporar una nueva definicién instrumental,
otra mds, introduciendo leves matizaciones con respecto a lo establecido en
las Leyes a las que el proyecto de Ley remitia, dando lugar a los articulos 2
a 4 de la vigente Ley.

2. Principios generales, organizativos y de funcionamiento, del
sector publico aragonés

Los principios generales a los que el legislador aragonés ha sometido a su
sector publico, como es légico y obligado, son coherentes con lo establecido en
la Constitucién y en la legislacién bdsica estatal. Asi, comienza estableciendo
que «bajo la direccién del Gobierno de Aragén, la Administracién pdblica
sirve con objetividad para los intereses generales y actia de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquia, descentralizacién, desconcentracién y coor-
dinacidn, con sometimiento pleno a la Constitucién, al Estatuto de Autonomia
de Aragdn, a la ley y al derecho» (art. 3.1 LRJSPAr.).

Los principios de actuacién y relacién a los que se sujeta al sector piblico
autonémico son los mismos establecidos en la legislacién estatal (art. 3.1
LRJSP), a los que el legislador aragonés ha afadido el de simplificacién de
procedimientos, agilizacién de trdmites y reduccién de cargas (art. 3.2 LRISPAr).
Ademds, en sus relaciones interorgdnicas o interadministrativas, todos los entes
del sector publico autonémico se relacionardn a través de medios electrénicos
que aseguren la interoperabilidad y seguridad de los sistemas y soluciones
adoptadas por cada una de ellos, garanticen la proteccién de los datos de
carécter personal y faciliten preferentemente la prestacién conjunta de servicios
a las personas interesadas (art. 3.3 LRJSPAr), previsién que contrasta con la
imposibilidad material de acceso de las entidades privadas del sector pdblico,
en todos los niveles de gobierno, a determinadas herramientas de administra-
cién electrénica sélo accesibles a entes pdblicos.

Por lo demds, el legislador aragonés ha asumido expresamente los princi-
pios bdsicos de intervencién de las administraciones piblicas en el desarrollo
de una actividad (art. 3.4 LRJSPAr), principios que han sido desarrollados, y
potenciados, en los titulos preliminar y tercero de la LSAr. Asi pues, cuando
la administracién autonémica establezca medidas que limiten el ejercicio de
derechos individuales o colectivos o exija el cumplimiento de requisitos para
el desarrollo de una actividad, deberd hacerlo conforme al principio de pro-
porcionalidad, eligiendo la medida menos restrictiva, motivando su necesidad

normativa de integridad y ética piblica. No parece que los cambios apuntados sean resultado
de una actuacién reflexiva, pero resulta claro que, con la remisién que realizaba el articulo
2 del proyecto de ley, los errores e inseguridad apuntados no se producian.
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para la proteccién del interés pdblico y justificando su adecuacién para lograr
los fines que se persiguen, sin diferencias de trato discriminatorias, y evaluando
periédicamente los efectos y resultados obtenidos. En todo caso, deberé velar
por el cumplimiento de los requisitos previstos en la legislacién que resulte
aplicable, para lo cual podré comprobar, verificar, investigar e inspeccionar los
hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demds circunstancias que
fueran necesarias, con los limites establecidos en la legislacién de proteccién
de datos de cardcter personal.

3. Potestades y prerrogativas

El legislador aragonés, en linea con el estatal, ha previsto que la adminis-
tracién actuard con personalidad juridica propia y, segin establece el EAAr,
tal cual ha quedado expuesto, que la administracién autondmica gozard, en el
ejercicio de sus competencias, de las potestades y prerrogativas que el orde-
namiento juridico reconoce a la Administracién del Estado (art. 4.1 LRJSPAr).

A titulo enunciativo, tales potestades y prerrogativas son la potestad de
autoorganizacién, la presuncién de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos,
los poderes de ejecucién forzosa, incluida la facultad de apremio, la potestad
expropiatoria, las potestades de investigacién, deslinde y recuperacién de oficio
de los bienes pdblicos, la potestad inspectora y sancionadora, la inembargabi-
lidad de sus bienes y derechos en los términos establecidos en la normativa de
patrimonio, asi como los privilegios de prelacién, preferencia y aquellos otros
reconocidos a la Hacienda Piblica para el cobro de sus créditos, sin perjuicio
de los que correspondan en esta materia a la Hacienda Péblica del Estado y
en igualdad de derechos con las demds comunidades auténomas y la exencién
de toda obligacién de garantia o caucién ante los érganos administrativos o
ante los tribunales de los distintos érdenes jurisdiccionales (art. 4.1 LRJSPAr).
A los organismos piblicos y consorcios autonémicos les corresponden, en todo
caso, la presuncién de legitimidad y ejecutoriedad de sus actos, la inembar-
gabilidad de sus bienes y derechos y la exencién de prestacién de garantia 'y
caucién, asi como aquellas otras que les sean expresamente reconocidas por
el ordenamiento juridico (art. 4.2 LRJSPAr).

VL. LA ADMIN!STRACI()N GENERAL DE LA COMUNIDAD AUTONOMA
DE ARAGON

1. Régimen general y estructura

La administracién autonédmica aragonesa se organiza con criterios funcio-
nales y territoriales. Desde el primer punto de vista, se estructura en departa-
mentos, a los que la Presidencia asigna édmbitos materiales de competencia,
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mientras que, desde la segunda perspectiva, surgen lo que pudiéramos deno-
minar érganos centrales y periféricos, desplegandose en el territorio mediante
las delegaciones territoriales, de dmbito provincial, y otros érganos o unidades
administrativas de dmbito provincial, supracomarcal, comarcal o local que
puedan crearse de acuerdo con la ley (art. 70 LRJSPAr) (54). La creacidn,
modificacién, agrupacién y supresién de departamentos, asi como la determi-
nacién del sector o sectores de la actividad administrativa a los que se exten-
derd la competencia de cada uno de ellos, y la adscripcién de organismos
pUblicos, que debe considerarse deslegalizada a estos efectos, corresponde
aprobarla al Presidente de la Comunidad Auténoma, mediante Decreto de la
Presidencia, habitualmente el primero de cada legislatura, al que siguen los de
nombramiento de los Consejeros (art. 4.8 y 4.10 LPGA, 77.3 LRJSPAr) (55).

Sobre tal base es el Gobierno el que aprueba, también mediante Decreto,
la estructura orgdnica bdsica de la administracién de la Comunidad Auténoma
(art. 12.31 LPGA) (56) y, a iniciativa del departamento competente en materia
de hacienda y propuesta de los diferentes consejeros, la estructura orgdnica
de cada departamento (arts. 10.5 LPGA y 78.2 LRJSPAr). La estructura de la
Presidencia es aprobada mediante Decreto del Presidente de la Comunidad
Auténoma (art. 4.9 LPGA). Como regla general, las normas que establezcan
la organizacién de la administracién autonémica fijardn la estructura que se
considere imprescindible para el adecuado ejercicio de sus competencias y
deberdn distribuir estas entre los diferentes 6rganos, de manera que las unida-
des y los puestos de trabajo se adapten con flexibilidad a los objetivos que,
en cada momento, les sean asignados (art. 75 LRJSPAr).

En la LRISPAr se han incorporado instrumentos para dotar de cierta homo-
geneidad organizativa a la administracién autonémica, siempre garantizando
su funcionalidad. A tal efecto, atribuye competencia a los titulares de los depar-
tamentos competentes en materia de organizacién administrativa, hacienda y
funcién publica para proponer o dictar, en su caso y dentro de su respectivo
dmbito de responsabilidad, normas y directrices sobre organizacién adminis-
trativa, procedimiento, inspeccién de servicios y régimen juridico y retributivo
de la funcién publica, que serén de aplicacién general a todos los departa-

(54) Continda siendo incierto el futuro en la nueva LRJSPAr, como ya apunt en relacién
con la anterior A. Emsid Irujo, 2014: 226-228.

(55) El vigente en la actualidad es el Decreto de 5 de agosto de 2019, del Presidente
del Gobierno de Aragén, por el que se modifica la organizacién de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragédn y se asignan competencias a los Departamentos.

(56) Actualmente, Decreto 93/2019, de 8 de agosto, del Gobierno de Aragén, por el
que se desarrolla la estructura orgdnica bdsica de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragdn, que asigna también la tutela por los departamentos de las entidades del
sector publico, modificado mediante Decreto 112/2020, de 25 de noviembre, del Gobierno
de Aragén.
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mentos y al sector pUblico autonémico, sin perjuicio del respeto al principio de
reserva de ley y del cumplimiento de la normativa sectorial correspondiente.
Ademds, la inspeccién de servicios podré proponer a los demds departamentos
la modificacién de sus estructuras organizativas cuando asi se establezca en
los planes de modernizacién o racionalizacién de carécter general que hayan
sido aprobados por el Gobierno de Aragén (art. 76.1 LRJSPAr). También se
incorporan una serie de medidas de control del gasto vinculado a la aprobacién
o modificacién de la estructura orgdnica (57).

Aun cuando no se haya llegado en absoluto a poner en cuestién la tradi-
cional estructura departamental, resulta perceptible en Aragén cierta evolucién
en las formas de abordar el ejercicio de las competencias departamentales arti-
culando instrumentos legales para la gestién interdepartamental o interadminis-
trativa por proyectos. El ejercicio colaborativo y coordinado de las respectivas
competencias se ha revelado como una formidable palanca de agilizacién y
simplificacién de la actuacién administrativa, pero la estructura departamental,
no siempre permeable, persiste, potenciada en los Gltimos afios por la existencia
generalizada de gobiernos de coalicién. La LSAr parte, en este dmbito, de
criterios que permiten adaptar las medidas colaborativas y coordinadoras al
&mbito especifico en que hayan de aplicarse, ya sea un proyecto concreto, un
sector econdmico especifico o un procedimiento. Por ello, los instrumentos que
podrén utilizarse son diversos, desde convenios o protocolos hasta érdenes de
gestién coordinada, todo ello sujeto a evaluacién permanente de las mejoras
de eficacia y eficiencia alcanzadas. Ademds, habida cuenta de la debilidad
estructural de la planta administrativa, consecuencia directa de la dispersién
y baja densidad de la poblacién, las administraciones pdblicas competentes
en materia de cooperacién y asistencia a los gobiernos locales podrén adop-
tar las medidas instrumentales y de fomento necesarias, incluido el ejercicio,
mediando las técnicas de relacién interadministrativa mds adecuadas, de las
facultades de intervencién, inspeccién y sancién en materia de actividades
econdémicas (art. 10 LSAr).

Entre las técnicas de colaboracién y coordinacién reguladas en la reciente
legislacion de simplificacién destaca la gestién coordinada de procedimientos,
que consiste en el establecimiento de un marco de trabajo instrumental, orga-
nizativo y temporal para el ejercicio de una competencia o del conjunto coor-
dinado de las competencias que corresponden a diferentes Administraciones
pUblicas, organismos piblicos u érganos administrativos, para la autorizacién
de una actividad o proyecto concrefos o de sectores econémicos especificos

(57) Los apartados segundo, tercero y cuarto del articulo 76 LRISPAr establecen, en este
sentido, la aprobacién de directrices sobre gastos de personal para todo el sector publico, la
evaluacién econémica de las propuestas de estructura y el informe preceptivo del departamento
competente de hacienda cuando impliquen incremento de gasto.
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(art. 11.1 LSAr). La gestién coordinada se acuerda por orden del departamento
competente o, cuando lo sean varios, por orden conjunta, y mediante convenio
cuando se trate de distintas Administraciones publicas.

Las 6rdenes, o convenios, de gestién coordinada de procedimientos
establecerdn el marco instrumental, organizativo y temporal de la gestidn
coordinada, incluyendo de forma detallada las medidas de coordinacién y
colaboracién aplicables, asi como, muy especialmente, el horizonte temporal
de gestién coordinada determinando el momento en que se prevea la emisién
de las resoluciones sustantivas o ambientales precisas para el desarrollo de la
actividad o proyecto. Deberd también precisarse la documentacién que deberd
elaborarse y presentarse para hacer posible la gestiéon coordinada, conforme
a la regulacién de los procedimientos que constituyan su objeto. Finalmente,
desde una perspectiva organizativa, deberd también identificarse a la persona
responsable de la gestién coordinada, entre empleados publicos, autoridades o
cargos del sector piblico autonémico, siempre con conocimientos especializa-
dos en la materia de que se trate, y los empleados piblicos que actien como
enlace en los diferentes departamentos y organismos para el procedimiento
de gestién coordinada. Tiempos, expedientes y personas son asi objeto de
coordinacién para conformar una actuacién previsible, anticipando los proble-
mas e identificados a los agentes intervinientes (art. 11.3 LSAr). Las érdenes
o convenios de gestién coordinada podrdn también establecer especialidades
procedimentales previendo que cuando un érgano deba emitir informe en
varios de los procedimientos coordinados, los emita todos simulténeamente
mediante un Unico informe, con cuantos pronunciamientos correspondan al
érgano competente, asi como la resolucién simultdnea de los procedimientos
de que se trate, cuando resulte legalmente posible, o la programacién de su
resolucién sucesiva y coordinada en el tiempo para incrementar la previsibilidad
y certidumbre de la actuacién administrativa, todo ello en el marco temporal
de la gestién coordinada que se haya previsto (art. 11.4 LSAr).

La actuacién coordinada puede exigir en ocasiones, no siempre, personal,
especialmente cuando se trate de gestién masiva y no automatizable. Es por ello
por lo que la legislacién aragonesa de simplificacién, como hicieron normas
que la precedieron concebidas para la gestién de la pandemia, regulé de
forma estable las que denomina unidades transitorias de apoyo a la gestién,
que pueden crearse también por orden, incluso de gestién coordinada, bien
con esta finalidad especifica, bien mediante orden especifica para colaborar
en la gestion masiva y ocasional de procedimientos (art. 12.1 LSAr). Serd la
orden de creacién la que determine su composicién, dependencia funcional,
vigencia y tareas, teniendo presente que no podrd suponer incremento de
gasto de personal y que para la dotacién de estas unidades podrd aplicarse el
régimen especial de atribucién temporal de funciones (art. 12.2, 3 y 4 LSAr),
régimen que tiene cardcter instrumental por razones de urgencia o inaplaza-
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ble necesidad, debidamente justificadas, mediando negociacién colectiva, el
desempefio temporal en atribucién de funciones de cardcter forzoso para la
realizacién de funciones, tareas o responsabilidades, que podran ser distintas
a las correspondientes a su puesto de trabajo o funcién, en el mismo o en
distinto departamento u organismo puiblico y para la gestién coordinada de
procedimientos o cuando, por causa de su mayor volumen temporal u otras
razones coyunturales, no puedan ser atendidas con suficiencia por el personal
que desempefie con cardcter permanente los puestos de trabajo o funciones
que tengan asignadas (art. 13 LSAr).

La parte superior de la estructura jerdrquica departamental la ocupan los
érganos superiores y directivos. Los primeros son los vicepresidentes, si existen, y
los consejeros, como titulares de los departamentos, son los 6rganos superiores de
la Administracién de la comunidad auténoma (art. 71.1 LRJSPAr). Los segundos,
bajo la dependencia de los anteriores, son los secretarios generales técnicos y
los directores generales, dependientes de los anteriores, asi como el secretario
general de la presidencia, dependiente del presidente (art. 72.2 LRJSPAr). Todos
los érganos superiores y directivos tienen la condicién de alto cargo (art. 72.3
LRISPAr), lo cual tiene relevancia a efectos de la aplicacién de la normativa de
infegridad y ética publica y, en su caso, de la normativa de funcién piblica.

Bajo la dependencia de los érganos superiores y directivos y conformados
por las unidades administrativas que se les asignen existen los servicios, en
la organizacién central, y los servicios provinciales, en la periférica (art. 73
LRJSPAr). Asi pues, dentro de los departamentos, como en la administracién
general del Estado, las unidades administrativas y los puestos de trabajo son
los elementos organizativos bdsicos de la Administracién de la comunidad
auténoma (art. 74.1 LRJSPAr), sobre los cuales se configuran los servicios y los
diferentes 4rganos que conforman la estructura orgdnica departamental. Toda
unidad administrativa estd integrada por puestos de trabajo vinculados por las
funciones que tengan atribuidas y por una jefatura comin (art. 74.2 LRJSPAr),
que asume la responsabilidad de la adecuada realizacién de las funciones que
se atribuyan a la unidad, entre otras funciones (art. 74.4 LRSJPAr). Se crean,
modifican y suprimen a través de las relaciones de puestos de trabajo, de
acuerdo con lo que dispongan las normas sobre modificacién de estructuras
que apruebe el Gobierno de Aragén a propuesta del titular del departamento
competente en materia de funcién piblica (art. 74.3 LRJSPAr).

Ya en la estructura periférica de la administracién autondémica, la figura
preeminente es el delegado territorial del Gobierno de Aragén, que tiene
nivel orgdnico de director general (art. 72.2 LRJSPAr) y, consecuentemente, la
condicién de alto cargo (art. 72.3 LRJSPAr).

Pueden adscribirse directamente cualesquiera érganos u organismos publi-
cos a la Presidencia (art. 77.3 LRJSPAr).
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2. Los departamentos. La administracién autonémica central

Como ha quedado expuesto, la administracién autonémica aragonesa
se organiza en departamentos, cada uno de los cuales comprenderd uno o
varios sectores de la actividad administrativa (art. 77.1 LRISPAr). Los depar-
tamentos tienen una estructura u organizacién central y otra periférica. A la
segunda dedicaremos el siguiente apartado de este epigrafe, abordando ahora
la organizacién central.

La estructura central de los departamentos se conforma, bajo la depen-
dencia de sus respectivos consejeros, asistidos por sus respectivos gabinetes,
al igual que presidente y vicepresidente (art. 28 LPGA), por las direcciones
generales, las secretarias generales técnicas, con nivel orgénico de direccién
general, y los servicios (art. 78.1 LRJSPAr). Los servicios podrdn estar integrados
en direcciones generales o depender directamente de los consejeros o, en su
caso, de los secretarios generales técnicos (art. 78.5 LRJSPAr).

La direccién general es la divisién orgdnica fundamental de los departa-
mentos y dirige técnicamente, gestiona y coordina una o de varias dreas funcio-
nalmente homogéneas (art. 78.3 LRJSPAr), integrando los servicios necesarios
para el cumplimiento eficaz de las funciones que les sean asignadas (art. 78.4
LRJSPAr). A los directores generales, que son nombrados libremente mediante
decreto del Gobierno de Aragén, a propuesta del consejero competente y sin
necesidad de que lo sean entre funcionarios, para el desarrollo de su funcién
directiva, corresponden las facultades de direccién, gestién y coordinacién de
los servicios integrados en su direccién general, velando por su buen funciona-
miento, la gestién de los recursos humanos, financieros y materiales a su cargo,
la propuesta al consejero de los proyectos de su direccién general para lograr
los objetivos institucionales, asi como la direccién de su ejecucién y el control
de su cumplimiento, la elevacién al consejero o consejera de las propuestas de
resolucién que deba adoptar en materias que afecten a su direccién general y
cuantas otras facultades se les atribuyan legal o reglamentariamente (art. 78.1
y 2 LRJSPAr.) Sus decisiones administrativas adoptan la forma de resolucién
(art. 78.3 LRISPAY).

Las secretarias generales técnicas, bajo la dependencia del consejero, cuyos
titulares son nombrados y cesados por Decreto del Gobierno a propuesta suya,
tienen competencias horizontales en todo el departamento y asumen, sin configu-
rarse como érganos superiores y dada la inexistencia en Aragén de la figura de
los viceconsejeros, el rol de segunda autoridad del departamento. Asi se pone
de manifiesto al comprobar como, entre sus competencias, se incluyen las de
representacién del departamento en ausencia o por delegacién del consejero,
asistencia a las reuniones del Gobierno, cuando sean requeridos al efecto, para
informar de asuntos especificos del drea de responsabilidad que les haya sido
atribuida, y asistencia a las comisiones delegadas del Gobierno en caso de
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imposibilidad de asistencia del consejero o por delegacién de este [art. 79.1.q),
b) y c) LRISPAr], asi como, expresamente, el ejercicio de las competencias que la
persona fitular del departamento les delegue [art. 79.1.d) LRISPAr]. Sus compe-
tencias, por lo demés, basculan entre la colaboracién directa con el consejero,
bajo su dependencia siempre, para el adecuado desempefio de sus funciones,
asesordndole técnicamente, planificando sus métodos de actuacién o proponiendo
criterios organizativos [art. 79.1.e), f) y g) LRISPAr]; su funcién de intendente del
conjunto del departamento ostentando la jefatura del personal, supervisando
la contratacién, coordinando la redaccién y gestionando el presupuesto y los
servicios comunes del departamento, sin perjuicio de que se le asignen otros
[art. 79.1.j), k), 1), m) y A) LRISPAr]; y un genérico y amplio rol de coordinacién,
en relacién con el Estado, de las direcciones generales, del plan o programa
normativa, de la transparencia u otras [art. 79.1.i), n), o) y p)], todo ello sin per-
juicio de las demds competencias que se le asignen legal o reglamentariamente
[art. 79.1.9) LRISPAr]. Sus decisiones administrativas, como en el caso de los
directores generales, adoptan también la forma de resolucién (art. 79.3 LRISPAT).

Expresién de la apuntada configuracién de las secretarias generales técni-
cas como segunda autoridad del departamento, y de su estrecha colaboracién
con el consejero y funciones de coordinacién, es la comisién de secretarios
generales técnicos. La integran el secretario general de la Presidencia, los
secretarios generales técnicos y los miembros del Gobierno que designe el
Gobierno y sus reuniones tienen carécter preparatorio de las sesiones del
Gobierno, sin que pueda, en ningln caso, adoptar decisiones o acuerdos por
delegacién del Gobierno (art. 26 LPGA) (58).

Aun cuando tengan rango orgdnico de direccién general, existen érganos
directivos en la estructura central de la administracién autonémica que, por sus
funciones, son objeto de regulacién especifica. Es el caso de la Intervencién
General, integrada orgdnicamente en el departamento competente en materia
de hacienda (art. 78.6 LRISPAr), y la Secretaria General de la Presidencia,
directamente dependiente del Presidente y a la que corresponden en su dmbito
las mismas competencias que se atribuyen a quienes ostenten la titularidad
de las secretarias generales técnicas y aquellas que le sean atribuidas por el
presidente o presidenta del Gobierno (art. 79.4 LRJSPAr). Ademds, para el
nombramiento y cese del titular de la secretaria general se aplica un régimen
especifico, pues corresponde directamente al presidente (art. 4.16 LPGA).

(58) Actualmente, su presidencia corresponde, en virtud de la interpretacién conjunta
de los Decretos de 5 de agosto de 2019, en relacién con los de 5 de julio de 2015y 15
de julio de 2011, al Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales, segin prevé
expresamente, ademds, el articulo 2.2 del Decreto 6/2020, de 10 de febrero, del Gobierno
de Aragén, por la que se aprueba la estructura orgdnica del Departamento de Presidencia y
Relaciones Institucionales.
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Los jefes de servicio, responsables de los mismos ante el 6rgano superior
o directivo del que dependan, son nombrados por el Gobierno de Aragén,
a propuesta del consejero, entre funcionarios de carrera de nivel superior
(art. 81 LRISPAr). La forma habitual de provisién de las jefaturas de servicio,
que la legislacién de régimen juridico del sector piblico remite a la de fun-
cién publica, es el procedimiento de libre designacién (arts. 81.2 LRJSPAr y
17.5 del texto refundido de la Ley de ordenacién de la funcién piblica de
Aragén, aprobado mediante Decreto legislativo 1/1991, de 19 de febrero).
Sus decisiones administrativas adoptan también la forma de resolucién (art.

81.3 LRISPAr).

3. Las delegaciones territoriales. La Administracién autonémica
periférica

Los representantes permanentes del Gobierno de Aragédn en cada provin-
cia son los delegados territoriales (art. 27.1 LPGA) (59), nombrados mediante
Decreto a propuesta del Departamento del que dependan, en principio el
competente en materia de relaciones institucionales (art. 86.3 LRJSPAr) (60),
que les dotard de medios adecuados para el cumplimiento de su funcién (art.
86.4 LRJSPAr). Los delegados territoriales pueden ser invitados a las reunio-
nes del Gobierno cuando se trate algin tema de especial interés para dichas
provincias (art. 27.2 LPGA).

En su condicién de representantes del Gobierno en la respectiva provincia,
los delegados territoriales ejercerdn las funciones de direccién, impulso, coordi-
nacidn y supervision de los servicios y organismos pdblicos de la administracién
autondmica aragonesa en su dmbito ferritorial (art. 86.1 y 2 LRJSPAr).

(59) Desde la modificacién del articulo 18 de la Ley 1/1995, de 16 de febrero, del
Presidente y del Gobierno de Aragén mediante Ley 11/2000, de 27 de diciembre, de Medi-
das en Materia de Gobernacién y Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén,
la normativa reguladora de la Presidencia y del Gobierno de Aragédn eliminé la restriccion
de la figura del delegado territorial a las provincias de Huesca y Teruel que, sin embargo,
se mantiene en el Decreto 74/2000, de 11 de abril, del Gobierno de Aragén, de reorga-
nizacién de la Administracién Periférica de la Comunidad Auténoma de Aragén, pese a su
modificacién mediante Decreto 153/2009, de 9 de septiembre, del Gobierno de Aragén,
por el que se modifican determinados preceptos del Decreto 74/2000, de 11 de abril, del
Gobierno de Aragén, de reorganizacién de la administracién periférica de la Comunidad
Auténoma de Aragén.

(60) Independientemente de la expresa previsién legal, ya ocurria asi en la X Legislatura,
como en la anterior, en virtud de la interpretacién conjunta de los Decretos de 5 de agosto de
2019, en relacién con el de 5 de julio de 2015, dependen del Departamento de Presidencia
y Relaciones Institucionales, segin prevé expresamente, ademds, el articulo 3.3 del Decreto
6/2020, de 10 de febrero, del Gobierno de Aragén, por la que se aprueba la estructura
orgdnica del Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales.
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La LRJSPAr establece que la regulacién de la organizacién territorial de
la Administracién de la comunidad auténoma se establecerd mediante decreto
del Gobierno de Aragén (art. 83.1 LRISPAr), atendiendo a los objetivos y a las
necesidades de cada departamento u organismo publico (art. 83.2 LRJSPAr).
A este respecto, sobre la base de la regulacién general realizada en su dia
mediante Decreto 74/2000, de 11 de abril, del Gobierno de Aragén, de
reorganizacién de la administracién periférica de la Comunidad Auténoma
de Aragén, modificado mediante Decreto 153/2009, de 9 de septiembre,
son los decretos de estructura orgdnica de los diferentes departamentos los
que concretan la estructura, organizacién y competencias de sus respectivas
administraciones periféricas (al respecto, art. 84.3 LRJSPAr). En todo caso, en
la administracién periférica se combinan estructuras departamentales, como son
los servicios provinciales de los departamentos, con otras interdepartamentales,
de &mbito territorial, que son las oficinas delegadas.

Los servicios provinciales son los érganos administrativos provinciales de
mayor rango de cada departamento (art. 84.1 LRJSPAr). Al frente de cada
uno de ellos habré un director, cuyas decisiones administrativas adoptarén la
forma de resolucién. Su nombramiento se realiza por decreto del Gobierno
de Aragédn, a propuesta de quien sea titular del departamento al que esté
adscrito, entre personal funcionario de carrera de nivel superior, de acuerdo
con lo establecido en la legislacién sobre funcién piblica (art. 84.2 LRJSPAr).
Bajo la dependencia del director, existe también en los servicios provinciales
una secretaria, provista por concurso, que tiene a su cargo la gestién de las
funciones de cardcter horizontal que afecten al conjunto de las unidades admi-
nistrativas que conforman el servicio provincial (art. 10 del Decreto 74,/2000).

Finalmente, las oficinas delegadas de cardcter interdepartamental, que
se crean por el Gobierno de Aragén a propuesta del titular del Departamento
competente en materia de relaciones institucionales, comprenden una o varias
delimitaciones comarcales, segin las caracteristicas geogrdficas, demogrdficas
o sociales de las mismas (art. 83.3 LRISPAT).

VII. EL SECTOR PﬂBLICp INSTITUCIONAL DE LA COMUNIDAD AUTO-
NOMA DE ARAGON

1. Tipologia de entes del sector publico institucional y régimen de
participacion en otros entes

Junto a la administracién general, conforma el sector piblico autonémico el
sector publico institucional, integrado por los organismos piblicos vinculados o
dependientes de la administracién autonémica, dentro de los cuales se incluyen
los organismos auténomos y las entidades de derecho puiblico, las sociedades
mercantiles autonémicas, los consorcios autonémicos, fundaciones del sector
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pUblico y las universidades poblicas integradas en el Sistema Universitario de
Aragén (art. 85.1 LRJSPAT).

Nos encontramos ante una lista cerrada de posibles entidades, pues la ley
ha establecido con claridad que ni la administracién autonémica ni ninguna
entidad de su sector pdblico institucional podrén, por si mismas o en cola-
boracién con otras entidades piblicas o privadas, crear, ni ejercer el control
efectivo, directa ni indirectamente, sobre ningun otro tipo de entidad distinta de
las enumeradas en este articulo, con independencia de su naturaleza y régimen
juridico, salvo las estrictamente necesarias para el desarrollo de su actividad
reguladas en la legislacién sectorial, sin perjuicio de la posible participacién de
la Comunidad Auténoma de Aragén en organismos internacionales o entidades
de dmbito supranacional o en los organismos de normalizacién y acreditacién

nacionales (art. 85.2 LRJSPAr, similar al art. 84.2 LRJSP) (61).

La limitacién anterior ha de entenderse referida al tipo de entidades,
sin que llegue a impedir la participacién de la administracién autonémica en
ofros entes, instituciones o asociaciones, segin ha previsto la propia Ley. Sin
embargo, para que cualquier entidad del sector piblico autonémica pueda
participar en estas ofras entidades se requiere acuerdo previo del Gobierno
de Aragén (art. 88.1 LRJSPAr), adoptado previo informe del departamento
competente en materia de hacienda que analizard las implicaciones presupues-
tarias, contables y patrimoniales de la propuesta de participacién (art. 88.2
LRJSPAr). Ademds, tales acuerdos, una vez adoptados, deberdn ser remitidos
a las Cortes de Aragén (art. 88.3 LRJSPAT).

2. Régimen general, principios de actuacién y evaluacién continua

Las entidades que integran el sector publico institucional de la Comuni-
dad Auténoma de Aragén se rigen, en primer lugar, por lo establecido en la
LRJSPAr, asi como por las disposiciones bdsicas de la LRJSP (capitulos | y VI
del Titulo Il y en los articulos 129 y 134), asi como por ofra normativa que
les resulte de aplicacién, segin la tipologia y naturaleza de cada ente (art.
87 LRJSPAr). El legislador aragonés ha optado por no regular especificamente
requisitos adicionales para los medios propios, aunque si ha desarrollado la
aplicacién de los encargos de ejecucidén a medios propios sin incluir requisitos
adicionales (art. 57 LRISPAr), lo cual excluye la aplicacién de lo establecido en
el articulo 86 LRJSP, dado su carécter no bdsico pese a la remisién que realiza,
para los medios propios de dmbito estatal, el articulo 32 de la Ley 9/2017,

(61) Aun integrandola en el sector piblico institucional, se salvaguarda el régimen
aplicable a las universidades pdblicas, que serd el establecido en su normativa especifica
y, supletoriamente, el establecido en la propia ley aragonesa de régimen juridico (art. 84.3
LRISPAY).
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de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Piblico, por la que se transponen
al ordenamiento juridico espafiol las Directivas del Parlamento Europeo y del

Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

En su actuacién estdn sometidos a los principios de legalidad, eficiencia,
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, asi como a los principios
de integridad y transparencia en su gestién, sometiendo su politica de perso-
nal, incluido el laboral propio de la entidad, a las limitaciones previstas en
la normativa presupuestaria y en las previsiones anuales de los presupuestos

generales (art. 86.1 LRISPAr).

Las entidades integrantes del sector publico institucional de la Comunidad
Auténoma de Aragén estén sometidas al control de eficacia y supervisién con-
tinua (art. 91 LRISPAr), con objeto de comprobar la subsistencia de los motivos
que justificaron su creacién y su sostenibilidad financiera, y que deberé incluir
la formulacién expresa de propuestas de mantenimiento, transformacién o extin-
cién (art. 86.2 LRJSPAr). El control de eficacia de las sociedades mercantiles
autondmicas corresponde al departamento o entidad de gestién y el del resto
de entidades del sector piblico institucional autonémico al departamento de
adscripcién.

Con objeto de facilitar dicho control de eficacia y supervisién continua,
asi como de evaluar su necesidad y funcionamiento, las entidades del sector
publico institucional deberdn contar, desde su creacién o desde el inicio de la
participacién de cualquier entidad del sector piblico autonémico, de un plan
de actuacién comprensivo de las lineas estratégicas que habran de regir la
actuacién de la entidad. Dicho plan inicial de actuacién se desarrollaré con
planes anuales anejos a sus presupuestos con los objetivos y lineas fundamen-
tales de actuacién para cada ejercicio (art. 91.1 LRJSPAr).

En particular, el objetivo del control es evaluar el cumplimiento de los
objetivos propios de la actividad especifica de la entidad y la adecuada utili-
zacién de los recursos, de acuerdo con lo establecido en su plan de actuacién
y sus actualizaciones anuales. Para ello, cada afio, en el primer trimestre, el
departamento o entidad de gestién o el departamento de adscripcién elabo-
rard un informe sobre sus entidades dependientes en el que se verificard, con
base a la informacién econémico-financiera y de gestién relativa al ejercicio
inmediatamente anterior, al menos, la subsistencia de las circunstancias que
justificaron su creacién o participacién y el cumplimiento de los objetivos del
plan anual de la entidad (art. 91.2 LRISPAr). Corresponde a la Intervencién
General de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, a la que
se remitirén dichos los informes elaborados por los departamentos o entidad
de gestién o los departamentos de adscripcién, realizaré las actuaciones de

planificacién, ejecucién y evaluacién correspondientes a la supervisién continua
(art. 91.3 LRISPAY).
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Los resultados de la evaluacién efectuada tanto por el departamento o
entidad de gestién o el departamento de adscripcién como por la Intervencién
General de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén se ele-
vardn para su conocimiento al Gobierno de Aragén antes del treinta de junio
de cada ejercicio presupuestario (art. 91.4 LRJSPAr).

3. Registro de entes de la Comunidad Auténoma de Aragén

En el marco de lo establecido en los articulos 82 y 83 de la LRISP, bésicos,
se ha regulado en Aragén el registro de entes de la Comunidad Auténoma
de Aragén, configurado como un registro administrativo, de acceso puiblico
(art. 89.4 LRISP) y cuya llevanza corresponde a la Intervencién General de
la Comunidad (art. 89.2 LRJSPAr), que contiene la informacién relativa a los
siguientes todos los integrantes del sector piblico autonémico y cualesquiera
otros entes no integrados en el sector piblico autonémico en los que partici-
pen los érganos y entidades del sector pdblico institucional de la Comunidad
Auténoma de Aragén, cualquiera que sea su naturaleza juridica y porcentaje
o forma de participacién (art. 89.1 LRISPAr) (62). Los mdximos responsables
de los departamentos o entidades de tutela o adscripcién deberdn remitir a la
Intervencién la informacién precisa para la inscripcién en un plazo no superior
a veinte dias hdbiles a contar desde la creacién, extincién o modificacién de
la participacién en cualesquiera de las entidades (art. 89.3 LRJSPAr).

Ademds, las entidades del sector pUblico institucional autonémico deberdn
inscribirse en el inventario estatal de entidades del sector piblico estatal, auto-
némico y local. A tal efecto, los maximos responsables de los departamentos o
entidades de tutela comunicardn a la Intervencién General de la Administracién
de la Comunidad la informacién necesaria para la inscripcién definitiva de
actos relativos a la creacién, transformacién o extincién de entes en plazo no
superior a veinte dias hdbiles contados desde la realizacién del acto inscribi-
ble (arts. 0.1 y 90.2 LRJSPAr). En todo caso, la Intervencién General de la
Comunidad ser& competente para revisar y depurar el inventario de entidades
del sector publico estatal, autonémico y local respecto de los entes que forman
parte del sector publico institucional autonémico (art. 90.3 LRJSPAr).
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RESUMEN: La Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen Juridico
del Sector Publico Autonémico de Aragén, incorpora una completa regulacién de la
administracién general de la Comunidad Auténoma de Aragédn, basada en la tradicional
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estructura departamental, y de los organismos publicos de ella dependientes, incorpo-
rando y desarrollando, ademds, las normas bdsicas més recientes.

Palabras clave: Comunidad Auténoma de Aragén; Administracién piblica; Sector
poblico.

ABSTRACT: Law 5/2021, of June 29, on the Organization and Legal Regime of the
Autonomous Public Sector of Aragon, incorporates a complete regulation of the general
administration of the Autonomous Community of Aragon, based on the traditional depart-
mental structure, and of public bodies dependent on it, incorporating and developing, in
addition, the most recent basic rules.

Key words: Aragon Autonomous Community; Public Administration; Public Sector.

I. LA AQMINISTRACIéN DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DE
ARAGON

1. El Estatuto de Autonomia y la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén

La Ley Orgénica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de
Autonomia de Aragén, dedica su Titulo lll a la Administracién Piblica en
Aragén. En los articulos 61 y 62 se recogen las disposiciones generales y los
principios de organizacién y funcionamiento de la Administracién. Ya en la
Ley Orgdnica 8/1982, de 10 de agosto, por la que se aprueba el Estatuto
de Autonomia de Aragén dedicaba su Titulo lll a la Administracién de la
Comunidad Auténoma, concretamente los articulos 43 y 44, si bien en cada
texto encontramos lo propio de su momento.

Los articulos 61y 62 del Estatuto de Autonomia reconocen la competencia
de la Comunidad Auténoma para crear y organizar su propia administracién,
que ostentara la condicién de ordinaria el ejercicio de sus competencias y
enumera los principios de su organizacién y funcionamiento. Introduce el nuevo
Estatuto los principios de buena fe y de confianza legitima, lealtad institucional,
transparencia y servicio efectivo a los ciudadanos ausentes en el ordenamiento
juridico en 1982 y reproduce los previstos en la Constitucién y los clésicos de
nuestro derecho administrativo (1).

2. Antecedentes
A) Ley 3/1984, de 21 de junio
La Ley-3/1984, de 22 de junio, del Presidente. de la Diputacién General

de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén es la primera ley
en esta materia, regulaba la Administracién de la Comunidad Auténoma en
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un marco normativo totalmente diferente y atendiendo a un nivel de competen-
cias que nada tiene que ver con la actualidad. No obstante, algunas de sus
previsiones han llegado hasta la legislacién hoy vigente como la organizacién
departamental de la Administracién y las direcciones generales como centros
directivos integrados por diversas unidades. Por ofra parte, la Ley 4/1986, de
4 de junio, de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragén en su art. 6
contemplaba la existencia de organismos auténomos. Estos debian ser creados
por ley, se clasificaban en organismos auténomos de cardcter administrativo y
de cardcter comercial, industrial, financiero o andlogo. Y, el art. 7.1, definia
las empresas de la comunidad auténoma.

B) La Ley de la Administracién de la Comunidad Auténoma de
Aragén (en adelante LAAr)

Esta ley, en un nuevo marco normativo y con una Administracién que ha
asumido nuevas e importantes competencias, determina un régimen juridico de
las Administracién de la comunidad auténoma que se mantiene en la nueva
ley. Y regula los organismos publicos (organismos auténomos y entidades de
derecho piblico), empresas piblicas, una breve y no originaria regulacién
de las fundaciones privadas de iniciativa piblica pero no recoge disposicién
alguna sobre los consorcios.

3. La Administraciéon de la Comunidad Auténoma de Aragén en
la Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen
Juridico del Sector Publico Autonémico de Aragén (en adelante
LORJAr)

A) Los principios organizativos

a) El art. 70 recoge los principios organizativos («divisién funcional en
departamentos y gestién territorial mediante delegaciones territoriales de dmbito
provincial, asi como otros érganos o unidades administrativas de dmbito pro-
vincial, supracomarcal, comarcal o local que se creen de acuerdo con lo
establecido en esta ley») en clara concordancia con lo establecido en el art.
7 de la LAAr. Como viene siendo habitual en la Administracién de la comu-
nidad auténoma se posibilita la estructura provincial y comarcal, pero queda
pendiente de su desarrollo por la estructura de cada departamento. Se man-
tiene, desde el nacimiento de la administracién de la comunidad auténoma
las delegaciones ferritoriales de édmbito provincial.

b) Sefiala como érganos superiores son los vicepresidentes o vicepresi-

dentas, en su caso, y las consejeras y consejeros, como titulares de los depar-
tamentos y como érganos directivos a las personas titulares de la Secretaria
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General de la Presidencia, de las secretarias generales técnicas y de las
direcciones generales se configuran como érganos directivos (art. 71) Frente
a la regulacién precedente desaparecen los viceconsejeros. Se mantiene la
posibilidad de configurar la administracién con una vicepresidencia. Tanto
unos como otros tiene la condicién de alto cargo lo cual resulta determinante
para la aplicacién de la legislacién sobre ética piblica, conflictos de interese
e incompatibilidades.

c) Los delegados y las delegadas territoriales del Gobierno de Aragén,
figura politica clave en la Administracién de la Comunidad Auténoma, tienen
el nivel orgdnico de director general y consideracién de altos cargos. Su
regulacién se regird por lo previsto en esta ley y por la Ley del Presidente y
del Gobierno de Aragén (art. 2). En la LPGA se le considera los represen-
tantes permanentes del Gobierno de Aragén en sus provincias respectivas,
podrén ser invitados a las reuniones del Gobierno cuando se trate algin
tema de especial interés para dichas provincias y serdn nombrados mediante
Decreto por el Gobierno a propuesta del Consejero del Departamento del que
dependan (art. 24). La dependencia de los delegados territoriales ha tenido
ciertas modificaciones a lo largo de la historia ya que si bien era tradicional
su dependencia del departamento de presidencia también lo ha hecho del
competente en materia de politica territorial. La nueva ley establece que serdn
nombrados mediante decreto por el Gobierno, a propuesta de la persona
titular del departamento competente en materia de relaciones institucionales
(art. 83.3).

d) Por dltimo, al margen de los érganos indicados existirdn servicios en la
organizacién central y podrdn existir servicios provinciales en la organizacién
periférica (art. 73). Una disposicién en igual sentido tenia la LAAr.

e) Los elementos organizativos bdsicos recogidos en el art. 74 contindan
el modelo previsto en la LAAr sin perjuicio de su adaptacién al lenguaije inclu-
sivo. Los elementos organizados bdsicos son las unidades administrativas y los
puestos de trabajo. Para su adecuado funcionamiento es imprescindible que
las relaciones de puestos de trabajo y las estructuras de los departamentos
sean correctas y estén debidamente actualizadas. También se recoge el prin-
cipio de responsabilidad en la funcién y de impulso en la aplicacién de los
principios en las personas titulares de las jefaturas de los érganos y unidades
administrativas en las tareas que tengan encomendadas.

f) Sobre las normas que establezcan la organizacién de la Administracién
de la comunidad auténoma se repite lo recogido en la LAAr lo cual es légico
porque se trata de cuestiones técnicas no afectadas por la legislacién bésica
del Estado (art. 75). Se habilita a los titulares de los departamentos competentes
en las materias de organizacién administrativa, hacienda y funcién piblica
para proponer normas y directrices sobre organizacién administrativa de apli-
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cacién general a todos los departamentos y al sector piblico autonémico y al
departamento competente en materia de inspeccién de servicios para proponer
a los demds departamentos la modificacién de sus estructuras dentro los pla-
nes de modernizacién o racionalizacién de cardcter general que hayan sido
aprobados por el Gobierno de Aragédn. Se atribuye al Gobierno de Aragén la
competencia para aprobar las directrices a las que deberdn ajustarse los gastos
de personal de la Administracién de la comunidad auténoma y de su sector
pUblico institucional y que deben recogerse en el proyecto de presupuestos. Por
ofra parte, ya se regulan, al margen de las futuras previsiones reglamentarias,
como deben tramitarse las propuestas sobre modificacién de estructuras de los
diversos departamentos. Cuestiones de escasa relevancia publica pero muy
importantes en la actividad administrativa habitual (art. 76).

B) Los Departamentos y su estructura interna

a) Siguiendo el modelo establecido en la primera ley de la Administracién
esta se organiza en departamentos que «comprenderd uno o varios sectores
de la actividad administrativa». Corresponde al titular de la presidencia crea-
cién, modificacién, agrupacién y supresién de departamentos, asi como la
determinacién del sector o sectores de la actividad administrativa a los que se
extenderd la competencia de cada uno de ellos lo cual es habitual al inicio de
cada legislatura. Se permite, frente a lo recogido en la legislacién anterior, que
existan érganos u organismos pUblicos adscritos a la Presidencia y, en su caso,
a las Vicepresidencias del Gobierno. Lo previsto en el art. 77 es coherente
con lo dispuesto en al ar.4, 8 de la LPGA cuando determina las atribuciones
del Presidente aprobada por el Decreto Legislativo 1/2022, de 6 de abril, del
Gobierno de Aragén, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del
Presidente o Presidenta y del Gobierno de Aragén.

b) En relacién con la estructura orgénica de los departamentos, regulada
en el art. 78, debemos sefialar que mantiene el régimen previsto en la LAAr
salvo en lo relativo a los viceconsejeros que desapareen. No obstante, desde
el 2011 la figura del viceconsejero ha desaparecido de la Administracién
aragonesa. Los departamentos se estructurardn en secretarias generales técni-
cas, direcciones generales y servicios, dependientes de la persona titular del
departamento y la estructura orgdnica de los departamentos serd aprobada
mediante decreto por el Gobierno de Aragén a iniciativa del departamento
interesado y propuesta del departamento competente en materia de hacienda.
Como ha sido una constante histérica la direccién general es la divisién orgé-
nica fundamental de los departamentos, tiene como funcién la direccién técnica,
la gestién y la coordinacién de una o de varias éreas funcionalmente homogé-
neas. Se organizardn en los servicios necesarios para el cumplimiento eficaz
de sus funciones. Los servicios podrdn estar integrados en direcciones generales
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o depender directamente de los consejeros o, en su caso, de los secretarios
generales técnicos. Como novedad encontramos una previsién especifica sobre
la ubicacién de la Intervencién General de la Comunidad Auténoma, con rango
de direccién general en el departamento competente en materia de hacienda.
Sin esta previsién legal la Intervencién General siempre ha tenido rango de
direccién general y ha estado incardinada en el departamento competente en
materia de hacienda (art. 78).

c) Las secretarias y los secretarios generales técnicos. La regulacién de
las mismas sigue el modelo de la LAAr pero incrementado sus competencias
y regulando especificamente la secretaria de la Presidencia. La Secretaria
General Técnica es un centro directivo con competencias horizontales sobre
todo el departamento. Al margen de la representacién del departamento en
ausencia o por delegacién del consejero sus competencias se pueden dividir
en cuatro bloques asesoramiento juridico, gestiéon econémica, personal y asun-
tos generales. En la ley se le atribuyen tres, funciones nuevas, que se pueden
insertar en los bloques citados, como son las relacionadas con la administracidn
digital, plan normativo y transparencia. Son nombrados por el Gobierno a pro-
puesta de la persona titular del departamento y sus decisiones administrativas
adoptardn la forma de resolucién. Como novedad el titular de la secretaria
general de la Presidencia tendrd las mismas competencias que se atribuyen a
quienes ostenten la titularidad de las secretarias generales técnicas y aquellas
que le sean atribuidas por el presidente o presidenta del Gobierno (art. 79).
La nueva ley supone un reforzamiento de las competencias de la Secretaria
General de la Presidencia.

d) Los directores y directoras generales son las personas titulares de los
érganos encargados de la direccidn, la gestién y la coordinacién de una o de
varias dreas del departamento. En el ejercicio de estas competencias, se les
asignén determinadas funciones de direccién y gestién. Las personas titulares
de las direcciones generales serédn nombradas mediante decreto del Gobierno
de Aragén, a propuesta de la persona titular del departamento y sus decisiones
administrativas adoptardn la forma de resolucién (art. 80). El contenido de este
precepto coincide sustancialmente con lo previsto en la LAAr.

e) Los jefes y las jefas de servicio. En cada centro directivo existen
servicios cuyas personas titulares serdn nombrados por el Gobierno entre
funcionarios de carrera de nivel superior de acuerdo con el sistema de pro-
visién establecido por la legislacién sobre funcién piblica de la comunidad
auténoma. No se deduce de este precepto legal la forma concreta de la
provisién ni los requisitos que se pueden exigir en las convocatorias. Las deci-
siones administrativas de los jefes y las jefas de servicio adoptarén la forma
de resolucién (art. 81). El contenido de este precepto coincide sustancialmente
con lo previsto en la LAAr.
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C) Los érganos territoriales

a) las delegaciones territoriales del Gobierno de Aragén. Ya hemos
tenido ocasién se realizar una serie de consideraciones sobe los mismos en
un apartado precedente pero ahora lo hacemos como un érgano territorial
de la Administracién. Se les encomienda las funciones de direccién, impulso,
coordinacién y supervisién de los servicios y organismos pUblicos de la Admi-
nistracién de la comunidad auténoma en su dmbito territorial. Y las de ejercer
la potestad sancionadora que les atribuya el ordenamiento juridico y velar por
el cumplimiento en la provincia de los principios de colaboracién, cooperacién,
coordinacién, lealtad institucional y confianza legitima que deben presidir las
relaciones de la Administracién de la comunidad auténoma con las restantes
administraciones pdblicas. Ya hemos comentado anteriormente que esta ley las
incardina en un departamento determinado lo cual en el futuro puede ocasionar
modificaciones en las competencias de los mismos (art. 82). El contenido de
este precepto coincide con lo previsto en la LAAr salvo en lo sefialado sobre
su incardinacién en un determinado departamento. Debemos tener en cuenta
el Decreto 74/2000, de 11 de abril, del Gobierno de Aragén, de reorganiza-
cién de la Administracién Periférica de la Comunidad Auténoma de Aragén,
modificado parcialmente por el Decreto 153/2009, de 9 de septiembre, del
Gobierno de Aragén.

b) Organizacién territorial de la Administracién de la comunidad auté-
noma (art. 83). En este punto la regulacién de la nueva ley mejora sustancial-
mente lo previsto en la LAAr. Faculta al Gobierno mediante decreto, ya citado
el vigente, para aprobar la estructura de su administracién periférica cuya
organizacién se adaptard a los objetivos y a las necesidades de cada depar-
tamento u organismo piblico. Nada tiene que ver la administracién periférica
del departamento competente en materia de universidades e investigacién con
el competente en materia de agricultura, ganaderia y medio ambiente, Ni nada
tiene que ver la administracién periférica del Servicio Aragonés de la Salud con
la del Instituto Aragonés de la Mujer. También hay una referencia expresa a las
«oficinas delegadas de cardcter interdepartamental que comprenderdn una o
varias delimitaciones comarcales, segin las caracteristicas geogréficas, demo-
gréficas o sociales de las mismas». Esta figura de la administracién periférica
creada tras el proceso de comercializacién iniciado por la Ley 8/1996, de 2
de diciembre de delimitacién comarcal de Aragén y que se ha consolidado.
Su regulacién se recoge en la normativa ya resefiada sobre la administracién
periférica. En esta X legislatura existen delegaciones territoriales en Huesca y
Teruel y oficinas delegadas interdepartamentales en Barbastro, Fraga, Jaca,
Alcahiz, Calamocha, Calatayud, Ejea de los Caballeros y Tarazona.

c) Los servicios provinciales (art. 84). Los érganos administrativos provin-
ciales de mayor rango de cada departamento recibirdn el nombre de servicios
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provinciales. Al frente de cada uno de ellos habrd un director o directora del
servicio provincial, cuyas decisiones administrativas adoptarén la forma de reso-
lucidén. Su nombramiento se realizard por Decreto del Gobierno de Aragén,
a propuesta de quien sea titular del departamento al que esté adscrito, entre
personal funcionario de carrera de nivel superior, de acuerdo con lo establecido
en la legislacién sobre funcién piblica de la Comunidad Auténoma de Aragén.
Los servicios provinciales serdn creados y modificados mediante decreto del
Gobierno de Aragén, a propuesta del departamento interesado. Es aplicable
lo comentado con relacién al art. 81. El contenido de este precepto coincide
sustancialmente con lo previsto en la LAAr. Si atendemos a la organizacién de
los servicios provinciales a lo largo de la historia de la Administracién de la
comunidad auténoma podemos encontrar tres modelos. En primer lugar, aquellos
departamentos que siempre han tenido servicios provinciales (agricultura y gana-
deria, medio ambiente o educacién, por ejemplo), en segundo lugar, aquellos
que nunca ha fenido servicios provinciales (universidades, investigacién, por
ejemplo) y por ultimo aquellos que tienen servicios provinciales en Huesca y Teruel
y no en Zaragoza donde los servicios centrales actdan como servicio provincial.

En este punto resulta acertadisimo el resumen recientemente realizado por
Gil Condén (2) sobre los servicios provinciales:

«Resulta més heterogénea la estructuracién de los servicios provinciales
con el siguiente resultado:

— Tienen servicios provinciales en Huesca, Zaragoza y Teruel los Depar-
tamentos de Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial; Agricultura,
Ganaderia y Medio Ambiente; Educacién, Cultura y Deporte; y Sanidad.

— El Departamento de Vertebracién del Territorio, Movilidad y Vivienda
tienen servicios provinciales en Huesca y Teruel. En Zaragoza, la estructura
periférica del departamento depende orgdnica y funcionalmente de la Secre-
taria General Técnica si las unidades administrativas ejercen competencias
horizontales y de la direccién general competente por razén de la materia si
ejercen competencias sectoriales.

— Puede contar con unidades administrativas en Huesca y Teruel inte-
gradas orgdnicamente en las Delegaciones Territoriales el Departamento de
Ciencia, Universidad y Sociedad del Conocimiento.

— En el Departamento de Economia, Planificacién y Empleo existen Subdi-
recciones Provinciales de Trabajo que estdn adscritas orgdnica y funcionalmente
a la Direccién General de Trabajo, Auténomos y Economia Social.

— En cuanto al Departamento de Hacienda y Administracién Pdblica,
existen Subdirecciones Provinciales de Tributos en Huesca y Teruel dependientes
orgénica y funcionalmente de la Direccién General de Tributos; e Intervenciones
Delegadas Territoriales en Huesca y Teruel.
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— En el Departamento de Ciudadania y Derechos Sociales las unidades
administrativas periféricas de sus servicios provinciales estdn adscritas a las
Direcciones Provinciales del IASS».

Pone de manifiesta estd completa radiografia de los mismos la dificultad
de una estructura homogénea de la administracién periférica ya que algunos
departamentos no necesitan de la misma y en cambio para otros es fundamen-
tal. Por otra parte, en algunos resulta adecuada la férmula de la subdireccién
provincial para una determinada materia resulta adecuada. La configuracién
de la administracién periférica ha sido desde el inicio siempre objeto de
debate (3). Ademds, la implantacién de la administracién electrénica y la
dificultad de la cobertura de los puestos de trabajo por funcionarios de carrera
plantea nuevos problemas.

D) La administracién tributaria de la Comunidad Auténoma

Constituye una novedad en el ordenamiento juridico aragonés la previsién
contenida en la D. adicional sexta sobre las especialidades de la Administracién
tributaria de la Comunidad Auténoma de Aragén, pero es reflejo del modelo
previsto en la legislacién estatal sobre régimen juridico del sector piblico y del
procedimiento administrativo comidn. De acuerdo con la misma:

a) Los 6rganos de la Administracién tributaria de la Comunidad Auténoma
de Aragén se regirdn por su legislacién especifica y, Gnicamente de forma
supletoria y en tanto resulte compatible con su legislacién especifica, por lo
dispuesto en la presente ley.

b) Se reconoce la normativa especifica en tres materias (las actuaciones y
procedimientos de aplicacién de los tributos, asi como su revisién en via admi-
nistrativa, el acceso, la cesién o la comunicacién de informacién de naturaleza
tributaria y la administracién electrénica en materia tributaria).

c) Se reconoce la especialidad procedimientos tributarios regulados en
su legislacién especifica.

Il. EL SECTOR PUBLICO INSTITUCIONAL Y LA ADMINISTRACION DE
LA COMUNIDAD AUTONOMA DE ARAGON.

1. La configuracién del sector publico institucional de la Comu-
nidad Auténoma de Aragén

La LORJAr introduce en su art. 85, en coherencia con lo dispuesto en el
art. 2 de la LRJ y de la LPAC, el concepto de sector publico institucional de
la Comunidad Auténoma de Aragédn. El sector piblico institucional se integra
por los siguientes los organismos publicos vinculados o dependientes de la
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Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén (organismos auténomos
y entidades de derecho piblico), las sociedades mercantiles autonémicas, los
consorcios autonémicos, las fundaciones del sector piblico y las universidades
pUblicas integradas en el Sistema Universitario de Aragén. De acuerdo con el
art 2.3 tienen la consideracién de Administracién piblica la Administracién de
la Comunidad Auténoma de Aragén, los organismos auténomos, las entidades
de derecho pdblico y los consorcios autonémicos. Es el nuevo modelo de orga-
nizacién del sector publico supone un cambio importante con el establecido
en la LAAr ya que, en la misma, al margen del desconocimiento del concepto
sector pUblico institucional, la regulacién de las fundaciones era muy reducida
e inexistente la de los consorcios.

La nueva ley impide que Administracién de la Comunidad Auténoma de
Aragén o entidad integrante del sector pdblico institucional de la Comunidad
Auténoma de Aragén pueda «crear, ni ejercer el control efectivo, directa ni
indirectamente, sobre ningdn otro tipo de entidad distinta de las enumeradas
en este articulo, con independencia de su naturaleza y régimen juridico, salvo
las estrictamente necesarias para el desarrollo de su actividad reguladas en la
legislacién sectorial». Una atenta lectura del texto legal permite comprobar que
el principio general recoge una excepcién importante pero sujeta legislacion
sectorial que debe ser interpretada como una norma con rango de ley. Por
otra parte, encontramos dos excepciones dado que lo sefalado en el mismo
«no serd de aplicacién a la participacién de la Comunidad Auténoma de
Aragén en organismos internacionales o entidades de dmbito supranacional,
ni a la participacién en los organismos de normalizacién y acreditacién nacio-
nales» (art. 85.2). Esta participacién de la Comunidad Auténoma de Aragén
entendemos no es aplicable a los supuestos que la misma se realiza en un
consorcio (Comunidad de Trabajo de los Pirineos Tunel Bielsa — Aragnouet y
Agrupacién Europea de Cooperacién Territorial (AECT) — Espacio Portalet). Las
universidades publicas se rigen por su normativa especifica y se le aplica esta
ley de forma subsidiaria.

2. Régimen juridico

Dado que el art. 3 de la LORJAr recoge unos principios de actuacién
para la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén el contenido
del art. 86 deben ser objeto de una aplicacién general para todo el sector
pUblico institucional de la Comunidad Auténoma, pero de manera especial para
aquellos entes que no tienen la consideracién de administracién publica. El art.
86 sefiala que en su actuacién estdn sometidas a los principios de «legalidad,
eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, asi como a
los principios de integridad y transparencia en su gestién. En particular, se
sujetardn en materia de personal, incluido el laboral propio de la entidad, a
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las limitaciones previstas en la normativa presupuestaria y en las previsiones
anuales de los presupuestos generales». Dado que los principios de legalidad,
eficiencia y transparencia estdn recogidos en el art. 2 nos remitimos a lo
sefialado en dicha parte. En relacién con los principios de estabilidad presu-
puestaria y sostenibilidad financiera entendemos que la ley pretende reafirmar
la plena aplicacién de Ley Orgdnica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera por cuanto establece unos «princi-
pios rectores, que vinculan a todos los poderes piblicos, a los que deberd
adecuarse la politica presupuestaria del sector piblico» y en la Ley 5/2012,
de 7 de junio, de Estabilidad Presupuestaria de Aragén cuyo art. 2 sefiala
la aplicacién de los misma a la Administracién de la Comunidad Auténoma,
organismos auténomos, las entidades de derecho pdblico administrativas. enti-
dades de derecho piblico empresariales, sociedades mercantiles y fundaciones
dependientes de la Administracién, consorcios dotados de personalidad juri-
dica propia en los que participe mayoritariamente la Comunidad Auténoma
y a la Universidad publica de Aragén y los entes dependientes de la misma.
Respecto del principio de transparencia recordar que Ley 8/2015, de 25 de
marzo de Transparencia de la Actividad Piblica y Participacién Ciudadana
de Aragén se aplica a todos los entes del sector piblico institucional, aunque
no utilice dicha terminologia. Y, con relacién al principio de integridad, en
cuanto suponga la aplicacién de la Ley 5/2017, de 1 de junio, de Integridad
y Etica Pdblicas, entendemos que también se aplica a todos estos entes, aunque
utilice la expresidn «sector piblico de Aragén». En relacién con el personal
la reciente y vigente Lley 9/2021, de 30 de diciembre, de Presupuestos de
la Comunidad Auténoma de Aragén para el ejercicio 2022 comprobamos
que recoge disposiciones especificas sobre las entidades de derecho publico,
consorcios, fundaciones y empresas sobre contratacién de personal propio e
instrucciones sobre los procesos selectivos en claro cumplimiento de lo previsto
en esta ley. Lo previsto en este sentido por la legislacién autonémica tiene su
origen en el art. 81 de la LRJSP.

El régimen juridico general de las entidades que integran el sector piblico
institucional de la Comunidad Auténoma se regirdn por lo dispuesto en esta
Ley, por las disposiciones bdsicas de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de
Régimen Juridico del Sector, en particular, por lo dispuesto en los capitulos | y
VI del Titulo Il'y en los articulos 129 y 134, asi como por ofra normativa que
les resulté de aplicacién, segin la tipologia y naturaleza de cada ente. (art. 87).

La participacién de la Administracién de la comunidad auténoma y de
las entidades que integran su sector plblico institucional en cualquier ente,
institucién o asociacién que no forme parte del sector piblico institucional
autondmico exigird acuerdo previo del Gobierno de Aragén, previa la emisién
de informes del departamento competente en materia de hacienda analizando
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las implicaciones presupuestarias, contables y patrimoniales de la propuesta
de participacién y comunicacién a las Cortes de Aragén.

El art 89 prevé la inscripcién en el Registro de Entes de la Comunidad
Auténoma de Aragén tanto de todos los entes que integran el sector piblico
institucional y de los entes no integrados en el sector piblico autonémico en
los que participen los érganos y entidades del sector piblico institucional de
la Comunidad. Su gestidén se encomienda a la Intervencién General. Y en el
art. 90 su inscripcién en el Inventario de Entidades del Sector Pdblico Estatal,
Autondémico y Local. El modelo previsto en los arts. 82 y 83 de la LRISP se
incorpora a la legislacién autonémica.

El art. 91 contempla su sometimiento al control de eficacia y supervisién
continua, que sin perjuicio de lo establecido en el articulo 86, le obliga
a contar con un plan de actuacién que contendrd las lineas estratégicas
en torno a las cuales se desenvolverd la actividad de la entidad, que se
completard con planes anuales elaborados junto a su presupuesto. Por otra
parte, el control de eficacia seréd ejercido por el departamento de adscripcién
que deberd elaborar un informe sobre sus entidades dependientes y que se
elevard para su conocimiento al Gobierno de Aragén antes del 30 de junio

de cada ejercicio presupuestario. En este articulo se recoge el contenido del
art 85 de la LRJSP.

Ill. LOS ORGANISMOS PUBLICOS
1. Antecedentes
A) Ley 3/1984, de 21 de junio

La Ley-3/1984, de 22 de junio, del Presidente. de la Diputacién General
de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén. Esta es la primera
ley en esta materia, regulaba la Administracién de la Comunidad Auténoma y
posibilitaba la creacién de organismo auténomos. No obstante, la Ley 4/1986,
de 4 de junio, de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragén, en su
art. 6.1 sefialaba que son organismos auténomos de la comunidad los creados
por ley de Cortes de Aragén, con personalidad juridica y patrimonio propios,
distintos de los de la comunidad, a quienes se encomienda expresamente en
régimen descentralizado la organizacién y administracién de algin servicio
pUblico y de los fondos adscritos al mismo, el cumplimiento de actividades
econdmicas al servicio de fines diversos o la administracién de determinados
bienes de la comunidad. En la misma ley se distinguia entre

a) Organismos auténomos de carécter administrativo.

b) Organismos auténomos de cardcter comercial, industrial, financiero
o andlogo.
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B) LAAr

ley 11/1996, de 30 de diciembre, de la Administracién de la Comuni-
dad Auténoma de Aragdn, contiene una primera regulacién de los organismos
pUblicos que desde el Decreto Legislativo 2/2001, de 3 julio, del Gobierno
de Aragén, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, se caracterizaba porque:

a) «Son organismos publicos las entidades dependientes de la Administra-
cién de la Comunidad Auténoma, con personalidad juridica propia, creadas
conforme a las prescripciones de esta Ley, para cumplir cualquiera de los fines
de interés publico que el ordenamiento constitucional o estatutario establece
como principios rectores de la politica social y econémica (art. 66).

b) Los organismos publicos se clasifican en organismos auténomos y enti-
dades de Derecho piblico y estardn adscritos a un Departamento, sin perjuicio
de lo establecido en el articulo 14.3 de esta Ley» (art. 67).

2. LORJAr
A) Su definicién legal

De acuerdo con la nueva ley «Son organismos publicos autonémicos
dependientes o vinculados a la Administracién de la comunidad auténoma los
creados para la realizacién de actividades administrativas, sean de fomento,
prestacién o de gestion de servicios pUblicos o de produccién de bienes de
interés pUblico susceptibles de contraprestacién; actividades de contenido eco-
némico reservadas a las administraciones poblicas, asi como la supervisidén
o regulacién de sectores econémicos, y cuyas caracteristicas justifiquen su
organizacién en régimen de descentralizacién funcional o de independencia»

(art. 92).

Esta definicién si bien novedosa en el ordenamiento juridico aragonés es
fiel reflejo del modelo previsto en la legislacién estatal. De la misma se deducen
tres dmbitos de actuacién para los organicismos publicos:

a) De fomento, prestacién o gestién de servicios publicos o de produccién
de bienes de interés piblico susceptibles de contraprestacién.

b) Actividades de contenido econémico reservadas a las administraciones
pUblicas.

c) Supervisién o regulacién de sectores econémicos.

Las dos primeras de clara tradicién en el dmbito de la actividad admi-
nistrativa en cambio la otra muy abierta a diferentes posibilidades siempre
y cuando «cuyas caracteristicas justifiquen su organizacién en régimen de
descentralizacién funcional o de independencia».
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No obstante, con esta definicién y las recogidas en los articulos 103 y
110 para los organismos auténomos y las entidades de derecho publico que
posteriormente se procede a comentar, la libertad al legislador aragonés para
configurar organismos publicos es muy amplia y deberemos estar atentos a la
configuracién de los mismos.

En este contexto normativo parece adecuado recordar lo sefialado por
Bermejo Vera sobre la denominacién administracién institucional «es clésica
en Derecho Administrativo, aunque no demasiado afortunada. Con ella se
alude y se trata de aglutinar una gran variedad de instituciones de cardcter
organizativo que forman parte del concepto genérico de Administracién» y
«No obstante, se ha consolidado en la doctrina y en la jurisprudencia —y
en la legislacién también, pero con el sintagma sector publico institucional —,
esta forma de identificar estructuras orgénicas personificadas al margen de las
Administraciones publicas territoriales y dependientes de estas» (4).

Y también lo apuntado por Ferndndez Farreres «la existencia de distintos
tipos de entes institucionales se debe al objetivo de modular, cuando no excluir,
su sujecién al Derecho Administrativo. De ahi la generalizada expresién huida
del derecho administrativo para referir este problema y la problemdtica que
comporta» (5).

B) Clasificacién y adscripcién

Los organismos publicos se clasifican en organismos auténomos y entida-
des de derecho publico y estardn adscritos a la Presidencia, en su caso a las
Vicepresidencias del Gobierno o a un departamento. (art. 93). Como vemos
se reproduce el modelo vigente en la legislacién aragonesa y no se reproduce
el modelo previsto en la legislacién estatal. En el ordenamiento juridico ara-
gonés nunca ha existido las entidades poblicas empresariales ni siquiera se
han planteado proyectos para su creacién. Por ofra parte, resulta novedosa
la posibilidad de adscripcién a la presidencia si bien hasta el momento no
existe un organismo publico adscrito a la misma. Dado que la vicepresidencia
en Aragén siempre ha estado vinculada con un departamento la adscripcién
al mismo de organismos piblicos ha sido habitual.

C) Personalidad juridica, potestades y estatutos

La ley dispone que los organismos pUblicos «tienen personalidad juridica
pUblica diferenciada, patrimonio y tesoreria propios, asi como autonomia de
gestidn, en los términos previstos en esta ley» (art. 94.1).

Recientemente Pérez Mas sefialaba que «El art. 2.3 LRJ, de cardcter bésico,
contiene una previsién similar a la citada aunque no del todo precisa, pues
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atribuye la consideracién de Administracién Piblica a las Administraciones
territoriales (Estatal, Autondmicas y Entidades Locales) y a “Cualesquiera orga-
nismos publicos y entidades de derecho piblico” “vinculados o dependientes de
las Administraciones Piblicas”, quedando, a nuestro juicio, a las Comunidades
Auténomas un margen normativo de autoorganizacién para concretar cudles
son sus organismos o entidades de derecho piblico dependientes, que gozan,
por tanto, de naturaleza administrativas» (5).

Del art. 94, en cuanto a la atribucién de potestades, debemos destacar que

a) En primer lugar contempla las potestades administrativas precisas para
el cumplimiento de sus fines. En este punto procede la aplicacién a los mismos
de las previsiones generales de la ley. Asi, el art. 4.2 LORJAr, al regular las
potestades y prerrogativas de la Administracién de la Comunidad Auténoma,
sefiala que «Estas potestades y prerrogativas corresponderdn también a los
organismos puUblicos y consorcios autonémicos en la medida en la que les sean
expresamente reconocidas por el ordenamiento juridico. La LORJAr exige, a
continuacién, que las potestades administrativas que se atribuyan a cada uno
de los organismos piblicos se deben indicar expresamente dentro del contenido
minimo de su respectiva Ley de creacién (art. 95.2g) LORJAr), asi como de
su Plan inicial de actuacién (art. 96.1.f) LORJAr), y también de sus Estatutos
(art. 97.1.a) LORJATr)».

En légica con esta atribucién de potestades que «los actos y resoluciones
dictados por los organismos pUblicos en el ejercicio de potestades administra-
tivas son susceptibles de los recursos administrativos previstos en esta ley y en
las disposiciones bdsicas de la Ley del Procedimiento Administrativo Comin
de las Administraciones Piblicas (art. 94).

b) En segundo lugar, y resulta una novedad, estd la eliminacién de la
potestad expropiatoria para los organismos plblicos cuando en el inicio de
la Comunidad Auténoma ordenamiento juridico aragonés reconocia potestad
expropiatoria al Instituto del Suelo y la Vivienda de Aragén, calificado por su
Ley de creacién 6/1985 como organismo auténomo de cardcter comercial y
financiero No obstante, el Instituto del Suelo y la Vivienda de Aragén ya se
ha extinguido, sin que ningln otro organismo publico autonédmico aragonés
hubiere asumido con posterioridad la potestad expropiatoria. En este punto
resulta muy interesante lo recogido por Pérez Mas al exponer el debate doc-
trinal en esta cuestién (Garcia de Enterria y Blanquer Criado) al comentar este
articulo (6). No obstante, entiendo que en buena medida la eliminacién de
esta potestad expropiatoria para los organismos piblicos viene dada porque
en materia de vivienda, agricultura y medio ambiente la creacién de empre-
sas publicas que asumen competencias ante ejecutadas por los organismos
publicos. Ahora expropia la Administracién de la Comunidad Auténoma y la
empresa pUblica asume la condicién de beneficiaria.
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c) Y, en tfercer lugar, y también resulta una novedad, permite que los
estatutos puedan atribuir a los organismos publicos la potestad de ordenar
aspectos secundarios del funcionamiento para cumplir con los fines y el servicio
encomendados, en el marco y con el alcance establecido por las disposiciones
que fijen el régimen juridico bdsico de dicho servicio. Esta potestad prevista en
la legislacién estatal y susceptible de interpretaciones varias, parece permitir
que estos organismos participan en el ejercicio de una potestad reglamentaria
que debe ser prevista en la ley de creacién y determinarse el procedimiento
para su ejercicio y el alcance la misma.

D) Creacién, plan inicial de actuacién y contenido de los estatutos

El art. 95 exige, como la legislacién precedente, su creacién por ley
donde se debe determinar entre otras cuestiones, el «tipo de organismo pdblico
que crea», sus» funciones y competencias», las potestades administrativas que
pueda ejercitar, la determinacién de sus érganos de gobierno y de direccidn,
régimen de su personal régimen patrimonial, presupuestario, econémico-finan-
ciero, contable posibilidad de que el organismo pueda crear sociedades mer-
cantiles o participar en las ya creadas.

El art. 95.3 «El anteproyecto de ley de creacién del organismo puiblico
que se eleve al Gobierno de Aragén deberd ser acompafiado de una pro-
puesta de estatutos y de un plan inicial de actuacién, junto con los informes del
departamento competente en materia de hacienda analizando las implicaciones
presupuestarias, contables y patrimoniales de la propuesta».

El art 96.1 recoge el contenido concreto y exigente que debe tener el
plan inicial de actuacién:

a) Las razones que justifican la creacién de un nuevo organismo publico.
b) La forma juridica propuesta.
c) La fundamentacién de la estructura organizativa elegida.

d) El anteproyecto del presupuesto correspondiente al primer ejercicio junto
con un estudio econémico-financiero que acredite la suficiencia de la dotacién.

f) Las potestades administrativas que se les atribuyen.

El art. 96.2 les exige acomodar su actuacién a lo previsto en su plan
inicial y su actualizacién en el plan anual de actuacién que deberd ser apro-
bado en el dltimo trimestre del afio natural por el departamento al que esté
adscrito el organismo y deberd guardar coherencia con el programa de actua-
cién plurianual previsto en la normativa presupuestaria. El plan de actuacién
incorporard, cada tres afios, una revisién de la programacién estratégica del
organismo. Y, el art 96.3 exige, siendo una novedad, pero coherente con la
legislacién de transparencia y buen gobierno, que el plan inicial de actuacién
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y los anuales, asi como sus modificaciones, se hardn piblicos en la pagina
web del organismo publico al que corresponda.

El art. 97 regula el contenido de los estatutos los organismos pdblicos
que debe ser aprobado por el Gobierno de Aragén mediante Decreto. a
propuesta conjunta de la persona titular del departamento competente en
materia de hacienda y del titular del departamento al que el organismo quede
adscrito y publicados en el BOA. El contenido minimo previsto en realidad
debe estar previsto en la su ley de creacién por lo cual su importancia es
relativa. No exige, a diferencia de la legislacién estatal, que los Estatutos
sean aprobados y publicados con anterioridad a la entrada en funciona-
miento efectivo del organismo piblico, pudiendo aprobarse y publicarse con
posterioridad a tal funcionamiento, sin sujecién a plazo alguno y sin que
la falta de aprobacién de los mismos ocasione sancién o efecto alguno. Lo
cual, hasta este momento, ha provocado que pocos organismos publicos
tengan aprobados sus estatutos.

E) Régimen juridico

a) La normativa aplicable a los organismos publicos serd lo «dispuesto
en esta ley, en su norma de creacién, sus estatutos, la legislacién bdsica en
materia de Régimen Juridico del Sector Piblico y el resto de normas de dere-
cho administrativo general y especial que les sea de aplicacién» (art. 98.1).

b) Los organismos puUblicos tendrdn la plena consideracién de Administra-
cién poblica. Todo ello teniendo en cuenta lo previsto en la legislacién estatal
y autonémica sobre el sector publico en los mismos términos que el art. 2.3
LORJAr y 2.3 LRJ.

c) Su régimen econdémico y presupuestario estard sometido a la legislacién
sobre hacienda y presupuesto de la comunidad auténoma.

d). Cuando ejerzan potestades administrativas, sus actos y resoluciones
se someterdn al derecho administrativo y, salvo que su norma de creacién
establezca otra cosa, no agotardn la via administrativa, siendo susceptibles de
recurso de alzada ante el titular del departamento al que estén adscritos. En
el caso de que pongan fin a la via administrativa, los actos podrén ser objeto
del recurso potestativo de reposicién.

e) Cuando los organismos pdblicos actien sometidos al derecho adminis-
trativo, la revisién de oficio de los actos nulos, la resolucién de los recursos
extraordinarios de revisién, la declaracién de lesividad de los anulables y la
revocacién de los desfavorables y de los de gravamen se realizardn por orden
de la persona titular del departamento al que estén adscritos. Como novedad
encontramos la competencia sobre los recursos extraordinarios de revisién.
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f) La resolucién de los procedimientos de responsabilidad patrimonial
corresponderd, en todo caso, a la persona titular del Departamento al que el
organismo publico esté adscrito.

g) Las obligaciones que contraigan los organismos publicos no podrén
ser exigidas por via de apremio, en los términos establecidos en la normativa
de patrimonio introducido para que el operador juridico tenga en cuenta las
limitaciones de este principio de inembargabilidad, derivadas de la jurispru-
dencia constitucional posterior (STC 166/1998, de 15 de julio —BOE de 18
de agosto de 1998—) y acogidas ya en el art. 18 del Texto Refundido de
la Ley de Patrimonio aprobado por Decreto Legislativo 4/2013, de 17 de
diciembre, del Gobierno de Aragdn, que lo limita a los bienes demaniales y
a los patrimoniales materialmente afectos a un uso o servicio piblico.

h) Los bienes que puedan serles adscritos conservardn, en todo caso, su
calificacién juridica originaria y no podrdn ser incorporados a su patrimonio
ni enajenados o permutados directamente por el organismo publico, salvo que
su objeto especifico estuviera relacionado con el trafico de bienes.

F) La estructura organizativa en los organismos publicos auto-
némicos

La ley pretende, con notable acierto, unificar la organizacién de los orga-
nismos publicos frente a la disparidad ahora existente. Si atendemos a la actual
configuracién de los 6rganos de gobierno y de direccién de los organismos
pUblicos podemos comprobar que:

a) Encontramos diversas denominaciones: Director, Director Gerente, e
incluso, Director General.

b) Existen organismos piblicos que disponen, como ya hemos visto, tam-
bién de érganos de direccién y gestién descentralizados territorialmente, como
son las Direcciones Provinciales del INAEM, del IASS, del IAJ o del INAGA o
las Areas y los Sectores del SALUD.

c) También es denominador comin la existencia de algin érgano cole-
giado, pero son varios los organismos publicos que disponen de més de un
érgano colegiado y son dispares también entre tales organismos tanto su
composicién como sus competencias.

La nueva ley distingue entre los érganos de gobierno y de direccién. Los
mdximos érganos de gobierno son el Presidente o Presidenta y el Consejo
Rector.

En cada organismo pdblico existird una directora o un director gerente
que serd nombrado por el Gobierno de Aragén mediante decreto, a propuesta
del titular del departamento al que figure adscrito, conforme a criterios de

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
94 ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 77-108



LA ADMINISTRACION DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DE ARAGON Y LOS ORGANISMOS PUBLICOS AUTONOMICOS

competencia profesional y experiencia. Corresponderdn al director o directora
gerente las funciones directivas que se determinen y, en todo caso, bajo la
supervision de la presidencia, la direccién, gestién y coordinacién del orga-
nismo y la direccién de su personal. La directora o el director gerente tendré
rango de director o directora general de la Administracién de la comunidad
auténoma y estard sometido al mismo régimen de incompatibilidades que estos.

Dado lo dispuesto en el art. 99, queda ampliamente abierto, por tanto, el
contenido de las funciones atribuibles a la Presidencia y su distribucién con las
funciones del Consejo Rector y con las de la Direccién o Direccién Gerencia.
Tampoco se determina la asuncién de la representacién legal del organismo
pUblico, que podria recaer en la Presidencia, como parece lo mds légico y
probable en cuanto tiene que constituirse como érgano unipersonal, con mayo-
res o menores funciones de gobierno. Pero no impide que la representacién
legal del organismo pdblico, como ya sucede en varios casos, residiera en la
Direccién o Direccién Gerencia en funcién de las caracteristicas del organismo
y, en particular, en atencién a un papel de menor intervencién de la Presidencia
y del Consejo Rector. Dentro de las funciones, una cuestién a resolver por las
Leyes reguladoras de cada uno de los organismos piblicos, es la resolucién
de los recursos administrativos, puesto que, en principio, conforme a la regla
general del art. 98.4 LORJAr, mientras la ley reguladora del organismo piblico
no establezca otra cosa, los actos administrativos dictados por los érganos de
gobierno y direccién de los organismos publicos no agotarian via administrativa
y serian susceptibles de recurso de alzada ante el Consejero del Departamento
de adscripcién.

G) La fusién y extincién de organismos publicos
a) La fusién

La nueva ley introduce la fusién de los organismos piblicos mientras que
la extincidn recoge un régimen similar al vigente en la Lley de la Administra-
cién de la Comunidad Auténoma de Aragén. La fusidén aparece recogida por
la legislacién estatal, con una redaccién similar, aunque més amplia que la
autondmica.

La fusién, siguiendo el modelo del derecho de sociedades, puede ser
«bien mediante su extincién e integracién en un nuevo organismo publico,
bien mediante su extincién por ser absorbidos por otro organismo publico
ya existente» (art. 100.1). La fusién se llevard a cabo mediante decreto y
deberd cumplir con lo previsto en el articulo 95 sobre requisitos de creacién
de organismos publicos.

Con cardcter general al decreto de fusién se acompaiiard un plan de
redimensionamiento para la adecuacién de las estructuras organizativas, inmo-
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biliarias, de personal y de recursos resultantes de la nueva situacién y en el
que debe quedar acreditado el ahorro que generard la fusién.

Pero si alguno de los organismos piblicos estuviese en situacién de dese-
quilibrio financiero se podré prever, como parte del plan de redimensiona-
miento, que las obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se consideren
liquidables y derivados de la actividad que ocasioné el desequilibrio se integren
en un fondo, sin personalidad juridica y con contabilidad separada, adscrito
al nuevo organismo pdblico o al absorbente, segin corresponda.

El plan de redimensionamiento, previo informe preceptivo del departo-
mento competente en materia de hacienda, deberd ser aprobado por cada
uno de los organismos publicos fusionados si se integran en uno nuevo o por
el organismo pdblico absorbente, segin corresponda al tipo de fusién.

b) La extincién

Como regla general los organismos pdblicos se extinguirdn mediante ley
salvo en los casos de fusién y los previstos en el art. 101.2.

Los supuestos de extincién por decreto del Gobierno de Aragén aprobado
a propuesta de quien ostente la titularidad del departamento competente en
materia de hacienda, y a iniciativa de la persona titular del departamento al
que el organismo publico esté adscrito, en los siguientes casos:

a) Por el transcurso del tiempo de existencia del organismo piblico que
se hubiera establecido en los estatutos.

b) Cuando se estimen cumplidos todos los fines que motivaron su creacién.

c) Cuando los fines y los objetivos del organismo publico sean asumidos
por los servicios de la Administracién de la comunidad auténoma.

Tanto si la extincién se realiza por ley o por decreto se debe establecer
el destino de los bienes de los que fuera titular, asi como la forma de cumpli-
miento de cuantas obligaciones puedan quedar pendientes en el momento de
su extincién. Por ultimo serd necesario informe preceptivo del departamento
competente en materia de hacienda con cardcter previo a la extincién de un
organismo publico.

H) La representaciéon y defensa en juicio

La representacién y la defensa en juicio de los organismos pdblicos corres-
ponderdn a los letrados integrados en los Servicios Juridicos del Gobierno de
Aragén (art. 102) en términos similares a lo recogido en la D. adicional tercera
de la ley de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén. No
obstante, debemos tener presente que la D. adicional primera sefiala que «al
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Servicio Juridico del Gobierno de Aragén le corresponde la representacion y
defensa en juicio, asi como la direccién y coordinacién de la asistencia juridica,
tanto consultiva como contenciosa, de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragén y de su sector piblico institucional, en los términos previstos
en su normativa especifica». Por tanto, se extienden dichas funciones a todo
el sector piblico institucional de Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén. Por Gltimo, recordar que Decreto 169/2018, de 9 de octubre,
del Gobierno de Aragén, por el que se organiza la asistencia, defensa y
representacién juridica a la Comunidad Auténoma de Aragén.

I) Normas para la adaptacién y régimen transitorio de los orga-
nismos publicos a la nueva ley

Las adaptaciones de los organismos publicos al contenido de la nueva
ley deberdn ser en el plazo de dos afios a contar desde su entrada en vigor,
rigiéndose hasta que se realice la adaptacién por su normativa especifica (D.
adicional cuarta 1).

La adaptacién se realizard preservando las actuales especialidades de los
organismos pUblicos en materia de personal, patrimonio, régimen presupuesta-
rio, contabilidad, control econémicofinanciero y de operaciones como agente
de financiacién, incluyendo, respecto a estas Gltimas, el sometimiento, en su
caso, al ordenamiento juridico privado pero Las especialidades se preservardn
siempre que no hubieran generado deficiencias importantes en el control de
ingresos y gastos causantes de una situacién de desequilibrio financiero en el
momento de su adaptacién (D. Adicional Cuarta 2).

Por ofra parte, se estable un régimen transitorio para los organismos
pUblicos que «continuardn rigiéndose por su normativa especifica, incluida la
normativa presupuestaria que les resultaba de aplicacién, hasta su adaptacién
a lo dispuesto en esta ley de acuerdo con lo previsto en la disposicién adicional
cuarta» (D. Transitoria Segunda 1).

J) La inexistencia de agencias en la Comunidad Auténoma de
Aragén

Las agencias estatales, creadas inicialmente por Ley 28/2006, de 18 de
julio, no se incluyeron como entidades integrantes del sector pdblico institucional
estatal en la redaccién original de la LRJ, que derogaba expresamente dicha
Ley 28/2006, pero se incorporaron posteriormente mediante la Disposicién
Final 34 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales
del Estado para 2021.El Art. 84.1.a) LR (no bdsico) dispone que «Integran el
sector publico institucional estatal las siguientes entidades: a) Los organismos
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publicos vinculados o dependientes de la Administracién General del Estado,
los cuales se clasifican en: 1. Organismos auténomos. 2.Entidades publicas
empresariales. 3. Agencias estatales». Por ejemplo, la reciente Ley Orgénica
11/2021, de 28 de diciembre, de lucha contra el dopaje en el deporte ha
creado la Agencia Estatal Comisién Espafiola para la Lucha Antidopaije en el
Deporte. En Aragén no se recoge en la LORJAr. No obstante, la Ley 5/2017,
de 1 de junio, de Integridad y Etica Publicas en su art. 8 dispone que «Se
crea la Agencia de Integridad y Etica Piblicas, ente publico que dependerd
directamente de las Cortes de Aragén y asumird las competencias establecidas
en esta ley para la garantia, coordinacién e impulso de la integridad y la ética
publicas». Dicho ente todavia no se ha constituido.

IV. LOS ORGANISMOS AUTONOMOS

1. Antecedentes

La ley de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragdn regu-
laba en los arts. 72 a 78, su definicién, estatutos, personal, régimen patrimo-
nial, presupuestario, contabilidad piblica y controles financiero, de eficacia
y de eficiencia.

2. Los organismos auténomos en la actualidad

En estos momentos encontramos cinco organismos auténomos cuyas leyes
reguladoras son las siguientes

a) Texto Refundido de la Ley del Servicio Aragonés de Salud (SALUD),
aprobado por Decreto Legislativo 2/2004, de 30 de diciembre, del Gobierno
de Aragén.

b) Ley 4/1996, de 22 de mayo, relativa al Instituto Aragonés de Servicios
Sociales (IASS).

c) ley 9/1999, de 9 de abril, de creacién del Instituto Aragonés de
Empleo (INAEM).

d) Ley 6/2015, de 25 de marzo, de la Juventud de Aragén (IAJ).

e) Ley 2/1993, de 19 de febrero, por la que se crea el Instituto Aragonés
de la Mujer (IAM).

Debemos destacar que estos organismos auténomos fueron creados hace
bastante tiempo, aunque en los casos del IAJ y del Salud sus leyes son més
recientes se debe a bien se deroga una ley anterior o bien es el resultado de
un texto refundido debido a las mdltiples modificaciones habidas en la ley de
creacién.
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Los organismos auténomos son competentes en el dmbito de los de los
denominados por la legislacién sobre financiacién autonémica servicios publi-
cos esenciales (sanidad y servicios sociales) o vinculado a una funcién poblica
como las politicas activas de empleo.

3. Disposiciones especificas sobre el régimen juridico los orga-
nismos auténomos

A) Su definicién legal

El contenido del art 103.1, donde se recoge su definicién, debe vincularse
con lo sefalado sobre la definicién de los organismos piblicos en el art. 92.
Si en su momento destacamos tres dmbitos de actuacién con relacién a los
organismos auténomos se circunscriben a dos («actividades de fomento, pres-
tacionales, de gestién de servicios piblicos» o de «produccién de bienes de
interés publico, susceptibles de contraprestacién, en calidad de organizaciones
instrumentales diferenciadas y dependientes de esta»).

Los organismos auténomos dependen de la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma de Aragén a la que corresponde su direccién estratégica, la
evaluacién de los resultados de su actividad y el control de eficacia (art. 103.2).

Por tanto, los organismos auténomos se caracterizan por la funcién pres-
tacional que realizan y por su dependencia de la Administracién.

B) Normativa aplicable

El art. 104 sobre su régimen juridico recuerda lo fijado por el art. 98.1
si bien en este caso recoge expresamente la aplicacién del derecho privado
en defecto de norma administraba («Los organismos auténomos se regirdn por
lo dispuesto en esta ley, en su ley de creacién, sus estatutos y en las normas
de derecho administrativo general y especial que les sean de aplicacién. En
defecto de norma administrativa, se aplicard el derecho privado»).

C) El personal

El art. 105 recoge su régimen juridico sobre las siguientes bases:
a) No tendrén personal propio.
b) El personal al servicio de los organismos auténomos serd funcionario o

laboral, y se regird por lo previsto en la normativa reguladora de los empleados
pUblicos y por la normativa laboral.

c) El nombramiento de las personas titulares de los érganos de los orga-
nismos auténomos se regird por las normas aplicables a la Administracién de
la Comunidad Auténoma de Aragén.
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d) La persona titular del méximo érgano de direccién del organismo tendré
atribuidas, en materia de gestién de recursos humanos, las facultades que le
asigne la legislacién especifica.

e) La obligacién de aplicar las instrucciones sobre recursos humanos dic-
tadas por el fitular del departamento competente en materia de funcién piblica
y a comunicarle a este departamento cuantos acuerdos o resoluciones adopte
en aplicacién del régimen especifico de personal establecido en su ley de
creacién o en sus estatutos.

En definitiva, en materia de personal se carece de especialidad alguna
siendo personal de la Administracién el que se integra en el organismo auté-
nomo y su regulacién mejora sustancialmente lo previsto en la Ley de la admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma.

D) La contratacién

Lo previsto en esta materia ya se recogia en la regulacién anterior. De
este modo, el art. 106 se remite, primeramente, a la legislacién sobre contratos
pUblicos, debiendo considerarse tanto la Ley 9/2017, de 8 de noviembre,
de Contratos del Sector Piblico (en adelante, LCSP), como la Ley aragonesa
3/2011, de 24 de febrero, de medidas en materia de Contratos del Sector
Piblico de Aragén. De acuerdo con el art. 3.2.b) LCSP, podemos concluir, a
efectos de contratacién pdblica, que los organismos auténomos autonémicos
tendrén la consideracién de «Administracién Pdblica» en cuanto consideramos
que se trata de entidades de derecho publico vinculadas o dependientes que,
reuniendo las condiciones de un poder adjudicador, no se financian mayo-
ritariamente con ingresos de mercado En consecuencia, sus contratos serian
calificados principalmente como «administrativos» y se regirian integramente
(incluyendo su preparacién, adjudicacién, efectos, modificacién y extincién)
por la Ley de Contratos del Sector Piblico de acuerdo con el art. 25 LCSP.

En cuanto a que la ley de creacién del organismo auténomo determinard
sus érganos de contratacién, pudiendo fijar los titulares de los departamentos
a los que se hallen adscritos la cuantia a partir de la cual serd necesaria su
autorizacién para la celebracién de los contratos. Hay que tener en cuenta que
la Disposicién Adicional 2° de la citada Ley 3/2011 de medidas en materia de
Contratos del Sector Piblico de Aragén («Tendrdn, en todo caso, la considera-
cién de érganos de contratacién (...) los érganos rectores de sus organismos
pUblicos u otras entidades vinculadas o dependientes cuando asi lo establezcan
sus respectivos estatutos o normas reguladoras»). Y que segin la Disposicién
Adicional 3° de la citada Ley 3/2011 de medidas en materia de Contratos
del Sector Piblico de Aragén, en algunos casos serd, incluso, necesaria la
autorizacién del Gobierno de Aragén para la contratacién de los organismos
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pUblicos (incluyendo la modificacién o resolucién contractual): contratos de
valor estimado superior a tres millones de euros o de cuantia indeterminada.

E) El régimen patrimonial

La derogada ley de la Administracién de la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma de Aragén ya tenia previsiones en esta materia, pero el art.
107 recoge los siguientes principios:

a) Tienen un patrimonio propio, distinto del de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén.

b) No obstante la Administracién les puede adscribir bienes para el
cumplimiento de sus fines.

c) Se ajustarén a la normativa de patrimonio de Aragén. El Decreto
Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del Gobierno de Aragén, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Patrimonio de Aragén, en su
art. 2.1. dispone que «El patrimonio de Aragén estd integrado por todos los
bienes y derechos de los que sean titulares las Cortes de Aragén, el Justicia
de Aragén, la Administracién de la Comunidad Auténoma, sus organismos
pUblicos o los 6rganos estatutarios, cualesquiera que sean su naturaleza y el
titulo de su adquisicién o aquel en virtud del cual les hayan sido atribuidos».

d) Los bienes pertenecientes al patrimonio del organismo auténomo se
incorporardn al Inventario General del Patrimonio de Aragén.

e) Se contemplan las diversas fuentes de procedencia de los recursos
econdémicos (los productos y rentas de dicho patrimonio, las consignaciones
especificas que tuvieren asignadas en los presupuestos generales de la Comu-
nidad Auténoma de Aragédn, etc.).

F) Régimen presupuestario, contabilidad y control econémico-fi-
nanciero

La derogada ley de la Administracién de la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma de Aragén también recogia previsiones en esta materia. El
art. 108 recoge las siguientes previsiones:

a) Se les aplica el régimen presupuestario establecido por la normativa
de hacienda de la comunidad auténoma cuyo texto refundido estd aprobado
por el Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio Ley de Hacienda de Aragén
(arts. 10-13 y 36-37).

b) Deben elaborar anualmente el anteproyecto de su presupuesto de
conformidad con la legislacién en materia presupuestaria y de sostenibilidad
financiera.
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c) El anteproyecto de presupuesto serd aprobado por la persona titular del
departamento al que esté adscrito el organismo auténomo, que lo remitird, junto
con el de su departamento, a la persona titular del departamento competente
en materia de hacienda para su aprobacién por el Gobierno de Aragén y su
infegracién en el proyecto de ley de presupuestos.

Sobre el régimen de contabilidad y control econémico-financiero se les
aplica establecido por la normativa de hacienda de la comunidad auténoma
aprobada por el Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio (arts. 15,16,
65y 69).

V. LAS ENTIDADES DE DERECHO PUBLICO
1. Antecedentes

La ley de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén
regulaba en los arts. 79 a 82, su definicién, régimen juridico, personal y
confratacién.

2. Las entidades de derecho publico en la actualidad

En estos momentos encontramos diez entidades de derecho piblico cuyas
leyes reguladoras son las siguientes

Texto refundido de la Ley del Instituto Aragonés de Fomento (IAF), apro-
bado por Decreto Legislativo 4/2000, de 29 junio, del Gobierno de Aragén.

Ley 10/2014, de 27 de noviembre, de Aguas y Rios de Aragén (Instituto
Aragonés del Agua, 1AA).

ley 10/2013, de 19 de diciembre, del Instituto Aragonés de Gestién
Ambiental (INAGA).

Texto refundido de la Ley Reguladora del Instituto Tecnolégico de Aragén
(ITA), aprobado por Decreto Legislativo 5/2000, de 29 de junio, del Gobierno
de Aragén.

Ley 6/2002, de 15 de abril, de Salud de Aragén (Instituto Aragonés de
Ciencias de la Salud, IACS).

Ley 7/2001, de 31 de mayo, de creacién de la entidad piblica Arago-
nesa de Servicios Telemdticos (AST).

Lley 29/2002, de 17 de diciembre, de creacién del Centro de Investiga-
cién y Tecnologia Agroalimentaria (CITA).

Ley 3/2005, de 12 de mayo, de creacién de la entidad piblica aragonesa
del Banco de Sangre y Tejidos (BST).

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
102 ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 77-108



LA ADMINISTRACION DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DE ARAGON Y LOS ORGANISMOS PUBLICOS AUTONOMICOS

Ley 5/2005, de 14 de junio, de Ordenacién del Sistema Universitario de
Aragén (Agencia de Calidad y Prospectiva Universitaria de Aragén, ACPUA).

Ley 8/1987, de 15 de abril, de creacién, organizacién y control parla-
mentario de la Corporacién Aragonesa de Radio y Television (CARTY).

3. Disposiciones especificas sobre el régimen juridico las entidades
de derecho publico

A) Su definicién legal

Son organismos publicos con personalidad juridica propia, patrimonio
propio y autonomia en su gestién que, junto con el ejercicio de potestades
administrativas desarrollan actividades prestacionales, de gestién de servicios
o de produccién de bienes de interés publico susceptibles de contraprestacién.

El contenido del art 110, donde se recoge su definicién, debe vincularse
con lo sefialado sobre la definicién de los organismos piblicos en el art. 92.
Si en su momento destacamos tres dmbitos de actuacién con relacién a las
entidades de derecho publico se contemplan también tres, pero de forma tan
amplia y difusa que oforgan un importante margen de configuracién al legis-
lador cuando procede a la creacién de cualquier organismo pdblico dado
que permite:

a) Actividades prestacionales.

b) Gestién de servicios.

c) Produccién de bienes de interés publico susceptibles de contraprestacion.

B) Normativa aplicable

El art. 111 sobre su régimen juridico recuerda lo fijado por los art. 98.1
y 104 si bien en este caso recoge expresamente la aplicacién del derecho
privado en defecto de norma administrativa. («Las entidades de derecho piblico
se rigen por los aspectos especificamente regulados para las mismas en esta
ley, en su ley de creacién, sus estatutos, y en las normas de derecho admi-
nistrativo general y especial que le sean de aplicacién. En defecto de norma
administrativa, se aplicard el derecho privado»).

En relacién con la normativa aplicable la ley establece una diferencia entre
las entidades de derecho puiblico segin se financien o no mayoritariamente
con ingresos del mercado. Estas «se regirdn por el derecho privado excepto en
la formacién de la voluntad de sus 6rganos, en el ejercicio de las potestades
administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos especificamente regu-
lados para las mismas en esta ley en materia de régimen juridico, personal y
de contratos del sector piblico. También se aplicard el derecho piblico cuando
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asi se prevea en su ley de creacién, en sus estatutos, y en las normas de dere-
cho administrativo general y especial que le sean de aplicacién» (art. 111.2).

En cuanto al ejercicio de potestades administrativas por estas entidades
la ley estable dos requisitos:

a) Sélo pueden ser ejercidas por aquellos érganos a los que los estatutos
les asigne expresamente esta facultad (art. 112.1).

b) Se reservardn a funcionarios pdblicos los puestos que supongan la
participacién directa o indirecta en el ejercicio de las potestades piblicas
(art. 112.2).

C) El personal

En las entidades de derecho publico encontramos tres clases de personal:

a) El personal funcionario o laboral de la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén cuya seleccién y provisién se realizard de acuerdo con la
normativa vigente sobre funcién piblica y cuyo régimen juridico se le aplicard.

b) Excepcionalmente, cuando no resulte posible contar con personal ade-
cuado procedente de la Administracién autondmica, en atencién a la singu-
laridad de las funciones a desempefar o bien porque se trate de entidades
que se financien mayoritariamente con ingresos de mercado, el departamento
competente en materia de funcién piblica y el departamento competente en
materia de presupuestos, previa justificacién por el érgano de direccién o
gobierno de la entidad y previo informe favorable del departamento de ads-
cripcién, podrd autorizar la contratacién de personal laboral propio por parte
de la entidad para el ejercicio de dichas funciones. A este personal también
le serén aplicables las disposiciones que sobre esta materia se recojan en la
ley de Presupuestos.

d) El nombramiento del personal directivo se realizard conforme a los prin-
cipios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad, garantizdndose en el
procedimiento para su contratacién los principios de publicidad y concurrencia.

El Gobierno de Aragén, a propuesta de los érganos de direccién de estas
entidades y previo informe del departamento de adscripcién, procederd a la
aprobacién o modificacién de las relaciones de puestos de trabajo en las que
se determinardn los puestos de personal funcionario y laboral y aquellos que
puedan ser ocupados por personal laboral propio.

D) La contratacién

Aungque la regulacién anterior contemplaba una previsién sobre contrata-
cién debemos indicar que:
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a) El art. 114 se remite, primeramente, a la legislacién sobre contratos
pUblicos, debiendo considerarse tanto la Ley 9/2017, de 8 de noviembre,
de Contratos del Sector Piblico (en adelante, LCSP), como la Ley aragonesa
3/2011, de 24 de febrero, de medidas en materia de Contratos del Sector
Péblico de Aragén.

b) En cuanto a que la ley de creacién de la entidad de derecho piblico
determinard sus érganos de contratacién, pudiendo fijar los titulares de los
departamentos a los que se hallen adscritos la cuantia a partir de la cual seré
necesaria su autorizacién para la celebracién de los contratos. Hay que tener
en cuenta que la Disposicién Adicional 2° de la citada Ley 3/2011 de medidas
en materia de Contratos del Sector Piblico de Aragén («Tendrdn, en todo caso,
la consideracién de érganos de contratacién |...) los érganos rectores de sus
organismos puUblicos u otras entidades vinculadas o dependientes cuando asi
lo establezcan sus respectivos estatutos o normas reguladoras»). Y que segin
la Disposicién Adicional 3° de la citada Ley 3/2011 de medidas en materia
de Contratos del Sector Pdblico de Aragdn, en algunos casos serd, incluso,
necesaria la autorizacién del Gobierno de Aragén para la contratacién de
los organismos publicos (incluyendo la modificacién o resolucién contractual):
contratos de valor estimado superior a tres millones de euros o de cuantia
indeferminada.

c) La novedad viene dada por lo dispuesto en art. 114.3: «Cuando las
entidades de derecho publico se financien mayoritariamente con ingresos de
mercado, se les aplicaré el régimen de contratacién previsto para las entidades
pUblicas empresariales en la legislacién bdsica de contratos del sector piblico».

En este sentido debemos recordar que la LR en su art. 106.6 dispone que

«La contratacién de las entidades piblicas empresariales se rige por las previ-
siones contenidas al respecto en la legislacién de contratos del sector piblico».

E) El régimen patrimonial

La derogada LAAr no tenia previsiones en esta materia, pero el art. 115
recoge los siguientes principios:

a) Tienen un patrimonio propio, distinto del de la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén.

b No obstante la Administracién les puede adscribir bienes para el cum-
plimiento de sus fines.

c) Se ajustarén a la normativa de patrimonio de Aragén. El Decreto
Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del Gobierno de Aragén, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Patrimonio de Aragén, en su
art. 2.1. dispone que «El patrimonio de Aragén estd integrado por todos los
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bienes y derechos de los que sean titulares las Cortes de Aragén, el Justicia
de Aragén, la Administracién de la Comunidad Auténoma, sus organismos
pUblicos o los érganos estatutarios, cualesquiera que sean su naturaleza y el
titulo de su adquisicién o aquel en virtud del cual les hayan sido atribuidos».

d) Se contemplan las diversas fuentes de procedencia de los recursos
econdémicos (los productos y rentas de dicho patrimonio, las consignaciones
especificas que tuvieren asignadas en los presupuestos generales de la Comu-
nidad Auténoma de Aragédn, etc.).

e) Expresamente se contempla «los ingresos que se deriven de sus ope-
raciones, obtenidos como contraprestacién de sus actividades comerciales»,
art. 115.2.

F) Régimen presupuestario, contabilidad y control econémico-fi-
nanciero

Sobre el régimen de contabilidad y control econémico-financiero se les
aplica establecido por la normativa de hacienda de la comunidad auténoma
aprobada por el Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio Articulo 116.
Régimen presupuestario, de contabilidad y control econémico-financiero.

G) Normas de régimen transitorio para el personal de las enti-
dades de derecho publico

Respecto del personal de las entidades de derecho puiblico el régimen
transitorio dispone que:

a) Lo previsto en los articulos 113 y 130 serd de aplicacién a las entida-
des de nueva creacién y al personal que se incorpore desde el momento de
entrada en vigor de la ley.

b) Establece un plazo de un afio a partir de la entrada en vigor de la ley
para que el Gobierno de Aragén, a propuesta de los érganos de direccién o
administracién de estas entidades, procederd a la aprobacién o modificacién
de las relaciones de puestos de trabajo en las que se determinardn los puestos
de personal funcionario y laboral y aquellos que puedan ser ocupados por
personal laboral propio.

c) Y, una vez cumplido el trdmite indicado se determina que el personal
laboral propio existente a la entrada en vigor de esta ley que se encontrara
desempefiando puestos de trabajo que en las relaciones de puestos de trabajo
se clasifiquen como propias de personal funcionario o laboral de la Adminis-
tracién autonédmica podrd seguir desempefdndolos, manteniendo el mismo
régimen juridico que dio lugar a su contratacién hasta que se produzca la
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extincién de su vinculo laboral por alguna de las causas legalmente previstas
en el Estatuto de los Trabajadores.

d) Por ultimo sobre el citado personal sefiala que solo podrd acceder a la
condicién de personal funcionario o laboral de la Administracién autonémica a
través de la participacién en las correspondientes pruebas selectivas de acceso
libre convocadas en ejecucién de las ofertas de empleo piblico.

H) Las entidades de derecho puGblico en la Ley 9/2021, de 30 de
diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Auténoma de
Aragén para el ejercicio 2022

En esta ley de presupuestos se tiene en cuenta por primera vez lo dispuesto
en su D. adicional vigésima lo previsto LORJAr sobre contratacién de personal
laboral propio en las entidades de derecho publico. Se distingue entre la con-
tratacién de nuevo personal indefinida y de personal temporal. La contratacién
de nuevo personal debe sujetarse a limitaciones y requisitos establecidos en
la Ley de Presupuestos Generales del Estado o norma equivalente de cardécter
bdsico, los previstos en la presente disposicién, en la Ley 5/2021, de 29 de
junio, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico de
Aragén y en la Ley 1/2017, de 8 de febrero, de medidas de racionalizacién
del régimen retributivo y de clasificacién profesional del personal directivo y
del resto del personal al servicio de los entes del sector piblico institucional
de la Comunidad Auténoma de Aragén.

La contratacién temporal requerird autorizacién del departamento al que
figure adscrita la entidad, previo informe favorable de aquella y de una rela-
cién de las necesidades de contratacién temporal previstas para el ejercicio
Las entidades de derecho pdblico deberdn remitir al departamento competente
en materia de presupuestos y funcién publica la informacién relativa a todo el
personal temporal que ha prestado servicios en el ejercicio anterior.

Como vemos en la contratacién de personal por estas entidades se trata
de evitar cualquier intento de huida del derecho administrativo.
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las sociedades mercantiles publicas. B) La dualidad normativa en el propio ordenamiento
administrativo. C) Algunos ejemplos concretos. D) La necesidad de una futura ley especifica
conforme a principios de buena regulacién. 2. La insuficiencia del régimen de los encar-
gos de ejecucién a medios propios personificados como posibilidad organizativa y de
relacién entre las sociedades mercantiles autonémicas: A) Remisién normativa y contenido
del art. 57. B) La amplitud y generalidad de la regulacién del art. 57. Aspectos criticos.
C) La dificultad legal de formular encargos inversos para su ejecucién por la Administra-

cién matriz. D) Una perspectiva alternativa.— V. CONCLUSIONES.- VI. BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN: La colaboracién analiza el régimen juridico de las sociedades mer-
cantiles autonémicas en su evolucién comparativa con la legislacién autonémica previa,
dada su condicién, reforzada por la nueva ley, de sujetos o entes que forman parte del
sector publico institucional, e incide en las cuestiones que la regulacién deja abiertas,
como son las relativas a la dispersién normativa y el solapamiento con la legislacién
de patrimonio o la articulacién de las relaciones entre si de las sociedades mercantiles
autonémicas por medio de la figura de los encargos a medios propios.

Palabras clave: sector pdblico institucional; sociedades mercantiles autonémicas;
régimen juridico; entes derivados; secundarios o dependientes; dispersién normativa;
buena regulacién; encargos a medios propios; ordenacién de servicios infra-grupo.

ABSTRACT: The collaboration analyzes the legal regime of regional public socie-
ties in its comparative evolution with previus regional legislation, in view of their status,
reinforced by the new law, of subjects or entities that are part of the institutional public
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sector, and it fouches on the issues that regulation leaves open, as those relating regulatory
dispersion and overlap with public heritage legislation or the articulation of relationships
among regional public societies through a figure of in house providing.

Key words: institutional public sector; regional public societies; legal regime; secon-
dary; derivative or dependent entities; regulatory dispersion; fine regulation; in house
providing; management of intra-group services.

I. ANTECEDENTES

Los articulos 117 a 126 la de la Ley 5/2021, bajo la ribrica «De las
sociedades mercantiles autonémicas», integran el capitulo IV de su titulo IV,
configurando un capitulo especifico dentro de la genérica regulacién de la
«Organizacién y funcionamiento del sector piblico institucional autonémicos,
ubicado sistemdticamente entre la caracterizacién general del sector piblico
institucional y el régimen de los organismos publicos autonémicos (cuya doble
modalidad organizativa tradicional distingue, en el ordenamiento autonémico
de nuestra Comunidad, entre los organismos auténomos y las entidades de
derecho piblico) y la regulacién de ofras personificaciones de raiz instrumen-
tal como son los consorcios autonémicos y las fundaciones del sector piblico
autonémico.

El predmbulo de la norma explica la finalidad de la regulacién y da razén
de los contenidos y novedades legislativas que introduce. Segin enumera, entre
las finalidades de la nueva regulacién estén las de desarrollar y adaptar la
normativa autondmica a la legislacién estatal en la materia (apartado ll), asi
como la de delimitar su dmbito subjetivo de aplicacién y los principios gene-
rales de la ley (apartado V).

También se resefian en el apartado VI del predmbulo las novedades
legislativas que introduce su titulo IV, como son las relativas a la reserva a
autorizacién del Gobierno de Aragén de la participacién en cualesquiera entes
de distinta naturaleza que no estén integrados en el sector pdblico institucional
autondmico, la creacién de un Registro de Entes de la Comunidad Auténoma
de Aragén, el desarrollo de los principios de control de eficacia y supervisién
continua de los entes del sector publico institucional y —ya especificamente
para las sociedades mercantiles autonédmicas— la incorporacién del criterio
de la influencia dominante como elemento sustancial de la condicién de la
sociedad mercantil autonémica, en coherencia plena con la legislacién auto-
némica de patrimonio y superando la anterior definicién de empresa publica
que generaba dudas sobre las formas que podia admitir su personificacién
atendiendo a las distintas modalidades societarias, civiles y mercantiles, cuyos
regimenes y efectos son dispares en funcién de cada modalidad.
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Junto a la delimitacién de las sociedades mercantiles autonémicas como
parte del sector piblico incluido en su dmbito subjetivo de aplicacién [titulo
preliminar, capitulo |, art. 2.2.b)], se regulan las sociedades mercantiles auto-
némicas en los capitulos | («Del sector publico institucional), Il («Control de
eficacia y supervisién continua») y IV («De las sociedades mercantiles autonémi-
cas»), todos ellos parte del titulo IV («Organizacidn y funcionamiento del sector
publico institucional autonémicos), asi como en varias de las disposiciones de
su parte final: las disposiciones adicionales primera, cuarta y décima, las tres
disposiciones transitorias y su disposicién final primera.

Respecto a los antecedentes normativos mds significativos a la vista del
contenido material de la nueva ley, hay que senalar que la disposicién dero-
gatoria Unica, apartado b), deroga el texto refundido de la Ley de la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma de Aragén (aprobado por Decreto
Legislativo 2/2001, de 3 julio, en adelante LAAr) y, entre otras modificaciones
normativas, su disposicién final primera modifica los arts. 134.1y 141.1 del
texto refundido de la Ley del Patrimonio de Aragén, aprobado por Decreto
Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del Gobierno de Aragén (en ade-
lante, TRLPA).

La LAAr regulaba, en su titulo VI («De los organismos piblicos y de las
empresas de la Comunidad Auténomas»), capitulo IV («De las empresas de la
Comunidad Auténomay), arts. 83 y ss., las empresas publicas (hoy, sociedades
mercantiles autonémicas), completando dicha regulacién su disposicién adicio-
nal decimotercera que normaba, con cierto grado de detalle, los «Encargos
de ejecucién a empresas publicas» desde la Administracién.

En el interin, la Ley aragonesa 2/2008, de 14 de mayo, de reestructu-
racién del sector poblico empresarial de la Comunidad Auténoma, atribuyé
a una entidad de gestién, bajo la forma de sociedad mercantil unipersonal
—previamente constituida en virtud del Decreto 314/2007, de 11 de diciem-
bre, del Gobierno de Aragén, Corporacién Empresarial Publica de Aragén,
S.L.U.—, la gestién patrimonial de los titulos y participaciones societarias de
la Comunidad cuya propiedad ostentaba la Administracién o alguno de sus
organismos publicos, incorporando, bajo una misma titularidad, los titulos y
participaciones societarias autonémicas en una sociedad de cartera patrimo-
nial (‘'matriz’).

Previo Decreto-ley 1/2011, de 29 de noviembre, del Gobierno de Aragén,
la Ley aragonesa 4/2012, de 26 de abril, de medidas urgentes de racionali-
zacién del sector piblico empresarial (en adelante, LARSPE), por imperativo de
la legislacién presupuestaria y partiendo de la legislacién patrimonial autoné-
mica entonces vigente, enuncié los principios de actuacién de las sociedades
mercantiles autonémicas (generales, financieros y presupuestarios), reforzé las
competencias de la Administracién y las funciones de la entidad legal de gestion
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(Corporacién Empresarial Piblica de Aragén, S.L.U. conforme a su art. 4.2), e
infrodujo una serie de normas de régimen econémico-financiero, de supervisién
y control, de contratacién y de personal, incrementando la intensidad de la
intervencién administrativa en las sociedades mercantiles pdblicas.

El TRLPA, sobre la ley que venia a refundir, regulé en su titulo VI el Sec-
tor empresarial del patrimonio de Aragén, proporcionando su art. 133 una
definicién general de la sociedad mercantil autonémica basada en el criterio
de la influencia dominante —evolutiva respecto a la definicién de empresa
publica que habia recogido inicialmente la legislacién organizativa—, y regulé,
en su conjunto, desde su perspectiva administrativa derivada de la titularidad
patrimonial pdblica, la distribucién de competencias entre los distintos érganos
de la Administracién en la creacién, disolucién y extincién de las sociedades
mercantiles regionales, en su supervisién y control y en la autorizacién de las
operaciones societarias que afectaran a su estructura de capital.

Y el TRLPA determiné asimismo las funciones que, en su caso, tendria
atribuidas la entidad legal de gestién que ostenta la titularidad formal e ins-
trumental de titulos y participaciones societarias, en su disposicién adicional
novena, partiendo de la atribucién de tales funciones a Corporacién Empre-
sarial Publica de Aragén, S.L.U., calificada asimismo como sociedad matriz.

En el dmbito de la legislacién estatal la Ley 40/2015, de 1 de octubre,
de Régimen Juridico del Sector Piblico redefinié, con cardcter bdsico, el sec-
tor publico institucional incluyendo bajo esta calificacién a las sociedades
mercantiles poblicas [art. 2.2.b)] y, en sus arts. 81 a 83 {titulo II, capitulo 1),
enuncié los principios generales de actuacién y los deberes de inscripcién en
el Inventario de Entidades del Sector Pdblico Estatal, como registro piblico
administrativo cuya funcién es la de garantizar la informacién pdblica y la
ordenacién de las entidades del sector piblico institucional dependientes de
las distintas Administraciones y, entre ellas, las sociedades mercantiles piblicas
autonémicas de la Comunidad. La llevanza de este Inventario quedé encomen-
dada a la Intervencién General de la Administracién del Estado.

La Ley aragonesa 1/2017, de 8 de febrero, de medidas de racionaliza-
cién del régimen retributivo y de clasificacién profesional del personal directivo
y del resto del personal al servicio de los entes del sector piblico institucional
de la Comunidad Auténoma, como ley de aplicacién, por tanto, al personal
de las sociedades mercantiles autonémicas, afecté al régimen de relacién de
su personal y a la configuracién de las plantillas que forman sus estructuras
organizativas, Derecho aplicable a las relaciones laborales de empresa.

En este contexto legislativo cabe sintetizar las principales novedades que
introduce en la materia la Ley aragonesa 5/2021, de las que las cinco prime-
ras son comunes a la totalidad de las entidades integrantes del sector piblico
institucional de la Comunidad Auténoma:
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— Prohibe la integracién en el sector piblico autonémico, mediante su
creacién o el ejercicio de su control efectivo, de ofros sujetos o entidades
distintos de los categorizados en la norma.

— Identifica expresamente el sistema de fuentes del régimen juridico apli-
cable al conjunto de las entidades que integran el sector piblico institucional
de la Comunidad Auténoma.

— Exige autorizacién previa del Gobierno de Aragén para la participa-
cién de la Administracién y de las entidades dependientes en ofros entes o
instituciones ajenos al sector publico institucional autonémico.

— Crea el Registro de Entes de la Comunidad Auténoma de Aragén.

— Extiende el control de eficacia y supervisién continua a todas las enti-
dades del sector piblico institucional de la Comunidad.

— Moadifica la forma juridica que adopta la decisién del Gobierno de
Aragén autorizando la creacién o la extincién de una sociedad mercantil
autondémica (o la adquisicién o pérdida sobrevenida de esta condicién), que
pasa a ser un acuerdo del Gobierno y no ya un decreto, sin perjuicio de su
publicacién oficial.

— Precisa el régimen del personal de las sociedades mercantiles autoné-
micas, incluyendo el régimen del personal directivo.

— Incorpora el #érmino sociedades mercantiles autonémicas en sustitucién
de las anteriores referencias de la LAAr y legislacién coetdnea a empresas
publicas o empresas de la Comunidad Auténoma, como terminologia clésica
que habia sido incorporada en el texto original del Estatuto de Autonomia de
Aragén, aprobado por Ley Orgdnica 8/1982, de 10 de agosto (1). Como es
sabido, el texto estatutario actualmente vigente mantiene esa referencia en el
art. 100.2, segin el cual «El Gobierno de Aragén podrd constituir empresas
pUblicas para la ejecucién de las funciones reconocidas en el presente Estatuto»
y la complementa, dentro del listado de materias de competencia exclusiva de la
Comunidad Auténoma, aludiendo a la «Planificacién de la actividad econémica
y fomento del desarrollo econémico de la Comunidad Auténoma, de acuerdo
con los principios de equilibrio territorial y de sostenibilidad y, en especial, la
creacién y gestién de un sector piblico propio de la Comunidad. Participacién,
en su caso, en la gestién del sector piblico estatal» (art. 71.329 (2).

(1) Su art. 57.2 disponia que «la Diputacién General de Aragdn podrd constituir
Empresas publicas para la ejecucién de sus funciones propias reconocidas en el presente
Estatuto, asi como instar del Estado la creacién de Empresas mixtas que estimulen la actividad
econdmica aragonesa.

(2) Referencia que actualiza la competencia para «La creacién y gestién de un sector
publico regional propio de la Comunidad» prevista en el art. 35.1.14 de la primera norma
estatutaria.
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Il. LAS SOCIEDADES MERCANTILES COMO PARTE DEL SECTOR
PUBLICO INSTITUCIONAL

En la sistemdtica de la Ley aragonesa 5/2021, el titulo IV regula la
Organizacién y funcionamiento del sector publico institucional, comprensivo
de los organismos publicos (organismos auténomos y entidades de derecho
pUblico, capitulo Ill), las sociedades mercantiles autonémicas (capitulo V), los
consorcios autonémicos (capitulo V) vy, finalmente, las fundaciones del sector
pUblico autonémico (capitulo VI).

Amplia de este modo la nueva ley el contenido del titulo VI de la LAA,
circunscrito Unicamente a la regulacién De los organismos publicos y de las
empresas de la Comunidad Auténomay que obviaba la regulacién del régimen
de los consorcios y el de las fundaciones del sector piblico. No obstante, este
dltimo estaba previsto en la disposicién adicional octava, sobre Fundaciones
privadas de iniciativa piblica.

Ahora se agrupan en un mismo titulo las distintas tipologias de personifi-
caciones que pueden asumir los entes integrantes del sector publico, distintos
del sujeto matriz u originario, la Administracién de la Comunidad, y sus entes
derivados, secundarios o dependientes los amplia a la regulacién de los con-
sorcios, cumpliendo asi el mandato de la legislacién bdsica estatal contenido en
el art. 119.1 de la Ley 40/2015, y, acomodando la sistemdtica legal, incluye
el régimen de las fundaciones del sector piblico autonémico. Tal regulacién
del sector piblico institucional, la introduce en sendos capitulos —los capitulos
I'y Il del titulo IV— que son comunes a todos los entes derivados, mediante su
enumeracién, la formulacién de los principios generales de actuacién aplicables
a todos y cada uno de ellos, la definicién de su régimen juridico general y la
forma de proceder a su inventario (capitulo I).

Y destaca, en un Unico precepto, el art. 91, como mecanismo de garantia
del cumplimiento de los principios de actuacién —en particular, los de eficien-
cia, estabilidad y sostenibilidad financiera—, el sistema de supervisién continua
de todos los entes derivados, secundarios o dependientes, unido intrinseca-
mente a su control de eficacia, en lo que supone, asimismo, el desarrollo por
la legislacién autonémica aragonesa del mandato que, circunscrito al sector
publico estatal, establecia ya el art. 85 de la Ley 40/2015.

Por tanto, el dmbito subjetivo de aplicacién de la Ley aragonesa 5/2021,
referido a todo el sector pdblico autonémico comprensivo globalmente de la
Administracién y del sector publico institucional (art. 2.1), incluye dentro de
esta Ultima categoria a las sociedades mercantiles autonémicas, y asi lo reitera

el art. 85.1.b).

Como novedad, el art. 85.2 introduce una regla general, extensiva a la
Administracién y a la totalidad de las entidades del sector piblico institucio-
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nal, que prohibe la integracién en el sector piblico autonémico, mediante su
creacién o el ejercicio de su control efectivo, directa o indirectamente, de cua-
lesquiera otros sujetos o entidades que, por su naturaleza, no sean organismos
pUblicos, sociedades mercantiles autonémicas, fundaciones del sector piblico
o las universidades publicas integradas en el Sistema Universitario de Aragén.

Esta regla tiene la importante salvedad que a continuacién expone el
parrafo segundo del art. 85.2, si bien la consecuencia de su mandato es doble:

— de una parte, sujeta a un sistema cerrado las formas instrumentales
que pueden conformar los entes secundarios del sector piblico autonémico a
partir del sujeto originario o matriz, la Administracién, legalmente limitadas a
las anteriores categorias subjetivas;

— de ofra, impide que pasen a formar parte del sector piblico cuales-
quiera otras modalidades de personificacién juridica en las que la Administra-
cién o sus entes derivados pudieran llegar a tener una influencia dominante u
ostentar su control por cualquier titulo, por efecto sobrevenido de la dindmica
ordinaria del tréfico juridico, en tanto que personas juridicas ajenas a las
categorias legales que define la enumeracién de los entes secundarios del
sector pUblico (en su caso, por ejemplo, la participacién en una sociedad civil
o comanditaria o en algin tipo de ente asociativo).

En consecuencia, si llegara a darse una situacién semejante, obligard, por
imperativo de la nueva norma autonémica, bien a su transformacién en alguna
de las personificaciones instrumentales calificadas ahora bajo el numerus clau-
sus de la tipologia de entes derivados que integran el sector pdblico institucio-
nal en la Comunidad (organismos pUblicos, sociedades mercantiles pdblicas,
consorcios o fundaciones de sector piblico), o bien, si no fuera posible esa
operacién, a promover su disolucién, liquidacién y extincién.

Y esta situacién obligard, igualmente, a la ponderacién de su justificacién
desde una perspectiva funcional y en el desarrollo del interés piblico conforme
a los principios de eficiencia en el cumplimiento de objetivos y fines institucio-
nales y de sostenibilidad financiera bajo una necesaria aplicacién extensiva
del sistema de control de eficacia que supone la garantia legal del adecuado
dimensionamiento del sector pdblico, al menos desde su perspectiva teérica.

El precepto admite Gnicamente excepcionar la prohibicién que establece
en aquellos supuestos en los que, sobre principios de coordinacién y coo-
peracién institucional y técnicas publicas de colaboracién, el principio de
autonomia institucional, aun manteniéndose el interés piblico autonémico en
la actuacién, queda modulado por las técnicas de relacién y, con él, limitada
la potestad de autoorganizacién de la Administracién consecuencia del prin-
cipio de autonomia, siempre que la causa que fundamente la integracién en
entidades de tipologia diversa a la legalmente resefiada responda a la parti-
cipacién en organismos internacionales, en entidades de dmbito supranacional
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o en organismos de normalizacién y acreditacién nacionales, o cuando esta
participacién sea estrictamente necesaria para el desarrollo de su actividad
conforme a la legislacién sectorial.

No obstante, este Gltimo caso, conforme a un principio de especialidad,
exigird una ulterior predeterminacién normativa que ampare la dispensa de
tal prohibicién.

El art. 86.1 enumera los principios generales de actuacién comunes a todo
el sector publico institucional (legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria,
sostenibilidad financiera, integridad y transparencia) destacando el sometimiento
a la legalidad presupuestaria en materia de personal. La relacién que incorpora
la ley aragonesa recoge en un mismo precepto, dirigido al conjunto de entes del
sector pUblico institucional, los principios ya enunciados en el art. 81.1 de la
Ley 40/2015, afiade el principio de integridad y, a su vez, incorpora una gran
parte de los enumerados en el art. 3 de la LARSPE, que eran ya de aplicacién
especifica en este Gltimo caso a las sociedades mercantiles autonémicas.

Como una consecuencia manifiesta del principio de sostenibilidad finan-
ciera, el art. 86.2 de la Ley aragonesa 5/2021 impone al Gobierno de Aragén
la obligacién de establecer un sistema de supervisién continua de la totalidad
de los sujetos que integran el sector publico institucional —y, por tanto, también
de las sociedades mercantiles— en modo que permita la verificacién y control
de la subsistencia de los motivos que justificaron la creacién del ente —esto es,
la continuidad del objetivo institucional relevante para la satisfaccién del interés
pUblico y la ejecucién de las politicas piblicas, que opera como su elemento
causal—, asi como su viabilidad, e incluird, conforme al principio de eficien-
cia, la formulacién expresa de propuestas de mantenimiento, transformacién o
extincién, de tal modo que, en desarrollo de la legislacién bésica estatal, da

cumplimiento al mandato del art. 81.2 de la Ley 40/2015.

El art. 87 introduce, ex novo, las fuentes de régimen juridico por referencia
a la propia ley y a la legislacién bdsica estatal que desarrolla.

El art. 88, también de nuevo cufio, somete a autorizacién previa del
Gobierno de Aragén la participacién de los entes del sector piblico institucio-
nal autondmico en ofros entes, instituciones o asociaciones ajenas a él (art.
88.1), siempre previo informe del departamento competente en materia de
hacienda sobre las consecuencias presupuestarias, contables y patrimoniales
de la propuesta (art. 88.2) y bajo control politico ex post de las Cortes de
Aragén, a las que el Gobierno informaré de los acuerdos adoptados en ese
sentido (art. 88.3).

El art. 89 prevé, ex novo, la creacién del Registro de Entes de la Comuni-
dad Auténoma de Aragén, trasladando al émbito competencial y organizativo
de la Comunidad Auténoma de Aragén el registro que, para el Estado, regula
el art. 82 de la ley estatal.
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Se trata de un registro administrativo que contiene y centraliza la infor-
macién de la totalidad de los entes que conforman el sector pdblico e incluye,
asimismo, a los entes participados por los sujetos que integran el sector pdblico
institucional de la Comunidad (art. 89.1).

Su gestién se encomienda legalmente a la Intervencién General de la
Administracién de la Comunidad Auténoma bajo la obligacién de los titulares
de cada departamento y de los 6rganos de gobierno o direccién de cada ente
de remitir la informacién en plazo legal no superior a veinte dias habiles desde
la generacién de la concreta informacién (arts. 89.2 y 89.3).

El acceso a la informacién del registro serd publico, a través de la pagina
web del portal de transparencia autonémico (art. 89.4).

El art. 90 de la Ley aragonesa 5/2021, asimismo en desarrollo del art.
83 de la Ley 40/2015 y de cardcter ciertamente autoorganizativo, regula el
modo de cumplir con el deber de proporcionar informacién al Inventario de
Entidades del Sector Piblico Estatal, Autonémico y Local que gestiona el Estado
y que establecen los arts. 82 y 83 de la norma estatal, como obligacién que
corresponde a los érganos que enumera el art. 89.3, en idéntico plazo legal
(art. 90.2) y que la Comunidad canaliza a través de la Intervencién General
de su Administracién (art. 90.3), en coherencia con la competencia que el
art. 89.3 atribuye a la Intervencién General para la llevanza del Registro de
Entes de la Comunidad.

El art. 91 regula —también ex novo—, en desarrollo del art. 81.2 de
la norma bésica, el control de eficacia partiendo de un elemento nuclear de
su motivacién, justificativo, como es el plan de actuacién, configurado como
instrumento de planificacién y gestién que definird las reglas estratégicas de
la actividad del sujeto o ente que desarrollarén y completardn, luego, los
sucesivos planes anuales y el presupuesto a elaborar sobre objetivos y lineas
fundamentales de actuacién (art. 91.1).

En el caso de las sociedades mercantiles publicas, la competencia o fun-
cién de control del plan de actuacién y de sus planes anuales —que deberd
de desarrollar cada compaiiia pblica— se atribuye al departamento de tutela
o a la entidad de gestién (art. 91.1), en coherencia con lo dispuesto en los

arts. 135.3.a) y 135.3.c) del TRLPA.

La funcién de control tiene por finalidad garantizar el cumplimiento de
los principios de sostenibilidad financiera, de eficacia y de eficiencia en la
realizacién de los fines institucionales que justifican la creacién y existencia del
concreto ente, la evaluacién del cumplimiento de los objetivos definidos en los
instrumentos de programacién, y la adecuada utilizacién de sus medios por las
sociedades. En el ejercicio de la funcién de control el departamento de tutela (o
la entidad legal de gestién) emitird un informe anual durante el primer trimestre
del afio que tendrd por objeto proporcionar informacién econémico-financiera

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXIl, Zaragoza, 2022, pp. 109-149 117



LUIS BIENDICHO GRACIA Y VITELIO TENA PIAZUELO

y de gestién relativa al ejercicio inmediato anterior (art. 91.2) y que remitiré a
la Intervencién General de la Administracién de la Comunidad para que este
érgano planifique, ejecute y evalie en la forma que determine un desarrollo
reglamentario que habrd de abordarse (art. 91.3).

La Intervencién General —siempre— y el departamento de tutela o la enti-
dad legal de gestidn, segin corresponda en cada caso, informard al Gobierno
anualmente de los resultados con anterioridad al término de 31 de junio de
cada afo (art. 91.4).

lll. LA REGULACION ESPECIFICA DE LAS SOCIEDADES MERCANTILES
AUTONOMICAS

1. Definicién y alcance

La Ley de Organizacién y Régimen Juridico aragonesa reitera la definicién
legal de sociedad mercantil autonémica por referencia al concepto central de
la influencia dominante del socio por causa de su propiedad, de su participa-
cién financiera o de las normas de aplicacién, para lo que reproduce, en el
art. 117.1, la definicién legal contenida en el art. 133.1 del TRLPA. Queda
superada asi la definicién legal de empresa piblica que formulaba el art. 83
de la LAAr, muy limitada al venir exclusivamente circunscrita a la titularidad de
la mayoria del capital social («sociedades mercantiles en cuyo capital social
tenga participacién mayoritaria, directa o indirectamente, la Administracién
de la Comunidad Auténoma, por si o a través de sus organismos piblicos»).

El art. 117.2 recoge, asimismo, como categoria cualificada, la definicién
legal de sociedad mercantil autonémica unipersonal o de capital integramente
pUblico autonédmico mejorando técnicamente la redaccién del art. 133.2 del
TRLPA al referir ahora «...las acciones, participaciones sociales o titulos...»
frente a la simple mencién a las ‘participaciones sociales’ en la definicién
del art. 133.2, que Unicamente representan la titularidad del capital en las
sociedades de responsabilidad limitada y que obligaban a una interpretacién
y aplicacién de la norma por analogia.

El art. 118 asume la regulacién de la participacién minoritaria en otras
sociedades conforme al precedente del art. 86 de la LAAr, ampliando ahora
por contraposicién su contenido al concepto de sociedad mercantil autonémica.
La nueva regulacién mantiene la reserva de autorizacién a la competencia del
Gobierno de Aragén (art. 118.1), cuya motivacién no queda ya solo circunscrita
al informe del departamento competente en materia de patrimonio, sino también,
ahora, al que emita el departamento competente en materia de hacienda, que
analizard, con mayor amplitud, las consecuencias de la propuesta desde su
perspectiva presupuestaria y contable, no Gnicamente patrimonial (art. 118.2).
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Por coherencia sistemdtica, la autorizacién administrativa previa que debe
otorgarse conllevard la encomienda a la entidad legal de gestidn de la suscrip-
cién o adquisicién de las titulos o participaciones societarias representativas
del capital segin la legislacién mercantil conforme a las especialidades que
establece la legislacion patrimonial pdblica autonémica en los arts. 138 y ss.
del TRLPA (art. 118.3), que, en cierta medida, simplifica.

2. Principios rectores y régimen juridico

El art. 119 enumera, de nuevo, los principios de actuacién (eficiencia,
transparencia y buen gobierno), que concreta ahora para las sociedades mer-
cantiles autonémicas y que amplian los principios genéricos para todo el sector
publico institucional que enuncian los arts. 81.1 de la ley estatal y 86.1 de
la norma autonémica, asi como los especificos de las sociedades mercantiles
autondmicas que introdujo el art. 3 de la LARSPE, cuya concrecién informard
los cédigos de conducta y de buenas précticas societarias y cuya funcién
serd complementaria a la de supervisién general que incumbe al socio en los
términos de los arts. 134 y ss. del TRLPA y 91 de la Ley aragonesa 5/2021
—que desarrolla el modo de ejercer la funcién de control de eficacia— y que
anticipaba en esencia el art. 84.2.f) de la LAAr.

El art. 120 sintetiza, mediante su formulacién general, el régimen juridico
que rige las sociedades mercantiles autonémicas, modulando la aplicacién del
Derecho privado en funcién de las especialidades derivadas de la titularidad
pUblica autonémica del capital que establecen la legislacién de régimen del
sector publico, la de hacienda, presupuestos, contabilidad y control econémi-
cofinanciero, asi como la legislacién en materia de personal y de contrata-
cién, todo ello en forma semejante al art. 85 de la LAAr, si bien en orden de
exposicion inverso en su sistemdtica.

En su dltimo inciso, con un cardcter esencial, el art. 120 prohibe la
atribucién de potestades publicas a las sociedades mercantiles autonémicas,
incompatible con su naturaleza juridica derivada de la forma mercantil, que
prevalece pese a su naturaleza instrumental, al suponer, como tal personifica-
cién juridico-societaria, uno de los medios derivados o secundarios de entre
todos aquellos a los que podrd recurrir la Administracién en el marco de las
técnicas organizativas de las que dispone para el ejercicio de sus competencias,
la ejecucién de las politicas pdblicas y la satisfaccién, en Gltima instancia, de
los intereses generales.

3. Creacion y extincion

El art. 121 regula la creacién de las sociedades mercantiles autonémicas
o la adquisicién o pérdida sobrevenida de su condicién por efecto dindmico de
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las operaciones societarias en el trafico mercantil, siempre previa autorizacién
del Gobierno de la Comunidad mediante acuerdo expreso al efecto.

Es muy importante la justificacién y motivacién de estos acuerdos que auto-
rizan la constitucién o la adquisicién sobrevenida de la condicién de sociedad
mercantil autonémica, como novedad respecto de la legislacién de patrimonio
vigente, en cuanto exige una promocién coordinada, sustentada en diferentes
piezas que deben integrar el correspondiente procedimiento administrativo
preparatorio del acuerdo gubernamental:

a) propuesta conjunta de la entidad de gestién y del departamento que
promueve su constitucién (art. 121.1);

b) informes del departamento competente en materia de hacienda sobre
sus consecuencias presupuestarias, contables y patrimoniales (art. 121.2);

c) propuesta de estatutos cuyo contenido seguird lo dispuesto en la legis-
lacién mercantil (art. 121.3);

d) plan de actuacién que contemple al menos los contenidos minimos des-
critos en el art. 121.4 y que refiere, a su vez, elementos causales adicionales:
la expresion de las razones justificativas de su creacién dando cuenta, razona-
damente, de la inexistencia de duplicidades con otras entidades que pudieran
desarrollar actividades o actuaciones andlogas sobre el mismo territorio y
poblacién; el andlisis de eficiencia de la forma juridica mercantil frente a otras
opciones organizativas; los objetivos anuales y los indicadores que permitan
el control de cumplimiento, que ha de responder al principio de supervisién
continua en el modo previsto en el art. 91 de la Ley aragonesa 5/2021 con
cardcter general para todos los entes derivados, secundarios o dependientes.

Para el recto entendimiento de estas limitaciones, o condicionantes justificati-
vos de la creacién de una sociedad, conviene tener presente el principio general
que se consagra en el art. 128.2, primer inciso, de la Constitucién espafiola,
al reconocer la iniciativa publica en la actividad econémica en términos tan
genéricos e inequivocos que han permitido a la doctrina hablar de un sistema
de compatibilidad o coiniciativa piblica y privada (MARTIN-RETORTILO BAQUER). En
efecto, limitar no equivale a supeditar o subordinar la iniciativa piblica a la inicia-
tiva privada, lo que equivaldria a interpretar erréneamente que las exigencias de
justificacién formal de la iniciativa (entre ofras cuestiones, evitando una ineficaz
y redundante duplicidad) conducen a la reintroduccién del conocido principio
de subsidiariedad proclamado en el ordenamiento juridico preconstitucional.

Dicho principio significa, en esencia, que solamente se reconoce la legi-
timidad de la actividad econémica pdblica en defecto de la privada. Con ese
cardcter fue utilizado por el régimen franquista instaurado tras la guerra civil
en nuestro pais, como palanca para intensificar el intervencionismo estatal en la
actividad econémica con objeto de impulsar la ingente tarea de reconstruccién
que debia acometerse, dando de este modo origen al conglomerado empre-
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sarial pdblico en torno al denominado Instituto Nacional de Industria creado
en el afio 1941. Aun respondiendo a razonables planteamientos teéricos de
la ciencia econémica alrededor de las ineficiencias y fallos del mercado (3),
fundamentados en situaciones y experiencias reales que se ha ido dando a
lo largo de la historia, resulta mayoritariamente rechazado por la doctrina
juridica (4). Lo ha recordado recientemente GuMERA (2020, 139y ss.):

«Como se recordard, el principio de subsidiariedad se habia vuelto a positivar
en el lll Plan de Desarrollo, que nunca fue formalmente derogado. Pero la Consti-
tucién no lo recogié explicitamente. Esto dio lugar a un debate doctrinal en el que
las ideas en contraste estaban fuertemente influidas por connotaciones ideoldgica,
histérica e incluso religiosa. Lo cual no es de extrafiar, dado que estos factores
influyeron también en la misma redaccién de la Norma Fundamental. Conviene
recordar el contexto en el que fue elaborada, con el mundo aun dividido en los
bloques soviético y occidental, y con Espafa intentando asegurar un frénsito paci-
fico hacia un sistema democrdtico moderno. El caso que la omisién del principio
de subsidiariedad en el texto constitucional habia sido del todo intencionada, y se
concluyé que la Administracién no estaba vinculada por tal principio» (5).

Las consecuencias, en punto al régimen juridico, las apunta mds adelante
el autor y ayuda a situar perfectamente su comprensién en cuanto al alcance
de la iniciativa publica, que no cabe asimilar sin mds a privilegios exorbitantes:

«Que la iniciativa piblica econémica faculta a la Administracién para realizar
actividades empresariales en condiciones de igualdad con el sector privado nunca
ha estado discutida, las dificultades residian en precisar el contenido de esta dfir-
macién. Combinando ambas premisas puede afirmarse que el articulo 128.2 CE
solo habilita a actuar como empresario, a ‘saltar’ de un sector a otro, pasando a
regirse por el derecho mercantil en lugar del administrativo que le es propio cuando
ejerce potestades —o cuando produce en régimen de no mercado—. Desde esta
perspectiva, tanto la iniciativa publica econémica como la libertad de empresa
cumplen la misma funcién, ambos son titulos juridicos que legitiman la aplicacién
del derecho mercantil como estatuto juridico del empresario. En conclusién: la huida
del derecho administrativo solo es huida hacia el derecho de la competencia» (6).

(3) Una breve orientacién muy esclarecedora en Secura (1989) y Orteca (2003). Como
apunta sintéticamente el primero, dos lineas de actuacién: « 1) privatizar alli donde la empresa
publica actie ineficientemente en actividades en que no existan fallos de mercado; 2) entrar
alli donde la empresa publica sea el instrumento mds adecuado de intervencién —frente a
la regulacién y los incentivos directos— y se produzcan fallos de mercado, principalmente
derivados de informacién imperfecta y estructuras de mercado no competitivas» (1989, 15).

(4)  MarTiN-RETORTILO (1988), MUNOZ (1998), Coscutlueta (2003), FERNANDEZ FARRERES
(2003), Parejo (2015), MonTtoYa (2018), Salamero (2019).

(5) Gumera (2020, 141 y 142).

(6) Guimera (2020, 366). Es clara la fundamentacién de este régimen en el Derecho
comunitario europeo, para el que resulta en principio indiferente la titularidad poblica o
privada de la empresa, en aras a la afirmacién del sistema de economia de mercado que
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Por ofra parte, en los casos de modificacién del objeto social y de opera-
ciones societarias que impliquen variacién del capital social, por su aumento
o reduccién, o la transformacién, fusién, escisién, disolucién y liquidacién de
la sociedad, el Gobierno de la Comunidad autorizaré lo que proceda a los
miembros de los érganos de gobierno (Junta General) o de administracién de
las compafiias (administradores o consejeros en el Consejo de Administracién)
que hubiera designado (art. 121.6). Esta regla reitera la que anteriormente
establecia el art. 84.4 de la LAAr, que recogié el art. 134.1.d) del TRLPA, y
que, con légica manifiesta, la nueva ley amplia ahora también a las modifi-
caciones del objeto social en tanto que, junto con la estructura de capital, el
objeto social constituye el elemento definidor esencial que delimita la capacidad
de obrar de la compafia en el tréfico juridico.

En relacién con las obligaciones de publicidad e informacién consecuen-
tes, los acuerdos de creacién y extincién serdn objeto de publicacién en el
Boletin Oficial de Aragén (art. 121.5) y el Gobierno dard cuenta a la comisién
competente en materia de Hacienda de las Cortes de Aragén del acuerdo que
autorice la creacién de una sociedad mercantil autonémica o la pérdida de
su condicién (art. 121.7).

Mejora considerablemente el art. 121 la regulacién que contenian los
preceptos anteriormente dedicados a estas cuestiones. Los derogados arts.
84.1 y 84.2 de la LAAr remitian con notoria parquedad a su creacién por
decreto del Consejo de Gobierno, como forma que adoptaba una decisién
administrativa cuya eficacia Oltima ad extra exige la aplicacién de la legisla-
cién mercantil y cuya categorizacién y naturaleza juridica era confusa, pese
a la amplia determinacién del contenido legal minimo del decreto (en el art.
84.4) cuya justificacién requeria simplemente de un procedimiento que debia
instruir el departamento competente en materia de hacienda que justificase la
‘utilidad y oportunidad’ de su constitucién.

La nueva norma adecua en parte la regulacién al régimen que ya anti-
cipaban los arts. 134.1 y 138.3 del TRLPA sustituyendo la forma juridica

era esencial para la creacién de un nuevo mercado comin como puso de manifiesto, por
ejemplo, Coscutluela: «la defensa de la libre competencia no tiene una especial connotacién
ideolégica, sino que es la consecuencia obligada de una economia de mercado, basada
precisamente en la igualdad de oportunidades econémicas de los agentes que operan en el
mismo» (2003, 129). El enfoque actual se plasma, a escala global, en la Recomendacién
del Consejo de la Organizacién para la Cooperacién y el Desarrollo Econémico, de 31 de
mayo de 2021, sobre Neutralidad Competitiva, que pretende que los gobiernos garanticen
las mismas condiciones tanto entre las empresas publicas y las privadas, como entre las
diferentes empresas privadas, asegurando un marco legal neutral: https://legalinstruments.
oecd.org/en/instruments/OECD-LEGAL-0462. Con anterioridad, Recomendacién del Consejo
relativa a las Directrices de la OCDE sobre el Gobierno Corporativo de las Empresas Publicas,
de 8 de julio de 2015.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
122 ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 109-149



LA REGULACION DE LAS SOCIEDADES MERCANTILES AUTONOMICAS EN LA NUEVA LEY DE ORGANIZACION...

del acto de autorizacién (ahora, un acuerdo). Con ello simplifica el pro-
cedimiento administrativo a seguir en orden a la formacién de la voluntad
publica, adapténdolo asi a la legislacién estatal de régimen juridico del sector
pUblico, redefiniéndolo para el dmbito organizativo de la Comunidad sobre
su autonomia institucional y conforme a su competencia para el desarrollo
de especialidades propias de procedimiento administrativo que determina su
potestad de autoorganizacién.

4. Régimen de personal

El art. 122 regula el régimen de personal, precisédndolo respecto del art.
87 de la LAAr, pues si bien se encuentra sujeto al Derecho laboral, el art.
122.1 matiza su aplicacién con la importante modulacién que, en el concreto
sistema de fuentes de la relacién laboral, supone su sometimiento al principio
de legalidad presupuestaria y a la normativa que lo desarrolla, que operan
como condicionante adicional de la legislacién laboral.

Se introduce ahora una norma que regula expresamente la contratacién
del personal directivo, completando lo ya previsto en el art. 87.2 de la LAAr
para la contratacién del personal no directivo, reproducido ahora en el art.
122.2: la seleccién del personal no directivo mediante convocatoria piblica
y un proceso selectivo basado en los principios constitucionales de igualdad,
mérito y capacidad.

La contratacién del personal directivo la estructura la ley en torno a un
régimen de garantias proporcionado a la naturaleza y objeto de las funciones
a desempefiar y, asi, la hace participe de los principios de mérito y capacidad,
incorporando adicionalmente un criterio de idoneidad y el sometimiento del
proceso selectivo a principios de publicidad y concurrencia, que persigue la
adecuacién de la contratacién del personal directivo (esto es, del responsable
mdximo de la compafiia piblica) a principios de objetividad, transparencia
y eficacia (art. 122.3). Se pretende asi garantizar la profesionalidad en el
desempefio de la funcién directiva y, con ello, la eficiencia en la gestion de
la sociedad publica.

La Lley aragonesa 5/2021 asume previsiones que tienen origen en la
normativa presupuestaria, cual es el caso de la intervencién de supervisién y
control de las entidades de gestién correspondientes segin proceda por la ads-
cripcién de la compafia contratante (art. 122.4), recogiendo ahora, con una
vocacién de estabilidad regulatoria, las funciones que viene asumiendo como
entidad de gestién Corporacién Empresarial Piblica de Aragén, S.L.U. (o, para
el grupo societario de medios de comunicacién, la Corporacién Aragonesa
de Radio y Televisién), en coherencia con aquéllas que atribuye la legislacién
patrimonial poblica (vid. los articulos 135.3.a), 135.3.b) y 135.3.c) del TRLPA).
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5. Régimen patrimonial

El art. 123 regula el régimen patrimonial a partir de lo que disponia el
art. 88 de la LAAr, ahora derogado, cuyos contenidos reordena segin la pre-
lacién del sistema de fuentes que opera en el concreto dmbito material. De este
modo, el Derecho privado queda, a su vez, matizado en su aplicacién por la
legislacién de organizacién y régimen juridico del sector piblico autonémico
y la legislacién patrimonial (art. 123.1), delimitando el marco de ejercicio de
las facultades de gestién patrimonial (art. 123.3).

Se distingue, asimismo, por su origen, el patrimonio propio de la sociedad
y el de adscripcién por la Comunidad (art. 123.2), reproduciendo en el art.
123.4 la prohibicién de disponer y la limitacién de usos para el patrimonio
de adscripcién que ya establecia el art. 88 de la LAAr.

6. Régimen presupuestario, contable y de control econémico-finan-
ciero

El art. 124 regula el régimen presupuestario, en sus dos primeros apar-
tados, en forma semejante a como lo hacia el art. 89 de la LAAr. Estos dos
preceptos vienen referidos, respectivamente:

— al carécter estimativo del presupuesto de las sociedades mercantiles
pUblicas frente al presupuesto limitativo propio de la Administracién y la exten-
sién del régimen ya no sélo a la legislacién de hacienda, sino también a las
leyes anuales de presupuestos, que integran, junto con la anterior, el bloque
de la legislacién presupuestaria (art. 124.1);

— a la aportacién de fondos por la Administracién al margen de las
operaciones societarias, esto es, al margen de la condicién mercantil del socio,
para el cumplimiento de su finalidad institucional y los objetivos vinculados a
la razén de su constitucién, a instrumentalizar mediante convenios y contra-
tos-programa como mecanismo legal para financiar su actividad segin prevé
asimismo la legislacién autonémica de hacienda (art. 124.2).

Se infroduce como parte del régimen presupuestario una norma cierto-
mente extrafia por su naturaleza e implicaciones —que trascienden la materia
estrictamente presupuestaria—, como la relativa a los encargos de ejecucién
para cuya formalizacién el art. 123.3 remite al art. 57 de la misma ley. Este
dltimo regula los encargos de ejecucién a medios propios personificados en
el marco de las formas de actuacién administrativa como medio de los que
dispone la accién de la Administracién en la gestién piblica (capitulo V del
titulo 1), sustituyendo de este modo a la regulacién contenida en la disposicién
adicional decimotercera de la LAAr.

El art. 125 acoge literalmente la redaccién del art. 90 de la LAAr sobre
régimen de contabilidad pdblica y de control. El art. 125.1, en su contenido,
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puede dar lugar a equivoco en cuanto las sociedades mercantiles autonémicas
estdn sujetas, principalmente, a la legislacién contable mercantil y societaria,
aun cuando tal circunstancia no niegue las significativas especialidades deri-
vadas de su fiscalizacién adicional por medio de los mecanismos de control
propios de la contabilidad pdblica a través de érganos internos (Intervencién
General) y externos (Cdmara de Cuentas de Aragén y Tribunal de Cuentas).

E igualmente ocurre con la referencia a las auditorias como medio de
control de eficiencia en el cumplimiento de los fines institucionales (art. 125.2),
como trasunto de las previsiones que ya recoge la legislacién de hacienda, si
bien parece que quedaréd superada por el desarrollo del principio de supervi-
sién continua, regulado en el art. 91 al amparo de la legislacién bdsica, que
acentda la mayor intensidad y regularidad del control de eficacia.

7. Régimen de contratacion

En la légica de la evolucién experimentada por la legislacién de contra-
tacién piblica por efecto del Derecho de la Unién Europea vy la jurisprudencia
dictada en su aplicacién, el art. 126 ha extendido el dmbito subjetivo de la
contratacién piblica més allé de la contratacién de las Administraciones pdbli-
cas en su sentido estricto, alcanzando la contratacién del conjunto del sector
pUblico y, por tanto, de sus entes secundarios, bajo un principio de unidad
normativa que pone fin a la huida del Derecho administrativo.

Como puso de manifiesto la Comunicacién relativa al concepto de ayuda
estatal conforme a lo dispuesto en el articulo 107.1 del Tratado de funcio-
namiento de la Unién Europea, que modifica el Tratado Constitutivo segin el
Instrumento ratificado en Lisboa en fecha de 13 de diciembre de 2007, «los
recursos de las empresas publicas también constituyen fondos estatales a tenor
del articulo 107, apartado 1, del Tratado porque el Estado puede orientar la
utilizacién de los mismos (72)» (7).

La Ley aragonesa 5/2021 introduce, por tanto, un contenido nuevo que
parte de la remisién general a la legislacién especifica de contratacién del
sector pdblico (art. 126.1) y que traslada —en una obvia mejora sistemdtica—
el contenido que ya habia introducido anteriormente la LARSPE.

En efecto, se incluyen normas de garantia que atribuyen a la Administra-
cién de la Comunidad el control de la contratacién de las sociedades mercan-
tiles publicas, por umbral de cuantia, segin establecieron en la ley previa sus
arts. 14.1 y 14.2: reserva a la autorizacién previa del Gobierno de Aragén
del otorgamiento de contratos de cuantia superior a doce millones de euros

(7) Publicada en el Diario Oficial de la Unién Europea de 19 de julio de 2016 (C
262/1), paragrafo 49.
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y habilitacién para modificar el umbral en las leyes anuales de presupuestos
o, subsidiariamente, a los Consejeros titulares de los departamentos de tutela,
para fijar umbrales de control en contratos de cuantias inferiores (nunca inferior
a cuatro millones de euros o al tercio de la cantidad que deba ser autorizada
por el Gobierno de Aragén).

Tales reglas tenian y tienen origen en la legislacién en materia de esta-
bilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera (arts. 126.2 y 126.3), y de
su dmbito objetivo de aplicacién quedan excluidos, en cualquier caso, los
contratos de financiacién y gestién financiera (art. 126.4) como igualmente
establecia ya el art. 14.4 de la LARSPE.

8. Otras disposiciones

Por ¢ltimo, la parte final de la Ley aragonesa 5/2021 establece varias
disposiciones de directa aplicacién a las sociedades mercantiles autonémicas
que vienen a completar su régimen juridico.

La disposicién adicional primera extiende la atribucién al Servicio Juridico
del Gobierno de Aragén de las funciones de direccién y coordinacién de la
asistencia juridica, consultiva y contenciosa no sélo a la Administracién pdblica
y sus organismos publicos sino a la totalidad del sector piblico institucional,
a diferencia de la disposicién adicional tercera de la LAAr que limitaba su
ejercicio al dmbito estricto de la Administracién y sus organismos piblicos.

Eleva, pues, la disposicién adicional primera a rango legal la previsién
reglamentaria contenida ya en el reglamento que regula la organizacién y
funcionamiento del Servicio Juridico autonémico. El Decreto 169/2018, de 9
de octubre, del Gobierno de Aragén, que organiza la asistencia, defensa y
representacién juridica a la Comunidad Auténoma de Aragén, prevé que el
asesoramiento en derecho y la representacién y defensa en juicio de las socie-
dades mercantiles autonédmicas, puedan asumirlas los Letrados de la Comunidad
Auténoma de Aragdn integrados en la Direccién General de Servicios Juridicos
a través del mecanismo convencional establecido en su art. 19.

La disposicién adicional cuarta ordena la adaptacién al contenido de la
nueva ley a la totalidad de las entidades que integran el sector piblico en el
término de dos afios a contar desde su entrada en vigor, que tuvo lugar el
dia 2 de octubre de 2021, en lo que, dado el concreto mandato temporal
de la disposicién transitoria tercera, afecta, principalmente, al t#érmino para
la aplicacién de los mecanismos de control de eficacia y supervisién continua
en la forma que establece el art. 91.

La disposicién adicional décima conlleva la sustitucién terminoldgica del

uso de ‘empresas de la Comunidad Auténoma’, coherente con el concepto,
mds amplio y propio, de sociedad mercantil autonémica.
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La disposicién transitoria primera fija el régimen de los encargos a empre-
sas pUblicas vigentes a la entrada en vigor de la ley conforme a la disposicién
adicional decimotercera de la LAAr, manteniendo en tales casos la aplicacién
de la legislacién anterior bajo la vigencia de la nueva ley y con ese cardcter
transitorio, hasta que se finalice completamente su ejecucién.

La disposicién transitoria segunda, en lo que afecta exclusivamente en su
apartado uno a las sociedades mercantiles autonémicas, remite a la disposicidn
adicional cuarta, ya resefiada, en tanto que mantiene en vigor la normativa
anterior hasta el término conferido para la adaptacién a los contenidos de la ley.

Finalmente, la disposicién transitoria tercera establece un plazo de seis
meses a partir de la entrada en vigor de la ley (esto es, el dia 2 de abril de
2022) para el cumplimiento, por los érganos superiores o directivos de los
entes del sector piblico —y, entre ellos, las compafias mercantiles pblicas—,
de la obligacién de proporcionar la informacién inscribible en el Registro de
Entes de la Comunidad Auténoma de Aragén.

IV. ALGUNAS CONSIDERACIONES CRITICAS
1. La dispersion y el solapamiento normativo
A) La particular naturaleza de las sociedades mercantiles publicas

Tal y como apuntébamos en los antecedentes que introducen el presente
trabajo y en la exposicién descriptiva de la nueva regulacién de las sociedades
mercantiles autonémicas, la Ley aragonesa 5/2021 desarrolla la legislacién
basica estatal en el ejercicio de las competencias que el Estatuto de Autonomia
atribuye a la Comunidad para la regulacién del «...procedimiento adminis-
trativo derivado de las especialidades de la organizacién propia...», y, en
su expresién mds amplia, de los bienes «...patrimoniales de su titularidad»
(art. 71.79).

El Estatuto de Autonomia habilita expresamente al Gobierno de la Comu-
nidad para la constitucién de sociedades mercantiles de capital pdblico regio-
nal, como instrumentos de ejecucién de la politica econémica general y de
las distintas politicas sectoriales que sirvan al desarrollo socioeconémico de
la Comunidad, al incremento de los niveles de renta y a la mds equitativa y
equilibrada distribucién de la riqueza para el logro de la justicia social (art.
100). Todo ello siempre dentro de los limites y en el marco de la legislacién
bdsica en los démbitos materiales concurrentes en el cumplimiento de las citadas
finalidades que definen el interés pdblico (vid. arts. 149.1.6% 149.1.13% o
149.1.18° de la Constitucién).

De ahi se sigue que la particular naturaleza juridico-patrimonial de las
sociedades mercantiles, como sujetos de Derecho de raiz asociativa cuyo
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elemento causal consiste en la finalidad que persiguen los socios para la
obtencién y distribucién de ganancias por efecto del pacto asociativo, queda
distorsionada en el caso de las sociedades pdblicas por su caracterizacién
adicional opuesta al anterior orden de razén, pese a gozar de personalidad
juridica propia como sujeto formalmente independiente. Tal diferencia que
afecta al elemento causal, cuando menos matiza o difumina su fundamento
vinculado al contrato de sociedad y a la funcién econémica del pacto socie-
tario que persigue la obtencién de un lucro (vid. articulo 1.665 del Cédigo
Civil).

Por el contrario, la constitucién y existencia de la sociedad mercantil
pUblica vendrd justificada en su condicién instrumental como medio o recurso
vicario en tanto que ente secundario, derivado o dependiente de una Adminis-
tracién que estd caracterizada, a su vez, en cuanto persona juridica y sujeto de
Derecho, como una organizacién servicial cuya actividad y actuacién vienen
regidas por su subordinacién a la satisfaccién objetiva y a la realizacién del
interés general. Como ha recordado Acosta, sintetizando los diferentes elemen-
tos que confluyen en el concepto de interés general y sus poderes de limitacién
de las esferas de libertad, como concepto juridico-politico y como principio
general del derecho, constituye no solo un criterio orientador de las politicas
pUblicas, sino también un limite a las concretas decisiones de los gestores en
tanto que «medidas o actuaciones que resulten ser contrarias o lesivas al interés
general serdn sin duda contrarias al ordenamiento juridico» (8).

A su vez, la sociedad publica se caracteriza técnicamente como instru-
mento para la gestién por medio propio personificado que la jurisprudencia
califica de directa, pese a la forma societaria que reviste el sujeto derivado,
tal y como manifiesta, por ejemplo, la sentencia nim. 354/2016, de 13 de
julio, del Tribunal Superior de Justicia de Aragén (JUR 2016\217387), que
afirma que la «...gestién directa |(...) puede ser llevada a cabo a través de
distintfos modos —gestién indiferenciada, a través de establecimiento o empresa
sin personalidad, por medio de servicio publico personificado (Organismos
auténomos, Entidades publicas empresariales o Agencias Estatales), o en forma
de sociedad privada—...» (fundamento de derecho 5°), y segin recoge expre-
samente ahora el art. 56.a) de la Ley aragonesa 5/2021 al relacionar las dis-
tintas formas en que la Administracién autonémica puede realizar su actividad:
mediante gestién directa o con medios propios; mediante gestién indirecta, con
arreglo a alguna de las férmulas establecidas en la normativa sobre contratos
del sector piblico; y mediante acuerdos de accién concertada con entidades
pUblicas o con entidades privadas sin dnimo de lucro para la prestacién de
servicios a las personas.

(8) Acosta (2019, 181).
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B) La dualidad normativa en el propio ordenamiento adminis-
trativo

La dualidad definida por su doble componente formal (derivado de su
personificacién como sociedad mercantil de capital) y causal o material (resul-
tante, como razén del ente secundario, de la justificacién de inferés publico
que motiva y explica su constitucién y que trasciende la mera obtencién de
un beneficio mensurable en la rentabilidad econémica directa para su socio
o socios) desdibuja no solamente la linea divisoria entre los regimenes juridi-
co-privado (mercantil) y juridico-pdblico (administrativo), sino también la que
resultaria, ad intra, de la normativa sectorial en el seno del Derecho adminis-
trativo. Aparece ciertamente la dificultad de deslindar la materia patrimonial de
la organizativa en la condicién de tertium genus de las sociedades mercantiles
de titularidad publica.

En el planteamiento esencial de las relaciones ad intra, definidas por el
ordenamiento administrativo, el régimen de las sociedades mercantiles piblicas
abarca, pues, no solo el &mbito de la regulacién patrimonial poblica partiendo
del concepto de titulo mercantil en tanto que objeto de propiedad (la accién y
la participacién, en su formulacién mds primaria), sino también el de la norma-
tiva organizativa dado que la constitucién de la sociedad (la personificacién,
en sumay), responde, conforme al velo societario, al uso de un instrumento del
que dispone la Administracién para la ejecucién de las politicas pdblicas en
el ejercicio de las competencias que predeterminan su capacidad, su actividad
y su dmbito de actuacién, segin tiene legalmente atribuidas.

Sobre esa bisectriz que gira en el doble dmbito de lo patrimonial y lo
organizativo, el régimen de las sociedades mercantiles pdblicas resulta, tam-
bién, afectado por las regulaciones administrativas que gozan de una vocacién
expansiva en su aplicacién a la totalidad de entes o sujetos encuadrados bajo
la amplia categoria de sector piblico. En este sentido, véanse las especialida-
des que, para el régimen de las sociedades mercantiles piblicas, introducen
la normativa presupuestaria, de hacienda y contabilidad, de contratacién, o
de empleo en el sector piblico.

Esta disonancia normativa, que ya arrastraba asimismo la LAAr —tro-
sunto de la propia legislacién estatal—, la agudiza la vigente Ley aragonesa
5/2021, pues, sin derogar la regulacién que, sobre el Sector empresarial del
patrimonio de Aragén, contiene el titulo VI del TRLPA [y, en particular, por su
mayor proyeccién organizativa, su capitulo Ill, Régimen administrativo en rela-
cién con las sociedades mercantiles autonémicas), recoge, asume o desarrolla
contenidos propiamente ‘patrimoniales’ hasta ahora regulados principalmente
en el TRLPA o en leyes especiales aplicables a esa parte especifica del sector
pUblico institucional que traen causa de la legislacién presupuestaria (caso
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de la LARSPE, que a su vez responde a medidas generales derivadas de los
mecanismos previstos para lograr la estabilidad o equilibrio presupuestario) (9).

C) Algunos ejemplos concretos

Podemos mencionar algunos ejemplos concretos de lo que se acaba de
exponer empezando por el régimen de control y supervisién continua (art. 91
de la Ley 5/2021) y de las disposiciones que, complementdndolo, modulan su
aplicacién temporal (las disposiciones adicional cuarta y transitoria primera,
ésta en su apartado uno). El articulo 91.2 atribuye la funcién de supervisién
continua al «...departamento o entidad de gestién en el caso de las socie-
dades mercantiles autondmicas...», en lo que enlaza con lo dispuesto en el
articulo 135 del TRLPA, que enuncia las funciones del ‘departamento o entidad
de gestién’, comunes pero que tienen un cardcter eminentemente alternativo.

Asimismo cabe citar los siguientes: la Participacién minoritaria en ofras
sociedades (art. 118); su Creacién o extincién (art. 121); la literalidad de las
menciones del art. 122; los regimenes de auditoria y control econédmico-fi-
nanciero (art. 125) y su relacién con las medidas que introdujo la LARSPE; o
las posibilidades —omitidas— de una regulacién sistemdtica y mds amplia,
expresa, conforme al desarrollo de la actividad que desempefia como entidad
legal de gestién y sociedad matriz, Corporacién Empresarial Piblica de Ara-
gén, S.L.U. bajo un principio de especialidad y como organizacién que cuenta
con medios técnicos y profesionales adecuados a la gestién patrimonial de la
cartera de los titulos societarios autonémicos y que ha desplazado una parte
de las funciones propias de la competencia material atribuida tradicionalmente
al departamento que asumia su gestién cuando las titularidades de la Comu-
nidad residian en la propia Administracién o en algunas de sus entidades de
Derecho publico.

El art. 135.1 identifica el ‘departamento’ con «el departamento compe-
tente en materia de patrimonio...», como érgano administrativo al que, en la
estructura de la Administracién general, la ley confiere la competencia para
la gestién de las participaciones pdblicas, si bien ya entonces con cardcter
subsidiario: esto es, «...salvo cuando el Gobierno de Aragén atribuya dichas
responsabilidades con el cardcter de entidad de gestién a un organismo publico
o a una sociedad matriz, que dependerd del departamento que determine el
Gobierno de Aragén, y reunird las caracteristicas establecidas en el articulo
siguiente» (art. 135.1, in fine).

(9) Este fendmeno de la dispersién y dualidad normativas parece ser una constante
inherente a la propia regulacién de las sociedades mercantiles autonémicas que ya fue puesto
de manifiesto por SETUAN en relacién con la incidencia de las previsiones del TRLPA sobre las
disposiciones antecedentes en la materia (2014, 1044).
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Por su parte, la entidad de gestién, como consecuencia del proceso de
reestructuracién de las titularidades accionariales y las participaciones piblicas
acometido por la Comunidad en el afio 2008 bajo la mano Unica de una
sociedad patrimonial o de cartera, quedé legalmente definida en la disposicién
adicional novena del TRLPA, que califica como tal, en su apartado primero,
a la sociedad mercantil Corporacién Empresarial Publica de Aragén, S.L.U.,

creada por Decreto 314/2007, de 11 de diciembre, del Gobierno de Aragén.

Como condicién estructural ex arts. 136.a) y 136.b) del TRLPA, Corpo-
racién Empresarial Pdblica de Aragén, S.L.U. estd participada exclusivamente
por la Comunidad a través de su Administracién, y es la fitular instrumental
—asimismo por efecto de la citada reestructuracién patrimonial— de los titulos,
acciones y participaciones autonémicas en distintas sociedades mercantiles,
participadas o autonémicas.

Sobre su presupuesto como entidad de gestién configurada como una
sociedad patrimonial o de cartera presta servicios consecuentes a las funciones
que tiene legalmente atribuidas y ofras vinculadas a una posicién de back-
office empresarial respecto del resto de su grupo societario (las sociedades
mercantiles de las que es socio Unico o mayoritario) en la légica de sociedad
matriz instrumental de la Administracién para la gestién de un conglomerado
de compaiiias mercantiles autonémicas de variado objeto y que responden
en sus objetivos a distintas finalidades institucionales (promocién econémica,
servicio publico, etc.).

De esta forma, conforme a los arts. 135.2 'y 135.3 del TRLPA, Corporacién
Empresarial Pdblica, S.L.U. ha desplazado en la actualidad al departamento
competente en materia de patrimonio en el ejercicio de las distintas funciones
enumeradas en la ley que tienen por finalidad y objeto la gestién de la cartera
patrimonial autonémica.

Aun cuando tfales funciones constituyan manifestacién de una misma y
Unica realidad patrimonial y organizativa, cabe agruparlas segin tengan por
objeto el control de las facultades vinculadas al ejercicio de los derechos
del socio conforme a la legislacién mercantil (arts. 135.2 y 142.2), o, en
un sentido mds amplio, respondan a un principio de unidad de direccién
dimanante, sin duda, del concepto de grupo societario que recoge el art. 42
del Cédigo de Comercio (por todas, la sentencia n.° 437/2018, de 11 de
julio, del Tribunal Supremo, RJ 2018\2815; la sentencia n.° 200/2014, de
4 de julio, de la Audiencia Provincial de Vizcaya, JUR 2014\267851; o la
sentencia n.° 643/2012, de 11 de diciembre, de la Audiencia Provincial de
Zaragoza, AC 2013\426).

El concepto de unidad de direccién que proyecta la legislacién patrimonial
es, sin duda, equivalente al concepto de la influencia dominante que viene
postulando la doctrina y que introduce, como elemento esencial, la calificacién
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de la pertenencia de una sociedad mercantil con capital piblico al sector
poblico institucional (10).

Y asi queda proyectado en la reserva legal a la entidad de gestién de su
capacidad, ex ante, para fijar criterios de direccién [art. 135.3.c)] y, ex post,
para su control funcional, de eficacia y financiero [arts. 135.3.a) y 135.3.b)].
Todo ello, claro estd, siempre dentro de las directrices generales marcadas por
el Gobierno de Aragén —la Administracién— como socio vy titular Gltimo del
capital de la Comunidad en las distintas compafias mercantiles (arts. 119.2
de la Ley aragonesa 5/2021 y 134.2.a) del TRLPA). Y a salvo de la reserva
al Gobierno de la autorizacién de concretos actos y acuerdos que responden
a las exigencias del trafico mercantil y societario en el control y garantia de
cumplimiento de la finalidad institucional a la que responde su constitucién o
la asuncién mayoritaria o exclusiva de su capital por la Administracién.

Pues bien, tal prevalencia organizativa en la gestién patrimonial, a la que
parece remitir la legislacién sectorial Gltima, deberia tener una reformulacién
legal més clara y ordenada en el marco normativo sobre su expresién adecuada
de un principio de subsidiariedad de la competencia administrativa respecto de
las funciones que asume Corporacién Empresarial Poblica de Aragén, S.L.U.
como entidad de gestién y sociedad patrimonial o de cartera.

Adicionalmente, por razén de la finalidad institucional para la ejecucién
de las distintas politicas publicas en los diferentes dmbitos de intervencién
administrativa que justifica la constitucién de las sociedades, el articulo 137
del TRLPA establece una regla para la adscripcién de los derechos mercantiles
autonémicos a un determinado departamento, denominado departamento de
tutela conforme a la organizacién y distribucién interna de las competencias
de la Administracién.

Esta adscripcion define, pues, un tercer elemento de organizacién que
infiere en los mecanismos de gestién y control del patrimonio empresarial de la
Comunidad y, consecuentemente, en la aplicacién de los procedimientos admi-
nistrativos vinculados a la organizacién del sector empresarial o a la toma de
decisiones societarias, afiadiendo un nuevo factor de complejidad organizativa.

La actuacién de estos tres elementos —el departamento competente en
materia de patrimonio, la entidad de gestién cuyas funciones en la actualidad
tiene legalmente atribuidas la sociedad mercantil Corporacién Empresarial
Piblica de Aragén, S.L.U., y el departamento de tutela— queda, ademds, supe-
ditada, en cualquier caso, a la reserva dltima de la competencia al Gobierno
de Aragén de las funciones superiores del control administrativo que enumera
el art. 134 del TRLPA, como érgano jerdrquico superior de la Administracién

(10) Pefa (2010, 1235 y ss), PALA (2012, 54 y ss.), Lacuna (2016, 405 y ss.).

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
132 ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 109-149



LA REGULACION DE LAS SOCIEDADES MERCANTILES AUTONOMICAS EN LA NUEVA LEY DE ORGANIZACION...

de la Comunidad y que reitera genéricamente el art. 119 de la Ley aragonesa
5/2021 en su Gltimo inciso.

Por ofra parte, el capitulo Il del titulo VI del TRLPA regula el régimen de
adquisicién y transmisién de titulos societarios autonémicos —en la amplia
definicién que proporciona su art. 132— sobre una casuistica de origen his-
térico pero fundamentalmente superada por los procesos de reestructuracién
empresarial y el propio sistema de concentracién de la gestién de la cartera
patrimonial en un ente instrumental que prevén los articulos 135y 136 y la
disposicién adicional novena del TRLPA.

Asi lo demuestra también el procedimiento de enajenacién de los titulos
societarios a través de la transmisién previa desde la Administracién general
o institucional titular a la sociedad piblica de cartera (no obstante, facultativa,
art. 140.2) y en tanto que el TRLPA prevé un triple supuesto en funcién de la
titularidad de origen y destino, ya sea la Administracién (articulo 138.1), sus
organismos pUblicos (articulo 138.2) o las sociedades mercantiles autonédmicas
(articulo 138.3). En este dltimo caso, la legislacién patrimonial Unicamente
prevé con cardcter preceptivo el informe previo del departamento competente
en materia de patrimonio, no asi el de la entidad legal de gestién, pese a
que, no obstante, promoverd como socio, directo o indirecto, la operacién,
lo que parece que deberd sustentar en una decisién motivada. Tampoco con-
templa la emisién de informe por el departamento de tutela, como érgano
que tiene atribuida, en el orden interno de distribucién de las competencias
administrativas, la supervisién directa e inmediata del cumplimiento de los
objetivos institucionales a los que obedece la titularidad publica del capital
en una compaiia mercantil.

Como ofra cuestién, en relacién estricta con el capitulo Il del titulo VI del
TRLPA, de directa aplicacién a las sociedades mercantiles autonémicas, en el
sistema legal preexistente incide ahora, junto con el citado art. 91, el capitulo
IV del titulo IV de la Ley aragonesa 5/2021 y, en particular, su art. 121, sobre
Creacién y extincién de las sociedades mercantiles autonémicas. Aun cuando
contiene una remisién circular a la legislacién patrimonial anteriormente des-
crita («...conforme a lo previsto en esta ley y la normativa de patrimonio de
Aragdn»), modifica y deroga implicitamente el articulo 141 del TRLPA, cuya
aplicacién, a su vez, remitia al capitulo Il de su titulo VI, relativo al régimen
de adquisicién y transmisién de titulos societarios autonémicos cuyo contenido
ha sido sucintamente expuesto.

Conforme al nuevo régimen legal, el procedimiento de autorizacién del
Gobierno de Aragén, que ahora reviste la forma de acuerdo (eliminando de
este modo las dudas procedimentales sobre una hipotética naturaleza normativa
que generaba su anterior formulacién como ‘decreto’ gubernativo, cuando es
mero acto que responde al ejercicio de una potestad autoorganizativa) para
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la constitucién —mds propiamente que su creacién, dada la necesidad de
ejecutar la voluntad administrativa de conformidad a la legislacion mercantil
para que aquélla goce de eficacia plena— requerird de su promocién conjunta
por la entidad de gestién y el departamento proponente (quedan excluidos los
organismos publicos) mediante la elaboracién consensuada de una propuesta
de estatutos y un plan de actuacién que conllevard su justificacién y motivacion,
con un contenido legal minimo y que constituye el elemento central que enlaza
directamente con la articulacién posterior de los mecanismos de control de
gestién y supervisién continua conforme al art. 91.1 de la ley.

Esta propuesta conjunta, y los documentos que la deben acompafar, que-
daré sometida a informe, ahora del departamento competente en materia de
hacienda (que, en la actual estructura orgdnica, es departamento que asume
también las competencias en materia de patrimonio (11)), que comprenderd su
valoracién desde la triple perspectiva presupuestaria, contable y patrimonial.

El sistema anterior del articulo 141 del TRLPA —mucho mds difuso— referia
la justificacién, exclusivamente, a la conexién de la finalidad institucional de
la sociedad autonédmica a constituir —o que fuera a adquirir tal condicién por
efecto de una operacién societaria propia del trafico mercantil— por parte del
promotor —Unico, ya fuera, alternativamente, un departamento de la Admi-
nistracién, un organismo publico o una sociedad mercantil autonémica— y la
tramitacién del expediente por el departamento de tutela, interviniendo, por
via indirecta, el departamento competente en materia de patrimonio en los
casos en los que, conforme al art. 138.3, una sociedad mercantil adquiriese
titulos societarios autonémicos y aun cuando la transmisién no diese lugar a
una posicién mayoritaria pUblica autonémica en la sociedad en cuyo capital
participa, directa o indirectamente, la Comunidad, si bien la propuesta del
acuerdo de autorizacién a adoptar en tales casos por el Gobierno la elevaba
el Consejero competente en materia de patrimonio.

Por tanto, aunque es evidente que el art. 121 de la Ley aragonesa 5/2021
mejora y racionaliza el mecanismo de control del adecuado dimensionamiento
del sector publico empresarial conforme a los principios de eficiencia eco-
némica y sostenibilidad financiera que justifican su supervisién continua, la
dualidad regulatoria mantiene elementos de distorsién dada la mds extensa
regulacién de la legislacién patrimonial ante la dificultad de escindir el régi-
men normativo.

Cabe apuntar una critica adicional a este precepto, pues resulta evidente
que el art. 121, pese a su titulo, deja sin regulacién la extincién de las socie-

(11) Decreto 311/2015, de 1 de diciembre, del Gobierno de Aragén, por el que se
establece la estructura orgénica del Departamento de Hacienda y Administracién Pdblica,
modificado por Decreto 90/2017, 20 junio.
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dades mercantiles autonémicas, que quedd ya insuficientemente regulada a su
vez en el art. 141 del TRLPA. Esta omisién obliga a una aplicacién interpretativa
y analégica de los mecanismos procedimentales que deben seguirse por una
propuesta de extincién, previa disolucién y liquidacién de la compaiiia. Mdxime
cuando la propuesta de extincién, asimismo, deberia guardar una necesaria
relacién con las resultas del sistema de supervisién continua, pues el art. 86.2
de la nueva ley incluye, como objeto del mismo, «...la formulacién expresa
de propuestas de mantenimiento, transformacién y extincién», aun cuando el
art. 91 omita, también, el desarrollo de esta dltima posibilidad.

El nuevo sistema legal plantea ciertas dudas inferpretativas que deberian
quedar resueltas por un desarrollo reglamentario posterior al que remite el
art. 91.3 y cuyo objeto serd la determinacién tltima de las funciones que,
en el conjunto del sistema, ha de desempefiar la Intervencién General de la
Administracién de la Comunidad.

Intfroduce una cierta confusién en la articulacién ulterior del sistema la
relacién o vinculo que puedan mantener el ejercicio de supervisién continua y
la funcién de control de eficiencia de las sociedades piblicas que, asimismo,
el art. 125.2 atribuye al departamento competente en materia de hacienda (al
que, tradicionalmente, estd adscrita la Intervencién General), al prever en este
dltimo caso la norma auditorias sobre el funcionamiento de las sociedades y
su eficacia en el cumplimiento de sus objetivos institucionales que justificaron
su creacién, en la légica de los arts. 4.1, 16.1, 17, 69 y 70.1 del texto
refundido de la Ley de Hacienda de Aragén, aprobado por Decreto legislativo
1/2000, de 29 de junio, que atribuye a la Intervencién General el control
financiero de las sociedades mercantiles autonémicas a través del instrumento
de la auditoria«...en la forma establecida reglamentariamente...» y que, no
obstante, parece que constituye regla facultativa cuyo razén de ser puede
quedar desplazada por la implantacién de un sistema eficaz de supervisién
continua conforme al art. 91.

Por ofra parte, parecen incongruentes o poco precisas las menciones del
art. 122.2 de la ley a Corporacién Empresarial Piblica de Aragén, S.L.U. y
a Corporacién Aragonesa de Radio y Televisién, al atribuirles nominativa y
expresamente la funcién de control en el dmbito laboral para la contratacién
de personal en las sociedades mercantiles autonémicas ‘de adscripcién’ (sic) en
contraste con la constante referencia genérica que utiliza el legislador para referir
las funciones que corresponden a la entidad de gestién, pese al reconocimiento
legal de la condicién que ostentan ambos sujetos instrumentales. Esta previsidn
trae causa de la regulacién que establecen las sucesivas leyes de presupuestos
de la Comunidad, pretendiendo dotar de estabilidad normativa a la regla que
atribuye expresamente la funcién del control presupuestario de la contratacién
laboral a las dos entidades de cabecera de los dos holdings autonémicos.
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Por Gltimo, la vigencia expresa de la LARSPE, de aplicacién a las socieda-
des mercantiles autonémicas conforme a su art. 2, y que atribuye, de nuevo,
en su art. 4.2 funciones a Corporacién Empresarial Piblica de Aragén, S.L.U.
desplazando, asimismo, al «...departamento competente en materia de patrimo-
nio...» (art. 4.1), deberia haber quedado vinculada, conforme a lo expuesto,
a los mecanismos del sistema de control de eficacia y supervisién continua en
su concreta aplicacién a las sociedades puiblicas.

En particular, las medidas especificas que establece la LARSPE para paliar
las situaciones de desequilibrio financiero en la que puedan incurrir las sociedades
autonémicas (plan econémico-financiero de saneamiento, art. 4), las derivadas
de los incumplimientos constatados en la aplicacién de las medidas de control
econémicofinanciero (art. 11) o la posibilidad de realizar procesos especificos
de auditoria interna «sin perjuicio de las inspecciones y controles previstos por la
Lley de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragén, cuando asi lo estime
la Corporacién Empresarial Péblica de Aragdn, el departamento de tutela o bien
el departamento competente en materia de patrimonio, cualquier sociedad sujeta
a esta norma podrd ser sometida a una auditoria interna» (art. 13).

D) La necesidad de una futura ley especifica conforme a principios
de buena regulacién

Por cuanto ha quedado expuesto, se comprende la virtualidad normativa
propia del sector piblico empresarial como categoria que, aunque no estd
recogida expresamente en los arts. 2.1.d) y 2.2.b) de la ley estatal de régimen
juridicoy 2.1.b), 2.2.b) y 85.1.b) de la ley aragonesa, goza de una especifici-
dad propia en su condicién de tertium genus (12). Asi lo puso de manifiesto la
sentencia del Tribunal Constitucional 14/1986, de 31 de enero (fundamentos
juridicos 8 y 9) para el especifico supuesto que contemplaba en relacién con
la Ley de Principios Ordenadores de la Hacienda General del Pais Vasco que
preveia diferentes formas juridicas de las sociedades pdblicas (13).

(12)  Asi, la sentencia del Tribunal Supremo de 20 de febrero de 1997, RJ 1997\2394,
que estudia en su fundamento de derecho 5° la naturaleza juridica de la denominada «Sociedad
Estatal de Promocién y Equipamiento del Suelo»; o la sentencia de la Audiencia Provincial de
Sevilla de 31 de agosto de 1992, AC 1992\1150, sobre el régimen al que se sometia la
«Sociedad Estatal para la Exposicién Universal de Sevilla 1992», a lo largo de sus fundamentos
de derecho 5°, 7°, 8°, 17°, 20°, 21°y 22°.

(13)  «[...) se trata de la admisién de un nuevo tipo de sociedad mercantil, perfectamente
diferenciado de los previstos hasta el presente en la normativa espafiola, tanto dentro del
campo estrictamente mercantil como del derecho publico cuando éste ha llegado a disciplinar
este tipo de actividades de los entes publicos.

Como conclusién de todo ello hay que decir que la regulacién que de las sociedades
publicas especiales se realiza en la Ley impugnada posee un notorio cardcter piblico, en
cuanto rectora de la actuacién de entes de tal naturaleza, merced a la creacién de una forma
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Y habida cuenta la evidente dificultad que produce su escisién en la
doble vertiente patrimonial y organizativa, si que pareceria razonable, por
una razén de seguridad juridica ex art. 9.3 de la Constitucién y en aten-
cién a los principios de buena regulacién plasmados en el art. 129.1 de la
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Comin de
las Administraciones Piblicas, la compilacién del régimen de las sociedades
pUblicas en un texto legal dnico, que comprenda en sus contenidos, desde
la perspectiva de su ordenacién administrativa unitaria, las normas que les
resultan de aplicacién especifica.

Todo ello responde a la exigencia de un «...marco normativo estable,
predecible, integrado, claro y de certidumbre, que facilite su conocimiento
y comprensién y, en consecuencia, la actuacién y toma de decisiones de las
personas y empresas» que recoge el art. 139.4 de la misma Lley 39/2015.
Todo ello con la finalidad de evitar, de este modo, una cierta dispersién y
solapamiento normativo y el cardcter ciertamente asistemdtico de la regulacién
hoy vigente tal y como acabamos de apuntar. Dado, por lo demds, el alcance
concreto de la disposicién derogatoria dnica de la Ley aragonesa 5/2021,
y en tanfo que las sociedades mercantiles piblicas constituyen manifestacién
de la potestad pdblica de la Administracién para su gestién patrimonial, la
organizacién de sus bienes y servicios y la ejecucién de las distintas politicas
pUblicas, que transciende, en su configuracién y ordenacién, la mera normativa
organizativa y patrimonial.

2. La insuficiencia del régimen de los encargos de ejecucién a
medios propios personificados como posibilidad organizativa
y de relacién entre las sociedades mercantiles autonémicas

A) Remisién normativa y contenido del art. 57

Tal y como ya se ha anticipado, parece insuficiente la regulacién de los
encargos de ejecucién que, para las sociedades mercantiles autondmicas y

sociefaria atipica, como instrumento de accién administrativa, lo que en esencia no es ofra
cosa que incidir en el régimen juridico de las Administraciones piblicas, lo que estd reservado
en exclusividad al Estado en cuanto al establecimiento de sus bases en el art. 149.1.18 de
la C.E., sin duda con la finalidad de posibilitar el mantenimiento de un tratamiento uniforme
de las instituciones esenciales atinentes a las piblicas administraciones y de que el régimen
juridico de las autonémicas no discrepe del referente al Estado, y sin que, finalmente, surjan
dudas en cuanto a que nos hallamos ante un supuesto al que conviene la precitada normativa
constitucional, porque si existe alguna institucién cuyo encuadramiento pueda realizarse del
modo mds absoluto dentro de la amplia ribrica “régimen juridico de las Administraciones
Piblicas”, esta es precisamente la personificacién de tales Administraciones para su constitu-
cién, funcionamiento y actuacién en cualquiera de sus posibilidades legales, una de ellas la
que aqui se contempla» (fundamento juridico 9).

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXIl, Zaragoza, 2022, pp. 109-149 137



LUIS BIENDICHO GRACIA Y VITELIO TENA PIAZUELO

por remisién al art. 57, establece el art. 124 de la Ley aragonesa 5/2021.
Dicho precepto regula los Encargos de ejecucién a medios propios en sede del
titulo |, como segundo articulo de los tres que integran su capitulo V, Formas
de actuacién administrativa.

En realidad, en su funcién, el art. 57 sustituye a la disposicién adicional
tercera de la LAAY, especifica, de Encargos de ejecucién a empresas piblicas,
recogiéndola e integréndola con algunas previsiones adicionales, que afade
ahora la nueva ley, como son:

a) La posibilidad —tedrica y no expresamente regulada— de los encargos
inversos o de los encargos transversales entre poderes adjudicadores «...tanto
a la Administracién de la que dependan como a otros medios propios que
dependan de la misma» (art. 57.1).

Este precepto amplia el dmbito de aplicacién de la derogada disposicién
adicional decimotercera de la LAAr, que Gnicamente preveia los encargos como
consecuencia de relaciones verticales en linea jerdrquica descendente de la
Administracién a las entonces denominadas empresas publicas autonémicas.

Tiene su fundamento teérico en el marco genérico que establecen los arts.
12.2 de la Directiva 2014/24/UE, de 26 de febrero, del Parlamento Europeo
y del Consejo, sobre contratacién piblica (en adelante, la Directiva), y 31.1.a)
y 32.3 de la ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Piblico,
por la que se transponen al ordenamiento juridico espafiol las Directivas del
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de
febrero de 2014 (en lo sucesivo, LCSP).

La regla anterior la completa una remisién normativa, circular, que efectia
a su vez el art. 57.3, pues «a los efectos de lo dispuesto en la normativa de
contratos del sector publico los medios propios tendrén la condicién de poder
adjudicador cuando asi resulte de la mismas.

b) La reserva a la competencia del Gobierno de la potestad para autori-
zar «los encargos de importe superior a tres millones de euros...» (art. 57.2),
trasunto de la regla que, para el dmbito especifico del sector piblico estatal,
establece el art. 32.6.¢), parrafo primero, de la LCSP, que somete a autorizacién
previa del Consejo de Ministros los encargos «...cuando el importe del gasto
(...), sea igual o superior a doce millones de euros...».

Esta cantidad de tres millones de euros constituye un umbral, inferior, al
que prevén los arts. 14.1 de la LARSPE, y 126.2 de la Ley aragonesa 5/2021,
como condicién de autorizacién administrativa previa del otorgamiento de
contratos por las sociedades mercantiles autonédmicas, cualquiera que sea su
naturaleza, a excepcién de los contratos de financiacién y gestién financiera,
cifrado en este dltimo caso, en doce millones de euros, y reservando la com-
petencia de la autorizacién al Gobierno.
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c) La previsién de un posterior desarrollo reglamentario que establezca
el procedimiento a seguir para la ‘aplicacién’ (cuando deberia decir la ‘apro-
bacién’) del sistema de tarifa que refiere el art. 32.2.a) de la LCSP, en sus
parrafos tercero y cuarto (art. 57.4 de la Ley aragonesa 5/2021), y para la
formalizacién del encargo (art. 57.6).

La publicidad de la formalizacién la califica ese mismo precepto como
‘trdmite esencial’, aun cuando no sea, en puridad juridica, un frdmite, sino
simple condicién de eficacia conforme resulta del art. 32.6.b) de la LCSP, cuyo
contenido es bésico en tanto que tal acto de publicacién es, juridicamente, un
acto posterior aun cuando tenga virtualidad condicionante.

d) La posibilidad del pago anticipado de la totalidad de la actuacién que
constituya el objeto del encargo en el supuesto de su financiacién con fondos
finalistas y si asi lo autoriza expresamente el Gobierno por razones de eficacia
y eficiencia en la gestién presupuestaria bajo determinadas condiciones (art.
57.7, segundo parrafo).

e) La exencién de la exigibilidad de otorgamiento de garantia por el medio
propio por razén de la ejecucién, que deroga para el caso la normativa pre-
supuestaria que pudiera requerir la garantia en tanto que dispensa establecida
por ley especial posterior para el supuesto concreto (art. 57.7, tercer pérrafo).

B) La amplitud y generalidad de la regulacién del art. 57. Aspectos
criticos

Entendemos que cabe cuestionar la amplitud y generalidad de la regula-
cién de los encargos a medio propio que resulta del articulo 57 por diversas
razones.

En primer lugar, porque excede la sistemdtica del texto legal, al regular
en el titulo |, sede de la actuacién administrativa de la Administracién general,
los encargos de ejecucidn susceptibles de propiciar todo el elenco de posibi-
lidades de relacién entre los distintos entes del sector piblico, no sélo de la
Administracién hacia sus medios propios personificados, sino de éstos hacia
a la Administracién y de tales entes entre si.

Esta posibilidad la abren los arts. 31.1.a) y 32.3 de la LCSP en el
dmbito particular de los sistemas de cooperacidn vertical o jerdrquica —que
podrd ser descendente, ascendente o transversal—, pese a que el art. 57 de
la Ley aragonesa 5/2021 trae causa directa del anterior, su art. 56, que
enumera las formas a las que puede acudir la Administracién en el ejerci-
cio de su potestad de autoorganizacién para «...realizar su actividad...»,
entre ellas la gestién directa o con medios propios ex art. 56.a), sean o
no personificados.
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Por el contrario, los arts. 31.1.a) y 32.2 de la LCSP incluyen, como
sistema incardinado en el marco de las relaciones de cooperacién vertical, la
posibilidad de la cooperacién transversal de los entes derivados que puedan
ser, reciprocamente, medios propios, sobre un tronco comidn, como mecanismo
que permite formalizar la articulacién de prestaciones de servicios de conte-
nido propiamente contractual que den lugar a relaciones entre las sociedades
mercantiles autonémicas cuando forman parte de un mismo grupo empresarial,
entre si, y que actian, en esa condicién, bajo una unidad de direccién como
manifestacién de la influencia decisiva que refiere el art. 32.2.a) de la LCSP
en su parrafo primero.

En segundo lugar, por la parquedad de la regulacién, que, ademds de
no dar respuesta a los problemas que plantea la aplicacién genérica de los
arts. 32 y 33 de la LCSP (14), remite a un desarrollo reglamentario posterior
el procedimiento para su formalizacién o para la aprobacién del sistema de
tarifas, todo ello sin mayor indicacién o predeterminacién legal.

En relacién con el procedimiento de formalizacién del encargo bastaria
que la ley hubiera recogido, en paralelo a lo dispuesto en la LCSP (art. 28.1,
sobre necesidad e idoneidad del contrato; y arts. 116 y 117, sobre el conte-
nido del expediente de contratacién y su aprobacién), los elementos determi-
nantes del expediente administrativo de formalizacién del encargo (informe de
necesidad y justificacién, contenido, certificado de la existencia de crédito y
fiscalizacién previa de la Intervencién), segin ya exigia, con valor de instruc-
cién interna, asimismo, la Circular 2/2018, de 8 de marzo, de la Intervencién
General de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, sobre
Contenido del expediente para su fiscalizacién previa, emitida con ocasién de
la fiscalizacién de los encargos a medios propios de la Administracién a sus
entes instrumentales, que incluyen a las sociedades mercantiles autonémicas.

En tercer y 0ltimo lugar, por abundar en la confusién normativa y conceptual
al resaltar o al referir categorias juridicas plenamente diferenciadas, como pue-
den ser los tramites para la formalizacién del encargo, ex ante, y sus condiciones
de eficacia, ex post, y al incorporar expresamente preceptos que responden a
los contenidos de la regulacién bdsica estatal, la LCSP, omitiendo otros que, aun
cuando su interpretacién pueda resultar abierta, sirven para definir un régimen
regulatorio bdsico y muy detallado que parte de la distincién sustancial del ele-
mento personal sobre condiciones o requisitos legales de cardcter subjetivo que
delimitan la relacién entre el ordenante o encomendante —sea o no poder adju-
dicador— y ejecutante o mandatario, siempre y necesariamente medio propio
personificado (arts. 32.2 y 33.1), y las reglas aplicables al contenido material
de la relacién que condicionan parte de su contenido Gltimo (art. 32.7).

(14) Tena (2018), Nocuera (2020).
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La remisién que contiene el articulo 57.3 de la Ley aragonesa 5/2021
carece, pues, de utilidad normativa cierta cuando, por lo demds, tiene un
cardcter circular al referir el concepto de poder adjudicador, Por el contrario,
entendemos que cabria simplificar la regulacién de los encargos de ejecucién a
medios propios, separdndola en distinta sede legal, por coherencia sistemdtica
y conforme a la teleologia de la norma vy la finalidad que, en cada caso, la
justifica, y soslayando asimismo omisiones significativas.

De este modo, el citado art. 57 deberia:

a) Regular exclusivamente, en sede del capitulo V, titulo |, los encargos
a medios propios personificados que dirija la Administracién a sus entes deri-
vados, secundarios o dependientes, cualquiera que sea la naturaleza y forma
juridica de tales sujetos. Tales encargos, que tendrian que cumplir con las
condiciones que establece en sus distintos apartados el art. 32.2 de la LCSP,
responderian a una relacién vertical estrictamente jerdrquica bajo la habilita-
cién de la potestad autoorganizativa de la Administracién.

Dichas condiciones afectan a los siguientes aspectos:

— la dependencia respecto de la Administracién como poder adjudicador;
— la vinculacién funcional;

— la titularidad piblica del capital en su integridad;

— la conformidad expresa formal de la Administracién como sujeto orde-
nante, una vez esté verificada la idoneidad de los medios materiales y per-
sonales del sujeto ejecutante para la realizacién o desarrollo del encargo en
coherencia con su objeto social y la actividad que le es propia, y el contenido
legal minimo en los estatutos o norma que rija la actividad del ejecutante;

— la publicidad, para general conocimiento en la correspondiente plata-
forma de contratacién, que deberd reunir asimismo las menciones legales que
definen el contenido de dicha publicidad.

b) Fijar los trdmites esenciales que habrd de contener el procedimiento de
formalizacién de los encargos, mas alla de la calificacién del cardcter esencial
de la publicidad, en tanto que si la publicidad determina un medio de control
de la legalidad de la actuacién (ademds de una manifestacién de transparen-
cia), no es menos cierto que fal control, sobre una potestad discrecional cual
es la autoorganizativa, descansard esencialmente en el elemento causal y, por
tanto, en su motivacién. Ello remite a la importancia de la tramitacién ex ante
a su formalizacién, carente de reflejo en la ley.

c) Omitir o referir, en la légica anterior e, incluso, por remisién al titulo
IV de la Ley aragonesa 5/2021, la regulacién de los encargos de ejecucién
entre los sujetos integrantes del sector pdblico institucional y, en particular,
entre las sociedades mercantiles autonémicas que actian bajo un principio de
unidad de direccién o decisién conforme al presupuesto del art. 32.2.a) de
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la LCSP, y que, en un régimen mercantil, responde, ex articulo 42 del Cédigo
de Comercio, a la realidad de un grupo empresarial publico de compaiias
vinculadas y reciprocamente dependientes bajo una misma propiedad patri-
monial y una Unica direccién, en lo que constituye manifestacién adicional del
principio del control andlogo o de la influencia dominante en los términos del
articulo 117.1 de la ley aragonesa de régimen juridico.

C) La dificultad legal de formular encargos inversos para su eje-
cucion por la Administraciéon matriz

El andlisis del régimen juridico que introducen los arts. 32.2 y 32.3 de
la LCSP y su virtualidad aplicativa genera también notorias dudas acerca de
la posibilidad de formular encargos inversos desde las sociedades mercantiles
autonémicas hacia la Administracién, mds alld de su planteamiento formal
teérico y en quiebra del principio de jerarquia.

En este sentido, la aplicacién de los requisitos legales en relaciones ascen-
dentes plantea ulteriores cuestiones no resueltas por la LCSP. De estas no es
la menor la posibilidad de efectuar encargos inversos entre la Administracién,
como destinataria o ejecutante, y, por ejemplo, una sociedad piblica uniper-
sonal que actie como ordenante, ante la imposibilidad de la aplicacién literal
a la Administracién de las condiciones legales anteriormente expuestas que
permitan su calificacién como medio propio personificado de una sociedad
mercantil piblica que constituye un ente secundario o derivado de dicha Admi-
nistracién y cuya una naturaleza juridica material, a resultas de la forma que
adopta su personificacién, es claramente diferenciada.

Mdéxime ante la ausencia de sentido l6gico de la articulacién de la relacién
inversa mediante la técnica de los encargos a medios propios, conforme resulta
de una interpretacién sistemdtica y teleolégica de la norma.

Dada la dificultad hermenéutica de aplicacién del régimen a los encargos
inversos en este supuesto parece que, en tal caso, bastaria una previsién nor-
mativa especifica que, conforme a la potestad de autoorganizacién de la Admi-
nistracién que le permite determinar su estructura y la concreta organizacién
de sus servicios, le amparase y habilitara para la prestacién de determinados
servicios o la realizacién de determinadas funciones en favor de la sociedad
mercantil, o reservara la posibilidad de realizar distintas actividades en bene-
ficio de sus entes instrumentales, ordenando, por tanto, la relacién al margen
de la regulacién del art. 32.3 y de su consecuente remisién al cumplimiento
de los requisitos del art. 32.2.

Esta conclusién —la dificil viabilidad de los encargos inversos— parece
extensible a la relacién de las sociedades mercantiles con aquellos entes que la
ley equipara a la Administracién publica y en los que recae la descentralizacién
funcional de las competencias administrativas (los organismos pdblicos) segin
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se ha configurado tradicionalmente la Administracién institucional o sectorial,
por contraposicién a la Administracién general y territorial, aun cuando la
subcategoria de los organismos pUblicos forme parte de la categoria genérica
y mds amplia del sector publico institucional conforme a la definicién legal que
incluyen las leyes de régimen juridico estatal y autonémica —y que deberian
distinguir, a su vez, como subespecie, la del sector piblico empresarial—,
a salvo de aquellas entidades de Derecho puiblico que puedan realizar una
actividad concurrente de mercado.

En consecuencia, la limitacién del émbito regulatorio mediante la exclu-
sién, en el art. 57, de los encargos inversos entre los distintos sujetos o entes
que forman parte del sector piblico como supuesto diferenciado del recurso de
la Administracién a sus medios propios, pareceria, por lo demds, una solucién
coherente con la que proporciona la legislacién estatal:

— el art. 86.1 de la Ley 40/2015 regula la condicién de medios propios
de los entes que forman parte del denominado sector publico institucional, en
su titulo Il, relativo, precisamente, a Organizacién y funcionamiento del sector
publico institucional;

— el capitulo Il del titulo Il de la ley estatal no tiene cardcter basico, siendo
su aplicacién exclusiva para el sector pdblico institucional estatal, conforme a
su disposicién adicional decimocuarta, apartado 2.c).

De este modo, en el marco del sector piblico estatal, la Ley 40/2015
no prevé la posibilidad o el régimen de encargos inversos de los entes instru-
mentales a la Administracién de la que dependen, pese al efecto directo de
la Directiva en el momento de aprobacién de la Ley 40/2015, constituyendo
los encargos de ejecucién a medios propios por la Administracién una técnica
exclusivamente unidireccional en linea jerdrquica descendente como medio de
relacién entre la Administracién General y los entes secundarios en los que
ostenta esa influencia dominante o decisiva.

Todo ello se afiade a la remisién que efectia la legislacién de contratacién
pUblica para que «las entidades integrantes del sector piblico institucional...»,
y no otras —esto es, excluyendo de tal posibilidad a la Administracién General
del Estado—, sean «...consideradas medios propios y servicios técnicos de
los poderes adjudicadores y del resto de entes y sociedades que no tengan
la consideracién de poder adjudicador cuando cumplan las condiciones y
requisitos establecidos...» en dicha legislacién especial (art. 86.1).

D) Una perspectiva alternativa

La amplia generalidad y la multiplicidad de los supuestos que comprende
el art. 32 de la LCSP, segin acreditan las sucesivas reformas legislativas pro-
ducidas desde su promulgacién y entrada en vigor, reflejada, igualmente, en
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el art. 57 de la Ley aragonesa 5/2021, asi como las dificultades aplicativas a
las que da lugar, determina que el art. 124.3 y la remisién que contiene resulte
ciertamente inconsistente e insuficiente para definir y regular las relaciones
entre las sociedades mercantiles autonémicas. En efecto, gran parte de ellas,
si no la totalidad, son susceptibles de calificarse como poderes adjudicadores
al amparo del art. 3.3.d) de la LCSP, y, la mayoria, asimismo, son susceptibles
de actuar como medios propios de otras sociedades mercantiles autonémicas
a los efectos del art. 57.1 de la ley aragonesa de régimen juridico, prestando
servicios o desarrollando actividades comprendidas en su objeto social.

No son causa menor de tales dificultades aplicativas las especialidades
propias que determina, en el caso de las sociedades mercantiles piblicas,
su personificacién juridico-privada bajo forma mercantil, aun cuando estén
definidas legalmente como entes o sujetos que constituyen parte integrante
del sector piblico institucional. De ahi que, en el dmbito de las relaciones
de las sociedades publicas entre si, la potestad autoorganizativa que justifica
la técnica del recurso al medio propio como una de las formas de actuacién
administrativa ex art. 56.a) de la ley aragonesa, es estrictamente predicable
de la Administracién piblica como manifestacién del poder piblico y queda
desplazada, desde el principio de jerarquia, hacia la preeminencia que cobran
los principios de control andlogo y de unidad de direccién o decisién empre-
sarial aun cuando constituyan una manifestacién funcionalmente equivalente
al objeto, contenido y ejercicio de dicha potestad.

La posicién juridica de la Administracién, revestida de potestad piblica,
no la ostentan las sociedades mercantiles pdblicas en sus relaciones recipro-
cas al actuar desprovistas de imperium en el ejercicio de su actividad y en el
cumplimiento de sus obijetivos y de su finalidad institucional ex art. 120, in
fine, de la Ley aragonesa 5/2021.

En este punto, la articulacién de las relaciones de colaboracién entre las
sociedades mercantiles autonémicas que pudieran servir para la prestacion
reciproca de servicios de back-office empresarial entre ellas como sujetos que
forman parte de un mismo grupo societario (caso del que forma Corporacién
Empresarial Piblica de Aragén, S.L.U. con las sociedades en la que es socio
Unico o mayoritario), a la vista de la legislacién vigente, permite concluir lo
siguiente:

a) Como consecuencia comin, la ordenacién de las relaciones de servicios
intra-grupo en el sector piblico empresarial autonémico requerird una regula-
cién o desarrollo normativo complementario a tal fin, de cardcter organizativo.

Més allé de lo dispuesto en el art. 124.3, con una sistemdtica més que
cuestionable como precepto de cierre de la descripcién del Régimen presupues-
tario, tal regulacién deberia amparar un proceso ordenado que permitiera la
calificacién de las distintas compaiiias de capital pdblico autonémico como
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medios propios, a su vez, de distintas sociedades mercantiles autonémicas,
previa determinacién de los concretos servicios que pueda ofrecer cada una
de ellas con la finalidad de su prestacién en el seno del grupo empresarial,
reciprocamente entre si, por ser comunes en el desarrollo de sus actividades con-
forme a los medios y recursos de los que disponen —o, en otro caso, mediante
su redistribucién o refuerzo, segin requiera la situacién—, y que permitiera
la concreta formalizacién ulterior de tales encargos con plena garantia legal.

Es en tal supuesto en que la técnica de los encargos a medio propio ser-
vird como instrumento para la gestién de las estructuras societarias de acuerdo
a los deseables principios de eficiencia piblica empresarial, sostenibilidad
financiera, racionalidad en su gestién y, en suma, eficacia en el gasto poblico.

b) La insuficiencia de la remisién del art. 124.3 al art. 57, obligaria a
incorporar previsiones relativas a los modos de relacién dentro del dmbito del
grupo empresarial y entre las sociedades mercantiles autonémicas gestionadas
bajo la sociedad comin constituida a tal fin, legalmente calificada como entidad
de gestién o sociedad matriz (arts. 135 y 136 del TRLPA, respectivamente).

Responderia asi a la finalidad de obtener una cobertura legal clara,
dotada de seguridad juridica, que garantizase, desde los principios constitu-
cionales de eficiencia y economia en el gasto piblico, un uso eficiente de los
recursos publicos y su asignacién y la estabilidad presupuestaria del sector
publico empresarial (articulo 31.2, «el gasto publico realizard una asignacién
equitativa de los recursos publicos y su programacién y ejecucién responderdn
a criterios de eficiencia y economia»; y articulo 135.6, «las Comunidades Auté-
nomas (...) adoptardn las disposiciones que procedan para la aplicacién efec-
tiva del principio de estabilidad en sus normas...», ambos de la Constitucién).

Una formulacién legal que complete la ordenacién escasamente innova-
dora de la Ley aragonesa 5/2021 en esta cuestiéon constituye el objetivo al
que deberia ir dirigido el recurso a la utilizacién reciproca y conjunta de los
medios materiales y humanos de los que disponen las sociedades mercantiles
autondémicas con la finalidad de minorar los gastos que conlleva la prestacién
de servicios comunes a sus estructuras empresariales. A ello deberia servir
el establecimiento, a partir de la técnica de los encargos de ejecucién, de
férmulas legales de colaboracién entre los entes derivados susceptibles de ser
catalogados en una subcategoria comin, cual es el caso de la del sector publico
empresarial que actia bajo un criterio de unidad de direccién, siguiendo
el principio de lo que la legislacién autonémica comparada ha venido a
denominar la técnica de autoprovisién de bienes y servicios en el marco de
relacién entre los entes de un mismo sector piblico (asi, por ejemplo, la Ley
gallega 14/2013, de 26 de diciembre, de racionalizacién del sector piblico
autondmico), que es adn mds cualificada cuando las sociedades conformen,
estrictamente, su sector empresarial o un mismo grupo societario publico.
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Suscribimos, en suma, el planteamiento doctrinal que postuld, con mayor
ambicién o alcance bdsico, al proponer la extensién del concepto «como pivote
alrededor del cual giren las distintas modalidades técnicas de satisfaccién de las
necesidades de interés general dentro del propio sector piblico» (15) y convo-
cando a esa tarea, en ausencia de un régimen bdsico estatal, a los legisladores
autondmicos en uso de sus competencias legislativas de desarrollo de la legisla-
cién contractual y la de régimen juridico. Tal y como puso de relieve este autor,
«la dispersién de perspectivas reguladoras de la autoprovisién en tres grupos
normativos (el de la organizacién, contratos y defensa de la competencia), y la
focalizacién dogmdtico-formal sobre las categorias de convenio, encomienda
de gestién y encargo, produce un escenario asistemdtico de inseguridad juridica
nada propicia para el correcto desarrollo y control juridico de estas técnicas.
Titulos competenciales de distinta naturaleza y relevancia se entremezclan y
confunden: leyes bdsicas de contratacién que entran en temas organizativos;
leyes autonémicas de contratacién que desarrollan directamente el derecho
comunitario; leyes bdsicas de organizacién administrativa que regulan las
relaciones de colaboracién (convenios), pero no regulan los medios propios
en el conjunto del sector publico; leyes autonémicas de organizacién admi-
nistrativa que desarrollan minuciosamente la organizacién y operativa de los
medios propios... Al mismo tiempo, la ausencia de una regulacién de conjunto
sobre estas técnicas provoca una escasa densidad normativa de naturaleza
bdsica, hoy apenas acantonada en el plano contractual, propiciando asi una
fragmentacién de soluciones en los derechos autonémicos. Esto ha merecido
la critica del Tribunal de Cuentas, que ha reclamado un marco juridico comdn
regulador del régimen de encomiendas a medios propios» (16).

La referencia a la posicién del Tribunal de Cuentas se sustenta en una
serie de informes realizados sobre diferentes supuestos de utilizacién de esta
técnica, tanto en el dmbito estatal como autonémico, que acabé cristalizando
en la Mocién n° 1198 del Tribunal de Cuentas a las Cortes Generales sobre
la necesidad de desarrollar un adecuado marco legal para el empleo de las
encomiendas de gestién por las Administraciones Piblicas, de 22 de diciembre
de 2016, aprobada por la Comisién Mixta para las Relaciones con el Tribunal
de Cuentas mediante Resolucién de 27 de febrero de 2017 (17). En el mismo
sentido, en nuestro dmbito, se pronuncié la Cdmara de Cuentas de Aragdn
en el Informe de fiscalizacién de los encargos o encomiendas contractuales
a medios propios formalizados por la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragdn en el ejercicio 2013, de 29 de diciembre de 2015, donde

(15)  Amoepo (2018, 129).
(16) Amoepo (2018, 127 y 128).

(17) Publicada en el BOE de 12 de abril de 2017, en el cual pueden verse ademds
hasta ocho ejemplos de los informes mencionados.
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se puso de manifiesto la «inexistencia de una regulacién adecuada y suficiente
claramente delimitadora del objeto, requisitos, procedimiento, controles y res-
ponsabilidades de las encomiendas a medios propios» (18).

No obstante la superacién de estas criticas como consecuencia de la
influencia que tuvieron los informes del 6rgano de fiscalizacién externa en la
minuciosa redaccién acometida en la LCSP (19), estamos muy lejos, como se
ha podido apreciar, de solventar las disfunciones y deficiencias anteriormente
apuntadas.

V. CONCLUSIONES

La regulacién de las sociedades mercantiles autonédmicas en la Ley arago-
nesa 5/2021 incorpora las novedades resultantes de la traslacién al dmbito
de la Comunidad Auténoma de Aragén de los mandatos incluidos en la legis-
lacién bdsica estatal (registros e inventarios, sistema de control de eficacia y
supervisién continua, etc.); delimita el dmbito del sector piblico autonémico
sobre las concretas categorias de entes personificados que lo conforman y
un sistema de prohibiciones, que lo cierra; y supera el concepto de empresa
publica de la LAAr, asumiendo y perfeccionando el de sociedad mercantil
pUblica autonémica ya avanzado en su dia por la legislacién patrimonial.

Puede decirse que se mejora la regulacién, aun siguiendo sustancialmente
el esquema de la LAAr y modificando implicitamente la legislacién patrimo-
nial, restringe las facultades para la constitucién de sociedades mercantiles
autonémicas, infroduciendo mecanismos mds rigurosos para su motivacién y
control en el marco del procedimiento de autorizacién, que quedan asimismo
vinculados a los procesos de control de eficacia y supervisién continua por
medio de instrumentos de planificacién de su gestién (el plan de actuacién y
su desarrollo a través de planes anuales).

No obstante, la nueva ley favorece el mantenimiento de una cierta dis-
persién normativa y el solapamiento de reglas y normas con la legislacién
patrimonial pdblica que regula el Sector empresarial del patrimonio de Ara-
gén a las que, en su condicién de ley organizativa, no viene a sustituir pero
implicitamente modifica en algunos de sus preceptos y queda desvinculada
de la legislacién presupuestaria especifica (caso de las medidas introducidas

(18) Publicado en el Boletin Oficial de las Cortes de Aragén nim. 42, de 18 de enero
de 2016 (2776 y ss.) y que dio lugar a la aprobacién de las Resoluciones adoptadas por la
Comisién Institucional y de Desarrollo Estatutario de las Cortes de Aragén, con fecha 30 de
octubre de 2017, que pueden consultarse en el Boletin Oficial de las Cortes de Aragén nim.
200, de 9 de noviembre de 2017 (15308 y ss.).

(19) Sanmaco (2021, 151).
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por la LARSPE, dirigidas a las sociedades mercantiles autonémicas). Parece
conveniente, conforme a las exigencias de los principios de seguridad juridica
y de buena regulacién, promover una ley de dmbito y contenido material
especifico bajo el prisma de una ordenacién administrativa unitaria que regule
el sector empresarial piblico coordinando y adecuando las normas que, en
la actualidad, establecen las leyes en materia de organizacién, patrimonio y
hacienda y presupuestos.

Resulta insuficiente la regulacién uniforme de los encargos a medios propios
personificados, mediante su equivoca remisién al art. 57 de la ley. En particular,
se aprecia una extraordinaria dificultad en la aplicacién préctica de la figura
de los encargos inversos de las sociedades mercantiles autonémicas a la Admi-
nistracién de la Comunidad, més all& de su enunciado y formulacién teérica.
Queda pendiente de articular un sistema de relacién estructural, a partir de la
regulacién de los encargos a medios propios, que permita la autoprovisién de
servicios de back-office empresarial en el seno del grupo empresarial piblico
de la Comunidad y, con ello, que dote de plena seguridad juridica a la utiliza-
cién reciproca y conjunta de los recursos de los que disponen las sociedades
mercantiles autonémicas con la finalidad de minorar los gastos que conlleva la
prestacién de servicios comunes a sus estructuras empresariales de acuerdo a
los principios de eficiencia, sostenibilidad financiera, racionalidad en la gestién
y, en suma, eficacia del gasto pUblico conforme a los mandatos constitucionales.
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consorcios autonémicos: A) Planteamiento. B) La legislacién bésica. C) La jurisprudencia
del Tribunal Constitucional. 2. El régimen juridico de los consorcios en la Comunidad
Auténoma de Aragén: A) Antecedentes normativos. B) Andlisis del régimen juridico
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de 26 de diciembre, de Fundaciones. b) Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
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junio, de Fundaciones Bancarias de Aragén. C)] Andlisis del régimen juridico de las
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RESUMEN: La Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen Juridico del
Sector Piblico Autonémico de Aragén, incorpora, por primera vez en el derecho piblico
aragonés, una regulacién unitaria, completa y exhaustiva de los consorcios autonémicos
y de las fundaciones del sector piblico autonémico siguiendo el modelo establecido en
la legislacion basica del estatal, pero con ciertas especialidades.

Palabras clave: consorcios autonémicos; fundaciones del sector publico autoné-
mico; régimen de adscripcién; estatutos; derecho de separacién; disolucién; liquidacion
extincién y fusién; fundaciones bancarias; consorcios y fundaciones dependientes de
los entes locales.

ABSTRACT: Law 5/2021, of June 29, on the Organization and Legal Regime of
the Autonomous Public Sector of Aragon, incorporates, for the first time in Aragonese
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public law, a unitary, complete and exhaustive regulation of the autonomous consortiums
and of the foundations of the autonomous public sector following the model established
in the basic legislation of the state, but with certain specialties.

Key words: regional consortiums; regional public sector foundations; affiliation
regime; statutes; right of separation; dissolution; liquidation; extinction and merger; ban-
king foundations; consortiums and foundations dependent on local entities.

I. CONSORCIOS

1. La legislacién béasica del Estado aplicable a los consorcios auto-
némicos

A) Planteamiento

No se puede entender el vigente régimen juridico de los consorcios sino
tenemos en cuenta el marco normativo previo a la LRJ hoy vigente y cuyos pre-
ceptos bésicos condiciona la LORJAr. Ese marco normativo estd constituido por:

A) La Ley Orgénica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria
y Sostenibilidad Financiera por cuanto establece unos «principios rectores, que
vinculan a todos los poderes piblicos, a los que deberd adecuarse la politica
presupuestaria del sector publico».

B) Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalizacién y sostenibilidad
de la Administracién Local modifica la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Juridico de las Administraciones Piblicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Comin para incluir una nueva disposicién adicional, la vigésima,
con la siguiente redaccién: Disposicién adicional vigésima. Régimen juridico
de los consorcios. También introduce disposiciones relativas a los consorcios
constituidos para la prestacién de servicios minimos, régimen juridico especial
de determinados consorcios y régimen transitorio para los consorcios.

C) Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalizacién del Sector
Piblico y otras medidas de reforma administrativa. Esta ley en sus arts. 12
(Causas y procedimiento para el ejercicio del derecho de separacién de un
consorcio), art. 13 (Efectos del ejercicio del derecho de separacién de un con-
sorcio), art. 14 (Liquidacién del consorcio) y articulo 15 (Plazo de adaptacién
de estatutos y derecho supletorio) configura un régimen juridico de los mismos
que en buena medida se transpone en la LRJSP.

En el Predmbulo de la misma podemos destacar las ideas que tienen un
reflejo en el nuevo régimen juridico de los consorcios:

a) «La crisis econémica ha puesto de relieve una premisa que debe sos-
tenerse mds alléd de las circunstancias econémicas, y es que el sector piblico
debe ser sostenible en el tiempo y que debe garantizarse la eficiencia en la
gestidn de sus recursos».
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b) «La racionalizacién de la estructura de la Administracién Piblica,
como parte del programa de reformas del Gobierno, tiene un antecedente
de gran trascendencia en la Ley Orgénica de Estabilidad Presupuestaria y
Sostenibilidad Financiera, que constituye un hito en la gestién de los recur-
sos puUblicos, al establecer objetivos concretos de gasto y endeudamiento
para todas las Administraciones, asi como la obligacién de presentar planes
dirigidos a su cumplimiento y los correlativos mecanismos para asegurar su
consecuciony.

D) Por otra parte el Informe de la Comisién para la Reforma de las Admi-
nistraciones Piblicas constituye una de las bases de la LR) mediante la cual se
pretende precisar el régimen juridico los consorcios, evitar que sean utilizados
como un instrumento para la denominada huida del derecho administrativo
(principalmente en lo relativo a personal y contratacién) o para eludir las normas
sobre estabilidad y suficiencia presupuestaria. También se dificulta la creacién
de nuevos consocios en el dmbito de la Administracién General del Estado, se
facilita que una Administracién publica puede desvincularse del mismo y se
precisa las normas aplicables a su disolucién y liquidacién.

Como acertadamente se ha sefalado, «esta nueva regulacién contiene un
nicleo importante de limitaciones y prohibiciones, que afectan a los consorcios
ya existentes, pero también a los que se constituyan en el futuro, condicionando
su mantenimiento, o su propia constitucién, en detrimento de la potestad de
autoorganizacién de las Administraciones Piblicas que quieran utilizar el con-
sorcio como técnica de cooperacién» (1).

B) La legislacion basica

La LRJ, en su Titulo Il sobre Organizacién y funcionamiento del sector
pUblico institucional tiene un Capitulo VI dedicado a los consorcios (artes
118-127). También se aplica a los consorcios lo recogido en la D. Adicional
Decima. Es todo legislacién bdsica del Estado de acuerdo con lo dispuesto en
la D. F. decimocuarta salvo lo dispuesto en el articulo 123.2. Dado que varios
preceptos fueron objeto de recurso de inconstitucionalidad por la Comunidad
Auténoma de Catalufia la sentencia serd objeto de comentario en un apartado
posterior. La regulacién de los consorcios autondmicos en la LRJ recoge una
estructura similar serd objeto de comentario en un posterior apartado. No
obstante, lo dispuesto en los art. 124 (contenido de los estatutos), art. 125
(causas y procedimiento para el ejercicio del derecho de separacién de un
consorcio), art. 126 (efectos del ejercicio del derecho de separacién de un
consorcio), art. 127 (disolucién del consorcio) y D. A. décima (aportaciones
a los consorcios) son de aplicacién directa a los consorcios autonémicos (2).
El contenido de los mismos coincide en muchas ocasiones con las reformas,

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
152 ISSN 1133-4797, XXIl, Zaragoza, 2022, pp. 150-178



CONSORCIOS Y FUNDACIONES DEL SECTOR PUBLICO AUTONOMICO

ya analizadas, introducidas, por la ley 27/2013, de 27 de diciembre, de
racionalizacién y sostenibilidad de la Administracién Local y Ley 15/2014, de
16 de septiembre, de racionalizacién del Sector Piblico y otras medidas de
reforma administrativa. Por ello procedemos a un breve comentario sobre los
preceptos no previstos en LORJAr para los consorcios autonémicos:

A) No encomienda a sus estatutos la regulacién de su régimen juridico
de los sino de las particularidades de su régimen.

B) Las causas y procedimiento para el ejercicio del derecho de separacién
de un consorcio se introducen en esta ley y con previsiones especificas para
las Administraciones Locales. Se permite siempre, aunque se haya sefalado
término para la duracién del consorcio y se entiende la aplicacién del supletoria
del CC, articulos 1665 y ss.

C) Los efectos del ejercicio del derecho de separacién pueden conllevar
o no la disolucién del consorcio. Si el ejercicio de dicho derecho no conlleva
la disolucién debe procederse al céleulo de la cuota de separacién y al pago
de la misma en los términos indicados.

D) La disolucién del consorcio provoca su extincién y liquidacién. Para
acordar la misma se regula competencia, el cdlculo de la cuota de liquidacién
y su pago. Se prevén los efectos de la disolucién y la posibilidad de cesién
global de activos y pasivos del consorcio a otra entidad del sector piblico.

E) Se introduce, para comprometer a todos los participes, una previsién
importante «Cuando las Administraciones Pdblicas o cualquiera de sus orga-
nismos publicos o entidades vinculados o dependientes sean miembros de un
consorcio, no estardn obligados a efectuar la aportacién al fondo patrimonial
o la financiacién a la que se hayan comprometido para el ejercicio corriente si
alguno de los demds miembros del consorcio no hubiera realizado la totalidad
de sus aportaciones dinerarias correspondientes a ejercicios anteriores a las
que estén obligados» (3).

C) La jurisprudencia del Tribunal Constitucional

La Sentencia 132/2018, de 13 de diciembre, resuelve el recurso de
inconstitucionalidad nim. 3774-2016, interpuesto la Generalidad de Cato-
lufia, analiza la constitucionalidad del art. 129.2 y en su F.D. Décimo declara
que «las previsiones de la disposicién adicional vigésima, apartados 1y 2,
de la derogada ley 30/1992 han sido reproducidas, casi sin variaciones,
en el articulo 120, apartados 1y 2. Por tanto, los razonamientos de la STC
93/2017, F) 7 d), son por completo extensibles al precepto impugnado. Su
doctrina es igualmente trasladable a la de las fundaciones participadas por
mds de una Administracién o entidad piblica mediante una serie jerarquizada
de criterios prdcticamente idéntica, como ha subrayado la Letrada autonémica.
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Procede, en consecuencia, desestimar la impugnacién de los articulos 120,
apartados 1y 2, y 129.2 de la Ley 40/2015». En sus FFDD 11,12 y 13
desestima el recurso cobre los articulos 121, 122, y 126 sobre el personal,
régimen presupuestario y efectos de separacién respectivamente. Sin profun-
dizar en el contenido de esta sentencia debemos sefialar que al margen de
la ya citada se remite a lo declarado en otras sentencias ya que «El articulo
149.1.18 CE autoriza al Estado a establecer como régimen bdsico de los
consorcios “los criterios de racionalidad econémica que exige la realizacién
de mandatos constitucionales (arts. 31.2, 103.1, 135, 137, 140 CE)” [STC
41/2016, FJ 8 b)]». Y, «la doctrina constitucional ha admitido como bases del
régimen juridico de las Administraciones publicas previsiones que imponen la
desaparicién ope legis de estructuras de diverso tipo [SSTC 41/2016, FJ, 11
c); 44/2017, de 27 de abril, FJ 3; 54/2017, FJ 6]».

La Sentencia 33/2019, de 14 de marzo, resuelve el recurso de inconsti-
tucionalidad 3903-2016 interpuesto por el Gobierno de Canarias en relacién
con diversos preceptos de la LRJ, pero ninguno relativo a los consorcios.

2. El régimen juridico de los consorcios en la Comunidad Auté-
noma de Aragén

A) Antecedentes normativos

A) La ley-3/1984, de 22 de junio, del Presidente. de la Diputacién
General de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Argén. Esta es
la primera ley en esta materia, regulaba la Administracién de la Comunidad
Auténoma y no recogia disposicién expresa sobre los consorcios. Ello no impida
que, con arreglo a la normativa vigente estatal pudieran crearse consorcios
en los que la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén tuviera
la capacidad de direccién.

B) La LAAr. Esta ley, que deroga la Ley-3/1984, de 22 de junio, que
regulaba organismos publicos (organismos auténomos y entidades de derecho
publico) y empresa publica no recoge disposicién alguna sobre los consorcios.
Debemos tener en cuenta que durante mucho tiempo los consorcios eran entes
dependientes de las administraciones locales y esta ley es reflejo de ese modelo.

C) Decreto Legislativo 2/2001, de 3 julio, del Gobierno de Aragén, por
el que se aprueba el Texto Refundido de la LAAr. Esta ley es consecuencia
de las mdltiples modificaciones introducidas en la LAAr por la Ley 11/2000,
27 diciembre, de medidas en materia de Gobierno y Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén y en las sucesivas leyes de medidas admi-
nistrativas tributarias que aprobaban de forma paralela a los presupuestos de
la Comunidad Auténoma. No recoge disposicién alguna sobre los consorcios
dependientes de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
154 ISSN 1133-4797, XXIl, Zaragoza, 2022, pp. 150-178



CONSORCIOS Y FUNDACIONES DEL SECTOR PUBLICO AUTONOMICO

D) Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio, del Gobierno de Aragén,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Aragén. El
art. 8, sefialaba que en los consorcios en los que sea mayoritaria la represen-
tacién, directa o indirecta, de la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén quedardn sujetos al control financiero, a formar un presupuesto de
explotacién y de capital en el caso de que reciban subvenciones de esta natu-
raleza. Y para su creacién y extincién, asi como para la adquisicién y pérdida
de la posicién mayoritaria, se requerird autorizacién del Gobierno de Aragén
y se determinan los criterios por los que se entiende que la Administracién de
la de la Comunidad Auténoma de Aragén tiene representacién mayoritaria en
dichos entes. La D. derogatoria Unica de la LORAr deroga el art. 8 de esta ley.

E) El Decreto Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del Gobierno de
Aragén, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Patrimonio
de Aragén, en su art. 3.5 dispone que «El patrimonio de los consorcios en
que la Comunidad Auténoma pueda ejercer, directa o indirectamente, una
influencia dominante se rige por sus estatutos y, con cardcter supletorio, por
esta ley». Este régimen juridico de su patrimonio continua vigente ya que no
se ve afectado por lo dispuesto en la LORAr.

B) Andlisis del régimen juridico de los consorcios autonémicos en
la Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen
Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragén

a) Disposiciones generales

En su Predmbulo la LORJAr concreta el titulo competencial en el que se
fundamenta la misma: «La ley se dicta al amparo de la previsién contenida en
el articulo 71. 1. del EAr, aprobado por Ley Orgdnica 5/2007, de 20 de abril,
el cual atribuye a la Comunidad Auténoma de Aragén la competencia exclusiva
para la creacién, organizacién, régimen y funcionamiento de sus instituciones de
autogobierno. Del mismo modo, el articulo 71. 7.° del referido Estatuto atribuye a
la comunidad auténoma la competencia para regular el procedimiento administra-
tivo derivado de las especialidades de su organizacién propia. Por su parte, los
articulos 61y 62 del Estatuto, contenidos en su titulo lll sobre la Administracién
pUblica en Aragén, se refieren a la competencia de la comunidad auténoma
para crear y organizar su propia Administracién, que ostentard la condicién
de administracién ordinaria en el ejercicio de sus competencias, recogiendo los
principios esenciales de organizacién y funcionamiento de la misma». Y sefiala
que «se definen y regulan por primera vez los consorcios autonémicos».

El art. 85.1, c) sobre la «composicién y clasificacién del sector piblico

institucional de la Comunidad Auténoma de Aragén» indica que se integran
en el mismo los consorcios autonédmicos. De acuerdo con el art 2.3 de esta

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXIl, Zaragoza, 2022, pp. 150-178 155



MANUEL GUEDEA MARTIN

ley tienen la consideracién de Administracién piblica la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén, los organismos auténomos, las entidades
de derecho publico y los consorcios autonémicos.

El art. 86 sefiala que en su de actuacidn estdn sometidas a los principios
de «legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad finan-
ciera, asi como a los principios de integridad y transparencia en su gestidn.
En particular, se sujetardn en materia de personal, incluido el laboral propio
de la entidad, a las limitaciones previstas en la normativa presupuestaria y en
las previsiones anuales de los presupuestos generales».

El art 87 determina su régimen juridico general de acuerdo con lo dis-
puesto en la LORJAr y por las disposiciones bdsicas de la LRJ.

El art 89 prevé la inscripcidn de los consorcios en el Registro de Entes
de la Comunidad Auténoma de Aragén y en el art. 90 su inscripcién en el
Inventario de Entidades del Sector Piblico Estatal, Autonédmico y Local.

El art. 91 contempla su sometimiento al control de eficacia y supervisién
continua, que sin perjuicio de lo establecido en el articulo 86, le obliga a contar
con un plan de actuacién que contendrd las lineas estratégicas en torno a las
cuales se desenvolverd la actividad de la entidad, que se completard con planes
anuales elaborados junto a su presupuesto. Por otra parte, el control de efica-
cia serd ejercido por el departamento de adscripcién que deberd elaborar un
informe sobre sus entidades dependientes y que se elevard para su conocimiento
al Gobierno de Aragén antes del 30 de junio de cada ejercicio presupuestario.

La D.A. Primera, sobre el Servicio Juridico del Gobierno de Aragén le
atribuye la representacién y defensa en juicio, asi como la direccién y coor-
dinacién de la asistencia juridica, tanto consultiva como contenciosa, de los
consorcios, en los términos previstos en su normativa especifico. El Decreto
169/2018, de 9 de octubre, del Gobierno de Aragén, por el que se organiza
la asistencia, defensa y representacién juridica a la Comunidad Auténoma de
Aragén, dispone en su articulo 19 que los Letrados de la Comunidad Auté-
noma integrados en la Direccién General de Servicios Juridicos asumirdn la
asistencia juridica a los consorcios autonémicos cuando se haya suscrito el
oportuno convenio de asistencia juridica con dichas entidades por parte de
la Comunidad Auténoma.

La D. A. Cuarta, sobre la adaptacién de entidades y organismos publicos
existentes, les obliga a una adaptacién a la misma en el plazo de dos afios
si bien también se contempla que se preserven sus actuales especialidades en
materia de personal, patrimonio, régimen presupuestario, contabilidad, control
econémico-financiero y de operaciones como agente de financiacién.

La D. T. Segunda prevé que las Entidades integrantes del sector publico
existentes «continuardn rigiéndose por su normativa especifica, incluida la nor-
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mativa presupuestaria que les resultaba de aplicacién, hasta su adaptacién a
lo dispuesto en esta ley de acuerdo con lo previsto en la disposicién adicional
cuartax. Lo dispuesto en los art. 113 y 130 respecto al régimen de personal
de los consorcios «serd de aplicacién a las entidades de nueva creacién y al
personal que se incorpore desde el momento de entrada en vigor de la ley».
Obliga a los consorcios a a «la aprobacién o modificacién de las relaciones de
puestos de trabajo en las que se determinardn los puestos de personal funciona-
rio y laboral y aquellos que puedan ser ocupados por personal laboral propio.»
Y, en su apartado 4 dispone que «el personal de los consorcios existentes a
la entrada en vigor de esta ley que se encontrara desempefiando puestos de
trabajo que en las relaciones de puestos de trabajo se clasifiquen como pro-
pias de personal funcionario o laboral de la Administracién autonédmica podra
seguir desempefdndolos, manteniendo el mismo régimen juridico que dio lugar
a su contratacién hasta que se produzca la extincién de su vinculo laboral por
alguna de las causas legalmente previstas en el Estatuto de los Trabajadores.
Este personal solo podrd acceder a la condicién de personal funcionario o
laboral de la Administracién autonémica a través de la participacién en las
correspondientes pruebas selectivas de acceso libre convocadas en ejecucién
de las ofertas de empleo piblico». En definitiva, en las disposiciones generales
de la LRJSPA y en sus disipaciones adicionales y transitorias encontramos en
importantes novedades para el régimen juridico del funcionamiento ordinario
de los consorcios, su control por la Administracién y su régimen de personal
que se concreta con las disposiciones que analizamos a continuacién.

b) Régimen juridico especifico

La LORJAr, en su Titulo IV sobre la organizacién y funcionamiento del
sector pdblico institucional autonémico dedica el Capitulo VI a los consorcios
autondémicos. Es la primera vez que tenemos unas disposiciones dedicadas a
los consorcios con cardcter general y en una ley sobre el sector piblico. En
apartados precedentes hemos analizado cual ha sido su regulacién hasta la
LRJ y esta ley. El esquema del capitulo, como ya hemos indicado, es similar
al de la legislacién estatal.

a) Definicién y actividades propias (art. 127). Coincide con el titulo y
contenido fundamental con el art. 118 de la LR]). Define los consorcios auto-
némicos como «entes de derecho publico, con personalidad juridica propia
y diferenciada, creados por varias administraciones publicas o entidades
integrantes del sector puiblico institucional, entre si o con participacién de
entidades privadas», Los consorcios podrdn realizar «actividades de fomento,
prestacionales o de gestién comin de servicios pUblicos y cuantas otras estén
previstas en las leyes». Como podemos comprobar las dos primeras dentro de
las funciones cldsicas de las Administraciones Publicas y la tercer abierta para
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cualquier actividad prevista en el ordenamiento juridico. Por Gltimo, prevé que
puedan utilizarse para la «gestién de los servicios pdblicos, en el marco de los
convenios de cooperacién transfronteriza en que participe la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragén, y de acuerdo con las previsiones de
los convenios internacionales ratificados por Espafia en la materia».

b) Régimen juridico (art. 128). Coincide con el titulo y parcialmente su
contenido con el art. 119 de la LRJ. Los consorcios autondmicos se rigen por
la LORJAr y por la legislacién bésica estatal ya comentada y por sus estatutos.
En relacién con la separacién, disolucidn, liquidacién y extincién, en lo previsto
por la legislacién bédsica y los estatutos se estard a lo dispuesto en el CC sobre
el contrato de sociedad. En la legislacién bésica estatal también se realiza una
remisién al Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

c) Régimen de adscripcién (art. 129). También coincide con el titulo y
parcialmente su contenido con el art. 120 de la LRJ. La adscripcién se realiza
en funcién de unos criterios, ordenados por prioridad en su aplicacién y refe-
ridos a la situacién en el primer dia del ejercicio presupuestario. El art. 129.1
recoge ocho criterios que se pueden agrupar en cuatro bloques. El primero
atiende ostentar la mayoria de votos en votos en los érganos de gobierno o la
competencia para nombrar y destituir a destituir a la mayoria de los miembros
de sus érganos ejecutivos, personal directivo u érganos de gobierno. El segundo
cuando la Administracién «Disponga de un mayor control sobre la actividad del
consorcio debido a una normativa especial» (art. 129.1, d). El tercer bloque
vendria dado por la financiacién con un porcentaje mayor al cincuenta por
ciento de la actividad o por su mayor porcentaje de participacién en el fondo
patrimonial. El cuarto por el que tenga mayor nimero de habitantes o extensién
territorial dependiendo de si los fines definidos en el estatuto estdn orientados
a la prestacién de servicios a las personas o al desarrollo de actuaciones
sobre el territorio (art. 129.1, h). Este precepto ya ha tenido su aplicacién
con la adscripcién de Comunidad de Trabajo de los Pirineos. Por Gltimo, este
precepto recoge dos consideraciones importantes, los estatutos «determinardn
el departamento de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén
al que estard adscrito y que supuesto de que participen en el consorcio enti-
dades privadas, el consorcio no tendrd dnimo de lucro». Con esta redaccién
se permite que empresas privadas participen en un consorcio, pero el mismo
no puede tener dnimo de lucro.

d) Régimen de personal (art. 130) También coincide con el titulo y parcial-
mente su contenido con el art. 121 de la LRJ. Con estas previsiones se pretende
impedir que la huida del derecho administrativo se materialice mediante la
contratacién de un personal propio y con retribuciones superiores a las de
la funcién piblica. De acuerdo con la vigente ley el personal de los con-
sorcios autonémicos «podrd ser funcionario o laboral y habré de proceder
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exclusivamente de las administraciones participantes» y «su régimen juridico
serd el de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, al ser
la administracién de adscripcién, y sus refribuciones en ningin caso podrdn
superar las establecidas para puestos de trabajo equivalentes en aquellax». De
forma excepcional, cuando no resulte posible contar con personal procedente
de las Administraciones participantes, podrd contratar personal propio pero
sujeto a los requisitos establecidos en el mismo. La contratacién se realizara
por el departamento competente en materia de funcién publica previo «informe
favorable del departamento al que esté adscrito» y «previa justificacién de la
excepcionalidad por el érgano de direccién o administracién del consorcio»
y «mediante convocatoria pdblica y proceso selectivo basado en los principios
de igualdad, mérito y capacidad».

e) Régimen presupuestario, de contabilidad, y control econémico-financiero
(art. 131). También coincide con el titulo y parcialmente su contenido con el
art. 121 de la LRJ que tiene la condicién de legislacién bdsica. Los consor-
cios autondmicos estdn sujetos al régimen de presupuestario, contabilidad y
control de la Administracién de la Comunidad Auténoma y a lo previsto en la
normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. Una forma
de evitar una huida del derecho administrativo en estos entes. Se atiende a
la financiacién real para conocer las aportaciones de las administraciones
consorciadas. La auditoria de las cuentas anuales que serd responsabilidad
de la Intervencién General de la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén y deberdn formar parte de los presupuestos e incluirse en la cuenta
general de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén. Se exige
la autorizacién del departamento competente en materia de hacienda para la
apertura de cuentas en entidades financieras. Y, por dltimo, para los consor-
cios que queden adscritos en virtud del criterio previsto en el art. 129.1, h la
incorporacién de sus presupuestos en el presupuesto general de la comunidad
auténoma se efectuard a efectos informativos.

f) Régimen patrimonial y de contratacién (art. 132). También coincide
parcialmente su fitulo y contenido con el art. 122 de la LRJ. En relacién con
el patrimonio de los consorcios autonémicos se regird por sus estatutos y,
con cardcter supletorio, por la normativa de patrimonio de Aragén lo cual
ya estaba previsto en el vigente art. 3.5 del Decreto Legislativo 4/2013, de
17 de diciembre, del Gobierno de Aragén, por el que se aprueba el Texto
Refundido de la Ley del Patrimonio de Aragén, ya comentado en apartados
anteriores. En relacién con la contratacién, otras de las via utilizadas tradicio-
nalmente para la huida del derecho administrativo, la vigente Ley 9/2017,
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Piblico, por la que se transponen
al ordenamiento juridico espafiol las Directivas del Parlamento Europeo y del
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 en su art.
3, cuando define el &mbito subjetivo de la misma dispone que «Los consorcios

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXIl, Zaragoza, 2022, pp. 150-178 159



MANUEL GUEDEA MARTIN

dotados de personalidad juridica propia a los que se refiere la Ley 40/2015,
de 1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico, y la legislaciéon de
régimen local, asi como los consorcios regulados por la legislacién aduanerax.

g) Creacién de los consorcios (art. 133). Coincide parcialmente con el
art. 123 de la LRJ, aunque se trata de un precepto que no es legislacidn
bdsica. Los consorcios autondmicos se crean «mediante convenio suscrito por
las administraciones, organismos pulblicos o entidades participantes, previo
acuerdo del Gobierno de Aragén» (art. 133.1). La vigente legislacién continua
con el modelo previsto en la legislacién de hacienda que exigia el acuerdo del
Gobierno de Aragén. En el dmbito de la Administracién General del Estado
se exige una ley que autorice su participacién. Por otra parte tanto para «la
creacién, modificacién y extincién de los consorcios en los que participe la
Ad-ministracién de la Comunidad Auténoma de Aragén o sus organismos
pUblicos y entidades vinculados o dependientes, asi como para la adquisi-
cién y pérdida de la posicién mayoritaria, (...) se requiere autorizacién del
Gobierno de Aragén previos los «informes del departamento competente en
materia de hacienda analizando las implicaciones presupuestarias, contables
y patrimoniales de la propuesta» (art. 133.2).

C) Un apunte sobre los consorcios en la legislacién aragonesa de
régimen local

La Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administracién Local de Aragén en
su art. 218 regula su objeto y creacién de los consorcios y el art. 219 sus
estatutos y formas de gestién de sus servicios. Entendemos que dicho régimen
juridico continua vigente en cuanto no se oponga a la legislacién basica sobre
consorcios prevista en la LRJ. En buena medida el consorcio es una entidad
administrativa que nace y se desarrolla en la administracién local espafiola (4)
si bien la legislacién autonémica desarrolla su régimen juridico (5).

El Decreto-legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de Aragén,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragén
en su art 9.1 dispone que » La Administracién de la Comunidad Auténoma,
las provincias, las comarcas, los municipios y las entidades instrumentales de
todos ellos podrdn constituir por si solas, entre si, mediante consorcios o con
terceros, sociedades urbanisticas de cardcter mercantil para el estudio, elabo-
racién, desarrollo, gestién, promocién y ejecucién del planeamiento territorial
y urbanistico u ofro objeto de la incumbencia de las Administraciones que las
constituyan, siempre que no implique ejercicio de autoridad, y observando en
todo caso lo dispuesto por la legislacién sobre estabilidad presupuestaria y
sostenibilidad financiera.» El Decreto 52/2002, de 19 de febrero, del Gobierno
de Aragén, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo parcial de la
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Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanistica, en materia de organizacién, pla-
neamiento urbanistico y régimen especial de pequefios municipios, su capitulo
Il se dedica a los Consorcios urbanistico regulando su constitucién, finalidades
y competencias.

La ley 10/2017, de 30 de noviembre, de régimen especial del municipio
de Zaragoza como capital de Aragédn en su art. 30 contempla expresamente
la existencia de un consorcio en «el transporte interno o que dé acceso a los
dmbitos de actuacién de Proyectos de Interés General de Aragéns.

Entendemos que dicho régimen juridico continua vigente en cuanto no se
oponga a la legislacién bdsica sobre consorcios prevista en la LRJ.

D) Los consorcios autonémicos en la legislacién presupuestaria

A) Si atendemos al contenido de la derogada Ley 4/2020, de 30 de
diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragén para el
ejercicio 2021 los consorcios a los que se refiere el articulo 8° del Texto
Refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragén son
los siguientes:

— Consorcio del Patrimonio Ibérico de Aragén.

— Consorcio Urbanistico de Canfranc 2000.

— Consorcio Comunidad de Trabajo de los Pirineos.
— Consorcio Reserva de la Biosfera Ordesa-Vifiamala.
— AECT Espacio Portalet.

B) La vigente Ley 9/2021, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la
Comunidad Auténoma de Aragén para el ejercicio 2022 comprobamos que
introduce ademds el Consorcio Aerédromo/Aeropuerto de Teruel y el Consorcio
de Transportes del Area de Zaragoza.

La D.A. Vigésima tercera contempla medidas sobre la «contratacién de
personal en los consorcios del sector piblico autonédmico». La contratacién de
personal propio, al margen de quedar sujeta a la LORJAr, se debe ajustar a lo
dispuesto en la Ley de Presupuestos Generales del Estado o norma equivalente
de cardcter bésico, la presente disposicién y la Ley 1/2017, de 8 de febrero,
de medidas de racionalizacién del régimen retributivo y de clasificacién pro-
fesional del personal directivo y del resto del personal al servicio de los entes
del sector piblico institucional de la Comunidad Auténoma de Aragén.

En su apartado segundo recoge los requisitos previos a las nuevas contra-
taciones, repeticién de lo ya indicado al comentar el art. 130 de la LORJAr y
con sujecién a lo previsto en la ley de presupuestos. La contratacién temporal
se califica de excepcional para «cubrir necesidades urgentes e inaplazables.
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Al mismo tiempo les exige presentar en el primer trimestre una relacién de las
necesidades de contratacién temporal previstas para el ejercicio.

Por Gltimo, en su apartado quinto sefial que «deberdn remitir al departo-
mento u organismo pdblico al que figuren adscritos la informacién relativa a
todo el personal temporal que ha prestado servicios en el ejercicio anterior,
detallando el ndmero de jornadas anualizadas y el coste de las mismas».

Es evidente que al margen del error de citar un precepto derogo de la
Ley de Hacienda por la LORJAr la legislacién presupuestaria ha iniciado el
ajuste de los mismo al nuevo régimen jurdico.

C) Si atendemos a la web del portal de Transparencia del Gobierno de
Arango los consorcios que aparecen en la misma son:

— Consorcio Agrupacién N° 1 de Huesca.

— Consorcio Comunidad de Trabajo de los Pirineos.

— Consorcio de Transportes del Area de Zaragoza.

— Consorcio del Aeropuerto de Teruel.

— Consorcio Patrimonio Ibérico de Aragén.

— Consorcio Tinel Bielsa — Aragnouet.

— Consorcio Urbanistico Canfranc 2000.

— Agrupacién Europea de Cooperacién Territorial (AECT) - Espacio

Portalet.
— Agrupacién Europea de Cooperacién Territorial «Pirineos — Pyrénées».

Il. FUNDACIONES

1. La legislacién del Estado aplicable a las fundaciones del sector
publico.

A) Planteamiento

No se puede entender el vigente régimen juridico de las fundaciones del
sector publico sino tenemos en cuenta el marco normativo previo al a LRJ hoy
vigente y cuyos preceptos bdsicos condiciona la LORJAr. Ese marco normativo
estd constituido por:

A) La Ley Orgénica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria
y Sostenibilidad Financiera por cuanto establece unos «principios rectores, que
vinculan a todos los poderes piblicos, a los que deberd adecuarse la politica
presupuestaria del sector piblico».

B) Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalizacién del Sector
Péblico y otras medidas de reforma administrativa. Esta ley en sus art. 4 y D.A.
novena prevé la integracién de fundaciones en organismos publicos.
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En el Predambulo de la misma podemos destacar las ideas que tienen un
reflejo en el nuevo régimen juridico de los consorcios:

a) «La crisis econémica ha puesto de relieve una premisa que debe sos-
tenerse mds allé de las circunstancias econdmicas, y es que el sector piblico
debe ser sostenible en el tiempo y que debe garantizarse la eficiencia en la
gestién de sus recursos».

b) «La racionalizacién de la estructura de la Administracién Poblica, como
parte del programa de reformas del Gobierno, tiene un antecedente de gran
trascendencia en la Ley Orgdnica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibili-
dad Financiera, que constituye un hito en la gestién de los recursos publicos,
al establecer objetivos concretos de gasto y endeudamiento para todas las
Administraciones, asi como la obligacién de presentar planes dirigidos a su
cumplimiento y los correlativos mecanismos para asegurar su consecuciéns.

C) Por ofra parte el Informe de la Comisién para la Reforma de las Admi-
nistraciones PUblicas constituye una de las bases de la LR) mediante la cual
se pretende precisar el régimen juridico de las fundaciones, evitar que sean
utilizados como un instrumento para la denominada huida del derecho admi-
nistrativo (principalmente en lo relativo a personal y contratacién) o para eludir
las normas sobre estabilidad y suficiencia presupuestaria. También se dificulta
la creacién de nuevas fundaciones en el dmbito de la Administracién General
del Estado, se facilita que una Administracién publica puede desvincularse
del mismo y se precisan las normas aplicables a su disolucién y liquidacién.

El progresivo crecimiento del nimero de entes instrumentales para la con-
secucién de los mds variados fines de interés general, dentro del generalizado
proceso de huida del Derecho Administrativo, ha pasado por el empleo de
diversas férmulas juridico-privadas de gestidn, entre las cuales se encuentran
las llamadas «Fundaciones del sector piblico» (1).

B) La legislacién de fundaciones
a) La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones

Esta ley continua vigente y se aplica a todas las fundaciones en los términos
previstos por el art. 1 «La presente Ley tiene por objeto desarrollar el derecho
de fundacién, reconocido en el articulo 34 de la Constitucién y establecer
las normas de régimen juridico de las fundaciones que corresponde dictar al
Estado, asi como regular las fundaciones de competencia estatal» y en la D.F.
Primera que delimita su cambio de aplicacién a las Comunidades Auténomas
teniendo en cuenta las competencias del Estado en la materia al amparo del
articulo 149.1.1,6, 8 de la Constitucién, sin perjuicio de la aplicabilidad
preferente del Derecho Civil Foral o Especial, alli donde exista. Dado que la
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Comunidad Auténoma de Aragén no tfiene en este momento una ley propia
de fundaciones se aplica la misma en los términos indicados.

Como acertadamente se ha sefialado en la doctrina «Del andlisis de las
normas relativas a la distribucién de competencias entre el Estado y las Comu-
nidades Auténomas cabe extraer algunas conclusiones, presididas por una
calificacién de complejidad y un reproche generalizado de equivocidad. No
obstante, ambas notas son consistentes con la naturaleza dual de las propias
fundaciones, que, a pesar de ser objetos tipicos del Derecho civil, presentan
facetas importantes sélo atendibles desde otras ramas del Derecho, fundamen-
talmente el constitucional, el administrativo y el procesal» (2).

No obstante, es muy importante recordar que la misma en su Capitulo XI,
sobre las Fundaciones del sector pdblico estatal (arts. 44, 45 y 46), introdujo un
régimen juridico que se deroga por la LR pero que, con alguna notable modi-
ficacién pasa a constituir la vigente legislacién bésica en la materia. También
procede tener en cuenta que dicha ley no es de aplicacién a las fundaciones
a que se refiere la Ley 23/1982, de 16 de junio, del Patrimonio Nacional (DA
Primera) y de aplicacién supletoria las fundaciones pdblicas sanitarias a que se
refiere el articulo 111 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas
fiscales, administrativas y del orden social, seguirdn rigiéndose por su normativa
especifica seguirdn rigiéndose por su normativa especifica, aplicdndoseles los
preceptos del capitulo XI con cardcter supletorio.

La STC 120/2011, de 6 de julio, sefiala la creacién de fundaciones
por las personas juridicos pUblicas no constituye el ejercicio del derecho de
fundacién proclamado en el art34.1 de la CE sino de una decisién adoptada
por el legislador con la finalidad de satisfacer le mandato del art. 103 de la
CE destacando su cardcter instrumental.

b) Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al
mecenazgo

Esta ley continua vigente y se aplica a todas las fundaciones en los t#érminos
previstos en su art. 1.1 «Esta Ley tiene por objeto regular el régimen fiscal de
las entidades sin fines lucrativos definidas en la misma, en consideracién a su
funcién social, actividades y caracteristicas. De igual modo, tiene por objeto
regular los incentivos fiscales al mecenazgo. A efectos de esta Ley, se entiende
por mecenazgo la participacién privada en la realizacién de actividades de
interés general». Y, en su art. 2 dispone que las fundaciones «se consideran
entidades sin fines lucrativos a efectos de esta ley, siempre que cumplan los
requisitos establecidos en el articulo 3». En este sentido y con relacién con las
Comunidades Auténomas es interesante la STS de 26 de octubre de 2021, Rec.
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8146/2019 que analiza los negocios juridicos celebrados entre, por un lado,
una fundacién del sector publico que, para la realizacién de fines de interés
general, tiene encomendada la tarea de fomentar el deporte y, por otro lado,
determinadas entidades deportivas y deportistas que se comprometen a exhibir
el logo de la referida fundacién a cambio de una suma de dinero, pueden
constituir una «prestacién de servicios realizada a titulo oneroso», cuando la
expresada fundacién no haya ejercido potestades o prerrogativas piblicas.

C) La LRJ como legislaciéon basica sobre fundaciones del sector
publico

La LRJ, en su Titulo Il sobre Organizacién y funcionamiento del sector
pUblico institucional tiene un Capitulo VIl dedicado a las fundaciones (arfes
128-136). De estos preceptos solo son legislacién basica el art. 129 sobre el
régimen de adscripcién de las fundaciones y el art. 134 sobe el protectorado
(3). Dado que el art. 129 fue objeto de recurso de inconstitucionalidad por la
Comunidad Auténoma de Catalufia la sentencia serd objeto de comentario en
un apartado posterior. Dado que la regulacién de las fundaciones del sector
pUblico en la LORJAr recoge una estructura similar serd objeto de comentario
en un posterior apartado y evitamos reiteraciones. No obstante, conviene
realizara una serie de precisiones sobre la legislacién bdsica:

A) El art. 129 sobre el Régimen de adscripcién de las fundaciones exige
que toda fundacién este adscrita a una Administracién Publica y recoge los
criterios de adscripcién. Se establecen seis criterios atendiendo a que tenga la
mayoria de patronos o a la capacidad para nombrar y destituir a la mayoria
de los miembros de los érganos ejecutivos, de los miembros de los érganos
ejecutivos o de los miembros del patronato. En su defecto se tiene en cuenta la
inancie en mds de un cincuenta por ciento u ostente el mayor porcentaje de
f d ta p t tente el mayor p taje d
participacién en el fondo patrimonial. Es una consagracién de principio de quien
paga manda y los criterios se rigen por los principios de prioridad y anuali-

ad. Si de acuerdo con la terminologia cldsica la tundacién era un uvniversitas
dad. Si d d la t logia cl la fund f

onorum, la personiticacién de un patrimonio, aftecto a un tin general ahora
b I f d pat fect f | ah
predomina su consideracién como organizacién que se equipara al patrimonio.

B) El art. 134 sobre el Protectorado e un precepto bdsico del que el
Dictamen 274/2015, de 29 de abril, del Consejo de Estado sefalaba la
falta de coherencia y claridad en esta regulacién por incluir normas bdsicas
cuando se regula el sector publico institucional del Estado. Nos encontramos
ante un régimen del protectorado que no parece un tanto discutible porque
hay un doble control de estas fundaciones, las del Protectorado —art. 35 de
la Ley de Fundaciones— y las propias del sector publico analizadas en sus
correspondientes apartados. Hay quien plantea en estos casos la inutilidad de
este protectorado y la dudosa imparcialidad del mismo.
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D) La jurisprudencia del Tribunal Constitucional

La Sentencia 132/2018, de 13 de diciembre. resuelve el recurso de
inconstitucionalidad ném. 3774-2016, interpuesto la Generalidad de Cato-
lufa, analiza la constitucionalidad del art. 129.2 y en su F.D. Decimo declara
que «Las previsiones de la disposicién adicional vigésima, apartados 1y 2,
de la derogada Ley 30/1992 han sido reproducidas, casi sin variaciones,
en el articulo 120, apartados 1y 2. Por tanto, los razonamientos de la STC
93/2017, F) 7 d), son por completo extensibles al precepto impugnado. Su
doctrina es igualmente trasladable a la de las fundaciones participadas por
mds de una Administracién o entidad pUblica mediante una serie jerarquizada
de criterios prdcticamente idéntica, como ha subrayado la Letrada autonémica.
Procede, en consecuencia, desestimar la impugnacién de los articulos 120,
apartados 1y 2,y 129.2 de la Ley 40/2015».

La Sentencia 33/2019, de 14 de marzo, resuelve el recurso de inconstitu-
cionalidad 3903-2016 interpuesto por el Gobierno de Canarias en relacién con
diversos preceptos de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen juridico
del sector pdblico, pero ninguno relativo a las fundaciones del sector piblico.

2. El régimen juridico de las fundaciones del sector piblico en la
Comunidad Auténoma de Aragén

A) Antecedentes normativos

A) Lla ley-3/1984, de 22 de junio, del Presidente. de la Diputacién
General de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Argén. Es la
primera ley en esta materia y en su Titulo IV regulaba la Administracién de la
Comunidad Auténoma y no recogia disposicién expresa sobre las fundaciones.
Ello no impida que, con arreglo a la normativa vigente estatal pudieran cons-
tituirse fundaciones en los que la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén tuviera la capacidad de direccién.

B) La LAAr. Esta ley, que deroga la Ley-3/1984, de 22 de junio, que
regulaba organismos publicos (organismos auténomos y entidades de derecho
pUblico) y empresa publica no recoge disposicién alguna sobre las fundaciones
dependientes de la Administracién de la Comunidad Auténoma o sus organis-
mos pUblicos. Debemos recordar que en aquel momento la creacién de funda-
ciones publicas no era una habitual por parte de las administraciones publicas.

C) Decreto Legislativo 2/2001, de 3 julio, del Gobierno de Aragén, por
el que se aprueba el Texto Refundido de la LAAr. Este texto es consecuencia
de las multiples modificaciones introducidas en la LAAr, por la Ley 11/2000,
27 diciembre, de medidas en materia de Gobierno y Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén en las sucesivas leyes de medidas admi-
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nistrativas tributarias que aprobaban de forma paralela a los presupuestos
de la Comunidad Auténoma. En su Disposicién adicional octava recoge, por
primera vez en el ordenamiento juridico aragonés el régimen juridico de las
Fundaciones privadas de iniciativa piblica. No obstante, debemos precisar que
esta D. Adicional fue introducida por el articulo 2 Ley 11/2000, 27 diciem-
bre, de medidas en materia de Gobierno y Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén.

D) Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio, del Gobierno de Aragén,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Aragén
en su art. 8 sefialaba que en las fundaciones en los que sea mayoritaria la
representacién, directa o indirecta, de la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén quedardn sujetas al control financiero. a formar Presu-
puesto de explotacién y de capital en el caso de que reciban subvenciones de
esta naturaleza. Y para su creacién y extincién de las entidades citadas, asi
como para la adquisicién y pérdida de la posicién mayoritaria, se requerird
autorizacién del Gobierno de Aragén y se determinan los criterios por los
que se entiende que la Administracién de la de la Comunidad Auténoma de
Aragén tiene representacién mayoritaria en dichos entes. La D. derogatoria
nica de la LORJAr deroga el art. 8 de esta ley.

E) El Decreto Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del Gobierno de
Aragén, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Patrimonio de
Aragén en su art. 3.4 dispone que «El patrimonio de las fundaciones publicas
de la Comunidad Auténoma se rige por el derecho privado y por su normativa
especificax. Este régimen juridico de su patrimonio continua vigente ya que no
se ve afectado por lo dispuesto en la LORJAr.

B) Normativa aragonesa sobre fundaciones
a) Regulacién de las fundaciones

El EAr en su art. 71 sobre las competencias exclusivas dispone que «En
el dmbito de las competencias exclusivas, la Comunidad Auténoma de Aragén
ejercerd la potestad legislativa, la potestad reglamentaria, la funcién ejecutiva 'y
el establecimiento de politicas propias, respetando lo dispuesto en los articulos
140 y 149.1 de la Constitucién. Corresponde a la Comunidad Auténoma la
competencia exclusiva en las siguientes materias:

40.° Asociaciones y fundaciones de cardcter docente, cultural, artistico,
benéfico, asistencial, deportivo y similares que desarrollen principalmente sus
funciones en Aragén».

La Comunidad Auténoma no tiene una legislacién propia sobre funda-

ciones, aunque fanto este precepto estatutario como en el mismo art. 71, 2.°
sobre la «conservacién, modificacién y desarrollo del Derecho foral aragonés,
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con respeto a su sistema de fuentes» constituyen los titulos competenciales que
le habilitan para aprobarla.

Por ello la normativa aplicable a las fundaciones en Aragén seria, al
margen de lo previsto para las fundaciones del sector piblico, las siguientes:

a) Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones.
b) Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades

sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

c) Real Decreto 1337/2005, de 11 de noviembre, por el que se aprueba
el Reglamento de fundaciones de competencia estatal.

d) Real Decreto 1270/2003, de 10 de octubre, por el que se aprueba
el Reglamento para la aplicacién del régimen fiscal de las entidades sin fines
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

e) Decreto 276/1995, de 19 de diciembre, de la Diputacién General de
Aragén, por el que se regulan las competencias en materia de fundaciones y
se crea el Registro de Fundaciones.

f) Decreto 25/2004, de 10 de febrero, del Gobierno de Aragén, de modi-
ficacién del Decreto 276/ 1995, de 19 de diciembre, por el que se regulan las
competencias en materia de fundaciones y se crea el Registro de Fundaciones.

g) Y en el dmbito contable debemos recordar el Real Decreto 1514/2007,
de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad
y el Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueban las
normas de adaptacién del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines
lucrativos y el modelo de plan de actuacién de las entidades sin fines lucrativo.

Sobre la esta normativa acertadamente se ha dicho: «En conclusién, el
andlisis de las normas propias de la Comunidad Auténoma en materia de
fundaciones y su comparacién con lo dispuesto en la legislacién estatal no
ofrece datos especialmente significativos ni permite destacar originalidades
de relieve. En efecto, sélo algunos aspectos administrativos y hacendisticos
de un tipo concreto de fundaciones (las constituidas o participadas por la
Administracién autonémica o por las entidades locales aragonesas) ha sido
objeto de regulacién en ejercicio de la competencia autondmica, y quizds el
hecho de que esta regulacién precediera a la recogida en la ley estatal, explica
las afinidades de fondo pero diferencias de forma entre el régimen estatal y
autonémico aragonés dedicado a las fundaciones»(4).

b) Ley 4/2014, de 26 de junio, de Fundaciones Bancarias de
Aragoén

En su Predmbulo es clara la voluntad del legislador: «El titulo IV del
Real Decretoley 11/2010, de 9 de julio, por el que se regulan los érganos
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de gobierno y otros aspectos del régimen juridico de las cajas de ahorros,
contemplaba y regulaba la posibilidad de que las cajas de ahorros pudieran
desarrollar su objeto propio como entidad de crédito de forma indirecta, a
través de una entidad bancaria a la que aportarian todo su negocio financiero».
Esta opcién fue asumida por las dos cajas aragonesas mediante la creacién
de «lbercaja Banco, S. A.», bajo titularidad de la Caja de Ahorros y Monte
de Piedad de Zaragoza, Aragédn y Rioja (lbercaja), por un lado, y, por otro,
del Banco Grupo Caja3, integrado por Caja de Ahorros de la Inmaculada,
Caja Badajoz y Caja Circulo de Burgos.

El art. 1 dispone que «La presente ley tiene por objeto la regulacién de
las fundaciones bancarias de la Comunidad Auténoma de Aragén» y «Quedan
sujetas a las disposiciones de la presente ley las fundaciones bancarias con
domicilio en Aragén cuyas funciones, consistentes en la atencién y desarrollo
de la obra social y la adecuada gestién de su participacién en una entidad de
crédito, se desarrollen principalmente en la Comunidad Auténoma de Aragén».

Dado lo recogido en su art. 3 «Las fundaciones bancarias de la Comunidad
Auténoma de Aragén se sujetardn a lo previsto en la normativa bdsica estatal,
en esta ley y, con cardcter supletorio, en la que les resulte de aplicacién en
materia de fundaciones» no tiene ninguna incidencia la nueva LRJSPA.

En este tipo de fundaciones es muy interesante la siguiente reflexién
doctrinal: «En la medida en que las cajas de ahorro han dejado de existir,
reubicdndose la actividad financiera en bancos tenidos por los nuevos entes
(fundaciones bancarias y/u ordinarias) se habria producido un vaciamiento de
contenido de la competencia autonémica, que pasaria a ejercerse virtualmente,
sobre unos entes que o bien no existen (las dos cajas de ahorro residuales
balear y valenciana, respectivamente, y las improbables futuras) o bien no
ejercen actividad financiera alguna més allé de mantener la titularidad de
acciones de un banco (las nuevas fundaciones bancarias y las ordinarias) (5)».

C) Andlisis del régimen juridico de las fundaciones del sector
publico en la LORJAr

a) Disposiciones generales

En su Predmbulo la LORJAr concreta el titulo competencial en el que se
fundamenta la misma: «La ley se dicta al amparo de la previsién contenida en
el articulo 71. 1. del EAr, aprobado por Ley Orgdnica 5/2007, de 20 de abril,
el cual atribuye a la Comunidad Auténoma de Aragén la competencia exclusiva
para la creacién, organizacién, régimen y funcionamiento de sus instituciones de
autogobierno. Del mismo modo, el articulo 71. 7.9 del referido Estatuto atribuye a
la comunidad auténoma la competencia para regular el procedimiento administra-
tivo derivado de las especialidades de su organizacién propia. Por su parte, los
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articulos 61y 62 del Estatuto, contenidos en su titulo lll sobre la Administracién
pUblica en Aragén, se refieren a la competencia de la comunidad auténoma
para crear y organizar su propia Administracién, que ostentard la condicién
de administracién ordinaria en el ejercicio de sus competencias, recogiendo los
principios esenciales de organizacién y funcionamiento de la misma». Y sefala
que «se definen y regulan por primera vez los consorcios autonémicos.

El art. 85.1, d) sobre la «composicién y clasificacién del sector piblico
institucional de la Comunidad Auténoma de Aragén integran el mismo a las
fundaciones del sector piblico».

El art. 86 sefiala que en su de actuacién estdn sometidas a los principios
de «legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad finan-
ciera, asi como a los principios de integridad y transparencia en su gestién.
En particular, se sujetardn en materia de personal, incluido el laboral propio
de la entidad, a las limitaciones previstas en la normativa presupuestaria y en
las previsiones anuales de los presupuestos generales».

El art 87 determina su régimen juridico general de acuerdo con lo dis-
puesto en la LORJAr y por las disposiciones bdsicas de la Ley 40/2015, de
1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector.

El art. 89 prevé la inscripcién de las fundaciones en el Registro de Entes
de la Comunidad Auténoma de Aragén y en el art. 90 su inscripcién en el
Inventario de Entidades del Sector Piblico Estatal, Autonémico y Local.

El art. 91 contempla su sometimiento al control de eficacia y supervisién
continua, que sin perjuicio de lo establecido en el articulo 86, le obliga a
contar con un plan de actuacién que contendrd las lineas estratégicas en torno
a las cuales se desenvolverd la actividad de la entidad, que se completard con
planes anuales elaborados junto a su presupuesto. Por ofra parte, el control
de eficacia serd ejercido por el departamento de adscripcién que deberd ela-
borar un informe sobre sus entidades dependientes y que se elevard para su
conocimiento al Gobierno de Aragén antes del 30 de junio de cada ejercicio
presupuestario.

La D.A. Primera, sobre el Servicio Juridico del Gobierno de Aragén le
atribuye la representacién y defensa en juicio, asi como la direccién y coor-
dinacién de la asistencia juridica, tanto consultiva como contenciosa, de las
fundaciones, en los términos previstos en su normativa especifica. El Decreto
169/2018, de 9 de octubre, del Gobierno de Aragén, por el que se organiza
la asistencia, defensa y representacién juridica a la Comunidad Auténoma de
Aragén, dispone en su articulo 19 que los Letrados de la Comunidad Auténoma
integrados en la Direccién General de Servicios Juridicos asumirdn la asistencia
juridica a las fundaciones del sector publico autonémico y cuando se haya
suscrito el oportuno convenio de asistencia juridica con dichas entidades por
parte de la Comunidad Auténoma.
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La D.A. Cuarta, sobre la adaptacién de entidades y organismos publicos
existentes, les obliga a una adaptacién a la misma en el plazo de dos afios
si bien también se contempla que se preserven sus actuales especialidades en
materia de personal, patrimonio, régimen presupuestario, contabilidad, control
econdmico-financiero y de operaciones como agente de financiacién.

La D.T. Segunda prevé que las Entidades integrantes del sector publico
existentes «continuardn rigiéndose por su normativa especifica, incluida la
normativa presupuestaria que les resultaba de aplicacién, hasta su adapta-
cién a lo dispuesto en esta ley de acuerdo con lo previsto en la disposicién
adicional cuarta.

En definitiva, en las disposiciones generales de la LRISPA y en sus disipacio-
nes adicionales y transitorias encontramos novedades para el régimen juridico
del funcionamiento ordinario de las fundaciones del sector pdblico y su control
por la Administracién que procedemos a analizar en el apartado siguiente.

b) Régimen juridico especifico

a) Definicién y actividades propias (art,134). Coincide titulo y parcial-
mente contenido con el art. 128 de la LRJ, aunque no es legislacién bésica.
El contenido de este articulo, que tiene antecedentes claros en la legislacién
estatal y aragonesa previa a esta ley se caracteriza por que:

— Son fundaciones del sector pdblico autonédmico aquellas que rednan
alguno de estos tres requisitos: una aportacién mayoritaria a la dotacién fun-
dacional, directa o indirecta, de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragén o cualesquiera de los sujetos integrantes del sector piblico
institucional autonémico, el patrimonio de la fundacién esté integrado en mds
de un cincuenta por ciento por bienes o derechos aportados o cedidos y la
mayoria de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes
del sector piblico autonémico.

— Las actividades deben realizarse sin dnimo de lucro, para fines de
interés general con independencia de que el servicio se preste de forma gra-
tuita o mediante contraprestacién. Deben ser relacionadas con el dmbito com-
petencial de las entidades del sector piblico fundadoras y no pueden asumir
competencias propias salvo previsién legal expresa.

— No pueden nunca ejercer potestades publicas.

— Cabe la aportacién del sector privado de forma no mayoritaria al
patrimonio para la financiacién de actividades.

b) Participacién en fundaciones que no forman parte del sector piblico
autondmico (art. 135). No existe precepto de contenido similar en la LRJ, pero
si antecedentes en la legislacién aragonesa sobre fundaciones privadas de ini-
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ciativa pUblica. Se posibilita la participacién en fundaciones que no tengan la
consideracién de fundaciones del sector publico autonémico, mediante acuerdo
del Gobierno de Aragén, siempre y cuando:

— Sirva para cumplimiento de los obijetivos institucionales de la comuni-
dad auténoma.

— Se acredite documentalmente ante el departamento competente en
materia de patrimonio y con un preceptivo informe favorable del departamento
competente en materia de hacienda.

c) Régimen de adscripcién de las fundaciones (art. 136). Coincide titulo
y parcialmente contenido con el art. 129 de la LRJ y es legislacién bdasica.
Por ello en los estatutos de cada una de estas fundaciones «deberd constar su
adscripcién a la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén de
conformidad con lo previsto en el articulo 134 y en la legislacién bésica del
Estado.» (Art. .136.1). Ambos preceptos ya han sido objeto de andlisis en pre-
cedentes apartados. También se prevé el cambio de adscripcién que conlleva
la modificacién de estatutos que debe realizarse en un plazo no superior a tres
meses, contados desde el inicio del ejercicio presupuestario siguiente a aquel
en que se produjo el cambio de adscripcién (art. 136.2). De este articulo se
deduce que las fundaciones solo pueden estar adscritas a la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragén no a sus organismos publicos.

d) Régimen juridico (art. 137) Coincide titulo y parcialmente contenido
con el art. 130 de la LRJ que no es legislacién bdsica. De acuerdo con lo
dispuesto en el mismo las fundaciones del sector piblico autonédmico se rigen
con arreglo al siguiente sistema de fuentes:

— Por lo previsto en esta ley y en la legislacién bdsica del Estado sobre
el sector puoblico.

— La legislacién estatal en materia de fundaciones y la legislacién de la
comunidad auténoma que resulte aplicable en materia de fundaciones.

— El ordenamiento juridico privado.

— Pero todo salvo en las materias en que le sea de aplicacién la normativa
presupuestaria, contable, de control econédmico-financiero y de contratacién del
sector publico, de conformidad con lo dispuesto en los articulos 139 y 140.

e) Régimen de contratacién (art. 138). El art. 138 realiza una remisién a
la legislacién de contratos del sector piblico como una forma de poner fin la
denominada huida del derecho administrativo en esta materia. La Ley 9/2017,
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Piblico, por la que se transponen
al ordenamiento juridico espafiol las Directivas del Parlamento Europeo y del
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en su art.
3 e) define lo que se entiende por fundaciones piblicas. Son aquellas que
rednan alguno de los siguientes requisitos.
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1.° Que se constituyan de forma inicial, con una aportacién mayoritaria,
directa o indirecta, de una o varias entidades integradas en el sector piblico,
o bien reciban dicha aportacién con posterioridad a su constitucién.

2.° Que el patrimonio de la fundacién esté integrado en mas de un 50
por ciento por bienes o derechos aportados o cedidos por sujetos integrantes
del sector publico con cardcter permanente.

3.° Que la mayoria de derechos de voto en su patronato corresponda a
representantes del sector publico.

f) Régimen presupuestario, de contabilidad, de control econémico-finan-
ciero y de personal (art. 139). Coincide fitulo y parcialmente contenido con
el art. 132 de la LRJ que no tiene el cardcter de legislacién bésica. El andlisis
de este precepto se debe realizar atendiendo a las tres materias que regula:

— Desde la perspectiva presupuestaria estardn obligadas a formar pre-
supuesto de explotacién y de capital en el caso de que reciban subvenciones
de esta naturaleza y formulardn y presentardn sus cuentas anuales de acuerdo
con los principios y normas de contabilidad recogidos en la adaptacién del
Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos y disposicio-
nes que lo desarrollan ya enumeradas en su momento. Y sujetas al régimen
presupuestario econémico-financiero, de contabilidad y de control establecido
por la normativa autonémica en materia de hacienda.

— Desde la perspectiva del control estardn sometidas al control financiero
de la Intervencién General de la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragédn y de la Cémara de Cuentas.

— Desde la perspectiva del personal contiene una serie de disposiciones
aplicables a todo el personal («que se regird por el derecho laboral, asi como
por las normas que le sean de aplicacién en funcién de su adscripcién al sector
piblico autonémico, incluyendo entre las mismas la normativa presupuestaria, asi
como lo que se establezca en las leyes de presupuestos de la Comunidad Auté-
noma de Aragén» —art. 139.3—), al personal no directivo ( cuyo «nombramiento
del personal no directivo ird precedido de convocatoria piblica y de los procesos
selectivos correspondientes basados en los principios de igualdad, mérito y capa-
cidad» —art. 139.4—) y al personal directivo (cuyo «nombramiento del personal
directivo se realizar& conforme a los principios de mérito y capacidad y a criterios
de idoneidad que garanticen la publicidad y concurrencia» —art. 139.5—).

g) Régimen patrimonial (art. 140). De acuerdo con lo dispuesto en el
mismo «El patrimonio de las fundaciones piblicas de la comunidad auténoma
se regird por el derecho privado, por las normas contenidas en esta ley, en
la normativa de patrimonio de Aragén y en su normativa especifica». Como
ya hemos sefialado el Decreto Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del
Gobierno de Aragén, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del
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Patrimonio de Aragén en su art. 3.4 dispone que «El patrimonio de las funda-
ciones publicas de la Comunidad Auténoma se rige por el derecho privado y
por su normativa especifica».

g) Creacién y extincién de fundaciones del sector piblico autonémico (art.
141). Coincide titulo y parcialmente contenido con el art. 133 de la LRJ que
no tiene el cardcter de legislacién bésica. En la LORJAr se mantiene el criterio
previsto en la normativa previa sobre las fundaciones privadas de iniciativa
pUblica y exige para la creacién y extincién de fundaciones del sector piblico
autondémico, asi como la adquisicién y pérdida de la posicién mayoritaria, se
aprobardn por acuerdo del Gobierno de Aragén. El acuerdo se debe adoptar
previos los informes del departamento competente en materia de hacienda
analizando las implicaciones presupuestarias, contables y patrimoniales de la
propuesta (art. 141.1). Por lo tanto, la ley aragonesa no recoge el criterio de
autorizacién mediante ley previsto para la Administracién General del Estado.
En relacién a los Estatutos de cada fundacién exige que sean aprobados por el
Gobierno de Aragén a propuesta del titular del departamento de adscripcién
y previo informe favorable del Departamento que ejerza el Protectorado y
deben concretar la forma participacién de la Administracién de la comunidad
auténoma en la composicién del patronato (art. 141.2 y 3). De la redaccién
literal de este articulo se deduce que las fundaciones estdn adscritas a un
departamento no a un organismo publico.

h) Protectorado (art. 142). Coincide titulo y parcialmente contenido con el
art. 134 de la LR) y es legislacién bésica. De acuerdo con la legislacién ara-
gonesa «E| protectorado de las fundaciones del sector publico autonémico seré
ejercido, en nombre del Gobierno de Aragén, por el departamento competente
en materia de fundaciones que velard por el cumplimiento de las obligaciones
establecidas en la normativa sobre fundaciones» mientras que en el dmbito
de la Administracién General del Estado es el departamento de adscripcién.
La legislacién aragonesa, de igual forma la legislacién bésica, contemplan
un control de eficacia y supervisién ya comentados en apartados anteriores.
No obstante, en relacién con el protectorado de las fundaciones en general
y en particular con las fundaciones del sector publico se hace necesario un
replanteamiento del mismo pero su andlisis excede de este comentario.

i) Designacién de miembros del patronato (art. 143) No existe precepto de
contenido similar en la LRJ ni antecedentes en la legislacién aragonesa sobre
fundaciones privadas de iniciativa piblica. Este articulo se limita a la atribucién
al Gobierno de Aragén de la competencia para el nombramiento de los miem-
bros del patronato propuestos por Comunidad Auténoma de Aragén tanto en
las fundaciones del sector piblico autonémico como en aquellas que participe.

i) Fusién, disolucién, liquidacién y extincién (art. 144) Coincide el titulo,
pero no el contenido con el art. 136 de la LRJ y no es legislacién bdsica.
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La legislacién aragonesa remite al futuro desarrollo reglamentario el procedi-
miento de fusién, disolucién, liquidacién y extincién de las fundaciones del
sector pUblico autonémico. El legislador estatal se remite a los arts. 94, 96
y 97 de LRJ sobre fusién, disolucién, liquidacién y extincién de organismos
pUblicos estatales. En la LORJA solo encontramos el art. 100 referente a la
fusién de organismos publicos por lo cual la remisién reglamentaria parece
una solucién adecuada.

D) Un apunte sobre fundaciones en la legislacién aragonesa
régimen local

La Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administracién Local de Aragdn, en
su art. 217 dispone que «las entidades locales, para la realizacién de fines
de su competencia, podrdn constituir fundaciones y participar en su creacién
con otras entidades puiblicas o privadas y particulares, de acuerdo con la
legislacién general sobre fundaciones. Los correspondientes acuerdos debe-
rén adoptarse con el voto favorable de la mayoria absoluta del nimero legal
de miembros de la Corporacién y cumplir los requisitos legales establecidos
para la disposicién de sus bienes». Dado que no la LORJAr no modifica este
precepto las fundaciones privadas de iniciativa pdblica de las corporaciones
locales deberdn ajustarse a la normativa bésica de la LRISP. No obstante, una
futura ley de la administracién local de Aragén deberd ajustarse a la nueva
regulacién bdsica.

Aunque en la vigente LRBRL no existe amparo legal especifico que permita
la utilizacién de la figura fundacional a las entidades locales desde 1999 Ara-
gén, como ofras Comunidades Auténomas, obviando dicha circunstancia, han
regulado el régimen especifico de las entidades locales de su dmbito territorial,
ha incorporado la posibilidad de constitucién o participacién en fundaciones,
con dispar densidad normativa.

E) Las fundaciones del sector publico en la legislacién presupues-
taria

a) Si atendemos al contenido de la derogada Ley 4/2020, de 30 de
diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragén para el
ejercicio 2021 las fundaciones a los que se refiere el articulo 8° del Texto
Refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragédn son
las siguientes:

— Fundacién Agencia Aragonesa para [+D -.
— Fundacién Andrea Prader.

— Fundacién Aragonesa Coleccién Circa XX Pilar.
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— Fundacién Centro de Estudios de Fisica del Cosmos de Aragén.
— Fundacién Conjunto Paleontolégico de Teruel.

— Fundacién de Desarrollo de la Comarca Campo de Daroca.
— Fundacién Parque Cientifico de Aula Dei.

— Fundacién Emprender en Aragén 3.

— Fundacién Goya en Aragén.

— Fundacién Instituto de Investigacién Sanitaria de Aragén.

— Fundacién Transpirenaica.

— Fundacién Torralba Fortdn.

— Fundacién Zaragoza Logistics Center.

— Fundacién Centro Astronémico Aragonés 386.

— Fundacién Moto Engineering Foundation.

b) La vigente Ley 9/2021, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la
Comunidad Auténoma de Aragén para el ejercicio 2022 comprobamos que
repite las mismas fundaciones.

La D.A. Vigésima segunda contempla medidas sobre la «contratacién de
personal en las fundaciones del sector piblico autonémico». La contratacién
de personal propio, al margen de quedar sujeta a la LORJAr, se debe ajustar
a lo dispuesto en la Ley de Presupuestos Generales del Estado o norma equi-
valente de cardcter bdsico, la presente disposicién y la Ley 1/2017, de 8 de
febrero, de medidas de racionalizacién del régimen retributivo y de clasificacion
profesional del personal directivo y del resto del personal al servicio de los
entes del sector piblico institucional de la Comunidad Auténoma de Aragén.

En su apartado segundo recoge los requisitos previos a las nuevas contra-
taciones, repeticién de lo ya indicado al comentar el art. 139 de la LRISPA y
con sujecién a lo previsto en la ley de presupuestos. La contratacién temporal
se califica de excepcional para «cubrir necesidades urgentes e inaplazables».
Al mismo tiempo les exige presentar en el primer trimestre una relacién de las
necesidades de contratacién temporal previstas para el ejercicio.

Por ¢ltimo, en su apartado tercero sefiala que «deberdn remitir al depar-
tamento u organismo publico al que figuren adscritos la informacién relativa
a todo el personal temporal que ha prestado servicios en el ejercicio anterior,
detallando el ndmero de jornadas anualizadas y el coste de las mismas».

Es evidente que al margen del error de citar un precepto derogado de
la Ley de Hacienda por la LORJAr la legislacién presupuestaria ha iniciado el
ajuste de los mismo al nuevo régimen juridico.

c) Segun el portal de Transparencia del Gobierno de Aragén las funda-
ciones son:
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— Fundacién Agencia Aragonesa para la Investigacién y el Desarrollo.
— Fundacién Andrea Prader.

— Fundacién Aragonesa Coleccién CIRCA XX Pilar Citoler.

— Fundacién Centro Astronémico Aragonés.

— Fundacién Centro de Estudios de Fisica del Cosmos de Aragén.
— Fundacién Conjunto Paleontolégico de Teruel.

— Fundacién de Desarrollo Comarca Campo de Daroca.

— Fundacién de Desarrollo de la Comunidad de Albarracin.

— Fundacién Emprender en Aragén.

— Fundacién Goya en Aragén.

— Fundacién Instituto de Investigacién Sanitaria de Aragén (FIISA).
— Fundacién «Montaiia Medieval».

— Fundacién Moto Engineering Foundation.

— Fundacién Parque Cientifico Tecnolégico de Aula Dei.

— Fundacién PLAZA.

— Fundacién Santa Maria de Albarracin.

— Fundacién Torralba Fortdn.

— Fundacién Transpirenaica.

— Fundacién Zaragoza Logistics Center.
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SUMARIO: I. INTRODUCCION: UN REGIMEN ORGANICO COMPLETO PARA
UNA ADMINISTRACION CONSOLIDADA.- Il. LOS ORGANOS ADMINISTRATIVOS.
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de competencias. 2. La avocacién. 3. La encomienda de gestién. 4. La delegacién de
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DOS: 1. Régimen juridico de los érganos colegiados. 2. Composicién de los érganos
colegiados. 3. Funcionamiento de los érganos colegiados.— V. LA ABSTENCION Y
RECUSACION.- VI. CONCLUSIONES.- VII. BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN: La legislacién aragonesa recoge un régimen complefo y minucioso de
las diferentes vicisitudes que afectan a los 6rganos administrativos de la Administracién
autondémica, asi como al ejercicio de las competencias atribuidas a los mismos. A la
hora de configurar dicho marco se ha mantenido un escrupuloso respeto de la legislacién
bésica estatal en materia de régimen juridico de las Administraciones piblicas, desa-
rrollando y adaptando la misma a las necesidades y singularidades del sector poblico
autondmico. En cuanto a su contenido, la normativa alcanza muy diversos extremos tales
como la creacién de érganos administrativos, las técnicas de traslado del ejercicio de
competencias, las particularidades que afectan a los érganos colegiados o las causas y
procedimientos de abstencién y recusacién de servidores puoblicos.

Palabras clave: érgano administrativo; organizacién administrativa; érganos cole-
giados; relaciones interorgdnicas; Administracién pblica; abstencién; recusacién.

ABSTRACT: Aragonese regional legislation contains a complete and detailed regime
of the different vicissitudes that affect the administrative bodies of the regional administra-
tion, as well as the exercise of their powers. When configuring this framework, scrupulous
respect for the state-level legislation has been maintained, developing and adapting it
to the needs and singularities of the regional public sector. In particular, a wide range
of issues are covered, such as the creation of administrative bodies, the techniques for

(*) El presente trabajo es uno de los resultados de investigacién del proyecto financiado
por el Departamento de Ciencia, Universidad y Sociedad del Conocimiento del Gobierno de
Aragén sobre «Derecho Administrativo de la Economia, la Sociedad y el Territorio (ADESTER)»,
(Referencia: S22_20R) obtenido en convocatoria competitiva.
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transferring the exercise of powers, the particularities affecting collegiate bodies and the
causes and procedures for abstention and challenge of public servants.

Key words: administrative body; administrative organisation; collegiate bodies;
interorganic relations; Public Administration; abstention; challenge.

I INTRODUCCIQN: UN REGIMEN ORGANICO COMPLETO PARA UNA
ADMINISTRACION CONSOLIDADA

El presente estudio se centra en el andlisis de la regulacién que disci-
plina la estructura organizativa interna de las Administraciones autonémicas
aragonesas. En este sentido, la legislacién autondémica aragonesa recoge un
régimen completo y minucioso de las diferentes vicisitudes que afectan a los
érganos administrativos y al ejercicio de las competencias legalmente atribuidas
a los mismos (1).

Dicho régimen, como veremos, alcanza a muy diversas cuestiones, tales
como la creacién de érganos administrativos, las competencias que los mismos
tienen atribuidas, las distintas técnicas de traslado del ejercicio de dichas
competencias, las particularidades que afectan a los 6rganos colegiados o las
causas de abstencién y recusacién a las que se someten las autoridades y el
personal al servicio de la Administracién.

A la hora de abordar las anteriores cuestiones, el legislador autonémico
ha optado por seguir un enfoque continuista, manteniendo en gran parte las
disposiciones que ya se encontraban plasmadas en la normativa previa (2). Pese
a ello, se ha operado una notable alteracién en la estructura de la norma, de
modo que se adapta la misma a la disposicién seguida en la legislacién esta-
tal (3). Igualmente, junto con diferentes variaciones puntuales en el articulado,
se ha integrado nuevo contenido, representado por las disposiciones en sede
de abstencién y recusacién (4). Como resultado de estos ajustes de estructura

(1) Régimen contenido en el Capitulo Il del Titulo Preliminar (arts. 5 a 34) de la Ley
5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico
de Aragén.

(2) De este modo, se observa como el alcance de la legislacién, con matices, es
similar al contenido en el Decreto Legislativo 2/2001, de 3 julio, del Gobierno de Aragén,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén.

(3) En este sentido, el Capitulo Il del Titulo Preliminar de la Ley 5/2021 se adapta
perfectamente al respectivo Capitulo Il del Titulo Preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de
octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico.

(4) Me refiero a la inclusién de los articulos 33 y 34 de la Ley 5/2021, que integran
la Seccién 4° del Capitulo Il de su Titulo Preliminar, y que anteriormente no encontraban reflejo
en el texto del Decreto Legislativo 2/2001.
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se facilita la labor de los intérpretes, quienes pueden consultar y aplicar al
mismo tiempo, sin especial complejidad, la normativa de organizacién estatal
y su paralela adaptacién a la Administracién autonémica aragonesa.

Junto con las consideraciones relativas a la forma y la estructura, la nueva
legislacién autonémica viene justificada por la necesidad de integrar las dis-
tintas modificaciones materiales que se han operado en la normativa estatal,
permitiendo también su adecuacién al marco administrativo aragonés (5). En
este sentido, como no puede ser de otro modo, se ha mantenido un escrupuloso
respeto de la legislacién bésica estatal en materia de régimen juridico de las
Administraciones puiblicas, desarrollando y adaptando la misma a la organi-
zacién y especialidades del sector piblico de la Comunidad Auténoma (6).

Dicho acomodo a las bases estatales tiene un marcado cardcter asimérico,
destacando un mayor desarrollo autonémico en aquellos elementos donde el
legislador estatal ha sido menos minucioso —como en sede de delegacién de
competencias o funcionamiento de los érganos colegiados—. Por el contrario,
en otros aspectos, la innovacién autonémica es muy limitada o inexistente,
figurando una reproduccién précticamente literal del contenido de unas bases
estatales dotadas de mayor grado de detalle.

En ambos casos, tanto cuando el desarrollo autonédmico es amplio como
cuando es més limitado, se ha optado por plasmar en el propio texto legisla-
tivo aragonés el contenido de las bases estatales. Asi, siguiendo la tradicién
contenida en la normativa autonémica precedente (7), la norma no se limita
exclusivamente a concretar el desarrollo y especificidades aragonesas, inclu-
yendo una remisién a la normativa estatal en aquellos aspectos regulados en
la misma (8). Por el contrario, se ha preferido conformar un régimen completo,
coherente y sistemdtico para el sector piblico autonémico, recogiendo conjun-
tamente las normas bdsicas y su concrecién aragonesa.

(5) La necesidad de adaptar el marco autonémico a las variaciones contenidas en la
Ley 40/2015 se contiene expresamente como justificacién en el apartado Il del Preémbulo
de la ley 5/2021.

(6) Asi, se viene a desarrollar la legislacién estatal sobre régimen juridico del sector
piblico dictada al amparo del articulo 149.1.18° de la Constitucién Espafiola, en aplicacién
de los articulos 61y 71.1° del Ley Orgénica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto
de Autonomia de Aragén. Y ello, en respeto de la minuciosa jurisprudencia constitucional que
ha venido a delimitar el alcance posible de la actuacién del legislador estatal y los legisladores
autonémicos. Sobre esta delimitacién constitucional de competencias me remito al andlisis que
tiene lugar en otros trabajos del presente volumen monogrdfico.

(7) Esta misma técnica era la empleada en el articulado del ya derogado Decreto
Legislativo 2/2001.

(8) Esta alternativa se ha sefialado como més oportuna en las Sentencias del Tribunal
Constitucional n° 10/1982, de 23 de marzo, Fundamento Juridico 8°, o n° 147/1993, de
29 de abril, Fundamento Juridico 4°.
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Este modo de proceder, basado en la reproduccién del contenido de la
normativa estatal en la legislacién autonémica, ha sido objeto de ciertas criticas,
que comparto (9). No obstante, dicha técnica se considera constitucionalmente
legitima cuando en una materia coexisten bases estatales con desarrollo auto-
némico, sirviendo para la misma para mejorar la inteligibilidad de los textos
normativos autonémicos y evitar un indeseada fragmentacién o incoherencia (10).

Estas parecen ser las finalidades pretendidas por el legislador aragonés
quien, por razones de seguridad juridica, habria decidido configurar una regu-
lacién sistemdtica contenida en un Gnica norma de referencia (11). Y es que,
con ello, se facilitaria de forma relevante el conocimiento y la aplicacién del
Derecho por los ciudadanos e intérpretes, sin que resulte necesario acudir, en
paralelo, al texto de distintas normas estatales y autonémicas. Por otra parte, la
inclusién de un régimen completo para la organizacién administrativa parece
casar bien con la situacién actual del sector pdblico aragonés, dotado de un
elevado grado de consolidacién y complejidad.

En cualquier caso, al margen de otras consideraciones, el presente andlisis
se centfrard en la situacién de las Administraciones autonémicas aragonesas.
A tal fin se tomardn en consideracién tanto la legislacién bésica estatal como
la legislacién aragonesa —dictada en desarrollo de las bases estatales o en
aquellos aspectos no cubiertos por las mismas— en relacién con los érganos
administrativos y el ejercicio de competencias por estos. Junto con dichas nor-
mas, por supuesto, se estard también a la interpretacién que, de sus previsiones,
hayan realizado los jueces y tribunales.

Il. LOS ORGANOS ADMINISTRATIVOS. CUESTIONES GENERALES

Las Administraciones —dotadas de personalidad juridica propia— esto-
blecen sus estructuras internas y distribuyen sus recursos de acuerdo con una
serie de reglas de organizacién previamente definidas (12). En el marco de

(9) Asi, se ha puesto el acento sobre los riesgos de confusién que pueden producirse,
acerca de la posibilidad de conducir a supuestos de inconstitucionalidad sobrevenida —en
caso de modificarse los preceptos estatales reproducidos— o en la directa inconstitucionalidad
si media reiteracién en dmbitos donde la Comunidad Auténoma carece de competencias.
Acerca de estas cuestiones, se recomienda la consulta del minucioso andlisis de L. LATORRE Viia
(2015), asi como de la jurisprudencia constitucional en él reproducida.

(10) En este sentido, por ejemplo, las Sentencias del Tribunal Constitucional n° 47 /2004,
de 25 de marzo, Fundamento Juridico 8°, o n°® 341/2005, de 21 de diciembre, Fundamento
Juridico 9°. Igualmente, L. LaTorRe Vit (2015: 111y 112).

(11) Segin se afirma en el apartado Il del Preémbulo de la Ley 5/2021.

(12) El marco normativo esencial en la materia se ve representado por los articulos
5 a7 dela ley 40/2015 y 5 a 8 de la Ley 5/2021. Para aproximarse a las cuestiones
generales vinculadas con los érganos administrativos se recomienda la consulta de J. VAtero
Torryos (2017).
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dichas normas organizativas, junto con determinadas obligaciones, las Admi-
nistraciones publicas —y en particular la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén— disponen de una potestad de autoorganizacién, que
les permite delimitar y establecer los distintos érganos a través de los que van
ejercer sus competencias (13).

Los sujetos principales sobre los que pivota la potestad de autoorganiza-
cién son los érganos administrativos, entendidos como unidades organizativas
a las que se atribuyen funciones con efectos juridicos frente a terceros o cuya
intervencién resulta preceptiva en la actuacién administrativa (14). Estos érga-
nos administrativos vienen a cumplir una funcién esencial, pues los mismos
permiten imputar decisiones administrativas —con efectos juridicos frente a
terceros— a una Administracién que, dada su naturaleza inanimada, no puede
operar en el tréfico juridico por si sola.

A la hora de definir los concretos érganos que van a integrar la estructura
de una Administracién, y de asignar a los mismos competencias y recursos,
deben respetarse ciertas reglas, que restringen la libertad de configuracién
administrativa.

En particular, como limite general sobre el que conviene defenerse, apa-
rece una prohibicién de las duplicidades, que permite respetar principios como
los de eficacia administrativo o eficiencia en la utilizacién de los caudales
pUblicos (15). En virtud de dicha prohibicién no podrdn crearse nuevos érganos
que supongan la duplicacién de otros ya existentes, salvo que, al mismo tiempo,
se supriman estos Ultimos o se limiten sus competencias. A fin de asegurar el
recto cumplimiento de esta limitacién, la creacién de nuevos 6rganos exigird
comprobar previamente que no se producen las duplicidades prohibidas, para
lo que se habrd de obtener un informe al efecto del Departamento competente
en materia de organizacién (16).

Igualmente, cuando se cree un nuevo 6rgano administrativo serd necesario
individualizarlo debidamente. A tal efecto, se deberdn delimitar sus funciones
y competencias, se ubicard el mismo en el organigrama de la Administracién
definiendo su posicién jerdrquica y se dotardn los créditos necesarios para
asegurar su correcta puesta en marcha y funcionamiento. En el mismo sentido,

(13) Potestad de autoorganizacién reconocida a la Administracién autonémica arago-
nesa en los articulos 4.1.a) y 5.2 de la Ley 5/2021, que resultan coherentes con lo dispuesto
en los articulos 5.2 de la Ley 40/2015 y 61.1 de la Ley Orgénica 5/2007.

(14) La definicién de érgano administrativo se contiene en el articulo 5.1 de la Ley
5/2021, prescindiéndose de la controvertida nocién de unidad administrativa como institucién
diferenciada.

(15) Ex articulos 5.4 de la Ley 40/2015 y 6.3 de la Ley 5/2021.

(16) La introduccién de este informe en el articulo 6.3 de la Ley 5/2021, representa
una especialidad respecto del régimen estatal bésico.
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los distintos érganos creados —que al menos tengan nivel de jefaturas de
servicios— serdn inscritos en el Directorio Comin de Unidades Orgdnicas y
Oficinas (DIR3) (17). Esta inscripcién, entre otras finalidades, permite obtener
un cédigo de identificacién para el érgano administrativo, que facilitard su
identificacién en cualquier procedimiento.

Por ofra parte, existen distintos tipos de érganos administrativos, en fun-
cién de la consideracién de variables tales como su composicién, funciones,
alcance territorial o posicién jerdrquica (18). Dentro de esta clasificacién, ade-
més de los érganos activos —que adoptan resoluciones o acuerdos con eficacia
directa para los terceros destinatarios— se habilitan érganos consultivos, que
se dedican a emitir informes o dictémenes para avalar o dar cobertura a las
decisiones que han de adoptar los érganos activos (19).

Estas funciones consultivas, amparadas en los especiales conocimientos
juridicos, técnicos o sociales de los sujetos consultados, pueden desarrollarse
a través de érganos especificos, dotados de autonomia orgdnica y funcional
respecto de la Administracién consultante. Esta alternativa ha sido profunda-
mente explorada en el dmbito aragonés, pudiendo referirse, a modo de ejem-
plo, la constitucién del Consejo Consultivo de Aragédn, el Comité de Bioética
de Aragén, el Consejo de Ordenacién del Territorio, el Consejo de Industria
de Aragén o la Junta Consultiva de Contratacién Administrativa (20). Como
alternativa a esta configuracién de érganos diferenciados y auténomos, las
consultas podrdn articularse a través de los servicios que presten asistencia
juridica en la Administracién consultante. Y ello, siempre y cuando se asegure
que dichos servicios son independientes y no reciben instrucciones, directrices
o indicaciones de los érganos cuyas actuaciones motiven la consulta.

(17) El deber de inscripcién se contiene en el articulo 6.2 de la Ley 5/2021, derivando
sus previsiones de lo recogido en el articulo 9.1.b) del Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por
el que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el dmbito de la Administracién
Electrénica. Por lo que se refiere al DIR3, el mismo es un inventario unificado, dependiente de
la Administracién General del Estado, donde se inscriben las estructuras organizativas de las
distintas Administraciones piblicas a los efectos de asegurar su interconexién.

(18) En este punto, algunas cuestiones adicionales sobre los érganos administrativos
que se integran en la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén se recogen en
los articulos 70 a 81 de la Ley 5/2021.

(19) La regulacién singular de estos érganos se plasma en el articulo 7, tanto de la Ley
40/2015, como de la Ley 5/2021. Al margen de estas normas, existen diversas disposiciones
que inciden sobre los informes, su emisién y sus efectos.

(20) De entre los referidos, ha de destacarse el Consejo Consultivo de Aragén, tanto
por la relevancia de sus funciones, como por su plasmacién directa en el art. 58 de la Ley
Orgdnica 5/2007. Su regulacién especifica, que incluye multiples situaciones en las que
se requiere un dictamen preceptivo, se encuentra en la Ley 1/2009, de 30 de marzo, del
Consejo Consultivo de Aragén.
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Por Gltimo, en este apartado introductorio, ha de hacerse referencia a
la posibilidad de los érganos administrativos de dirigir las actividades de sus
érganos jerdrquicamente dependientes a través de las conocidas como instruc-
ciones, circulares y érdenes de servicio (21). Estos instrumentos de cardcter
interno se enmarcan dentro de las relaciones administrativas de tipo jerdr-
quico, que permiten que los érganos jerdrquicamente superiores condicionen
la actividad de sus subalternos (22). La determinacién del régimen de estas
figuras ha sido especialmente controvertida, sin que exista todavia un pleno
consenso en aspectos tales como su naturaleza juridica, sus efectos o su even-
tual impugnacién (23).

En cualquier caso, la legislacion si establece expresamente la posibilidad
de publicar en el Boletin Oficial de Aragén (BOA) las instrucciones, circulares y
4rdenes de servicio que se dicten en el dmbito de la Administracién autonémica,
si ello se exigiese por alguna disposicién especifica o si resultase conveniente
por sus potenciales efectos o por razén de sus destinatarios (24). Igualmente,
se publicardn, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa sobre transparen-
cia, las instrucciones o circulares en las que se realice una interpretacién del
derecho o puedan desplegar efectos juridicos (25).

Por ofra parte, también se dispone que el incumplimiento de las instruc-
ciones, circulares y 6rdenes de servicio no afecta, por si solo, a la validez de
los actos dictados por los 6rganos administrativos (26). Asi, en caso de que

(21) Posibilidad, esta, contenida en los articulos 6 de la Ley 40/2015 y 8 de la Ley
5/2021.

(22) Esta conexién con el principio de jerarquia se subraya por, entre otros, S. Mutoz
MacHapo (2015: 21).

(23) Acerca de estas complejas cuestiones, sobre las que un estudio preliminar como
el presente no puede defenerse, puede consultarse el ya clésico trabajo de M. MoreNo Resato
(1998), 0 a la obra de E. M. Awarez Gonzaiez (2020: 36 a 43).

(24) En relacién con esta publicacién, a modo de ejemplo, puede referirse una norma
interna con especial incidencia en la posicién de los ciudadanos, y de aplicacién masiva,
como es la Instruccién de 17 de septiembre de 2020, de la Consejera de Sanidad, por la
que se dictan criterios a los 6rganos del Departamento de Sanidad en relacién con los expe-
dientes sancionadores incoados como consecuencia de la necesidad de hacer frente a la crisis
sanitaria ocasionada por la COVID-19, publicada en el BOA de 18 de septiembre de 2020.

En cualquier caso, si una instruccién, circular u orden de servicio no se publicase, su
existencia deberd acreditarse ante los tribunales, pues los mismos no tienen la obligacién de
conocerlas, segin establece la Sentencia del Tribunal Constitucional n° 150/1994, de 23 de
mayo, Fundamento Juridico 6°.

(25) Segin se desprende de lo recogido en los articulos 8.2 de la Ley 5/2021 y
15.1.b) de la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de Transparencia de la Actividad Publica y
Participacién Ciudadana de Aragén.

(26) De acuerdo con lo previsto en los articulos 6.2 de la Ley 40/2015 y 8.3 de la
ley 5/2021.
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un 6rgano administrativo se desvie de las directrices marcadas por ofro de
superior jerarquia, solamente se generard invalidez del acto administrativo resul-
tante si efectivamente concurriese algin vicio invalidante de los previstos en el
ordenamiento (27). Ello, claro, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria
en la que pudiera incurrir quien actie desobedeciendo dichas directrices (28).

lil. LAS RELACIONES INTERORGANICAS

Ademés de la definicién de la estructura orgdnica interna de una Admi-
nistracién, serd fundamental distribuir las diferentes competencias con las que
esta cuenta entre sus érganos administrativos (29). Y ello porque dichos érganos
administrativos Gnicamente podran operar, de forma valida, dentro del margen
competencial que se les haya asignado.

Para conocer qué potestades y funciones puede ejercer un concreto érgano
administrativo, en relacién con una materia determinada, habrd de estarse a lo
que dispongan las distintas normas de atribucién de competencias. No obstante,
como regla subsidiaria, si se asignasen competencias a la Administracién sin
especificar el érgano que debe ejercerlas, se entenderd que la facultad de
instruir y resolver los expedientes corresponde a los érganos jerdrquicamente
inferiores por razén de la materia y del territorio. En el caso de que existieran
varios érganos inferiores por razén de la materia y del territorio, esta facultad
corresponderd al superior jerdrquico comdn de los mismos.

Una vez se hayan asignado competencias propias a un determinado
érgano, las mismas serdn irrenunciables, sin perjuicio de la eventual descon-
centracién de su titularidad en 6rganos jerdrquicamente dependientes en caso
de que las normas atributivas lo permitan. Igualmente, el rgano administrativo
al que se asigna una competencia serd quien efectivamente ejerza la misma,
salvo que se haya optado por recurrir a alguna de las distintas técnicas de
traslado del ejercicio competencias.

A dichas técnicas de traslado del ejercicio de competencias nos referiremos
a continuacién, por su relevante importancia prdctica y por la plasmacién de

(27) Habrd de estarse a los vicios contenidos en los articulos 47 y 48 de la Ley
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Comin de las Administraciones
Piblicas, sin que la mera infraccién de lo dispuesto en las instrucciones, circulares y érdenes
se pueda considerar causa de invalidez.

(28) En este sentido, recuérdese que se considera falta grave la desobediencia a los
superiores, de acuerdo con el articulo 70.1.a) del Real Decreto 33/1986, de 10 de enero,
por el que se aprueba el Reglamento de Régimen Disciplinario de los Funcionarios de la
Administracién del Estado.

(29) La competencia de los érganos administrativos se aborda en los articulos 8 de la
Lley 40/2015 y 9 de la Ley 5/2021.
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ciertas especialidades en el plano aragonés (30). Acerca de estas herramien-
tas, ha de tenerse en cuenta que las mismas nunca suponen alteracién de la
titularidad de una competencia, aunque si de algunos elementos de su ejercicio.

Por ofra parte, debe recordarse que las relaciones entre los distintos
4rganos administrativos que integran una Administracién se rigen por una serie
de principios, como los de jerarquia, coordinacién, colaboracién, eficacia y
objetividad (31). Dichos principios impregnan el régimen de los vinculos inte-
rorgdnicos, bien a través de la fijacién de soluciones normativas concretas o
bien mediante su aplicacién para resolver problemas hermenéuticos o para
colmar lagunas.

1. La delegaciéon de competencias

La delegacién de competencias permita al érgano titular de las mismas el
traslado de su ejercicio a ofro érgano de la misma Administracién, aun cuando
dicho érgano no sea jerdrquicamente dependiente del delegante (32). Esta
férmula juridica, sin alterar la titularidad, facilita que unos érganos administra-
tivos descarguen tareas en ofros, si se considera que con ello se consigue un
ejercicio mds eficaz de las competencias. En todo caso, las resoluciones que
se dicten por delegacién se considerardn dictadas por el érgano delegante,
lo que resultard especialmente relevante a efectos de la eventual interposicién
de recursos.

La delegacién de competencias estd permitida con carécter general. Sin
embargo, en ocasiones, se prevé como requisito que la misma se realice
exclusivamente a favor de ciertos 6rganos concretos. Asi, en el caso aragonés,
las competencias administrativas atribuidas al Presidente solamente pueden
delegarse en los titulares de los departamentos (33).

Igualmente, es habitual que se requiera la previa autorizacién de la
delegacién por érganos de jerarquia superior al delegante. De este modo,
habrd de obtenerse autorizacién previa del titular del departamento de quien

(30) Para aproximarse a las distintas técnicas de alteracién de competencias puede
estarse a los trabajos de G. FERNANDEZ FARReRes (1997), F. GonzAtez Navarro (2003), M. Izauieroo
Carrasco (2017) o J. MeseGuUer Yesra (2005).

(31) Dichos principios se contienen, entre otros, en los articulos 103.1 CE, 3 de la Ley
40/2015, 61 de la Ley Orgdnica 5/2007 o 3 de la Ley 5/2021.

(32) La delegacién de competencias encuentra su regulacién en los articulos 9 de la
Ley 40/2015 y 10 a 14 de la Ley 5/2021.

(33) A este respecto, junto con lo dispuesto en el articulo 11.1 de la Ley 5/2021, ha
de estarse a las especialidades previstas para la delegacién de competencias del Presidente,
contenidas en el articulo 5 de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno
de Aragén.
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dependa el érgano delegante, o del méximo érgano de direccién en el caso
de los organismos puiblicos. Asimismo, si los 6rganos delegante y delegado
no estuvieran relacionados jerdrquicamente, también se requerird aprobacién
previa de su superior comin —si ambos pertenecen al mismo departamento—
o del érgano superior de quien dependa el érgano delegado —si delegante
y delegado se integran en distintos departamentos.

Por ofra parte, se contiene algunas especialidades para permitir la delego-
cién de competencias en sede de drganos colegiados. Asi, los érganos colegia-
dos Unicamente podrdn delegar el ejercicio de competencias cuando ello esté
permitido por sus normas constitutivas, y si ademds se asegura que las decisiones
del érgano delegado se adoptan por las mismas mayorias que se requeririan
para el érgano delegante (34). De igual manera, el acuerdo de delegacién de
competencias en cuyo ejercicio se requiera un quorum de constitucién o mayoria
especiales, se habrd de adoptar respetando dicho quorum o mayoria.

Sin perjuicio de su general licitud, existen ciertas competencias que no
podrdn ser objeto de delegacidn. Asi, en ningln caso podrdn delegarse compe-
tencias relativas a la adopcién de disposiciones de cardcter general, los asuntos
que se refieran a relaciones con érganos constitucionales o estatutarios, o la
resolucién de recursos en aquellos 6rganos que hayan dictado los actos que
vayan a ser objeto de recurso. Junto con las anteriores, similares a las previstas
en la normativa bdsica estatal, en el seno de la Administracién autonémica
tampoco podrén delegarse competencias relativas a la revisién de oficio, la
declaracién de lesividad, la revocacién de actos de gravamen, los recursos
extraordinarios de revisién o de aquellos actos que se configuren como propues-
tas de resolucién que hayan de ser sometidas a la aprobacién del Gobierno
de Aragén (35). Ademds, como cldusula de cierre, se extiende la prohibicién
a cualquier otra materia considerada indelegable en norma con rango de ley.

De igual manera, existen limitaciones a la subdelegacién de competencias,
estando prohibida la delegacién de aquellas competencias que ya se ejerzan
por delegacién, salvo que lo autorice expresamente una norma con rango de
ley (36). Por otro lado, en aquellos procedimientos en que resulte obligatoria la
emisién de un dictamen o informe, solamente podré delegarse la competencia

(34) De acuerdo con lo recogido en el articulo 31.1 de la Ley 5/2021. En este sentido,
si la delegacién se realiza a favor de un érgano unipersonal —por la propia naturaleza de
estos érganos —el respeto de dichas mayorias no habria de resultar necesario.

(35) El articulo 12.1 de la Ley 5/2021 contiene un elenco ampliado de prohibiciones
de delegacién, amparado en la autonomia organizativa de la que dispone la Administracién
aragonesa y en el modelo abierto facilitado por el legislador estatal.

(36) En este sentido, no debe confundirse la subdelegacién con la suplencia del 6rgano
que ejerce competencias por delegacién que, por tratarse de una figura distinta, es totalmente
legitima. En este sentido, J. Guiien CaramEs (2003: 615).
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para decidir sobre el asunto antes de que haya tenido lugar la emisién de
dicho dictamen o informe.

La delegacién serd revocable en cualquier momento por el érgano que la
haya conferido, puesto que se trata de un traslado provisional del ejercicio de
la competencia. Hasta que dicha revocacién tenga lugar, el érgano que ejerce
la competencia por delegacién resolverd cualquier asunto que se entienda
incluido en el acuerdo de delegacién vigente. En todo caso, no se entenderd
que existe revocacién, manteniéndose la delegacién, por el mero cambio de
la persona titular del 6rgano delegante.

A su vez, como requisito de transparencia, las resoluciones por las que
se acverde la delegacién de competencias o por las que se proceda a su
revocacién, deberdn publicarse en el BOA. Y ello, para garantizar la general
difusién y el piblico conocimiento de las delegaciones que existen en cada
momento. En similar sentido, las resoluciones que se adopten por delegacién
deberdn indicar expresamente esta circunstancia (37).

Por Gltimo, junto con la delegacién de competencias entre érganos de
una misma organizacién, se prevé que la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén pueda delegar el ejercicio de sus competencias en sus
organismos pUblicos cuando ello resulte conveniente por razones de eficacia.

Esta delegacién interadministrativa de tipo ordinario se acompafia de la
posibilidad de delegar competencias en corporaciones de derecho piblico
representativas de intereses econémicos y profesionales (38). En estos casos, la
delegacién se podrd articular a través de un convenio especifico —autorizado
por el Gobierno de Aragén, se deberd definir el régimen juridico del ejercicio
de las competencias delegadas y se entenderd que las resoluciones dictadas
en uso de la delegacién son susceptibles de recurso de alzada ante el titular
del departamento competente por razén de la materia.

2. La avocacion

La avocacién de competencias, como la delegacién, implica el ejercicio
de una competencia por un érgano que no es su titular (39). Sin embargo,

(37) En caso de que faltase esta referencia, la jurisprudencia oscila entre considerar
que se ha producido una mera irregularidad no invalidante, al no generarse indefensién, o
un vicio de anulabilidad, susceptible de convalidacién. Acerca de ambas posturas puede
consultarse J. MesseGuer YesrA (2004a: 227).

(38) Esta posibilidad, no recogida expresamente en la legislacién estatal bdsica, se
prevé en el articulo 14 de la Lley 5/2021.

(39) La regulacién de esta técnica se contiene en los articulos 10 de la Ley 40/2015
y 15 de la Lley 5/2021. La misma se ampara en el principio jerdrquico presente en toda
organizacién administrativa.
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mientras que la delegacién supone que un érgano administrativo traslada sus
competencias a favor de ofro, mediante la avocacién, un érgano atrae para si
el ejercicio de una competencia que estd previamente asignada a un érgano
distinto (40).

De este modo, se prevé que los drganos jerdrquicamente superiores
podrén avocar para si el conocimiento y la decisién sobre uno o varios asun-
tos concretos cuya resolucién corresponda ordinariamente, o por delegacién,
a sus érganos administrativos dependientes. No obstante, cuando exista una
delegacién de competencias en érganos no dependientes jerdrquicamente, el
conocimiento de un asunto no podrd ser avocado por el superior jerdrquico,
sino que la eventual avocacién corresponderd Gnicamente al 6rgano que haya
delegado la competencia (41).

Por lo demés, la avocacién, en principio, puede ejercerse sobre cualquier
competencia asignada a los érganos inferiores. No obstante, existen ciertos
limites o condicionantes. Asi, por una parte, para que quepa la avocacién
deberdn concurrir circunstancias de indole técnica, econémica, social, juridica
o territorial que la hagan conveniente. Los criterios son bastante abiertos, por
lo que se exige que el érgano avocante motive expresa y adecuadamente
su eventual concurrencia. Por ofro lado, antes de articular la avocacién, se
requerird la previa autorizacién expresa del titular del respectivo departamento.

En cualquier caso, para que la avocacién surta efectos, no se requiere la
publicacién en el BOA, sin perjuicio de la que la misma pudiera producirse
con arreglo a la regulacién del procedimiento administrativo. No obstante, si
se exige que el acuerdo de avocacién —debidamente motivado— se notifique
a los interesados en el procedimiento. Dicha notificacién deberd tener lugar
con anterioridad o simultdneamente a la resolucién final que se dicte sobre
el asunto avocado.

En cuanto al eventual control, el acuerdo de avocacién se considera un
acto de trdmite no cualificado, por lo que contra el mismo no cabrd recurso,
sin perjuicio de la posibilidad de impugnar la decisién definitiva que se dicte
sobre el asunto avocado. Sobre este particular, a la hora de interponer los
eventuales recursos, la decisién definitiva se entenderd dictada por el érgano
avocante (42).

(40) Sobre los caracteres de la avocacién, y acerca de algunos problemas que la
misma plantea, se recomienda la consulta de J. MesseGuer Yesra (2004b) o I. pE t1os Mozos
Touva (1995).

(41) En estfas situaciones, mds que de avocacién —vinculada con el principio de jerar-
quia— estariamos ante una revocacién puntual de una competencia delegada a un érgano
sobre el que no media una relacién jerdrquica.

(42) Esta imputacién al avocante se defiende por J. MesseGuer Yesra (2004b: 185).
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3. La encomienda de gestién

Las encomiendas de gestién permiten que un érgano administrativo, un
organismo publico o un consorcio atribuyan la realizacién de actividades de
cardcter material o técnico de su competencia a otros érganos, organismos
publicos o consorcios, de la misma o de otra Administracién (43). En este
sentido, ademds de exigirse que el destinatario de la encomienda cuente con
personalidad juridico-pdblica, ser& necesario que el mismo tenga entre sus
competencias el ejercicio de actividades como las encomendadas.

Esta encomienda de gestién ha de ampararse en la existencia de razones
de eficacia o en la carencia de medios idéneos a disposicién del encomen-
dante. Con ello se persigue que la efectiva ejecucién de tareas de naturaleza
material o técnica se lleve a cabo por quien estd en mejor posicién y cuenta
con mejores recursos.

En todo caso, en el marco de la encomienda se realizardn Gnicamente
tareas de indole operativa vinculadas con una competencia. Asi, no se produce
una cesién de la titularidad ni de los elementos esenciales del ejercicio de
competencias, de modo que el encomendante continta siendo el encargado
de dictar los actos o resoluciones de cardcter juridico que resulten necesarios
para dar soporte a la actividad material o técnica encomendada. En cualquier
caso, como regla especial, se establece que quien recibe la encomienda actuard
como encargado del tratamiento de los datos de cardcter personal a los que
pudiera tener acceso en ejecucién de la misma.

Por lo que se refiere a los elementos formales que han de respetarse
para articular una encomienda de gestién, su régimen varia en funcién de los
sujetos que participen en las mismas. En este punto, el legislador aragonés ha
explorado el margen brindado por la normativa estatal (44).

Asi, si la encomienda tiene lugar entre érganos, organismos puiblicos
y consorcios del sector piblico de la Comunidad Auténoma de Aragédn, se
requerird reiteracién el acuerdo expreso de todos sujetos intervinientes, for-
malizédndose la misma por el titular del departamento o méximo érgano de
direccién del organismo encomendante. Por el contrario, si en la encomienda
participa un érgano u organismo publico no perteneciente al sector pdblico
aragonés, se habrd de formalizar un convenio al efecto, previa autorizacién
del Gobierno de Aragén.

(43) Las encomiendas de gestion se regulan en los arts. 11 de la Ley 40/2015 y 16
y 17 de la Ley 5/2021. Para una aproximacién en detalle a las mismas puede consultarse
M. T. Navarro CasaLLero (2018) o M. Viatra ReixacH (2012).

(44) En este sentido, el articulo 17 de la Ley 5/2021 desarrolla relevantes aspectos
formales que la Ley 40/2015 brinda a la regulacién propia de las distintas Administraciones.
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En ambos casos, el instrumento de formalizacién de la encomienda deberd
incluir su régimen juridico, alcanzando como minimo extremos tales como la
competencia del encomendante sobre la actividad, la naturaleza y alcance de
la gestién encomendada, las obligaciones que asume cada parte o el plazo de
vigencia y las posibilidades de prérroga de la encomienda. Asimismo, para
que la encomienda surta efectos, el instrumento de formalizacién habrd de
publicarse en el BOA'y, si se tratase de un convenio, ademds, en el Registro
Electrénico Autonémico de Convenios y Organos de Cooperacion. No obstante,
si en la encomienda participasen entes no integrados en el sector piblico de
la Comunidad Auténoma de Aragén, se estard a las obligaciones adicionales
de publicidad e inscripcién de convenios que resulten de aplicacién (45).

Por ¢ltimo, como limite general a la articulacién de encomiendas de ges-
tién, aparece la prohibicién de que las mismas tengan por objeto prestaciones
propias de los contratos publicos, debiendo reconducirse a través de dicha
figura. En este sentido, las encomiendas de gestién habrdn de deslindarse de
una figura potencialmente similar, como es la del encargo directo de presta-
ciones propias de los contratos a entes —con personalidad juridico-piblica o
juridico-privada— que tienen la consideracién de medios propios (46).

4. La delegacién de firma

La delegacién de firma supone que el titular de un érgano administrativo
encomienda la firma de resoluciones y actos administrativos al titular de otro
érgano administrativo jerdrquicamente dependiente (47).

Esta delegacién de firma no modifica ni la titularidad ni el ejercicio de
la competencia afectada, pues Gnicamente implica la sustitucién del érgano
administrativo en el momento de la firma de las decisiones o actos que se
adopten. En consecuencia, las decisiones se entenderdn dictadas por el érgano
delegante a todos los efectos.

Por lo que se refiere al dmbito de la delegacién de firma, la misma
puede articularse en el marco tanto de competencias que el érgano delegante
ejerce por atribucién directa, como de aquellas otras que son ejercidas por
delegacién. Eso si, en todo caso, a la hora de efectuar una delegacién de

(45) Me refiero a las obligaciones de publicidad e inscripcién de convenios contenidas
en los arts. 11.3.b) y 48.8 de la Ley 40/2015.

(46) En estos casos se estard a la singular regulacién de los medios propios, contenida
en los arts. 32 y 33 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Piblico,
86 de la Ley 40/2015 y, para ciertas especialidades organizativas aragonesas, en el art.
57 de la Ley 5/2021.

(47) La delegacién de firma encuentra regulacién, totalmente coincidente, en los arts.
12 de la Ley 40/2015 y 18 de la ley 5/2021.
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firma se deberdn respetar también las restricciones y limites que rigen para
las delegaciones de competencias (48).

En cuanto a los requisitos formales que han de respetarse, no se exige la
previa publicacién de la delegacién de firma. Sin embargo, a fin de asegu-
rar el adecuado conocimiento por los interesados, si se dispone que, en las
resoluciones firmadas por delegacién, habrd de constar esta circunstancia, asi
como la identidad del érgano que ha delegado su firma.

5. La suplencia

La suplencia es una técnica que permite que los érganos administrativos
continten desempefiando las competencias asignadas, aun cuando sus titulares
no pueden cumplir temporalmente con sus funciones (49). Asi, se prevé que los
titulares de érganos administrativos pueden ser suplidos temporalmente ante
deferminadas contingencias, como ausencia o enfermedad, si el puesto de titular
se encuentra vacante o si se ha decretado la abstencién o recusacién del titular.

La suplencia no supone una alteracién de las competencias ejercidas,
pues la misma implica exclusivamente una sustitucién coyuntural del titular, sin
que las competencias se trasladen a otro érgano. Para la plena eficacia de la
suplencia no serd necesaria su publicacién, sin perjuicio de que esta singular
circunstancia deba plasmarse en las resoluciones y actos que se dicten mediante
suplencia, identificando al sujeto suplido y al suplente que efectivamente actda.

La determinacién del especifico régimen de suplencias que ha de regir
en una Administracién se circunscribe a la esfera de su autonomia organi-
zativa (50). En este sentido, por lo que se refiere al dmbito aragonés, se
ha establecido que, en primer lugar, la designacién de suplentes se podrd
efectuar directamente en los decretos de estructura orgdnica de los distintos
departamentos de la Administracién de la Comunidad Auténoma, o bien en
los estatutos de los organismos publicos vinculados o dependientes de esta.

Si no existiese esta predeterminacién departamental o estatutaria, la
designacién de suplentes corresponderd a ciertos érganos administrativos.

(48) Sobre este particular, si se dictasen actos mediando delegacién de firma en
materias donde la misma no es posible, parece que nos encontrariamos ante un vicio de
anulabilidad por incompetencia jerdrquica, susceptible de ser convalidado. Se pronuncia en
este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 3
de mayo de 2001 (recurso n° 151/2000), Fundamento Juridico 2°.

(49) La regulacién de esta figura se contiene en los articulos 13 de la Ley 40/2015
y 19y 20 de la Lley 5/2021.

(50) Asi, la legislacién bdsica estatal no alcanza a detallar el modo en que han de
articularse las concretas suplencias de toda Administracién. Este extremo, para el dmbito de
la Administracién aragonesa, se contiene en el articulo 20 de la Ley 5/2021.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 179211 193



JAVIER ESTEBAN RIOS

Asi, el Presidente del Gobierno designard a los suplentes de los titulares de
los departamentos, pudiendo escoger solamente entre otras personas titulares
de departamentos. Por su parte, los titulares de los departamentos designardn
a quien ha de sustituir a las personas titulares de las secretarias generales
técnicas, direcciones generales o direcciones de los organismos pUblicos que
dependan del respectivo departamento. Por lo demds, en cuanto a los suplen-
tes de las jefaturas de servicio, los mismos serdn designados por su superior
jerarquico directo.

En todo caso, si no constase designacién expresa de un suplente, pre-
determinada o puntual, la suplencia se efectuard entre 6rganos de idéntica
jerarquia, atendiendo al orden de precedencia que se establece en los decretos
de organizacién departamental y estructura orgdnica. Con ello se pretende
brindar una solucién subsidiaria, a fin de evitar una indeseada pardlisis de la
actividad administrativa.

Sin perjuicio de lo anterior, en Gltimo término, existen también ciertas
normas singulares acerca de la suplencia de los miembros, el secretario y
el presidente de los 6rganos colegiados. A dicha particular regulacién nos
referiremos al abordar el régimen da tales érganos (51).

6. Los conflictos de atribuciones

La distribucién de competencias entre los diferentes 6rganos administrati-
vos no siempre es pacifica. De hecho, es habitual que se susciten controversias
cuando varios érganos defienden su competencia para resolver sobre un mismo
asunto —conflictos positivos— o cuando varios érganos se consideran todos
ellos incompetentes para tramitar una cuestién —conflictos negativos—.

Se trata de los conocidos como conflictos de atribuciones, que se producen
entre los 6rganos que forman parte de una misma Administracién (52). Estos
conflictos de atribuciones Gnicamente se suscitan entre 6rganos no relacionados
jerarquicamente pues, de mediar una relacién de jerarquia, el 6rgano supe-
rior impondria directamente su parecer al inferior jerdrquico. Asimismo, los
referidos conflictos se planteardn exclusivamente sobre asuntos en proceso de
tramitacién. Y ello porque si el procedimiento hubiese concluido, y se hubiera
dictado resolucién definitiva, careceria de sentido plantear un conflicto sobre
a quién corresponde decidir.

(51) Asi, los articulos 25.2, 26.4, 27.3 y 27 .4 ley 5/2021.

(52) Su regulacién se contiene en los arts. 14 de la Ley 40/2015y 21 y 22 de la Ley
5/2021. Este tipo de conflictos deben deslindarse de aquellos de cardcter interadministrativo,
que afectan a varias Administraciones distintas, y que se analizarén en ofro apartado del
presente volumen monogrdfico.
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Los conflictos de atribuciones pueden suscitarse tanto de oficio, por los
érganos administrativos implicados, como a instancia de los interesados (53).
En este dltimo caso, los interesados parte en un procedimiento podrdn dirigirse
bien al érgano que esté conociendo del asunto —para que este decline su
competencia—, o bien al érgano que se considere competente —para que
este requiera la inhibicién al que estd actuando—.

En cualquier caso, de plantearse uno de estos conflictos, debe facilitarse
una solucién a través de la intervencién de un tercer érgano que actuaré como
arbitro. En este punto, la legislacién aragonesa contiene un régimen propio
para la resolucién de los conflictos que se planteen. Asi, una vez los érganos
implicados hayan fijado su posicién, el érgano que estuviese conociendo del
asunto suspenderd la tramitacién y elevard las actuaciones al érgano que debe
dirimir el conflicto.

A partir de dicha elevacién al 6rgano competente para resolver, el conflicto
habrd de solventarse en un plazo méximo de quince dias. En caso de que se
superase dicho plazo, se entenderd que la competencia corresponde al érgano
que conociese originalmente del asunto, aunque este hubiese declinado su
competencia. Ademds, de mediar este silencio, los interesados podrdn reclamar
que prosigan las actuaciones y contine la tramitacién que se vio paralizada.

Por Gltimo, en cuanto a los 6rganos competentes para resolver los con-
flictos de atribuciones, se dispone que, para los conflictos suscitados entre los
distintos departamentos de la Administracién de la Comunidad Auténoma, serd
competente el Presidente. Por su parte, para los conflictos de atribuciones entre
érganos de un mismo departamento que no estén relacionados jerdrquicamente,
resultard competente para resolver el titular de dicho departamento.

IV. LOS ORGANOS COLEGIADOS

Junto con los érganos administrativos unipersonales, cuyo titular es una
Unica persona, se constituyen también érganos administrativos colegiados,
compuestos por tres o mds personas que, actuando conjuntamente, conforman
la voluntad del 6rgano. A estos érganos se asignan las mds diversas funciones
administrativas, como las de decisién, propuesta de decisiones, asesoramiento,

(53) De acuerdo con los arts. 14.1 Ley 40/2015y 21.2 Lley 5/2015, en caso de que
un érgano administrativo considere que es incompetente, este deberd remitir directamente las
actuaciones al érgano que entienda competente. Con ello se asegura que dicho érgano no
pueda devolver el asunto al ciudadano, imponiéndole la carga de volver a presentarlo ante
ofro érgano, segln sostiene J. GuileN Carames (2003: 619). En cualquier caso, si el érgano
que recibe las actuaciones se considerase competente, ya no se daria lugar a uno de estos
conflictos.
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seguimiento o control. Y ello, en aras de aprovechar las ventajas que ofrece la
pluralidad, vinculadas a la deliberacién vy fijacién de criterios por varios sujetos
que, probablemente, cuenten con opiniones, enfoques y conocimientos distintos.

En estos casos, al ser varios los individuos titulares, resulta necesario dispo-
ner reglas que determinen la forma en que estos sujetos han de reunirse, delibe-
rar y adoptar colegiadamente sus decisiones. Habida cuenta de esta realidad,
a lo largo de los siguientes apartados va a abordarse, siquiera brevemente, el
régimen de funcionamiento al que se someten estos érganos colegiados, con
especial mencién a las singularidades presentes en la normativa aragonesa.

1. Régimen juridico de los érganos colegiados

Por lo que se refiere a su régimen juridico (54), cualquier érgano colegiado
deberd respetar reglas de cardcter bdsico que resultan de aplicacién a toda
Administracién piblica (55). Estas disposiciones, en respeto del margen cons-
titucional reservado a las Comunidades Auténomas, se verdn complementadas
por las reglas aprobadas para responder a las peculiaridades organizativas
de las Administraciones Piblicas en que dichos érganos se integran (56).

En particular, en el caso de érganos colegiados integrados en la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma de Aragédn o alguno de sus organismos
pUblicos, se habré de estar a lo dispuesto al efecto en la Ley 5/2021, a lo
recogido en las normas, acuerdos o convenios de creacién de cada érgano y
a sus reglamentos de régimen interior (57). Se trata, por tanto, de un régimen
plural y complejo, en el que la regulacién legal general —estatal y autoné-
mica— convive con particularidades propias de cada érgano colegiado (58).

(54) Para aproximarse al régimen de los érganos colegiados se recomienda la consulta
de las obras de E. CARBONELL PORRAS (2016), F. Pascua Mateo (2004), J. M. TRAYTER JIMENEZ
(2011) o J. Vatero Torrios (2002).

(55) Contenidas en los arts. 15 a 18 de la Ley 40/2015.

(56) Se trata de responder a las exigencias marcadas por el Tribunal Constitucional,
quien determiné el alcance de la legislacién bésica en materia de érganos colegiados con
motivo de la Sentencia n° 50/1999, de 6 de abril, Fundamentos Juridicos 7° y 8°. Para
aproximarse a las consecuencias de dicha relevante sentencia puede consultarse J. VAlero
Torrios (2001).

(57) Segin se recuerda en el articulo 24.1 de la Ley 5/2021. Por lo que se refiere a
la legislacién aragonesa, se ha incluido una regulacién completa para los érganos colegiados
de la Administracién de la Comunidad o de sus organismos piblicos, contenida en los arts.
23 a 32 de la Ley 5/2021.

(58) Dichas singularidades incluso se contienen en normas con rango de ley, relativas
a ciertos érganos colegiados como, por ejemplo, en el caso del Tribunal Administrativo de
Contratos Piblicos de Aragén —arts. 17 a 21 de la Ley 3/2011, de 24 de febrero, de medi-
das en materia de Contratos del Sector Piblico de Aragén— o de los tribunales de seleccién
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En dicho régimen resultan fundamentales las aludidas normas, acuer-
dos o convenios de creacién que, necesariamente, deberdn abordar extremos
relacionados con los fines y objetivos del 6rgano colegiado, sus funciones, su
integracién en la estructura administrativa, su composicion, los criterios para
designar al presidente y al resto de miembros, y la dotacién de los créditos
que pudieran ser necesarios para su funcionamiento.

Estos instrumentos de creacién, asi como los reglamentos de régimen
interior que se hubieran aprobado, deberdn ser objeto de publicacién en el
BOA si las resoluciones del érgano colegiado tienen efectos juridicos frente
a terceros. La difusién a través del BOA se acompaiiard de la publicacién
en el Portal de Transparencia del Gobierno de Aragén vy, en su caso, de la
posibilidad de utilizar otros medios de divulgacién. Y ello, a fin de asegurar
el correcto conocimiento del contenido de dichos instrumentos por cualquier
potencial afectado por las decisiones que se adoptasen.

Por otra parte, unos concretos érganos colegiados cuentan con ciertas
singularidades en su régimen juridico, como son aquellos en los que participen
organizaciones representativas de intereses sociales, o los que se integren por
representantes de distintas Administraciones piblicas (59). Estos érganos cole-
giados, cuando corresponda, quedardn integrados en la Administracién de la
Comunidad Auténoma, aunque sin incardinarse en la estructura jerdrquica de
esta, salvo que ello se deduzca de las normas de creacién, funciones o natura-
leza del érgano colegiado. A su vez, dichos érganos cuentan con una mayor
capacidad de autorregulacién, de modo que pueden establecer o completar
sus propias normas de funcionamiento. Por otro lado, la legislacién dispone
una serie de reglas singulares que afectan a cuestiones tales como su consti-
tucién, la sustitucién de ciertos miembros o el voto de calidad del presidente.

Por Gltimo, debe tenerse en cuenta que ciertos érganos colegiados no
se someten al marco normativo que hemos venido mencionando, sino que se
regirdn exclusivamente por sus propias normas de funcionamiento (60). Se
trata de los érganos colegiados de Gobierno de la Comunidad Auténoma,
como el Gobierno de Aragén o las Comisiones Delegadas del Gobierno
que se habiliten (61). Esta especialidad se justificaria en la presencia de

en materia de empleo piblico —art. 26.2 del Decreto Legislativo 1/1991, de 19 de febrero
de la Diputacién General de Aragén, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de
Ordenacién de la Funcién Péblica de la Comunidad Auténoma de Aragén—.

(59) A estos singulares érganos se refieren los arts. 15.2 de la Ley 40/2015 y 24.3
y 32 de la Ley 5/2021.

(60) De acuerdo con lo dispuesto en la Disposicién Adicional 21° de la Ley 40/2015.

(61) El marco de funcionamiento de estos 6rganos se contiene para el Gobierno de
Aragén en los arts. 13 a 18 de la Ley 2/2009, y para las Comisiones Delegadas del Gobierno,
en los arts. 22.3 y 22.4 de la Ley 2/2009.
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factores politicos o en la necesidad de asegurar una actuacién mds dgil e
informal (62).

2. Composicion de los érganos colegiados

A continuacién, nos detendremos sobre la composicién de los érganos
colegiados (63). Areq, esta, donde el legislador aragonés ha desarrollado un
régimen completo.

Los érganos colegiados se integran por un determinado nimero de miem-
bros, que debe ser igual o superior a tres, selecciondndose los mismos de
acuerdo con lo que se disponga en el instrumento de creacién del 6rgano (64).
En la composicién de estos érganos serd determinante garantizar una repre-
sentacién equilibrada de mujeres y hombre de modo que, salvo que exista
una causa justificada, la presencia de miembros de cada sexo se sitGe entre
el cuarenta y el sesenta por ciento del total (65).

Los miembros de los érganos colegiados cuentan con diversos derechos,
orientados a asegurar el correcto ejercicio de sus funciones. Asi, los mismos
recibirdn, con antelacién minima de dos dias, la convocatoria y el orden del
dia de las sesiones, podrén acceder a la informacién sobre los temas que
figuren en dicho orden del dia, participardn en los debates y deliberaciones
y podrén formular ruegos y preguntas. Igualmente, dispondrén de derecho al
voto, pudiendo expresar el sentido y motivacién del mismo, o incluso estardn
habilitados para emitir voto particular.

Dichos derechos, orientados a asegurar una toma de decisiones auténoma
e informada, se complementan con ciertos deberes, como son el de asistir a las

(62) Analiza esta singularidad J. J. JiMENez Vacas (2021: 31 a 33).

(63) La composicién de los érganos colegiados se regula en el art. 16 de la Ley
40/2015, contando con un notable desarrollo en los arts. 25 a 28 de la Ley 5/2021.

(64) Con la fijacién expresa de un nimero minimo de tres miembros se evitan las dudas
interprefativas acerca de la posibilidad de constituir érganos colegiados de dos miembros.
Solucién esta Gltima que, por otra parte, no resulta deseable, al ser muy probable la genera-
cién de situaciones de empate.

(65) En el caso de la Comunidad Auténoma de Aragén esta representacién equilibrada
se extiende a sus distintos érganos colegiados, en virtud del articulo 24 de la Ley 7/2018,
de 28 de junio, de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en Aragén, Dicho
precepto conecta con lo dispuesto en el art. 16 y en la DA® 1° de la Ley Orgdnica 3/2007,
de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. La utilidad y valor de este
tipo de medidas se analizan por G. DoméNEcH Pascual (2018: 10 a 12).

En todo caso, debe recordarse que el respeto de este principio de composicién equilibrada
no es meramente programdtico, sino imperativo, pese a que pueda justificarse puntualmente
una omisién del mismo, segin refieren las Sentencias del Tribunal Supremo, Sala de lo Con-
tencioso-administrativo, de 8 de octubre de 2020, (n° de recurso 2135/2018), Fundamento
Juridico 4°, o de 6 de julio de 2021, (n° de recurso 560/2020), Fundamento Juridico 7°.
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sesiones, el de abstenerse cuando concurra un conflicto de interés o causa legal
de abstencién, o el de no atribuirse funciones de representacién del érgano
salvo que cuenten con las mismas por acuerdo expreso del propio érgano. En
cuanto al voto, el mismo, en ocasiones, es un deber, pues ciertos miembros
no podrdn abstenerse en las votaciones, como acontece con aquellos que
tengan la condicién de miembros natos del érgano en virtud de su cualidad
de autoridades o personal al servicio de las Administraciones pdblicas (66).

En casos de ausencia, enfermedad, abstencién, u otra causa debidamente
justificada, los miembros titulares de un érgano colegiado serdn sustituidos por
sus eventuales suplentes, de estar prevista su existencia.

Por ofra parte, en los érganos colegiados se designard a un presidente que,
siendo miembro del érgano, tendrd atribuidas ciertas funciones singulares. Entre
las mismas destacan la de representar al érgano, acordar la convocatoria de las
sesiones fijando el orden del dia, velar por el cumplimiento de las leyes, dirimir
los empates con su voto de calidad o visar las actas y certificaciones de los
acuerdos del érgano. Asimismo, el presidente cumple un relevante papel en las
deliberaciones del érgano, pues preside las sesiones, modera el desarrollo de los
debates y puede, incluso, suspenderlos ante la presencia de causas justificadas.

Por lo que se refiere a la suplencia del presidente, ante supuestos como
los de vacante, ausencia, enfermedad o abstencién, la misma corresponderé
al vicepresidente, si existiese dicha figura. En defecto de este, como solucién
subsidiaria que permita continuar con el normal funcionamiento del 6rgano, el
presidente serd sustituido conforme a diversos criterios que se aplican de forma
sucesiva, en caso de que varios potenciales sustitutos estén en igual condicién.
De este modo, la presidencia corresponderia al miembro del érgano que,
sucesivamente, cuente con mayor jerarquia, antigiedad o edad.

Por Ultimo, en los érganos colegiados se designar& a un secretario, que
podré ser miembro del 6rgano o ajeno al mismo. En caso de que no sea miem-
bro del érgano, el secretario asistird a las sesiones con voz, pero sin voto, y
habra de encontrarse al servicio de la Administracién Piblica de la Comunidad
Auténoma de Aragén. Para designar, cesar o suplir temporalmente al secre-
tario, se estard a lo que al efecto se disponga en la normativa especifica de
cada érgano colegiado o, en defecto de reglas especiales, se procederd por
acuerdo del érgano. Si bien, como condicionante, que opera en supuestos de
suplencia de aquellos secretarios que no sean miembros del 6rgano colegiado,
se establece que, si el suplente si es miembro del 6rgano, el mismo conservaré
la plenitud de sus derechos, entre los que figurard el de voto.

(66) Parece que estos sujetos Gnicamente se abstendrédn —no solamente en el voto sino
también en las deliberaciones— si concurriese una de las causas de abstencién legalmente
previstas.
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El secretario cumple muy relevantes funciones, especialmente vinculadas con
el mantenimiento de la legalidad de las actuaciones del érgano colegiado. Asi, se
encomienda al mismo velar por el respeto del ordenamiento juridico en general, y
de las reglas para la constitucién y adopcién de acuerdos del 6rgano en particular,
cuya infraccién podrd facilmente conllevar la invalidez de los acuerdos (67). Junto
con esta funcién de valedor de la legalidad, el secretario desempefia muchos otros
cometidos como fedatario o como impulsor de las actuaciones. De este modo,
el secretario efectia la convocatoria de las sesiones a instancia del presidente,
prepara el despacho de asuntos, recibe las distintas comunicaciones remitidas al
érgano por sus miembros, levanta acta de las sesiones o expide las certificaciones
que se le soliciten sobre las actuaciones del érgano.

3. Funcionamiento de los érganos colegiados

En lo que se refiere al régimen de funcionamiento de los érganos cole-
giados, que alcanza a cuestiones tales como su convocatoria, constitucién y
adopcién de acuerdos, destaca la introduccién del uso de medios electrénicos
en distintos dmbitos (68).

Asi, los 6érganos colegiados podrdn, indistintamente, constituirse, convo-
car y celebrar sus sesiones, adoptar acuerdos y remitir actas, tanto de forma
presencial como a distancia. Esta regla general solamente cede en caso de
que el reglamento interno del érgano disponga lo contrario, con base en
circunstancias excepcionales.

Si la sesién del 6rgano se celebra a distancia —por asistir a distancia
todos o algunos de sus miembros— los medios electrénicos empleados deberdn
asegurar la identidad de los intervinientes, el contenido de las deliberaciones,
el momento en que se producen las manifestaciones, asi como la interactividad
e intercomunicacién entre los miembros en tiempo real (69). Estos requisitos

(67) El vicio de nulidad de pleno derecho de los actos dictados prescindiendo de «las
reglas esenciales que rigen para la formacién de la voluntad de los érganos colegiados»,
previsto en el art. 47.1.e) Ley 39/2015, alcanzaria, por ejemplo, a acuerdos alcanzados
sobre asuntos no incluidos en el orden del dia, adoptados en sesiones no convocadas o sin
quorum suficiente, o aprobados sin las mayorias necesarias. Para conocer si una regla es, o no,
esencial, a efectos de colegir la nulidad de pleno derecho, puede estarse al listado contenido
al efecto en la muy relevante Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-admi-
nistrativo, de 23 de febrero de 2012, (recurso n°® 5412/2007), Fundamento Juridico 15°.

(68) La regulacién sobre el funcionamiento de los érganos colegiados se contiene, con
escasas variaciones, en los arts. 17 de la Ley 40/2015 y 29 de la Ley 5/2021.

Por lo que se refiere a las especialidades derivadas de la utilizacién de medios electrénicos
puede consultarse M. CARLON Ruiz (2020) o A. CerriLlO | MarTINEZ (2006).

(69) Las sesiones a distancia podrdn celebrarse asistiendo a distancia todos los miem-
bros del érgano o solamente algunos de ellos, como sostiene M. CarON Ruiz (2020: 139).
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pueden cumplirse mediante la utilizacién de distintos medios electrénicos, como
las audioconferencias, las videoconferencias, el correo electrénico o cualquier
otro medio equivalente que pudiera existir (70).

Por otro lado, si la reunién se celebrase a distancia, los acuerdos se consi-
derardn adoptados en el lugar, fecha y hora de la sede del érgano colegiado
o, en su defecto, de donde esté ubicada la presidencia (71).

A su vez, los medios electrénicos también aparecen en la convocatoria de las
sesiones. De este modo, excepto que no resulte posible, las convocatorias debe-
rén remitirse a los miembros del érgano a través de medios electrénicos. En esta
convocatoria electrénica, que tendré lugar con al menos dos dias de antelacién,
se adjuntard el orden del dia y la documentacién necesaria para la deliberacién,
sefialando el sistema de conexién a emplear y, en su caso, los lugares donde estén
disponibles los medios técnicos necesarios para participar en la sesién.

Por lo demds, en cuanto al régimen de las convocatorias, téngase en
cuenta que las normas de funcionamiento del érgano colegiado o, en su defecto,
los acuerdos del propio érgano, podrdn establecer especialidades sobre el
marco general. Por ofra parte, si la convocatoria no incluyese en su orden del
dia algin asunto, no cabrd deliberar sobre el mismo a no ser que, estando
presentes todos los miembros del 6rgano, la mayoria acepte su incorporacién
por razones de urgencia.

Convocada la sesién de un érgano, para que el mismo pueda constituirse
vdlidamente, se requerird que estén presentes, al menos, el presidente o el
secretario, o sus suplentes, asi como la mitad de sus miembros. Sobre este
particular, téngase en cuenta que la normativa aragonesa se aparta de lo dis-
puesto en la legislacién bdésica estatal, que exige la presencia del Presidente
y del Secretario para la vélida constitucién. Parece que esta diferencia ha de
obedecer a un lapsus del legislador, pues lo contrario supondria una infraccién
manifiesta del marco competencial vigente.

Por ofra parte, recuérdese que los requisitos de quorum pueden reducirse
si el régimen de convocatorias prevé una eventual segunda convocatoria. Igual-
mente, como singularidad, si estuviesen presentes el presidente, el secretario
y todos los miembros, el érgano podrd constituirse sin convocatoria previa si
asi se decide por unanimidad.

(70) Destaca la posibilidad de utilizar el correo electrénico pues, pese a sus limitaciones,
cumple con los requisitos exigidos y facilita reuniones preparatorias o con asuntos de sencilla
tramitacién. Por ofra parte, también se ha planteado la virtualidad de desarrollar sesiones a
través de aplicaciones de mensajeria instantdnea como WhatsApp.

(71) Pese a que la norma solamente se refiere al lugar de adopcién de los acuerdos,
si las reuniones se celebran a distancia, también serd determinante discernir las circunstancias
de fecha y hora, pues pueden concurrir distintos husos horarios.
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Una vez se verifique la vdlida constitucién del érgano colegiado vy, previa
deliberacién, sus acuerdos se adoptarén por mayoria simple de votos, excepto
que las reglas de creacién o funcionamiento del érgano fijen otra mayoria
distinta (72). Los miembros del érgano podrdn solicitar que figure en el acta el
sentido de su voto o su abstencién, o incluso podran formular voto particular
que se incorporard al texto del acuerdo aprobado (73). Esta posibilidad es
fundamental, pues la eventual responsabilidad derivada de los acuerdos no
alcanzard a quien vote en contra o se abstenga (74).

Los medios electrénicos también afectan a las actas que el secretario debe
levantar de cada sesién, especificando diversos extremos (75). Asi, se prevé
que las sesiones puedan ser grabadas, debiendo conservarse los respectivos
ficheros electrénicos resultantes de manera que se asegure su integridad y auten-
ticidad y se permita el acceso a los mismos por los miembros del érgano (76).
Igualmente, si se grabase la sesién, y se adjuntase el correspondiente fichero
resultante al acta, no serd necesario incluir en dicha acta los puntos principa-
les de las deliberaciones que hayan tenido lugar. Esta grabacién de la sesién
afectaria también al derecho de los miembros del 6rgano colegiado a solicitar
que la transcripcién integra de su intervencién se incluya en el acta. Y ello
porque este derecho parece decaer en caso de que el fichero de la grabacién
se adjunte al acta, ya que la intervencién completa podrd consultarse en dicha
grabacién (77).

Asimismo, una vez el secretario elabore el acta, el mismo la remitird a
través de medios electrénicos a los miembros del é6rgano colegiado, a los
efectos de que estos muestren su conformidad o formulen reparos por estos
mismos medios. Si se recibe la conformidad de la mayoria necesaria para su
aprobacién, y ello se acredita por el secretario, el acta se considerard apro-
bada en la misma sesién, sin que sea necesario someterla a consideracién en
la siguiente reunién del érgano.

En cuanto a la expedicién de certificaciones de los acuerdos del érgano,
a favor de aquellos sujetos que acrediten un interés legitimo, las mismas se emi-

(72) Acerca de los distintos regimenes de mayorias R. O. BusTiLo Dotabo (2019).

(73) Ya se afirmé que ciertos miembros natos de los érganos colegiados no pueden
abstenerse en el voto, excepto que concurra una causa de abstencién legalmente prevista, ex
art. 26.1.d) ley 5/2021.

(74) Ello, en particular, resultard fundamental para evitar eventuales responsabilidades
penales, como recuerda E. Arrias Lopez (2012).

(75) El régimen de las actas de los érganos colegiados se contiene en los arts. 18 Ley
40/2015 y 30 Ley 5/2021.

(76) Las dificultades de conciliar esta grabacién con el respeto de la normativa sobre
proteccién de datos se subrayan por R. O. Bustio Dotabo (2019).

(77) En sentido contrario, M. CARON Ruiz (2020: 147).

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
202 ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 179211



LOS ORGANOS ADMINISTRATIVOS. CUESTIONES GENERALES, RELACIONES INTERORGANICAS...

tirdn y remitirén también por medios electrénicos. Ello salvo que el interesado
manifieste expresamente su deseo de recibir la certificacién en papel, siempre
y cuando el mismo no tenga la obligacién de relacionarse por medios electré-
nicos con la Administracién. A su vez, en relacién con estas certificaciones de
los acuerdos, cabrd su emisién por el secretario aunque el acta de la sesién
correspondiente no esté todavia aprobada, siempre que se haga constar esta
circunstancia en la certificacién.

V. LA ABSTENCION Y RECUSACION

Como es sobradamente conocido, las Administraciones pdblicas, por
imperativo constitucional, han de actuar sirviendo a los intereses generales y
han de hacerlo con total objetividad (78). Dicha objetividad, como principio
adicional, se identifica con la neutralidad e imparcialidad de las decisiones de
la Administracién y con la subordinacién a los intereses generales de aquellos
intereses particulares que pudieran existir.

En particular, para alcanzar dicha obijetividad, habra de asegurarse que
las autoridades y el personal servicio de la Administracién son imparciales
y obran, en ejercicio de sus funciones, separados de cualquier condiciona-
miento ajeno a los intereses piblicos, que pudiera hacerlos desviarse del
estricto sometimiento a la ley y al Derecho. De este modo, quien tenga algin
interés personal en la tramitacién de un concreto asunto, y corra el riesgo de
ver comprometida su obijetividad e imparcialidad, no deberd participar en la
toma de decisiones.

En aras de alcanzar estas metas, la legislacién incluye diversas circuns-
tancias que llevan a la abstencién y recusacién del personal al servicio de las
Administraciones, y que implican su sustitucién en un determinado asunto (79).
Dichas causas de abstencién y recusacién pretenden evitar la parcialidad, el
favoritismo o la influencia de rencillas personales en la toma de decisiones
de la Administracién, para asegurar que las resoluciones adoptadas se guian
Unicamente por los intereses generales. Finalidad, esta, que es compartida en el

(78) Recuérdese lo dispuesto en el articulo 103.1 de la Constitucién Espafiola.

(79) Téngase en cuenta que, junto con las reglas sobre abstencién y recusacién, que
afectan a cualquier autoridad y personal al servicio de la Administracién, existe un especifico
y riguroso régimen de conflictos de intereses e incompatibilidades para ciertos sujetos, de
acuerdo con los articulos 11 a 18 de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio
del alto cargo de la Administracién General del Estado, o, en el caso de Aragén, los arts. 48
a 59 de la ley 5/2017, de 1 de junio, de Integridad y Etica Piblicas.

En cualquier caso, para aproximarse a la abstencién y recusacién se recomienda la lec-
tura de las obras de G. DoméNECH Pascual (2002), S. FERNANDEZ RAMOS y J. M. PErez MONGUIO
(2012), o M. J. lzu Bewoso (2017).
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dmbito judicial, donde también se han configurado causas de abstencién y recu-
sacién orientadas a asegurar la imparcialidad en los érganos judiciales (80).

Ante la presencia de una de estas situaciones, el sujeto integrado en
la Administracién ve puntualmente restringido su derecho a desempefiar las
funciones y tareas propias de su cargo y condicién profesional (81). Sin
embargo, esta restriccién singular se encuentra amparada en su utilidad para
asegurar la imparcialidad del personal; condicién necesaria para cumplir
correctamente con el mandato constitucional de alcanzar la objetividad de
la Administracién (82).

En lo que respecta a las diferentes causas de abstencién y recusacién
que el ordenamiento prevé, las mismas aparecen como circunstancias que, de
forma objetiva, podrian poner en peligro la rectitud del actuar de los servido-
res publicos. Por tanto, dichas causas se vinculan a situaciones en las que se
aprecia un elevado riesgo objetivo de separacién de los intereses generales,
sin perjuicio de que, en el caso concreto, el afectado pudiera actuar con
plena objetividad (83). Se sigue una orientacién guiada por el principio de
precaucién en la que se pretende evitar la efectiva concrecién de riesgos, ante
circunstancias en las que es muy probable que una amenaza hipotética a la
objetividad se convierta en real.

(80) La abstencién y recusacién de los jueces y magistrados se recoge en los articulos
217 a 228 de Ley Orgdnica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, conectando las mismas
con la necesaria imparcialidad de los érganos judiciales de acuerdo con las Sentencias del
Tribunal Constitucional n° 47/1982 de 12 de julio, Fundamento Juridico 3° n° 64/1997, de
7 de abril, Fundamento Juridico 2°, o n° 69/2001, de 17 de marzo, Fundamento Juridico 16°.

(81) Derecho contenido en el articulo 14.b) del Real Decreto Legislativo 5/2015, de
30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Bésico del
Empleado Publico. La abstencién y recusacién se configurarian como restricciones justificadas
de este derecho —conectado con el articulo 23 de la Constitucién Espafiola, de acuerdo con
M. J. Izu Bewoso (2010: 241).

(82) Junto con el conocido «derecho al cargo», los empleados publicos asumen el deber
de cumplir con sus tareas y obligaciones con imparcialidad, segin nos recuerdan los articulos
52y 53.2 del Real Decreto Legislativo 5/2015, o el articulo 3 del Decreto Legislativo 1/1991.

En el aseguramiento de esta imparcialidad resultan fundamentales la abstencién y la
recusacién, segin recuerda la Sentencia del Tribunal Constitucional n° 235/2000, de 5 de
octubre, Fundamento Juridico 11°, al afirmar que: «la imparcialidad en el ejercicio de la
funcién publica viene garantizada ad extra, es decir, en las relaciones con los administrados,
por una serie de cautelas legales, entre las que ocupa un lugar destacado la obligacién de
abstencién y la posibilidad de recusacién de los funcionarios cuando concurren determinadas
circunstancias previstas legalmente que pueden poner en peligro objetivo la rectitud de su
actuacién».

(83) Permitase aqui la referencia al clésico proverbio «La mujer del César, ademds de
ser honesta, debe parecerlo», u otras formulaciones similares. El origen de dicho proverbio se
atribuye a Julio César quien —segin Plutarco (VP 50.125)— habria repudiado a Pompeya por
asistir esta una fiesta reservada a mujeres, pero a la que concurrié secretamente un hombre.
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Con este objetivo la legislacién administrativa recoge un listado cerrado
y exhaustivo de causas de abstencién y recusacién (84). Este cardcter taxativo
exige estar exclusivamente a las causas que efectivamente se hayan previsto,
sin que quepa su aplicacién analégica o la configuracién de motivos adi-
cionales por el érgano administrativo que ha de apreciar su presencia (85).
A su vez, deberdn valorarse Gnicamente las causas incluidas en normas con
rango de ley, pues el sometimiento al principio de reserva de ley impediria
que una disposicién reglamentaria crease nuevos motivos de abstencién y
recusacién, sin perjuicio de la clarificacién y desarrollo de los legalmente

previstos (86).

Con estas prevenciones, tanto la legislacién estatal como la aragonesa,
recogen moltiples causas de abstencién y recusacién (87). Entre las mismas
figuran tener interés personal en el asunto, existir vinculo matrimonial o de
hecho, parentesco o afinidad con quien intervenga en el procedimiento, tener
amistad intima o enemistad manifiesta con alguna de las personas vinculadas
con el asunto tramitado, haber intervenido como perito o testigo en el proce-
dimiento o haber prestado servicios profesionales a personas interesadas en
el procedimiento.

De hecho, las causas y el régimen de abstencién y recusacién recogi-
dos en la normativa estatal y autonémica aragonesa son idénticos (88). Esta
identidad derivaria del cardcter de garantia para los ciudadanos que tienen
la abstencién y la recusacién, asi como de la conexién de estas figuras con
el procedimiento administrativo comin —sobre cuya ordenacién el legislador

(84) Las causas de abstencién y recusacién tienen cardcter taxativo, segln nos recuer-
dan la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 27 de mayo
de 2009, (n° recurso 6437/2004), Fundamento Juridico 8°, o de la misma fecha, (n° recurso
4297/2005), Fundamento Juridico 4°.

(85) Esta imposibilidad de aplicar la analogia se refiere, por ejemplo, en las Sentencias
del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 11 de diciembre de 2008,
(n° recurso 158/2004), Fundamento Juridico 4°, o de 18 de marzo de 2009, (n° recurso
43/2004), Fundamento Juridico 4°.

(86) A la aplicacién de la reserva de ley en materia de causas de abstencién y recu-
sacién se refiere M. J. Izu Bewoso (2010: 242). Como aplicacién singular de esta reserva de
ley, aparece la anulacién de una causa de abstencién reglamentaria sin amparo legal previo
contenida en la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 10
de febrero de 2003, (n° recurso 560/2000), Fundamento Juridico 5°.

(87) Causas contenidas en los articulos 23.2 de la Ley 40/2015 y 33.2 de la Ley
5/2021.

(88) Como Unica salvedad, en lo que se refiere a régimen de la recusacién, el articulo
34 de la Ley 5/2021 prevé unas minimas variaciones en la organizacién del articulado, que

ayudan a evitar algunas dificultades interpretativas derivadas de la compleja formulacién del
articulo 24 de la Ley 40/2015.
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estatal dispone de competencia exclusiva (89). El principio de imparcialidad
habria de regir con iguales garantias en el marco de cualquier procedimiento
administrativo, con independencia de cudl sea la Administracién piblica a la
que se encomienda su tramitacién. Es por ello que, en este dmbito, el espacio
para introducir especialidades sobre el procedimiento administrativo comin
—derivadas de la organizacién propia de las Comunidades Auténomas— seria
practicamente nulo (90).

Por ofra parte, en cuanto a las similitudes y diferencias entre la abstencién
y la recusacién, ambas aparecen como las dos caras de una misma moneda.
Asi, tanto la abstencién como la recusacién tienen el mismo efecto, esto es,
suponen que la persona afectada por una de las causas legalmente previstas
no intervendrd en las actividades administrativas relacionadas con un concreto
asunto. Igualmente, en ambos casos, la determinacién de la concurrencia de
dichas causas se ventilard en un breve procedimiento de cardcter incidental
tramitado al efecto. Sin embargo, existen también diferencias entre ambas
figuras, pues las mismas operan en momentos temporales distintos, a peticién
de personas diferentes y con consecuencias procesales diversas.

En primer lugar, la abstencién se promueve por los propios servidores
pUblicos (91). Asi, si en relacién con un concreto asunto, un empleado piblico
defecta que puede incurrir en una de las previamente citadas causas de abs-
tencién, el mismo deberd abstenerse de intervenir en el procedimiento. Tan
pronto como se detecte la concurrencia de la causa de abstencién el afectado
se inhibird y comunicard tal hecho a su superior jerdrquico inmediato, quien
resolverd lo procedente (92). Si efectivamente concurre la causa de abstencién
observada, el superior evitard la participacién del afectado que, en su caso,
se verd sustituido por un suplente (93).

(89) De hecho, la Exposicién de Motivos de la ya derogada Lley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Juridico de las Administraciones Piblicas y del Procedimiento
Administrativo Comdn, en su apartado 7° establecia que: «la normacién comun de las causas
objetivas de abstencién y recusacién es tanto como garantizar el principio de neutralidad, que
exige mantener los servicios piblicos a cubierto de toda colisién entre intereses particulares
e infereses generales».

(90) En contra de esta posicién, defendiendo la posibilidad de que las Comunidades
Auténomas puedan configurar nuevas causas de abstencién y recusacién, por influencia del
Convenio Europeo para la Proteccién de los Derechos Humanos y de las Libertades Funda-
mentales, se ha pronunciado G. DomENECH PascuaL (2002: 416 y 417).

(91) La regulacién de la abstencién se contiene en los articulos 23 de la Ley 40/2015
y 33 de la Ley 5/2021.

(92) Quizés la legislacién podria haber previsto expresamente cémo ha de obrarse
cuando un determinado sujeto carece de superior inmediato.

(93) La abstencién conecta aqui con la suplencia, como nos recuerdan los articulos
13.1 ley 40/2015 y 19.1 de la Ley 5/2021.
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En cualquier caso, se prevé un estimulo para incentivar la voluntaria
abstencién de aquellos sujetos incursos en la corresponde causa legal. De
este modo, quien no se abstiene voluntariamente debiendo hacerlo incumple
el deber de abstencién al que estd sometido (94), lo que podrd dar lugar a la
existencia de responsabilidad patrimonial, de tipo disciplinario o incluso de
naturaleza penal (95).

Por ofro lado, el servidor piblico que no se abstuviese voluntariamente,
concurriendo una causa para ello, podrd ser recusado por los interesados en
el asunto, en cualquier momento de tramitacién de un procedimiento (96). En
este caso, la inhibicién del sujeto no se promueve por el propio empleado
pUblico, sino que deriva de la peticién de un tercero, quien indicard la causa
en que se funda su prefensién (97). El sujeto recusado manifestaré a su inme-
diato superior jerdrquico si la causa alegada es o no cierta. A continuacién, el
superior resolverd sobre la concurrencia de la causa de recusacién, acordando
bien la sustitucién del afectado por un suplente o bien su mantenimiento en
el procedimiento. En este sentido, el régimen varia segin el sujeto recusado
afirme o niegue la concurrencia de la eventual causa de recusacién, debiendo
observarse un mayor celo en caso de negarse dicha causa (98).

En todo caso, la resolucién que se dicte en materia de recusacién tiene
naturaleza de acto de trémite, por lo que los interesados no podrdn recurrirla
directamente, sin perjuicio de la posibilidad de alegar los defectos existentes
al interponer el correspondiente recurso contra la decisién que ponga fin al
procedimiento principal que se esté tramitando.

(94) Dicho deber, ademés de deducirse genéricamente de lo previsto en los articulos
23.1 ley 40/2015 y 33.1 ley 5/2021, se contiene expresamente como principio ético
de la actuacién de todo empleado piblico en los articulos 53.5 y 53.11 del Real Decreto
Legislativo 5/2015.

(95) La no abstencién, cuando la misma es debida, puede llevar a la exigencia de
responsabilidad al sujeto infractor, segin se deduce de los articulos 23.5 Ley 40/2015y 33.5
Ley 5/2021. Esta responsabilidad podria ser de tipo patrimonial en caso de causarse dafos a
los particulares o a la propia Administracién, mediando dolo, culpa o negligencia graves, ex
articulo 36 de la Ley 40/2015. A su vez, la responsabilidad puede ser de tipo disciplinario,
al preverse como infraccién grave la intervencién en el procedimiento concurriendo alguna
causa de abstencién, segin se establece para los funcionarios de la AGE en el articulo 7.1.g)
del Real Decreto 33/1986. Por ofra parte, por supuesto, en casos de especial gravedad la
infraccién del deber de abstencién puede vincularse a la comisién de ilicitos penales.

(96) La regulacién de la recusacién se contiene en los articulos 24 de la Ley 40/2015
y 34 de la Lley 5/2021.

(97) Para permitir estas recusaciones resulta fundamental la existencia del derecho a
conocer la identidad de las autoridades y personal bajo cuya responsabilidad se tramite un
procedimiento, contenido en el articulo 53.1.b) Ley 39/2015.

(98) En ambas situaciones, se producird la suspensién del plazo méximo para resolver
durante la tramitacién del procedimiento de recusacién, ex articulo 22.2.c) de la Ley 39/2015.
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Por dltimo, ha de tenerse en cuenta que la actuacién de autoridades y
personal en los que concurran motivos de abstencién o recusacién no implica,
siempre y necesariamente, la invalidez de los actos administrativos en cuya
elaboracién estos hubieran intervenido (99). Por tanto, la invalidez de la
actuacién administrativa no serd automdtica, sino que deberd estarse a si la
intervencién de la persona incursa en la causa de abstencién o recusacién ha
afectado, efectivamente, al contenido del acto administrativo dictado (100).
En este punto, se verificard si el acto resultante infringe normas materiales del
ordenamiento juridico, incurre en desviacién de poder o se ha dictado con
indefensién de los interesados. Asi, aunque puedan existir indicios de parcia-
lidad, el acto administrativo continuard gozando de la presuncién de validez
que le es propia (101).

Como criterio que podria emplearse a la hora de determinar la influencia
de estas infracciones, puede verificarse si el acto dictado hubiese sido, o no,
el mismo, en caso de haberse sustituido a la autoridad o empleado pdblico
cuya actuacién se cuestiona. De encontrarnos ante idéntico resultado en una
y ofra situacién parece que no habria de generarse necesariamente invalidez.
Para la aplicacién de este criterio serd especialmente relevante diferenciar entre
actos de cardcter reglado —en los que resultard mds sencillo predeterminar el
sentido y contenido de la resolucién— y actos que sean resultado de un cierto
margen de discrecionalidad administrativa —donde el impacto de la infraccién
de las causas de abstencién y recusacién puede ser mayor—.

VI. CONCLUSIONES

La nueva legislacién autonémica aragonesa en materia de organizacién
del sector piblico contiene un régimen completo y minucioso de las diferentes
vicisitudes que afectan a los érganos administrativos, a las relaciones entre
ellos y al ejercicio de las competencias legalmente atribuidas a los mismos.
Esta formulacién de un marco normativo minucioso para la organizacién admi-
nistrativa, pese a ser objeto de ciertas criticas, casa perfectamente con la

(99) Segin recuerdan, acertadamente, los articulos 23.4 de la Ley 40/2015 y 33.4
de la ley 5/2021.

Distinto seria el caso en el que el superior jerdrquico decretase la abstencién o recusacién
de un deferminado sujeto y el mismo actuase, igualmente, en el procedimiento. En esta situacién
parece que podria apreciarse invalidez vinculada a la incompetencia del sujeto actuante.

(100) Sobre estas consideraciones puede estarse a lo dispuesto en la Sentencia del
Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 4 de abril de 2005, (n° recurso
5548/2002), Fundamento Juridico 7°, asi como a la jurisprudencia contenida en dicho
Fundamento.

(101) En este sentido J. L. MarTiNEZ LoPEZ-MuURiz (2011: 351).
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situacién actual de un sector piblico aragonés dotado de un elevado grado
de consolidacién y complejidad.

El referido régimen, en particular, alcanza a muy diversas cuestiones, tales
como la creacién de érganos administrativos, sus competencias, las distintas
técnicas de traslado del ejercicio de dichas competencias, las particularidades
que afectan a los érganos colegiados o las causas de abstencién y recusacién a
las que se someten las autoridades y el personal al servicio de la Administracién.

A la hora de abordar las anteriores materias, el legislador autonémico
ha optado por seguir un enfoque continuista, manteniendo en gran parte las
disposiciones que ya se encontraban plasmadas en la normativa previa. Pese
a ello, se ha operado una notable alteracién en la estructura de la norma, de
modo que se adapta la misma al orden y la disposicién seguidas en la legisla-
cién bésica estatal. Con ello se facilita la labor de los aplicadores del derecho,
quienes pueden consultar de forma paralela la diferente regulacién aplicable.

Al margen de las consideraciones relativas a su estructura, la legislacion
aragonesa se adapta escrupulosamente a la legislacién bdsica estatal en mate-
ria de régimen juridico de las Administraciones publicas. Este respeto de las
bases estatales se traduce en la traslacién directa al articulado del contenido
de dichas bases, al que se acompaiia el desarrollo y adaptacién de las mis-
mas a la singular organizacién y régimen del sector piblico aragonés. Por lo
que se refiere al desarrollo autonémico, el mismo tiene un marcado cardcter
asimétrico, contando con una mayor o menor amplitud en funcién del efectivo
margen que el legislador estatal ha brindado en cada materia.
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RESUMEN: Este capitulo aborda las novedades que introduce el Titulo | de la Ley
5/2021 (articulos 46 a 58), que lleva por titulo «de la actuacién administrativa». En
realidad, las novedades son pocas y algunos preceptos resultan superfluos porque estan
regulados en ofras leyes. Este Titulo regula aspectos tan variados como las relaciones
administrativas internas, en particular por medios electrénicos, la planificacién por obje-
tivos o las auditorias administrativas. Lo més destacable es la regulacién de las formas
de ejercicio de la actuacién administrativa, como los encargos a medios propios y la
accién concertada.

Palabras clave: actuacién administrativa; colaboracién; coordinacién; administra-
cién electrénica; planificacién por objetivos; evaluacién de resultados; auditorias; gestién
de servicios publicos; encargos a medios propios; accién concertada.

ABSTRACT: This chapter reviews the legal framework of Law 5/2021 (articles 46
to 58), which is dedicated to «Administrative action». In fact, the normative novelties are
few and some precepts are superfluous because they are regulated in other Laws. This
Title regulates aspects as varied as internal administrative communications, particularly
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by electronic means, strategic planning or accountability. The most remarkable aspect is
the regulation of the forms of exercise of the administrative action, such as the In-House
Providing and the concerted action.

Key words: administrative action; collaborative work; coordination; e-government;
strategic planning; accountability; public services management; in-house providing; con-
certed action.

El Titulo | de la Ley 5/2021 (arts. 46-58) lleva por titulo «de la actuacién
administrativa». Su estructura y su contenido son prdcticamente idénticos al
Titulo IV (articulos 43-52) del Texto Refundido de la Ley de la Administracién de
la Comunidad Auténoma de Aragén, Decreto-Legislativo 2/2011, TRLACA. En
efecto, gran parte de los preceptos de la vigente Ley 5/2021 tiene su correlativo
en el derogado texto refundido, excepto los que se refieren a las modalidades
de la actuacién administrativa a los que posteriormente me referiré.

El Estatuto de Autonomia de Aragédn dispone que los poderes piblicos
aragoneses promoverdn la participacién social en la evaluacién de las poli-
ticas publicas y la participacién individual y colectiva en los ambitos civico,
politico, cultural y econémico (art. 15.3 EAAr] y recoge la obligacién de la
Administracién piblica aragonesa de ajustar su actividad a los principios de
eficacia, eficiencia, racionalizacién, transparencia y servicio efectivo a los

ciudadanos (art. 62 EAAr).

I. ¢QUE ES LA ACTUACION ADMINISTRATIVA A EFECTOS DE ESTA
LEY?

El concepto de actuacién administrativa se refiere, en primer término, a
las relaciones internas y se desenvuelve tanto en el plano de las relaciones
intersubjetivas —entre organismos publicos del sector piblico aragonés—, como
en el plano de las relaciones interorgdnicas. El Titulo | regula parcialmente
esta actuacién interna, en lo que se refiere a los principios (especificamente
pensados para el dmbito administrativo doméstico: arts. 46 y 47), la progra-
macién (arts. 48 y 49) y las auditorias (art. 52).

Pero la expresién actuacién administrativa se extiende también al dmbito
externo, es decir, a las relaciones que entabla la Administracién aragonesa
con los ciudadanos. A la actuacién administrativa con efectos juridicos frente a
terceros se refieren los articulos 50-51 (racionalizacién de los procedimientos)
y 53-55 (derechos de los ciudadanos frente a la Administracién).

Sistemdticamente el Titulo | resulta algo incoherente, ya que en ocasiones
superpone estos dos planos interno y externo. Por ejemplo, el articulo 50 de la
Ley 5/2021 regula la racionalizacién de los procedimientos, que es el cauce
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principal de comunicacién de la administracién con los ciudadanos (plano
externo, por tanto). Y el articulo 51 parece reiterar el derecho a relacionarse
electrénicamente con la administracién que reconoce también el articulo 53

de la Ley 5/2021.

En todo caso, estructuraré la exposicién de las novedades de la Ley
5/2021 a partir de esta doble clasificacién.

II. MARCO COMPETENCIAL

La regulacién de la actuacién administrativa entronca con el Estatuto de
Autonomia de Aragén, LO 5/2007, cuyo articulo 61 dispone que «la Comuni-
dad Auténoma de Aragén crea y organiza su Administracién propia conforme
a la ley». El titulo competencial que permite a nuestra comunidad auténoma
disefiar una Administracién poblica propia es, ante todo, el del nGmero 12° del
articulo 75 del Estatuto, que reconoce la competencia compartida en materia
de «régimen juridico, procedimiento, contratacién y responsabilidad de la
Administracién Publica de la Comunidad Auténomas, en consonancia con el
articulo 148.1.1° de la Constitucién espafiola.

Los perfiles y la dimensién exacta de la competencia aragonesa estdn
definidos por la competencia estatal para establecer la regulacién bésica de la
organizacién de todas las administraciones pdblicas. La Constitucién espafiola
atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre «régimen juridico de las
Administraciones piblicas y procedimiento administrativo comun, sin perjuicio
de las especialidades derivadas de la organizacién propia de las Comunidades
Auténomas» (art. 149.1.18). A diferencia de la competencia en procedimiento
administrativo comdn, que es plena o exclusiva, el «régimen juridico de las
administraciones publicas» es objeto de competencia compartida porque se
limita a las bases. El articulo 105 ¢) de la Constitucién espafiola reserva a
la ley «el procedimiento a través del cual deben producirse los actos admi-
nistrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado». Las
Leyes 39/2015, LPAC, y 40/2015, LRJSP, desarrollan la competencia estatal y
acotan las posibilidades de regulacién de la Comunidad Auténoma de Aragén.

La expresién régimen juridico de las Administraciones publicas no se limita
al régimen de los actos administrativos, sino que comprende también elementos
esenciales de la organizacién administrativa, dmbito de competencias y estructura
de la funcién pdblica. En definitiva, la Comunidad Auténoma de Aragén tiene
competencia para crear y desarrollar su propio aparato administrativo, pero
con sujecién a las normas bdsicas estatales que no podrdn imponer un régimen
uniforme de organizacién (GiMénez Aeap, 2001:323, Emep lrujo, 2008: 221).

La LPAC y la LRJSP dejan margen al legislador autonémico para la regu-
lacién de la actuacién administrativa y el desarrollo del procedimiento comdn.
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Pero el legislador estatal no es coherente y confunde en ocasiones la com-
pefencia exclusiva en materia de procedimiento administrativo comidn con la
regulacién de las bases del régimen juridico de las Administraciones puoblicas,
ambas ex art. 149.1.18°de la Constitucién espariola. El Tribunal Constitucional
ha sido igualmente contradictorio al referirse al procedimiento comdn como
«materia de competencia bdsica del Estado» (STC 132/2013). Amparada en
tales contradicciones, la delimitacién competencial ha sido tema de intenso
debate entre la doctrina administrativista (VAQuEr Casalieria, 2016, Gonzdlez
Rios, 2018) y lo cierto es que se observa cierta «prudencia autonémica» ante
el desarrollo de normas propias de actuacién (Moreu CArBONELL, 2021:259).

lll. ACTUACION ADMINISTRATIVA INTERNA

Nos centramos ahora en las relaciones puramente organizativas o domésti-
cas, es decir, las que no tienen efectos juridicos frente a terceros. Respetando la
legislacién bdsica estatal, que establece los principios generales de la actuacién
administrativa (arts. 3 'y 4 LRJSP), la Ley 5/2021 regula el marco juridico gene-
ral de la actuacién interna de la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén, tanto a nivel interorgdnico como intersubjetivo.

1. Principios generales de actuacién

Los principios generales sirven para orientar, articular y gestionar la actua-
cién administrativa interna. El articulo 46 de la Ley 5/2021 dispone que «la
actuacién de los érganos de la Administracién de la Comunidad Auténoma
y de sus organismos pdblicos se fundamentard en los principios de colabora-
cién, auxilio y mutua informacién». Y el articulo 47 desarrolla el principio de
coordinacién, que incumbe a los departamentos y organismos publicos que
«coordinardn sus actividades para una mejor consecucién de los objetivos del
Gobierno de Aragéns.

Ambos articulos 46 y 47 de la Ley 5/2021 son prdcticamente idénticos a
los correlativos articulos 43 y 44 del texto refundido derogado. La redaccién
se ha adaptado a las reglas del lenguaije inclusivo, se ha armonizado con la
administracién electrénica y se ha matizado alguna expresién. Pero, bdsica-
mente, el contenido regulatorio es el mismo.

A) Principios de colaboracién y cooperacién

Los principios de colaboracién, auxilio y mutua informacién se vinculan
con el principio general de lealtad institucional que reconoce el articulo 62
del Estatuto de Autonomia de Aragédn, cuando dispone que la Administracién
aragonesa «en su actuacién respetard los principios de buena fe y de confianza
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legitima, y se relacionard con el resto de Administraciones Piblicas espafiolas
con arreglo al principio de lealtad institucional». Igualmente, el articulo 3 de
la LRISP recoge como principios bdsicos de la actuacién administrativa los de
«buena fe, confianza legitima y lealtad institucionals.

En todo caso, el principio de lealtad institucional parece pensado principal-
mente para las relaciones entre administraciones piblicas (interadministrativas).
El articulo 46 de la Ley 5/2021, a diferencia del correlativo articulo 43.1 del
TRLACA, incluye una referencia especifica a la actuacién «de los organismos
pUblicos» y no solo de los «6rganos administrativos». Por eso, el Titulo | de la
Ley 5/2021 recoge una manifestacién llamémosla doméstica de este princi-
pio, limitado a las relaciones entre organismos publicos. Las relaciones entre
la Comunidad Auténoma de Aragédn y las demds administraciones publicas,
incluida la estatal, se regulan en otros articulos de la ley 5/2021, en concreto,
el Titulo V. Relaciones interadministrativas (articulos 145 a 158).

A nivel intersubjetivo e interorgdnico, tiene su reflejo en estos principios
de colaboracién (o cooperacién) y auxilio mutuo, que obligan a cada orga-
nismo publico y a cada érgano administrativo a actuar conjuntamente con los
demds para lograr fines comunes. Esta colaboracién se manifiesta a través
de mdltiples herramientas: se crean sistemas integrados de informacién o se
establecen planes y programas de actuacién conjuntos.

Cuando hablamos de relaciones interorgdnicas no debemos olvidar el
impacto que tiene el principio de jerarquia sobre estos otros principios de cola-
boracién. El principio de jerarquia es propio de las relaciones interorgdnicas
y deriva de la propia estructura piramidal de distribucién del poder. Asi, los
érganos administrativos se estructuran y ordenan en funcién de criterios jerdr-
quicos. Los 6rganos que se encuentran en un nivel inferior estdn subordinados
a los ubicados en niveles superiores. La jerarquia se plasma en la existencia
de un poder de direccién de los superiores jerdrquicos que, como correlato,
implica un deber de respefo y obediencia de los érganos inferiores.

En particular, el principio de jerarquia permite que los érganos jerdrqui-
camente superiores puedan dictar instrucciones u érdenes de servicio sobre los
érganos inferiores (art. 6 LRISP). En definitiva, el principio de colaboracién,
basado en la voluntariedad, puede quedar superado por el principio de jerar-
quia y la obligacién que tienen los érganos inferiores de acatar las instruccio-
nes de los superiores. Como se ha dicho, el hdbitat natural del principio de
colaboracién son las relaciones entre administraciones y organismos publicos
y no tanto entre érganos administrativos.

Segun el articulo 46.2 de la Ley 5/2021, los érganos administrativos estdn
obligados a facilitarse reciprocamente la informacién precisa para el adecuado
desarrollo de sus competencias, siendo los titulares de estos 6rganos responsa-
bles del cumplimiento de este deber. Evidentemente, los titulares de los érganos
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superiores podrdn dictar instrucciones y érdenes de servicio que obliguen a los
inferiores a cumplir forzosamente este deber de colaboracién e intercambio de
informacién. La Lley aragonesa de simplificacién administrativa (Ley 1/2021,
de 11 de febrero) regula instrumentos de colaboracién. Por ejemplo, prevé la
creacién de una plataforma de emisién de informes sectoriales que hayan de
emitir los érganos o entidades del sector piblico aragonés, que se solicitardn
y remitirdn electrénicamente a través de dicha plataforma (art. 30).

B) Principio de coordinacién

El principio de coordinacién pretende garantizar la coherencia de las
actuaciones administrativas mediante la unidad de accién, evitando contro-
dicciones. La finalidad de la coordinacién es similar a la de la colaboracién,
pues ambas se orientan a mejorar la eficacia de las politicas publicas (Ber-
MEIO VErRA, 2010:624). Sin embargo, existe una diferencia fundamental entre
ambas. Mientras que la colaboracién es de base voluntaria, la coordinacién
es obligatoria y parte de la situacién de preeminencia de un «coordinador»
sobre el resto de participantes.

En cualquier caso, la coordinacién es un principio de compleja determi-
nacién. Segin el Tribunal Constitucional, su objetivo es evitar contradicciones
y reducir disfunciones «que, de subsistir, impedirian o dificultarian respectiva-
mente la realidad misma del sistema» (STC 32/1983, de 28 de abril, FJ. 2).

La coordinacién aparece tanto en las relaciones interadministrativas, como
en las interorgdnicas. En concreto, el articulo 47.1 de la Ley 5/2021 dispone
que los departamentos y los organismos publicos coordinardn sus actividades
para una mejor consecucién de los objetivos del Gobierno de Aragén.

En el plano inferorgdnico la coordinacién se relaciona con la estructura
jerarquizada de las administraciones publicas, que lleva a que los érganos
e superior jerarquia coordinen y orienten las actuaciones de sus érganos
d i d y ten | t d
dependientes. Esta coordinacién interorgdnica se relaciona con el principio de
jerarquia, que se analizard en un epigrafe posterior. Segin el articulo 47.2
de la ley aragonesa, cada érgano deberd ponderar, en el ejercicio de sus
Y |
competencias, no solo sus fines propios, sino también los de la Administracién
de la comunidad auténoma en su conjunto, y se facilitaré preferentemente la
prestacién conjunta de servicios a los interesados.

Por lo que se refiere a la coordinacién entre distintos organismos publicos,
se fundamenta en algin titulo competencial que atribuye la tarea coordinadora,
dado que no hay jerarquia entre ellos. La ley dispone que los titulares de los
departamentos tienen el deber de impulsar e instrumentar el cumplimiento del
principio de coordinacién en el dmbito de sus competencias. La coordinacién
en el seno de la Administracién piblica aragonesa se realiza a través de
técnicas distintas, entre ofras, las siguientes (art. 47.4):
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® la aprobacién de planes y programas de coordinacién, tanto depar-
tamentales como interdepartamentales. Igual que en el texto refundido
anterior, la Ley 5/2021 atribuye un contenido minimo a estos planes
y programas de coordinacién, que deberdn fijar los objetivos comunes
a los que habran de ajustarse los centros directivos afectados en uno
o a varios sectores de la gestién administrativa (art. 47.5).

La creacién de érganos de coordinacién, prevista también el derogado

texto refundido de 2001.

La emisién de directrices y criterios técnicos de actuacién.

La creacién de grupos de trabajo o designacién de unidades existentes
para coordinar materias transversales de gestién y proponer soluciones
comunes a todos los departamentos. Esta técnica de coordinacién es
nueva y no aparecia en el texto refundido de 2001. La ley 5/2021
dispone que los grupos harén propuestas y recomendaciones que serdn
adoptadas y ejecutadas por los érganos responsables de la gestién
competentes en la materia.

C) El uso de medios electrénicos para las relaciones internas

El articulo 46.3 de la Ley 5/2021 dispone que estas relaciones entre
organismos publicos y entre érganos de la Comunidad Auténoma de Aragén
«se llevardn a cabo a través de medios electrénicos que aseguren la interope-
rabilidad y seguridad de los sistemas y soluciones adoptadas y garantizarén
la proteccién de los datos de cardcter personal». Esta previsién enlaza con
lo previsto en la legislacién estatal (art. 3.2 LRJSP) y, evidentemente, supone
una novedad que no recogia el articulo 43 del derogado texto refundido de
2001. Es notorio que la tecnologia estd alterando el modo de actuacién de las
Administraciones piblicas (FERNANDEZ FARRREs, 2016 y CaNALs AMETLLER, 2018).

El principio de interoperabilidad se define como la capacidad de los
sistemas de informacién para compartir datos y posibilitar el intercambio de
informacién entre ellos (art. 2.d) del RD. 203/2021). Para que la administracién
electrénica pueda desarrollarse plenamente es indispensable el tratamiento y
procesamiento de datos y documentos, y que dicha informacién y datos puedan
ser infercambiados entre las distintas administraciones piblicas, en el marco
de sus competencias y con un estricto cumplimiento del principio de legalidad.

Por eso la interoperabilidad es el elemento estructural necesario para el
desarrollo efectivo de la administracién electrénica. El disefio de las herramien-
tas, sistemas y plataformas de gestién se debe hacer conforme con la normativa
bdsica aprobada por el Estado. La LRJSP define el Esquema Nacional de Intero-
perabilidad, ENI, que «comprende el conjunto de criterios y recomendaciones
en materia de seguridad, conservacién y normalizacién de la informacién,
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de los formatos y de las aplicaciones que deberdn ser tenidos en cuenta por
las Administraciones Piblicas para la toma de decisiones tecnolégicas que
garanticen la interoperabilidad» (art. 156). El ENI se materializa en el Real
Decreto 4/2010, de 8 de enero, y en las correspondientes normas técnicas
de desarrollo, acompafadas de guias de aplicacién y de otros documentos
complementarios.

En lo que se refiere a la actuacién electrénica del sector piblico, debemos
tener en cuenta las previsiones del reglamento estatal de actuacién y funciona-
miento del sector piblico por medios electrénicos, aprobado por Real Decreto
203/2021, de 30 de marzo. Buena parte de sus preceptos se dictan al amparo
de las competencias estatales de los apartados 18° (procedimiento adminis-
trativo comin y bases del régimen juridico de las Administraciones publicas),
21° (telecomunicaciones) y 29° (seguridad pdblica) del articulo 149.1 de la
Constitucién espafiola, segin indica su disposicién final primera. Se aplica,
por tanto, a la Comunidad Auténoma de Aragén.

El Titulo IV del reglamento desarrolla, en concreto, lo previsto en los arts.
3.2 y 155-158 de la LRISP relativos a la colaboracién entre administraciones
por medios electrénicos y a las relaciones electrénicas entre Administraciones
pUblicas, que resulta extensible a las entidades de derecho privado vinculadas
o dependientes de las Administraciones publicas cuando actien en el ejercicio
de potestades administrativas. Los preceptos de este Titulo IV se aplican a la
Comunidad Auténoma de Aragén, excepto los articulos 57, 60.3 y 62.2 que
no tienen cardcter bésico.

En primer lugar, para hacer efectivo este deber de colaboracién electrénica
se prevé la adhesién voluntaria a las sedes electrénicas o sedes asociadas
disponibles de la misma Administracién o de otra, mediante la formalizacién
del correspondiente instrumento de adhesién (disposicién adicional segunda
de la LPAC y art. 58 del RD 203/2021). La adhesién es voluntaria, pero la
no adhesién se deberd justificar «en términos de eficiencia» conforme a la
legislacién de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. El regla-
mento contempla la posiblidad de integrar las dreas personalizadas o carpetas
ciudadanas con la carpeta ciudadana del sector piblico estatal (art. 59 del
RD. 203/2021).

La adhesién voluntaria no altera la responsabilidad de la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragédn en el ejercicio de sus competencias.
Eso significa que si cualquier incidencia técnica imposibilita el funcionamiento
ordinario del sistema o aplicacién que corresponda, el érgano u organismo
pUblico aragonés seguird siendo responsable de la continuacién de la trami-
tacién de sus procedimientos y servicios a la ciudadania (art. 65.3 del RD.
203/2021), aunque podré acordar una ampliacién de los plazos prevista al
amparo del articulo 32 de la LPAC.
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En segundo lugar, se regula un sistema de interconexién de registros
administrativos, también entre organismos pUblicos o entidades de derecho
publico, que deberdn ser interoperables a través del sistema de interconexién
de registros que gestiona el ministerio competente en el dmbito de la transfor-
macién digital.

Por dltimo, el RD 203/2021 desarrolla el régimen bdsico de las trans-
misiones de datos entre administraciones y organismos publicos previsto en
el articulo 155 de la LRISP, que se realizan a través de las redes corpora-
tivas administrativas para el envio de documentos elaborados por cualquier
administracién. El érgano u organismo publico cesionario del documento es
responsable del correcto acceso electrénico a los datos y de su utilizacién,
especialmente cuando son datos sensibles y protegidos (como los relativos a
la salud).

La cesién de datos se hace mediante las plataformas de intermediacién
de datos o sistema electrénico equivalente, que permiten dejar constancia de
la fecha y hora en que se produjo la transmisién y del procedimiento admi-
nistrativo, trédmite o actuacién al que se refiere la consulta. Las plataformas
de intermediacién o equivalentes que se creen en el sector piblico deberdn
ser interoperables con la Plataforma de Intermediacién de la Administracién
General del Estado y sus organismos publicos (art. 62.1 del RD. 203/2021).
La adhesién a las plataformas de intermediacién de datos requerird que se
garantice el cumplimiento de las condiciones de seguridad exigidas por los
cedentes de la informacién para el tratamiento de datos por parte de la plo-
taforma encargada del tratamiento de dichos datos y de los cesionarios de
los mismos.

De conformidad con el articulo 63 del RD. 203/2021, la remisién de
expedientes entre administraciones y organismos pUblicos se hard a través de
un nodo de interoperabilidad, de la direccién electrénica o localizador. La
puesta a disposicién del expediente equivale a la remisién del mismo, siempre
que se garantice la integridad del acceso a lo largo del tiempo. Estas reglas
se aplican también «cuando la solicitud se produzca dentro del dmbito de una
misma Administracién pdblica» (art. 63.2) y, por tanto, resultan aplicables en
nuestra comunidad auténoma.

2. Planificacién y programacién de la actuacién administrativa

El articulo 48 de la Ley 5/2021, como su correlativo articulo 45 del texto
refundido de 2001, desarrolla el principio de planificacién y direccién por
objetivos y evaluacién de resultados de las politicas pdblicas. Estos principios
pretenden garantizar la eficacia y la eficiencia de la actuacién administrativa
(art. 48.1). Nétese la diferencia de matiz entre ambos: la eficacia implica el
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cumplimiento de los objetivos marcados y la adaptacién de los medios utiliza-
dos a los fines institucionales, mientras que la eficiencia valora la adecuada
utilizacién de los recursos poblicos disponibles. De hecho, los criterios para
evaluar que se cumplen ambos principios son distintos (art. 59.3).

Como principal novedad, el precepto incorpora una mencién expresa a
la programacién de los servicios de administracién digital.

El principio de planificacién y direccién por objetivos se relaciona con la
herramienta de la rendicién de cuentas, que, aplicada a las organizaciones
del sector piblico, pretende materializar las politicas publicas y ordenar mejor
su actividad (Navera Navera, 2015:40). La Ley 5/2021 dispone ademds que
estos programas se basardn en los objetivos politicos y en los plazos fijados
por el Gobierno de Aragén que tienen que determinar los responsables de su
ejecucién. Otras comunidades auténomas han implantado sistemas de gestién
por objetivos en los dltimos afios (1).

Los articulos 31.2 y 103.1 de la Constitucién espafiola reconocen ya la
eficiencia y la eficacia como principios de la actividad administrativa. Pero ha
sido la moderna legislacién de transparencia la que ha dado un impulso a este
principio de planificacién y direccién por objetivos. De hecho, el articulo 48.3
de la Ley 4/2021 es prdacticamente idéntico al articulo 6 de la Ley 19/2013,
de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la informacién publica y buen
gobierno, que dispone que «las Administraciones Piblicas publicardn los planes
y programas anuales y plurianuales en los que se fijen objetivos concretos,
asi como las actividades, medios y tiempo previsto para su consecucién». Por
su parte, la Ley de Transparencia de Aragén (Ley 8/2015, de 25 de marzo)
define estos principios de eficacia y eficiencia como la consecucién de la

(1) Por Resolucién de la consejeria competente, de 28/09/2020 (Boletin Oficial de
Canarias de 05/10/2020), se aprobé la aplicacién de un sistema de gestidn por objetivos
a la Administracién Piblica de Canarias y a sus organismos piblicos, al menos, durante los
ejercicios 2021, 2022 y 2023. El acuerdo sefiala que el modelo ahonda en la eficacia de
las politicas publicas, en la eficiencia de la asignacién de recursos piblicos y permite mejorar
la gestién de los Obijetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).

En un primer nivel de programacién, el departamento competente define formalmente los
objetivos a los que se asociard su propio sistema de indicadores (indicadores estratégicos).
En un segundo nivel, cada centro directivo relacionard sus proyectos con la consecucién de
dichos objetivos estratégicos. Los sistemas de indicadores (estratégicos, de resultado y ejecu-
cién) deben especificar un responsable, asi como las metas, los valores iniciales y los valores
obtenidos. Se pretende mejorar la organizacién asignando responsabilidades concretas y
resultados medibles.

El modelo se inspira en los principios de rendicién de cuentas y participacién, de forma
que el proceso de planificacién sea lo mds participativo posible con la colaboracién de los
empleados publicos. A través de un sistema informdtico se hard seguimiento de la evolucién
de los objetivos y de las distintas actividades que permitan conocer la evolucién de los planes
del Gobierno de Canarias.
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méxima calidad posible, mediante la orientacién a objetivos y resultados y la
utilizacién éptima de los medios para conseguir esta eficacia (art. 2 e) de la
Ley 8/2015). Dicha ley obliga también a evaluar y publicar periédicamente,
al menos una vez al afio, el grado de cumplimiento y los resultados de los
planes y programas, junto con los indicadores de medida y valoracién (art.
14 Ley 8/2015).

Sin embargo, la imprecisién de las leyes de transparencia suscita algunas
dudas sobre su alcance y contenido En concreto, se ha dicho que no utiliza
los conceptos cominmente empleados en el marco conceptual teérico, que son
los de planes estratégicos y de direccién por objetivos, teniendo en cuenta
que en la administracién pdblica hay muchos tipos de planes que no consti-
tuyen propiamente planificacién estratégica y direccién por objetivos (NAVERA
Navera, 2015:41). Esta indefinicién se observa tanto en el articulo 6 de la ley
estatal de transparencia de 2013 como en el articulo 14 de la ley aragonesa
de 2015, y en el correspondiente articulo 48.3 de la Ley 5/2021 (2). Otra
critica se centra en el hecho que no se obligue a todas las administraciones
publicas a elaborar este tipo de planes estratégicos por objetivos (NAVERA

Navera, 2015:57).

Sea como fuere, en la gestidn publica cobra fuerza la idea de la accoun-
tability, término inglés que suele traducirse como rendicién de cuentas y que,
genéricamente, se orienta a asegurar que las administraciones pdblicas cumplen
con los estdndares adecuados de transparencia, participacién, razonabilidad
en la toma de decisiones y legalidad, y, sobre todo, que las normas y decisiones
que aprueban estdn sometidas a un control efectivo (PoNce Sot, 2014:20 y
DARNACULLETA | GARDELLA, 2016:18). El concepto de accountability estd intima-
mente ligado con el compromiso con la obtencién de resultados y objetivos
programados, en lugar de con la idea cldsica de responsabilidad (Naveira
Navera, 2015:42). Segin la ley aragonesa de transparencia, el principio de
responsabilidad y rendicién de cuentas obliga a la administracién a asumir
«de forma expresa sus obligaciones ante los ciudadanos y las ciudadanas y las
responsabilidades derivadas de sus decisiones y actuciones, promoviendo la
cultura de la evaluacién y estableciendo el principio de rendicién de cuentas»
(art. 2 k. Ley 8/2015).

El principio de evaluacién de resultados estd, en definitiva, intimamente
relacionado con el principio de planificacién y direccién por objetivos. Ambos

(2) Y de hecho, la pdgina web de transparencia <https://transparencia.aragon.es/
content/planificacion>, publica todo tipo de planes y programas departamentales o interde-
partamentales, con independencia de si son o no de cardcter estratégico y de gestién por
obijetivos. Por ejemplo, no tienen ese cardcter el Plan de Responsabilidad Social de Aragén
o el Plan General de Carreteras 2013-2024, que tampoco siguen la metodologia de la
direccién por objetivos.
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son las caras de una misma moneda: la de la eficacia y la eficiencia admi-
nistrativas. La ley aragonesa de transparencia lo define como «el proceso
integral de observacién, andlisis y consideracién de la intervencién publica,
encaminado a valorar su disefio, desarrollo y ejecucién, el cumplimiento de
sus objetivos, su impacto y las correcciones necesarias para la mejora de las
estrategias pUblicas» (art. 3 d) de la Ley 8/2015.

Los planes y programas que disefian los objetivos, el grado de cumpli-
miento de los mismos y los resultados obtenidos y la evaluacién de resultados
se deben aprobar periédicamente y ser publicados en el Portal de Transparen-
cia, junto con los indicadores de medida y valoracién. La competencia para
aprobarlos corresponde a los titulares de los departamentos y demds entidades
del sector publico institucional y, en su caso, a los érganos con competencia
especifica para ello en el dmbito de la Administracién de la comunidad auté-
noma. Segin el articulo 49 de la Ley 5/2021, los planes y programas se
aprobardn por orden del titular del departamento promotor de los mismos,
excepto cuando se trate de planes que afecten a varios departamentos, en
cuyo caso se aprobarén por acuerdo del Gobierno de Aragén.

Cuando de tales planes y programas se deriven consecuencias econémi-
cas, requerirdn del informe de la direccién general competente en materia de
presupuestos, en el que se analizard y valorard la sostenibilidad financiera de
acuerdo con lo previsto en la normativa de estabilidad presupuestaria, que en
Aragén estd integrada por la Ley 5/2012, de 7 de junio. También la actuacién
inversora de la comunidad auténoma debe ser objeto de una programacién
interdepartamental especifica, de cardcter anual o, en su caso, plurianual, con
el fin de conseguir que dicha inversién sea coordinada vy eficiente (art. 48.4
de la Ley 5/2021). Esta previsidén ya estaba en el texto refundido anterior
(art. 45.2 TRLACA.

Por Gltimo, la Ley 5/2021 incluye una referencia a la planificacién de la
administracién digital que corresponde al departamento con competencias en
materia de administracién electrénica y que obedece al objetivo fundamental
de la simplificacién (art. 48.2), en el marco de la Ley 1/2021, de simplifica-
cién administrativa.

No quiero terminar este apartado sin hacer una reflexién general sobre
esta moda de desarrollar politicas publicas a través de «planes», «acciones»,
«agendas» y «estrategias», documentos que escapan a las categorias cldsicas
de la ley, el reglamento y el acto administrativo. Explica Susana de la Sierra
(2022) que estos instrumentos se caracterizan por un uso retérico del lenguaie,
por su contenido difuso y, sobre todo, por diferir las acciones concretas hacia
el futuro. En general, se dice que propician procesos participativos, aunque no
siempre se concreta cudles han de ser su alcance y efectos. Suelen ir acompa-
fiados de la creacién de érganos ad hoc en los que se ven representados los
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intereses afectados y se someten a sistemas de evaluacién no estandarizados.
En otro lugar he manifestado mis dudas ante esta tendencia corporativista a
encomendar el control administrativo a instancias especializadas. Por eso,
es necesario sistematizar y perfilar convenientemente estas nuevas formas de
actuacién, porque sus confornos son imprecisos.

3. Auditorias administrativas

El contexto actual en el que las administraciones pdblicas desarrollan su
actividad —reduccién del déficit, control del endeudamiento, descentralizacién
y externalizacién en la gestién de servicios, etc. —, requiere una adaptacién de
los mecanismos de control establecidos para satisfacer las nuevas y crecientes
demandas de usuarios, tanto internos como externos (LopEz HERNANDEZ, OrTiz
Ropricuez, 2005:501).

Segun el articulo 52.1 de la ley 5/2021, los érganos administrativos se
someterdn periédicamente a controles, auditorias o inspecciones para evaluar
su eficacia en el cumplimiento de los obijetivos que les hayan sido asignados,
asi como su eficiencia en la utilizacién de los recursos disponibles.

Para poder hacer esta labor de control hay que definir unos criterios e
indicadores de evaluacién, que son distintos segin si se evalta la eficacia o
la eficiciencia de la actuacién administrativa. Mientras que los indicadores
que evaldan la eficacia los fija el titular del departamento competente en
materia de organizacién administrativa, los que evaldan la eficiencia se fijan
conjuntamente por los consejeros competentes en materia de organizacién
administrativa y hacienda (art. 52.3 de la Ley 5/2021). La evaluacién se erige
asi en la cldusula de cierre de la actuacién administrativa, no solo en términos
de legalidad, sino de eficacia y eficiencia, es decir: tomando como referencia
la consecucién de los objetivos del Estado Democrdtico y Social. Sin embargo,
en la prdctica se aprecia una ligera superioridad de los sistemas de evaluacién
centrados en el control del gasto pdblico y una casi inexistente evaluacién de
las politicas piblicas (Susana DE ta Sierra, 2022).

Los érganos encargados del control, auditoria e inspeccién se pueden
clasificar en dos tipos: externos e internos.

A) Organo de control externo: la Camara de Cuentas de Aragén

La Cdmara de Cuentas de Aragén es el principal érgano de control externo
de la actividad administrativa. El Estatuto de Autonomia lo define como «el
érgano fiscalizador de la gestién econémico-financiera, contable y operativa
del sector publico de la Comunidad Auténoma de Aragén», asi como de las
entidades locales del territorio aragonés, sin perjuicio de las competencias que
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en este dmbito ostente el Tribunal de Cuentas (art. 112 EAAr). La Camara de
Cuentas de Aragén depende directamente de las Cortes de Aragén y ejerce
sus funciones por delegacién. La Ley 11/2009, de 30 de diciembre, define su
régimen juridico y su reglamento interno fue aprobado por acuerdo de la Mesa
y de la Junta de Portavoces de las Cortes, de fecha 17 de diciembre de 2010.

En su labor fiscalizadora de la actuacién administrativa, la Cdmara de
Cuentas aplica las normas técnicas de auditoria del sector piblico, que regu-
lan, entre otros aspectos, los objetivos globales, el procedimiento de auditoria
o las responsabilidades del auditor. Segin el reglamento de la Cémara de
Cuentas, aplicard los principios y normas técnicas de auditoria que eventual-
mente apruebe (art. 18) y empleard los procedimientos que resulten idéneos,
tales como la auditoria financiera, de cumplimiento, operativa, de programas
presupuestarios y planes de actuacién, de sistemas y procedimientos de gestién
financiera, y de auditoria informdtica (art. 9).

La Camara de Cuentas ha sido definida como una «institucién externa no
coercitiva» que defiende los intereses de los ciudadanos y que actia siguiendo
el método anglosajén de buscar el problema y no el culpable. Por eso tiene
autoridad, pero le hace falta potestas, es decir, més herramientas para corregir
un incumplimiento reiterado de las normas para mejorar la accién administra-
tiva (GUrRea Bavona, 2015:366, Canales Auenpe, 2012:22). En efecto, faltan
recursos y voluntad de imponer correcciones detectadas por la Cémara de
Cuentas; los informes de fiscalizacién se publican con dos afios de diferencia
(en marzo de 2021 se publicé el informe correspondiente al ejercicio de 2019,
y asi sucesivamente), lo cual resta eficacia al papel de la camara (3).

B) Organos de control interno: la Intervencién General de Aragén
y la Inspeccién de Servicios

El control interno consiste en establecer un mecanismo de vigilancia dentro
de la propia organizacién para detectar los errores, evaluar los riesgos, y evitar
o minimizar los fallos con el fin de corregirlos (Barrio TaTO, BARRIO CARVAJAL,
2008:53). En todo caso, su eficacia dependerd de la utilidad efectiva que
sus destinatarios den a los informes de fiscalizacién (Diaz Zurro, 2012:51).

(3) Por otro lado, determinadas auditorias de la Cédmara de Cuentas suscitan inten-
sos debates politicos en el parlamento aragonés, como la relativa al Fondo de Inversiones
de Teruel, Fite (ejercicio 2016) <https://www.camaracuentasaragon.es/download/informes/
informe2018/Informe-de-fiscalizacion-del-Fondo-de-Inversiones-de-Teruel_FITE_firmado.pdf>,
que ya advertia de ciertas irregularidades relativas a la financiacién de Motorland. En octubre
de 2021 las Cortes de Aragén rechazaron una nueva auditoria externa que habian solicitado
algunos grupos parlamentarios.
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Los principales érganos de control interno en las administraciones pdblicas
son las intervenciones estatales, autonémicas y locales, que se integran en sus
respectivas administraciones aunque gozan de autonomia para el ejercicio de
sus funciones. Su objetivo es aportar garantias sobre el cumplimiento de la
legalidad y sobre la gestidn eficiente de los recursos piblicos.

La Intervencién General de Aragén es el principal érgano de control
interno de la actuacién de la comunidad auténoma, con funciones en materia
de fiscalizacién, contabilidad y control financiero segin la Ley de Hacienda
de Aragén, aprobada por Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio (arts.
67 y ss.). Aunque la intervencién se adscribe orgdnicamente al departamento
competente en materia de Hacienda, actia con plena autonomia (art. 15
LHacAr). Entre otras funciones, la Intervencién dirige las auditorias que se
realicen por indicacién del Gobierno de Aragén o del consejero competente
en materia de hacienda.

La direccién general de presupuestos del departamento competente en
materia de hacienda tiene también competencias para el andlisis y evaluacién
de las politicas de gasto.

Por su parte, la Inspeccién General de Servicios de la Comunidad Auté-
noma de Aragén ejerce competencias en materia de inspeccién y calidad de
los servicios. Segin el articulo 16.1 del Estatuto de Autonomia de Aragén,
todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a unos
servicios pUblicos de calidad y la ley 5/2013, de 20 de junio, de Calidad
de los Servicios Publicos, permite a los ciudadanos dirigirse a la Inspeccién
General de Servicios en caso de funcionamiento deficiente del servicio. El Plan
de Inspeccién de Servicios para los afios 2021-2024, aprobado por Orden
HAP/583/2021 (BOA n° 118, de 02/06/2021) regula cémo se tienen que
hacer las auditorias, sus tipos, la metodologia a aplicar y los resultados. Existen
dos tipos de auditorias: las funcionales, que tienen por objeto la correccién
de una determinada actuacién administrativa, y las de centros, que se cifien
a un determinado departamento u organismo. Ademds, el plan de inspeccién
ordena a realizar actuaciones en materia de personal, cartas de servicios y
en materia de ética piblica e integridad.

IV. ACTUACION ADMINISTRATIVA EXTERNA

Como he anunciado, el Titulo | de la Lley 5/2021 regula también la
actuacién administrativa ad extra, es decir, el estatuto de derechos de las
personas «en sus relaciones con la Administracién aragonesa» (arts. 53 y 54).

Se trata de una seleccién innecesaria de derechos que ya se reconocen en
la legislacién estatal bdsica: el derecho a relacionarse por medios electrénicos
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(art. 53 a) LPAC), el derecho de acceso a la informacién poblica (art. 13 d)
LPAC), en especial el conocimiento efectivo de los procedimientos y de los
servicios, y el derecho a la proteccién de datos personales (art. 13. h) LPAC).
Y ademds perturbadora, porque solo menciona un ndmero limitado de derechos
entre todos los que la LPAC reconoce a los ciudadanos y a los interesados en
sus relaciones con la Administracién.

Los principios de buena regulacién obligan a justificar muy bien el con-
tenido de las normas juridicas, evitando duplicidades. Segin el articulo 129
de la LPAC, en el ejercicio de la iniciativa legislativa y de la potestad regla-
mentaria, las administraciones piblicas actuardn de acuerdo con los principios
de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad juridica, transparencia,
y eficiencia. La adecuacién a dichos principios debe quedar acreditada en la
parte expositiva de las normas. Mucho antes, las Directrices de Técnica Nor-
mativa del Gobierno de Aragén (DTN), publicadas por Orden del Consejero
de Presidencia y Justicia de 31/05/2013 (BOA n° 119, de 19/06/2013), ya
advertian que las normas tienen que ajustarse a los principios de necesidad
y de seguridad juridica.

1. Derecho a relacionarse por medios electrénicos

En efecto, la Ley 5/2021 concreta el derecho a relacionarse por medios
electrénicos que ya reconocen los articulos 13.a) y 53 a) de la LPAC. El articulo
53.1 de la Ley 5/2021 dispone que los interesados «dispondrdan del Punto de
Acceso General de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén,
disponible en <www.aragon.es>, donde accederdn a la sede electrénica de
la Administracién y, en su caso, a las sedes asociadas». Este derecho de los
ciudadanos a relacionarse electrénicamente con la administracién se recoge
dos veces en el mismo titulo (arts. 51 y 53); por eso, creo que el articulo 51
de la Ley 5/2021 estaria mejor ubicado en el Capitulo IV del Titulo .

Recordemos también que la disposicién adicional segunda de la LPAC
y el articulo 58 del RD 203/2021 prevén la adhesién voluntaria a las sedes
electrénicas o sedes asociadas disponibles en la Administracién General del
Estado, mediante la formalizacién del correspondiente instrumento de adhesion.

En linea con la normativa anterior, la LPAC dispone que cuando los
interesados que no estén obligadas a relacionarse electrénicamente con las
Administraciones Piblicas, no dispongan de los medios electrénicos necesarios,
su identificacién o firma electrénica en el procedimiento administrativo podrd
ser vdalidamente realizada por el personal funcionario piblico mediante el uso
del sistema de firma electrénica. A estos efectos, la ley prevé que la Adminis-
tracién General del Estado, las comunidades auténomas y las entidades locales
mantengan actualizado un registro —u ofro sistema equivalente—, donde conste
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el personal funcionario habilitado para la identificacién o firma (art. 12.3
LPAC). El sistema impone, en definitiva, que existan funcionarios especialmente
habilitados para la identificacién y firma electrénica de los interesados y que se
deben inscribir en el Registro de Funcionarios Habilitados de Aragén, previsto
en la Ley 1/2021, de simplificacién administrativa (art. 53) (4). Por orden del
titular del departamento competente en materia de administracién electrénica se
regulard el sistema para identificar a tales funcionarios (art. 53.2 Ley 5/2021).

2. Derecho de acceso a la informacién publica

El articulo 13. d) de la LPAC reconoce el derecho de todos los ciudadanos
«al acceso a la informacién piblica, archivos y registros, de acuerdo con lo
previsto en la Lley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a
la informacién poblica y buen gobierno y el resto del Ordenamiento Juridico».
En términos muy parecidos, el articulo 54 de la Ley 5/2021 dispone que «las
personas tienen derecho a acceder a la informacién publica, a los archivos y
registros en los términos y con las condiciones establecidas en la Constitucién
y en la normativa sobre procedimiento administrativo, transparencia y derecho
de acceso a la informacién piblica».

3. En particular, el derecho al conocimiento efectivo de los pro-
cedimientos y de los servicios. Racionalizaciéon de los procedi-
mientos administrativos

El articulo 54.2 de la Ley 5/2021, algo desubicado desde una perspectiva
sistemdtica, garantiza «en particular, el conocimiento efectivo de los procedi-
mientos administrativos, de los servicios y de las prestaciones en el &mbito de
la Administracién». Este precepto hay que conectarlo con el articulo 50 del
mismo Titulo, sobre la racionalizacién de los procedimientos administrativos,
que hace responsable a la Comunidad Auténoma de Aragén «de la racionali-
zacién y agilizacién de los procedimientos administrativos y de las actividades
materiales de gestién» (art. 50.1 de la Ley 5/2021). Este derecho ya estaba
en el texto refundido de 2001 que acaba de ser derogado (art. 50 TRLACA).

La responsabilidad a la que se refiere el precepto podria ser patrimonial,
si el ciudadano sufre un dafio antijuridico, pero también disciplinaria por

(4) El registro de funcionarios habilitados fue creado por la derogada Ley 11/2007 de
22 de junio, de Acceso Electrénico de los Ciudadanos a los Servicios Piblicos, que obligaba
a cada administracién piblica a mantener actualizado dicho registro (art. 22). Actualmente
se regula por Orden PCM/1383/2021, de 9 de diciembre, por la que se regula el Registro
de Funcionarios Habilitados en el dmbito de la Administracién General del Estado, sus Orga-
nismos Piblicos y Entidades de Derecho Piblico.
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incumplimiento o retraso en la obligacién de resolver (art. 21.6 LPAC) o por
las demds causas previstas en el Estatuto Bésico del Empleado Publico. Por lo
que se refiere a los funcionarios habilitados para la identificacién o firma elec-
trénica, la ley les exonera de cualquier responsabilidad en cuanto al contenido
de la documentacién aportada por los interesados o la veracidad de lo que
estos declaren (art. 53.6 de la Ley 1/2021 de simplificacién). En estos casos,
la responsabilidad recae en las unidades competentes para la tramitacién y
resolucién de los procedimientos.

El departamento competente en materia de administracién electrénica
instard la revisién de los procedimientos administrativos con objeto de homo-
geneizar trdmites dentro de los mismos y de modificar las peticiones de identi-
ficacién de los ciudadanos, especialmente las que no se consideren necesarias
para la prestacién de los servicios publicos (art. 50.2). En concreto para los
procedimientos electrénicos, la Lley 5/2021 obliga a este departamento a
proponer criterios de racionalizacién que faciliten la prestacién de servicios
a la ciudadania.

El articulo 50.3 de la Ley 5/2021 apunta el problema del tratamiento
automatizado de datos. Segin este precepto, el departamento con competen-
cias en materia de administracién electrénica definird las condiciones necesa-
rias para que se puedan incorporar a la prestacién de servicios tratamientos
automatizados de datos que tengan por finalidad ofrecer de forma proactiva
servicios adaptados a las necesidades de las personas, empresas o entidades
interesadas, de acuerdo con las condiciones establecidas en la normativa de
proteccién de datos personales.

Por Gltimo, cabria hacer una reflexién sobre el impacto que el principio
de simplificacién puede tener sobre el procedimiento administrativo y si para
dar cumplimiento a dicho principio no deberia dejarse un mayor margen de
actuacién a las administraciones piblicas. Ya advertia Pareio Atronso (2016)
que el procedimiento comin que disefia la LPAC estd obsoleto. La supresién o la
aceleracién de tramites, la descarga burocrdtica y documental o la agilizacién
en procedimientos de escasa cuantia, exigen modelos de procedimientos mds
descentralizados y flexibles (DoménecH Pascuat, 2014 y Meuabo Ruiz, 2018).

El procedimiento administrativo electrénico estd sumido en una contra-
diccién interna dificil de salvar. Y es que la administracién electrénica no
tiene sentido sin una homogeneizacién o normalizacién de las herramientas
técnicas (esa «interoperabilidad» que exige la ley), que contrasta con la actual
disgregacién de los sistemas de tramitacién, registro, firma o identificacién
electrénica. Un andlisis del procedimiento electrénico en clave territorial revela
la pretensidn recentralizadora del legislador estatal, un «acoso recentralizador»
(FonpEevita ANTOLIN, 2019, que ha matizado el Tribunal Constitucional en su STC
55/2018. Pero insisto en que la tramitacién electrénica de los procedimientos
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administrativos tiende al «<monopolio natural» —si se me permite la expresién—,
de las soluciones tecnoldgicas, no solo como via para garantizar la igualdad
de derechos de los interesados en el procedimiento comin, sino como efecto
de los elevadisimos costes econédmicos y de la complejidad para desarrollar
en solitario aplicaciones informdticas (Moreu CArBONEL, 2021).

4. Derecho a la protecciéon de datos de carécter personal

El articulo 55.1 de la Ley 5/2021 reconoce el derecho a la proteccién de
datos de cardcter personal «de acuerdo con la normativa vigente en materia
de proteccién de datos y, en particular, a la seguridad y confidencialidad de
los datos que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones utilizados por la
Administracién». Asimismo, las obligaciones de transparencia administrativa
tienen como limite la proteccién de datos de cardcter personal (art. 55.2).

No acabo de entender la utilidad del reconocimiento de este derecho
en la ley 5/2021, que no afiade nada al régimen juridico sectorial de la
proteccién de datos o de la transparencia administrativa.

V. FORMAS DE EJERCICIO DE LA ACTUACION ADMINISTRATIVA

Los articulos 56 a 58 de la Ley 5/2021 regulan las formas de la actua-
cién administrativa. Estamos ante la principal novedad del Titulo |, en contraste
con la regulacién anterior del texto refundido. La propia parte expositiva de
la Ley 5/2021 destaca esta novedad que consiste en sistematizar las formas
de ejercicio de la actividad administrativa. Nétese que aqui la ley emplea el
término «actividad» en lugar de «actuacién», en un sentido amplio.

El articulo 56 de la Ley 5/2021 establece que la Administracién piblica
de la Comunidad Auténoma de Aragén podrd realizar su actividad de las
siguientes formas:

a) Mediante gestién directa o con medios propios.

b) Mediante gestién indirecta, con arreglo a alguna de las férmulas esta-
blecidas en la normativa sobre contratos del sector piblico.

c) Mediante acuerdos de accién concertada con entidades piblicas o con
entidades privadas sin &nimo de lucro para la prestacién a las personas de
servicios conforme a su normativa especifica.

De la gestién indirecta de servicios y actividades no voy a hacer aqui nin-
guna mencidn, puesto que la Ley 5/2021 se remite integramente a las férmulas
establecidas en la normativa de contratos del sector piblico. Me limitaré, por
tanto, a exponer el régimen de los medios propios y de la accién concertada,
que son las novedades més resefiables y las que merecen atencién.
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1. Gestién directa. En especial, los encargos a medios propios

Segun la ley 5/2021, los encargos de ejecucién a medios propios son
una férmula equivalente a la gestién directa de servicios publicos.

Como no podia ser de otra manera, el articulo 57 se remite a la normativa
de contratos del sector piblico y se limita a admitir la posibilidad de que las
entidades del sector piblico aragonés encarguen «la ejecucién de prestaciones
propias de un contrato piblico a quienes ostenten la condicién de medios
propios» (art. 57.1 Ley 5/2021).

Este precepto no aporta nada a lo que regula la Ley estatal 9/2017 de
Contratos del Sector Piblico, LCSP, y la ley bdsica del régimen juridico del
sector publico (Ley 40/2015, LRJSP).

La ejecucién directa de servicios y actividades a través de medios pro-
pios se puede hacer tanto a medios personificados (arts. 32 y 33 LCSP) es un
sistema de cooperacién vertical que exige el oportuno acuerdo de encargo
(TENA Piazuelo, 2018: 304).

Segun la LCSP, los poderes adjudicadores podrén organizarse ejecutando
de manera directa prestaciones propias de los contratos valiéndose de otra
persona juridica distinta a ellos, ya sea de derecho publico o de derecho pri-
vado, siempre y cuando la persona juridica que utilicen merezca la calificacién
juridica de medio propio personificado (art. 32 LCSP). No es oportuno en una
obra de estas caracteristicas, dedicada a las novedades de la Ley 5/2021,
desarrollar el régimen juridico de los medios propios, sino Unicamente detec-
tar si la nueva ley introduce novedades dignas de mencién. Y aparte de las
remisiones a la legislacién contractual, que marcard el concepto y el régimen
juridico del medio propio, la Ley 5/2021 dispone que:

® los encargos de importe superior a tres millones de euros requerirdn

autorizacién previa del Gobierno de Aragén (art. 57.2).

* Los medios propios percibirdn por la realizacién del encargo el importe
de los costes directos e indirectos en que hubieren incurrido, mediante
un sistema de farifas que se desarrollard reglamentariamente (art. 57.4).

* La competencia para formalizar los encargos corresponde a los titulares
de los departamentos y presidentes de los organismos publicos (art.
57.5).

® El encargo deberd publicarse necesariamente en el perfil del contratante
de la Comunidad Auténoma de Aragén (art. 57.6).

e Podrdn realizarse anticipos del pago de hasta el diez por ciento de la
primera anualidad correspondiente a cada encargo de ejecucién.

e Por razones de eficacia y eficiencia en la gestién presupuestaria, cuando
la actuacién se financie total o parcialmente con fondos finalistas, previa
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autorizacién del Gobierno de Aragén, el encargo de ejecucién podrd
prever el reconocimiento de la obligacién de pago de forma anticipada
de la totalidad del coste de la actuacién o, en su caso, de la totalidad
del importe del coste financiado con fondos finalistas, estableciendo
en tal caso las garantias y medidas precisas de seguimiento, control y
liquidacién al término de la ejecucién.

* No se exigirdn garantias a las entidades integrantes del sector piblico
autonémico, ni cuando la normativa reguladora del gasto de que se
trate asi lo establezca (art. 57.7).

La disposicién adicional segunda de la Ley 2/2022, de 19 de mayo, de
desarrollo de la ley de simplificacién administrativa de Aragén, regula especi-
ficamente los encargos a medios propios y las relaciones con las sociedades
mercantiles pdblicas, que también pueden promover los encargos a medios
propios. A estos efectos, se prevé la creacién de un catdlogo que debe aprobar
el Gobierno de Aragén y la aprobacién de un reglamento que desarrolle el
sistema de tarifas de compensacién de los encargos.

La LCSP advierte también que el medio propio se regula «sin perjuicio
de los requisitos establecidos para los medios propios del dmbito estatal en
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico».
En efecto, la LRJSP incorpora la regulacién de los medios propios y servicios
técnicos de la Administracién. Como novedad, la creacién de un medio propio
o su declaracién como tal deberd ir precedida de una justificacién de que la
entidad resulta sostenible y eficaz, de acuerdo con los criterios de rentabilidad
econémica, y que resulta una opcién mads eficiente que la contratacién piblica
o que concurren ofras razones excepcionales que justifican su existencia (art.
86 LRISP). Por otro lado, cuando la LRJSP regula la encomienda de gestidn,
advierte, en particular, que «no podrdn tener por objeto prestaciones propias
de los contratos regulados en la legislacién de contratos del sector piblico»
(art. T1.1. LRISP).

Sobre las dificultades para delimitar la técnica del medio propio se pro-
nuncié la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragén n® 114/2020
(ECLI:ES:TSJAR:2020:291), relativa a una encomienda de gestién del servicio
de limpieza viaria del municipio de Huesca al denominado consorcio para la
Gestién de Residuos Sélidos Urbanos de la Agrupacién nim. 1 de Huesca, a
través de su medio propio, la empresa piblica GRHUSA. La sala concluye que
la sociedad piblica GRHUSA podria ser considerada medio propio del consor-
cio, en contra del criterio del Tribunal Administrativo de Contratos de Aragén.

La Ley 5/2021 no ha incorporado una disposicién adicional equivalente
a la disposicién adicional sexta de la LRJSP, que especificamente obliga a que
los medios propios existentes se adapten a la nueva regulacién en un plazo
de tiempo. No obstante, la disposicién adicional cuarta de la Ley 5/2021,
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en conexién con la transitoria segunda, si prevé un plazo de dos afios para
la adaptacién de las «entidades y organismos pdblicos existentes».

En todo caso, los encargos a medios propios no dejan de plantear pro-
blemas juridicos. El «Informe de fiscalizacién de los encargos o encomiendas
contractuales a medios propios formalizados por la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma de Aragén en 2013», elaborado por la Cdmara de Cuentas
de Aragédn (2015) detectd que de las 28 encomiendas de gestién de contenido
materialmente contractual fiscalizadas, ocho no se habian tramitado como tal,
sino a través de ofras figuras y procedimientos como los convenios de colabo-
racién. La Circular 2/2017, de la Intervencién General de la Comunidad Auté-
noma de Aragén, en relacién con los encargos de ejecucién a medios propios,
reconocia que «existe una cierta inseguridad juridica en lo que se refiere a la
regulacién de este tipo de relaciones por lo que su control resulta una tarea
compleja, polémica y en muchos casos de gran repercusién préctica». De hecho,
estos expedientes han sido, con mucha frecuencia, objeto de reparo y discre-
pancia con las negativas consecuencias que de ello se deriva en su tramitacién.

2. La accién concertada

La Ley 5/2021 regula los acuerdos de accién concertada con entidades
pUblicas o con entidades privadas sin dnimo de lucro para la prestacién de
servicios a las personas. Segun el articulo 58 de la Ley, los acuerdos de accién
concertada son instrumentos organizativos de naturaleza no contractual previs-
tos especialmente para la prestacién de servicios de cardcter social o sanitario.
Aparte de indicar que la accién concertada deberd respetar las «garantias
de no discriminacién, transparencia y eficiencia en la utilizacién de fondos
pUblicos que atienden a la consecucién de objetivos sociales y de proteccién
ambiental» la Ley 5/2021 no regula nada mds y se remite a la legislacién
sectorial especifica. El precepto es précticamente idéntico al articulo 3 de la
Ley 11/2016, de 15 de diciembre, de accién concertada para la prestacién
a las personas de servicios de cardcter social y sanitario, que junto con sus
disposiciones reglamentarias de desarrollo, constituye el marco sectorial vigente
de la accién concertada en Aragén (5).

(5) Su antecedente es el Decreto-ley 1/2016, de 17 de mayo, sobre accién concertada
para la prestacién a las personas de servicios de cardcter social y sanitario, cuya urgencia se
justificaba para «clarificar que la accién concertada presenta una naturaleza distinta de los
contratos publicos, asi como determinar los principios a los que deberd ajustarse su celebra-
cién». El Decreto-ley fue convalidado por las Cortes de Aragén y posteriormente tramitado
como proyecto de ley.

La ley ha sido desarrollada por el Decreto 62/2017, de 11 de abril, sobre Acuerdos de
Accién Concertada de Servicios Sanitarios y Convenios de Vinculacién con entidades piblicas
y entidades sin &nimo de lucro, y por la Orden CDS/124/2021, de 22 de febrero, que regula
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Conforme a la Ley 11/2016 y a la Ley 5/2021, los acuerdos de gestién
concertada se formalizan en documento administrativo y que solo pueden cele-
brarse con entidades pdblicas o con entidades privadas sin dnimo de lucro. La
publicidad de estos acuerdos de accién concertada y de los procedimientos
en tramitacién se hace a través de la web de transparencia del Gobierno de
Aragén (6).

El modelo de colaboracién piblico-privada con el tercer sector siempre
ha sido un asunto polémico. Como afirma Gimeno Feut (2018: 55) el debate
juridicotécnico exige alejarse de posturas maximalistas: ni la gestién indirecta
en colaboracién con el sector privado es siempre mds econémica o eficiente,
ni todos los servicios son mads eficientes y sostenibles con gestién directa o
mediante su «encargo» a entidades del tercer sector sin dnimo de lucro. Es
necesario analizar cada caso con la adecuada perspectiva de respeto del
equilibrio entre los distintos principios e intereses en juego (7).

Ante todo, el modelo debe ser analizado a partir del derecho de la
UE (Teiepor Bietsa, 2015). La jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la UE
admite que resulta conforme con el derecho europeo una normativa nacional
que permita la adjudicacién de determinados servicios publicos en los dmbitos
social y sanitario a entidades sin &nimo de lucro o de voluntariado, mediante

la accién concertada en materia de prestacién de servicios sociales en Aragén. La anterior
Orden CDS/2042/2017 fue declarada nula por sentencia del Tribunal Superior de Justicia de
Aragén n° 269/2020 (ECLI:ES:TSJAR:2020:598) por insuficiencia de la memoria econémica,
como ya habia advertido el Consejo Consultivo de Aragén en su dictamen n° 186/2017.

(6) Entre los afios 2017 y 2021 han celebrado un total de 27 acuerdos de accién
concertada para la prestacién de servicios sociales y sanitarios, de contenido diverso, como
el servicio de puntos de encuentro familiar, el programa de prevencién del absentismo escolar
o el servicio de atencién inmediata a menores extranjeros no acompafados.

(7) El Tribunal Administrativo de Contratos Pdblicos de Aragén, TACPA, en su acuerdo
n° 53/2016, de 31 de mayo, desestimé el recurso especial interpuesto por el Consejo de
Colegios de Abogados de Aragén contra la licitacién del contrato de servicios denominado
«Prestacién del servicio de asesoramiento juridico individualizado a mujeres, para los ejercicios
2016y 2017, convocado por el Instituto Aragonés de la Mujer (IAM). Hasta el afio 2015, este
servicio de asesoramiento se adjudicaba directamente al Consejo de Colegios de Abogados
de Aragén, mediante procedimiento negociado sin publicidad por razén de la especificidad
técnica. El TAPCA rechaza que los servicios juridicos estén expresamente excluidos del dmbito
de aplicacién de la Directiva de contratacién publica. Por lo que aqui interesa, el TAPCA va
més alld y niega que las actividades realizadas por los colegios de abogados revistan una
condicién de interés piblico o estén amparadas en el interés general, sefialando que, sin per-
juicio de su naturaleza de corporaciones de derecho publico, los colegios «realizan actividades
fundamentalmente de naturaleza privada y, en cuanto primen los intereses profesionales sobre
los de la colectividad, se encuentran sometidos, como cualquier operador econémico, a las
normas que rigen la licitacién y adjudicacién de los contratos, conforme a los principios de
publicidad y concurrenciax. Es inevitable relacionar esta controversia con la Ley 11/2016 y
con el debate sobre si este servicio tiene cabida dentro del dmbito de la accién concertada.
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procedimientos de adjudicacién directa y sin publicidad, «siempre que el marco
juridico y convencional en el que se desarrolla la actividad de esos organis-
mos contribuya efectivamente a la finalidad social y a la consecucién de los
objetivos de solidaridad y de eficacia presupuestaria en los que descansa esa
normativa» (por todas, STJUE de 11 diciembre de 2014, ECLI:EU:C:2014:2440
y STJUE de 28/01/2016 ECLI:EU:C:2016:56).

Por ofro lado, las empresas mercantiles que prestan servicios sociales
—més del 75% de los servicios sociales son prestados por PYMES —conside-
ran contrario al principio de no discriminacién el hecho de que la ley solo
permita suscribir acuerdos de gestién concertada con entidades puoblicas o
con entidades privadas sin dnimo de lucro. De hecho, durante el trémite de
elaboracién parlamentaria de la ley se presenté una enmienda de modificacién
para permitir la celebracién de acuerdos de accién concertada, no solo con
los sujetos que ahora mismo contempla, sino también con entidades privadas
de iniciativa social y de iniciativa mercantil, que fue rechazada (8).
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RESUMEN: Dentro del estrecho margen que queda entre la legislacién basica
de régimen juridico de las Administraciones pdblicas y procedimiento administrativo
comun, el legislador aragonés ha introducido por medio de la Ley 5/2021, de 29 de
junio, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragén,
precisiones organizativas, pero que también afectan al régimen juridico. Especialmente
en el régimen de los organismos publicos, respecto a los cuales se establece un amplio
régimen de tutela, atribuyéndose al consejero competente por razén de la materia tanto
resolver sobre su eventual responsabilidad patrimonial como resolver los recursos de
alzada contra las decisiones de sus érganos superiores.

Palabras clave: procedimiento administrativo; revisién de los actos administrativos;
revocacién de los actos administrativos.

ABSTRACT: Being an essentially organizational law, Act 5/2021, of June 29, on
the Organization and legal Regime of the Public Sector of Aragon, also contains relevant
elements of the legal regime of administrative action. The clarifications on the regime
of public bodies can be highlighted, whose regime supposes a greater control of their
actions by the members of the Government of the Autonomous Community.

Key words: administrative procedure; review of administrative acts; revocation of
administrative acts.
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I. POTESTADES, ACTOS Y PROCEDIMIENTO: POTENCIA Y ACTO

Las potestades, como poderes tipicos conferidos a las distintas Administracio-
nes publicas por medio de una norma con rango legal, y el acto administrativo
como su plasmacién concreta en un supuesto especifico de ejercicio, son dos
momentos —potencia y acto— a través del movimiento a través del que se articula
el poder juridico, materializando la posibilidad acordada por el ordenamiento
juridico de actuar sobre la realidad juridica, produciendo efectos juridicos rele-
vantes, como formulé Santi RomaNo en la voz «Poteri, potesta» de sus Frammenti
di un dizionario giuridico (1). Ambos momentos del poder juridico tienen un nexo
vertebrador que es el procedimiento administrativo, que es un elemento esencial
del régimen juridico aplicable en su ejercicio, el aplicable con cardcter previo
como elemento de garantia del principio de legalidad. Ese mismo principio de
legalidad se garantiza a posteriori por medio de las potestades de revisién y
los recursos administrativos, por medio de los cuales —sea a instancia de par-
ticulares o de oficio— se verifica la regularidad de la produccién y contenidos
de los actos administrativos, corrigiendo las posibles disfunciones.

Il. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: ELEMENTOS INTERPRE-
TATIVOS

Desde las perspectivas légica y juridica, el procedimiento administra-
tivo cumple una triple funcién. Las Administraciones publicas, como cualquier
persona juridica, tienen que actuar necesariamente siguiendo procedimientos
para formar su voluntad y adoptar decisiones que, precisamente por haber
seguido ese procedimiento, sean imputables a la propia persona. No sélo
eso en el caso de las Administraciones publicas, sino que dada la vinculacién
del principio de legalidad y la funcién tuitiva del interés general que les ha
sido conferida, el procedimiento debe asegurar la legalidad y acierto de los
actos administrativos y otras resoluciones adoptadas por las Administraciones
pUblicas. A todo lo anterior, en el caso del procedimiento administrativo se
une una imprescindible funcién de garantia: la Administracién publica ha sido
dotada por el ordenamiento juridico de las potestades a que antes se aludia y
que le permiten incidir unilateralmente en el estatuto juridico de ofros sujetos de
derecho y el procedimiento debe asegurar —en la medida de lo posible— que
esas potestades se ejerzan, no sélo respetando los derechos de los afectados,
sino incluso sus infereses hasta donde ello sea posible.

Esa pluralidad de funciones hace que las competencias normativas para
la conformacién de los procedimientos sean compartidas entre los legisladores

(1) Romano, 1947, p. 172.
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que se superponen en nuestro ordenamiento plural. La legislacién sectorial no
parte de cero en materia de procedimiento, no existe una libertad absoluta —ni
siquiera una relativa— para configurar de forma distinta los mecanismos inter-
nos de actuacién administrativa en funcién de las peculiaridades de un concreto
sector de actividad administrativa. Se superponen varias capas. Entre el nivel
de legislacién bdsica —establecida por el Estado— y el nivel de legislacién
sectorial —conformado en muchos casos por el legislador autonémico— esté
la legislacién autonémica general, estableciendo reglas generales de organi-
zacién y, en menor medida, de procedimiento a aplicar por la Administracién
de la Comunidad Auténoma. Este es el nicho de la Ley 5/2021, de 29 de
junio, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico
de Aragén, en la que se ha renunciado a establecer reglas generales que
pudieran haber afectado, al menos en cuestiones puntuales, a las entidades
locales aragonesas. Se ha optado en consecuencia por una Ley de conteni-
dos esencialmente organizativos, aunque con determinadas precisiones en el
procedimiento administrativo. Las competencias estatales autonémicas no sélo
han debido ser tenidas en cuenta para aprobar la Ley, sino que también son
un elemento de su interpretacién.

lll. CARACTERIZACION DE LA REGULACION DE POTESTADES Y ACTOS
ADMINISTRATIVOS CONTENIDA EN LA LEY 5/2021

Al legislador estatal le corresponde «el procedimiento administrativo
comdn, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organizacién pro-
pia de las Comunidades Auténomas» de acuerdo con el art. 149.1.18 de la
Constitucién. La interpretacién de la cldusula dependerd de la extensién que
demos al adjetivo «comin» —que ha mostrado una considerable vis expansiva
(GonzAlez Rios, 2018, 127)— vy al sustantivo «organizacién». Sin embargo,
no es el Unico elemento a considerar.

El contenido minimo indisponible de la autonomia —incluso de la que
sea meramente administrativa, mds en el caso de autonomia politica— es la
auto-organizacién, que en nuestro ordenamiento estd constitucionalmente garan-
tizada no sélo a las comunidades auténomas, sino a las entidades locales, que
también tienen una considerable capacidad de modificar su propia organiza-
cién, si bien mucho menor que la que estd a disposicién de los legisladores
autondémicos. Respecto a éstos, su competencia para configurar la organizacién
de la Administracién de la Comunidad Auténoma no debe entenderse como
lo puramente orgdnico, sino que supone también una clara capacidad de
adaptar los procedimientos administrativos en funcién de las peculiaridades
de la materia especifica sobre la que se haya de decidir, como se reconoce
claramente en la legislacién bésica general en materia de actuacién y proce-
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dimiento administrativo, aunque condicionando el rango de la norma a utilizar
para ello. De acuerdo con el art. 1.2 de la ley 39/2015, de 1 de octubre,
del Procedimiento Administrativo Comdn de las Administraciones Pdblicas:

«Solo mediante ley, cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la
consecucién de los fines propios del procedimiento, y de manera motivada, podrén
incluirse trdmites adicionales o distintos a los contemplados en esta Ley. Reglamen-
tariamente podrdn establecerse especialidades del procedimiento referidas a los
érganos competentes, plazos propios del concreto procedimiento por razén de la
materia, formas de iniciacién y terminacién, publicacién e informes a recabars.

Por tanto, las facultades normativas de la Comunidad Auténoma estdn
condicionadas segin la fuente que se use para realizar esa adaptacién a su
propia esfera de competencias e intereses. En el caso de la Ley 5/2021, de 29
de junio, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico
de Aragén, el rango legal permitiria una mayor capacidad normativa desde
esta perspectiva.

Sin embargo, en principio esa ley por medio de la que se pueden incluir
trémites adicionales o distintos no seria una ley general de procedimiento,
sino que ese papel incumbe primordialmente las leyes sectoriales, que per-
miten —aunque sea dentro de unos limites— incluir «trdmites adicionales o
distintos». Seria el caso de los «poderes de veto» conferidos a determinados
organismos u érganos supervisores en los sectores financieros, como los que
tienen sobre la adquisicién de participaciones significativas en entidades
aseguradores o reaseguradoras la Direccién General de Seguros y Fondos
de Pensiones (art. 85.2 de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenacién,
supervisién y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras),
en sociedades que administren mercados secundarios oficiales, en los depo-
sitarios centrales de valores o en una empresa de servicios y actividades de
inversién la Comisién Nacional del Mercado de Valores (art. 48.1, 99 y
176 del Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley del Mercado de Valores) o en entida-
des de crédito por el Banco de Espafia conjuntamente con el Banco Central
Europeo (art. 16 a 20 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenacién,
supervisién y solvencia de entidades de crédito), poderes de veto que no
se corresponden con ninguno de los mecanismos de actuacién previstos y
regulados en la Ley 39/2015 de procedimiento administrativo comin. No
existen ejemplos equivalentes en la legislacién aragonesa ni en la de otras
comunidades auténomas, quizd también porque partimos de una cultura
administrativa comdn, cuya raiz estd en la Ley de 17 de julio de 1958 sobre
procedimiento administrativo, que es una parte esencial de nuestra tradicién
juridica y que ha configurado muy profundamente las formas de actuacién
de las Administraciones pUblicas espafiolas.
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Es claro que las leyes sectoriales o sus reglamentos de desarrollo pueden
establecer una variedad de precisiones adicionales para adaptar el procedi-
miento general a la materia especifica, como se reconoce expresamente en el

art. 1.2 de la Ley 39/2015.

En este sentido, el cardcter «comin» de los procedimientos funciona mds
como una habilitacién para que mediante la legislacién bésica se establez-
can los elementos estructurales y de garantia del procedimiento que como
una habilitacién competencial para regular exhaustivamente una determinada
materia, el procedimiento. No obstante, el procedimiento «comin» es también
el procedimiento «general», la regulacién que se aplica directamente en todo
tipo de procedimientos cuando no existen normas especificas que de alguna
manera formalicen el procedimiento preciso para el ejercicio regular de una
determinada potestad.

De todo lo dicho se desprende que a las leyes autondmicas «generales»,
a través de las que no se estd haciendo uso de competencias de regulacién
sectorial, lo que les queda fundamentalmente es lo organizativo y es a eso
a lo que responden principalmente las previsiones de la Ley 5/2021, de 29
de junio, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico
de Aragén.

En lo que no es propiamente procedimiento, sino régimen juridico de la
accién administrativa —aunque a menudo sea dificil plasmar la distincién en
la practica—, la competencia del Estado es meramente basica: le corresponde
establecer las «bases del régimen juridico de las Administraciones publicas»,
lo que supone que en lo no previsto en esas bases se puede hacer una con-
crecién o desarrollo que no contradiga lo previsto en la legislacién estatal. En
este apartado entrarian las precisiones realizadas por el legislador aragonés
respecto a la revocacién de los actos no favorables, a cuyo ejercicio se dota
de mayores cerfezas que las existentes en la legislacién estatal: se prohibe su
delegacién en el art. 12.1, f) —igual que se hace con la revisién de actos nulos
o la declaracién de lesividad en el art. 12.1, e)—, se sujeta a prescripcién la
revocacién de los actos que no sean nulos e implicitamente se circunscribe la
revocacion a actos invélidos en el art. 62.2, como se desarrolla mds adelante.
En la misma linea, respecto a la responsabilidad patrimonial de la Adminis-
tracién piblica, corresponde al legislador estatal la fijacién del «sistema de
responsabilidad de todas las Administraciones publicas», lo cual va mucho
mds alld del establecimiento de las bases. No obstante, también en ese caso
existe colaboracién del legislador autondmico. Ciertamente, la responsabilidad
en nuestro derecho se reconoce para la compensacién de las lesiones que
los particulares «no tengan el deber juridico de soportar de acuerdo con la
Ley» y esa Ley no tiene que ser estatal, sino que puede ser autonémica. Sin
embargo, esa Ley autondmica casi necesariamente serd una Ley sectorial, por
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lo que las posibilidades de regulacién en una ley autonémica general como la
Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector
Piblico Autonémico de Aragén son muy limitadas. El cambio fundamental es
de procedimiento: el cambio en el umbral a partir del cual se deberd solicitar
el dictamen del Consejo Consultivo de Aragén.

IV. EL CONDICIONANTE COMPETENCIAL DE LA LEY 5/2021: LA COM-
PETENCIA DE AUTO-ORGANIZACION Y LA DIFICULTAD DE ESTA-
BLECER ESPECIALIDADES SECTORIALES EN UNA LEY GENERAL

En el art. 149.1.18 de la Constitucién se reserva al Estado la competen-
cia exclusiva sobre «el procedimiento administrativo comin, sin perjuicio de
las especialidades derivadas de la organizacién propia de las Comunidades
Auténomasy». Como consecuencia, las Comunidades Auténomas han asumido
en sus Estatutos, como competencia exclusiva, las normas de procedimiento
administrativo derivadas de las especialidades de su organizacién. En este
sentido, en la Ley Orgdnica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto
de Autonomia de Aragén, articulo 71, relativo a las competencias exclusivas,
se recoge como materia 7.° la siguiente: «El procedimiento administrativo
derivado de las especialidades de la organizacién propia». No es la Unica
mencién al procedimiento en el Estatuto de Aragdn vigente: en el articulo 75,
relativa a competencias compartidas también aparece: «12.% Régimen juridico,
procedimiento, contratacién y responsabilidad de la Administracién Piblica de
la Comunidad Auténomas.

Ciertamente, no son las especialidades resultado del ejercicio de su potes-
tad de auto-organizacién el origen fundamental de las competencias normativas
con que cuentan las Comunidades Auténomas en materia de procedimiento
administrativo, sino la distincién entre procedimiento administrativo «comdn»
y procedimientos «especiales» implicita en la formulacién constitucional de la
competencia del Estado. La jurisprudencia constitucional sobre la distincidn
entre los conceptos de comin y especial a efectos competenciales se formé en
tres momentos sucesivos, de los que provienen los tres componentes fundamen-
tales que la conforman, incorporados por los pronunciamientos posteriores (2).

Primero, la distincién entre procedimiento administrativo comidn y espe-
ciales «por razén de la materia», formulada en la STC 227/1988, de 29 de
noviembre, sobre la Ley de Aguas. Segundo, la admisién de normas integrantes
del procedimiento administrativo comin «especiales por razén de la mate-
ria», presentes en la legislacién sectorial del Estado, que aparece en la STC

(2) Valencia, 2019, p. 18.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN| 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 238-264 243



GERARDO GARCIA ALVAREZ

61/1997, de 20 de marzo, sobre el Texto Refundido de la Ley del Suelo de
1992. Tercero, la existencia de normas de procedimiento administrativo comin
«singulares» o referentes a ciertas modalidades de la actividad administrativa,
llevada a cabo por la STC 130/2013, de 4 de junio, sobre la Ley General
de Subvenciones de 2003.

Mediante la STC 227/1988, de 29 de noviembre, se resolvieron de
manera acumulada varios recursos de inconstitucionalidad interpuestos frente
a la ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas, y tres conflictos positivos de
competencia planteados por el Gobierno Vasco frente a disposiciones reglamen-

tarias de desarrollo, entre ellas, el Reglamento del dominio poblico hidraulico,
aprobado por Real Decreto 849/1986, de 11 de abril.

En este Reglamento no se hacia ninguna salvedad de las competencias
reconocidas por la Ley a las Comunidades Auténomas sobre las cuencas
intracomunitarias ni acotaba su aplicacién al dominio poblico hidrdulico de
competencia estatal, se regulaban entre otras cosas las distintas clases de
procedimientos administrativos «en materia de utilizacién de las aguas, policia
demanial u otras materias conexas». En el fundamento 32 de la Sentencia se
establece el criterio que sigue siendo fundamental a este respecto:

«La resolucién de esta controversia exige determinar ante todo lo que debe
entenderse por “procedimiento administrativo comin”, a los efectos prevenidos en
el citado art. 149.1.18 de la Constitucién. El adjetivo “comin que la Constitucién
utiliza lleva a entender que lo que el precepto constitucional ha querido reservar
en exclusiva al Estado es la determinacién de los principios o normas que, por un
lado, definen la estructura general del iter procedimental que ha de seguirse para
la realizacién de la actividad juridica de la Administracién y, por ofro, prescriben
la forma de elaboracidn, los requisitos de validez y eficacia, los modos de revisién
y los medios de ejecucién de los actos administrativos, incluyendo sefialadamente
las garantias generales de los particulares en el seno del procedimiento. Ahora
bien, sin perjuicio del obligado respeto a esos principios y reglas del “procedi-
miento administrativo comdn”, que en la actualidad se encuentran en las Leyes
generales sobre la materia —lo que garantiza un tratamiento asimismo comin de
los administrados ante todas las Administraciones pdblicas, como exige el propio
art. 149.1.18—, coexisten numerosas reglas especiales de procedimiento aplica-
bles a la realizacién de cada tipo de actividad administrativa ratione materiae. La
Constitucién no reserva en exclusiva al Estado la regulacién de estos procedimientos
administrativos especiales. Antes bien, hay que entender que ésta es una compe-
tencia conexa a las que, respectivamente, el Estado o las Comunidades Auténomas
ostentan para la regulacién del régimen sustantivo de cada actividad o servicio
de la Administracién. Asi lo impone la l6gica de la accién administrativa, dado
que el procedimiento no es sino la forma de llevarla a cabo conforme a Derecho.

De lo contrario, es decir, si las competencias sobre el régimen sustantivo de la
actividad y sobre el correspondiente procedimiento hubieran de quedar separadas,
de modo que al Estado correspondieran en todo caso estas Gltimas, se llegaria al
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absurdo resultado de permitir que el Estado pudiera condicionar el ejercicio de
la accién administrativa autonémica mediante la regulacién en detalle de cada
procedimiento especial, o paralizar incluso el desempefio de los cometidos propios
de las Administraciones autondmicas si no dicta las normas de procedimiento
aplicables en cada caso. En consecuencia, cuando la competencia legislativa
sobre una materia ha sido atribuida a una Comunidad Auténoma, a ésta cumple
también la aprobacién de las normas de procedimiento administrativo destinadas
a ejecutarla, si bien deberdn respetarse en todo caso las reglas del procedimiento
establecidas en la legislacién del Estado dentro del dmbito de sus competencias.

Se establece la distincién entre el procedimiento administrativo comuin,
de competencia estatal ex art. 149.1.18 CE, y los procedimientos especiales
por razén de la materia, cuya regulacién corresponde al legislador sectorial
competente en cada caso, con respeto a las normas integrantes del procedi-
miento administrativo comdn. En realidad, esta doctrina del cardcter accesorio
del procedimiento respecto del régimen sustantivo venia ya siendo afirmado
por el Tribunal Constitucional en dmbitos especificos, como la determinacién
de las posibles causas de utilidad poblica o interés social a efectos expro-
piatorios (STC 37/1987, de 26 de marzo, FJ 6). La razén, como se expresa
en la Sentencia citada, es evitar un condicionamiento indebido de las com-
petencias sustantivas.

Un segundo aspecto relevante de la STC 227/1988 es que no excluye
la existencia de normas de procedimiento administrativo comin fuera de las
leyes administrativas «generales» como la entonces vigente Ley de 17 de julio
de 1958 sobre Procedimiento Administrativo, sino que admite la posibilidad
de que hayan sido establecidas en normas estatales sectoriales. Respecto a la
impugnacién por el Gobierno Vasco de la fijacién de la cuantia méxima de
las multas coercitivas, el Tribunal Constitucional reconocié la competencia del
Estado: en el fundamento 29 de la Sentencia se argumenta el cardcter de norma
de procedimiento comin de esa previsién porque «el precepto impugnado no
hace ofra cosa que especificar la aplicacién de tales medios de ejecucién for-
zosa previstos en la legislacién general sobre el procedimiento administrativo,
y fijar un limite méximo a la cuantia de las multas coercitivas, para garantizar
un tratamiento sustancialmente igual de los interesados».

En la jurisprudencia posterior del Tribunal Constitucional se afirmaria
incluso con mayor claridad que las cuestiones relativas a la garantia de los
ciudadanos son susceptibles de integrarse en el procedimiento administrativo
comin, incluso si no estdn en una ley general de procedimiento y, en este
sentido resulta paradigmética la STC 204/1992, de 27 de noviembre, a
propésito de la exigencia del dictamen del Consejo de Estado en determina-
dos procedimientos administrativos, en el caso concreto, el procedimiento de
elaboracién de disposiciones generales, entonces contemplado Gnicamente
en la Ley Orgdnica del Consejo de Estado. De acuerdo con el fundamento 4:
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«La intervencién preceptiva de un érgano consultivo de las caracteristicas
del Consejo de Estado, sea o no vinculante, supone en determinados casos una
importantisima garantia del interés general y de la legalidad objetiva y, a conse-
cuencia de ello, de los derechos y legitimos intereses de quienes son parte de un
determinado procedimiento administrativo. En razén de los asuntos sobre los que
recae y de la naturaleza del propio érgano, se trata de una funcién muy cualifi-
cada que permite al legislador elevar su intervencién preceptiva, en determinados
procedimientos sean de la competencia estatal o de la autonémica, a la categoria
de norma bdsica del régimen juridico de las Administraciones publicas o parte
del procedimiento administrativo comdn (art. 149.1.18 C.E.). Sin embargo, esta
garantia procedimental debe cohonestarse con las competencias que las Comuni-
dades Auténomas han asumido para regular la organizacién de sus instituciones
de autogobierno (art. 148.1.1 C.E.), de modo que esa garantia procedimental
debe respetar al mismo tiempo las posibilidades de organizacién propia de las
Comunidades Auténomas que se derivan del principio de autonomia organizativa
[arts. 147.2 ¢) y 148.1.1 C.E.]. Ningln precepto constitucional, y menos ain el
que se refiere al Consejo de Estado, impide que en el ejercicio de esa autonomia
organizativa las Comunidades Auténomas puedan establecer, en su propio dmbito,
4rganos consultivos equivalentes al Consejo de Estado en cuanto a su organizacién
y competencias, siempre que estas se cifian a la esfera de atribuciones y actividades
de los respectivos Gobiernos y Administraciones autonémicas».

El juego conjunto entre auto-organizacién como elemento esencial de la
autonomia y garantia del administrado como componente fundamental del
procedimiento administrativo quedan asi perfectamente articulados.

De acuerdo con la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico
de las Administraciones Pdblicas y del Procedimiento Administrativo Comin
(que, dicho sea de paso, reiteraba en varios preceptos la férmula «Consejo de
Estado u érgano consultivo equivalente de la Comunidad Auténomas), podian
establecerse procedimientos administrativos especiales en funcién de la materia,
tanto por las Comunidades Auténomas como por el Estado (en este sentido,
disposiciones adicionales 5% 7y 8° de la Ley 30/1992). Dichos procedi-
mientos tenian que respetar la regulacién establecida en la Ley 30/1992 con
cardcter pleno o bdsico, pero esa regulacién dejaba un espacio muy amplio
para las normas sectoriales. En la normativa vigente, el ya citado art. 1.2 de
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Comdn
de las Administraciones Piblicas, limita a la «Ley» la posibilidad de establecer
«trdmites adicionales o distintos», debiendo motivarse que resulta «eficaz, pro-
porcionado y necesario» para conseguir los fines perseguidos. Sin embargo,
se podrd regular por reglamento la determinacién de la competencia para
iniciar, instruir o resolver, los plazos —aunque sélo por Ley podrd establecer
un plazo para resolver y notificar superior a seis meses, de acuerdo con el
art. 21—, las formas de iniciacién y terminacién, la publicacién (pero no la
notificacién, que se rige por la Ley 39/2015) y los informes que sea precep-
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tivo solicitar. En todo caso, es preciso recordar que la Sentencia del Tribunal
Constitucional 55/2018, de 24 de mayo, estimé parcialmente el recurso de
inconstitucionalidad interpuesto frente a diversos preceptos de la Ley 39/2015,
afectando a previsiones legales sustancialmente relacionadas con el régimen
de elaboracién de normas y con la Administracién electrénica.

V. POTESTADES ESPECIFICAS Y PRERROGATIVAS

En el art. 4.1 de la Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y
Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragén se reitera lo esta-
blecido en el Estatuto de autonomia de Aragén, art. 62.5, cuando prevé que
la «Administracién de la Comunidad Auténoma gozard, en el ejercicio de sus
competencias, de las potestades y prerrogativas que el ordenamiento juridico
reconoce a la Administracién del Estado», aunque se hace una enumeracién,
que hay que entender no exhaustiva, de potestades que se quiere que tenga
la Administracién incluso si en el futuro dejaran de estar atribuidas a la Admi-
nistracién General del Estado. Entre las potestades, la de auto-organizacién, la
ejecucién forzosa de sus actos administrativos, la expropiatoria, investigacién,
deslinde y recuperacién de oficio de los bienes publicos, inspectora y sancio-
nadora. No es un reconocimiento que en todos los casos sea directamente
operativo: la expropiacién requiere una especifica declaracién de utilidad
pUblica o interés social y la inspeccién y sancién precisan de reconocimientos
especificos para dmbitos determinados —en el caso de la potestad sanciona-
dora tal cosa se reconoce expresamente en el art. 35.1 de la Ley 5/2021—
ademds de, en el caso de esta Gltima, de una tipificacién en norma con rango
de Ley de las infracciones y sanciones. En el caso de la ejecucién forzosa,
el ordenamiento juridico confiere directamente a todas las Administraciones
pUblicas la posibilidad de utilizar la ejecucién subsidiaria y el apremio sobre el
patrimonio —especificamente mencionado en la Ley 5/2021, pero se precisa
norma con rango de Ley para poder utilizar multas coercitivas —cuya cuantia
y limites pueden formar parte del procedimiento administrativo comdn, como
ya se ha visto— y la compulsién sobre las personas. Si serian susceptibles de
desplegar sus efectos directamente las facultades conferidas de investigacién,
deslinde y recuperacién de oficio de los bienes piblicos, aunque también estén
condicionadas en su ejercicio por la legislacién especifica.

Mayor virtualidad tienen las «prerrogativas» también recogidas en el art.
4.1 y que se consideran directamente aplicables también a los organismos
pUblicos: presuncién de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos y la inem-
bargabilidad de sus bienes y derechos, asi como los privilegios de prelacién,
preferencia y aquellos otros reconocidos a la Hacienda Piblica para el cobro
de sus créditos. No obstante, las cuestiones de inembargabilidad y prelacién se
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remiten a la legislacién sectorial. En en cuanto a la ejecutividad de los actos,
es indiscutiblemente una cuestién de «procedimiento administrativo comin» o
régimen bdsico, por lo que serdn directamente aplicables las previsiones de
la legislacién estatal, como las que se establecen respecto a la ejecutividad
de los actos en el art. 90 de la Ley 39/2015. Es relevante sin ningin género
de duda la previsién del art. 4.1, h), en el que se establece la «exencién de
toda obligacién de garantia o caucién ante los érganos administrativos o ante
los tribunales de los distintos 6rdenes jurisdiccionales». No obstante, puede
recordarse aqui que esta cuestién en principio estaba ya resuelta en el art.
12 de la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Juridica al Estado
e Instituciones Publicas:

«El Estado y sus Organismos auténomos, asi como las entidades publicas
empresariales, los Organismos publicos regulados por su normativa especifica
dependientes de ambos y los 6rganos constitucionales, estardn exentos de la obli-
gacién de constituir los depésitos, cauciones, consignaciones o cualquier otro tipo
de garantia previsto en las leyes.

En los Presupuestos Generales del Estado y demds instituciones pdblicas se
consignardn créditos presupuestarios para garantizar el pronto cumplimiento, si
fuere procedente, de las obligaciones no aseguradas por la exencién.

No obstante, es preciso reconocer que en pasado se han suscitado dudas
por mor de algunas reformas procesales, por lo que la fijacién del privilegio
y su extensidn en la Ley aragonesa no es completamente baladi (vid. Boto,
2010, 239). En todo caso si es relevante su aplicacién sin matices, de acuerdo
con la ley aragonesa, a todos los «organismos piblicos y consorcios autoné-
micos» (art. 4.2).

VI. EL ELEMENTO ORGANIZATIVO DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMI-
NISTRATIVOS ESTABLECIDO EN LA LEY DEL SECTOR PUBLICO

El art. 36 de la Ley 5/2021 podria haber sido redactado de forma muy
simple: los procedimientos de responsabilidad patrimonial son resueltos por
el consejero (salvo si una Ley lo atribuye al Gobierno, aunque esto también
habria sido prescindible por evidente). La competencia del consejero se
extiende no sélo a lo concerniente a su departamento en sentido estricto,
sino a los organismos pdblicos adscritos al mismo (art. 98.6) Esto estd en
linea con lo que ha venido siendo la regla desde la primera regulacién
general de la responsabilidad patrimonial de la Administracién por la Ley
de expropiacién forzosa de 1956: los procedimientos en esta materia los
resuelve el jefe del Departamento, es decir, el ministro en la Administracién
General del Estado y el consejero en las Administraciones publicas de las
comunidades auténomas.
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Aunque en el art. 35 de la Ley 5/2021 también se hacen remisiones a las
normas sustantivas y de procedimiento nacionales, pero se establecen normas
precisas en cuanto a la distribucién competencial del ejercicio de la potestad
sancionadora. No obstante, no son normas atributivas de la competencia,
puesto que la potestad sancionadora, que ha debido ser atribuida por Ley de
forma expresa, sélo podré ser ejercida por «los érganos administrativos que la
tengan expresamente atribuida por disposicién de rango legal o reglamenta-
rio», sino una previsién supleforia que ordena las competencias en los niveles
organizativos de la Administracién autonédmica en funcién de la cuantia de
las sanciones: directores de servicio provincial hasta 12 mil euros, directores
generales hasta 30 mil euros y a partir de ahi los consejeros. El tenor literal de
la norma suscita algunas dudas, pero en el caso de los consejeros la reserve
en su favor de la competencia para imponer las sanciones que superen los 30
mil euros parece una regla de aplicacién directa a todo tipo de procedimien-
tos: «en todo caso» y «queda reservada» parecen indicar que la previsién no
es meramente supletoria, en defecto de previsién especifica en la legislaciéon
sectorial como sucede con las competencias de directores provinciales y gene-
rales, sino una regla general prevalente.

La atribucién de la competencia sancionadora en funcién de la cuantia
viene siendo una solucién reiterada desde que, durante la Dictadura de
Primo de Rivera, se atribuyese por primera vez competencia para imponer
sanciones de orden general a los ministros, por lo que no constituye preci-
samente una novedad. Sin embargo, pese a lo reiterado no es una solucidn
ideal. En primer lugar, porque no se hace referencia a las sanciones no
pecuniarias o restrictivas de derechos, que en algunos casos son mucho més
relevantes que las multas. En segundo lugar, porque —ya en un plano més
filoséfico— no tiene mucho sentido que el ejercicio de la potestad sancio-
nadora se confie a érganos politicos: o el consejero se limita a firmar la
propuesta que le llega, asumiendo formalmente una responsabilidad virtual
por la decisién que no le corresponde materialmente; o entra en el examen
de la cuestién, lo que es todavia mds inadecuado teniendo en cuenta que
sélo anecddticamente el consejero de un departamento tiene destrezas y
conocimientos técnicos o juridicos especificos en las materias que son objeto
de su competencia. La atribucién del ejercicio de la potestad sancionadora
a érganos técnicos especializados dentro de cada departamento, con juris-
tas entre sus miembros, no sélo seria una solucién mdés adecuada en el
plano teérico, sino que permitiria mejorar sustancialmente el porcentaje de
sanciones que, una vez impugnadas, no son anuladas ni reducidas por la
jurisdiccién contencioso-administrativa.

La claridad inicial de las reglas expuestas sobre los tres érdenes de com-
petencia para sancionar se enturbian un tanto cuando no se hayan creado las
direcciones de servicio provincial (art. 35.4):
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«Las competencias atribuidas a las personas titulares de las direcciones de
los servicios provinciales de los departamentos por norma con rango de ley o
reglamentario en los casos en los que no se creen en la estructura orgdnica se
ejercerdn por la persona titular de la direccién general competente por razén
de la materia y por el secretario general técnico cuando sean competencias de
naturaleza horizontal por referirse a los servicios comunes, gestién presupuestaria,
contratacién y gestién de personal del Departamentos.

Una inferpretacién sistemdtica llevaria a pensar que la previsién se hace
exclusivamente para el ejercicio de la potestad sancionadora, que es a lo que
estd dedicado el articulo, pero en tal caso la propia formulacién del precepto
lleva a equivocos. Cuando no exista el director de servicio provincial sus com-
pefencias sancionadoras las ejerce el director general. El secretario general
técnico en cambio ejercerd las «competencias de naturaleza horizontal», es
decir, las presupuestarias, de contratacién piblica y de gestién de personal,
ademds de las relativas a los servicios comunes. La légica lleva a considerar
que, aunque la previsién haya sido formulada primariamente para el ejercicio
de la potestad sancionadora, su formulacién y la inexistencia de previsiones
similares para el ejercicio de otras potestades o competencias en la Ley 5/2021
permite su aplicacién analdgica en todos los casos en los que se de la circuns-
tancia de que no haya sido creada la estructura de los servicios provinciales.

VIl. ACTOS QUE PONEN FIN A LA ViA ADMINISTRATIVA

Aparte de un recordatorio de la prohibicién de la inderogabilidad singular
de los reglamentos en el art. 59.3, formulada en términos algo mds correctos
—pero equivalentes— que los utilizados en el art. 37.1 de la Ley 39/2015,
no hay grandes especialidades en el régimen juridico de la actuacién de la
Administracién piblica recogido en la ley 5/2021. Es mds, el art. 60.1 en
su totalidad seria prescindible. No habria resultado necesario recordar que
pondrén fin a la via administrativa los actos de «érganos, organismos y auto-
ridades cuando una norma de rango legal o reglamentario asi lo establezca»
(art. 60.1, b), que es una mera reproduccién de lo establecido en el art. 114.1,
g) de la Ley 39/2015, ni que ponen fin a la via administrativa los actos del
Gobierno, comisiones delegadas, presidente, vicepresidentes y consejeros (art.
60.1, a) porque, como se establece en el art. 114.1, ¢) de la Ley 39/2015,
lo hacen la «resoluciones de los érganos administrativos que carezcan de
superior jerdrquico», salvo que una Ley establezca expresamente lo contrario.
Reproducen o parafrasean la Ley 39/2015 la previsién de que ponen fin a
la via administrativa la resolucién de los recursos de alzada [60.1, ¢) de la
ley 5/2021 y 114.1, a) de la Ley 39/2015], la terminacién convencional
de los procedimientos [60.1, e) y 114.1, d)], la resolucién de procedimientos
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de responsabilidad patrimonial [60.1, f) y 114.1, €)] y las resoluciones de
los procedimientos complementarios al ejercicio de la potestad sancionadora

[60.1, g) y 114.1, )].

Resultan mucho mds relevantes los pérrafos 2 y 3 del art. 60. En el art.
60.2 se establece la posibilidad de que en las leyes especiales se puedan
establecer mediante previsién expresa recursos de alzada ante el Gobierno
contra los actos de los consejeros. Este precepto no tiene equivalente en la Ley
39/2015 ni lo tenia en la Ley 30/1992, pero si de alguna manera en el art.
122.3 de la Ley de 17 de julio de 1958 sobre procedimiento administrativo:

«El recurso de siplica o alzada ante el Consejo de Ministros, las Comisiones
Delegadas del Gobierno o la Presidencia del Gobierno sélo podrd interponerse
cuando esté expresamente establecido en una Ley, y se presentard en la Presidencia
del Gobierno».

Este precepto contenia una previsién mds genérica, pero que puede
considerarse de alguna manera equivalente. La redaccién final del art. 122
fue resultado de la Ley 164/1963, de 2 de diciembre, sobre revisién de la
Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, que eliminé la
posibilidad de una doble alzada, pero el pérrafo 3 transcrito estaba ya asi
establecido en la redaccién original. Légicamente, el legislador aragonés no
podria establecer una doble alzada, porque esto seria claramente contrario a
la previsién al respecto de la legislacién bdsica, pero si permitir la atribucién
de la resolucién de determinados recursos al Gobierno por las leyes sectoriales.

Es mds relevante en cuanto que es de aplicacién inmediata la previsién del
art. 60.3 de la Ley 5/2021, que establece como regla el recurso de alzada
contra las resoluciones adoptadas por organismos piblicos:

«Los actos de los maximos érganos de direccién de los organismos piblicos
no pondrdn fin a la via administrativa, salvo que una ley establezca lo contrario».

El precepto es coherente con lo establecido en el art. 64.2 del mismo texto
legal, en el que también se prevé el recurso de alzada contra las decisiones
de los «méximos érganos de direccién de los organismos piblicos» depen-
dientes de la Administracién de la Comunidad Auténoma. Se trata de lo que
tradicionalmente la doctrina ha denominado un recurso de alzada «impropio»
en la medida de que es un recurso infersubjetivo, no entre dos érganos de
la misma persona juridica vinculados por una relacién jerdrquica. Pese a la
«impropiedad», el régimen el idéntico al del resto de los recursos de alzada.

De acuerdo con el art. 89.2, pérrafo tercero, de la Ley 40/2015, de 1 de
octubre, de Régimen Juridico del Sector Pdblico, que tiene naturaleza bdsica,
los actos administrativos dictados por los organismos publicos se someten al
régimen ordinario de recursos:
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«Los actos y resoluciones dictados por los organismos pdblicos en el ejercicio
de potestades administrativas son susceptibles de los recursos administrativos pre-
vistos en la Ley del Procedimiento Administrativo Comin de las Administraciones
Piblicas».

La categoria aragonesa de organismos publicos abarca los organismos
auténomos y las entidades de derecho puiblico [art. 2.2, a) de la Ley 5/2021].
Los organismos publicos (y las entidades de derecho piblico) tienen la conside-
racién de Administracién piblica de acuerdo con el art. 2.3 de la Ley 39/2015,
que les resulta plenamente aplicable en consecuencia. El legislador aragonés
ha optado por considerar que las decisiones adoptadas por estas entidades
como regla no ponen fin a la via administrativa, por lo que el recurso ordina-
rio que procede contra sus decisiones es el de alzada. Ciertamente, la regla
para la Administracién general del Estado es exactamente la opuesta: «En los
Organismos publicos y entidades derecho pdblico vinculados o dependientes
de la Administracién General del Estado [ponen fin a la via administrativa], los
emanados de los méximos érganos de direccién unipersonales o colegiados, de
acuerdo con lo que establezcan sus estatutos, salvo que por ley se establezca
otra cosa», de acuerdo con el art. 114.2, d) de la Ley 39/2015. Sin embargo,
es claro que el legislador autonémico tiene un amplisimo margen de decisién
para establecer qué concretos actos ponen fin a la via administrativa y cuales
no y, por tanto, son susceptibles de recurso (preceptivo) de alzada en vez de
recurso potestativo de reposicién.

La establecida por la legislacién aragonesa una regla que aporta mayor
transparencia en mi opinién. Sin embargo, plantea un problema de articulacién:
en la Administracién General del Estado las decisiones de los érganos inferiores
de los organismos publicos son recurribles en alzada ante los superiores y los
de éstos, sean actos administrativos que ponen fin a un procedimiento o la
resolucién de un recurso de alzada, ponen fin a la via administrativa, por lo
que sélo son susceptibles de recurso potestativo de reposicién o recurso conten-
cioso-administrativo. En la legislacién aragonesa no se prevé la solucién para
la resolucién de un posible recurso de alzada interno al organismo pdblico.
El articulo 94.3, pérrafo tercero, se limita a extender a estos organismos el
régimen general de recursos, sin mds especificaciones: «Los actos y resoluciones
dictados por los organismos pdblicos en el ejercicio de potestades administra-
tivas son susceptibles de los recursos administrativos previstos en esta ley y en
las disposiciones bdsicas de la Ley del Procedimiento Administrativo Comin
de las Administraciones Piblicas». La resolucién de un recurso de alzada ante
el érgano superior del organismo auténomo no podria volver a recurrirse en
alzada, con lo que se frustaria la voluntad de transparencia y control externo
con el simple expediente de atribuir la resolucién de los procedimientos a
érganos subordinados: «Los estatutos podrén atribuir a los organismos pUblicos
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la potestad de ordenar aspectos secundarios del funcionamiento para cumplir
con los fines y el servicio encomendados, en el marco y con el alcance esta-
blecido por las disposiciones que fijen el régimen juridico bdsico de dicho
servicio», de acuerdo con el art. 94.2, pdrrafo segundo. La solucién légica
parece entender que sélo los érganos superiores de los organismos pdblicos
pueden dictar resoluciones con relevancia externa y que esos actos adminis-
trativos serdn recurribles en alzada ante el consejero competente por razén
de la materia (art. 64.2).

VIII. REVISION, LESIVIDAD, REVOCACION Y CORRECCION DE ACTOS
ADMINISTRATIVOS

El articulo 61 de la Ley 5/2021 no incorpora ninguna regla adicional
a las contenidas en los articulos 106 y 107 de la ley 39/2015, excepto la
sustitucién orgdnica del Consejo de Estado por el Consejo Consultivo de Ara-
gén, expresamente prevista en el articulo 106.1 y 2, que se refieren a «previo
dictamen favorable del Consejo de Estado u érgano consultivo equivalente
de la Comunidad Auténoma, si lo hubiere». La legislacién aragonesa sélo se
aparta de la estatal (no bésica) en un aspecto organizativo: el competente en la
Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén para declarar la nulidad
de un acto o una disposicién o la lesividad de un acto anulable declarativo de
derechos es el consejero (excepto en el caso de actos del Gobierno), mientras
que en la Administracién General del Estado sélo el Consejo de Ministros es
competente respecto a sus propios actos o disposiciones, mientras que en todos
los demds casos la competencia recae en el superior jerdrquico de acuerdo

con el articulo 111 de la Ley 39/2015.

Frente a la previsién contenida en el art. 105 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Juridico de las Administraciones Piblicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Comin, de que las «Administraciones publicas podrdn
revocar en cualquier momento sus actos de gravamen o desfavorables», en la
legislacién bdsica en vigor se puntualiza que tal decisién sélo se podrd adoptar
«mientras no haya transcurrido el plazo de prescripcién», aunque ese plazo
no se concrete (art. 109.1 de la Ley 39/2015). A diferencia de la legislacién
bdsica, la Ley aragonesa si entra en la concrecién de esos plazos en el art. 62.2:

«Los actos que, de acuerdo con la legislacién bdsica estatal, sean nulos de
pleno derecho podrdn revocarse en cualquier momento. Aquellos que, conforme a
dicha legislacién, sean anulables no podrdn revocarse una vez transcurridos cuatro
afios desde que se dicté el acto administrativos.

Por contraste, en el caso de la correccién de errores materiales contem-
plada en el art. 63 se ha mantenido el tenor literal de la legislacién bdsica,
con la Unica advertencia —que a priori habria debido resultar innecesaria—
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de que en caso de que haya interesados afectados, la rectificacién «deberd
notificarseles expresamente».

En el caso de la revocacién, se trata de una concrecién perfectamente
coherente con la interpretacién légica de la legislacién bésica, que por su parte
carece de una delimitacién estricta que pudiese aportar una mayor seguridad
juridica (SaNTamARiA, 2018, 177 y 2000, 441). La asimilacién de la revocacién
de actos de gravamen con los supuestos de nulidad y anulabilidad de actos
favorables es meramente a efectos del plazo de prescripcién, pero se man-
tiene como un procedimiento separado que consistird en una «resolucién del
érgano competente del que emane el acto o, en su caso, mediante orden de
la persona titular del departamento», a la que deberd preceder la audiencia
de los interesados en aplicacién de las normas generales.

En este sentido, la jurisprudencia ha apuntado que el trémite de audiencia
de los interesados es exigible incluso cuando se trate de un error material, de
hecho o aritmético. Seria el supuesto examinado por la STS de 29 de septiem-
bre de 2011 (recurso nim. 2488/2008), a propésito de la revisién de un
Plan General de Ordenacién Urbana por parte de la Comunidad Auténoma
de Castilla y Leén a instancias del duefio de una finca. Uno de los motivos de
estimacion del recurso de casacién interpuesto por el Ayuntamiento de Avila fue
la omisién del preceptivo trdmite de audiencia a los interesados en la tramita-
cién de recursos administrativos, conforme al art. 112.2 de la Ley 30/1992
(actualmente habria sido el art. 118.2 de la Ley 39/2015), ya que el duefio
de la finca cuya clasificacién habia variado habia presentado formalmente un
recurso de reposicién para solicitar la rectificacién del tratamiento urbanistico
que se daba a su inmueble en el proyecto de revisién del plan. El Ayuntamiento
de Avila era interesado directo en el procedimiento en cuanto redactor y pro-
motor del Plan General, pero no se le dio la oportunidad de hacer alegaciones.

Frente a la aseveracién del letrado de la Comunidad Auténoma de que lo
realizado habia sido una mera correccién de errores materiales, al no haber
incluido por inadvertencia el terreno en cuestién entre los que contaban con
servicios urbanisticos y debian considerarse urbanos, el Tribunal Supremo afirma
que el trdmite de audiencia a los interesados es preceptivo incluso en los pro-
cedimientos de rectificacién material de errores (ademds de en los expedientes
de resolucién de recursos). A pesar de la escueta regulacién del art. 105.2 de
la Ley 30/1992, que habilitaba a las Administraciones publicas para proceder
a la rectificacién material «en cualquier momento», sin exigir expresamente
ningUn requisito procedimental, el Tribunal Supremo consideré que era también
de aplicacién a estos procedimientos el art. 84 de la Ley 30/1992, en que
se regulaba el tramite de audiencia en el procedimiento administrativo comdn.
La conclusién se mantendria en la actualidad, puesto que el contenido de los
preceptos citados ha pasado, con un tenor idéntico, a los art. 109.2 y 82 de la
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Ley 39/2015. Como argumento complementario, el Tribunal Supremo sefialaba
que esa omisién no podia entenderse subsanada por el recurso contencioso-ad-
ministrativo ante el Tribunal Superior de Justicia, cuya finalidad es distinta y
en el que la intervencién del Ayuntamiento sigue un régimen también distinto.

Pese a aportar una mayor concrecién que la legislacién bésica, habria sido
preferible una mayor concrecién de los mecanismos revocatorios, ademds de
haber dejado de lado un elemento relevante como pueda ser el fratamiento especi-
fico de la revocacién de las sanciones administrativas (SaNz Rusiales, 1999, 359).

IX. MECANISMO DE SUSTITUCION DE RECURSOS ADMINISTRATIVOS

En los articulos 67 a 69 se contempla la posibilidad de sustitucién de los
recursos administrativos ordinarios por otros framitados ante una comisién o tribunal
especializado. En realidad no se sustituye el recurso, sino el érgano que lo resuelve,
que pasa de ser un érgano generalista inserto en la jerarquia administrativa a ser
un érgano especifico y especializado: el resto del régimen aplicable —plazos de
inferposicidn y resolucién, posible inadmisién, posibilidades de suspensién del acto
recurrido, audiencia y régimen sustantivo— sigue siendo el mismo.

En buena medida se trata de unas disposiciones indtiles: donde el art.
112.2 de la Ley 39/2015 habla de las «leyes», que es una expresién un
tanto ambigua, el legislador aragonés ha empleado la mucho mds categérica
palabra «ley» en el art. 67.1. Ademds, se aclara que la hipotética «ley»
deberd «garantizar, en todo caso, la adecuada titulacién y competencia de
los miembros de la comisién y de sus suplentes» (art. 69.2).

La ambigiedad se aclara, lo que es positivo, pero en un sentido restrictivo
y con el efecto de que cuando mediante una Ley se decida implantar uno de
estos mecanismos, el legislador serd plenamente libre durante la tramitacién y
aprobacién del correspondiente proyecto o proposicién de Ley para establecer
el mecanismo conforme a lo que considere més apropiado. En consecuencia,
el art. 69 de la Ley 5/2021, el Gnico que afiade contenidos sustantivos a lo
previsto en la legislacién bdsica, es de hecho «derecho indicativo»: una mera
«sugerencia» que podrd o no ser seguida por el legislador sectorial, que tiene
plena libertad para dar una configuracién alternativa al érgano de recurso
una vez que se decida a prever la competencia alternativa.

En un estudio de finales del siglo pasado (3), el Consejo de Estado francés
concluia que no tenia sentido introducir recursos administrativos si no se crea-

(3) Régler autrement les conflits, conciliation, transaction, arbitrage en matiére admi-
nistrative, étude adoptée par I'assemblée générale du Conseil d’Etat le 4 février 1993. Tuve
ocasién de recensionar ese estudio en esta Revista, nim. 6-7, 1995, pp. 695-709.
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ban érganos o al menos servicios administrativos especificos y especializados
para estudiar y resolver esos recursos. No estimaban que un recurso cuya
resolucién estuviera confiada a la Administracién activa, pudiera tener una
excesiva eficacia. Nuestra experiencia confirma esa apreciacién. En Espafia
el recurso administrativo sélo sirve para evitar el recurso contencioso-adminis-
trativo en caso de error clamoroso de la Administracién, por lo que la crea-
cién de érganos especializados auténomos, incluso si no fueran estrictamente
independientes, seria una mejora indiscutible. Por eso no se entiende bien la
reserva de Lley: cualquier sustitucién del recurso de alzada, no digamos del
recurso de reposicién —que tiene que mantener su cardcter potestativo de
acuerdo con la legislacién basica— reportaria en una garantia adicional para
los interesados. Nada puede ser peor que lo que hay ahora.

El régimen establecido puede ciertamente favorecer la toma de decisién
de proceder a una sustitucién de los recursos ordinarios en determinados
dmbitos. El régimen previsto serd el de una comisién o tribunal de tres miem-
bros nombrados por el consejero, que deberd prever titulares y suplentes,
para un periodo de dos afios. No se entiende bien un mandato tan breve,
que junto con la posibilidad de renovacién indefinida, convertiria al tribunal
o comisién en auténomo mds que independiente, aunque su mera existencia
seria una mejoria notable, como ya se ha dicho. El régimen de dedicacién de
los miembros, tanto presidente como vocales, no se predetermina, pero si se
aclara que sus miembros estardn meramente sometidos a un régimen comin
de abstencién y recusacién.

X. LEGISLACION GENERAL Y NORMATIVA ESPECIAL. EN PARTICULAR
EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA ADMI-
NISTRACION

La legislacién bdsica permite desarrollos e incluso, con cautelas, excep-
ciones. En el caso de la Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y
Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragén, estamos ante una
ley general autondmica, cuyas previsiones son compatibles con la existencia
de supuestos especiales en la normativa sectorial de la propia comunidad
auténoma. No se trata de una dialéctica entre procedimiento comin y proce-
dimientos especiales, como sucede en el juego entre la legislacién bdsica y la
especializada, estatal o autonémica, sino de la articulacién entre procedimiento
general y procedimientos especiales, ambos establecidos por el legislador
autondmico, sin bien en colaboracién con el legislador bésico. Es el caso de
la responsabilidad patrimonial de la Administracién: la remisién en bloque a
la legislacién estatal que se hace en la Ley 5/2021 no impide la existencia
de previsiones aragonesas especificas. Es también, en términos diferentes, el
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caso de la revocacién de actos administrativos, que la Ley 5/2021 limita con
cardcter general a la revocacién de actos de gravamen y sélo por motivos de
legalidad, pero que es compatible con previsiones en normas especiales de
la propia Comunidad Auténoma que establecen supuestos de revocacién no
por motivos de legalidad, sino por cambio en los criterios aplicables, como
sucede con las licencias urbanisticas. En este Ultimo supuesto convergen las dos
figuras anteriores: una posible revocacién de licencias, actos declarativos de
derechos, en virtud de un cambio de planeamiento que, como consecuencia,
genera derecho a indemnizacién en aplicacién de las reglas de la responsa-
bilidad patrimonial de la Administracién.

Como se ha dicho, la remisién al régimen de la responsabilidad patrimonial
que se hace en la Ley 5/2021 es en bloque y sin reservas. En la exposicién de
motivos, V, de la Ley 5/2021 se alude a la regulacién contenida en el texto legal
sobre responsabilidad patrimonial en términos de simple remisién: «Respecto a
los principios reguladores de la potestad sancionadora y de la responsabilidad
patrimonial, se efecta una remisién a la regulacién bdsica del Estado». En el
art. 36 de la Ley 5/2021 se contiene si una remisién a la Ley 40/2015, de
1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico, en cuanto a los aspectos
sustantivos y a la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Adminis-
trativo Comin de las Administraciones Piblicas, en cuanto al procedimiento
aplicable. Sin embargo, se afiade a lo anterior las «disposiciones de desarrollo
que pueda dictar la Comunidad Auténoma de Aragén». Esas disposiciones no
son meramente cuestiones de procedimiento, como el umbral de competencia
del Consejo Consultivo en materia de responsabilidad, sino también sustantivas.

En el caso de la responsabilidad patrimonial de la Administracién piblica,
la legislacién bésica la excluye cuando exista un deber juridico de soportar
establecido por el ordenamiento juridico, una previsién que no es novedosa,
sino que anteriormente estaba contenida en la Ley 30/1992 art. 141.1y, en
la legislacién vigente, en los art. 32.1, 32.3 y 34.1 de la Ley 40/2015, de
1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico. Es més, lo que hizo la
Ley 30/1992 al incluir tal previsién no fue sino positivizar un requisito que
doctrina y jurisprudencia ya habian considerado implicito en la legislacidn
inicial en materia de responsabilidad patrimonial y al que incluso se hacia
referencia literal en la exposicién de motivos de la Ley de Régimen Juridico
de la Administracién del Estado de 1957, aunque no se hubiese incluido
expresamente en el articulado.

En el dmbito urbanistico si se establecié casi desde un primer momento
expresamente un deber juridico de soportar, aunque se justificase —un tanto
equivocamente— mds en el cardcter no individualizable de los dafios, que
en un categérico deber juridico de soportar, incorporando la motivacién al
articulado, concretamente en el art. 87.1 del Real Decreto 1346/1976, de
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9 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Régimen
del Suelo y Ordenacién Urbana:

«La ordenacién del uso de los terrenos y construcciones enunciada en los
articulos precedentes no conferird derecho a los propietarios a exigir indemnizacién,
por implicar meras limitaciones y deberes que definen el contenido normal de la
propiedad segin su calificacién urbanistica. Los afectados tendrdn, no obstante,
derecho a la distribucién equitativa de los beneficios y cargas del planeamiento
en los términos previstos en la presente Ley».

En consecuencia, el deber juridico de soportar estd establecido claramente
y desde hace tiempo con cardcter general en el dmbito urbanistico, en el que el
principio general es que el ciudadano en general y el propietario inmobiliario
en particular deben soportar la ordenacién urbanistica sin indemnizacién, previ-
sién ahora contenida en el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitacién
Urbana, en adelante TRLS de 2015, art. 4.1. Se trata de un deber que, como
se ha dicho, afecta a la generalidad de los ciudadanos, pero especialmente
a los propietarios de suelo.

No obstante, esta regla estd articulada como un principio general, sus-
ceptible de excepciones establecidas legalmente: de ahi la necesidad de una
regulacién especifica y casuistica de los supuestos de responsabilidad por
funcionamiento «normal» de la Administracién en el dmbito urbanistico (los
supuestos de funcionamiento «anormal» o ilegal no podrian de ninguna forma
estar cubiertos por el deber juridico de soportar). No obstante, junto a los
supuestos de funcionamiento normal, también se contemplan en el TRLS de
2015 algunos supuestos que en realidad son de funcionamiento «anormal»
(como seria el caso de la anulacién de licencias), en los que la Administracién
pUblica no ha actuado con la debida diligencia, estableciendo en algunos
casos los criterios para determinar la indemnizacién.

En consecuencia, existe una regulacién «especial» de la responsabili-
dad patrimonial de la Administracién generada por determinadas actuaciones
urbanisticas. La regulacién estatal estd contenida, junto a las reglas generales
de la Ley 40/2015, en determinadas normas urbanisticas calificadas como
bdsicas. Como consecuencia de esa calificacién, el Tribunal Constitucional
ha admitido la posibilidad de que el legislador autonémico pueda establecer
supuestos adicionales de responsabilidad patrimonial de la Administracién
(STC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 33):

«El art. 149.1.18° C.E. no puede excluir que, ademds de esa normativa
comln que representa el sistema de responsabilidad para todo el territorio, las
Comunidades Auténomas puedan establecer ofros supuestos indemnizatorios en
concepto de responsabilidad administrativa, siempre que, naturalmente, respeten
aquellas normas estatales con las que en todo caso habrdn de cohonestarse y sir-
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van al desarrollo de una politica sectorial determinada. En ese sentido, la eventual
regulacién de nuevos supuestos indemnizatorios en el dmbito de las competencias
exclusivas autonémicas constituye una garantia —indemnizatoria— que se super-
pone a la garantia indemnizatoria general que al Estado compete establecer».

Sin embargo, los legisladores autonémicos —y entre ellos el aragonés— han
hecho un uso prudente de esa posibilidad. En el Decreto-legislativo 1/2014,
de 8 de julio, del Gobierno de Aragén, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley de Urbanismo de Aragén, puede citarse el art. 27, relativo a la
responsabilidad derivada de cédulas urbanisticas que puedan resultar erréneas
en la informacién que proporcionan; el art. 78.5, que contempla un supuesto
clésico, anteriormente regulado en la legislacién estatal, de indemnizacién a
los solicitantes de licencias urbanisticas cuya tramitacién se vea afectada por
una suspensién de su oforgamiento debido a la elaboracién de nuevo planea-
miento; el art. 101.3, en el que se establece la exclusién de la responsabilidad
patrimonial de la Administracién por incumplimiento de los convenios urbanis-
ticos que prevean la aprobacién o alteracién del planeamiento; el art. 193.1,
relativo a la indemnizacién por las ocupaciones directas, por el periodo que
medie entre que éstas tengan lugar y hasta la aprobacién definitiva del proyecto
de reparcelacién; o, finalmente, el art. 271.4, relativo a la indemnizacién por
anulacién de licencias, precepto este Gltimo que resulta parcialmente redundante
con la legislacién bdsica en vigor, a la que se remite. Aparte de los anteriores
supuestos, que con excepcién del Gltimo precepto citado, relativo a la anulacién
de licencias, pueden considerarse supuestos adicionales o complementarios a
los establecidos en la legislacién estatal, hay oftros.

En sentido concurrente con lo establecido en la legislacién estatal, en el
art. 29.3 se excluye la indemnizacién con cargo a la Administracién pidblica
en los casos de licencia para usos y obras provisionales.

Complementa la legislacién estatal el art. 233.2, en que se establece la
indemnizacién por la revocacién de licencias de edificacién cuando se deba a
la alteracién del planeamiento. Por el contrario, en el art. 235.3 se establece
la caducidad de la licencia, sin derecho a indemnizacién, en los casos de
incumplimiento del deber de urbanizar de forma simultdnea a la edificacién.
El segundo caso puede considerarse un supuesto de acto administrativo sujeto
a condicién, en este supuesto por expresa previsién legal. Sin embargo, en el
primero lo que se establece es una revocacién de un acto declarativo de dere-
chos, para lo que es necesaria expresa habilitacién legal en una Ley especial,
como es el caso. Este supuesto no sélo constituye un supuesto de responsabilidad
patrimonial de la Administracién, sino que complementa las previsiones de la
propia Ley del Sector Piblico de Aragédn sobre la revocacién de actos adminis-
trativos. En efecto, en la Ley 5/2021 se contempla la revocacién de actos de
gravamen Unicamente por motivos de legalidad. En el Texto refundido de la Ley
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de Urbanismo se estd regulando la revocacién de un tipo especifico de actos
declarativos de derechos, las licencias urbanisticas, por cambio en los criterios
de oforgamiento, en este caso no criterios discrecionales, sino reglados, esta-
blecidos en un instrumento normativo, como es el plan urbanistico. Ciertamente,
estas previsiones conciernen a las Ayuntamientos en una mayoria de casos y
a las entidades locales no les resulta aplicable, al menos directamente, la Ley
del sector piblico de Aragén. No obstante, deberdn ser tenidas en cuenta por
la Administracién de la Comunidad Auténoma e incluso aplicadas, puesto que
también puede asumir el papel de Administracién urbanistica actuante, como
ha hecho en todos los casos de proyectos supramunicipales desarrollados en
Aragén. Y, en todo caso, la delimitacién del deber juridico de soportar es
algo que, con ciertos limites, estd en poder del legislador aragonés cuando
sea competente para regular una determinada materia.

En lo que seria el régimen general de la responsabilidad, la Ley 5/2021
si contempla algunos elementos relevantes, aunque no sean relativos a lo sus-
tantivo, sino formales. En este sentido, puede destacarse que en el art. 98.6
se establece la competencia para resolver los procedimientos en caso de res-
ponsabilidad de los organismos publicos: «La resolucién de los procedimientos
de responsabilidad patrimonial corresponderd, en todo caso, a la persona
titular del Departamento al que el organismo publico esté adscrito». No es una
mera regla de coherencia con la norma que establece la competencia de los
consejeros para resolver los procedimientos de responsabilidad que conciernen
a sus departamentos (art. 36.2). Aunque la responsabilidad esté articulada
en nuestro derecho como una garantia de indemnidad patrimonial en favor
de los particulares, también cumple una funcién de control de la actuacién
administrativa. En este sentido, esta regla concuerda con la atribucién a los
consejeros de la resolucién de los recursos de alzada contra los actos de los
érganos superiores de los organismos puiblicos.

Por medio de la disposicién final tercera de la Ley 5/2021 se ha modi-
ficado la Ley 1/2009, de 30 de marzo, del Consejo Consultivo de Aragén,
dando nueva redaccién al art. 15.10, de lo que resulta que el dictamen seré
preceptivo en caso de: «Reclamaciones administrativas de indemnizacién de
dafios y perjuicios de cuantia igual o superior a cincuenta mil euros». Con ello
se ha modificado la redaccién original de la Ley del Consejo Consultivo, que
establecia el carécter preceptivo para las reclamaciones de indemnizacién de
cuantia superior a 6 mil euros y se hace uso de la habilitacién contenida en el
art. 81.2 de la Ley 39/2015 para establecer un umbral minimo del dictamen
en este tipo de procedimientos:

«Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantia igual o superior
a 50.000 euros o a la que se establezca en la correspondiente legislacién auto-
némica, asi como en aquellos casos que disponga la Ley Orgénica 3/1980, de
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22 de abril, del Consejo de Estado, serd preceptivo solicitar dictamen del Consejo
de Estado o, en su caso, del érgano consultivo de la Comunidad Auténomas.

Lo cierto es que una habilitacién semejante se contenia ya con anterioridad
en el art. 142.3 de la Ley 30/1992, en la redaccién dada por la disposicién
final cuadragésima de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible,
que establecié el umbral actual de 50 mil euros, que no estaba en la redaccidn
original. Aunque pueda parecer que la habilitacién contenida en la norma
bdsica es para establecer un umbral hasta los 50 mil euros, lo cierto es que
hay textos legales que se salen de la regla, como la Ley 4/2005, de 8 de abril,
del Consejo Consultivo de Andalucia, art. 17.10, a), en el que se establece el
dictamen como preceptivo para las «reclamaciones administrativas de indem-
nizacién por dafios y perjuicios de cuantia superior a 60.000 euros», aunque
ese umbral se establece Unicamente para los procedimientos «tramitados por
la Administracién de la Comunidad Auténoma», porque —de acuerdo con el
art. 17.14— «Tratdndose de solicitudes de dictamen que versen sobre recla-
maciones en materia de responsabilidad patrimonial frente a Administraciones
Péblicas no pertenecientes a la Administracién de la Comunidad Auténoma de
Andalucia, el Consejo Consultivo serd competente para dictaminar cuando la
cuantia de la reclamacién sea superior a 15.000 euross.

Por su parte, la Comisién Juridica Asesora de la Comunidad de Madrid,
en aplicacién del art. 5.3, f), a) de la Ley 7/2015, de 28 de diciembre,
emite informe preceptivo en los «Expedientes tramitados por la Comunidad
de Madrid, las entidades locales y las universidades publicas sobre: a) Recla-
maciones de responsabilidad patrimonial, cuando la cantidad reclamada sea
igual o superior a quince mil euros o la cuantia sea indeterminadas.

Pueden ponerse mds ejemplos. En todo caso, lo que subyace es que las
reclamaciones de responsabilidad patrimonial son la principal fuente de carga
de trabajo para los consejos consultivos autondémicos. Puede ponerse el ejemplo
del art. 11, g) de la Ley 3/2001, de 31 de mayo, del Consejo Consultivo
de La Rioja, que ha sido sucesivamente modificada: de una atribucién de la
competencia para emitir dictamen preceptivo sin referencia a la cuantia en la
redaccién original, a un umbral minimo de 600 euros (mediante Ley 4/2005,
de 1 de junio, de funcionamiento y régimen juridico de la Administracién de
la Comunidad Auténoma de La Rioja), de 6 mil (por Ley 5/2008, de 23 de
diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas para el afio 2009) y final-
mente «cuando resulte preceptivo» para adaptarse a la modificacién de la Ley
30/1992 y a ofras sucesivas (mediante Ley 7/2011, de 22 de diciembre, de
Medidas Fiscales y Administrativas para el aiio 2012) (4).

(4) Sobre la evolucién normativa producida, Dictamen 10 de noviembre de 2011, del
Consejo Consultivo de La Rioja.
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La cuestién del exceso de carga de trabajo se entiende. El problema es
que para una reclamacién superior a los 50 mil euros minimamente fundada,
el presunto perjudicado que no obtenga satisfaccién en via administrativa
siempre acudird a la jurisdiccién contencioso-administrativa, mientras que en
reclamaciones de pequefa cuantia la Unica posibilidad real de obtener indem-
nizacién residia en un dictamen favorable del érgano consultivo.

XI. EPILOGO: TECNICA NORMATIVA Y SEGURIDAD JURIDICA

La reproduccién de preceptos legales se considera una técnica legisla-
tiva defectuosa de acuerdo con el apartado |.4 de la Resolucién de 28 de
julio de 2005, de la Subsecretaria, por la que se da publicidad al Acuerdo
del Consejo de Ministros, de 22 de julio de 2005, por el que se aprueban
las Directrices de técnica normativa. Una directriz con la que coincide el
apartado 1, a), 4 de la Orden de 31 de mayo de 2013, del Consejero de
Presidencia y Justicia, por la que se publican las Directrices de Técnica Nor-
mativa del Gobierno de Aragén. En el caso de la Ley 5/2021 abundan tanto
las reproducciones literales de preceptos concretos de la legislacién bdsica
como la incorporacién de contenidos sustantivos prescindiendo de su tenor
literal. Es desde luego una prdctica habitual, que ha recibido en ocasiones
duras criticas (Latorre, 2011, 99). Aunque menos grave en una materia con
una considerable estabilidad normativa, puede presentarse algin problema
en la prdctica.

Lo que en principio si puede descartarse es la inconstitucionalidad de la
regulacién. El Pleno del Tribunal Constitucional sintetizé su doctrina sobre las
llamadas lege repetitae en la Sentencia 51/2019, de 11 de abril, FJ 6, a):

«... serd necesario verificar que la reiteracién de la normativa estatal por
el legislador autonémico satisface dos condiciones necesarias para ser admisible
desde el punto de vista constitucional. Por un lado, debe concurrir un elemento
finalista que justifique la necesidad de esa reproduccién, que solo podrd tener un
sentido instrumental: hacer mds comprensible el desarrollo normativo que realiza
la comunidad auténoma en ejercicio de sus competencias propias. Como afirma
la STC 47/2004, FJ 8, recogida en ofras posteriores como la STC 341/2005,
FJ 9, o la 201/2013, de 5 de diciembre, FJ 11, la reiteracién se debe aprobar
“con la sola finalidad de dotar de sentido o inteligibilidad al texto normativo
aprobado por el Parlamento autonémico”. De esta forma, como sefialamos en la
STC 73/2016, FJ 10, “la legislacién autonémica puede introducirse en el terreno
de lo bésico, pero solo por excepcién, cuando se limite a repetir las bases y Gni-
camente si de ese modo contribuye a hacer inteligible el régimen autonémico de
desarrollo”. No seria por ello aceptable que la reproduccién de las bases estatales
pretendiese simplemente refundir en un dnico texto normativo toda la regulacién
aplicable en una materia (bases y desarrollo), aunque fuese con la intencién de
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facilitar su uso al aplicador del derecho, porque daria la impresién equivocada
de que el legislador autonémico ha asumido la competencia sobre la totalidad de
una regulacién, como si fuese autor de un sistema normativo completo, cuando en
realidad estd engarzado en el marco mds amplio del ordenamiento del Estado, al
que complementa. De hecho, en los casos en los que esa recepcién instrumental
de la normativa estatal sea posible, no por ello podrd entenderse que las pres-
cripciones insertadas pasen a ser legislacién autonémica dictada en ejercicio de
una competencia propia —eso seria una apropiacién competencial inadmisible—,
sino prescripciones bdsicas estatales presentes en esa legislacién, de manera que
su reforma o supresién estard subordinada a la modificacién o derogacién de la
correspondiente normativa bdsica por el Estado. Se trata, por tanto, de normativa
vinculada a las bases que reproducen, que si bien no queda formalmente alterada
cuando aquellas se modifican, si lo son materialmente, e incurrirdn en inconstitu-
cionalidad sobrevenida si no se acomodan por el legislador autonémico al nuevo
contenido de las bases tras su reforma.

Por otro lado, serd también necesario, como condicién material, que la repro-
duccién de la normativa bésica sea fiel y no incurra en alteraciones mds o menos
subrepticias de la misma, efecto que puede producirse bien por recogerla solo de
modo parcial (caso de las SSTC 154/1989, de 5 de octubre, FJ 6; 62/1993, F)
4, que al detectar una “reproduccién parcial, con omisiones muy significativas”,
aprecié una contradiccién por defecto, y no por exceso, con la norma bésica del
Estado respecto a las causas de incompatibilidad de determinados cargos de las
cajas de ahorro; 18/2011, FJ 18, 0 62/2017, de 25 de mayo, FJ 7), bien por
parafrasear la regulacién estatal en términos que introduzcan confusién (como
ocurrié en el primero de los preceptos examinados en el fundamento juridico 7 de
la citada STC 62/2017). En particular, hemos advertido que “omitir [una condicién
bdsica] puede ser en ocasiones tanto como contradecir” (STC 172/1996, F) 2),
sobre todo “cuando a resultas de una omisién, sea parcial o completa, la norma
aufondmica contenga en si misma y por consecuencia una regulacién contraria a la
ley bésica estatal” (STC 73/1997, FJ 4). En definitiva, el legislador autonémico no
puede, con ocasién de su desarrollo, reformular las bases estatales, pretendiendo
incidir en su eficacia en su territorio [SSTC 73/2016, FJ 9, y 8/2018, FJ 3 f]],
sino que su recepcién de la misma ha de ser, ademds de instrumental o auxiliar,
fidedigna».

Atendiendo a los criterios del Tribunal Constitucional, no parece que en el

articulado de la Ley 5/2021 se incurra en inconstitucionalidad, pero su reite-
rada reproduccién de contenidos bdsicos obligard a una vigilancia continuada
y a una puesta al dia para evitar posibles situaciones de inseguridad juridica
e incluso de inconstitucionalidad sobrevenida. Sin embargo, en lo inmediato la
regulacién sobre los temas tratados no supone en ningdn caso la introduccién
de dudas interpretativas y si, en algunos supuestos, una mayor concrecién y
seguridad aplicativa.
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RESUMEN: La Ley 4/2021, de 29 de junio, de modificacién de la Ley 2/2009, de
11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de Aragén, modifica el Titulo VIII, dedicado
a la capacidad normativa del Gobierno de Aragén. En este estudio se analizan las
principales modificaciones introducidas por esta norma en el ejercicio de la iniciativa
legislativa y de la potestad para dictar normas por el Gobierno de Aragén. Se realiza
ademds desde una perspectiva comparada, teniendo en cuenta la legislacién bdsica
del Estado en esta materia, la jurisprudencia constitucional asi como la regulacién en el
dmbito de la Administracién General del Estado.

Palabras clave: procedimiento de elaboracién de normas; calidad normativa; regu-
lacién inteligente; potestad reglamentaria; principios de buena regulacién; planificacién;
evaluacién.

ABSTRACT: In this study, the main modifications introduced in the capacity to
approve laws and administrative rules by the aragonese government are analized. It has
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been done from a comparative perspective taking into account the state basic regulation
and the sentences of the constitucional court. The legislation applied to the general admi-
nistration of the spanish state is also considered through all the article.

Key words: making rules procedure; quality regulation; smart regulation; government
regulation,; good regulation principles; planification; evaluation.

I. EL DESARROLLO DE POLITICAS DE CALIDAD NORMATIVA

Las politicas de calidad normativa tienen como objeto la mejora de las
normas juridicas a través de la correlativa mejora de los procesos de regu-
lacién normativa, desde el mismo momento en que se toma la decisién de
iniciar la tramitacién de una norma hasta su aplicacién, ejecucién y posterior
revisién (1). Procedentes de paises anglosajones se introducen en Europa en
los Gltimos afios del siglo XX ligadas a organizaciones internaciones como la
OCDE vy la Unién Europea.

Uno de los grandes retos de la politica regulatoria es el de elaborar una
normativa eficaz y eficiente que estimule el crecimiento econémico y favorezca
el bienestar social. Para avanzar en esta direccién la regulacién ha de ser
cada vez mds simple y clara, y el cumplimiento de las normas debe ser lo
menos costoso para las empresas y ciudadanos.

En este sentido, ya en la Comunicacién de la Comisién al Consejo y al
Parlamento Europeo, de 16 de marzo de 2005, «legislar mejor para potenciar
el crecimiento y el empleo de la Unién Europea», la Comisién recomendaba que
todos los Estados miembros estableciesen estrategias para legislar mejor y, en
particular, sistemas nacionales de evaluacién de impacto que permitiesen deter-
minar las consecuencias econdmicas, sociales y medioambientales de una norma,
asi como las estructuras de apoyo adaptadas a sus circunstancias nacionales.

De acuerdo con estos obijetivos, se aprobé en el dmbito estatal, el Real
Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la Memoria del
Andlisis de Impacto Normativo y la Guia Metodolégica para la elaboracién
de la Memoria del Andlisis de Impacto normativo aprobada por Acuerdo del
Consejo de Ministros de 11 de diciembre de 2009.

Actualmente, tanto la Unién Europea como la Organizacién para la
Cooperacién y el Desarrollo Econémico (OCDE) defienden una regulacién
inteligente «smart regulation» que permita dinamizar la actividad econémica,
simplificar procesos y reducir cargas administrativas, siendo la evaluacién ex

(1) CaNaLs AMeTLER, Dolors (2008): L'avaluacié de la qualitat normativa: primers passos,
primers instruments, Colleccié Papers de relacions Govern-Parlament (G.d. Catalunya, Ed.),
pp. 126-147.
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ante, a través de las memorias del andlisis de impacto de las normas uno de
los instrumentos clave para alcanzar dicho objetivo.

La OCDE, en su Recomendacién sobre politica normativa y gobernanza
de 2012 y en su informe emitido en 2014 «Spain: From Administrative Reform
to Continuous Improvement», insiste en la idea de incluir la evaluacién de
impacto regulatorio en las etapas iniciales del proceso de disefio de politicas
pUblicas y formulacién de propuestas normativas. Dicha Organizacién reco-
mienda identificar los objetivos de la politica piblica, evaluar si la normativa es
necesaria, cémo puede ser mds eficaz y eficiente para lograr dichos obijetivos,
y considerar alternativas y ventajas de los distintos enfoques para identificar
el més adecuado.

Esta es la linea que ha continuado la Comisién Europea con la publica-
cién de un «Paquete de Mejora Normativa» o «Better Regulation Packages,
el 19 de mayo del 2015, que refleja la situacién actual y las perspectivas de
la politica de mejora normativa en la Unién Europea e incluye una serie de
herramientas para seguir avanzando en la misma.

Los antecedentes més inmediatos en Espafia anteriores a la regulacién
incluida en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administra-
tivo Com0n de las Administraciones Piblicas los podemos encontrar en el ya
citado Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, que introduce la obligacién de
elaborar una memoria de andlisis de impacto de las normas estatales durante
su elaboracién y en la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible,
que introdujo los principios para la mejora de la calidad de la regulacién, asi
como distintos instrumentos (cuya realizacién no era obligatoria), basados en
el andlisis ex anfe y ex post de las normas (2).

Supone en definitiva, aplicar a las politicas de calidad normativa la
teoria clésica del ciclo de vida de las politicas publicas, comenzando por la
evaluacién ex ante, la planificacién y ejecucién de la politica publica que se
va a implementar, para finalizar con la evaluacién ex post.

La aplicacién de politicas de calidad normativa se generaliza para todas
las Administraciones Pdblicas con la regulacién incorporada en el Titulo VI LPAC
—De la iniciativa legislativa y de la potestad para dictar reglamentos y otras
disposiciones—. Se desarrollan los principios de buena regulacién (art. 129),
se infroduce como mecanismo de evaluacién ex ante la obligacién de aprobar
Planes anuales normativos (art. 132), se desarrolla la evaluacién ex post con
la obligacién de las Administraciones Piblicas de revisar periédicamente su
normativa vigente para adaptarla a los principios de buena regulacién(art. 130),

(2) Gimeno FernANDEZ, Claudia (2019): «La funcién consultiva en el contexto de las
politicas en calidad normativa y el Titulo VI de la Ley de Procedimiento Administrativo Comins,
Revista Espafiola de la Funcién Consultiva, nim. 32, julio-diciembre, pdgs.. 69-89.
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y se potencia la participacién de los ciudadanos en el procedimiento de ela-
boracién de normas con la introduccién del tramite de consulta pdblica previa,
junto a los ya cldsicos trédmites de audiencia e informacién publica(art. 133).

Si bien este articulo se va a centrar en la regulacién autonémica sobre
la materia, se analizard de manera comparada con la regulacién basica y en
algunos casos estatal, sobre calidad normativa.

Il. JUSTIFICACION DE LA NUEVA NORMATIVA AUTONOMICA: LA
REGULACION DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA Y DE LA POTESTAD
REGLAMENTARIA EN LA LEY 39/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DEL
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMUN DE LAS ADMINIS-
TRACIONES PUBLICAS Y LOS EFECTOS DE LA SENTENCIA 55/2018,
DE 24 DE MAYO DE 2018, DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, EN
LA DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS ENTRE EL ESTADO Y LAS
COMUNIDADES AUTONOMAS EN RELACION AL EJERCICIO DE LA
CAPACIDAD NORMATIVA

La Ley 4/2021, de 29 de junio, de modificacién de la Ley 2/2009, de
11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de Aragén da una nueva redaccién
al titulo VIII, dedicado a la capacidad normativa del Gobierno de Aragén.
En este titulo se regula el procedimiento administrativo para el ejercicio de
la iniciativa legislativa del Gobierno, la aprobacién de normas con rango de
ley y la potestad reglamentaria con base en la competencia exclusiva de la
Comunidad Auténoma de Aragén para regular el procedimiento administrativo
derivado de las especialidades de la organizacién propia atribuida por el
articulo 71.7.° del Estatuto de Autonomia de Aragén (3).

Asimismo, el articulo 42.2 del Estatuto atribuye al Gobierno de Aragén la
iniciativa legislativa, los articulos 43 y 44, la posibilidad de dictar normas con
rango de ley y el articulo 53 atribuye al Gobierno el ejercicio de la funcién
ejecutiva y la potestad reglamentaria.

El origen de esta reforma debemos buscarlo en el titulo VI de la Ley
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Comin de las
Administraciones publicas (en adelante, LPAC), titulado «De la iniciativa legis-
lativa y la potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones». Este titulo
fue dictado al amparo del articulo 149.1.18.% de la Constitucién espafiola que
atribuye al Estado la competencia para dictar las bases del régimen juridico de
las Administraciones publicas y la competencia en materia de procedimiento

(3) La Ley Orgdnica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomia
de Aragén sustituye al anterior Estatuto de Autonomia de 1982 y sus modificaciones de 1994
y 1996, cuyas leyes de aprobacién se derogan.
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administrativo comin, asi como del articulo 149.1.14.9, relativo a la Hacienda
general, y del articulo 149.1.13.%, que atribuye al Estado la competencia en
materia de bases y coordinacién de la planificacién general de la actividad
econémica (4); lo que suponia su naturaleza de preceptos bdsicos del proce-
dimiento que debian ser desarrollados por las comunidades auténomas.

Sin embargo, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se ha visto especialmente
afectada en la regulacién del titulo VI, «De la iniciativa legislativa y de la
potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones», por la STC 55/2018,
de 24 de mayo (5). No podemos olvidar que esta sentencia tiene su antece-
dente inmediato en la STC 91/2017, de 6 de julio, en la que se resolvié la
impugnacién realizada por el Gobierno de Canarias de los articulos 4 a 7
de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible, articulos que
sirvieron de precedente de algunas de las cuestiones incluidas posteriormente
en la Lley 39/2015, de 1 de octubre. En la STC 91/2017, de 6 de julio, se
argumenta que en la regulacién de toda iniciativa normativa el procedimiento
legislativo debe quedar excluido de su dmbito de aplicacién, mientras que
los procedimientos que tengan por objeto la elaboracién de las disposiciones
reglamentarias si que pueden ser objeto de interferencias por parte de la
legislacién bdsica, con base en el titulo competencial relativo a las bases del
régimen juridico de las Administraciones publicas.

En consonancia con lo anterior, en la STC 55/2018, de 24 de mayo, sobre
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, respecto a la impugnacién de los articulos
129 —principios de buena regulacién— (salvo los pérrafos segundo y tercero
del apartado 4, que se analizan en un fundamento juridico separado), 130
—evaluacién normativa y adaptacién de la normativa vigente a los principios
de buena regulacién) y 132 —planificacién normativa—, el Tribunal Constitu-
cional estima el recurso y declara que dichos preceptos no son aplicables a
las iniciativas legislativas de las comunidades auténomas, pero si cuando se
ejerce la potestad reglamentaria.

(4) La referencia a estos dos Gltimos titulos competenciales fue declarada inconstitu-
cional en la Sentencia 55/2018, de 24 de mayo (BOE n.° 151, de 22 de junio de 2018),
que declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 2 de la disposicién final primera.

(5) Sentencia 55/2018, de 24 de mayo de 2018 (BOE n.° 151, de 22 de junio de
2018) que resuelve el Recurso de inconstitucionalidad 3628-2016, interpuesto por el Gobierno
de la Generalitat de Catalufia en relacién con diversos preceptos de la Ley 39/2015, de 1
de octubre, del procedimiento administrativo comidn de las administraciones piblicas afec-
tando a competencias sobre procedimiento administrativo: nulidad de diversos extremos de
los preceptos relativos a los registros electrénicos de apoderamientos, los principios de buena
regulacién y que identifican los titulos competenciales habilitantes para la aprobacién de la
ley; inconstitucionalidad de distintos preceptos que regulan la iniciativa legislativa y la potestad
reglamentaria; interpretacién conforme de la disposicién relativa a la adhesién de las admi-
nistraciones territoriales a las plataformas y registros de la Administracién General del Estado.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 265293 269



MIGUEL ANGEL GIL CONDON

Entre las novedades introducidas por la Ley 39/2015, de 1 de octubre,
en la elaboracién de un proyecto normativo hay que tener en cuenta que el
articulo 133 incorpora un nuevo trdmite con cardcter previo a la elaboracién
de un proyecto de ley o de reglamento, denominado consulta piblica previa,
que contempla la participacién de los ciudadanos en el procedimiento de
elaboracién de normas con rango de ley y reglamentos. De este articulo, el
Tribunal Constitucional, en la sentencia mencionada, sélo mantiene el cardcter
bdsico, y Gnicamente respecto a iniciativas reglamentarias, del primer inciso
del apartado 1, asi como del primer pérrafo del apartado 4.

Por lo que se refiere a los trdmites de audiencia e informacién piblica,
la Onica regulacién aplicable era el articulo 49 de la Ley 2/2009, de 11 de
mayo, en tanto en cuanto lo dispuesto en el articulo 133 de la Ley 39/2015, de
1 de octubre, respecto a estos trdmites no tiene cardcter basico, conforme a lo
establecido en la STC 55/2018, de 24 de mayo, antes referida, que de forma
expresa fundamenta que «las demds previsiones del articulo 133 —a salvo
del apartado 1, primer inciso y 4, primer parrafo—, descienden a cuestiones
procedimentales de detalle desbordando el dmbito de lo bésico; vulneran por
ello las competencias estatutarias de las Comunidades Auténomas en relacién
con la elaboracién de sus propias disposiciones normativas.

De la STC 55/2018, podemos extraer la siguientes conclusiones en lo
que afecta a los procedimientos de elaboracién de disposiciones normativas:

1.— Los preceptos impugnados tienen por objeto cuestiones de procedi-
miento y régimen juridico de las Administraciones Piblicas por lo que cabe
encuadrar el conflicto suscitado en el articulo 149.1.18 CE. Por el contrario,
frente a lo establecido en la propia Ley 39/2015 (DF 19, apdo.2), no cabe
aceptar que los nimeros 13 «Bases y coordinacién de la planificacién general
de la actividad econémica» y 14 «Hacienda general» del articulo 149.1 CE
contribuyan a dar cobertura al Titulo VI'y a la DA 2° de la Ley 39/2015.
Estas previsiones, aunque respondan a fines de ahorro o eficiencia, abordan
cuestiones de régimen juridico y procedimiento de las Administraciones Piblicas
(FJ 3). En consecuencia, declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado
2 de la disposicién final primera.

2.- Se impugna también el art. 129.4, pérrafo tercero, que afecta a la
potestad reglamentaria originaria y derivada. El TC sostiene aqui que estas
cuestiones forman parte del «contenido necesario y reservado», «contenido
constitucionalmente obligado» o «contenido minimo necesario» del Estatuto de
Autonomia y el legislador estatal ordinario carece de competencias para distri-
buir poderes normativos entre las instituciones autonémicas, en general, y para
asignar, quitar, limitar o repartir la potestad reglamentaria en las Comunidades
Auténomas en particular. Por ello, esta previsién incurre en inconstitucionalidad,
pero sélo parcialmente, esto es, en lo que afecta al dmbito autonémico pero
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no a la potestad reglamentaria en el dmbito estatal (FJ 5). Admite por tanto el
TC que en un ordenamiento autonémico la habilitacién por Ley a la potestad
reglamentaria no sea necesariamente al Gobierno y pueda habilitarse a los
consejeros de los departamentos.

3.- El ejercicio de la iniciativa legislativa por parte de las Comunidades
Auténomas, en general, y la elaboracién de anteproyectos de ley, en particular,
quedan por completo al margen del art. 149.1.18 CE en lo que se refiere tanto
a las «bases del régimen juridico de las Administraciones publicas» como al
«procedimiento administrativo comin». Por tanto, los articulos 129 (salvo el
apartado 4, pérrafos segundo y tercero que se analizan en fundamento aparte),
130, 132 y 133 de la Ley 39/2015, se refieren al ejercicio por parte de los
gobiernos nacional y autonémico, tanto de la potestad reglamentaria como de
la iniciativa legislativa. Al aplicarse a las iniciativas de rango legal de las Comu-
nidades Auténomas invaden las competencias que éstas tienen estatutariamente
atribuidas en orden a organizarse y regular la elaboracién de sus leyes. Para
remediar la invasién competencial basta declarar que estos preceptos son con-
trarios al orden constitucional de competencias y que, en consecuencia, no son
aplicables a las iniciativas legislativas de las Comunidades Auténomas (FJ 7 b).

4 .- los articulos 129 y 130 resultan aplicables al ejercicio de la potestad
reglamentaria por las Comunidades Auténomas al estar amparadas en el titulo
de bases del régimen juridico de las Administraciones puiblicas (149.1.18
CE). No ocurre lo mismo con la regulacién de la planificacién normativa en el
articulo 132 al tratarse de una regulacién de carécter marcadamente formal o
procedimental que desciende a cuestiones de detalle (periodicidad, contenido
y lugar de publicacién del plan normativo) que el TC considera que esta pre-
visién no puede entenderse amparada en el titulo bases del régimen juridico
de las Administraciones piblicas e invade las competencias estatutarias de
las Comunidades Auténomas por lo que resulta inaplicable a éstas (FJ 7 ¢).

5.— Respecto al articulo 133, sobre la participacién de los ciudadanos
en el procedimiento de elaboracién de normas, el TC considera que el primer
inciso del apartado 1 y el primer pdrrafo del apartado 4 contienen normas
con parecido tenor que pueden reputarse bases del régimen juridico de las
Administraciones publicas, aplicables en cuanto tales a la elaboracién de
reglamentos autonémicos. Sin embargo, las demds previsiones del articulo
133 descienden a cuestiones de detalle desbordando el dmbito de lo basico y
vulneran por ello las competencias estatutarias de las Comunidades Auténomas
en relacién con la elaboracién de sus propias disposiciones administrativas.
Por ello, igual que ocurre con el articulo 132, el articulo 133 —salvo el primer
inciso de su apartado 1y el primer pdrrafo de su apartado 4— es contrario al
orden constitucional de competencias y resulta inaplicable a las Comunidades
Auténomas (FJ 7¢).
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Rafael JiIMENEZ Asensio (6) se muestra critico con los fundamentos de esta
Sentencia porque el criterio formal del rango es, a juicio del TC, la nota deter-
minante para extender lo bdsico del régimen juridico de las Administraciones
pUblicas. Si es Ley o norma con rango de ley esas bases no se aplican, si es
manifestacién de la potestad reglamentaria del Gobierno si.

Aunque no es objeto de este estudio y que la Sentencia no menciona la
inconstitucionalidad de los preceptos analizados respecto de los entes locales,
resulta inferesante traer a colacién el andlisis que realiza Francisco Vetasco
CasalLEro (7), que considera que debe extenderse necesariamente la declara-
cién de inconstitucionalidad parcial e inaplicabilidad a los entes locales en
atencién al titulo competencial bésico que tiene el Estado reservado en la
materia respecto de todas las Administraciones Publicas (art. 149.1.18 CE).

Ill. ANTECEDENTES: A LA TERCERA VA LA VENCIDA

Como hemos visto, la aprobacién y entrada en vigor de la legislacién
bdsica estatal notablemente afectada por la STC 55/2018, exigia su desarrollo
normativo y la adaptacién de las normas reguladoras de la capacidad norma-
tiva del Gobierno de Aragén. Sin embargo, el camino no ha resultado ni fécil
ni rdpido hasta llegar a la aprobacién del texto legal que ahora examinamos.

En la pasada legislatura, la IX, se aprobd un primer proyecto de ley de
modificacién de la Ley del Presidente y del Gobierno de Aragén que decayé
por la convocatoria de elecciones a Cortes de Aragén en mayo de 2019 (8).
Posteriormente se tramité un proyecto de decreto por el que se desarrollaba
la capacidad normativa del Gobierno de Aragén cuya aprobacién final no
se realizé a la vista del dictamen desfavorable emitido sobre el mismo por el
Consejo Consultivo de Aragén (9).

En esta X legislatura, en la tramitacién parlamentaria del proyecto de ley
se presentaron 102 enmiendas de las que fueron aceptadas —en su totalidad
o mediante texto transaccional— casi cuarenta de las mismas. Ademds, se
incorporaron en el Gltimo momento las modificaciones derivadas de la simulté-
nea aprobacién de la Ley de organizacién y régimen juridico el sector piblico

(6) Jiménez Asensio, Rafael (2018) Blog La mirada institucional, https://rafaeljimenza
sensio.com.

(7)  Vewasco Caealiero, Francisco (2019): «Elaboracién de Ordenanzas y Ley de Pro-
cedimiento Administrativo Com0n», Revista Vasca de la Administracién Piblica, 2019, n.°
113, pp. 299-349.

(8) Proyecto de ley aprobado por el Gobierno de Aragén en su reunién de 9 de mayo
de 2017.

(9) Dictamen 90/2019, de 19 de marzo, del Consejo Consultivo de Aragén.
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autonémico de Aragén como, por ejemplo, la regulacién en el articulo 23 de
la Comisién de Secretarias y Secretarios Generales Técnicos que se adapta a la
desaparicién en la Ley de Organizacién y Régimen Juridico del Sector Pdblico
Autonémico de Aragén de la figura de los Viceconsejeros. Se hace especial
hincapié por parte de los grupos parlamentarios en diversas enmiendas para
incluir un lenguaje igualitario, incluyente e integrador (10).

El principal objetivo de la reforma es por tanto la modificacién del titulo
VIl de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de Ara-
gén, incorporéndose asimismo las modificaciones derivadas de la simultédnea
aprobacién de la Ley de Organizacién y Régimen Juridico el Sector Pdblico
de Aragén.

La disposicién final segunda de la Ley 4/2021, de 29 de junio, incluye
una delegacién legislativa por la que se autoriza al Gobierno de Aragén
para que, en el plazo méximo de un afio, se apruebe un texto refundido de
la Ley 2/2009, de 11 de mayo, y de las normas legales que la modifican.
En esta delegacién se dispone expresamente que en su redacciédn se utilizard
un lenguaje igualitario, incluyente e integrador. A este mandato del legislador
responde el texto refundido de la Ley del Presidente o Presidenta y del Gobierno
de Aragén, aprobado mediante Decreto Legislativo 1/2022, de 6 de abril,
del Gobierno de Aragén (en adelante, TRLPGA).

Estando ya en vigor el texto refundido de la Ley del Presidente o Presi-
denta y del Gobierno de Aragén, las referencias al articulado las realizaré a
los articulos del mismo.

El citado titulo se divide en cuatro capitulos en cuyo andlisis me detendré
a continuacién: el primero (arts. 33 a 35), relativo a la iniciativa legislativa
y la potestad para dictar normas con rango de ley; el segundo capitulo (arts.
36 a 38), sobre la potestad reglamentaria; el tercer capitulo (arts. 39 a 41)
enumera los principios de buena regulacién, y, por Gltimo, el cuarto capitulo
(arts. 42 a 55) que recoge el procedimiento de elaboracién de normas con
rango de ley y reglamentos.

A juicio del que suscribe, las principales virtualidades de esta reforma
son las siguientes:

1.- La sistematizacién y ordenacién en un solo texto legal de todos los
trémites que forman parte del procedimiento de elaboracién de disposiciones
normativas que hasta ahora se encontraban dispersos en normativa secto-
rial como los informes de evaluacién de impacto de igualdad, de identidad
de género, de discapacidad, o cuestiones relacionadas con la simplificacién
administrativa.

(10) BOCA 142y 143, de 24 y 25 de junio de 2021, respectivamente.
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2.— La recuperacién de las excepciones al trédmite de consulta piblica
previa en el articulo 43, que dejaron de aplicarse tras la Sentencia del Tribunal
Constitucional antes referida.

3.- La regulacién conjunta en el capitulo IV del Titulo VI, sin perjuicio de
sus respectivas especialidades, de la tramitacién de disposiciones de naturaleza
legal y reglamentaria, que hasta ahora se regulaban en capitulos separados.

4.- la inclusién de la tramitacién de urgencia del procedimiento de ela-
boracién en el articulo 50.

IV. LA INICIATIVA LEGISLATIVA Y LA POTESTAD PARA DICTAR
NORMAS CON RANGO DE LEY

El capitulo | del titulo VIII determina la titularidad del Gobierno de Ara-
gé6n de la iniciativa legislativa y la potestad de dictar normas con rango de
ley —decretos legislativos y decretos leyes—, de acuerdo con la Constitucién
y el Estatuto de Autonomia, y la forma de su ejercicio.

Respecto a la forma de ejercicio, el articulo 34 TRLPGA dispone que
la iniciativa legislativa del Gobierno se ejercerd mediante la aprobacién de
proyectos de ley para su ulterior remisién a las Cortes de Aragén.

Asimismo, el Gobierno podrd aprobar, previa delegacién de las Cortes de
Aragén, Decretos Legislativos, de acuerdo con el Estatuto de Autonomia (11). La
delegacién de las Cortes deberd ser expresa, mediante ley, para una materia
concreta, con la determinacién de un plazo cierto para ejercerla. En ningdn
caso cabrd delegacién legislativa para la aprobacién del Presupuesto de la
Comunidad Auténoma, la regulacién esencial de los derechos reconocidos
por el Estatuto, el desarrollo bdsico de sus Instituciones o el régimen electoral.

Los Decretos-leyes se elaborarén y aprobarén por el Gobierno en los
supuestos de necesidad urgente y extraordinaria, de acuerdo con el Estatuto
de Autonomia (12). No serén objeto de regulacién por Decreto-ley el desarrollo
de los derechos, deberes y libertades de los aragoneses y aragonesas y de
las instituciones reguladas en el Estatuto de Autonomia, el régimen electoral,
los tributos y el presupuesto de la Comunidad Auténoma.

Por Gltimo, la elaboracién del proyecto de Ley de Presupuestos tiene una
regulacién propia en el articulo 35 por el que se remite a lo establecido en la
Ley de Hacienda de la Comunidad Auténoma —en concreto, sus articulos 36 a
38—y, respecto a su tramitacién parlamentaria, al procedimiento establecido

(11) El articulo 43 del Estatuto de Autonomia regula la delegacién legislativa.

(12) Es el articulo 44 del Estatuto de Autonomia el que atribuye al Gobierno de Aragén
la posibilidad de dictar disposiciones legislativas provisionales bajo la forma de Decreto-ley.
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en el Reglamento de las Cortes de Aragén (13), si bien, en todo caso, las
enmiendas que supongan minoracién de ingresos requerirdn la conformidad
del Gobierno para su tramitacién.

V. LA POTESTAD REGLAMENTARIA

1. Ejercicio de la potestad reglamentaria

La potestad reglamentaria, que no es susceptible de delegacién, se regula
en el capitulo Il, atribuyendo su titularidad al Gobierno de Aragén, sin perjuicio
de que los miembros del Gobierno puedan ejercerla si asi les habilita para ello
una ley o disposicién reglamentaria aprobada por el Gobierno, o se trate de
asuntos de orden interno de su competencia. Ya hemos explicado anteriormente
como la STC 55/2018 declaré inconstitucionales y eliminé las referencias a los
gobiernos autonémicos y las consejerias de los mismos respecto a la potestad
reglamentaria en el articulo 129.4 LPAC.

El Gobierno, en el ejercicio de dicha potestad, estd facultado para regular
todas las materias de competencia de la Comunidad Auténoma, con excep-
cién de las reservadas a la ley, asi como para dictar normas en desarrollo y
aplicacién de las leyes y con el limite de que las disposiciones reglamentarias
no podrdn tipificar infracciones penales ni administrativas, establecer penas o
sanciones, ni tributos, exacciones pardfiscales u ofras cargas o prestaciones
personales o patrimoniales de cardcter piblico, sin perjuicio de su funcién de
desarrollo de la ley o norma con rango de ley.

Respecto a la potestad reglamentaria derivada, el Presidente o la Presidenta
del Gobierno de Aragén podré dictar las disposiciones reglamentarias sobre la
estructura organizativa de la Administracién de la Comunidad Auténoma, asi
como respecto de las funciones ejecutivas que se hubiese podido reservar y cua-
lesquiera otfras disposiciones reglamentarias en aquellos supuestos que le habilite
para ello la ley u ofra disposicién reglamentaria aprobada por el Gobierno.

Ademds, las Comisiones Delegadas del Gobierno podran dictar dispo-
siciones de cardcter general cuando les habilite para ello el Gobierno en su
decreto de creacién, dentro del dmbito propio de su competencia, y las perso-
nas titulares de las vicepresidencias y de los departamentos podrdn aprobar las
correspondientes disposiciones reglamentarias en asuntos de orden interno en
las materias de su competencia. Igualmente, podrén ejercer la potestad regla-
mentaria cuando asi les habilite para ello una ley o disposicién reglamentaria
aprobada por el Gobierno.

(13) Son los articulos 188 a 196 los que regulan las especialidades en el procedimiento
legislativo del proyecto de ley de presupuestos.
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Se especifica también en el articulo 36 que las resoluciones, circulares
o instrucciones emitidas por los érganos de la Administracién no tendrdn la
consideracién en ningin caso de disposiciones dictadas en el ejercicio de la
potestad reglamentaria. Esto debemos ponerlo en relacién con el articulo 8 de la
Ley 5/2021, de 29 de junio, donde se dispone que los érganos administrativos
podrén dirigir las actividades de sus érganos jerdrquicamente dependientes
mediante instrucciones, circulares y érdenes de servicio.

2. Forma y jerarquia de las disposiciones reglamentarias

Se sigue en esta materia una estructura muy similar a la establecida para
el Gobierno de la nacién en el articulo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de
noviembre, del Gobierno.

En funcién del érgano del que emanan, las disposiciones de cardcter
general emanadas del Gobierno de Aragén o del Presidente o Presidenta
adoptardn la forma de Decreto; las disposiciones de las Comisiones Delegadas
del Gobierno adoptardn la forma de Orden y las disposiciones de cardcter
general emanadas de las personas titulares de las vicepresidencias y de los
departamentos tendrdn la forma de Orden.

De acuerdo con el principio de jerarquia normativa, los reglamentos no
podrén vulnerar lo establecido en la Constitucién, el Estatuto de Autonomia,
las leyes, las normas con rango de ley u otros reglamentos jerdrquicamente
superiores y se ordenan jerdrquicamente segun los érganos de los que emanen,
de la siguiente forma:

a) Disposiciones aprobadas por el Presidente o la Presidenta del Gobierno
o por el Gobierno.

b) Disposiciones aprobadas por las Comisiones Delegadas del Gobierno.

c) Disposiciones aprobadas por las personas titulares de las vicepresiden-
cias y los departamentos.

VI. PRINCIPIOS DE BUENA REGULACION, PLANIFICACION Y EVA-
LUACION NORMATIVA

1. Principios de buena regulacién

Novedades importantes son las introducidas en el capitulo Il del titulo
VIl sobre los principios de buena regulacién donde se remite a la legislacién
bdsica y se establece que los principios de buena regulacién deben inspirar el
ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, incorporando
la evaluacién de las normas vigentes en funcién de dichos principios, con el
objetivo de lograr una mejora de la calidad normativa.
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Los principios de buena regulacién son por tanto los establecidos en el
articulo 129 LPAC que vienen a su vez de la Ley de Economia Sostenible de
2011: necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad juridica, que incluye
la claridad de la norma, transparencia y eficiencia. La Unica diferencia en
relacién a la regulacién estatal es la inclusién, respecto al principio de segu-
ridad juridica de la mencién a la claridad de la norma, que se introdujo via
enmienda en fase de tramitacién parlamentaria.

¢ Necesidad: la iniciativa normativa debe estar justificada por una razén
de interés general.

e Eficacia: Debe ser el instrumento mds adecuado para garantizar la
consecucion.

® Proporcionalidad: la iniciativa debe contener la regulacién imprescin-
dible, tras constatar que no existen otras medidas menos restrictivas de
derechos o que impongan menos obligaciones a los destinatarios.

e Seguridad juridica: la iniciativa debe encajar de manera coherente con
el resto del ordenamiento juridico, nacional y de la Unién Europea, para
generar un marco normativo estable, predecible, integrado, claro y de
certidumbre.

e Transparencia: acceso sencillo, universal y actualizado a la normativa
en vigor y a los documentos propios de su proceso de elaboracién;
definicién clara de los obijetivos y justificacién de la norma; posibilitando
una participacién activa en el proceso de elaboracién de las normas
a sus potenciales destinatarios.

e Eficiencia: la iniciativa normativa debe evitar cargas administrativas
innecesarias y racionalizar la gestién de los recursos piblicos.

Junto a estos principios, si la iniciativa afecta o gastos o ingresos publicos,
se deben cumplir los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad
financiera.

Serd en la exposicién de motivos de los anteproyectos de ley o en la parte
expositiva de los proyectos de reglamento, asi como en las correspondientes
memorias justificativas, donde se deba justificar su adecuacién a dichos prin-
cipios. Por ello, no basta con la mera enumeracién de los principios sino que
se debe fundamentar la adecuacién de la norma a los mismos, de manera
mds resumida en la propia norma siendo la memoria justificativa el documento
donde la adecuacién se debe realizar de una forma mds extensa.

Ademés, a fin de garantizar el principio de seguridad juridica, las cldu-
sulas derogatorias deberdn indicar, de manera clara y expresa, las normas
completas o los preceptos concretos que pierden su vigencia con la nueva dis-
posicién, evitando las cldusulas genéricas de derogacién del derecho vigente.
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2. Plan Anual Normativo

En el articulo 40 TRLPGA se obliga al Gobierno mediante acuerdo a la
aprobacién de un Plan Anual Normativo, en el que se recogerdn todas las
iniciativas legislativas y reglamentarias que durante el afio siguiente vayan a
ser elevadas para su aprobacién por el Gobierno de Aragén. Se introduce asi
la planificacién normativa como un tramite preceptivo de la elaboracién de las
normas, esencial en la mejora normativa de nuestro ordenamiento.

Este Plan serd aprobado durante el Gltimo trimestre del afio anterior y se
publicaré en el Portal de Transparencia del Gobierno de Aragén y cuando se
eleve para su aprobacién una propuesta normativa que no figure en el Plan
Anual Normativo del ejercicio en curso, serd necesario justificar este hecho
en la memoria justificativa.

Esto no significa que hasta el momento actual el Gobierno de Aragén
no haya ido aprobando planes anuales normativos desde la entrada en vigor
de la ley 39/2015, al principio en cumplimiento de esta legislacién bdasica,
y desde la publicacién de la STC 55/2018, con base en su potestad de
autoorganizacién. Asi, se han aprobado Planes Normativos para los afios
2017, 2018, 2020 y 2021.

Ademds, anualmente, antes del 30 de abril del ejercicio siguiente, el
Gobierno de Aragén aprobard un informe en el que se recogerd el grado de
cumplimiento del Plan Normativo del afio anterior.

La regulacién aragonesa es més sencilla que la establecida en la Ley del
Gobierno para la Administracién General del Estado. En esta Gltima, el PAN
se debe aprobar antes del 30 de abril del afio anterior a su vigencia y el
informe anual de evaluacién, regulado en el articulo 28, que debe aprobarse
antes de 30 de abril del ejercicio siguiente, va a incluir no sélo el grado de
cumplimiento del PAN como ocurre en la legislacién aragonesa, sino también
las principales conclusiones de la evaluacién de las normas que se haya
determinado respecto al cumplimiento de los principios de buena regulacién.

En el &mbito estatal, lo dispuesto en la LPAC ha sido desarrollado regla-
mentariamente mediante el Real Decreto 286/2017, de 24 de marzo, por
el que se regulan el Plan Anual Normativo y el Informe Anual de Evaluacién
Normativa de la Administracién General del Estado y se crea la Junta de
Planificacién y Evaluacién Normativa. La Junta, como érgano colegiado de
cardcter interministerial, es la competente para elaborar los proyectos de Plan
Anual Normativo y del Informe Anual de Evaluacién Normativa.

Volviendo de nuevo al dmbito de la Comunidad Auténoma de Aragén,
tenemos que referirnos aqui al Plan de Simplificacién Normativa previsto en
el articulo 5 de la Ley 1/2021, de 11 de febrero, de Simplificacién Admi-
nistrativa, que se elaboraré de forma simulténea a la aprobacién del Plan de
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Gobierno en el primer semestre de cada legislatura, y se aprobard, junto al
Plan de Gobierno, mediante acuerdo del Gobierno de Aragén; y contendré
la revisién, actualizacién, simplificacién y, en su caso, consolidacién de las
disposiciones autonémicas vigentes. El seguimiento de la ejecucién del Plan
de Simplificacién Normativa se realizard con cada revisién del Plan Anual
Normativo y se elaborard un informe final que se adjuntard, previo informe de
la Comisién de Simplificacién Normativa, al Plan de Simplificacién Normativa
que sustituya al evaluado.

3. Evaluaciéon normativa y adaptacion a los principios de buena
regulacién

Los departamentos proponentes de las iniciativas, en coordinacién con
el departamento competente en materia de calidad normativa (14), decidirdn
cudles de las normas incluidas en el Plan Anual Normativo que se eleve para
su aprobacién serdn objeto de evaluacién posterior. Dicha evaluacién tendrd
por objeto comprobar el grado de cumplimiento de los objetivos perseguidos
y su adecuacién a los principios de buena regulacién, todo ello de acuerdo
con lo previsto en la legislacién bésica del Estado.

El resultado de la evaluacién de las normas seleccionadas se plasmard
en un informe que también incorporard, en su caso, el impacto econédmico
derivado de su aplicacién. Dicho informe se publicard anualmente en el Portal
de Transparencia del Gobierno de Aragén.

La normativa vigente, atendiendo a los resultados de la evaluacién, podrd
ser objeto de revisién y adaptacién para garantizar el cumplimiento de los
principios de buena regulacién.

Como ya se ha puesto de manifiesto en el apartado anterior, a diferencia
de lo regulado para la Administracién General del Estado, se ha optado en
Aragén por deslindar la evaluacién del plan normativo de la evaluacién de
las normas que se realizard en informes separados.

VII. EL PROCEDIMIENTO DE ELABORACION DE LAS NORMAS CON
RANGO DE LEY Y REGLAMENTOS

Las mayores novedades se incluyen en el capitulo IV, que unifica el pro-
cedimiento de elaboracién de las disposiciones generales para normas con

(14) En este momento la Secretaria General de la Presidencia, segin atribucién de
competencia realizada mediante Decreto de 5 de agosto de 2019, del Presidente del Gobierno
de Aragén, por el que se modifica la organizacién de la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén y se asignan competencias a los Departamentos (BOA n.° 153, de 6
de agosto de 2019).
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rango de ley y reglamentos —hasta ahora regulado en capitulos separados—,
e incorpora una tramitacién de urgencia para las iniciativas normativas y
disposiciones reglamentarias, adecudndose el procedimiento administrativo de
elaboracién de disposiciones normativas a las exigencias de la legislacién
bdsica con el objetivo de contribuir a una mayor claridad del mismo, todo
ello para garantizar una mayor seguridad juridica y la participacién de los
ciudadanos en un procedimiento tan importante como es la elaboracién de
normas que inciden en la vida de la ciudadania.

1. Iniciativa

La iniciativa para la elaboracién de las disposiciones normativas corres-
ponde a los miembros del Gobierno en funcién de la materia objeto de regu-
lacién, que designard el érgano directivo al que corresponderd el impulso del
procedimiento; manteniéndose como ya ocurria en la anterior regulacién la
especialidad de los anteproyectos de ley sobre Derecho foral civil aragonés,
respecto a los que el Gobierno de Aragén podrd encomendar su elaboracién
a la Comisién Aragonesa de Derecho Civil.

2. Consulta publica previa

En el proyecto de ley aprobado por el Gobierno, la consulta pdblica
previa estaba prevista Gnicamente para normas reglamentarias. Sin embargo,
durante la tramitacién parlamentaria se incluyé la misma también para los
proyectos de ley.

Como se ha explicado anteriormente, este trdmite es una de las novedades
introducidas en el afio 2015 por la LPAC, si bien, del examen de las normas
reglamentarias tramitadas hasta la fecha se desprende la escasa virtualidad del
mismo, ya que han sido pocos los proyectos de reglamentos en los que se han
producido alegaciones en este trdmite. La razén quizé se pueda encontrar en
que en las normas reglamentarias los ciudadanos u organizaciones interesados
van a poder intervenir en el frdmite de audiencia e informacién piblica, donde
se contard ya con un texto normativo sobre el que alegar.

Tal y como se regula la consulta piblica previa en el articulo 43 TRLPGA,
una vez aprobada la orden de inicio, y con carécter previo a la elaboracién
del proyecto de reglamento o de ley, se abrird un periodo de consulta pdblica
para recabar la opinién de las personas y organizaciones que puedan verse
afectadas por la futura norma sobre:

a) Los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa.

b) La necesidad y oportunidad de su aprobacién.

c) Los objetivos de la norma.
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d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias.

La consulta piblica durard un minimo de quince dias naturales y un méximo
de treinta dias naturales, y se hard efectiva a través del Portal de Participacién
Ciudadana del Gobierno de Aragén (15), pudiendo prescindirse del tramite
de consulta piblica en los siguientes supuestos:

a) Cuando se trate de normas organizativas o presupuestarias.
b) Cuando concurran razones graves de interés publico que lo justifiquen.

¢) Cuando la propuesta normativa no tenga un impacto significativo en la
actividad econdmica, no imponga obligaciones relevantes a los destinatarios
o regule aspectos parciales de una materia.

d) En el caso de la tramitacién urgente de la norma.

La concurrencia de alguna o varias de las razones previstas en el apartado
anterior deberd motivarse en la memoria justificativa.

Para el desarrollo de la consulta se debe tener en cuenta el Acuerdo
adoptado por el Gobierno de Aragédn el dia 6 de abril de 2022, por el que
se dictan instrucciones sobre la consulta piblica previa en el procedimiento de
elaboracién normativa a través del Portal de Gobierno Abierto del Gobierno
de Aragén, que fue objeto de publicacién mediante Orden CDS/644/2022,
de 21 de abril, de la Consejera de Ciudadania y Derechos Sociales (BOA n.°
96, de 20 de mayo de 2022).

Sobre los efectos juridicos de la omisién del tramite de consulta poblica
previa en el procedimiento de elaboracién de disposiciones de cardcter general,
resulta de especial interés el andlisis realizado por Lucia Casado Casado en
la REALA (16), en el que concluye que la omisién o préctica inadecuada de
este trdmite lleva aparejada como consecuencia la nulidad de pleno derecho
de la norma aprobada.

3. Elaboracion de la disposicion normativa
A) Memoria justificativa

La memoria justificativa, documento principal en la elaboracién de cual-
quier proyecto normativo, se regula ahora con mayor claridad ampliando su
contenido. Hasta ahora, respecto a la memoria de los proyectos de ley, en el

(15)  En este momento las consultas publicas previas se publican en el Portal de Gobierno
Abierto de Aragén en la siguiente direccién: https://gobiernoabierto.aragon.es/agoab/
participacion/consultas-publicas.

(16) Casapo Casapo, Lucia (2020): «Los efectos juridicos de la omisién del tramite de
consulta poblica previa en el procedimiento de elaboracién de disposiciones administrativas
de cardcter general: snulidad de pleno derecho de la norma aprobada®». REALA, nim. 14,
pdgs.. 29-48.
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articulo 37.3 se hacia referencia a la necesidad de contar con una memoria y
un estudio o informe sobre la necesidad y oportunidad del proyecto, un informe
sobre el impacto por razén de género que incorporard una evaluacién sobre
el impacto por razén de orientacién sexual, expresién o identidad de género
asi como una memoria econdmica; siendo un poco mds amplia la regulacién
del apartado 3 del articulo 48 respecto a las normas reglamentarias donde
se disponia que el proyecto «ird acompafiado de una memoria en la que se
justifique la necesidad de la promulgacién de la norma, su insercién en el
ordenamiento juridico, el impacto social de las medidas que se establezcan en
la misma, un informe sobre el impacto por razén de género que se establezcan
en el mismo, que incorporaré una evaluacién sobre el impacto por razén de
orientacién sexual, expresién o identidad de género, y una estimacién del
coste a que dard lugar y su forma de financiacién».

En el articulo 44 del TRLPGA se ha intentado sistematizar de una manera
ordenada cual debe ser el contenido de la memoria justificativa, incluyendo
las referencias a la misma que se regularon en la Ley de Simplificacién Admi-
nistrativa. De este modo, el érgano directivo competente serd quien elabore
la memoria justificativa que contendrd:

a) Una justificacién del cumplimiento de todos los principios de buena
regulacién.

b) Un andlisis de la adecuacién de los procedimientos administrativos que
en ella se incluyan a las exigencias derivadas de su tramitacién electrénica.

c) Las aportaciones obtenidas en la consulta piblica, en caso de haberse
realizado, sefialando los autores y el sentido de sus aportaciones.

d) El impacto social de las medidas que se establezcan, que incluird el
andlisis de la nueva regulacién desde el punto de vista de sus efectos sobre
la unidad de mercado.

e) Cualquier otra consideracién que se estime de especial relevancia.

Desde la perspectiva de la simplificacién administrativa (17), la memoria
justificativa descrita en el apartado anterior incluird también:

a) La motivacién y razones por las que se establezca el régimen de
autorizacién o licencia, declaracién responsable o comunicacién, cuando la
disposicién normativa regule cualquier forma de intervencién administrativa
sobre la actividad de los particulares.

b) En el caso de normas con rango de ley que prevean de manera excep-
cional el mantenimiento de autorizaciones o licencias previas por razones

(17)  Se incluye de una manera ordenada el nuevo contenido de la memoria justificativa
derivado de la Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificacién administrativa; en concreto
en sus articulos 14.3, 15.1, 27.3, y 29.
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de interés general, la memoria deberd concretar expresamente las razones
de interés general que justifiquen el régimen de intervencién que establezca,
especificando los dafios para los intereses generales, ponderdndolos con los
legitimos intereses de sus destinatarios.

c) En el caso de normas con rango de ley que establezcan de manera
excepcional el sentido desestimatorio del silencio, la memoria deberé concretar
expresamente las razones de interés general que justifiquen el sentido deses-
timatorio del silencio, especificando los dafios para los intereses generales,
ponderdndolos con los legitimos intereses de sus destinatarios.

d) En el caso de normas con rango de ley que establezcan de manera
excepcional un plazo de resolucién de entre tres y seis meses, la memoria
deberd concretar expresamente las razones de interés general que justifiquen el
plazo que se establezca, especificando los dafios para los intereses generales,
ponderdndolos con los legitimos intereses de sus destinatarios.

e) En el caso de normas con rango de ley que establezcan de manera
excepcional un plazo de emisién de informes y dictdmenes superior a diez dias,
la memoria deberd concretar expresamente las razones de interés general que
justifiquen el plazo que se establezca, especificando los dafios para los intere-
ses generales, ponderdndolos con los legitimos intereses de sus destinatarios.

f) Cuando la disposicién normativa regule procedimientos y servicios,
la memoria justificativa incorporard una breve descripcién de las siguientes
cuestiones:

1°. Los canales para la presentacién de las solicitudes y los criterios para
establecerlos y para fijar el plazo de resolucién.

2°. El volumen estimado de solicitudes.

3°. Las razones para exigir la concreta documentacién que ha de aportarse
con la solicitud, asi como las que determinen que la Administracién actuante
no prevea la consulta u obtencién por ella misma de los datos o documentos
exigidos o la aportacién en un momento posterior de la tramitacién.

4°. El flujo de tramitacién del procedimiento administrativo electrénico y
el tipo de datos que se van a gestionar en los sistemas de informacién.

5° Una previsién de las medidas organizativas que se van a adoptar
para la éptima gestién del procedimiento administrativo electrénico en cada
estadio del flujo de tramitacién, asi como los canales de atencién al ciudadano
que se van a establecer en cada momento de la tramitacién.

6°. Como anexo a la memoria deberdn incluirse, en su caso, los modelos
de declaracién responsable.

En el dmbito de la AGE esta memoria se denomina Memoria de Andlisis
de Impacto Normativo (en adelante, MAIN) y viene regulada en el articulo 26
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de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre del Gobierno, en su redaccién dada
por la LPAC. Este articulo ha sido desarrollado por el Real Decreto 931/2017,
de 27 de octubre, por el que se regula la MAIN (18).

La MAIN debe contener los siguientes apartados:

a)

b)

f
gl

h)

La oportunidad de la propuesta y alternativas de regulacién estudia-
das; incluyendo una explicacién de su adecuacién a los principios de
buena regulacién.

Contenido y andlisis juridico, con referencia a su engarce con el
derecho nacional y de la UE.

Andlisis sobre la adecuacién de la norma propuesta al orden de
distribucién de competencias.

Impacto econdémico y presupuestario que evaluard las consecuencias
de su aplicacién sobre los sectores afectados, incluido el efecto sobre
la competencia, la unidad de mercado y la competitividad.

Identificacién de las cargas administrativas de la propuesta, cuantifi-
cando el coste de su cumplimiento para la Administracién y para los
obligados a soportarlas.

Impacto por razén de género.

Otros impactos, especialmente de cardcter social y medioambiental, e
impacto en materia de igualdad de oportunidades, no discriminacién
y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

Descripcién de la tramitacién y consultas que incluird el resumen de
aportaciones recibidas en el trdmite de consulta piblica previa y las
observaciones recibidas en el trdmite de audiencia e informacién
pUblica. Este apartado de la memoria se tendrd que ir actualizando
con las novedades que se produzcan durante la tramitacidn.

Evaluacién ex post que incluird la forma en la que se analizardn los
resultados de la aplicacién de la norma e indicard si la misma se
encuentra prevista entre las susceptibles de evaluacién en el corres-
pondiente Plan Anual Normativo.

B) Memoria econémica

Se incorporard también una memoria econdmica con la estimacién del
coste econémico a que dard lugar la implantacién de las medidas contenidas
en la disposicién normativa en tramitacién y, en caso de que implique un

(18)

Existe también una Guia metodolégica para la elaboracién de la Memoria de

Andlisis de Impacto Normativo aprobada por Acuerdo del Consejo de Ministros.
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incremento del gasto o disminucién de los ingresos, presentes o futuros, deberé
detallar la cuantificacién y valoracién de sus repercusiones.

C) Otros informes

Con el mismo obijetivo de incluir en un solo texto legal los documentos
que deben formar parte del expediente de elaboracién de los proyectos de
disposiciones normativas se han incorporado al articulo 44 TRLPGA, aquellos
otros informes que figuraban en distintos textos legales:

a) Un informe de evaluacién de impacto de género(19), que deberd
contemplar en todos los casos los indicadores de género pertinentes y los
mecanismos destinados a analizar si la actividad proyectada en la norma
podria tener repercusiones positivas o adversas, asi como las medidas diri-
gidas a paliar y neutralizar los posibles impactos negativos que se detecten,
para reducir o eliminar las desigualdades detectadas, promoviendo de este
modo la igualdad. El informe de evaluacién de impacto de género, que seré
elaborado por la unidad de igualdad adscrita a la secretaria general técnica
del departamento proponente, incorporard una evaluacién sobre el impacto
por razén de orientacién sexual, expresién o identidad de género (20).

b) En el caso de disposiciones normativas que puedan afectar a personas
con discapacidad (21), un informe de la unidad de igualdad adscrita a la secre-
taria general técnica del departamento proponente sobre impacto por razén de
discapacidad, que andlice los posibles efectos negativos y positivos sobre las
mismas y establezca medidas que desarrollen el derecho de igualdad de trato.

c) Cualesquiera otfros informes que pudieran resultar preceptivos conforme
a la legislacién sectorial.

Una vez elaborada la documentacién citada en los apartados anteriores,
se emitird informe de la secretaria general técnica del departamento al que

(19) Informe introducido por la Ley 7/2018, de 28 de junio, de igualdad de opor-
tunidades entre hombres y mujeres de Aragén, en su articulo 18.3 junto con una memoria
explicativa de igualdad que explique detalladamente los tramites realizados en relacién a la
evaluacién del impacto de género y sus resultados en el articulo 19.1.

(20) El articulo 44 de la Ley 4/2018, de 19 de abril, de identidad y expresién de
género e igualdad social y no discriminacién de la Comunidad Auténoma de Aragén, en rela-
cién con el articulo 41.2 de la Ley 18/2018, de 20 de diciembre, de igualdad y proteccién
integral contra la discriminacién por razén de orientacién sexual, expresién e identidad de
género en la Comunidad Auténoma de Aragén, exigia que en el correspondiente informe de
impacto por razén de género incluyera la evaluacién de impacto sobre orientacién sexual,
expresién o identidad de género.

(21) El articulo 78 de la Ley 5/2019, de 21 de marzo, de derechos y garantias de
personas con discapacidad en Aragén, exige un informe de evaluacién de impacto por razén
de discapacidad cuando la norma pueda afectar a personas con discapacidad.
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pertenezca el érgano directivo impulsor de la disposicién, en el que se reali-
zard un andlisis juridico procedimental, de competencias y de correcta técnica
normativa, asi como cualquier ofra circunstancia que se considere relevante.

4. Puesta en conocimiento del Gobierno

Cuando la disposicién normativa sea un anteproyecto de ley, la persona
titular del departamento competente por razén de la materia elevard al conoci-
miento del Gobierno de Aragén la iniciativa, a fin de que este decida sobre los
ulteriores trémites y, en particular, sobre las consultas, procesos participativos,
dictdmenes e informes que resulten convenientes, asi como los términos de su
realizacién, sin perjuicio de los legalmente preceptivos. Cuando razones de
urgencia asi lo aconsejen, podrd prescindirse de este trémite.

Este tramite que se mantiene ahora fue introducido en la regulacién origina-
ria mediante Ley 10/2012, de 28 de diciembre, de Medidas Fiscales y Adminis-
trativas de la Comunidad Auténoma de Aragén; siendo objeto de modificacion
para incluir los procesos participativos por la Ley 2/2016, de 28 de enero,
de Medidas Fiscales y Administrativas de la Comunidad Auténoma de Aragén.

5. Procesos de deliberacién participativa

Los anteproyectos de ley que afecten a derechos civiles, politicos y sociales
incluirdn, con carécter general, un proceso de deliberacién participativa de
acuerdo con lo previsto en la legislacién sobre participacién ciudadana. En
el caso de que resulte improcedente o imposible llevar a cabo este proceso,
se motivard adecuadamente en la memoria justificativa.

6. Informacién publica y audiencia en el ejercicio de la potestad
reglamentaria

Cuando la disposicién reglamentaria afecte a los derechos e intereses
legitimos de la ciudadania, se le dard audiencia a través de las organizaciones
y asociaciones reconocidas por la ley que agrupen o representen a las personas
cuyos derechos o intereses legitimos se vieren afectados por la norma y cuyos
fines guarden relacién directa con su objeto. Este tramite se completard con el
de informacién pdblica en virtud de resolucién del érgano directivo impulsor
del procedimiento, que se publicard en el Boletin Oficial de Aragén.

La audiencia e informacién pdblica tendrdn un plazo minimo de quince
dias hdbiles desde la notificacién o publicacién en el Boletin Oficial de Ara-
gdn, segln proceda.

Respecto al informe de andlisis de las alegaciones, si bien en la regulacién
anterior se disponia que la valoracién de las mismas se realizaba en el informe
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de la Secretaria General Técnica del departamento promotor del proyecto, en
la mayoria de ocasiones, su valoracién figuraba en un informe especifico del
centro directivo encargado del impulso del procedimiento. Esto es regulado
ahora en el mismo sentido, de modo que el centro directivo competente emi-
tird un informe de andlisis de las alegaciones formuladas en la informacién
pUblica y audiencia, con las razones para su aceptacién o rechazo, que serd
objeto de publicacién en el Portal de Transparencia del Gobierno de Aragén.

La exigencia legal del anterior articulo 50.1.a) que determinaba que
en los proyectos de normas reglamentarias el informe de la secretaria gene-
ral técnica debia pronunciarse sobre las alegaciones efectuadas, implicaba
que dicho informe se debia emitir en un momento posterior a los trédmites de
audiencia e informacién publica por lo que el proyecto carecia de una revisién
juridica sobre el procedimiento en el momento inicial de la elaboracién de la
norma. Con la incorporacién de un informe especifico sobre las alegaciones,
el informe de la secretaria general técnica se emitird en el momento inicial del
procedimiento, garantizando el andlisis de la correccién juridica del mismo.

Los trédmites de audiencia e informacién pdblica podrdn omitirse en los
siguientes supuestos:

a) Cuando se trate de normas presupuestarias u organizativas.
b) Cuando concurran razones graves de interés publico que lo justifiquen.

La concurrencia de alguna o varias de estas razones deberd motivarse
en la memoria justificativa.

7. Informes y memoria explicativa de igualdad

El centro directivo someterd el texto de toda disposicién normativa legal
o reglamentaria, antes de su aprobacién, a todo informe y dictamen que sea
preceptivo, asi como a aquellos informes que se consideren oportunos.

En el caso de que la disposicién normativa legal o reglamentaria, impli-
que un incremento del gasto o disminucién de los ingresos presentes o futu-
ros, deberd solicitarse un informe preceptivo del Departamento competente
en materia de hacienda. Esta exigencia es reiterada anualmente en la Ley de
presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragén.

El centro directivo remitird el texto a las secretarias generales técnicas de
los departamentos afectados para que formulen las sugerencias oportunas simul-
tdneamente con los trdmites de audiencia e informacién piblica cuando proce-
dany, en su caso, a cualesquiera otros érganos de consulta y asesoramiento.

Respecto a la memoria explicativa de igualdad, se debe emitir en un
momento distinto al informe de evaluacién de impacto de género, con un con-
tenido también distinto. Asi, el 6rgano directivo deberd elaborar una memoria
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explicativa de igualdad, que explique detalladamente los tramites realizados en
relacién con la evaluacién del impacto de género y los resultados de la misma.

A continuacién, la disposicién normativa serd sometida a informe pre-
ceptivo de la Direccién General de Servicios Juridicos, salvo que se trate de
disposiciones reglamentarias de organizacién competencia de la persona titular
de la Presidencia.

Finalmente, recibidos todos los informes previos necesarios, se recabard
dictamen del Consejo Consultivo de Aragén que resulta preceptivo en la ela-
boracién de proyectos de decretos legislativos y proyectos de reglamentos
ejecutivos y sus modificaciones (22).

8. Aprobacién

Una vez cumplidos los trémites anteriores, se elaborard una memoria final
que actualizard el contenido de la memoria justificativa y de la memoria eco-
némica, si hubiera habido alguna variacién en las mismas, y se acompafaré
al anteproyecto de ley o proyecto de disposicién general para su posterior
aprobacién. La persona titular del departamento competente por razén de la
materia lo elevard al Gobierno, cuando proceda, para su aprobacién.

En el caso de los proyectos de ley, se remitirdn a las Cortes de Aragén
para su tramitacién parlamentaria acompafados de la memoria final prevista en
el apartado anterior y, en su caso, de la correspondiente memoria econémica,
asi como de los oportunos informes preceptivos.

El Gobierno podrd retirar el proyecto de ley en cualquier momento de
su framitacién, siempre que no hubiera recaido acuerdo final de las Cortes.

Una novedad interesante se introduce en el apartado 4 del articulo 49,
permitiendo que si la tramitacién parlamentaria de un proyecto de ley caduca
por haber finalizado la legislatura, el Gobierno, previo informe de la persona
titular de la secretaria general técnica del departamento competente por razén
de la materia y de la Direccién General de Servicios Juridicos, en el plazo de
seis meses desde su constitucién, puede volver a aprobar el mismo texto que
haya presentado y remitirlo de nuevo a las Cortes sin necesidad de mds tramites.

9. Tramitacién de urgencia

Como exponia anteriormente, un aspecto relevante de la nueva regulacién
es la introduccién de la tramitacién de urgencia para iniciativas legales y

(22) Conforme a lo dispuesto en el articulo 15 de la Ley 1/2009, de 30 de marzo,
del Consejo Consultivo de Aragén.
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reglamentarias. Hasta ahora la dnica referencia a la tramitacién de urgencia
era para obviar el trdmite de toma de conocimiento de los proyectos de ley.
La regulacién de este tramite es similar a la incluida para la Administracién
General del Estado en el articulo 27 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre,
del Gobierno.

Se podrd tramitar la iniciativa normativa por el procedimiento de urgencia
cuando se acuerde justificadamente en los siguientes supuestos:

a) Cuando concurran circunstancias extraordinarias de interés pUblico.

b) Cuando fuere necesario para que la norma entre en vigor en el plazo
exigido para la transposicién de directivas comunitarias o en el establecido
en otras leyes o normas de Derecho de la Unién Europea, del Estado o de la
Comunidad Auténoma.

La tramitacién urgente seguird los trdmites del procedimiento ordinario
con las siguientes especialidades:

a) No serd sometido a la consulta piblica previa a la elaboracién.

b) La memoria justificativa podré limitarse a la justificacién de la necesidad
y oportunidad de la disposicién, asi como de la urgencia de su tramitacién.

c) No serd necesario dar conocimiento al Gobierno con cardcter previo
a su aprobacién en el caso de los anteproyectos de ley.

d) La reduccién a la mitad de los plazos previstos, salvo los de audiencia
e informacién publica que quedardn reducidos a siete dias hdbiles.

e) La falta de emisién de un dictamen o informe preceptivo en plazo
no impedird la continuacién del procedimiento, sin perjuicio de su eventual
incorporacién y consideracién cuando se reciba.

f) Estas iniciativas normativas serdn objeto de tramitacién preferente en
los centros directivos correspondientes.

En el articulo 54 LPGA se introdujo que la tramitacién de urgencia la debia
acordar justificadamente el Gobierno lo que, en una inferpretacién estricta
podia suponer el llevar la iniciativa dos veces a acuerdo del Gobierno, una
al declarar la urgencia, y la segunda en el momento de su aprobacién. A mi
juicio, la tramitacién de urgencia de una norma no implica la necesidad de
aprobar formalmente un primer acuerdo del Gobierno de Aragén que se limite
a dicha declaracién de urgencia, que iria en contra de la propia finalidad del
procedimiento y de la simplificacién de trdmites que es la intencién Gltima de
este procedimiento y basta con que conste en la parte expositiva de la norma
que finalmente se apruebe. Esto es asi por las siguientes razones:

1.— En el mismo articulo 50, en su apartado 2.b) LPGA se dispone que
«la memoria justificativa podrd limitarse a la justificacién de la necesidad y
oportunidad de la disposicién, asi como de la urgencia de su tramitacién». Es
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por tanto en la memoria justificativa, elaborada por el centro gestor promotor
de la iniciativa tras la orden de incoacién del procedimiento por parte de la
persona titular del Departamento, donde se deben justificar las razones que,
a juicio del Departamento promotor, conllevan la necesidad de tramitar de
forma urgente el procedimiento.

2.— Asi sucede también en la omisién del trdmite de toma de conocimiento
de los anteproyectos de ley, tanto en la regulacién anteriormente vigente como
en la actual en la que se dispone en el articulo 50.2.c) que «No serd necesa-
rio dar conocimiento al Gobierno con cardcter previo a su aprobacién en el
caso de los anteproyectos de ley». Con este apartado se trata de suprimir la
necesidad de un primer acuerdo del Gobierno de toma de conocimiento inicial
del anteproyecto de Ley, precisamente para agilizar la tramitacién.

3.- De esta manera, la tramitacién urgente del procedimiento se motivaré
en la memoria justificativa, serd examinada por la Secretaria General Técnica
del Departamento promotor de la norma en cuanto al cumplimiento de los
requisitos que permiten acudir a la misma, deberd figurar en la exposicién
de motivos del anteproyecto de ley o parte expositiva del proyecto de norma
reglamentaria en el apartado dedicado al procedimiento de elaboracién vy lle-
varé a la aprobacién por el Gobierno de Aragén de la disposicién normativa.

Asi se entendido también al elaborar el texto refundido, elimindndose la
referencia al Gobierno en el articulo 50.1 del TRLPGA, que generaba confusién.

Viil. NORMAS CON RANGO DE LEY

Se reproduce la regulacién que ya existia respecto a los Decretos-leyes que
contendrdn una exposicién de motivos donde deberén justificarse las razones
de necesidad urgente y extraordinaria de la norma. El Gobierno de Aragén
podrd aprobarlos limitdndose los tramites exigibles al informe preceptivo que
debe emitir la Direccién General de Servicios Juridicos.

Esta tipologia normativa fue incorporada al ordenamiento juridico autoné-
mico con la reforma del texto estatutario aprobada en el afio 2007, donde se
puso a disposicién del Gobierno de Aragén en los mismos términos en los que
fue inicialmente incorporada respecto al Gobierno de la Nacién en el articulo
86 de la Constitucién. Sobre este precepto constitucional ha girado toda la
doctrina establecida por el Tribunal Constitucional y por el Consejo de Estado
respecto a esta modalidad normativa extraordinaria, integramente aplicable

a la modalidad autonémica (por todas, STC 105/2018, de 4 de octubre).

Respecto a los Decretos Legislativos, si bien sélo se regulan en un articulo,
el 52, se deja meridianamente claro el procedimiento que debe seguirse hasta
su aprobacién que serd el previsto para los proyectos de ley, con la excepcién
de la toma en conocimiento inicial.
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Se aclara ademds que no procederdn los tramites de consulta piblica
previa, audiencia e informacién piblica ni los procesos participativos en los
procedimientos para la aprobacién de Decretos Legislativos.

IX. PUBLICIDAD

Cumpliendo con lo dispuesto en la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de
Transparencia de la Actividad Pdblica y Participacién Ciudadana de Aragédn
respecto a la informacién de relevancia juridica, las normas que estén en
procedimiento de elaboracién se publicardn en el Portal de Transparencia del
Gobierno de Aragén.

Las leyes, normas con rango de ley y disposiciones reglamentarias debe-
ran publicarse en el Boletin Oficial de Aragdn para que produzcan efectos
juridicos y entrardn en vigor a los veinte dias desde su completa publicacién,
salvo que en ellos se establezca un plazo distinto.

Desde la entrada en vigor de esta modificacién, no sélo las leyes sino
también las normas con rango de ley deberdn ser publicadas en el Boletin
Oficial del Estado.

X. GOBERNANZA EN MATERIA DE CALIDAD NORMATIVA

En este momento, las competencias en materia de calidad y evaluacién nor-
mativa las tiene atribuidas la Presidencia del Gobierno conforme a lo dispuesto
en el articulo 4.1.c) del Decreto de 5 de agosto de 2019, del Presidente del
Gobierno de Aragén, por el que se modifica la organizacién de la Adminis-
tracién de la Comunidad Auténoma de Aragén y se asignan competencias a
los Departamentos, en relacién con el Decreto de 10 de septiembre de 2019,
del Presidente del Gobierno de Aragén, por el que se establece la estructura
orgénica de la Presidencia del Gobierno de Aragén.

En concreto son funciones del Servicio de Integridad, Planificacién y Cali-
dad Normativa de la Secretaria General de la Presidencia las relacionadas
con la mejora de la calidad y evaluacién de las normas y la simplificacién del
ordenamiento juridico aragonés y la coordinacién e impulso del Plan Anual
Normativo.

En el dmbito de la Administracién General del Estado el érgano encargado
de promover la coordinacién y calidad de la actividad normativa es la Oficina
de Coordinacién y Calidad Normativa creada por Real Decreto 1081/2017, de
29 de diciembre, desarrollado mediante la Orden PARA/244/2018, de 12 de
marzo, en cuanto al régimen de su funcionamiento. Orgdnicamente esta adscrita
al Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrdtica.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN' 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 265293 291



MIGUEL ANGEL GIL CONDON

Como hemos visto anteriormente, existe también la Junta de Planificacién y
Evaluacién Normativa, érgano colegiado de cardcter interministerial, que es la
competente para elaborar los proyectos de Plan Anual Normativo y del Informe
Anual de Evaluacién Normativa, creada por el Real Decreto 286/2017, de
24 de marzo.

XI. CONCLUSIONES

Han pasado ya mds de 25 de afios desde que en 1995, bajo el impulso
del Vicepresidente de la Comisién de la UE, Frans Timmermans, la Comisién
lanzd su programa de mejora normativa en el que, entre otras medidas, pre-
tendia mejorar sustancialmente la calidad de las normas comunitarias. Tras el
impulso inicial de la Unién Europea y de la OCDE mucho se ha avanzado
en politica de calidad normativa con el objetivo de mejorar la calidad de la
regulacién, con el fin Gltimo de eliminar obstéculos innecesarios a la compe-
tencia, la innovacién y el crecimiento, asegurando que la regulacién sirva
eficientemente para cumplir sus importantes objetivos sociales, siempre al ser-
vicio de los ciudadanos.

El informe Mandelkern de noviembre de 2001, concluyé que, para poder
incrementar la calidad normativa en los paises de la Unidn, resultaba preciso,
de una parte, un apoyo y un control politico decidido de alto nivel y, de otra,
unas herramientas aptas que pusiesen de manifiesto la realidad de impacto
econémico y social producido por la norma.

La LPAC supuso un punto de inflexién en esta materia en el dmbito del
estado espafiol que se traslada ahora a la regulacién de la Comunidad Auté-
noma de Aragédn en la modificacién de la Ley del Presidente y del Gobierno
de Aragédn que ha sido objeto de andlisis en este articulo.

Se cumplen las condiciones y contamos con todos los instrumentos precisos.
Profundicemos por tanto en esta importante tarea de mejorar la calidad de las
normas y por ende, la calidad de nuestro ordenamiento juridico.
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RESUMEN: La cuestién relativa a la identidad es absolutamente fundamental para
el acceso efectivo a los contenidos y posibilidades de la Administracién electrénica. La
acreditacién de la identidad en el contexto de las relaciones electrénicas de los ciuda-
danos con la Administracién va a evolucionar cuando se aprueba la modificacién del
REglamento eIDAS que establecerd nuevos medios de identificacién electrénica como la
cartera de identidad, que servird para acreditar electrénicamente muchos mds atributos
de identidad que los que permiten los actuales
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ABSTRACT: The issue related to identity is absolutely fundamental for effective
access to the contents and possibilities of electronic Administration. The accreditation of
identity in the context of the electronic relations of citizens with the Administration will
evolve when the modification of the elDAS Regulation is approved, which will establish
new means of electronic identification such as the identity wallet, which will serve to
electronically accredit many more attributes of identity than those allowed by the current
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I. IDENTIDAD, IDEN'I"IFICACIéN, AUTENTICACION Y FIRMA ELECTRO-
NICA: DEPURACION DE CONCEPTOS

La cuestién relativa a la identidad es absolutamente fundamental para
el acceso efectivo a los contenidos y posibilidades de la Administracién elec-
trénica (1). Sin embargo, a pesar de esa importancia reconocida, la cuestién
de los medios de identificacién electrénica no ha sido un tema abordado con
profusién por parte de la doctrina cientifica administrativista. Quizds porque
se considere un tema con una profunda carga de contenido «técnico» al que
muchos juristas tienen aversién, o quizds porque las cuestiones relativas a la
identificacién y autenticacién han sido, hasta fechas recientes, «confundidas»
con el instrumento de la firma electrénica. No ha sido hasta la Ley 39/2015
cuando se ha enfatizado la diferencia entre dichos conceptos mediante su
regulacién separada y el establecimiento de la suficiencia de la identificacién,
con cardcter general, para actuar ante las Administraciones pUblicas, exigiendo
la firma electrénica solo para la realizacién de algunas actuaciones (2).

El concepto de identificacién se asocia, tradicionalmente, al conocimiento
indubitado de dos concretos «atributos» (3) de identidad de las personas, como
son el nombre y los apellidos, o la «razén social» en el caso de las personas
juridicas. Tradicionalmente el acceso a ese conocimiento se realizaba a través
de la consulta del Documento Nacional de Identidad de la persona (fisica) o
la escritura de constitucién de la empresa (para las sociedades de capital). A

(1) Asi lo puso de manifiesto hace ya tiempo MarTiN DEtGADO («Identificacién y auten-
ticacién de los ciudadanos», en E. Gamero CasApO y J. VaLero Torrios (Coords.), La Ley de
Administracién electrénica. Comentario sistemdtico a la Ley 11/2007, de 22 de junio, de
acceso electrénico de los ciudadanos a los Servicios piblicos, Aranzadi, 2° Edicién, 2009,
pp- 343.), Aunque, como ha sefialado Palomar Owmepa (Actividad administrativa efectuada por
medios electrénicos. A propésito de la ley de acceso electrénico a las Administracién, Aranzadi,
2007, p.128) es cierto que no es una cuestidén que afecte Gnicamente a las Administraciones
publicas, sino que es comin a todas las relaciones juridicas formalizadas electrénicamente.

(2) El articulo 11.1 de la Ley 39/2015 dispone ahora la suficiencia «con carécter
general» de la identificacién para realizar cualquier actuacién prevista en el procedimiento
administrativo. El apartado 2 de ese mismo precepto dispone que «Las Administraciones Pibli-
cas sélo requerirdn a los interesados el uso obligatorio de firma para: a) Formular solicitudes;
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones; c) Interponer recursos; d) Desistir
de acciones; €) Renunciar a derechos». MeNENDEZ SeBAsTIAN (Las garantias del interesado en el
procedimiento administrativo electrénico. Luces y sombras de las nuevas leyes 39 y 40/20135,
Tirant lo Blanch, 2017, p. 63) se ha mostrado critica con esta decisién al considerar que hay
otros actos del administrado que cuanto menos suscitan dudas en relacién a si es suficiente —o
deberia serlo— con un sistema de identificacién, y cita como ejemplos, las notificaciones, o el
trémite de alegaciones, que siendo tan relevante como lo es en un procedimiento, piénsese,
por ejemplo, en aquellos de naturaleza sancionadora, quizés fuera oportuno reflexionar si no
seria mds adecuado que se requiriese también sistema de firma.

(3)  Un «atributo» es un rasgo, caracteristica o cualidad de una persona fisica o juridica
o de una entidad.
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partir de ese conocimiento, a ese sujeto identificado se le reconocia capacitado
para interactuar ante la Administracién piblica y se convertia en centro de
imputacién de actos «ante» o «de» la misma.

Pero los medios «tradicionales» de identificacién encuentran limitaciones
fisicas en cuanto a los atributos de identidad que permiten acreditar ante ter-
ceros. Piénsese en los que constan en el DNI: nombre y apellidos, fecha de
nacimiento, sexo, nacionalidad, firma, imagen, nimero de DN, direccién, lugar
de nacimiento y filiacién (nombre del padre y de la madre, que no agotan los
atributos de una persona). Ademds, la forma de acreditacién de esos atributos no
permite discriminar cudles se difunden cuando se exhibe el DNI a un empleado
de la Administracién o se le facilita una fotocopia del mismo. No es posible
comunicar unos atributos y ocultar ofros, circunstancia que pone en cuestién su
compatibilidad con la normativa de proteccién de datos personales, que recoge
el principio de «minimizacién de datos».

De estas mismas limitaciones adolecen los medios de identificacién elec-
trénica que recoge hoy la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Comin de las Administraciones Piblicas, por el momento limita-
dos a certificados (de firma y sello electrénicos) de clave piblica y a sistemas
de claves concertadas (por ejemplo, el sistema Cl@ve).

Sin embargo, en el marco de procedimientos administrativos, hay un con-
junto de atributos de identidad que la Administracién, de manera recurrente,
solicita que acreditemos. Por supuesto, nuestro nombre y apellidos, pero tam-
bién, y sin dnimo de exhaustividad, acreditar que superamos una determinada
edad, por ejemplo para el acceso a la funcién piblica (que es distinto de dar
a conocer nuestra fecha de nacimiento), estar en posesién de una determinada
titulaciéon académica con la misma finalidad, o de una determinada habilita-
cién (por ejemplo, tener el carnet de conducir) o reconocimiento administrativo
(como seria el caso de la condicién de miembro de una familia numerosa). Para
acreditar electrénicamente estos atributos de identidad no sirven los medios
electrénicos que encontramos en la ley 39/2015.

Cuando hablamos de «identificacién» electrénica en el dmbito juridico
debemos precisar correctamente su significado, y diferenciar dicho concepto de
ofros conceptos «satelitales», que orbitan alrededor de aquél. Asi, ademds de la
«identificacién», se habla también de la «identidad» y los «datos de identificacién
de la persona», asi como de «medios» y «sistemas» de identificacién electrénica.
Y estrechamente ligado al concepto de identificacién electrénica también apare-
cen los de «autenticacién» y «firma electrénicax. Para visibilizar y comprender la
forma en que los conceptos se relacionan, partiendo de su definicién en el art.
3 del Reglamento (UE) n° 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de
23 de julio de 2014, relativo a la identificacién electrénica y los servicios de
confianza para las transacciones electrénicas en el mercado interior y por la que
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se deroga la Directiva 1999/93/CE (en adelante Reglamento elDAS, acrénimo
elegido para referirse al titulo de la norma en lengua inglesa: Regulation on
electronic identification and trust services for electronic transactions in the internal
market), puede resultar de gran utilidad, a modo de primera aproximacién, el
mapa conceptual elaborado por Aamilo DominGo (Identificacién electrénica y
confianza en las transacciones electrénicas: la regulacién juridico-administrativa
de las instituciones de acreditacién de la actuacién electrénica, tesis doctoral,
Universidad de Murcia, 2018, p.45) que a continuacién reproducimos:

e Comision Lista de sistemas de
identificacio se notifica blica
identificacién Europea L’ | identificacion electrénica

‘que posibilita la
Coe)
o G
fisica
Persona Persona de persona i del de
fisica Juridica Juridica de persona | | origen de datos integridad ((Estado miembro
de datos
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Es cierto que las disposiciones del Reglamento elDAS no se refieren exclu-
sivamente a la identificacién ante las Administraciones piblicas, y que desde
junio de 2021 se encuentra en tramitacién una modificacién de sus disposicio-
nes (precisamente con el &nimo de crear un «marco para una identidad digital
europea») (4), pero resulta muy valioso, a efectos de depurar los diferentes
conceptos en juego partir de las «definiciones» que encontramos en su articulo
3, que completaremos con las referencias recogidas principalmente en la Ley
39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Comidn de las
Administraciones Piblicas, norma que podemos calificar como «fributaria» en
este punto del citado Reglamento elDAS.

En este sentido, podemos definir la «identidad» como un conjunto de
«datos» relacionados con una «entidad». Hay que precisar que, tanto desde el
punto de vista funcional, como desde el punto de vista juridico, el concepto de
«entidad» puede referirse a personas, tanto fisicas como juridicas, como a otras
entidades que juridicamente no gozan de «personalidad» [como por ejemplo
las cosas o «activos» (5)]. Desde el punto de vista juridico, la «identidad» de
las «entidades», especialmente de las personas, es un elemento fundamental
para entablar relaciones juridicamente vdlidas, como es el caso de los con-
tratos, o las actuaciones administrativas. En éste Gltimo dmbito, el art. 9 de la
ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Comin de

(4) Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se
modifica el Reglamento (UE) n.° 910/2014 en lo que respecta al establecimiento de un Marco
para una Identidad Digital Europea (COM(2021) 281 final).

(5) Asi, por ejemplo, el considerando 65 del Reglamento eIDAS menciona los «activos
digitales», como por ejemplo, los programas informdticos o servidores, a los que también
cabria la posibilidad de dotarles de una identidad, aunque no sean «personas. Esta referencia
en sede de Considerando no se desarrolla posteriormente en el articulado, aunque pone de
manifiesto una ampliacién de las funciones de la identidad digital (Alamilo DomiNGO, ponen-
cia «ldentidad digital en blockchain: identidad digital “auto-soberana”: regulacién actual»,
en el Simposio blockchain: Identidad digital y el reglamento general de proteccién de datos.
Modelos prdcticos y casos de uso, Madrid, 19 de diciembre de 2018). Diferente es el supuesto
de autenticacién de los sitios web a que se refiere el articulo 45 del Reglamento elDAS. Los
servicios de autenticacién de sitios web proporcionan un medio por el que puede garantizarse
a la persona que visita un sitio web que existe una entidad auténtica y legitima que respalda la
existencia del sitio web. Estos servicios, cuya utilizacién es totalmente voluntaria, contribuyen a
crear confianza en la realizacién de operaciones mercantiles en linea, dado que los usuarios
se fiardn de un sitio web que haya sido autenticado. Sefiala Lianeza Gonzalo (Reglamento
elDAS: nuevos servicios de confianza, identificacién electrénica y sus prestadores. Firma
y sello electrénico, preservacién y entrega electrénica certificada, Comares, 2018, p. 48)
que los requisitos para los certificados cualificados para la autenticacién de sitios web son
similares a los de los certificados para firmas y sellos electrénicos. Se recogen en el Anexo IV
del Reglamento elDAS, y una diferencia con los certificados para firmas y sellos electrénicos
es que el certificado debe incluir el nombre de domino operado por la entidad legal a quien
se expide el certificado.
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las Administraciones Piblicas, alude precisamente al concepto de «identidad»
de los interesados, que relaciona directamente con «su nombre y apellidos o
denominacién o razén social, segin corresponda» (apartado 1). Dicho precepto
nos permite ejemplificar varios de los conceptos sefialados cuyo significado nos
proponemos desentrafiar. Asi, el «interesado» seria una «entidad», y su nombre
y apellidos o denominacién o razén social son «datos de identidad» (segin se
trate de una persona fisica o una persona juridica), a los que también se les
conoce como «atributos» cuando se presentan en formato electrénico.

Ante la pregunta de cémo se hacen valer ante terceros los «datos» o «atri-
butos» de identidad de una persona surgen los «medios de acreditacién de la
identidad» o «medios de identificacién» como respuesta. Un ejemplo seria el
Documento Nacional de Identidad, que en el caso de los interesados personas
fisicas de «nacionalidad espafiola» —la nacionalidad seria otro «atributo» de
la misma «entidad»/interesado—, seria un «medio de acreditacién de la iden-
tidad», y su exhibicién permitiria a su titular la acreditacién de los «atributos»
en el mismo consignados, sefialadamente el nombre y apellidos, pero también
otros, como la fecha de nacimiento, o la huella dactilar y el domicilio que
constan igualmente en ese «medio» de acreditacién de la identidad.

Pero el Documento Nacional de Identidad es un medio fisico de acreditacion
de algunos atributos de identidad de una persona fisica. Cuando la relacién
a entablar entre el titular del mismo y un tercero no es una relacién fisica sino
electrénica no resulta posible la utilizacién de medios fisicos para acreditar los
atributos de identidad. Hay que recordar que esas relaciones electrénicas son
cada vez més frecuentes hoy en dia. En el caso de las relaciones con la Admi-
nistracién, corresponde en principio al interesado elegir si quiere relacionarse
electrénicamente con ella, si bien es obligatorio en algunos casos (6). Para esos

(6) En este sentido, el art. 14.2 de la Ley 39/2015 relaciona un conjunto de sujetos
obligados a relacionarse a través de medios electrénicos con las Administraciones Piblicas
para la realizacién de cualquier trdmite de un procedimiento administrativo, y ademds, las
Administraciones pueden establecer la obligacién de relacionarse con ellas a través de medios
electrénicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas fisicas
que por razén de su capacidad econémica, técnica, dedicacién profesional u otros motivos
quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrénicos necesarios
(Cfr. art. 14.3 Ley 39/2015).

Asi sucede, en Aragén, con quienes aspiren a participar en procesos selectivos para el
ingreso o acceso a los cuerpos, escalas y categorias profesionales de personal funcionario o
laboral. Conforme a lo dispuesto en la Disposicién adicional tercera de la Ley 1/2021, de
11 de febrero, de simplificacién administrativa, dichas personas deberdn relacionarse obliga-
toriamente a través de medios electrénicos en los trdmites de cumplimentacién y presentacién
de solicitudes, aportacién de documentacién y pago de tasas. Si alguno de los interesados
presentase su solicitud presencialmente, el 6rgano convocante le requerird para que la subsane
a través de la presentacién electrénica de la solicitud de inscripcién en los procesos selectivos,
en los términos del articulo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.
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casos en los que, bien de manera voluntaria u obligatoria, la relacién con la
Administracién haya de ser electrénica, resulta imprescindible disponer de alter-
nativas a los medios fisicos para que las «entidades»/interesados puedan acredi-
tar sus «atributos» de identidad en formato electrénico ante la Administracién, o
lo que es lo mismo, para la «identificacién electrénica» del sujeto ante aquélla.

La «identificacién electrénica» se define en el art. 3.1 del Reglamento
elDAS como «el proceso de utilizar los datos de identificacién de una persona
en formato electrénico que representan de manera Gnica a una persona fisica
o juridica o a una persona fisica que representa a una persona juridica». Es
decir, lo que se pretende con ese proceso de «identificacién electrénica» es
determinar la «identidad» de la persona con la que se va a interactuar en el
marco de un procedimiento o trdmite administrativo.

Para el dmbito de las relaciones con la Administracién, a pesar de no
existir una definicién equivalente a la que ofrece el Reglamento elDAS en la Ley
39/2015 —ni tampoco en su antecesora en materia de procedimiento adminis-
trativo electrénico, la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrénico de
los ciudadanos a los Servicios Piblicos—, el concepto de «identificacién», y en
paralelo, el de «identificacién electrénica» en el procedimiento administrativo
cabria deducirlos de la obligacién que establece el art. 9 de «...verificar la
identidad de los interesados en el procedimiento administrativo, mediante la
comprobacién de su nombre y apellidos o denominacién o razén social, segin
corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento
identificativo equivalente». Asi pues, la «identificacién» seria el proceso de veri-
ficacién por la Administracién del nombre y apellidos o denominacién o razén
social del sujeto interviniente —de ordinario, en condicién de interesado, aunque
no exclusivamente— en un procedimiento administrativo. Y la «identificacién
electrénicax, la realizacién de dicho proceso utilizando para ello medios que
permitan verificar esos atributos a través de medios de identificacién electrénicos.

Cuando hablamos de identificacién de las personas ante las Adminis-
traciones publicas, en lo primero que pensamos es los atributos de identidad
relativos al nombre y apellidos o razén social, por influjo de lo que dispone
el art. 9 de la ley 39/2015 ya analizado. Son, sin duda, los atributos mas
conocidos y los «obligatorios» en todo sistema de identificacién segin el citado
Reglamento elDAS. Pero no podemos entender que la «identidad» de una
persona se reduce exclusivamente a esos «atributos». Antes al contrario, la
«identidad» de una persona es la suma de una gran cantidad de «datos» o
«atributos», y ademds de su nombre y apellidos o razén social, en el marco de
las relaciones con la Administracién resultan de utilidad también otros «datos»
o «atributos» de identidad de las personas.

Sin dnimo de exhaustividad, podemos sefalar algunos «datos» o «atribu-
tos» de identidad de las personas fisicas, tales como:
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® la edad, ya que, por ejemplo, para el acceso a la funcién pdblica
resulta necesario tener cumplidos dieciséis afios y no exceder, en su caso, de
la edad méxima de jubilacién forzosa (cfr. art. 56.1.c del Real Decreto Legis-
lativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido
de la Ley del Estatuto Bésico del Empleado Pdblico). Igualmente, para obtener
algunas autorizaciones administrativas, como la licencia de armas o el permiso
de conduccién, también resulta exigible una edad minima. Asi es necesario
tener al menos 16 afos para llevar armas para la caza o para competiciones
deportivas, o 18 afios para obtener el permiso de conduccién B, o no superar
los 40 afos para el acceso a la Guardia Civil.

® La condicién de vecino de un municipio, que resulta de su inscripcién en
el padrén municipal, y que da derecho a disfrutar de los derechos a que
se refiere el articulo 18 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora
de las Bases del Régimen Local, por ejemplo el acceso a determinados
servicios municipales.

® las calificaciones o titulaciones académicas, algunas imprescindibles
para el acceso a determinados puestos de la funcién piblica.

® las circunstancias familiares. Asi por ejemplo, la condicién de familia
numerosa permite a los miembros de la unidad familiar beneficiarse de
descuentos en el pago de algunas tasas y precios publicos u disfrutar
de algunas deducciones en la declaracién del impuesto de la renta de
las personas fisicas.

Y lo mismo cabria sefialar respecto de las personas juridicas, respecto
de las cuales también podemos sefialar algunos atributos de identidad que
resultan relevantes en sus relaciones con la Administracién piblica. Destaco
algunos, que tienen que ver con las relaciones contractuales con la Adminis-
tracién, tales como:

® E| objeto social de las empresas que concurren a los contratos publicos,
ya que, solo podrdn ser adjudicatarias de contratos cuyas prestaciones
estén comprendidas dentro de los fines, objeto o dmbito de actividad
que, a fenor de sus estatutos o reglas fundacionales, les sean propios

(Cfr. art. 66.1 de la Ley 9/2017, de contratos del sector publico).

® la condicién de «centro especial de empleo» o «empresa de inser-
cién», condicién necesaria para la participacién en procedimientos de
adjudicacién de contratos reservados a dichas entidades en virtud de
lo dispuesto en la Disposicién Adicional Cuarta de la Ley 9/2017, de
contratos del sector publico (7).

(7) La calificacién como tales de dichas entidades, reguladas en el texto refundido de la
Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusién social, aprobada
mediante Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, y en la Ley 44/2007, de 13
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* La posesién de cualesquiera certificados de tipo medioambiental, o 1SO,
que le puedan ser requeridas por la Administracién como solvencia en
un contrato pUblico, o habilitaciones profesionales que demuestren su
capacidad para acometer ciertas tareas.

® los certificados de correcta ejecucién de contratos anteriores, que le
pueden servir para acreditar su solvencia.

e Su condicién de PYME, definida a nivel europeo, por ejemplo, para
acceder a determinadas subvenciones (8).

En definitiva, los «datos» o «atributos» de identidad se incorporan a un
«medio» de identificacién electrénica, expedido en el marco de un «sistemax»
de identificacién electrénica, que permite a la parte usuaria de la identifica-
cién (la Administracién) verificar la identidad de una persona, entendido este
proceso de identificacién como el proceso de relacién entre unos atributos y
una persona concrefa.

Un concepto que de ordinario suele aparecer orbitando junto al de «iden-
tificacién» electrénica es el de «autenticacién». A menudo se suelen utilizar de
manera indistinta, cuando tienen un significado diferente. Tal y como hemos
visto, en el articulo 3.1 del citado Reglamento elDAS se define la «identificacién
electrénica» como el «proceso de utilizar los datos de identificacién de una
persona en formato electrénico que representan de manera Gnica a una persona
fisica o juridica o a una persona fisica que representa a una persona juridica.
En ese mismo precepto, pero en el apartado 5 se define la «autenticacién»
como un «proceso electrénico que posibilita la identificacién electrénica de una
persona fisica o juridica, o del origen y la integridad de datos en formato elec-
trénicox. Se frata, por tanto, de dos conceptos intimamente relacionados, hasta
el punto de que el primero de ellos se incluye en la definicién del segundo: la
autenticacién permite la identificacién electrénica de una persona, aunque a la
vista de la definicién consignada en el precepto indicado, no sirve sélo para
la identificacién, sino que también puede referirse a servicios de confianza (o
seguridad) electrénica distintos. Asi, junto a la autenticacién de entidad (servicio
de identificacién de personas), la autenticacién también permite identificar el
origen de un dato (funcién propia de la firma electrénica) o garantizar la integri-
dad de los mismos (9). De ahi que Alamilo Domingo (Identificacién electrénica y

de diciembre, para la regulacién del régimen de las empresas de insercién, respectivamente,
es objeto de inscripcién en un registro administrativo.

(8) Cfr. Anexo | del Reglamento (UE) n® 651/2014 de la Comisién, de 17 de junio de
2014, por el que se declaran determinadas categorias de ayudas compatibles con el mercado
interior en aplicacién de los articulos 107 y 108 del Tratado.

(9) Hay que recordar ademds que en el Reglamento eIDAS se regula también la «auten-
ticacién de sitios web» (Vid. articulo 45 y Anexo IV, donde se establecen los requisitos que
deben cumplir los certificados cualificados de autenticacién de sitios web). Los servicios de
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confianza en las transacciones electrénicas: la regulacién juridico-administrativa
de las instituciones de acreditacién de la actuacién electrénica, tesis doctoral,
Universidad de Murcia, 2018, p. 44) concluya que el concepto de «identifica-
cién electrénica», por referirse sélo al primero de esos servicios de seguridad,
el de identificacién de entidades (entre las que se incluyen las personas) es mds
restringido que el de «autenticacién» (10).

Lo ordinario en los procesos electrénicos en que consiste la «autenticacién»
es, efectivamente, lograr la identificacién de una persona. Sin embargo, la
identificacién de la persona podria no ser necesaria en algunas actuaciones
administrativas, siendo suficiente autenticar solo uno o algunos atributos de la
misma, siendo indiferente cudl sea su identidad. Por ejemplo, para acceder a
un determinado servicio electrénico prestado por un Ayuntamiento a sus veci-
nos, podria ser suficiente con autenticar el atributo de vecindad, sin tener que
llegar a identificar por completo al ciudadano. Lo mismo para el caso de los
estudiantes que solicitan el uso de servicios que presta la universidad, como por
ejemplo el préstamo de libros de sus bibliotecas. En tales casos, la vecindad
o la pertenencia a la comunidad universitaria serian atributos de identidad a
comprobar por la Administracién correspondiente a través de algin sistema
que permitiera concluir en el caso concreto que una persona tiene derecho de
acceder a esos servicios (11). En ambos casos, sin necesidad de proporcionar

autenticacién de sitios web proporcionan un medio por el que puede garantizarse a la persona
que visita un sitio web que existe una entidad auténtica y legitima que respalda la existencia
del sitio web. Tal y como sefiala el Considerando 67 del Reglamento eIDAS, Estos servicios
de autenticacién de sitios web contribuyen a crear confianza y fe en la realizacién de ope-
raciones mercantiles en linea, dado que los usuarios se fiarén de un sitio web que haya sido
autenticado. Si bien la prestacién y la utilizacién de servicios de autenticacién de sitios web
son totalmente voluntarias, para que la autenticacién de sitios web se convierta en un medio
de potenciar la confianza, el Reglamento eIDAS establece obligaciones minimas de seguridad
y responsabilidad para los prestadores y los servicios que prestan, pero sin oponerse a la
utilizacién de otros medios o métodos de autenticacién de un sitio web que no estén regulados
por dicho Reglamento, ni impedir que prestadores de autenticacién de sitios web de terceros
paises presten sus servicios a clientes situados en la Unién.

(10) Como bien indica el citado autor, no parece que sea obligatorio que el medio de
identificacién electrénica deba sustentar todos estos servicios de seguridad, en atencién al uso de
la conjuncién «o» empleada en la definicidn contenida en el articulo 3.5 del Reglamento eIDAS,
por lo que nos encontraremos frente a medios de identificacién que permitirdn sélo la autentica-
cién de entidades —lo que cominmente se percibe como «identificacién»— mientras que ofros
podrdan también ofrecer la garantia de autenticacién de origen de datos e incluso de la integridad.

(11) En el dmbito privado (en el dmbito de las relaciones con la Administracién no
suele ser tan frecuente) el ejemplo prototipico es el del acceso a ciertos contenidos de infernet.
Sucede en ocasiones que la autenticacién se emplea para asegurarse de que los visitantes del
sitio web tengan una edad mayor al minimo establecido por la regulacién. En tales casos,
el inferés principal del proceso de autenticacién se focaliza sobre la edad del sujeto y no
sobre su identidad.
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informacién sobre la identidad para prestarles el servicio. Seria una manera muy
efectiva de cumplir con el principio de minimizacién de datos de identificacién
a que se refiere el art. 4.1.1 de la Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simpli-
ficacién administrativa, cuando regula los principios a que debe ajustarse la
simplificacién de procedimientos, agilizacién de trdmites y reduccién de cargas.

Los procesos de «autenticacién» permiten pues una mayor granularidad,
al poder proyectarse sobre aspectos diferentes a la propia identidad de la
persona (entendida ésta como el conocimiento de su nombre y apellidos). Esto
puede ser una ventaja, tanto en términos de confianza para el usuario (12),
como en términos de cumplimiento normativo.

Por otro lado, el Reglamento elDAS establece un marco legal comin para
las firmas electrénicas en la Unién Europea, que parte del principio de que no
se deben denegar los efectos juridicos —incluso no debe dudarse de su admi-
sibilidad como prueba en procedimientos judiciales— de una firma electrénica
por el mero hecho de ser una firma electrénica, o porque no cumpla todos los
requisitos de la firma electrénica cualificada (13). Ahora bien, el Reglamento
elDAS remite a los Estados miembros la determinacién de los efectos juridicos
de las firmas electrénicas en cada uno de ellos, con la sola excepcién de la
firma electrénica «cualificada», a la que se reconoce «un efecto juridico equi-
valente al de una firma manuscrita» (Cfr. articulo 25.2).

El Reglamento eIDAS regula también los «sellos electrénicos», definidos
de forma andloga a las firmas electrénicas (14). Si las firmas son instrumentos
utilizados por personas fisicas, los sellos electrénicos deben servir como prueba
de que un documento electrénico ha sido expedido por una persona juridica,
aportando certeza sobre el origen y la integridad del documento.

(12)  Asilo afirmaba la propia OCDE: «la autenticacién es una herramienta fundamental
para lograr la confianza y la proteccién de la identidad en linea, que son esenciales para
fomentar el comercio electrénico y el gobierno electrénico», en OECD Recommendation on
Electronic Authentication and OECD Guidance for Electronic Authentication (2007:19), acce-
sible desde https://www.oecd.org/sti/ieconomy/38921342.pdf.

(13) Asi lo confirma el Considerando nimero 48 del Reglamento, cuando declara que
«Aun cuando es necesario un alto nivel de seguridad para garantizar el reconocimiento mutuo
de las firmas electrénicas, en determinados casos, como por ejemplo en el contexto de la
Decisién 2009/767 /CE de la Comisién, de 16 de octubre de 2009, por la que se adoptan
medidas que facilitan el uso de procedimientos por via electrénica a través de las ventanillas
Unicas con arreglo a la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo relativa
a los servicios en el mercado interior, deben aceptarse también las firmas electrénicas que
tienen una menor garantia de la seguridad».

(14) Los sellos electrénicos se definen como «datos en formato electrénico anejos a
otros datos en formato electrénico, o asociados de manera légica con ellos, para garantizar
el origen y la integridad de estos Gltimos» (Cfr. art. 3.25 Reglamento elDAS), y se distinguen
igual que las firmas, los sellos simples, avanzados y cualificados.
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Los sistemas de identificacién y de firma o sello electrénico estdn orientados
a finalidades diferentes, diferencia que se acentia tras la aprobacién de la Ley
39/2015, al dotarse a la primera de una regulacién mas especifica. En ello
incide precisamente la Exposicién de motivos de la citada Ley 39/2015, cuando
expresamente advierte que «...este titulo (el I) dedica parte de su articulado a una
de las novedades mds importantes de la Ley: la separacién entre identificacién
y firma electrénica y la simplificacién de los medios para acreditar una u ofra
...». Esta diferenciacién entre «identificacién» y «firma» tiene sentido pues se
refieren a realidades diferentes. Si la primera estd orientada a la autenticacién de
entidades (por ejemplo, personas fisicas o juridicas), la firma tiene por objetivo
autenticar los datos contenidos en un determinado soporte y su vinculacién a la
identidad de quien los produce. MARTIN DELGADO («La reforma de la Administracién
electrénica: una panordmica general del impacto de la nueva Ley de Procedi-
miento Administrativo Comin en las relaciones de los ciudadanos con la Admi-
nistracién Pdblica», en F. Lorez Menupo (Dir.) Innovaciones en el procedimiento
administrativo comin y en el régimen juridico del sector publico, Universidad de
Sevilla/Instituto Garcia Oviedo, 2016) lo explica con bastante acierto: con el
término identificacién se hace referencia a la comprobacién de la identidad del
firmante, mientras que el segundo se relaciona con el documento —en sentido
amplio— firmado. Asi, mientras que la identificacién estaria relacionada con la
vertiente subjetiva de la firma, esto es, la persona del firmante, la autenticacién
lo estaria con la vertiente objetiva, es decir, el documento objeto de firma. Con
la firma electrénica se cumplirian ambas exigencias: queda comprobado que
el firmante es quien dice ser y se constata que su voluntad es la plasmada en el
documento electrénico. De este modo, en funcién del concreto tipo de operacién
que desee realizarse por medios electrénicos, se necesitard mostrar la identidad
o, ademds, autenticar la voluntad: siempre serd necesario identificarse; no siem-
pre lo serd, en cambio, expresar la propia voluntad (15).

Esta es precisamente la légica que utiliza la Ley 39/2015 al diferenciar
entre sistemas de identificacién y sistemas de firma y establecer, en su art. 11,
que, con cardcter general, para la sustanciacién de las actuaciones previstas en
el procedimiento administrativo bastard con acreditar la identidad, requiriéndose

(15) Como bien indica el autor, esta diferencia serd necesariamente uno de los criterios
que se tengan en cuenta a la hora de determinar el tipo de sistema de firma exigible en cada
concreto procedimiento. Desde la perspectiva del acceso a las Administraciones Piblicas, no
es lo mismo que para la sustanciacién del framite simplemente se necesite conocer la identidad
de quien quiere realizarlo (por ejemplo, relaciones unidireccionales) a que sea preciso, ade-
més, manifestar la propia voluntad (fransacciones electrénicas). La razén de la diferenciacion
radica en permitir a las Administraciones una mayor flexibilidad a la hora de determinar el
nivel de seguridad que van a exigir para la sustanciacién del tramite o del procedimiento, en
funcién de la entidad del mismo y de las consecuencias que puedan derivarse, todo ello en
aplicacién del principio de proporcionalidad.
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la firma sélo para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o
comunicaciones, interponer recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos.

No debe despistarnos de esa diferencia el hecho de que los sistemas
de firma puedan, en ocasiones, ser utilizados igualmente como sistemas de
identificacién (16). Efectivamente, el art. 10.3 de la Ley 39/2015 establece
que, cuando asi lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable,
las Administraciones Pdblicas podrén admitir los sistemas de identificacién
contemplados en el apartado 2 de dicho precepto como sistema de firma,
cuando permitan acreditar la autenticidad de la expresién de la voluntad y
el consentimiento de los interesados. Y como complemento de lo anterior, el
apartado 4 de ese articulo 10 de la Ley 39/2015, establece expresamente
que, cuando los interesados utilicen un sistema de firma de Tos regulados por
la Ley su identidad se entenderd ya acreditada mediante el propio acto de la
firma. Esta combinacién puede tener sentido por razones de economia: zpara
qué utilizar otro medio de identificacién si el sistema de firma electrénica ya
permite la identificacién del firmante?.

Ahora bien, advertimos, el elenco de actuaciones para los que se precisa
de la firma deberia depurarse todavia més, pues con la definicién tan genérica
de los trdmites que la precisan (formular solicitudes, presentar declaraciones
responsables o comunicaciones, interponer recursos, desistir de acciones, y
renunciar a derechos) quizds se corre el riego de desnaturalizar esa diferen-
ciacién entre estos conceptos de «identificacién» y «firma» que introdujo la
Ley 39/2015 con el fin de simplificar la intervencién de los interesados en el
procedimiento administrativo (17).

(16) Sin perjuicio de un andlisis mds defallado en ofra parte de este trabajo, para
relacionarse con las Administraciones Piblicas a través de medios electrénicos, se admiten
como sistemas de firma los sistemas de firma electrénica reconocida o cudlificada y avanzada
basados en certificados electrénicos cualificados de firma electrénica, que comprenden tanto
los certificados electrénicos de persona juridica como los de entidad sin personalidad juridica;
los sistemas de sello electrénico reconocido o cualificado y de sello electrénico avanzado
basados en certificados cualificados de sello electrénico; asi como cualquier otro sistema
que las Administraciones Piblicas consideren vdlido, en los términos y condiciones que se
establezcan (art. 10). Para identificarse electrénicamente ante las Administraciones Publicas
podrd utilizarse «cualquier sistema que cuente con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad», y en particular, los sistemas de firma admitidos, asi como sistemas
de clave concertada y cualquier otro que establezcan las Administraciones Poblicas (art. 9).

Tanto los sistemas de identificacién como los de firma previstos en la Ley 39/2015 son
plenamente coherentes con lo dispuesto en el Reglamento (UE) n.°910/2014 del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificacién electrénica y los
servicios de confianza para las transacciones electrénicas en el mercado interior y por la que
se deroga la Directiva 1999/93/CE.

(17) En este sentido, MArTiN DElGADO («La reforma de la Administracién electrénica:
una panordmica general del impacto de la nueva Ley de Procedimiento Administrativo Comdn
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Il. LA IDENTIFICACION ELECTR{)NICA DE LOS INTERESADOS ANTE
LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS. REGIMEN GENERAL

La normativa reguladora de la administracién electrénica reconoce a los
ciudadanos el derecho «a la obtencién y utilizacién de los medios de identifica-
cién y firma electrénica contemplados en esta Ley —Ley 39/2015—» (art.13.g)
. A partir de ello, Atamio DomiNGo (Identificacidn electrénica y confianza en
las transacciones electrénicas: la regulacién juridico-administrativa de las insti-
tuciones de acreditacién de la actuacién electrénica, tesis doctoral, Universidad
de Murcia, 2018, p.140) considera que del mismo puede llegar a deducirse un
«derecho a la identidad electrénica», que conectaria con el derecho también
reconocido a relacionarse electrénicamente con la Administracién, y a acceder
electrénicamente a los servicios publicos, pues sélo quien pueda identificarse
electrénicamente va a poder relacionarse con la Administracién y acceder a
los servicios electrénicos que preste.

En Espaiia, el régimen de identificacién electrénica ante las Administra-
ciones publicas lo encontramos establecido fundamentalmente en el art. 9.2 de
la Ley 39/2015, Segin dicho precepto, Los interesados podrdn identificarse
electrénicamente ante las Administraciones Piblicas a través de los sistemas
siguientes:

«...a) Sistemas basados en certificados electrénicos cualificados de firma
electrénica expedidos por prestadores incluidos en la “Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificacién”.

b) Sistemas basados en certificados electrénicos cualificados de sello
electrénico expedidos por prestadores incluidos en la “Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificacién”.

c) Sistemas de clave concertada y cualquier otro sistema, que las Admi-
nistraciones consideren vdlido en los términos y condiciones que se establezca,
siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita garan-
tizar su identidad, previa autorizacién por parte de la Secretaria General de
Administracién Digital del Ministerio de Politica Territorial y Funcién Pdblica,
que solo podrd ser denegada por motivos de seguridad publica, previo informe
vinculante de la Secretaria de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior.

en las relaciones de los ciudadanos con la Administracién Poblica», en F. Lorez Menupo (Dir.)
Innovaciones en el procedimiento administrativo comin y en el régimen juridico del sector
publico, Universidad de Sevilla/Instituto Garcia Oviedo, 2016, se mostraba un tanto critico
con la diferenciacién de ambos conceptos en la prdctica. Dicho autor sefialaba que basta
una relectura de los trémites para los que se requiere firma para comprobar la amplitud de
los mismos y tener presente la posibilidad de hacer uso de estos sistemas para cumplir la
funcién de identificacién para concluir que su empleo en la préctica no serd tan excepcional
como parece.
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La autorizacién habrd de ser emitida en el plazo méximo de tres meses. Sin
perjuicio de la obligacién de la Administracién General del Estado de resolver
en plazo, la falta de resolucién de la solicitud de autorizacién se entenderd
que tiene efectos desestimatorios...».

En el marco de esa lista, la eleccién del medio de identificacién admisible
en cada procedimiento corresponde a cada Administracién, porque como ha
apuntado MarTiN DELGADO («Identificacién y autenticacién de los ciudadanos»,
en E. Gamero Casapo y J. Valero Torruos (Coords.), La Lley de Administracién
electrénica. Comentario sistemdtico a la Ley 11/2007, de 22 de junio, de
acceso electrénico de los ciudadanos a los Servicios piblicos, Aranzadi, 2°
Edicién, 2008, p. 351) no existe alternatividad —en el sentido de optatividad —
por parte de los ciudadanos de los sistemas de identificacién, salvo quizds si
se utiliza el DNI electrénico, que no se cita expresamente en el articulo 9.2
de la Ley 39/2015 (18).

La redaccién actual del art. 9.2 de la Ley 39/2015, de procedimiento admi-
nistrativo comin trae causa de la modificacién operada en diversos preceptos de la
misma por el Real Decretoley 14/2019, de 31 de octubre, por el que se adoptan
medidas urgentes por razones de seguridad piblica en materia de administracién
digital, contratacién del sector piblico y telecomunicaciones. Alegando razones
de seguridad nacional (19), el Gobierno introdujo por esta via fuertes limitaciones
para que las Administraciones pUblicas admitiesen sistemas de identificacion elec-
trénica de los ciudadanos alternativos a los basados en certificados electrénicos.
Y de ahi resulta, por un lado la exigencia de que esos sistemas alternativos que
las Administraciones pudieran crear cumpliesen los siguientes requisitos:

a) Deben contar con un registro previo como usuario que permita garan-
tizar su identidad.

(18) En la actualidad, la regulacién del DNI electrénico ha sido «desplazada» de
la legislacién de procedimiento administrativo a la normativa sobre seguridad ciudadana.
El articulo 8 de la Ley Orgdnica 4/2015, de 30 de marzo, de proteccién de la seguridad
ciudadana dispone con cardcter general que el Documento Nacional de Identidad es un
documento con «suficiente valor por si solo para la acreditacién de la identidad y los datos
personales de su titular» (apartado 1), que permite «la identificacién electrénica de su titular»
(apartado 3). Por tanto, el DNI electrénico debe considerarse un medio de identificacién
electrénica adicional a los que el articulo 9.2 de la Lley 39/2015 sefiala para su uso ante
las Administraciones publicos.

(19) En la Exposicién de Motivos del Real Decreto Ley se alude a que «los recientes
y graves aconfecimientos acaecidos en parte del ferritorio espafiol han puesto de relieve la
necesidad de modificar el marco legislativo vigente para hacer frente a la situacién. Tales
hechos demandan una respuesta inmediata para evitar que se reproduzcan sucesos de esta
indole estableciendo un marco preventivo a tal fin, cuyo objetivo Gltimo sea proteger los dere-
chos y libertades constitucionalmente reconocidos y garantizar la seguridad piblica de todos
los ciudadanos». Sin mencionarla expresamente, se aludia a la situacién vivida en Cataluiia
por aquel enfonces.
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b) Deben contar con una autorizacién previa de la Secretaria General
de Administracién Digital del Ministerio de Asuntos Econdmicos y
Transformacién Digital, que solo podré ser denegada por motivos de
seguridad publica, previo informe vinculante de la Secretaria de Estado
de Seguridad del Ministerio del Interior, cuya solicitud se entenderé
desestimada por silencio administrativo si no es emitida en el plazo
de tres meses.

c) Adicionalmente, «los recursos técnicos necesarios para la recogida,
almacenamiento, tratamiento y gestién de dichos sistemas se encuen-
tren situados en territorio de la Unién Europea, y en caso de tratarse
de categorias especiales de datos a los que se refiere el articulo 9 del
Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 27 de abril de 2016, relativo a la proteccién de las personas fisi-
cas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre
circulacién de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/
CE (20), en territorio espafiol». Ademds, esos «datos especialmente
protegidos» no podrdn ser objeto de transferencia a un tercer pais u
organizacién internacional.

d) En cualquier caso, los datos se encontraran disponibles para su acceso
por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes.

Y ademds de todo lo anterior, las Administraciones Publicas deberdn
garantizar que la utilizacién de uno de los sistemas previstos en las letras a) y
b) del art. 9.2 de la Ley 39/2015 sea posible para todo procedimiento, aun
cuando se admita para ese mismo procedimiento un sistemas de clave con-
certada u ofro equivalente de los que se refiere la letra c) de dicho precepto.

Esta fuerte intervencién estatal sobre los sistemas de identificacién que
pueden admitir o no el resto de administraciones ha sido contestada por
las Comunidades Auténomas de Catalufia y Pais Vasco, que han presentado
sendos recursos de inconstitucionalidad contra el Real Decreto Ley 14/2019.
Esté todavia pendiente de resolverse por el Alto tribunal el conflicto entre la
competencia en materia de seguridad nacional y la relativa a la autoorgani-
zacién propia de las Administraciones regionales y locales (21).

(20) Se refiere dicho precepto a los datos personales que revelen el origen étnico o
racial, las opiniones politicas, las convicciones religiosas o filoséficas, o la afiliacién sindical,
y el tratamiento de datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de manera uni-
voca a una persona fisica, datos relativos a la salud o datos relativos a la vida sexual o las
orientacién sexuales de una persona fisica.

(21) Como también estd pendiente de ejecutarse el pacto de investidura suscrito entre
el PSOE y el PNV para facilitar la investidura del Presidente Pedro Sénchez tras las elecciones
del 2019, que incluia el compromiso de derogacién del Real Decreto Ley 14/2019.
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Ese «intervencionismo» estatal se acentia todavia mds al establecerse la
prohibicién de determinadas tecnologias para articular los sistemas de identi-
ficacién. En efecto, también por el Real Decreto Ley 14/2019 se introduce en
la ley 39/2015 una nueva disposicién adicional Sexta con el siguiente tenor:

«Disposicién adicional sexta. Sistemas de identificacién y firma previstos en
los articulos 9.2 c] y 10.2 ¢).

1. No obstante lo dispuesto en los articulos 9.2 c] y 10.2 c] de la presente
Ley, en las relaciones de los interesados con los sujetos sometidos al dmbito de
aplicacién de esta ley, no serdn admisibles en ningin caso y, por lo tanto, no
podrdn ser autorizados, los sistemas de identificacién basados en tecnologias de
registro distribuido y los sistemas de firma basados en los anteriores, en tanto que
no sean objeto de regulacién especifica por el Estado en el marco del Derecho
de la Unién Europea.

2. En todo caso, cualquier sistema de identificacién basado en tecnologia
de registro distribuido que prevea la legislacién estatal a que hace referencia el
apartado anterior deberd contemplar asimismo que la Administracién General del
Estado actuard como autoridad intermedia que ejercerd las funciones que corres-
ponda para garantizar la seguridad piblicas.

Esta prohibicién de utilizar tecnologia de registro distribuido para la
identificacién de las personas en el seno de los procedimientos administrativos,
no ha hecho sino sembrar mds confusién de la que ha generado otro caso de
uso de dicha tecnologia, como es el registro de intercambio de criptomonedas.
La prohibicién de utilizar en las relaciones con la Administracién sistemas de
identificacién y firma basados en tecnologias de registro distribuido («...no
serdn admisibles en ningdn caso y, por lo tanto, no podrdn ser autorizados»
reza el apartado 1 de la Disposicién adicional sexta de la Ley 39/2015) se
mal-entendié como una prohibicién absoluta de utilizar tecnologia de registro
distribuido en el dmbito de la administracién (22). Y nada més lejos de la
realidad. Unicamente afecta a ese caso de uso concreto, la identificacién ante
la administracién, y no a otros casos de uso que han sido objeto de desarrollo
con no poco éxito (23).

(22) La prohibicién sélo afecta al uso de la tecnologia de registro distribuido para la
identificacién ante la Administracién. No resulta aplicable, sin embargo si dicha tecnologia se
utiliza para la identificacién de una persona —fisica o juridica— ante una entidad privada.

(23) Nos referimos, por ejemplo, al registro distribuido de ofertas y evaluacién auto-
matizada de las mismas puesto en marcha en 2018 en la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragédn. Una evolucién de dicho sistema acaba de arrancar a finales de 2021,
previendo que se amplien sus funcionalidades. El funcionamiento de este caso de uso ya lo
hemos explicado en «licitacién electrénica y tecnologia de registro distribuido», en Gimeno
Feuu (Dir.) Observatorio de Contratos Publicos 2018, Aranzadi, 2019. También se han hecho
eco del mismo los trabajos de Teiepor Bietsa «Transformacién digital, “blockchain” e inteligencia
artificial en la administracién pdblica», publicado en la Revista Espafiola de Derecho Adminis-
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No obstante, la referencia en la normativa estatal a un condicionante
temporal de la prohibicién, que subsistird «...en tanto que no sean objeto
de regulacién especifica por el Estado en el marco del Derecho de la Unién
Europea» no ha hecho perder la esperanza a alguna normativa autonémica,
que alumbra la posibilidad de que se autoricen en el futuro sistemas de iden-
tificacién y firma basados en tecnologia de registro distribuido para su uso
ante la Administracién, y de ahi que hayan admitido ya su utilizacién «...de
conformidad con lo establecido en la normativa estatal sobre procedimiento
administrativo» (nétese que esta coletilla final se introduce hdbilmente como
cléusula de salvaguarda ante un eventual recurso de inconstitucionalidad que
plantease el Estado contra dichas normas) (24).

Entre esas normas autonémicas pioneras debemos destacar el decidido
paso adelante que da la regulacién aragonesa de los sistemas de identificacién
ante la Administracién piblica, acotando los limites de la prohibicién prevista
en la normativa de procedimiento administrativo comin a los casos de uso de
«identificacién» en sentido estricto, es decir, los relacionados con el nombre
y los apellido y el nimero de DNI —en el caso de las personas fisicas— o la
razén social y el NIF —en el caso de las personas juridicas—, permitiendo
que se utilice la tecnologia de registro distribuido cuando se trate de acreditar
ante la Administracién atributos de identidad que no sean «de identificaciéns.
Asi, segin dispone el apartado 5 del art. 51 de la Ley aragonesa 1/2021,
de 11 de febrero, de simplificacién administrativa, «la acreditacién por los
interesados de atributos de identidad diferentes a su nombre y apellidos o

trativo ném. 209, 2020, y Pereiro CARCELES «La utilizacién del blockchain en los procedimientos
de concurrencia competitiva» en Revista General de Derecho Administrativo, N°. 50, 2019. El
proyecto inicial recibié algunos reconocimientos. Asi, en el marco del X Congreso Nacional
de Innovacién y Servicios Publicos celebrado en Madrid en marzo de 2020 esta iniciativa fue
premiada como el «Mejor proyecto con tecnologias innovadoras: soluciones en la nube, infeli-
gencia artificial, Blockchain, 5g, Bigdata, Business Intelligence», lo que supone un importante
reconocimiento al trabajo realizado por el personal de la Oficina de Contratacién Piblica y el
Servicio de Contratacién Centralizada del Gobierno de Aragén empefiado en el mismo a lo
largo de casi un afio. Ademds, también cabe mencionar que el proyecto aragonés fue tomado
como base para el desarrollo de un proyecto que tenia por objefo luchar contra corrupcién
en el suministro de alimentos a los comedores escolares en Colombia, financiado por el Foro
Econémico Mundial (Exploring Blockchain Technology for Government Transparency: A Bloc-
kchain-Based Public Procurement System, documento del World Economic Forum accessible
desde https://www3.weforum.org/docs/WEF_Blockchain_Government_Transparency_Report.
pdf). Y mds recientemente, dicho caso de uso ha sido uno de los referenciados por el Banco
Mundial, en su informe sobre Disruptive technologies in public procurement (2021, https://
documents1.worldbank.org/curated/en/522181612428427520/pdf/Disruptive-Technolo-
gies-in-Public-Procurement.pdf).

(24) Como ejemplos pueden citarse el art. 55.3 del Decreto 76/2020, de 4 de agosto,
de Administracién digital, y el art. 51.1 de la Ley aragonesa 1/2021, de 11 de febrero, de
simplificacién administrativa.
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denominacién o razén social, segin corresponda, podrd realizarse a través
de cualesquiera de los sistemas de identificacién y firma previstos en esta ley
o en la normativa bdsica estatal».

Una posible solucién para facilitar la introduccién de la tecnologia de regis-
tro distribuido en la Administracién publica ya la apuntdbamos en otro lugar:
«habilitar un sandbox para su testeo con datos reales, regulando los efectos
derivados de dichas pruebas, algunos de los cuales podrian, en su caso, consi-
derarse equivalentes a los realizados en el marco de los procedimientos ordina-
rios» (25). Se podria tomar el precedente del conocido como sandbox financiero
(Ley 7/2020, de 13 de noviembre, para la transformacién digital del sistema
financiero) para la creacién de un entorno controlado y delimitado de pruebas
para la realizacién de una o varias pruebas de innovacién tecnolégica en la
actuacién o los procedimientos administrativos. En nuestra opinién, dicha medida
contribuiria a que se conociera la tecnologia y sus potenciales beneficios de su
uso en el &mbito de la actuacién administrativa, muy especialmente en relacién
con la actuacién administrativa automatizada a la que se refiere el arficulo 41

de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico.

lll. LOS SISTEMAS DE IDENTIFICACI'éN ELECTRONICA DE LOS INTE-
RESADOS EN LAS SEDES ELECTRONICAS DE LA ADMINISTRACION
DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DE ARAGON

Las competencias autondmicas en materia de procedimiento y autoorga-
nizacién justifican el desarrollo por la Comunidad Auténoma de Aragén de
las disposiciones contenidas en la Ley 39/2015 que se refieren a la identifi-
cacién electrénica de los interesados ante las Administraciones Pdblicas (26).
Unas competencias cuyo ejercicio se ha materializado fundamentalmente en la
aprobacién de dos normas en un marco temporal muy préximo: por un lado, la

(25) Blockchain, Administracién y contratacién publica, publicado en obcp.es el
12.7.2018.

(26) En desarrollo de la normativa bésica sobre procedimiento administrativo comdn,
la Comunidad Auténoma de Aragén ha aprobado la Ley 5/2021, de 29 de junio, de Orga-
nizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragén. Esta Ley se dicta al
amparo de la previsién contenida en el articulo 71.1.% del Estatuto de Autonomia, aprobado
por Ley Orgdnica 5/2007, de 20 de abril, el cual atribuye a la Comunidad Auténoma de
Aragén la competencia exclusiva para la creacién, organizacién, régimen y funcionamiento
de sus instituciones de autogobierno. Del mismo modo, el articulo 71.7.° del referido Estatuto
atribuye a la comunidad auténoma la competencia para regular el procedimiento administrativo
derivado de las especialidades de su organizacién propia. Por su parte, los articulos 61 y 62
del Estatuto, contenidos en su titulo Ill sobre la Administracién publica en Aragén, se refieren a
la competencia de la comunidad auténoma para crear y organizar su propia Administracién,
que ostentard la condicién de administracién ordinaria en el ejercicio de sus competencias,
recogiendo los principios esenciales de organizacién y funcionamiento de la misma.
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Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificacién administrativa, y por otro, la
Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector
Piblico Autonémico de Aragén.

Ambas normas cuentan entre sus disposiciones con un precepto de idén-
tica denominacién —que no contenido, fenémeno revelador de la necesidad
de autointegracién de sus disposiciones. Asi, el art. 51 de la ley 1/2021,
de 11 de febrero, de simplificacién administrativa (precedente en el tiempo),
lleva por ribrica la relativa a «Sistemas de identificacién y firma en la sede
electrénica y sedes asociadas», que se reproduce exactamente igual en el art.
40 de la Ley 5/2021, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico
Autondémico de Aragén, aprobada apenas cuatro meses después.

Ambas normas son précticamente idénticas en sus dos primeros apartados
(en el art. 40 de la Ley 5/2021 se agota precisamente en esos dos aparta-
dos). En ellos se manifiesta en primer término una adhesién al sistema Cl@
ve, de identificacién y firma de los usuarios, utilizado por la Administracién
General del Estado, o sistema equivalente «que se desarrolle por estax (por la
Administracién General del Estado) (27).

La adhesién al sistema Cl@ve se justifica para garantizar de esta manera
la posibilidad de identificacién y firma mediante certificado electrénico reco-
nocido conforme a lo establecido en los articulos 9 y 10 de la ley 39/2015,
de 1 de octubre. Recordemos que dichos preceptos disponen la obligatoriedad
de que las Administraciones Piblicas garanticen la posibilidad de utilizar un
certificado electrénico cualificados de firma o sello electrénico expedidos por
prestadores incluidos en la Lista de confianza de prestadores de servicios de
certificacién en todo procedimiento.

Sin embargo, sorprende que la previsién de adhesién a ofro sistema
equivalente a Cl@ve contenida en la Ley 5/2021, de Organizacién y Régimen
Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragén (pero no en la ley 1/2021,
de 11 de febrero, de simplificacién administrativa) sea al «que se desarrolle
por esta» (por la Administracién General del Estado), por lo que de renuncia al
desarrollo en la propia Administracién autonémica aragonesa de esos sistemas
equivalentes puede suponer.

Decimos que sorprende esa «vinculacién positiva» que establece el Legisla-
dor aragonés respecto de sistemas indeterminados («los que se desarrollen») de

(27) Se manifiesta ademds el propésito de procurar reducir la brecha digital favore-
ciendo el acceso de todos los ciudadanos a la administracién electrénica, y «Con esta finalidad,
se constituirdn de forma progresiva oficinas de registro de Clave permanente en las oficinas de
asistencia en materia de registro, en unidades de registro, en centros educativos y sanitarios y
en aquellos ofros puntos de atencién a la ciudadania existentes en el territorio» (Cfr. Apartado
3 del art. 51 de la Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificacién administrativa).
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identificacién desarrollados en la Administracién General del Estado, cuando, a
reglén seguido (apartado 2 tanto del La Ley 1/2021 como de la Ley 5/2021),
se establece la posibilidad de «utilizar sistemas de identificacién o firma adi-
cionales basados en clave concertada, siempre y cuando se realice un registro
previo de los usuarios que permita acreditar su identidad», o se advierte que
«podrén considerarse sistemas equivalentes de identificacién y firma los basa-
dos en un registro distribuido de atributos de identidad aceptados por el 6rgano
administrativo ante el que el interesado pretenda identificarse, de conformidad
con lo establecido en la normativa estatal sobre procedimiento administrativo»
en la ley 1/2021, de simplificacién, abriendo en este Gltimo caso la puerta
a los sistemas de identificacién electrénica basados en tecnologia de registro

distribuido (blockchain).

En relacién con esta Gltima posibilidad, el apartado 5 de la Ley 1/2021,
de simplificacién administrativa ya contempla expresamente que «la acredi-
tacién por los interesados de atributos de identidad diferentes a su nombre y
apellidos o denominacién o razén social, segin corresponda, podrd realizarse
a través de cualesquiera de los sistemas de identificacién y firma previstos en
esta ley o en la normativa bédsica estatal», permitiendo con ello (porque se
consideran sistemas equivalentes de identificacién y firma los basados en un
registro distribuido de atributos de identidad) que se utilice la tecnologia de
registro distribuido cuando se trate de acreditar ante la Administracién atribu-
tos de identidad que no sean «de identificacién» en sentido estricto, es decir,
aquellos que sean diferentes de los relacionados con el nombre y los apellido
y el nimero de DNI —en el caso de las personas fisicas— o la razén social
y el NIF —en el caso de las personas juridicas— (28).

(28) No debemos menospreciar la importante contribucién que realiza la Ley 1/2021,
de simplificacién administrativa al aportar en el apartado 3 del art. 52 la primera definicién
legal que podemos encontrar en el ordenamiento juridico espafiol de lo que es un sistema
electrénico de registro distribuido: « A los efectos establecidos en esta ley, tendrd la conside-
racién de sistema electrénico de registro distribuido el que permita el almacenamiento de la
informacién, o su representacién digital mediante huella electrénica, de manera permanente,
simulténea y sucesiva en una base de datos distribuida, de manera que quede garantizada la
inmutabilidad de dicha informacién y se permita la auditoria de su integridad». Aun cuando
se pueda matizar y mejorar, no se le puede quitar el mérito de haber sido la primera norma
juridica en definir dicha tecnologia.

Llama poderosamente la atencién, sin embargo que la disposicién adicional séptima
de la Lley 5/2021, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico de
Aragén, que establece una cldusula de progreso y adaptacién a la evolucién tecnolégica en
materia de administracién electrénica, olvidase la identificacién electrénica como caso de uso
para el que desarrollar e incorporar nuevos medios electrénicos, limitando dicha posibilidad
a los de «notificacién, firma y pago». No obstante, podria entenderse que la referencia a los
medios electrénicos «de firma» permitiria incluir en esa «cldusula de progreso» también los
casos de uso de mera identificacién.
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Por ofra parte, el uso de la firma biométrica se contemplard como sistema
de firma vdlido para la supresién del papel en los tramites presenciales, en el
marco establecido en el articulo 10.1.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

IV. DE CAMINO HACIA UN «MARCO PARA UNA IDENTIDAD DIGITAL
EUROPEA»

El sistema y medios de identificacién anteriormente expuestos habran de
ser reconsiderados cuando se apruebe el Reglamento del Parlamento Europeo y
del Consejo, por el que se modifica el Reglamento (UE) n.° 910/2014 (eIDAS)
en lo que respecta al establecimiento de un Marco para una Identidad Digital
Europea (COM(2021) 281 final) (29). La nueva propuesta se justifica porque
en la actualidad, esté4 emergiendo en el mercado un nuevo entorno cuyo enfo-
que ha pasado de estar centrado en la provisién y utilizacién de identidades
digitales rigidas —referidas por lo general a los atributos de identificacion
(nombre y apellidos, nimero de DNI) a la provisién de determinados atributos
concretos relacionados con dichas identidades, asi como en la confianza en
esos atributos.

Tal y como denuncidbamos al hablar de los sistemas de identificacién pre-
vistos en la normativa sobre procedimiento administrativo comin, los actuales
no permiten acreditar atributos electrénicos diferentes a los datos de identifica-
cién, como certificados médicos o cualificaciones profesionales, lo que dificulta
garantizar el reconocimiento legal de tales credenciales en formato electrénico.
Ademds, ninguno de los sistemas actuales permiten que los usuarios limiten el
intercambio de datos personales al estrictamente necesario para la prestacién
de un servicio. Es por ello que existe un aumento de la demanda de soluciones
de identidad electrénica capaces de ofrecer estas prestaciones —tanto en el
sector privado como en el piblico— al objeto de identificar y autenticar a
los usuarios con un nivel de seguridad elevado. De hecho, la pandemia de
COVID-19 ha demostrado el valor de una identificacién remota segura para
el acceso de cualquier persona a servicios publicos y privados.

Desde la entrada en vigor del Reglamento eIDAS, tan solo catorce Esta-
dos miembros han notificado al menos un sistema de identidad electrénica.
Como resultado de ello, solamente un 59 % de los residentes en la UE tienen

(29) La propuesta aplica el mandato politico conferido por el Consejo Europeo (https://
www.consilium.europa.eu/media/45932/021020-euco-final-conclusions-es.pdf) y la presi-
denta de la Comisién Europea (Discurso sobre el estado de la Unién, 16 de septiembre de
2020; véase https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail /es/SPEECH_20_1655) de
proporcionar un marco para las identidades electrénicas poblicas a escala de la UE que
garantice que cualquier ciudadano o residente tenga acceso a una identidad electrénica
europea segura.
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acceso a sistemas fransfronterizos de identidad electrénica fiables y seguros. El
objetivo pretendido por la nueva propuesta europea es ofrecer un Marco para
una Identidad Digital Europea basado en la revisién del actual, con el objetivo
de que al menos un 80 % de los ciudadanos puedan utilizar una solucién de
identidad digital para acceder a servicios piblicos en 2030.

Como elementos clave de ese Marco para una Identidad Digital Europea
aparece la cartera de identidad digital europea o wallet de identidad, que
tendrd la consideracién de «medio de identificacién electrénica». Se definirdn
como « un producto y servicio que permite al usuario almacenar datos de
identidad, credenciales y atributos vinculados a su identidad, con el fin de
proporcionarlos a las partes usuarias a peticién de estas y de utilizarlos con
fines de autenticacién, en linea y fuera de linea, asi como para crear firmas y
sellos electrénicos cualificados». Existe una percepcién generalizada de que
las carteras de identidad digital constituyen el instrumento mds adecuado para
gestionar de manera soberana las identidades en un contexto digital, ya que
permite a los usuarios elegir cudndo y con qué proveedor de servicios pri-
vados compartir atributos diversos, dependiendo del caso de uso y del nivel
de seguridad requerido para llevar a cabo la transaccién de que se trate.
En particular, se considera que las identidades digitales basadas en carteras
digitales almacenadas de forma segura en dispositivos méviles representan
un activo fundamental que puede ofrecer una solucién con perspectivas de
futuro. Tanto el mercado privado (por ejemplo, Apple, Google o Thales) como
los gobiernos estdn avanzando ya en esta direccién.

Las carteras de identidad digital serén emitidas por los Estados (30), o
por entidades independientes, pero reconocidas por un Estado miembro, con-
virtiéndose su emisién en un nuevo servicio electrénico de confianza (31). La
propuesta de modificacién del Reglamento elDAS indica que «...la utilizacién
de las carteras de identidad digital europea serd gratuita para las personas
fisicas» (nuevo art. ébis.6), gratuidad que no alcanza necesariamente a la
emisién de declaraciones electrénicas de atributos que se almacenardn en esa
cartera de identidad digital. Los atributos que, como minimo, deberdn soportar
las carteras de identidad digital europea se encuentran la direccién, la edad, el

(30) Se parte de la idea de que las autoridades competentes de los Estados miembros
son las Unicas que pueden proporcionar un alto grado de confianza en la determinacién de
la identidad de una persona y, por lo tanto, ofrecer garantias de que la persona que afirma
o manifiesta poseer una determinada identidad es, de hecho, quien dice ser. Por lo tanto, es
necesario que las carteras de identidad digital europea se basen en la identidad legal de los
ciudadanos, ofros residentes o entidades juridicas.

(31) Su prestacién quedard sometida, en el plano nacional, a las disposiciones de
la Ley 6/2020, de 11 de noviembre, reguladora de determinados aspectos de los servicios
electrénicos de confianza.
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sexo, el estado civil, la composicién familiar, la nacionalidad, cualificaciones,
titulos y licencias académicos, cualificaciones, titulos y licencias profesionales,
permisos y licencias publicos, y datos financieros y sociales.

Muy importantes son las previsiones que incluye la propuesta de modifi-
cacién del Reglamento europeo para garantizar la soberania de los usuarios.
En este sentido se indica expresamente que «el usuario mantendrd pleno con-
trol sobre la cartera de identidad digital europea» para cuya gestién se estd
explorando la posibilidad de utilizar la tecnologia de registro distribuido (si, la
misma que hemos indicado que en Espafia estd prohibida por la Disposicién
adicional sexta de la Ley 39/2015 para la identificacién de los sujetos ante
la Administracién publica). Para ello el emisor de la cartera de identidad digi-
tal europea no recopilard informacién sobre el uso de la cartera que no sea
necesaria para la prestacién de los servicios de esta, ni combinaré datos de
identificacién personal u otros datos personales almacenados o relacionados
con el uso de la cartera de identidad digital europea con datos personales
obtenidos a través de ofros servicios ofrecidos por dicho emisor o a través de
servicios de terceros que no sean necesarios para la prestacién de los servicios
de la cartera, a menos que el usuario lo haya solicitado expresamente. Los
datos personales relacionados con la provisién de carteras de identidad digital
europea se conservardn en soporte fisico y légico por separado de cualesquier
ofros datos mantenidos.

En definitiva, con el nuevo Marco para una Identidad Digital Europea,
basado en el cambio fundamental que supone pasar de la utilizacién exclusiva
de soluciones de identidad digital a la provisién de declaraciones electrénicas
de atributos, se garantizard que los ciudadanos y las empresas puedan acceder
a servicios publicos y privados en cualquier parte de Europa basdndose en
pruebas de identidad y atributos verificados. Los prestadores de servicios en
linea podrén aceptar soluciones de identidad digital con independencia de
dénde se hayan expedido, apoydndose en un enfoque comin a escala euro-
pea con respecto a la confianza, la seguridad y la interoperabilidad. Tanto
los usuarios como los prestadores de servicios podrdn beneficiarse asimismo
del mismo valor juridico otorgado a las declaraciones electrénicas de atribu-
tos en toda la Unién Europea, un aspecto particularmente importante cuando
sea necesaria una accién concertada, como en lo referente a los certificados
sanitarios digitales.
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RESUMEN: El tratamiento legal aragonés de las relaciones interadministrativas es
plenamente coherente con el Estatuto de Autonomia y con la legislacién estatal bésica, y
aporta valor al precisar detalles técnicos en lo tocante a los convenios interadministrativos,
aprovechando la experiencia de la ley de convenios de 2011. En cuanto a los érganos
de cooperacién, solo la Comisién Bilateral Aragén-Estado cuenta con una regulacién
exhaustiva, en linea con su nivel de actividad.

Palabras clave: cooperacién; colaboracién; convenios; bilateralidad.

ABSTRACT: The aragonese legislation on interadministrative relations is fully con-
sistent with the Statute of Autonomy and with the basic State Law. This legislation adds
value because it provides for details on the functioning of administrative agreements,
benefiting from the experience of the former Law on Agreements of 2011. With regard
to the Cooperation Bodies, only the Bilateral Commission is fully regulated, in line with
its current level of activity.

Key words: cooperation; collaboration; agreements; bilaterality.

I. INTRODUCCION

Que Aragén se titule como «tierra de pactos» no deja de ser una mani-
festacién de un anhelo identitario, que se pretende fundamentar sobre unos
vestigios del Derecho antiguo, tanto piblico como privado, cuyo alcance se
ha idealizado y magnificado mds allé de los limites de lo razonable. Por un
lado, el fenémeno de la foralidad como expresién de una forma de gobierno
pacticia —incluso coral— entre el Rey y los elementos descollantes de una socie-
dad civil estamental, a modo de sistema de organizacién politica asimilable a
una democracia germinal, ni fue exclusivo del viejo Reino de Aragén ni es el
precursor —siquiera remoto— de nuestro vigente régimen politico, constitucio-
nal y estatutario. Por ofro lado, la mitificacién costista del brocardo standum
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est chartae y su transfiguracién de mera regla de hermenéutica normativa y
documental a principio general del Derecho con valor vinculante en todo caso
superior al de la norma escrita, parece no sostenerse a pesar de los esfuerzos
doctrinales aplicados en su dia por Lacruz Berpejo y hoy por DELGADO ECHEVERRiA
(entre ofros), segin demostraron primero LAUNDE ABADIA y mds recientemente
MOREU BALLONGA (entre otros menos).

Es un producto —saludable, segin la experiencia— de las circunstancias
que, en un inusual escenario de pluralidad parlamentaria regional en el contexto
nacional, salvo en 6 de los casi 40 afios que viene rigiendo la autonomia de
Aragén, la formacién de sus gobiernos haya sido producto de la coalicién
de distintos partidos (Gltimamente cuatro). También lo es que, al albur de la
pandemia de la COVID-19, todos los partidos politicos con representacién
en las Cortes de Aragén —a excepcién de uno—, los agentes sociales y la
FAMCP suscribiesen la llamada «Estrategia aragonesa para la Recuperacién
Econémica y Social». El pacto politico es la expresién ordinaria y constante
del carécter, también ordinario, de un Estado que proclama el pluralismo como
uno de sus valores fundacionales en el primer articulo de su carta fundacional.

Tornando la mirada al dmbito privatistico, tampoco hay evidencias que
acrediten la existencia de una mayor inclinacién esencial o genética al pac-
tismo en Aragén que en el resto de Espafia. Asi lo demuestra la frecuencia
de uso de instrumentos contractuales o convencionales en las dreas del trafico
juridico privado en que la libertad de pacto tiene un mayor margen de des-
pliegue. En efecto, no parece que se recurra a dichos instrumentos con mayor
intensidad en la geografia aragonesa que fuera de ella, si atendemos a los
datos de la estadistica oficial. Si bien es cierto que los pactos sucesorios en
Aragén ascienden a unos 17.000 anuales frente a los 22.000 suscritos en
toda Espaiia, acaparando un 77,3% del total nacional, no lo es menos que el
Derecho comin es ajeno, por no decir hostil, a estas figuras sucesorias. Por
el contrario, ofras figuras cuyas condiciones de uso si son totalmente homolo-
gables en todas las Comunidades por igual, acreditan la homogeneidad de
la inclinacién pactista de la sociedad espafiola en su conjunto: es el caso de
las capitulaciones matrimoniales, que ocurren en un 22 % del total de matri-
monios celebrados en Aragdn, mientras que se elevan hasta el 24,4% de los
matrimonios celebrados en Espafia.

No obstante lo dicho, cumple reconocer y celebrar la vocacién dialogante
y colaborativa de todas las instituciones piblicas espafiolas, que deriva del
marco normativo positivo y de las propias exigencias de un sistema complejo
como el espafiol. Como en su dia apunté MarTiN REBOLLO, nuestro texto consti-
tucional no proclama la cooperacién como principio inspirador de las relacio-
nes institucionales, mds alld de lo dispuesto en el 157.3, cuando alude a las
posibles formas de colaboracién financiera como uno de los contenidos de la
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ley orgénica reguladora de la financiacién de las Comunidades Auténomas. A
pesar de esta sorprendente falta de cobertura formal explicita, de la apelacién
a la solidaridad interterritorial recogida en los arts. 2 y 138.1 cabe deducir
que la colaboracién es el tercer pilar en que se basa la arquitectura de un
Estado fuertemente descentralizado como el espafiol, siendo los otros dos la
unidad y la autonomia respectivamente. En efecto, en toda organizacién com-
pleja la colaboracién entre las partes integrantes del sistema es una necesidad
ademds de un reto, y la experiencia de més de cuatro décadas de nuestro
Estado autonémico ha demostrado que, siendo mejorable, la colaboracién ha
sido una prdctica constante y exitosa.

La colaboracién o cooperacién como divisa constitucional, predicable no
solo de las relaciones entre Estado y Comunidades Auténomas sino entre todos
los entes publicos (independientemente de su naturaleza de érganos constitu-
cionales, entidades territoriales, Administraciones independientes, etc.), es, por
lo tanto, un factor esencial para el correcto funcionamiento de las instituciones.
Asi lo dispone nuestra legislacién administrativa general bésica y asi se verifica
cotidianamente. La LRJSP, retomando una tradicién formalmente inaugurada con
la Ley del proceso autonémico de 1983, extendida con la ley de bases del
régimen local en 1985, ampliada con la ley del procedimiento administrativo
comidn de 1992 —singularmente tras su reforma de 1999 —, brufida con los
Estatutos de autonomia «de tercera generacién» y aquilatada con la reforma de
2000 de la Ley orgdnica del Tribunal Constitucional), ordena a las diferentes
Administraciones Publicas y sus entes vinculados o dependientes a actuar y
relacionarse entre si con lealtad (art. 140.1.q), colaboracién obligatoria (c),
cooperacién voluntaria (d), eficiencia (f), entendida como puesta en comin
de recursos) y solidaridad (i). A partir del art. 141 y hasta el 154, la LRJSP
describe detalladamente el significado y alcance de la colaboracién adminis-
trativa y sus técnicas, que son bien conocidas (intercambio de informacién,
asistencia y auxilio mutuo, prestaciones patrimoniales, existencia de érganos
mixtos y participacién en érganos ajenos, integracién de procedimientos deci-
sorios mediante informes, suscripcién de convenios y acuerdos). El completo
panorama de técnicas orgdnicas (Conferencia de Presidentes, Conferencias
Sectoriales y sus comisiones y grupos de trabajo, Comisiones Territoriales de
Coordinacién y Comisiones Bilaterales de Cooperacién) es mejorado con una
regulacién de los convenios como técnica funcional por excelencia, esta vez

en los arts. 47 a 53 LRJSP.

Fuera de este acabado marco legislativo bdsico, hay que insistir en la
vigencia de muchos otros preceptos que contribuyen a delinear la disciplina de
la colaboracién y cooperacién. Las alusiones, en los términos hoy expresados
por la LRJSP o en ofros similares, a la colaboracién y sus férmulas, aparecen
jalonando el ordenamiento financiero y presupuestario, el ordenamiento local,
el ordenamiento administrativo sectorial (en dmbitos dispares e inacabables
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como las subvenciones, la investigacién, el medio ambiente, la sanidad, la
proteccién civil, las aguas...). Pero, en lo que interesa aqui y ahora, importa
destacar que el EAAr recoge desde 2007 varios preceptos que inspiran y
programan la relacién de la Comunidad Auténoma con los entes territoriales
de dmbito superior (el Estado) e inferior (los entes locales) en términos cola-
borativos perfectamente alineados con los que mas tarde incorporé la LRJSP.
Como veremos a continuacién, la reciente legislacién autonémica aragonesa
transita pacificamente por la senda marcada a un lado por el Estatuto y al
otro por la legislacién administrativa estatal bésica.

Il. EL MARCO ESTATUTARIO

Ya se ha adelantado que son muchos los preceptos del EAAr donde se
expresa la vocacién colaborativa de la Comunidad y se regula el modo de su
ejercicio (arts. 88 a 91). Se trata de normas estructuradas en apartados especi-
ficamente dedicados a ello (el Titulo VII, rubricado «Cooperacién institucional y
accién exterior», que da a su vez cabida a sendos capitulos titulados «Relaciones
con el Estado» y «Relaciones con otras Comunidades Auténomas», entre otros
dedicados a la accién europea y exterior de la Comunidad). Ademds, hay
otros preceptos, estos ya dispersos a lo largo del texto estatutario, donde se
regulan la participacién y colaboracién aragonesa en la planificacién y gestién
estatal de los recursos hidricos (art. 72.2 y .3), la Junta de Seguridad paritaria
con el Estado (art. 76.4), la colaboracién entre la Comunidad Auténoma y los
entes locales de su territorio (art. 85y 86), la intervencién en las decisiones de
politica econémica del Estado que afecten a Aragén (art. 101), la participacién
territorializada de Aragén en los tributos generales (art. 108), la Comisién Mixta
de Asuntos Econémico-Financieros Estado-Comunidad Auténoma de Aragédn
(109) y las relaciones financieras con las Entidades Locales Aragonesas (art.
114). No obstante la importancia de estos preceptos, los aspectos medulares
de la regulacién sobre la colaboracién institucional aplicable a la Comunidad
Auténoma se encuentra en los arts. 88 a 91 EAAr (1).

Sin tratarse de elementos exclusivos o privativos de la regulacién estatuta-
ria aragonesa, si cabe predicar de algunos de ellos un tanto de originalidad.
Por ejemplo, la inexplorada figura de los convenios de colaboracién para la
gestion (léase ejecucion) de las obras poblicas de interés general (arts. 88.3
y 89.3), la previsién de una ley propia reguladora de los convenios con el
Estado en un momento en el que la entonces vigente ley 30/1992 carecia

(1) MarTiN RegoLLo, L.: «Relaciones de la Comunidad Auténoma con el estado y con ofras
Comunidades Auténomas», en BERMEIO VERA, J. y LOPEZ RAMON, F. (Dirs.): Tratado de Derecho
Piblico Aragonés, Thomson-Civitas, 2010, pp. 858-886.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 318-339 321



JOSE LUIS BERMEJO LATRE

de suficiente densidad normativa (art. 88.4), o la voluntad de participar en el
establecimiento de servicios ferroviarios internacionales, con la mira puesta en
la ansiada reapertura de la linea Zaragoza-Canfranc-Pau, cuyo tréfico sigue
suspendido y trocado por un servicio sustitutivo de autobis desde el 17 de
marzo de 1970 (art. 88.5) (2).

Singular atencién merece el tratamiento de la Comisién Bilateral de Coo-
peracién Aragén-Estado (art. 20 EAAr), prolongacién, como en el resto de
Comunidades Auténomas, de las todavia operantes, aunque ya infrecuentes,
comisiones de traspasos de funciones y servicios encargadas de materializar la
transferencia de competencias desde la Administracién estatal a la autonémica.
Aunque a la regulacién estatutaria de esta Comisién se le ha reprochado cierta
ambigiedad por exigir su celebracién «en todo caso... en sesién plenaria y
cuando lo solicite una de las dos partes» (parece faltar una referencia a la
periodicidad minima de las sesiones), lo cierto es que el texto cumple con su
cometido de identificar claramente la alta responsabilidad que le incumbe a
este érgano desde la reforma de la Ley orgdnica del Tribunal Constitucional en
el afio 2000, cual es la de «prevenir conflictos entre ambas Administraciones,
asi como intentar dirimir controversias por via extraprocesal» (art. 90.2.d).

En lo tocante a la colaboracién interautonémica, cabe destacar el guifio
del art. 91.1 a las instituciones actuales que se entienden sucesoras de los
antiguos reinos y principados de la Corona de Aragén. En efecto, ocupan un
lugar preferente (literalmente, especial) las Comunidades Auténomas con las
que la aragonesa tiene vinculos histéricos y geogréficos. Aunque cabria afirmar
la existencia de vinculos histéricos entre Aragén y las Castillas (cuyas dinastias
regias se unieron conyugalmente varias veces a lo largo de la historia, aunque
parecido discurso cabria sostener para Aragén y Andalucia si se considera
que Abderraman Il fue yerno del abuelo del primer rey aragonés), parece
que la alusién de esta norma se dirige —por este orden— a Cataludia, las
Islas Baleares y la Comunidad Valenciana. Y la relacién multilateral horizontal
entre estas Comunidades se ha formalizado en varias ocasiones, seguramente
menos de las deseables, pero al menos ya patentes: asi en la presencia de
todas en el Patronato del Archivo de la Corona de Aragén creado por RD
de 8 de noviembre de 2006, o en la reunién sostenida en octubre de 2021

(2) Notese que desde 2019, la Administracién de la Comunidad Auténoma ha sido
la responsable de presentar la candidatura hispanofrancesa a la convocatoria de Fondos
Europeos del Mecanismo Conectar Europa (Connecting Europe Facility 2014-2020), con un
dossier fitulado «Superando las conexiones pérdidas entre Francia y Espafia: Seccién ferroviaria
transfronteriza Pau-Zaragoza. Reapertura del Tunel Ferroviario de Somport» por un importe
de casi 9 millones de euros. Esta accién, consentida y alentada por las autoridades estatales,
se podria considerar como un ensayo o, en el mejor de los casos, como un preludio, de la
aplicacién de los arts. 88.3, 89.3 y 88.5 del EAAr.
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junto a las patronales empresariales de estos territorios (en expresién de lo
que MaRrTIN Resollo ha calificado como «diplomacia informal» o «simbdlica»,
tratdndola como una modalidad mds de colaboracién institucional). En lo que
respecta a los vinculos geogréficos, son inexorables los que unen Aragén y
las dos Castillas, La Rioja, Navarra, y también Cataluia y la Comunidad
Valenciana. En este sentido, mds adelante se apuntard la existencia de ins-
trumentos de colaboracién interautonédmica suscritos para la puesta en comidn
de servicios y prestaciones diversas, pudiéndose ahora adelantar el especial
significado del singular «protocolo de colaboracién general» entre los gobiernos
de Aragén y Navarra de 15 de junio de 2009, instrumento periédicamente
renovado y actualizado que tiene por objeto estrechar las relaciones entre
ambas Comunidades y mejorar la prestacién de servicios a los ciudadanos
residentes en municipios limitrofes. Es digno de resefia el interés comin de
ambas Comunidades Auténomas en sectores estratégicos para las dos, cuales
son el agroalimentario, la automocién y el impulso a las infraestructuras viarias
(desdoblamiento de la N-232, autovia Pamplona-Jaca-Huesca-Lérida y corredor
ferroviario del eje Cantébrico-Mediterréneo).

Por lo demds, la norma estatutaria contiene cautelas minimas, pero elo-
cuentes, sobre la actividad convencional horizontal de la Comunidad Auté-
noma de Aragén, obligando al Gobierno a informar a las Cortes de Aragén
(y a las Cortes Generales, como ordena el 145.2 de la CE) de la suscripcién
de dichos instrumentos en el plazo de un mes a contar desde el dia de su
firma (3). Asimismo, se dispone una reserva de ley formal (que tardé poco en
hacerse efectiva, como veremos) sobre el régimen juridico de estos convenios
y acuerdos. No podria ser de otra manera, no tanto por razén de la reserva
estatutaria establecida por el art. 145.2 de la CE, sino por la renuncia de la
legislacién estatal bdsica a ocuparse de esta materia (art. 47.2.a.2° LRISP) (4).

(3) La simple comunicacién procederd en el caso de los convenios horizontales de
colaboracién suscritos para la gestién y prestacién de servicios propios, mientras que para la
suscripcién de acuerdos de cooperacién se impone la ratificacién de la cdmara autonémica
previa a la autorizacién de las Cdmaras estatales, ex art. 41.g) del EAAr, como recuerda
GIMENO Lorez, A.: «Relaciones de colaboracién con otras Comunidades Auténomas», en Aso-
ciacién de Letrados de la Comunidad Auténoma de Aragén (coord.): Estudios juridicos sobre
el Estatuto de Autonomia de Aragén de 2007, Gobierno de Aragén, 2008, p. 232-233.

(4) Ello a pesar de que VEeLasco CaBalLErO, F. «Régimen juridico-organizativo de la Admi-
nistracién local tras la Ley de Régimen Juridico del Sector Poblico de 2015», en Anuario de
Derecho Municipal n° 9, 2015, p. 39, afirma que «dificilmente un estatuto de autonomia puede
regular propiamente el convenio en si (su contenido y cumplimiento), precisamente porque
cada esfatuto de autonomia (y las leyes autonémicas que en él se basan) no pueden regular
un acto juridico bilateral, de dos o més comunidades auténomas», de modo que «hay que
aceptar que también a los convenios entre Comunidades Auténomas se aplicardn las normas
bdsicas sobre convenios de la LRISP en todo lo que se refiera al acto juridico convencional
(aunque no a los actos internos preparatorios o ejecutivos del convenio)».
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lll. EL MARCO LEGAL ESTATAL BASICO

Poco cabe afiadir al exhaustivo andlisis de Toscano Git sobre el tratamiento
que dispensa la LRJSP a los convenios administrativos (5). Resumidamente, y
cifiendo el discurso a lo relativo a los convenios interadministrativos (dejando
fuera los aspectos relativos a los convenios donde intervengan sujetos parti-
culares), este autor recuerda que la regulacién se encuentra imbuida de una
preocupacién por el déficit piblico y la estabilidad presupuestaria, en conso-
nancia con el momento «postcrisis» de su aprobacién (). Celebra su pretension
de complitud, aunque aprecia algunas carencias de las que predica la bondad
de permitir el desarrollo autonémico al restar densidad a las bases estatales (7).
Afirma que se trata de una regulacién bésica completa y exhaustiva, pero que
no plantea dudas de constitucionalidad, mdxime tras la STC 132/2018, de
13 de diciembre, que se limité a anular tres referencias puntuales al plazo de
liquidacién de los convenios extinguidos. No obstante, reprocha la falta de
claridad de la Disposicién final 14° de la LRJSP que no especifica la condicién
de no bésicos de varios preceptos, los cuales son literalmente aplicables en

exclusiva al Estado (arts. 48.2 y .8.2°, 49.h.2°.2 y 50.2).

Por su parte, GARCiA MoraLes ha resefiado las novedades que introduce
esta ley en lo tocante a la dimensién orgdnica de la cooperacién (8). Asi
pues, la LRJSP ofrece una regulacién de la Conferencia de Presidentes, y
aumenta la granularidad de la regulacién de las Conferencias sectoriales
en relacién a sus funciones y al régimen de sus decisiones. En este punto,
se prevé que cada Conferencia Sectorial disponga de un reglamento interno

(5) Toscano Gi, F.: «La nueva regulacién de los Convenios administrativos en la Ley
40/2015 de régimen juridico del sector piblico», en Revista General de Derecho Adminis-
trativo n°® 45, lustel, 2017.

(6) Tributaria del Dictamen del Tribunal de Cuentas 878 de 30 de noviembre de 2010,
resultante en una mocién elevada a las Cortes Generales y asumida por ésta mediante Reso-
lucién de 18 de diciembre de 2012, aprobada por la Comisién Mixta para las Relaciones
con el Tribunal de Cuentas.

(7)  La LRISP no incluye la regulacién de todos los tipos de convenios existentes en nuestro
ordenamiento, incluyendo exclusiones significativas tales como la de los interautonémicos; no
menciona expresamente a las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las
Administraciones ferritoriales como eventuales partes de un convenio administrativo; no concreta
el contenido de los «efectos juridicos» del convenio, a diferencia de cuanto se regula acerca
de los acuerdos adoptados en sede de los distintos érganos de cooperacién regulados en la
propia LRISP; recoge una clasificacién imprecisa (respecto de los sujetos intervinientes) y juridi-
camente irrelevante de los convenios administrativos; no se complementa adecuadamente con
la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales (la LRJSP
incorpora los «convenios internacionales», y ésta los acuerdos internacionales administrativos).

(8) Garcia Morates, M.J.: Transparencia y rendicién de cuentas de las relaciones de
cooperacién intergubernamental en el Estado Autonémico, Generalitat de Catalunya, 2017,
pp. 108-113.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
324 ISSN 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 318339



RELACIONES INTERADMINISTRATIVAS. CONVENIOS Y ORGANOS DE COOPERACION

aprobado por sus miembros; que se pueda solicitar su convocatoria por al
menos una tercera parte de sus miembros; que sus reuniones se celebren
con una cadencia minima anual y que puedan fenerse por videoconferencia
y medios electrénicos; que sus secretarias se encarguen de la preparacién
de las reuniones, efectuar la convocatoria de las conferencias, redactar las
actas, expedir certificaciones o custodiar la documentacién que generan las
conferencias; que en ellas se informe sobre los anteproyectos de leyes y los
proyectos de reglamentos estatales o autonémicos cuando afecten de manera
directa al dmbito competencial respectivo o asi se prevea en la normativa
aplicable; que puedan emitir acuerdos (obligatorios y judicialmente exigibles
para los firmantes, salvo que la autoridad estatal esté ejerciendo funciones de
coordinacién, en cuyo caso son obligatorios sin excepcién) y recomendaciones
(vinculantes solo para quienes han votado a favor y, en el caso de que decidan
apartarse de ella, deberdn motivarlo y se incorporaré esa justificaciéon en el
expediente); y que se formen en su seno Comisiones Sectoriales (érganos de
trabajo y apoyo de cardcter general, integrados por el Secretario de Estado
—u é6rgano superior— del ramo y los representantes de las Comunidades
Auténomas, capacitados para ejercer funciones consultivas, decisorias o de
coordinacién —entre las cuales el establecimiento de planes horizontales,
entre Comunidades Auténomas—) y Grupos de trabajo (érganos de cardcter
técnico y casual abiertos a la participacién de organizaciones representativas
de intereses afectados).

Destaca también la autora que la LRJSP adopta, de la regulacién ya
vigente de algunos Estatutos de autonomia, la posibilidad de que las Comisiones
Bilaterales de Cooperacién creen Grupos de trabajo, que puedan convocarse
y adoptar acuerdos por videoconferencia o por medios electrénicos y que
tomen decisiones conforme a un régimen idéntico al que rige para las Confe-
rencias Sectoriales, arriba descrito, reforzdndose el cardcter juridico de unos
acuverdos hasta la fecha solo dotados de una mera vinculacién politica. Final-
mente, la LRJSP regula expresa y novedosamente las Comisiones Territoriales
de Coordinacién como érgano multilateral vertical de composicién bipartita o
tripartita (segdn se incluya a representantes de las respectivas Administraciones
territoriales), cifiendo su despliegue a Administraciones cuyos tferritorios sean
colindantes o coincidentes, restringiendo sus decisiones a la modalidad de
acuerdos de obligado cumplimiento, pero a la vez permitiendo la disidencia
de sus miembros.

IV. EL MARCO LEGAL AUTONOMICO

Llegados a este punto, procede analizar los preceptos de la LORJSPA
que se ocupan de la regulacién de las relaciones interadministrativas, desde
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los principios que las rigen hasta los instrumentos que las expresan con todos
sus pormenores. De este cometido se ocupa el titulo V, presidido por sendos
preceptos introductorios (arts. 145 y 146) donde se colacionan principios
insoslayables, tales como la lealtad institucional, competencia, colabora-
cién, cooperacién, coordinacién, eficiencia, responsabilidad, igualdad en
el ejercicio por los ciudadanos de sus derechos, solidaridad interterritorial,
sin perjuicio de cuantos otros figuren en el ordenamiento constitucional y
legal aplicable (hay, por ejemplo, una reserva adicional especifica para
dar entrada a la legislacién relativa a relaciones con las entidades locales).
Asimismo, la colaboracién y cooperacién se consideran como deberes para
la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén en el ejercicio de
sus competencias.

Del citado titulo V destaca la regulacién de los convenios, si bien ésta
dista de ser totalmente novedosa por cuanto se nutre de la hasta ahora vigente
Ley 1/2011, de 10 de febrero, de convenios de la Comunidad Auténoma de
Aragén. En este titulo V se incluyen también los 6rganos de cooperacién ya
definidos en el Estatuto de Autonomia (Comisién Bilateral de Cooperacién,
Comisién Mixta de Asuntos Econdmico-Financieros y Comisién Mixta de Trans-
ferencias). Estos contenidos son los principales instrumentos para la concrecién
del llamado «Estado autonémico cooperativo» en nuestra Comunidad (9).

1. Convenios

La Comunidad Auténoma de Aragén, ademds de los incontables conve-
nios «verticales» suscritos con la Administracién General del Estado y los entes
locales de su territorio, se ha preocupado por entablar relaciones «horizonta-
les» con otras Comunidades, limitrofes o no, sobre las materias mds dispares:
asistencia sanitaria en urgencias y emergencias en las zonas limitrofes, viajes
escolares, conservacién de especies naturales, transmisién de sefiales de la
TV autondmica... Estas relaciones no solo han sido bilaterales, sino también
multilaterales, en la medida en que desde 2008 se impulsé la ronda ciclica
de encuentros de alto nivel de las Comunidades Auténomas con Estatutos «de
nueva generacién». De estas rondas, hoy interrumpidas, fructificaron convenios
de aparentemente escasa entidad politica o institucional, pero de alta resolucién
y notable interés pdblico (puesta en comidn de las redes de casas de acogida
de menores, reconocimiento reciproco de ciertos certificados profesionales,

(9) «Estado autonémico cooperativo» segin DivassON MenpiviL, J.: «Los convenios de
colaboracién entre el Estado y las Comunidades Auténomas», en Asociacién de Letrados de la
Comunidad Auténoma de Aragédn (coord.): Estudios juridicos sobre el Estatuto de Autonomia
de Aragén de 2007, Gobierno de Aragén, 2008, pp. 226-227; «autonomismo cooperativo»
segin GIMENO Lopez, A.: «Relaciones de colaboracién con otras Comunidades Auténomas»,
en la misma obra (p. 230) y parafraseando a Tajabura TejADA.
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homologacién de licencias, etc.). La presencia, cuando no la promocién, de la
Comunidad aragonesa en estas iniciativas, acredita el favor histérico del que
gozan los convenios interadministrativos en nuestra Comunidad.

No en vano la normativa propia se adelanté a la bdsica estatal que
ahora desarrolla la LORJSPA. En efecto, la ya derogada Ley 1/2011 aporté
en su dia sistematicidad, claridad y transparencia a la actividad convencional
del sector publico aragonés, supliendo las muchas carencias de la entonces
vigente ley 30/1992, y completando la hasta entonces fragmentaria regulacién
aragonesa de los aspectos internos, burocrdticos, de la actividad administrativa
convencional. Muchos de los hallazgos de esa ley originaria han pasado a la
LORJSPA, sin que con ésta haya concluido la atencién del legislador aragonés
por estas Utiles herramientas colaborativas. Al contrario, el art. 10 de la Ley
1/2021, de 11 de febrero, de simplificacién administrativa insiste en el hecho
de que los convenios son los instrumentos de colaboracién por antonomasia,
y recoge un mandato general para las Administraciones piblicas aragonesas
de promocién del ejercicio conjunto de sus facultades de intervencién (poli-
cia, inspeccién y sancién) sobre las actividades econémicas, para impulsar
la simplificacién administrativa y agilizar el otorgamiento o control de titulos
habilitantes, ejecutar proyectos concretos, desarrollar sectores econédmicos o
resolver todo tipo de procedimientos administrativos.

La LORJSPA ofrece una definicién en positivo de los convenios, califican-
dolos como acuerdos con efectos juridicos adoptados en el &mbito propio de
la actuacién y para un fin comidn de las partes contrayentes. Se entiende como
partes la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén y sus organis-
mos publicos adscritos, las universidades piblicas del Sistema Universitario de
Aragén (10). Simétricamente, se tiene por contrapartes a las administraciones
—y sus entes dependientes— estatales, autonémicos, locales, las universidades
pUblicas y cualesquiera otros sujetos de derecho publico y privado; e incluso
a cierfas instancias internacionales, ya que se mencionan expresamente entes
regionales europeos y entes piblicos de otros Estados u organismos internacio-
nales con intereses econdémicos, sociales, ambientales, educativos, cientificos
y culturales comunes (arts. 147.1 y 148.1).

(10) Conforme a cuanto dispone la Ley 5/2005, de 14 de junio, de Ordenacién del
Sistema Universitario de Aragdn, la referencia ha de entenderse hecha a Gnicamente a la
Universidad de Zaragoza, puesto que los tres centros asociados de la Universidad Nacional
de Educacién a Distancia (Barbastro, Calatayud y Teruel), segin el art. 2.2 de la citada Ley,
«se relacionardn con el sistema universitario de Aragén a través de los convenios o acuerdos
que, en su caso, se suscriban por la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén
con tal Universidad», lo cual implica que no son realmente «universidades pdblicas «del sis-
tema», sino que éste se relaciona con ellos mediante convenios sujetos, eso si, a la LORJSPA
por razén de la posicién de la contrayente principal (la Administracién autonémica).
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En este 0ltimo caso, no es desdefable la importancia que, en una Europa
unida, un mundo globalizado y contando ya con una regulacién legal estatal de
cobertura —la citada Ley 25/2014, de 27 de noviembre—, puede alcanzar la
actividad convencional internacional de nuestra Comunidad Auténoma, que ya
participa en acciones de cooperacién transfronteriza (Comunidad de Trabajo
de los Pirineos) y transnacional (espacio SUDOE del programa INTERREG),
cooperacién al desarrollo y otras materias (11). A pesar de ello, la LORJSPA no
dedica precepto alguno a integrar la normativa estatal que regula una actividad
convencional internacional autonémica que, conforme a los arts. 52 y 53 de la
Ley 25/2014, se podria articular mediante dos figuras, los «acuerdos interna-
cionales administrativos» (acuerdos para la ejecucién o concrecién técnica de
tratados internacionales suscritos por Espafia) y los acuerdos internacionales
no normativos» (declaraciones de intenciones o compromisos de actuacién de
contenido politico, técnico o logistico). Esta integracién seria necesaria, tanto
desde el punto de vista procedimental como sustantivo, para disciplinar las
fases negocial, autorizatoria estatal y ejecutiva autonédmica de estos acuerdos.
Asimismo, seria preciso aclarar que la exigencia de vinculacién material de los
acuerdos al dmbito competencial autonémico se refiere a materias exclusivas
y/o compartidas, lo cual no estd taxativamente distinguido en la ley estatal.
Asi, por ejemplo, era plausible el art. 20.2 de la hoy derogada Ley 1/2011,
de 10 de febrero, de convenios de la Comunidad Auténoma de Aragén, que
cefia las materias sobre las que acordar a la «investigacién, desarrollo tecno-
lé6gico, proteccién del medio ambiente, ayuda al desarrollo y apertura exterior
de la economia aragonesas.

Simétricamente, también se definen los convenios en negativo, al mencio-
nar los «protocolos generales de actuacién o instrumentos similares» (art. 147.2
LORJSPA) (12), las «encomiendas de gestidén» y «acuerdos de terminacién con-

(11) Que incluso la normativa estatal requiere de algunos ajustes es un hecho, como
advierte MaGAwDI, N.: «Régimen juridico de la actividad internacional de las universidades
pUblicas», en LopEz RAMON, F.; Rivero ORTEGA, R.; FERNANDO PABLO, M.M. (coords.): Organizacién
de la Universidad y la Ciencia, 2018, pp. 660, ya que el sistema de informe ministerial pre-
ceptivo no impide a las Comunidades Auténomas decidir sin més si pueden celebrar convenios
con entes pUblicos pertenecientes a territorios sin pleno reconocimiento internacional (p.ej. el
Sdhara Occidental o Kosovo).

(12) Se trata de documentos episédicos, de contenido programdtico o declarativo
no vinculante, sin compromisos juridicos concretos y exigibles, pero con un indudable valor
simbdlico y un cardcter potencialmente precursor de actuaciones acaso menos solemnes pero
més eficaces. No en vano estos protocolos han sido considerados como precontratos por
CotAs TeNas, J.: «<Encomiendas de gestion, encargos y convenios en la Ley 40/2015, de 1 de
octubre, de Régimen Juridico del Sector Publico», Cuadernos de Derecho Local n® 41, 2016,
pp. 170y 171. Por ello, dado su previsible impacto reflejo, la LORJSPA introduce la cautela
de la autorizacién del Gobierno de Aragén previa a su sucripcién.
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vencional de los procedimientos administrativos» (art. 147.3 LORJSPA) (13), y
los «contratos» (art. 147.4 LORJSPA) (14). A su vez, el art. 147.5 reserva la
aplicacién de la normativa existente en materia de subvenciones piblicas a los
convenios que instrumenten el otorgamiento de una subvencién, o las relaciones
con entidades colaboradoras en la gestién de subvenciones.

A partir de esta definicién, la LORJSPA tipifica los diferentes convenios
(art. 148), exigiendo que se informe a las Cortes de Aragén y a las Cortes
Generales en el plazo de un mes a contar desde la fecha de la firma de los
convenios interautonémicos, recordando el debido respeto a la normativa de
régimen local cuando los convenios se celebren con entidades locales, y remi-
tiendo a los convenios urbanisticos a su normativa especifica.

La LORJSPA dispone el contenido minimo de los convenios en términos casi
idénticos a los de la LRJSP, salvo en lo referido al régimen de modificacién del
contenido del convenio (art. 149.1.h LORJSPA), por cuanto el segundo inciso
del art. 49.g) de la LRISP afiade —y debe ser tenido por norma supletoria,
por mds que redundante— que «a falta de regulacién expresa la modificacién
del contenido del convenio requerird acuerdo unénime de los firmantes». Otra
diferencia se aprecia en el tratamiento del plazo de vigencia del convenio (art.
149.1.i LORJSPA), teniendo en cuenta que este deberd ser determinado y no
superior a cuatro afos, salvo que una norma disponga un plazo mayor. En
cualquier momento antes de la finalizacién del plazo de vigencia, los firmantes
podrdn acordar undnimemente su prérroga por un periodo de hasta cuatro
afios adicionales o su extincién, siempre que esa posibilidad esté prevista en
el propio convenio (15). Otros dos elementos adicionales, de interés desigual,

(13) Son los «convenios de composicién», en expresién acuiiada por BusTio Bolabo,
R.: Convenios y contratos administrativos: transaccién, arbitraje y terminacién convencional del
procedimiento, Aranzadi-Thomson Reuters, Cizur Menor, 2010, pp. 292 y 293; instrumentos
regulados, casi en los mismos términos, en el art. 86 de la Lley 39/2015.

(14) Aunque no es este el (autor ni tampoco el) lugar apropiado para disertar, y mucho
menos para sentar un criterio distintivo definitivo entre convenios y contratos —figuras prdctica-
mente indistinguibles desde el punto de vista de su objeto o prestacién—, cabe recordar que
desde la STJUE de 9 de junio de 2009 (asunto C-480/06, Comisién contra Alemania) y su
secuela, el art. 12.4 de la Directiva 2014/24 de 26 de febrero, sobre contratacién piblica
(y el apartado 33 de su predmbulo), el factor distintivo del convenio es la coincidencia de
intereses, exclusivamente publicos, de las partes (en el contrato hay contraposicién). Ademas,
como recuerda Moreo MarroiG, T.: «De vuelta con la diferencia entre contrato, convenio y
subvencién», en el blog del Observatorio de contratacién poblica, hitp://www.obcp.es/opi
niones/de-vueltacon-la-diferencia-entre-contrato-convenio-y-subvencion (10 de junio de 2013),
en el contrato hay precios y en el convenio hay simplemente cobertura de costes.

(15) La ley bésica permite que se eleve la duracién méxima de los convenios mediante
instrumento normativo, sin exigencia de rango alguna: la norma autonémica de desarrollo —lo
que no es el caso— o una norma sectorial aplicable, pero nunca en el propio convenio. En
cuanto a la previsién de acuerdo undnime para la prérroga del mismo, opina Garcia LuenGo,
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figuran en el art. 149.1 LORJSPA: la «jurisdiccién competente» (hay que enten-
der que lo que se permite pactar es la competencia territorial de un érgano
concreto, pues el orden no puede ser otro que el contencioso-administrativo,
y siempre dentro de las coordenadas de los arts. 10.1.gy 11.1.cdela )y
los elementos rituarios (localidad, fecha y firma del convenio).

Una de las novedades respecto de la regulacién anterior es la descon-
centracién de la competencia para la firma de convenios, anteriormente con-
centrada en la presidencia con cardcter general (salvo que en el acuerdo de
autorizacién se dispusiera otro firmante). El art. 150.2 LORJSPA permite suscribir
convenios, ademds de al titular de la Presidencia del Gobierno de Aragén,
a los de los departamentos y a los gerentes o directores de los organismos
pUblicos, designdndose la representacién mediante el oportuno acuerdo del
Gobierno de Aragén que facultard para la firma (16). Consecuentemente a
esta desconcentracién, el art. 150 de la LORJSPA encomienda al Gobierno de
Aragén autorizar los convenios de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragén y sus organismos piblicos con cardcter previo a su firma,
modificacién y resolucién (17). Se exime de esta autorizacién a los convenios
interadministrativos cuyo fin Unico sea el otorgamiento a los beneficiarios de
subvenciones publicas, que se regirdn por la normativa aplicable en materia
de subvenciones (18).

J.: «Instituciones sustantivas en la Ley 40/2015, de régimen juridico del sector piblico: los
principios de la potestad sancionadora, la responsabilidad administrativa y el nuevo régimen
de los convenios administrativos», El Cronista del Estado Social y Democrdtico de Derecho
n° 83, 2016, p. 26, que esta limitacién temporal debe ser entendida como aplicable a la
forma de adopcién de las prérrogas —siempre por un maximo de cuatro afios— pero no al
némero de éstas, pues de ofro modo no cabria suscribir convenios para atender necesidades
permanentes. La observacién es razonable, dada la restriccién de la duracién méxima, solo
excepcionable mediante norma (legal o reglamentaria, pero norma al fin y al cabo, con todo
lo que ello conlleva desde el punto de vista procedimental).

(16) La LORJSPA completa y mejora la regulacién bdsica, contenida en el art. 48.8
LRISP, relativa a los requisitos de eficacia de los convenios, al precisar que la prestacién del
consentimiento de las partes [y, por lo tanto, el perfeccionamiento del convenio) se realiza
mediante su firma. No obstante, la precisién seria ociosa, a la vista de la caracterizacién de
la firma como instrumento de acreditacién de la autenticidad de la expresién de voluntad y
consentimiento, asi como de integridad e inalterabilidad de lo suscrito ex arts. 10.1 LPAC y
43.1 LRJSP.

(17) No asi para la prérroga que, «siempre que esté prevista, podrd suscribirse por
el titular del érgano firmante del convenio, dando posterior comunicacién al Gobierno de
Aragén» (art. 150.4 LORJSPA).

(18) Las diferencias précticas son notables, y tampoco quedan resueltas totalmente con
esta remisién en blanco. De hecho, el TS estd llamado a resolver el problema de la naturaleza
juridica de los convenios de financiacién para la implantacién de infraestructuras o servicios,
distinta si se trata de articular subvenciones directas o de cooperar transfiriendo fondos, pues
de ello se derivan consecuencias para la liquidacién de las obligaciones correspondientes
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Esta autorizacién previa no es la Onica formalidad previa a la firma,
sino que el art. 151 LORJSPA regula pormenorizadamente un procedimiento
de tramitacién de los proyectos de convenio, que se propone &gil y simple,
para no desmerecer los fines perseguidos con su formalizacién (art. 151.8
LORJSPA). Este procedimiento incluye la confeccién de una memoria expresiva
de los antecedentes, el objeto, la necesidad y oportunidad de la actuacién,
los compromisos que se adquieran, su financiacién y el impacto econémico
del convenio si lo hubiera, asi como el cardcter no contractual de la actividad
en cuestién (19). Ademds de esta memoria, se exigen informes preceptivos en
diversas circunstancias, tales como el del departamento competente en materia
de universidades cuando la contraparte de la Administracién aragonesa sea
una universidad, o el del departamento competente en materia de hacienda,
sobre la suficiencia de crédito presupuestario en caso de que se suscriban
compromisos de gastos de cardcter plurianual (20).

La publicidad de los actos relativos a cada convenio (suscripcién, extin-
cién, prérroga o modificacién) se garantiza mediante el deber de inscripcién
en el Registro Electrénico de Convenios y Organos de Cooperacién de la
Comunidad Auténoma en el plazo de un mes a partir de la firma, y la posterior
publicacién del convenio suscrito (o de sus eventos sucesivos) el «Boletin Oficial
de Aragén», incluso si se trata de convenios de instrumentacién de subven-
ciones deberdn igualmente ser inscritos en el citado Registro (21). Cuando los

(en el primer caso, la Administracién financiadora exigiria a la financiada la justificacién de
todas y cada una de las partidas sefialadas en el convenio, en el plazo estipulado, siendo
improcedente el abono de aquellas cantidades que no estén debidamente relacionadas con
las partidas expresadas en el presupuesto anexo al convenio: vid. el ATS 13 de octubre de
2021, de admisién a tramite del recurso de casacién de la Comunidad de Auténoma de
Aragén en relacién con la liquidacién final del convenio suscrito por el Gobierno de Aragén
y el Ayuntamiento de Zaragoza para la financiacién de una linea de tranvia en la capital).

(19) A imagen de lo dispuesto en el art 50.1 LRJSP, precepto respetuoso con las com-
petencias autonémicas al exigir dnicamente la elaboracién de una memoria justificativa de
la necesidad y oportunidad del convenio, su impacto econdmico y el cardcter no contractual
de la actividad objeto del mismo, dejando a salvo «las especialidades que la legislacién
autonémica pueda prever». Se reflejan en la exigencia de esta memoria las preocupaciones
relativas al cumplimiento de las reglas de estabilidad presupuestaria.

(20) Esta regla parece incorporar a la realidad autonémica aragonesa la aplicable
en exclusiva a los convenios estatales segin el art. 50.2.d) LRJSP: «cuando los convenios
plurianuales suscritos entre Administraciones Piblicas incluyan aportaciones de fondos por
parte del Estado para financiar actuaciones a ejecutar exclusivamente por parte de ofra
Administracién Piblica y el Estado asuma, en el dmbito de sus competencias, los compromisos
frente a ferceros, la aportacién del Estado de anualidades futuras estard condicionada a la
existencia de crédito en los correspondientes presupuestos».

(21) La norma reguladora del «Registro General de Convenios de la Comunidad Auté-
noma de Aragén» (sic, sin mencién alguna a su cardcter electrénico ni a los érganos de
cooperacién) es el Decreto 57/2012, de 7 de marzo, del Gobierno de Aragén. Nétese la
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convenios entrafien compromisos econémicos superiores a trescientos mil euros,
se deben remitir electrénicamente a la Cémara de Cuentas de Aragén dentro
de los tres meses siguientes a su suscripcién. Asimismo, se comunicarén a la
Cémara de Cuentas de Aragén las modificaciones de contenido econémico,
prérrogas o variaciones de plazo, asi como la extincién de los convenios

indicados (22).

Finalmente, el art. 152 LORJSPA regula la extincién y los efectos de la
resolucién de los convenios, remitiéndose a las causas previstas en la legislacion
bdsica estatal, en el propio convenio o en las leyes (23). Dada la complitud
de los preceptos de la LRJSP relativos a la liquidacién econémica, la remisién
de la LORJSPA en este punto es perfectamente comprensible.

2. Organos de cooperacién. En especial, la Comisién Bilateral

La LORJSPA contiene la regulacién de la dimensién orgdnica del fenémeno
colaborativo, distinguiendo tres especies concretas de 6rganos «denomina-
dos» (la Comisién Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado en el art. 153, la
Comisién Mixta de Asuntos Econdmico-Financieros en el 154 y la Comisién
Mixta de Transferencias en el 155 —es irénico que el numeral de la ley ara-
gonesa coincida con el del precepto constitucional que regula el fenémeno
inverso a las transferencias de competencias—). Asimismo, la LORJSPA prevé
la eventual existencia de otros érganos «innominados» en su art. 156. Estos
érganos pueden ser constituidos por iniciativa propia (y a tal efecto se citan
los consorcios, organizaciones personificadas de gestién para la consecucién
de finalidades de interés comin y las empresas pdblicas, remitiéndose a la

ausencia de referencias a las obligaciones de publicidad activa contenidas en el art. 8.1.b)
de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Informacién Piblica y
Buen Gobierno (ni el mds especifico y detallado art. 17 de la Ley 8/2015, de 25 de marzo,
de Transparencia de la Actividad Piblica y Participacién Civdadana de Aragdn). Tampoco la
LORJSPA (ni la LRJSP, en lo que toca a los convenios suscritos por la Administracién estatal)
precisa qué parte del convenio suscrito se debe publicar oficialmente. El art. 8.1.b) de la
LTBG, que es norma bdsica, exige la publicacién de «la relacién de los convenios suscritos,
con mencién de las partes firmantes, su objeto, plazo de duracién, modificaciones realizadas,
obligados a la realizacién de las prestaciones y, en su caso, las obligaciones econémicas
convenidas.

(22) La LORJSPA es mds estricta en este punto que lo permitido por la norma bdsica:
conforme al art. 53.1 LRISP, la obligatoriedad de la remisién al érgano de fiscalizacién se
reduce a los convenios cuyos compromisos econémicos asumidos superen los seiscientos mil
euros. Por cierfo, esta competencia no ha sido incorporada al listado del art. 6 de la Ley
11/2009, de 30 de diciembre, de la Cédmara de Cuentas de Aragén.

(23) Recuérdese que el propio art. 149.2 LORJSPA habilita la posibilidad de que se
prevean causas de resolucién adicionales a las de la LRJSP, asi como indemnizaciones en caso
de que el convenio se resuelva por incumplimiento de los compromisos suscritos.
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normativa aplicable a cada figura) (24). Adicionalmente, puede tratarse de
érganos ajenos, en los que la Comunidad simplemente participa por medio
de representantes designados conforme a las reglas del art. 157 (el Conse-
jero competente por razén de la materia en las conferencias sectoriales, el
secretario general técnico o el director general designado por el Consejero
en las comisiones sectoriales, el jefe de servicio designado por el Consejero
o el director general en los grupos de trabajo y, por Gltimo, el érgano equi-
valente al que dispongan las administraciones participantes en las comisiones
territoriales de coordinacién).

Dada la proximidad del techo competencial autonémico establecido en el
EAAr, son pocas las competencias ejecutivas («funciones y servicios») nominal-
mente aragonesas pero todavia materialmente ejercidas por la Administracién
estatal, a lo que se une la relativa serenidad de las pretensiones aragonesas
por alcanzar dicho techo y la dudosa viabilidad de éstas (25). Consecuente-
mente, no es previsible que la Comisién Mixta de Transferencias, contemplada
en la disposicién transitoria sexta del EAAr originario de 1982, vaya a tratar
objeto alguno, al menos a corto o medio plazo, tras su Gltima intervencién en
2007 (26). En todo caso, el cardcter casual de esta comisidn paritaria implica
la remisién de la aprobacién de sus normas de funcionamiento al momento en
que se constituya, si llega a hacerse.

(24) Importa destacar lo inapropiado del término «érgano» empleado por el art. 156.1
de la LORJSPA en cuanto se refiere a organizaciones dotadas de personalidad juridico piblica
(consorcios y ofras organizaciones personificadas) y hasta privada (empresas piblicas). Los
vocablos «organismos», «entidades» u «organizaciones» se compadecerian mejor con la auto-
nomia de que gozan las citadas figuras por razén de su personalidad diferenciada, dejando
aparte su cardcter innegablemente auxiliar de las Administraciones que los crean y constituyen.

(25) El presidente de la Comunidad Auténoma proclamé en su comparecencia en las
Cortes de Aragén del 27 de enero de 2020 que «Vamos a reclamar las veintidés competencias
pendientes de transferir, vamos a demandar del Gobierno central la suscripcién del acverdo
bilateral econémico-financiero, previsto en el articulo 108 del Estatuto y que ya en la pasada
legislatura la comisién bilateral empezé a tratar (...) Si se transfieren competencias estatales
a alguna comunidad, nosotros exigiremos la posibilidad de decidir sobre el acceso al mismo
tratamiento». Asi pues, parece estar en la agenda aragonesa la reivindicacién del traspaso de
competencias —de imprevisible llegada, me permito insistir— de las que destacan la gestién del
sistema penitenciario, la de los ferrocarriles de cercanias y regionales, la de los aeropuertos de
interés general no reservados al Estado, la de las relaciones laborales incluyendo las politicas
activas de empleo y las subvenciones a la contratacién, la de la inmigracién, la del régimen
econémico de la Seguridad Social, asi como la creacién de un cuerpo de policia autonédmica
propio (superando el actual sistema de unidad adscrita del Cuerpo Nacional de Policia).

(26) Lo cual sucedi6 con ocasién del traspaso de funciones y servicios de la Adminis-
tracién del Estado a la Comunidad Auténoma de Aragén en materia de provisién de medios
personales, materiales y econémicos para el funcionamiento de la Administracién de Justicia,
negociando la operacién aprobada un mes y medio mds tarde por RD 1702/2007, de 14
de diciembre.
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Similar éxito cabe augurar a la Comisién Mixta de Asuntos Econémico-Fi-
nancieros, érgano bilateral entre las administraciones estatal y aragonesa para
la negociacién y acuerdo de todo lo relativo a la financiacién de la Comunidad,
tal y como prescribe el art. 109 del EAAr. La Comisién Mixta se reunié por
primera y dnica vez el 21 de diciembre de 2009, para —literalmente— aceptar
el (entonces) nuevo sistema de financiacién de las Comunidades Auténomas de
régimen comin y ciudades con Estatuto de Autonomia, fijar el valor inicial del
Fondo de Suficiencia Global y modificar el régimen de cesién, el alcance y
las condiciones de la cesién de tributos del Estado a la Comunidad Auténoma
de Aragén. Todavia en estos momentos no se ha podido acometer la revision
integral del sistema de financiacién autonémica de régimen comin, pendiente
nada menos que desde 2014, a pesar de las sucesivas rondas de negociacién
mantenidas individualmente con las Comunidades Auténomas. La dificultad de
articular el sistema planificatorio previsto por los arts. 108 y 109 del EAAr con
el modelo general de financiacién autonémica impide preferir la precedencia de
esta Comisién Mixta o del Consejo de Politica Fiscal y Financiera a la hora de
intervenir en la definicién del modelo financiero: probablemente no sea posible la
precedencia de una u ofro. Hoy por hoy no es auspiciable la activacién a corto o
medio plazo esta Comisién Mixta, también regida, en su caso, por el reglamento
de organizacién y funcionamiento inferno aprobado conjuntamente. Curiosamente,
ha sido en sede de otro érgano de cooperacién regulado en la LORJSPA donde
se han sustanciado negociaciones en materia financiera que habrian sido propias
de la Comisién Mixta: la Comisién Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado (27).

En efecto, el protagonismo en las relaciones de cooperacién lo ostenta
la Comisién Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado, instituida facticamente,
como recuerda LATORRE ViLa, el 26 de marzo de 1990, y hoy regida por un
reglamento de organizacién y funcionamiento interno aprobado por acuerdo
de sus partes integrantes el 27 de junio de 2017 (28). Su funcién es coordinar

(27) Contra lo previsto en el apartado primero de la disposicién transitoria primera del
EAAr. En la octava reunién de la Comisién Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado, celebrada
el 19 de noviembre de 2018, se acordé la constitucién de un grupo de trabajo especifico
para el desarrollo del art. 108 EAAY, relativo al acuerdo bilateral econdmico-financiero entre
Aragén y el Estado, al que se aspira desde la reforma del EAAr de 1996, momento en que
se aspiré formalmente por primera vez prefendié obtener un tratamiento financiero especial
a imagen del foral navarro y vasco. La reunién fue también el marco para un debate acerca
de dos cuestiones de honda preocupacién para el Gobierno de la Comunidad, que trasladé
a su contraparfe su preocupacién en forno a la incidencia de la despoblacién, la dispersién
y el envejecimiento de la poblacién en la financiacién autonémica, factores permanentes en
la realidad y en la agenda aragonesa.

(28) Con anterioridad rigié otro de 8 de enero de 2009, sucesor a su vez de otro
de 12 de noviembre de 2001. Conviene precisar que la constitucién formal de la Comisién
bilateral, conforme a la configuracién juridica vigente tras la reforma estatutaria de 2007,
tuvo lugar el 9 de enero de 2008.
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e impulsar las relaciones bilaterales y realizar el seguimiento de la participa-
cién de Aragén en las competencias estatales en los supuestos previstos en el
Estatuto de Autonomia, de acuerdo con el articulo 90 del EAAr.

Esta Comisién tiene una composicién paritaria de doce miembros, su
presidencia es rotatoria anual y cuenta con una estructura auxiliar basada en
la existencia de tres figuras: la secretaria permanente, las subcomisiones y el
grupo de trabajo (29). La secretaria permanente es ejercida de forma conjunta
por sendos cargos con rango de Director General, designados por cada parte.
Las cuatro subcomisiones permanentes son temdticas (Seguimiento normativo,
prevencién y solucién de conflictos; Convenios y participacién en las compe-
tencias y organismos estatales; Infraestructuras; y Asuntos europeos y accién
exterior), mientras que el grupo de trabajo, constituido por tres representantes de
cada parte, es un érgano permanente de cardcter técnico, encargado de velar
por el cumplimiento de los acuerdos y realizar el seguimiento de su ejecucién.

La Comisién Bilateral ejerce funciones de deliberacién y, en su caso, acuerdo
sobre proyectos de ley estatales, actuaciones y planes conjuntos, conflictos
competenciales, y disefio de mecanismos de colaboracién sectoriales siempre
que incidan singularmente en las competencias o intereses de la Comunidad
Auténoma. Adopta sus acuerdos por conformidad de sus dos partes, acuerdos
que pueden ser publicados oficialmente, de manera potestativa. La doctrina del
Tribunal Constitucional ilustra sobre la posicién institucional de las Comisiones
Bilaterales de Cooperacién, que ni reducen la superioridad del Estado ni son
la dnica forma, ni la exclusiva, para articular la relacién bilateral entre ambas
instancias ferritoriales (30). De hecho solo relacionan a gobiernos (y sus Admi-
nistraciones puiblicas) en el dmbito de sus respectivas competencias, que son
por naturaleza ejecutivas, reglamentarias y, como mucho, preparatorias de la
legislativa correspondiente a las Cortes Generales y los parlamentos autonémicos.

Se trata de un instrumento valioso, de reforzado protagonismo desde la
introduccién en el ordenamiento constitucional del mecanismo de prevencién y
reduccién de la conflictividad entre el Estado y las Comunidades Auténomas por el
art. 33.2 de la LOTC, esa especie de fase de conciliacién voluntaria tan efectiva,
segun revela un reciente andlisis realizado por De 1A QUADRA-SALCEDO JaNINI (31).

(29) La LORJSPA pauta la celebracién anual de esta Comisién Bilateral en sesién
plenaria, como minimo. La presidencia serd alternativa por periodos temporales de un afio
natural correspondiendo los pares al Estado y los impares a Aragén.

(30) Esta doctrina se halla en los FFJJ 13 'y 115 de la STC 31/2010, de 28 de junio,
relativos a los arts. 3.1 y 183 del Estatuto de Autonomia de Catalufia de 2006.

(31) De tA Quabra-Saicepo JaniNi, T.: «Un balance sobre la conflictividad y la coopera-
cién en la resolucién de las controversias competenciales», en Couno, C. (coord.): Retos de la

gobernanza multinivel y la coordinacién en el estado autonémico: de la pandemia al futuro,
INAP, Madrid, 2021, pp. 165, 170-171 y 174.
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Hoy por hoy, la Comisién Bilateral se encarga, sobre todo, de sustanciar las nego-
ciaciones tendentes a la suscripcién de acuerdos de tres tipos: en primer lugar, los
representantes de las Administraciones respectivas se pueden comprometer a pro-
mover la modificacién de los textos legales que suscitan el conflicto constitucional,
modificacién que hardn efectiva, en su caso, las cdmaras legislativas competentes.
En segundo lugar, las Administraciones negociadoras pueden (esta vez en pleni-
tud de facultades) comprometerse a adoptar un texto reglamentario en el que se
despeijen las dudas sobre la constitucionalidad del texto legal controvertido. Por
dltimo, cabe acordar los términos o criterios hermenéuticos orientativos de la préc-
tica aplicativa de las Administraciones implicadas que, sin embargo, nunca serdn
vinculantes para los érganos jurisdiccionales eventualmente llamados a aplicar las
normas controvertidas. Surge aqui la duda acerca de la conveniencia y alcance
del mecanismo negociador cuando del mismo resulta la renuncia a impugnar
normas «sospechosas» de incurrir en vicios de inconstitucionalidad (no ha lugar a
dudas la procedencia de la negociacién intraprocesal, por cuanto el desistimiento
de un proceso ya entablado debe ser admitido por el Tribunal Constitucional). Es
dificil asumir que las Comisiones Bilaterales puedan acabar hurtando facultades
al Tribunal Constitucional, validando Derecho nulo simplemente a través de una
composicién preprocesal, en un sistema parajurisdiccional cuya naturaleza no es
plenamente rogada.

De hecho, el Tribunal Constitucional ha reafirmado su facultad de pro-
nunciarse sobre la vulneracién de las competencias denunciada en el proceso
por mds que exista un acuerdo interpretativo entre las partes sobre el signi-
ficado de un concreto precepto de una ley (32). En estos casos, el Tribunal
Constitucional debe ponderar dos circunstancias para admitir el desistimiento
instado por las partes: la posicién de las demds partes personadas, cuando
las haya, y la existencia de un interés general potencialmente lesionado por el
desistimiento. Segun refiere bE LA QuADRA-SALCEDO JANINI, el Gobierno estatal ha
cifrado dicho interés general, a través de un acuerdo expreso del Consejo de
Ministros posterior a junio de 2018, en la existencia de doctrina constitucional
sobre la materia controvertida, la desaparicién sobrevenida de la controversia
por modificacién de la normativa bésica estatal que sirve de canon de control
de la norma autonédmica impugnada, o el compromiso firme, manifestado en
un érgano de cooperacién, de una Comunidad Auténoma de modificar un
determinado precepto legal en el sentido delimitado por el legislador estatal o
la doctrina constitucional. El tercero de estos presupuestos, como puede apre-

(32) Vid. SsTC 106/2009, de 4 de mayo —en cuestién de inconstitucionalidad sobre
la Ley de comercio de Cantabria de 2002—; 22/2015, de 16 de febrero —en cuestién de
inconstitucionalidad sobre la Ley del impuesto medioambiental sobre instalaciones de trans-
porte de energia de Extremadura de 2005—; y 79/2017, de 22 de junio —en recurso de
inconstitucionalidad sobre la Ley de garantia de la unidad de mercado de 2013 —.
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ciarse, afiade valor a los trabajos de las comisiones bilaterales como factores
de activacién de las solicitudes de desistimiento de los conflictos constitucionales
entablados por el Presidente del Gobierno contra disposiciones autonémicas.
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